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PREFACIO 


«Desde  ciento  cincuenta  aflos  atrás,  ha  dicho  Des- 
champs,  el  mundo  moderno  es  presa  de  una  instabilidad 
que  se  traduce  tanto  por  convulsiones  en  las  que  son 
arrastrados  los  gobiernos  y  las  instituciones  seculares, 
tanto  por  un  trabajo  lento  pero  continuo  que  debilita 
los  principios  de  religión,  de  derecho,  de  moral,  de  ge- 
rarquía,  sobre  los  que  la  sociedad  ha  reposado  en  todo 
tiempo » .  ( I )  Pero  si  esto  puede  ser  exacto  y  á  tan  for- 
midable fenómeno  se  le  llama  revolución,  no  lo  es  me- 
nos que  tilles  movimientos  son  el  resultado  lento  pero 
seguro  del  progreso  humano,  con  todo  el  cortejo  de 
sus  errores  y  desastres. 

Todo  en  la  humanidad  es  el  resultado  de  un  esfuerzo, 
de  una  lucha  en  el  orden  moral  ó  físico,  y  así  se  dijo 
con  verdad,  «con  el  sudor  de  tu  rostro  comerás  el  pan». 
La  voluntad  creada  no  puede  alterar  esta  ley  inmutable, 
pero  puede  dirigir  los  movimientos  que  conducen  á  ese 
fin  y  evitar  ó  aminorar  los  extravíos  en  que  caen  los 
espíritus  mas  cultivados,  cuando  se  dejan  dominar  por 

(i)  Les  sociétés  secretes  et  lasociétéy  i.  I,  pág.  19. 
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las  pasiones.  Este  es  el  trabajo  más  serio  y  el  único 
que  depende  exclusivamente  del  poder  humano,  porque 
es  su  manifestación  espontánea:  el  torrente  no  se  de- 
tiene sino  se  dirije  para  evitar  sus  males  y  convertir 
sus  aguas  en  riegos  benéficos. 

Todos  los  pueblos  han  sufrido  ó  sufren  estos  movi- 
mientos más  ó  menos  violentos,  y  sean  cuales  fueren 
los  medios  que  ponen  en  juego  y  su  condenación  por  la 
ley  moral,  no  puede  negarse  que  en  medio  á  las  per- 
turbaciones de  doctrinas  extravagantes  y  contrarias  á  la 
naturaleza  humana,  algún  fondo  de  justicia  existe  que 
no  debe  despreciarse,  porque  quizá  en  él  consista  el 
elemento  del  progreso. 

La  República  Argentina  ha  llevado  una  vida  de  sin- 
sabores y  amarguras  desde  su  emancipación  misma;  y 
regado  su  suelo  por  la  sangre  de  sus  hijos,  ha  visto  so- 
bre su  frente  estampado  el  South  América  como  un  sig- 
no de  desprecio.  Pero  esa  situación  que  tantas  causas 
explican,  es  un  rico  caudal  de  experiencia  que  no  puede 
despreciarse,  y  es  la  escuela  de  aprendizaje  por  la  que 
hemos  tenido  que  pasar  para  conquistar  nuestra  actual 
condición  política  y  social.  No  es  despreciándola  que  al- 
go alcanzaremos:  es  buscando  en  sus  elementos  las  so- 
luciones palpitantes,  que  podremos  ponernos  en  guardia 
contra  nuestros  errores  y  pasiones.  Persigamos  las  gran- 
des conquistas,  y  aprendamos  á  evitar  los  extravíos  á 
que  nos  conducen  nuestras  ^debilidades. 

Desgraciadamente  todo  no  marcha  así  y  los  elemen- 
tos concurrentes  cooperan  á  extraviar  los  elementos  de 
opinión  y  á  desnaturalizar  los  principios  constitucionales. 
Acabamos  de  salir  de  una  dolorosa  situación,  dejando 
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girones  de  nuestras  instituciones  y  enrojecido  con  san- 
gre de  hermanos  el  pedazo  más  rico  del  suelo  de  la 
patria.  No  quiero  juzgarla,  aunque  se  puede  decir,  sin 
temor  de  equivocarse,  que  á  nadie  de  los  que  tuvieron 
participación  en  ella,  le  es  lícito  arrojar  la  primera  pie- 
dra. ¿Hemos  aprendido  algo?  ¿Cuáles  han  sido  sus  re- 
sultados."* 

Se  ha  roto  el  equilibrio  de  nuestro  sistema  federal 
dejando  en  la  impotencia  la  única  Provincia  que  podía 
impedir  las  posibles  absorciones  del  gobierno  central, 
creyendo  que  esa  era  la  condición  de  la  nacionalidad, 
en  una  situación  creada  más  por  los  hombres  que  por 
la  importancia  respectiva  de  los  Estados.  Han  quedado 
en  pié  los  partidos  permanentes  con  los  odios  y  renco- 
res de  toda  lucha  llevada  al  terreno  de  la  fuerza,  y  las 
brisas  benéficas  de  un  porvenir  tanto  tiempo  esperado, 
no  parecen  disipar  todavía  las  negras  nubes  del  hori: 
zonte  político. 

Así,  el  poder  nacional  sin  contrapeso,  agitado  por  mo- 
vimientos imprudentes  y  que  los  círculos  no  meditan 
bastante,  exagera  sus  propias  atribuciones  pudiendo  lle- 
gar hasta  poner  en  peligro  el  juego  regular  de  las  ins- 
tituciones locales;  y  á  nuestro  juicio  no  hay  otro  medio 
de  volver  todo  á  su  quicio,  de  hacer  que  las  institucio- 
nes tomen  su  carácter  genuino,  que  buscar  las  interpre- 
taciones de  las  disposiciones  constitucionales  con  un 
criterio  desapasionado  y  fuera  de  todo  interés,  de  toda 
combinación  política. 

Las  grandes  limitaciones  constitucionales  llaman  siem- 
pre la  atención  pública,  porque  se  presentan  con  un 
carácter  general  en  que  todos    se  encuentran  compro- 
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metidos,  en  que  todos  y  cada  uno  pueden  sufrir  sus 
consecuencias:  no  sucede  asi  con  las  limitaciones  que 
tomadas  especialmente  hieren  en  nn  momento  dado  el 
derecho  ó  el  interés  de  un  individuo  aislado,  aunque  sus 
resultados  puedan  ser  más  tarde  funestos  para  todos. 
Este  es  nuestro  modo  de  ser,  y  parece  que  estuviera  en 
nuestro  temperamento  y  en  nuestra  raza  agregados  al 
egoismo  que  se  desarrolla  en  los  individuos  con  las  ne- 
cesidades que  crea  el  progreso  social  y  las  nuevas  exi- 
gencias de  la  vida. 

Con  este  convencimiento  y  observando  los  males  que 
causan  las  pasiones  políticas  con  sus  soluciones  tan  exa- 
geradas como  contradictorias,  hemos  pensado  que  fuera 
útil  el  estudio  de  las  garantías  constitucionales  y  sus 
limitaciones,  en  tanto  se  invocan  por  los  individuos  y 
por  los  gobernantes  en  el  ejercicio  de  los  derechos  que 
les  son  propios. 

Hemos  buscado  las  soluciones  con  espíritu  sereno  y 
sin  ideas  preconcebidas;  y  al  formularlas  en  este  libro, 
se  verá  por  lo  menos  los  esfuerzos  del  que  busca  la  ver- 
dad, sean  cuales  fueran  los  errores  que  en  sus  investi- 
gaciones ha  podido  cometer.  «El  más  grande  de  los 
placeres  humanos,  ha  dicho  Thiers,  es  el  de  satisfacer 
su  propia  inteligencia,  el  de  decir  lo  que  se  crea  verda- 
dero y  decirlo  ante  todo  el  mundo»,  (i) 

(i)  Discours  Parlementairesy  t.  VI,  pág.  210. 
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No  hay  palabra,  ha  dicho  Montesquieu,  que  haya  reci- 
bido significados  más  diferentes  y  que  haya  impresionado 
los  espíritus  de  tantas  maneras  como  la  libertad.  (1)  Y  la 
verdad  de  esta  afirmación  se  esplica  fácilmente,  si  se  tiene 
en  cuenta  que  la  libertad  ha  formado  en  todos  los  tiempos 
el  desiderátum  de  los  individuos  y  de  los  pueblos  al  esfor- 
zarse por  operar  su  desenvolvimiento. 

Desgi'aciadamente,  la  confusión  del  significado  no  ha 
sido  un  hecho  aislado  que  haya  podido  pasar  sin  influencia 
entre  las  tantas  abstracciones  de  los  espíritus  militantes. 
Buscando  sn  aplicación,  ó  sufriendo  la  influencia  del  medio 
en  que  aparecía,  sus  efectos  se  han  hecho  sentir  en  todas  las 

(1)  De  l'Esprit  df*s  Ini.*,  lih    XI,  (mp.    lí. 
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manifestaciones  de  la  actividad  humana,  imprimiendo  un 
sello  de  consecuencias  más  ó  menos  fatales. 

En  las  sociedades  antiguas,  el  individuo  desaparecía  ante 
la  familia  y  ante  la  patria,  porque  la  familia  y  la  patria 
eran  el  conjunto  de  todas  las  aspiraciones  y  de  todos  los 
derechos;  y  de  aquí  la  libertad  en  la  omnipotencia  del  Estado, 
en  la  manera  de  gobernar  ó  de  ser  gobernado,  sin  consultar 
para  nada  los  derechos  de  los  individuos,  sin  tener  en 
cuenta  su  personalidad.  Más  tarde,  al  desaparecer  del 
mundo  antiguo,  los  elementos  sociales  se  confunden  en  el 
caos  de  las  invasiones  desvastadoras,  y  el  individuo  recu- 
pera su  independencia  salvaje,  las  leyes  directivas  pierden 
toda  su  influencia,  y  la  libertad  se  presenta  en  la  semejanza 
soñada  del  estado  natural,  en  eí  individuo  aislado  y  fuera 
de  la  sociedad,  falseando  así  su  destino  marcado  en  todos 
los  elementos  que  constituyen  sus  caracteres  distintivos. 

¿Era  ésto  lo  que  debía  presentarnos  el  mundo  moderno? 
¿Era  ésta  la  verdadera  manifestación  de  la  libertad  en  el 
individuo  y  en  la  sociedad?  Las  luchas  continuas  y  las 
conquistas  que  han  sido  sus  consecuencias,  nos  demuestran 
hoy  claramente  que  no;  y  que  sólo  las  turbulencias  de  las 
ambiciones  y  de  los  intereses,  y  la  ignorancia  de  las  ma- 
yorías que  se  sometían  fácilmente  á  su  influencia  corrup- 
tora, han  podido  desnaturalizar  los  sanos  principios  y  hacer 
difícil,  sino  imposible,  su  adquisición. 

Si  la  libertad,  tomada  en  un  sentido  absoluto  ó  abstracto, 
puede  decirse  que  no  es  sino  la  manifestación  ó  el  ejercicio 
de  la  facultad  de  hacer  ó  no  hacer  todo  aquello  que  la  vo- 
luntad resuelva,  no  es  asi  como  debe  entenderse  en  la  so- 
ciedad y  en  el  individuo,  obrando  en  ella  como  imposición 
de  su  propia  naturaleza.  El  individuo,  como  tal,  no  tiene 
ni  puede  tener  la  independencia  absoluta  que  el  ejercicio  de 
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aquella  facultad  supondría,  desde  que  la  espontaneidad  de 
sus  manifestaciones  individuales  se  opera  y  se  desarrolla  en 
una  vida  de  relación  encamada  en  un  estado  social  de  que 
no  lees  permitido  prescindir. 

La  posibilidad  de  hacer  ó  de  no  hacer,  no  depende  de 
la  voluntad  que  puede  obrar  en  los  movimientos  puramente 
sicológicos  con  independencia  completa,  porque  la  elección 
reducida  á  una  forma  práctica  y  tangible,  puede  encontrarse^ 
con  otra  manifestación  que,  en  ejercicio  de  una  elección 
igualmente  respetable,  presente  limitaciones  que  no  es  lícito 
salvaí'.  ¿Podría  decirse,  entonces,  que  ha  desaparecido,  que; 
no  existe  la  libertad? 

Si  la  libertad  fuera  ese  poder,  esa  facultad  de  que  ve- 
nimos hablando,  sin  duda  que  así  debiera  pensarse;  pero  ni 
en  el  individuo,  ni  en  la  sociedad  es  posible  discurrir  de 
esta  manera,  porque  el  caos  individual  y  social  no  pudo 
ser  jamás  la  realización  de  los  destinos  déla  humanidad. 
La  armonía  de  todos  los  elementos  creados  es  el  gran  se- 
creto de  la  omnisciencia  de  la  potestad  creadora,  que  dando 
formas  al  mundo  ha  marcado  á  todos  los  elementos  mate- 
riales y  morales  sus  movimientos  concordantes,  los  que  solo 
volverán  al  caos  de  que  salieron  por  el  ejercicio  de  su  vo- 
luntad omniponente. 

Así,  cuando  en  las  relaciones  de  la  humanidad  buscamos 
la  libertad  como  uno  de  sus  atributos,  la  buscamos  en  la 
realidad  armónica  de  su  existencia  y  no  en  su  negación, 
porque  tal  no  ha  sido  el  fin  de  la  voluntad  creadora.  La 
libertad  omnipotente,  solamente  en  Dios  exist<^.;  la  libertad 
en  suscreaturas  es  la  facultad  limitada,  porque.es  el  patri- 
monio de  todas  y  de  cada  una,  en  la  medida  necesaria  para 
cumplir  sus  destinos  individuales  y  sociales. 

Dada  la  existencia  del  individuo  y  de  la  sociedad,  como 
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condición  de  su  propia  naturaleza,  la  libertad  no  puede  ser 
la  facultad  sicológica  que  nos  presenta  en  aptitud  de  hacer 
ó  no  hacer,  de  elegir  nuestra  situación  con  independencia 
absoluta;  y  puede  decirse  con  verdad  que  en  este  sentido 
anárquico  y  disolvente  no  se  ha  mantenido  en  las  evolucio- 
nes sucesivas  de  la  humanidad  con  caracteres  estables. 
¿Qué  debemos  entender,  entonces,  por  libertad? 

Podemos  decir,  que  por  libertad  en  general,  debe  enten- 
derse la  facultad  que  tiene  todo  hombre  de  desenvolverse 
ejercitando  sus  derechos  individuales  de  ün  modo  consciente 
II  autónomo,  bajo  la  garantía  de  la  ley.  La  libertad  será 
política  ó  civil:  es  decir,  la  facultad  de  gobernarse  ó  la  facul- 
tad de  ejercitar  los  derechos  que  constituyen  la  personali- 
dad y  que  si  no  nacen  de  la  ley  son.  garantidos  por  ella.  La 
una  es  un  medio;  la  otra  es  un  fin,  es  la  libertad  misma.  (1) 

Considerada,  pues,  la  libertad  bajo  el  triple  aspecto  en 
que  puede  presentarse,  en  relación  al  hombre  en  su  vida  in- 
dividual, no  es  sino  una  pura  abstracción,  desde  que  es  im- 
posible concebirle  aislado,  á  no  ser  para  sus  manifestaciones 
puramente  internas  ó  morales;  con  respecto  al  hombre  en  su 
vida  de  relación  con  los  demás  hombres  es  la  libertad  civil; 
con  respecto  al  hombre  en  su  vida  de  relación  con  el  Kstado, 
es  la  libertad  política. 
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¿Cuál  es  la  verdadera  libertad,  cuál  debe  serla  aspiración 
'  suprema?  No  es  nuestro  objeto  en  este  momento  entrar  en 

(1)  El  Dr.  Ugarte,  definía  así  la  libertad:  tEs  el  derecho  que  tiene 
todo  hombre  para  usar  de  sus  facultades  naturales  ó  adquuMdas,  del 
modo  que  mejor  convenga  al  más  amplio  desenvolvimienio  de  su  per- 
sonalidad, sin  otro  limite  que  el  respeto  que  debe  al  dere<^ho  idéntico 
que  tienen  los  deraá-;  »  Loa  Procinvias  ante   la  Corte,  pág.  15. 
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largos  desenvolvimientos  sobre  esta  materia.  La  confusión 
de  la  libertad  i)olítica  y  déla  libertad  civil,  y  la  prepon- 
derancia de  la  primera,  han  producido  graves  perturbacio- 
nes en  el  orden  social,  porque  ello  ha  importado  la  confu- 
sión del  fin  con  el  medio.  La  libertad  política  ha  podido  y 
puede  hacer  un  Estado  libre,  pero  no  ha  podido  ni  puede 
hacer  un  individuo  libre,  porque  la  libertad  en  la  elección 
del  medio,  no  es  la  libertad  en  la  realización  del  fin.  Pueblo 
libre  en  el  sentid(y  político  no  es  sinónimo  de  individuo  libre: 
las  repúblicas  antiguas  y  aun  de  la  edad  media,  nos  presen- 
tan el  ejemplo  palpitante  de  este  fenómeno  social:  el  indi- 
viduo tomaba  parte  en  la  cosa  públi<*a  siendo  á  su  turno 
gobernante  y  gobernado,  pero,  desconocidos  los  derechos  in- 
dividuales, el  ejercicio  de  su  personalidad  terminaba  allí, 
quedando  esclavo  de  su  misma  libertad  tan  ampliamente 
manifestada.  (1) 

Si  fuera  necesario  oplar  entre  la  libertad  política  y  la 
libertad  civil,  diríamos  con  Bertauld,  que  la  cuestión  esta- 
ría resuelta  porque  una  libertad  que,  en  su  aislamiento, 
espone  á  ser  esclavo,  es  una  libertad  singular.  (2)  Pero 
no  se  trata  de  ósto:  si  la  libertad  política  puede  ser  recha- 
zada como  íin,  no  puede  serlo  como  medio,  como  un  medio 
necesario,  indispensable,  para  trabar  el  poder  del  Estado 
y  mantenerlo  en  su  rol  de  protector  de  la  libertad  civil.  (3) 
Solamente  en  los  pueblos  donde  existe  plena  Ubertad  po- 

(1)  Véase:  Bionjamin  Constant,  Politifiííe  cunMitíitionneUe,  t.  11,  pn- 
pina  539.— LiEBKu,  La  Uhertnd civil,  1. 1,  ptig.  39.— Laboulaye,  L'Etat  etscs 
limites,  png.  103.  -Lastarria,  La  América,  póg.  104.— I.aurent,  Eludan 
t.  XIII,  póg.  í;5.  — LiKBER.    Manual   of  Pohticaf    Ethics,  t.  I,*pág.  3fiO 

(2)  Pñilof^op/tie  polííiifttc  f/e  r/ii.-^íoirc  de  FrancCy  \n\g.  l.')5. 

(3)  Benjamín  Constant,  dice:  La   libertnd  individual,  hé  alü  la  ver 
dadera  libertad  moderna.     La    libertad  poHti<,'a  es    la    garantia.  la    li- 
bertad política  es.  por  consiguiente    indispensable.    Politiquelconstitu- 
tionncUe,  t.  II,  pág.  5¿. 
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lítica  como  garantía  de  la  libertad  civil,  puede  decirse  que 
el  ciudadano  es  libre  y  que  vive  en  un  Estado  libre,  porque 
aceptando  la  fórmula  de  Remusat  (1),  podemos  decir  que 
la  libeitad  consiste  en  la  libertad  civil  asegurada  por  la 
libertad  política,  en  el  derecho  garante  del  derecho.  El 
Estado,  como  persona,  será  un  fin  ó  será  un  medio,  ó  será 
ambas  cosas  (2):  la  libertad  que  lo  forma  como  espresión 
(le  una  voluntad  que  obedece  á  exigencias  de  su  propia  na- 
turaleza, nunca  será  sino  una  garantía,  ó  el  desiderátum  de 
la  existencia  de  aquel  en  la  realización  de  sus  destinos.  (3) 
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¿Qué  son  los  derechos  individuales?  ¿(¿ué  significan  las 
las  garantías  individuales  ó  constitucionales?  Se  llaman 
derechos  individuales,  todos  aquellos  que  constituyen  la 
personalidad  del  hombre  y  cuyo  ejercicio  le  corresponde 
exclusivamente,  sin  mas  límite  que  el  límite  del  derecho 

(1)  PoUtique  libérale,  pág.  364. 

(2)  Véase  Bluntschli,  Derecho  político  unirersaL  t.  I,  pág.  253,  trad. 
tle  üarcia  Moreno  y  Ortega  y  Gapciu.— Reus  y  Bahamonde,  Teoría 
oryánica  del  Eatailo,  pág.  183.— Pierantoni.  Truilado  di  dírilto  eos- 
filttjíonale,  t.  I,  pAgs.  i34  y  siguientes. 

(3;  Véase  además  de  los  escritos  citados:    Stuart  Mill,  La  Liberte, 
Bluntschli,  Derecho  público,  t.  II,  pi'ig.33.— Fitzj\mes  Stephen,  Liberte, 
Egalité,  Frafemité,  trad.  de  Greban— I.aürent,  Hístoire  de  V  humanité, 
t.  XIII,  pág.  i9.— Bilbao,  Obras  completas,    t.  II,  pág.  243— Clamage 
«AN,  La  France  réfidblicaine,  pág.  113.— Tiffany,  Derecho  constitucio- 
nal, pág.  14— Costa,  Teoría  del  hecho  jurídico,  págs.  IOS  y  siguientes 
— Mailfkk,  La  Democrutie  en    Europe,   pág.    79.— Estrada,   Curso  de 
derecho  constitucional,  conferencia  XVII.— G\rnier-Fages,  Dictíonnai- 
re  poUtifjue,  verb.  Liberté.— Hussei.l,  Histoire  du  Goucernement  et  de 
la  Constítutíon  hritannif/ue,  pág.  82  —Du arte.    Esttfdio  sobre  las  ya- 
ranfiaa  indíctduales,  pág.    103.- Blackstone,  Cü//í//íe/iíaíre6-,  t.  1,  pá- 
gina 215,  nota  1,  de  Ohristian.— Albkbdi,   La  omnipotencia  del  Estado 
es  la   negación  del  poder  índicidnaL    pág.  37  —  Labollaye,  Questions 
conMitutionntlles^  pág.  11. 
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recíproco.  Las  garantías  constitacionales  son  la  realización 
por  escrito  de  esos  derechos  en  el  cuerpo  de  preceptos 
constitutivos  del  Estado  y  los  que  se  encuentran  fuera 
del  alcance  de  los  poderes  públicos.  {!) 

Los  derechos  individuales,  aunque  elementos  de  la  per 
sonalidad  del  hombre,  se  manifiestan  en  la  persona  misma, 
en  las  cosas  y  en  las  acciones.  En  la  persona,  en  todo 
los  actos  que  se  refieren  á  la  libertad  individual;  en  las 
cosas,  en  cuanto  á  su  uso  y  disposición  exclusivos,  propiedad, 
medio  de  adquirirlas,  de  existencia  y  de  bienestar;  y  en 
cuanto  á  las  acciones,  respecto  de  las  manifestaciones  de 
palabra  ó  escritas  y  á  todo  ejercicio  que  con  ella  se  re- 
laciona. (2) 

Sin  embargo,  estos  principios  que  en  la  época  contem- 
poránea se  ^os  presentan  claramente,  no  ha  sido  sino  el 
producto  sucesivo  de  muchos  siglos,  sin  que  pueda  afirmarse 
todavía  que  sean  una  conquista  completa  y  definitiva,  pues 
aun  se  muestran  vacilantes  en  algunos  puntos  para  los  mismos 
pueblos  que  pretenden  marchar  adelante  en  la  civilización 
y  en  la  libertad,  y  aun  teorías  demoledoras  de  todo  orden 
social,  exagerando  sus  principios  directores  y  sus  efectos, 

(1)  «Estamos  persuadidos,  decía  el  Dr.  Castro,  de  que  la  seguridad 
individnal  es  la  base  de  todo,  derecho,  y  es  á  lo  que  tienden  los  pue- 
blos libres.  El  carácter  de  un  pueblo  libre  se  conoce  en  que  todo  se 
afecta  ó  la  seguridad  personal.»— D/ano  de  Srsione.i  tfcl  Congreso,  nú- 
mero 152,  pág.  ti.— Véase  también  Calderón,  Diccionario  de  Legisla- 
ción peruana,  verb.  Garantias 

(2)  Blackslone  distribuye  en  tres  clasificaciones  los  derechos  funda- 
mentalesde  todo  inglés:  i"  el  derecho  de  segurid^jd  personal;  2"  el  de- 
recho de  libertad  primada.  Como  auxiliares  y  subsidiarios:  1'  la  cons- 
titución, los  poderes  y  privilegios  del  Parlamento;  2  •  los  limites  puestos 
á  las  prerogativas  del  rey;  3'  el  recurso  ó  las  Cortes  de  Justicia  para  la 
reparación  de  los  daños  sufridos;  V*  el  derecho  de  petición;  5"  el  de 
llevar  armas  para  la  defensa,  conforme  á  su  estado  y  rango  y  tal  como 
la  ley  las  pennite.  (Commentaires,  t.  I,  pógs.  224  y  siguientes).— Lie- 
BERT,  t.  I,  póg.  59,  reproduce  la  primera  división. 
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se  prometen  hacerlos  desaparecer  en  la  vorájine  devastadora 
que  será  su  consecuencia. 


IV 


¿Cómo  encontrar  en  las  épocas  remotas  los  derechos 
individuales?  ¿Cómo  verlos  convertidos  en  garantías  cons 
titucionalesV  Los  antiguos  no  reconocen  derechos  indivi 
duales  por  que,  subordinando  el  individuo  al  Estado,  el 
Estado  es  todo  y  el  individuo  nada,  y  en  él  desapare- 
cen la  vida,  la  propiedad,  las  relaciones  de  familia.  Los 
germanos  exajeran  el  individualismo  y  disminuyen  poco 
á  poco  la  acción  del  Estado,  hasta  anularla:  el  equili- 
brio se  rompe  y  la  falta  de  la  garantía  debilita  el  de- 
recho, sino  lo  hace  imposible  en  tan  completo  descon- 
ciei'to. 

El  reconocimiento  de  los  derechos  individuales  sólo  pue- 
de operarse  en  una  perfecta  armonía  entre  ambos  ele- 
mentos. Si  el  Estado  es  el  fin  determinante,  el  individuo 
desaparece.  Si  el  individuo  se  convierte  en  medio  y  fin, 
la  anarquía  y  el  desorden  hacen  desaparecer  á  aquel,  y 
la  fuerza  reemplaza  al  derecho.  «El  sistema  antiguo,  dice 
Bluntschli  (1).  olvidaba  al  individuo,  amenazaba  su  li 
bertad  y  bienestar,  conducía  á  la  omnipotencia  del  Es- 
do,  y  por  consiguiente  á  la  tiranía  :  el  sistema  moderno 
desconoce  la  magestad  del  Estado,  disuelve  lójicamente  su 
unidad,  no  vé  en  él  mas  que  una  muchedumbre  desor- 
denada de  individuos,  y  conduce  á  la  anarquía:  los  ár- 
boles impiden  ver  el  bosque.  (2) 

(I    Dcreahn  público ^  1.  1,   pn^.  254. 

(2)  Véase  Fustel  de  CouLá.NGK,  Cité  antójue,  lib.  III,  cnp.  13.  — Laü- 
HKSTy  Muf fes,  t.  XVllí,  pág.    408.— Ai.BERDi,  Oninipolnicia  del   EUmlo 
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En  Inglaterra  los  derechos  individuales  son  el  resul 
tado  de  su  historia  y  se  han  presentado  con  su  forma 
misma  de  gobierno.  Ellos  se  han  manifestado  y  se  en- 
cuentran garantidos  principalmente  en  la  Magna  Carta, 
en  la  Petición  de  Derechos  y  en  la  Declaración  de 
Derechos,  triple  resultante  de  una  lucha  mantenida  du- 
rante siglos  entre  el  pueblo  y  los  parlamentos  y  el  po 
der  absoluto  de  los  reyes. 

Juan  sin  Tierra,  sucesor  de  Enrique  II,  subió  al  tro- 
no de  Inglaterra  por  el  sufragio  de  la  nación  y  no  por 
el  derecho  divino,  lo  que  pareció  olvidar  bien  pronto, 
violando  compromisos  contraidos  y  negándose  á  confir- 
mar las  cartas  anteriores.  Con  motivo  de  la  elección  del 
arzobispo  de  Canterbury,  entró  en  lucha  con  la  Santa 
Sede,  y  sus  excesos  y  crueldades  ocasionaron  su  exco 
munión  por  Inocencio  III,  quien  dio  la  corona  de  Ingla- 
terra al  rey  de  Francia,  Felipe  Augusto,  encargándole 
que  ejecutase  su  sentencia,  lo  que  indujo  al  rey  Juan  á 
ceder  su  reino  al  Papa  y  á  declararse  su  vasailo. 

Mientras  ésto  sucedía,  los  barones  se  unieron  á  fin  de 
recobrar  sus  antiguas  libertades,  y  negándose  Juan  á  sus 
pretensiones  que  « de  rey  le  convertían  en  esclavo » ,  for- 
maron el  *  Ejército  de  Dios  y  de  la  Santa  Iglesia  >>  y, 
después  de  haber  ocupado  varias  plazas,  le  obligaron,  en 
18  de  Junio  de  1215,  á  firmar  el  convenio  conocido  con 
el  nombre  de  Magna  Carta  o  May  mi  Charía  libertatum. 

Esta  Carta  es  una  recopilación  de  antiguas  leyes,  usos  y 
costumbres  de  carácter  civil,  penal  ó  mercantil;  trata  de  las 
prerogativas  eclesiásticas,  de  asuntos  de  interés  general  para 
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el  comercio,  de  la  administración  de  justicia,  y  confirma  y 
concede  privilegios  á  algunas  ciudades  y  puertos,  aunque 
no  contiene  disposiciones  que  se  refieran  á  la  libertad  políti- 
ca. Pero  la  cláusula  más  importante,  la  más  apreciada  por 
el  pueblo  inglés  y  que  aun  está  vigente,  es  la  octava,  que 
establece  que:  «  Ningún  hombre  libre  será  prendido,  cons- 
tituido en  prisión,  desposeído  de  lo  que  tiene  libremente,  ó 
de  sus  libertades,  ó  usos  ó  costumbres  libres,  puesto  fuera  de 
la  ley,  desterrado  ni  privado  de  ninguna  cosa  en  cualquier 
forma,  ni  nosotros  le  perseguiremos,  ni  lo  pondremos  en 
prisión  sino  por  sentencia  de  sus  pares  ó  por  la  ley  del 
país ».  (1) 

Sin  embargo,  una  vez  promulgada  la  Carta,  como  Juan 
había  cedido  solamente  á  la  violencia,  buscó  burlar  sus  dis 
posiciones  y  recurriendo  á  Inocencio,  á  quien  había  cedido 
el  reino,  consiguió  que  éste  la  declarara  nula,  y  escomulga- 
ra á  los  barones  y  obispos  insurrectos.  Los  barones  tomaron 
(le  nuevo  las  armas  y  llamaron  en  su  auxilio  al  príncipe 
Luis,  hijo  de  Felipe  Augusto  de  Francia,  pero  la  muerte  de 
Juan  concluyó  con  el  conflicto. 

La  suerte  de  la  Carta  fué  varia  en  los  reinados  sucesivos, 
ya  porque  los  reyes  pretendían  dejarla  de  lado,  una  vez  que 
se  encontraban  con  poder  suficiente  para  apoyar  sus  preten- 
ciones,  ya  porque  los  barones  y  el  pueblo  pretendieran  su 
aplicación  cuando  dominaban  al  que  ocupaba  el  trono.  Des- 
pués de  luchas  divei-sas,  el  parlamento  convocado  en  1297, 
exigió  una  nueva  confirmación,  que  fué  firmada  por  Eduar- 
do III,  en  5  de  Noviembre  de  1298  primero,  y  en  Mar- 
zo de  1300  después,  quedando  desde  entonces  definitiva- 

(1)  Kranqufvillk.  Deti  institutiona  (CAnqldterrc,  pág.  H,    transcribe 
las  cláusulas  principales. 
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mente  reconocida  como  estatuto  fundamental  del  Estado.  (1) 
Con  la  Magna  Cai^ta,  puede  decirse,  pues,  que  principia 
la  historia  de  la  Constitución  inglesa,  esa  historia  que  es  la 
demostración  mas  palpitante  y  ejemplar  de  la  manera  como 
un  pueblo  viril  ha  ido  conquistando  sus  libertades,  con  sa- 
crificio de  la  vida  y  de  la  fortuna,  c  En  esta  época  (siglo 
XIII),  dice  Macaulay,  es  menester  buscar  el  origen  de  nues- 
tra libertad,  de  nuestra  prosperidad  y  de  nuestra  gloria. 
Entonces  el  gran  pueblo  inglés  se  formó,  el  carácter  nacional 
principió  á  mostrar  esa  originalidad  que  ha  conservado  des 
pues;  nuestros  padres  se  hicieron  insulares,  en  toda  la 
acepción  de  la  palabra,  no  ya  solamente  por  su  posición 
geográfica,  sino  por  su  política,  sus  sentimientos,  sus  cos- 
tumbres. Entonces  fué  cuando  apareció  claramente,  por  la 
primera  vez,  esta  Constitución  que,  á  través  de  todos  sus 
cambios  ha  conservado  su  identidad,  y  que,  á  pesar  de  sus 
defectos,  merece  ser  mirada  como  la  mejor  bajo  la  que  haya 
vivido,  desde  muchos  siglos,  una  gran  sociedad.  Entonces 
fué  cuando  la  Cámara  de  los  Comunes,  este  tipo  de  todas 
ias  Asambleas  representativas  de  los  dos  mundos,  tuvo  su 
primera  sesión ».  (2) 

Colocado  Carlos  I  en  el  trono,  ya  funcionaba  un  Parla- 
mento que  debía  contener  los  excesos  de  los  reyes,  y  la  vo- 
luntad de  aquel  no  pudo  realizarse,  sin  una  resistencia  te- 
naz, á  cuyo  frente  se  encontraban  verdaderos  hombres  de 
Estado  que  <  miraban  á  lo  lejos  en  el  pasado  como  en  el 
porvenir  > . 

Los  subsidios  fueron  votados  con  parcimonia,  concedien- 

(1)  Fbanqueville.  púxs.  7  y  siguientes.— Laurknt,  Etutles,  t.  VI. 
pág.  249.— Vizconde  del  Pontón.  Déla  libertad  poli  tica  en  lnfjlaterra, 
t.  I,  p6g.  60.— Torres  Caicedo,  Estudios  sobre  el  f/obierno  inglés^  !• 
parte,  pág.  182.— Stubbs,  The  constiiutional  historij  o/  fínylanci,  t.  lí. 

(2)  Histoire  d'Angleterre,  t.  I,  póg.  15,  2-  edición. 
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do,  por  primera  vez  desde  Enrique  VI,  los  derechos  de  tone- 
lada y  libr^  únicamente  por  un  aflo.  El  Parlamento  fm^ 
disuelto,  y  cobró  impuestos  no  votados,  convocando  uno 
nuevo,  que  más  intratable  que  aquel,  fué  igualmente  disuel- 
to, y  poniendo  en  prisión  á  los  diputados  más  distinguidos,  se 
cobraron  nuevos  impuestos,  los  soldados  fueron  alojados  en 
las  casas  de  los  ciudadanos,  y  la  ley  marcial  y  los  tribunales 
militares  sustituyeron  á  la  antigua  jurisprudencia  del  reino. 

En  este  estado  y  cuando  se  creian  producidos  los  efectos 
déla  intimidación,  se  convocó  en  1628  el  tercer  Parlameii 
to  que,  más  audaz  que  los  anteriores,  obligó  á  Carlos  á 
cambiar  de  procedimiento.  Las  Cámaras  presentaron  al  rey 
en  sus  piímeras  sesiones  el  acto  de  compromiso  que  se  ha 
llamado  Petición  de  derechos,  porque  no  fué  dirigido  en  la 
forma  ordinaria  de  sus  demás  actos.  Después  de  diferentes 
consultas  y  vacilaciones  fué  ratificado,  quedando  obligado 
el  rey  «  á  no  levantar  jamás  impuestos  sin  el  consenti- 
miento de  las  asambleas,  á  no  constituir  prisiones  sino  por 
autoridad  de  la  ley.  á  no  someter  jamás  su  pueblo  á  la 
jurisdicción  de  las  cortes  marciales  > . 

Esta  nueva  conquista  sobre  el  poder  absoluto  y  despótico 
fué  recibida  con  gran  júbilo;  pero  bien  pronto  el  compromi- 
so fué  violado  y  el  Parlamento  disuelto.  Se  formó  un  esjér- 
cito  permanente  para  oprimir  al  pueblo,  se  hicieron  perse- 
cuciones religiosas,  y  la  iníjuisición  política  y  la  inquisi- 
ción religiosa  se  presentaron  formidables  en  la  Cámara 
estrellada,  y  en  la  alta  Comisión.  (1) 

(l)  M  vCAüLAY, ///V^.  t.  I,  pá^.  75.— Hallam,  Hist.  Coimt.,  t.  I  ,  pñ- 
íririas  159  y  siguientes,  Irad  Guizor— Lord  Bhoucíham,  De  In  Dénw 
rratiCf  trad.  par  Louis  Kkgis,  pájí.  341.  — Krskine  May,  Dontocracn  in 
Europc,  t.  II,  pég.  377  — BissET,  The  lí!h^t(H'ij  oj  (}te  struíflc\Jov  parha- 
mcntarij  r/occmnicnt  in  Enr/luful,  t  I,  pág.  60.— Kkanquevii.lk,  pági- 
na 91.— Vizconde  delPonton,  t.  I,  f)ágs.  173  y  siguientes. 
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La  locha  siguió.  En  Mayo  de  1 679  se  sancionó  la  famo- 
sa Acta  de  Habeos  Corpus,  y  sucumbiendo  con  Jacobo,  para 
siempre,  el  poder  absoluto,  se  llevó  al  trono  de  la  Ingla- 
terra á  Guillermo  de  Ürange.  En  24  de  Febrero  de  1689, 
el  Parlamento  votaba  la  Declaración  de  derechos,  cuyos 
principios  se  conservan  hasta  hoy  en  la  Constitución,  ó 
cdmo  paite  de  ella,  sin  haber  sido  violados. 

Redactado  por  Somers  y  aprobado  por  ambas  Cámaras, 
comienza  exponiendo  los  abusos  y  las  faltas  que  habían  he- 
cho inevitable  la  revolución;  recuerda  que  Jacobo  por  su 
ilegal  proceder,  había  perdido  la  Corona,  y  que  Guillermo 
había  libeilado  al  país  de  la  superstición  y  de  la  tiranía. 
Después,  aumenta  las  antiguas  franquicias  y  derechos  cono- 
cidos en  InglateiTa,  consignando  que  no '  tiene  el  soberano 
la  facultad  de  suspender  la  aplicación  de  las  leyes  civiles  y 
penales,  como  recientemente  se  había  practicado  y  ejerci- 
do; que  no  se  pueden  cobrar  contribuciones  no  votadas  por 
las  Cámaras;  que  sin  el  consentimiento  del  Parlamento  no 
puede  haber  ejército  permanente  en  tiempo  de  paz;  y  que 
todos  !os  subditos  tienen  el  derecho  de  elegir  libremente 
sus  representantes,  y  los  cuerpos  colegisladores  la  libertad 
de  discusión.  Termina  diciendo  que  '  reclaman  y  exigen 
con  insistencia  todo  lo  expuesto,  sin  excepción,  como  sus 
derechos  y  libertades  incontestables  » ;  y  el  acta  del  Parla- 
mento que  la  sanciona  reconoce  que  «  todos  los  derechos, 
y  cada  uno  de  los  derechos  y  libertades,  que  se  enumeran 
y  reclaman,  son  los  derechos  verdaderos,  antiguos  é  in- 
dudables del  pueblo  de  este  reino  >.  (1) 

(I)  MA.CAULAY,  H¿st.,i.  IlUpáK-i.  ^)'>  y  siguieiite.s.— Blackston  e,  ti. 
pñg.  22,í.— FRANgiiviLi  K.  p'itr.  21  — Viscondk  dki.  Pontón,  L  I,  píií?¡- 
na  2S'3 
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VI 


Bien  pronto  los  demás  pueblos  debían  seguir  estos  mo- 
vimientos de  la  Inglaterra,  que  dejaban  marcado  el  cami- 
no en  la  reconquista  de  las  libertades  públicas  y  privadas. 

La  revolución  de  1789  había  tenido  lugar  en  Francia. 
Era  necesario  regular  el  nuevo  orden  político  y  civil  que 
sus  grandes  convulsiones  habían  producido,  con  una  consti- 
tución que  organizara  los  poderes  públicos  y  que  estable- 
ciera los  derechos  de  ios  ciudadanos,  que  por  tanto  tiempo 
habían  sido  desconocidos. 

Cuando  en  Julio  de  1789,  se  reunía  la  comisión  de  la 
Asamblea  para  ocuparse  de  la  Constitución,  Mounier 
hacía  notar  que  como  antecedentes  históricos  no  podían 
presentarse  en  Francia,  sino  dos  principios:  el  principio 
monárquico  y  el  principio  representativo;  un  rey  como 
garantía  de  todos  los  derechos  y  de  todas  las  libertades, 
y  una  limitación  á  la  imposición  de  contribuciones  en 
la  voluntad  de  la  Nación.  Sin  embargo,  la  idea  de  una 
declaración  de  derechos  era  aceptada  sin  dificultad.  Mul- 
titud de  proyectos  más  ó  menos  extravagantes  se  pre 
sentaron  buscando  «los  títulos  perdidos  de  la  humanidad, » 
como  se  decía  entonces,  pero  los  únicos  que  merecieron 
acojida  fueron  uno  de  Lafayette  y  otro  de  Siéyes  que, 
sometidos  á  nuevos  estudios  dieron  lugar  á  nuevas  fór- 
mulas. 

Después  de  muchas  discusiones,  y  bajo  la  influencia  de 
los  a<5ontecimientos  que  se  desarrollaban  en  esos  momen- 
tos, dejando  de  lado  todo  lo  que  hacía  referencia  al  régimen 
político,  la  declaración  de  los  derechos  del  hombre  y  del 
ciudadano  fué    votada  por  la  Cámara  en  27  de  Agosto. 
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En  ella,  después  de  invocar  el  nombre  del  pueblo  y 
hacer  notar  como  el  olvido  ó  el  desprecio  de  los  derechos 
del  hombre  son  las  causas  de  las  desgracias  públicas  y  de 
la  corrupción  de  los  gobiernos,  se  expresa  en  1 7  artículos 
que  la  soberanía  reside  esencialmente  en  la  Nación,  que 
el  fin  de  toda  asociación  política  es  la  conservación  de 
los  derechos  naturales  é  imprescriptibles  del  hombre,  sien- 
do estos  la  libertad,  la  propiedad,  la  seguridad  y  la  re- 
sistencia á  la  opresión,  y  esplica  su  alcance  y  su  impor- 
tancia en  prescripciones  que  hoy  se  encuentran  incoi'po- 
radas  á  casi  todas  las  constituciones  de  los  pueblos  or- 
ganizados. (Ij 


VU 


Cuando  en  Francia  se  operaban  estos  movimientos, 
los  Estados  Unidos  eran  ya  independientes,  y  habían  in- 
corporado á  su  constitución  los  principios  que  los  legis- 
ladores franceses  querían  extender  por  todos  los  pueblos, 
como  la  conquista  de  las  libertades  más  primordiales.  Los 
Americanos  habian  recibido  el  nuevo  espíritu  de  |la  In- 
glaterra y  desde  el  siglo  XVU,  Massachusetts.  Connec- 
ticut  y  Nueva  York  tenian  tales  principios  incluidos  en 
sus  cartas  respectivas.  (2) 

Proclamada  su  separación  de  la  Gran  Bretaña,  el  4  de 

(1)  Di'VERGiER  DE  Hauranne,  Histoit'p  du  Oonoemcment  parlemen- 
futre,  i.  I,  pég.  53.— H.  de  Sybel,  fíistoire  de  VEurope  pendant  la 
fíécoiuíion  frarn;aise,  trad.  par  Marie  Bosquet,  t.  I,  pág.  74.— Hélie» 
Corustitutions  de  la  Frunce,  png.  ¿O,— Simón ,  La  Liberté,  i  ll^pág.  229. 
—  Acolas,  Philosopliie  de  la  Science  politi({ue,\ii\^.  Í13.— (  lément,  La 
Science  sacíale,  t.  II,  pág.  540.— Mknier,  L* Avenir  cconomique,  t.  I,  pii 
írina  199.— Allard,  La  Liberté,  piig.  105.— Laurent,  Étudcs,  t.  XIU,  pti 
gina  35  y  «itruienles. 

(2)  Kent,  Cont.,  t.  II,  pngs.  I  y  siguientes. 
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Julio  de  1776,  las  agrupaciones  que  hasta  entonces  ha- 
bían sido  colonias,  se  encontraron  en  un  estado  casi  com- 
pleto de  recíproca  independencia,  y  constituyeron  una  es- 
pecie de  confederación  de  hecho  bajo  la  dirección  de  un 
Congreso.  En  1781  se  formó  una  confederación  con  una 
constitución  escrita,  cuyas  malas  consecuencias  reclama- 
ron una  nueva  carta,  que  se  discutió  en  1787  y  fué 
puesta  en  vigencia  el  4  de  Marzo  de  1789,  por  la  aper- 
tura del  primer  congreso  federal,  y  el  14  de  Abril  por 
la  elevación  de  Washington  á  la  presidencia  de  los  Es- 
tados Unidos. 

Pero  la  Constitución  no  había  sido  admitida  sin  ven- 
cer serias  dificultades,  y  desde  el  primer  congreso  se  pro- 
puso su  reforma  por  la  agregación  de  una  declaración 
de  derechos,  y  de  una  cláusula  que  estableciera  clara- 
mente que  los  poderes  del  Congreso  eran  limitados.  Los 
Americanos  debían  dar  una  gran  importancia  á  lo  pri- 
mero: las  constituciones  de  los  Estados  la  tenían,  siguien- 
do el  ejemplo  de  la  Gran  Bretaña,  y  era  indispensable 
que  la  carta,  cuyas  prescripciones  se  declaraban  superio- 
res y  sobre  todas  las  de  la  Unión,  las  contuviera.  Así, 
no  obstante  la  oposición  qne  se  hizo,  diez  enmiendas  fue- 
ron sometidas  al  pueblo  en  1789,  y  adoptadas  en  1791, 
enmiendas  que,  con  las  demás  prescripciones  que  la  nueva 
situación  creada  por  la  guerra  de  Secesión  ha  hecho  ne 
cesarlas,  forman  la  verdadera  declaración  de  derechos  de 
la  Unión  Americana,  abarcando  la  religión,  la  prensa,  los 
derechos  de  petición  y  asociación,  la  milicia  y  el  uso 
de  armas,  alojamiento  de  soldados,  domicilio,  fianzas,  cas- 
tigos y  multas  excesivos,  jurado  y  garantías  del  juicio.  (1) 

(1)  Story,  0/¿  constituliün,  I     II,  §  1857   y    siguientes. —Kknt,    Com. 
t.  II,  sec.  24— Labooí.aye»  Hisioive,  t.  i II,  pñír.  532. 
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VIII 


Apenas  se  produjo  la  Revolución  de  1810,  todas  las 
disposiciones  de  los  gobiernos  revolucionarios  y  que  su- 
cedían en  el  mando  á  los  vin*eyes  de  España,  tendieron 
á  garantizar  los  derechos  individuales  con  más  ó  menos 
eficacia  y  en  cuanto  los  momentos  y  los  medios  lo  per- 
mitían. 

El  íleglamento  de  ía  Junta  conservadora  de  22  de 
Octubre  de  1811,  establecía  en  su  artículo  IX  una 
garantía  contra  la  prisión  arbitraria  en  el  recurso  á  la 
misma  Junta  después  de  cuarenta  y  ocho  horas.  El 
Estatuto  provisional  de  22  de  Noviembre  del  mismo  año 
reproducía  un  decreto  de  26  de  Octubre  sobre  la  libertad 
de  imprenta,  y  el  decreto  de  23  de  aquel  mes  se  ocupaba 
de  la  seguridad  individual,  comprendiendo  en  esta  todos 
los  derechos  que  se  refieren  á  la  persona  misma.  El  Es- 
tatuto de  5  de  Mayo  de  1815  para  el  régimen  y  gobierno 
del  Estado,  destinaba  una  sección  especial  á  la  seguridad 
individual  y  á  la  libertad  de  imprenta,  en  el  mismo  sen- 
tido del  de  1811;  y  el  Reglamento  provisorio  de  3  Diciem- 
bre de  1817,  sancionado  por  el  Congreso,  hacía  lo  mismo 
en  las  secciones  IV  y  VII. 

Las  Constituciones  que  siguieron  á  estos  Reglamentos 
no  descuidaron  tampoco  el  dedicar  prescripciones  especiales 
que  expresaran  los  derechos  individuales  así  como  sus 
garantías.  La  de  1819  consagra  el  Capítulo  2*^  de  la 
Sección  V,  no  ya  solamente  á  la  seguridad,  sino  á  todos  los 
«derechos  particulares»,  según  su  expresión,  «la  vida, 
reputación,    libertad,  seguridad    y  prosperidad  .     La   de 
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182fi,en  los  artículos  CLIX  y  siguientes,  reproduce  los 
de  la  anterior  con  pequeñas  alteraciones;  y  la  de  1853 
reformada  en  1860,  actualmente  en  vigencia,  establece 
desde  su  artículo  1^  ^  bajo  el  rubro  de  ^  declaraciones ^ 
derechos  y  garantías*,  una  exposición  casi  completa  de 
todos  los  derechos  individuales,  asegurando  su  goce  á  todos 
los  que  habitan  el  territorio  de  la  Kepública.  (1) 

Las  demás  Repúblicas  americanas,  sin  excepción,  han 
seguido  este  mismo  camino,  y  puede  decii'se  que,  si  bien 
las  conmociones  políticas  en  que  se  han  encontrado  y  se 
encuentran  envueltas,  han  podido  originar  olvidos  de  los 
principios  consagrados,  estos  permanecen  siempre  en  todo 
vigor,  y  no  es  engaflosa  su  observancia  cuando  la  calma 
vuelve  á  dominar  en  sus  territorios.   (2) 

IX 

Pero  si  hay  derechos  que  es  necesario  respetar,  si  hay 
derechos  que  hacen  parte  del  individuo,  formando  y  cons- 
tituyendo su  personalidad,  ¿es  necesario,  acaso,  que  se 
encuentren  determinados  en  la  ley?  ¿Xo  dará  lugar  una  tal 
detej'minación  á  que  se  arraigue  en  las  masas  la  creencia 
funesta  de  que  esos  derechos  son  emanación  de  la  ley  y 
que,  sin  su  declaración,  no  existen? 

Cuando  los  Constituyentes  americanos  se  ocupaban  Je 
formular  su  Constitución,  las  dudas  anteriores  no  dejaron 
de  presentarse,  tanto  mas  cuanto  que  se  trataba  de  un 
pueblo  cuyas  tradiciones  mostraban  la  consagración  de  los 

(L  Flobencio  Várela,  Tratados  efe  los  Estados  del  Rio  déla  Plata 
y  ('o/t.<íitucion('{i   de  las  Repúblíca.i  Sud  Americanas. 

2)  Arosemkna,  Constituciones  ¡mütícas  de  la  América  Meridional,— 
Soln'o  los  KslHdOií  europeos,  fuera  do  Ina-lnterm  y  Kpíukííh  yn  <*itndos, 
vóas»»:  Laflrriére,  Les  Constuuduns  dEurope  el  d' Anieriqne . 
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derechos  como  una  déla  conqnistas  más  hermosas  délas 
instituciones  libres. 

Notándose  la  ausencia  de  una  declaración  de  derechos, 
(puesto  que  algunas  otras  constituciones  de  los  Estados  la 
tenían  y  considerándose  como  un  defecto  de  la  Constitución^ 
se  contestaba:  1^  Que  toda  la  Constitución  no  era  sino  una 
declaración  de  derechos,  pues  su  conjunto  y  sus  diversas 
prescripciones  respondían  á  sus  exigencias;  2^  Que  si  ella 
se  avenía  bien  con  una  monarquía,  no  así  con  una  organi- 
zación política  que  dependía  en  su  funcionamiento  3e  la 
voluntad  del  pueblo,  que  podía  manifestarse  en  todo  mo- 
mento; 3^  Que  sería  innecesaria,  y  aun  peligrosa,  desde 
que  contendría  varia  excepciones  á  las  facultades  concedidas 
y  por  esta  misma  causa  ofrecería  un  pretexto  aparente 
para  pretender  más  de  lo  que  se  concediese.  (1) 

Pero  á  estas  observaciones  se  respondió  perfectamente: 
1^  Que  la  constitución  justificaba  la  necesidad  de  la  de- 
claración, puesto  que  contenía  algunas  prescripciones  que 
entrarían  en  su  objeto;  y  la  cuestión,  entonce ^,  vendría  á 
reducirse  á  la  mayor  ó  menor  extensión  que  debiera  darse  á 
la  enumeración,  y  al  criterio  que  debía  presidirla;  2^  Que, 
tratándose  de  poderes  delegados  por  el  pueblo,  es  precisa- 
mente más  necesaria  su  limitación  expresa  y  clara,  puesto 
que  ella  servirá  de  defensa  contra  el  ejercicio  abusivo  de 
los  derechos  concedidos  á  los  poderes  públicos,  y  contra  los 
caprichos  voluntariosos  del  pueblo  mismo;  3^  Que  los  peli- 
gros que  la  enumeración  traería,  no  son  serios,  y  serían  en 
todo  caso  de  tenerse  en  cuenta  contra  todas  las  demás  enu- 
meraciones que  contiene  toda  Constitución,  y  estando  además 
salvadas  por  otras  prescripciones  que  expresan  que  esa  enu- 

(\]  El  Federalistii.  nüin.  ><*.  -Story.  o/i  Constitntinii,  1.  II,  núiii.  1838 
y  siguientes —PoMKROY,  CousíUnítonul  lau\  p.'ii»:.  lii,  3^  edición. 
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meración  no    importa  la  negación  de  las  que  son  su  con- 
secuencia. (1) 

Estas  observaciones  podrían  repetirse  hoy  mismo,  con 
tanta  mayor  razón  cuanto  que  el  trascurso  del  tiempo  ha 
venido  á  justificarlas.  Si  los  derechos  individuales  existen 
por  sí  y  una  declaración  de  derechos  no  los  crea,  les  da 
sin  embargo,  la  garantía  de  la  ley  para  que  su  ejercicio  se 
opere  tranquilamente,  impone  su  respeto  á  los  poderes 
gobernantes,  y  hace  comprender  al  pueblo  que  su  soberanía 
no  es  absoluta  y  que  tiene  límites  para  su  misma  exis- 
tencia orgánica. 

El  ejercicio  de  los  derechos  políticos  no  es  una  defensa 
contra  las  usui-paciones,  puesto  que,  como  hemos  visto  antes, 
puede  existir  el  ciudadano  libre  y  el  hombre  esclavo,  ó 
un  individuo  esclavo  de  su  libertad.  La  libertad  política  es 
el  medio,  y  es  precisamente  el  fin,  la  libertad  civil,  la  que 
debe  encontrar  en  la  Constitución  un  lugar  preferente  sobre 
la  soberanía  delegada  de  los  poderes,  y  sobre  la  soberanía 
originaria  del  pueblo,  puesto  que  es  en  su  consecución  arre- 
glada y  legítima  donde  estaos  se  operan. 

Nuestra  Constitución,  siguiendo  los  antecedentes  consa- 
grados en  la  historia  de  pueblos  tan  libres  como  Inglaterra 
y  los  Estados  Unidos,  entraba  en  un  camino  que  no  podía 
ser  sino  de  benéficas  consecuencias.  Pueblos  conmovidos 
por  continuas  disensiones  interiores,  dominados  general- 
mente por  caudillos  oscuros,  tan  ignorantes  como  bárbaros, 
los  derechos  individuales  tenían  que  ser  la  primera  preo- 

1)  SroRY,  t.  II,  nüin.  1863  y  siguientes —Cooley,  Const.  limitations, 
págs.  316,  nota  t\  en  que  transcribe  In  opinión  de  Jeffbrson  {Works, 
i  IIÍ,  págs.  4,  13  y  201,  y  t.  IV^  pAgs.  329  y  368)  En  Francia,  se  dijo  que 
ora  peligroso  proclamar  derechos  cuando  no  se  enumeraban  los  debe- 
res relativos;  pero  esto  íuó  rechazado  como  inútil.  Lanfrky,  Btisai  sur 
la  Rócolutiou,  pág.  173;  y  véase:  Batbie,  Droií  public,  t.  II,  pág.  289. 
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cupaciíín  de  todo  elemento  constitucional,  precisamente, 
poique  eran  los  menos  respetados,  desde  que  ante  el  poder 
del  gobernante  se  creía  que  no  había  valla,  ni  interés,  ni 
derecho,  que  debiera  tenerse  en  cuenta.  Si  en  otras  naciones 
podía  discutirse  la  conveniencia  de  incluir  en  una  consti- 
tución una  declaración  de  derechos,  no  podía  serlo  en  la 
nuestra,  dado  el  extravío  de  ideas  que  los  sucesos  habían 
introducido  y  la  falta  de  preparación  general  para  un  go- 
bierno libre. 

Nuestra  Constitución  federal  ha  dicho,  pues,  cuáles  son 
los  derechos  que  ella  cree  necesario  garantir,  y  cada  una 
de  las  Constituciones  de  las  Provincias,  incorporando  esas 
disposiciones,  ha  tratado  de  extenderlas  y  darles  mayores 
seguridades.  Así,  cuando  aquella  se  refiere  á  derechos 
individuales  se  comprende  en  ellos  todos  los  que  son  una 
manifestación  del  individuo  en  sí  mismo,  en  la  relación  con 
los  demás  individuos,  y  en  las  manifestaciones  que  conser- 
van, ó  modifican,  ó  crean  los  bienes;  y. cuando  se  refieren 
á  garantías  constitucionales,  se  entiende  que  es  á  todas 
aquellas  que  protejen  y  amparan  el  ejercicio  de  los  derechos. 


CAPITULO  II 


LIMITACIONES 


El  hombre  es  tal  por  el  ejercicio  espontáneo  y  pleno 
de  sus  facultades  ;  pero  no  pudiendo  considerái-sele  ais- 
lado, pues  la  sociedad  coexiste  con  él,  aquel  ejercicio 
tiene  que  ser  estimado  en  cuanto  á  las  diferentes  rela- 
ciones que  encuentra  ó  forma  en  su  camino. 

Junto  á  un  hombre  y  marchando  en  el  mismo  senti. 
do  en  cuanto  á  su  desenvolvimiento  progresivo  existe 
otro  hombre,  y  en  derredor  de  estos  una  agrupación,  un 
conjunto  que  responde  á  sus  necesidades,  pero  que  recla- 
ma por  lo  mismo,  atribuciones  más  6  menos  extensas,  y 
arregladas  á  los  fines  que  debe  cumplir.  ¿  Cómo  armo- 
nizar estas  fuerzas  que  parecen  destinadas  á  un  choque 
constante  en  su  ejercicio  individual  6  colectivo?  ¿Cómo, 
de  la  anarquía  en  las  facultades  tomadas  aisladamente, 
llegar  á  la  armonía,  á  la  coexistencia  de  las  relaciones  ais- 
ladas y  en  las  de  conjunto  ? 

Uno  de  los  principales  actores  de  la  revolución  fran- 
cesa, ocupándose  délos  derechos  del  hombre,  decía:  «La 
libertad  es  el  poder  que  tiene  el  hombre  de  ejercer  sus 
facultades  á  su  voluntad:  tiene  la  fustkia  por  regla,  los 
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derechos  de  obrar  por  límifes,  la  naturaleza  por  principw^ 
y  la  ley  por  salvaguardia,  yt  (1). 

¿Importaría  esto  la  consagración  de  los  derechos  in- 
dividuales ?  ¿  La  verdadera  libertad,  la  libertad  civil,  po- 
dría existir  en  presencia  de  estas  limitaciones  que  pare- 
cen la  negación  de  lo  mismo  que  se  quiere  consagrar? 
Ijos  partidarios  más  decididos  de  la  libertad  individual, 
aquellos  que  dan  la  mayor  extensión  á  la  libertad  no  po- 
drían exijir  más :  la  definición  en  su  fondo  es  la  de  Stuart 
ilill  y  la  de  todos  los  publicistas  modernos  que  siguen 
sus  huellas,  como  dice  Laurent.  (2). 

Sin  embargo,  existe  aún  pendiente  una  grave  cues- 
tión sobre  la  naturaleza  de  los  derechos  individuales,  cues- 
tión que  si  bien  tiene  divididos  á  espíritus  superiores,  no 
es  á  nuestro  juicio  sino  el  resultado  de  la  mayor  ó  menor 
propiedad  con  que  se  emplean  las  palabras,  ó  mas  bien 
de  la  aplicación  que  se  hace  de  los  caracteres  de  aque- 
llos. 

Sostienen  unos  que  los  derechos  individuales  son  abso- 
lutos, inalienables,  imprescriptibles,  ilegislables,  ilimitables. 
Sostienen  otros  que  no  son  limitados  y  absolutos,  y  mu- 
cho menos  ilegislables.  (3)  ¿  Qué  hay  de  verdad  en  todas 
estas   afirmaciones? 

Si  los  derechos  individuales  constituyen  la  persona 
misma,  de  modo  que  su  desaparición  ó  desconocimiento 
importen  la   desaparición  ó  desconocimiento  de  la  perso- 

(1^  BüCHER  et  Roux,  Hisíoire  parlamentaire  de  la  Récoluíion  fran 
{-aise  t.  XXVI,  pég.  03. 

(2)  Eludes  sur  l'hMoire  de  Vkumanité,  t.  XIII.  póg.  92. 

(3;  fNada  de  mes  absurdo  é  ingenioso,  decía  el  sabio  colaborador  de 
Bentham,  Duniont,  de  Ginebni,  que  derechos  inalienables  que  han  sido 
siempre  enajenados^  derechos  imprescriptibles  que  lian  sido  siempre 
prescriptos.» 
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na,  sin  duda  que  su  mantenimiento  es  condición  indis- 
pensable de  su  existencia,  que  es  una  imposición  del  Crea 
dor.  Ser  hombre,  ser  persona,  es  no  sólo  ser  capaz  del 
goce  de  los  derechos,  sino  considerai*se  dueño  de  esos  de- 
rechos, en  cuanto  se  aplican  al  desenvolvimiento  progre 
sivo  del  propio  destino. 

Pero  si  en  los  derechos  individuales  hay  algo  de  fun- 
damental, de  esencial,  lo  hay  también  de  externo,  de  for- 
mal, en  cuanto  aquellos  importan  una  doble  manifestación. 
En  relación  á  Dios  no  hay  nada  absoluto,  imprescriptible, 
inalienable,  sino  él  mismo  ;  en  relación  al  hombre  en  sí 
mismo,  tiene  estos  caracteres  todo  lo  que  constituye  tal 
hombre,  tal  persona ;  pero  en  el  momento  en  que  se  crea 
la  vida  de  relación,  la  actividad  del  uno  chocará  con  la 
actividad  del  otro,  y  habráse  hecho  necesario  un  supe- 
rior gerárquico  que  regule  y  limite  sus  derechos,  si  no  en 
su  esencia,  en  cuanto  á  su  forma  y  modos  externos  de 
aplicación. 

En  cuanto  el  derecho  se  confunde  con  la  razón  y  la 
justicia,  en  cuanto  se  le  considera  en  general  y  en  abs- 
tracto, como  la  noción  que  preside  todos  los  desenvolvi- 
mientos, es  absoluto,  sin  duda.  Pero  cuando,  saliendo  de 
esta  esfera,  se  encarna,  se  hace  práctico  en  la  vida  de 
relación  y  sufre  todas  las  evoluciones  que  la  organización 
general  requiere,  sus  demostraciones  no  sólo  son  relativas, 
sino  legislables,  prescriptibles  y  renunciables,  en  cuanto  el 
Estado,  como  fuerza  armónica  exterior,  le  impone  tales 
limitaciones. 

¿Importará  ésto  la  desaparición  de  los  derechos  indi- 
viduales, la  absorción  de  la  personalidad  del  individuo 
por  el  Estado?  No,  sin  duda:  el  Estado,  la  organiza- 
ción política,  no  es  un  fin  en  el  organismo  social,  sino 


26  LAS   GARANTÍAS    CONSTITUCIONALES 

un  medio,  y  como  tal  sus  atribuciones  sólo  son  legítimas 
en  cuanto  concurren  á  la  realización  de  aquel.  Si  las 
limita<5Íones  son  necesarias,  en  la  concurrencia  recíproca 
de  los  derechos,  se  imponen;  pero  en  el  momento  en  que 
esa  necesidad  desaparece  ó  significa  la  absorción  del  fin 
por  los  medios  ó  la  inversión  de  los  términos,  se  rompe 
el  equilibrio,  y  se  llega  á  lo  arbitrario,  que  está  fuera  de 
sus  mandatos. 

El  derecho  que  se  limita  por  el  derecho,  no  es  por 
sí  mismo  *que  se  limita,  sino  por  su  ejercicio  en  perso- 
nas diferentes,  de  modo  que  ha  desaparecido  como  abs 
tracción.  En  el  orden  social,  la  libeitad  no  existe  sin 
la  noción  del  derecho;  y  restringir  las  libertades  para 
conciliar  los  derechos,  es  limitarlas,  desde  que  es  su  ejer- 
cicio mismo  el  que  se  limita. 

Como  una  abstracción,  como  una  encarnación  de  la 
razón  y  de  la  justicia,  la  renuncia  del  derecho  no  es 
posible,  pero  en  el  orden  social,  cuando  el  hombre  lo 
realiza  en  su  vida  de  relación,  cuando,  cumpliendo  su 
destino,  encuentra  una  valla  á  sus  aspiraciones  ó  á  la 
manera  como  él  los  entiende,  entonces,  decimos,  la  re- 
nuncia puede  existir,  no  como  una  imposición  de  la  po- 
testad social,  pero  sí  como  una  convicción  que  se  impone 
por  la  voluntad  de  un  tercero.  En  las  gerarquías  del 
organismo  social,  el  individuo,  la  familia,  la  agrupación, 
hacen  renuncias  impuestas  por  las  circunstancias  respec- 
tivas en  que  actúan  sus  facultades,  que  si  bien  obedecen 
á  un  orden  natural,  no  obedecen  á  un  orden  necesario, 
fatal:  las  limitaciones  se  suceden  en  las  gradaciones  su- 
cesivas, y  estas  limitaciones,  si  se  producen  naturalmente, 
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no  ocasionan  sino  u.a  renuncia  recíproca  y  en  uu  acuer- 
do tácito  de  voluntades.  (1). 

No  es  posible  quitar  á  la  sociedad  el  poder  de  regla- 
mentar los  derechos,  ó  más  bien,  de  coordinarlos,  fijan- 
do el  limite  ó  la  órbita  en  que  respectivamente  deben 
girar,  porque  este  es  precisamente  su  rol  preponderante. 
El  equilibrio  social,  base  de  la  existencia  de  la  sociedad, 
no  puede  existir  de  otra  manera.  ¿Cómo  concebir  enton- 
ces, los  derechos,  legislables,  ilimitables  en  el  orden  so- 
cial? ¿Como  conciliar  la  reglamentación  con  estas  impo- 
siciones? Se  concibe  que  el  poder  social  no  puede  llegar 
á  su  supresión,  sin  invertir  el  rol  que  le  corresponde, 
pero  no  sería  concebible  un  derecho  reglamentable,  en 
un  derecho  ilimitable,  porque  la  reglamentación  carecería 
de  objeto. 

Las  denominaciones,  pues,  son  de  un  valor  relativo;  y 
las  diferentes  teorías  sobre  los  derechos  individuales  ten- 
drán respectivamente  su  fundamento  indestructible,  se- 
gún el  punto  de  partida  que  se  tome  para  juzgarlos. 
Mientras  el  individuo  se  mantenga  en  la  esfera  propia 
de  su  derecho,  no  existe  límite  á  su  ejercicio;  cuando  sa- 
liendo de  allí  pretenda  impedir  ó  impida  el  ejercicio  del 
derecho  de  un  tercero,  ó  del  derecho  común  á  la  íigru- 
pación,  el  poder  social  le  señala  el  límite  y  se  lo  im- 
pone con  fuerza  coactiva. 

(1  Roesi  sostiene  que  no  hay  renuncia,  cesión,  ni  sacrificio  por  parlo 
del  individuo,  en  tanto  esti)  es  el  resultado  de  la  voluntad  de  c»te  6 
de  un  hecho  no  natural.  «Si  los  medios  de  conservar  la  sociedad, 
son  moraimente  obligatorios  para  el  hombre,  lo  que  se  llama  unn  ce- 
sión, un  sacrificio,  no  es  ni  una  cesión  ni  un  sacrificio,  es  un  deberá 
cjraplii:.  Asi,  es  evidente,  que  si  yo  tengo  el  deber  de  hacer  una  «'osa, 
no  tengo  el  derecho  de  hacer  lo  contrario,  y  que,  si  no  tengo  el  derecho 
de  hacer  lo  contrario,  no  haciéndolo,  no  tengo  pérdida  alguna  »  t.  2", 
P¿g  70. 
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¿Puede  surgir  en  estas  limitaciones  algún  inconvenien- 
te producido  por  el  desconocimiento  mismo  del  derecho? 
No  lo  negamos,  pero  esta,  es  la  situación  existente  y  los 
esfuerzos  comunes  deben  tender  á  que  los  límites  sean 
concurrentes  á  los  fines  que  los  derechos  individuales 
tienen  en  vista.  Si  los  medios  no  responden  al  fln,  es 
indispensable  modificarlos,  pero  nunca  alterar  ó  descono- 
cer aquel.  Es  este  el  desiderátum  de  todo  buena  orga- 
nización. (1). 

II 

La  crítica  que  el  distinguido  escritor  Lastarria  (2) 
nace  á  nuestra  Constitución,  no  nos  parece  fundada,  ya 
sea  tomada  aisladamente  la  prescripción  que  impugna, 
ya  en  sus  relaciones  con  las  demás  disposiciones  que  le 
son  concordantes. 

Desarrollando  su  teoría  sobre  la  importancia  de  los 
derechos  individuales,  y  criticando  las  prescripciones  de 
algunas  constituciones  que  dejan  al  poder  político  la  in- 
cumbencia de  legislar  sobre  su  ejerci(no,  califica  de  ab 
surda  la  prescripción  del  artículo  14  que  establece  que: 
los   habitantes  del  territorio  argentino  gozan  de  los   si- 

I)  Ahrkns,  t  1,  pógs.  213^  y  siguientes.— Nkto  L'aiva,  Crtrso  de  di- 
reito  natural^  t.  I,  pág.  U.  — Fkrnandez  Elias,  Filosqfía  del  derecho, 
págs.  2.35,  310  y  siguientes. -iííTiá^a  de  legislación  ij  jurisprudencia^ 
t  XXXVII,  págs.oy  siguientes.— Manuel  Alonso  Martínez,  Estudioi^ 
sobre  ñlosojia  del  derec/io,  págs.  13  y  siguiente. -Lastarria,  Lecciones 
de  politica  positieaj  péígs.  251  y  siguientes.— Estrada,  Lecciones,  phgi- 
nas  16  y  siguientes.—JosK  María  Manas,  El  libro  del  buen  ciudadano, 
en  el  que  se  encuentra  toda  la  discusión  tenida  h  este  respecto  en  la* 
Cortes  españolas  al  estudiar  In  constilución  de  1869.— B.  Constant,  t.  1, 
pág.  347 

(2)  Lecciones  de  política  positira,pnp:.  25 í.-  Véase  F.  González,  Lííc- 
riones  de  derecho  constitucional,  pág.  i2.— Arosemena,  Constituciones 
políticas  de  la  América  meridional. 
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guientes  derechos   conforme  á  las  let/es  que  reglamentan 
SH  ejercicio,^ 

Pero  al  formularse  esta  crítica,  no  se  ha  tenido  pre- 
sente, sin  duda: 

P  Que  la  reglamentación  es  indispensable,  desde  que 
es  necesario  determinar  el  punto  en  que  el  individuo 
sale  fuera  de  su  derecho,  comete  un  acto  extraño  al  de- 
recho, ó  hiere  el  derecho  de  otro,  abusando  de  su  li- 
bertad. Reglamentar  el  ejercicio  de  un  derecho  no  im- 
porta suprimirlo;  y  si  bien  puede  existir  el  abuso  en  la 
reglamentación,  el  organismo  político  da  los  medios  de 
liacer  desaparecer  ese  abuso  y  restablecer  el  equilibrio 
perturbado  por  alguno  de  los  poderes  encargados  de  con- 
servarlo. Jamás  ha  existido  una  declaración  de  derechos 
tan  lata  que  desarmara  la  sociedad,  hiciese  imposible  la 
determinación  de  las  condiciones  del  derecho,  ó  hiciera 
que  su  noción  desapareciera  por  completo;  (1) 

2"  Que  el  ejercicio  de  los  derechos  primordiales  ga- 
rantidos por  la  Constitución  encuentra  en  sus  prescrip- 
ciones los  límites  y  defensas  que  los  garanten  contra  to- 
da usurpación  ó  atentado,  de  modo  que  la  reglamentación 
á  que  se  refiere  el  artículo  14  no  puede  tener  otro  ob- 
jeto que  facilitar  su  ejercicio  y  coordinarlos  con  otros  in- 
tereses, pero  sin  alterar  en  ningún  caso  su  sustancia, 
de  modo  á  hacer  irrisoria  su  existencia  en  la  carta  cons- 
titucional. Así  los  artículos  15  y  siguientes  establecen 
las  acciones  que  están  exentas  de  la  autoridad  de  los 
magistrados,  cuáles  son  los  derechos  de  las  personas  y 
hasta  donde  van,  cuáles  sobre   la   propiedad,    cuáles   so- 

(t)  Kálrada  en  sus  Lecciones  de  derecho  con.^fiUtcional,  pág.  23,  sos- 
tiene la  cláusula  constitucionol,  no  obstante  sostener  que  el  derecho  es 
primitivo,  absoluto,  imprescriptible,  inalienable. 
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bre  el  ejercicio  de  las  facultades  morales  que  difícilmen- 
te suscitan  conflictos  susceptibles  de  una  medida  coerci- 
tiva; 

3*^  Que  si  bien  al  legislador  corresponde  reglamentar 
su  ejercicio,  en  la  facultad  de  reglamentación,  no  le  es 
lícito  obrar  caprichosamente  de  modo  que  pudiera  des- 
truii'  lo  mismo  que  se  ha  querido  amparar  y  sostener. 
Así,  la  misma  Constitución  en  su  artículo  28  establece 
que:  Los  principios,  garantías  y  derechos  reconocidos  en 
los  anteriores  artículos,  no  podrán  ser  alterados  por  las 
leyes  que  reglamenten  su  ejercicio»;  y  esta  prescripción 
que  es  limitativa  de  la  del  artículo  14  hará  imposible 
que  aparezcan  «las  leyes  preventivas,  convirtiendo  en 
abuso  el  ejercicio  de  aquellas  libertades  é  inventando  de- 
litos imaginarios  para  castigar  como  tales,  cielitos  actos 
que  no  tienen  una  intención  criminal,  ni  causan  lesión  á 
derecho  alguno,  ni  mucho  menos  comprometen  la  segu- 
ridad colectiva  de  la  sociedad».  (1) 

« No  basta  que  la  constitución  contenga  todas  las  liber- 
tades y  garantías  conocidas,  decía  el  Dr.  Alberdi,  es  nece- 
sario, como  se  ha  dicho  antes,  que  contenga  declaraciones 
formales  de  que  no  se  dará  ley  que,  con  pretexto  de 
organizar  y  reglamentar   el  ejercicio  de  esas  libertades, 

(1)  El  nrliouIo2íí  establece  uim  limitación  general»  prohibiendo  con- 
ceder la  suma  del  poder  públic.o  que  vendría  á  nulificar  todos  losdere- 
choá  y  garantías  que  ha  querido  consagrar.  Asi  dice:  «El  Congreso 
no  puede  conceder  al  Ejecutivo  Nacional,  ni  las  Legislaturas  Provin- 
ciales á  los  Gobernadores  de  Provincia»  facultades  extraordinarias  ni 
la  suma  del  poder  público,  ni  otorgarles  sumisiones  ó  supremacías  por 
las  que  la  vida,  el  honor  ó  la  fortuna  queden  á  merced  de  Gobierno  ó 
persona  alguna  Actos  de  esta  naturuleza  llevan  consigo  una  insanable 
nulidad,  y  sujetarán  á  los  que  lo  formulen,  consientan  ó  tlrmen.  ó  In 
responsabilidad  y  pena  de  los  infames  traidores  i\  la  Patria.»  El  ejem- 
plo presentado  por  Rosas  había  hecho  previsores  íi  los  constituyentes, 
y  ía  pena  de  muerte,  que  es  In  pena  de  los  traidores,  es  la  designada 
para  el  castigo. 
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las  anule  y  falsee  con  disposiciones  reglamentarias.  Se  puede 
concebir  una  constitución  que  abrace  en  su  sanción  todas 
las  libertades  imaginables,  pero  que  admitiendo  la  posibili- 
dad de  limitarlas  por  la  ley,  sugiera  ella  misma  el  medio 
honesto  y  legal  de  faltai-  á  todo  lo  que  pi-omete.  ^   (1) 

<  La  constitución  debe  dar  garantías  de  que  sus  leyes 
orgánicas  no  serán  escepciones  derogatorias  de  los  grandes 
principios  consagrados  por  ella,  como  se  ha  visto  más  de 
una  vez.  Es  preciso  que  el  derecho  administrativo  no  sea 
un  «medio  faiaz  de  eliminar  ó  escamotear  las  libertades  y 
garantías  constitucionales.*   (2) 

La  constitución  argentina,  como  todas  las  constituciones 
de  los  Estados-Unidos,  es  decir,  como  todas  las  constitu- 
ciones  leales  y  prudentes,  debe  declarar  que  el  Congreso 
no  dará  ley  que  limite  ó  falsee  las  garantías  de  progreso 
y  de  derecho  público  con  ocasión  de  organizar  ó  regla- 
mentar su  ejercicio.  í]se  deber  de  política  fundamental 
es  de  trascendencia  decisiva  para  la  vida  de  la  cons- 
titución.* (3) 

Y  no  obstante  estas  afirmaciones,  el  Dr.  Alberdi  no 
creía  ser  inconsecuente,  ni  caer  en  un  absurdo,  proponiendo 
en  su  Proyecto  de  Constitución  el  artículo  20,  así  conce- 
bido: €  Las  leyes  reglan  el  uso  de  estas  garantías  de  derecho 
público:  pero  el  Congreso  no  podrá  dar  ley  que  con  ocasión 
de  reglamentar  ú  organizar  su  ejercicio,  las  disminuya, 
restrinja  ó  adultere  en  su  esencia  y.  (4) 

(1)  Organización  de  ia  Confederación  Anjentina,  t.  I,  póg.  Wi. 
(2    Loe    cil.  póg.  6t 

(3)  Loe.  cít.  pég.  U8. 

(4)  Loe.  cit   póg.  176.  «l^  libertad,  ha  dicho  Montesquieu,  es  el  dere 
(*ho  de  hacer  todo  lo  que  las  leven  permiten;  y  si  un  ciudadano  pudiera 
hacer  lo  que  prohiben  no  habría  libertad,  porque   todos  tendrían  este 
mismo  poder  »    (Oe  VEaprit  des    lois,  lib.  XI,  cap,  Jií).—B.  Constant, 
t.  L  pág.  27k.— Websteh,  WorUsA.  H,  pág.  393. 
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Existen,  pues,  limitaciones  á  los  derechos  individuales, 
en  el  sentido  en  que  lo  dejamos  explicado,  pero  para  evitar 
los  abusos  que  á  su  sombra  y  por  su  ejercicio  pudieran 
cometei-se,  existen  también  garantías  en  la  misma  carta 
constitucional  que  ponen  al  alcance  de  todos  los  damnifica- 
dos los  medios  de  conseguir  que  el  derecho  sea  respetado 
y  que  el  abuso  desaparezca. 

Las  limitaciones  pueden  ser  de  dos  clases:  generales  ó 
públicas  y  especiales  ó  particulares.  Son  generales,  todas 
aquellas  que  en  situaciones  dadas  pesan  sobre  todos  los 
liabitantes  del  país  ó  de  un  lugai*  determinado  del  país. 
Son  especiales,  todas  aquellas  que  solo  se  presentan  en 
relación  con  determinados  individuos,  porque  es  en  relación 
á  ellos  solamente  que  la  razón  de  la  limitación  subsiste. 

Pertenecen  á  las  primeras  las  producidas  •  por  la  decla- 
ración del  estado  de  sitio,  del  estado  de  asamblea  ó  de  la 
vigencia  de  la  ley  marcial  en  las  perturbaciones  producidas 
por  las  guerras.  Pertenecen  á  las  segundas,  en  cuanto 
á  la  persona,  la  detención,  la  prisión,  la  expulsión,  la  aso- 
ciación confines  útiles  solamente,  como  el  ejercicio  de  la 
indíistria  lícita;  en  cuanto  á  la  propiedad:  la  expropiación, 
el  allanamiento  del  domicilio,  la  revisación  de  la  corres- 
pondencia. 

Pero  estas  limitaciones  para  el  habitante,  tienen  limi 
taciones  para  el  poder  que  las  impone,  necesarias  sobre 
todo  en  las  primeras,  en  las  que  por  el  momento  en  que 
se  llevan  á  cabo,  se  hace  dificil  una  restricción  determinada. 

Así,  si  el  estado  de  sitio  suspende  las  garantías  cons- 
titucionales, el  Presidente  de  la  República  no  puede  con- 
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denar  por  sí  ni  aplicar  penas:  y  respecto  de  las  personas 
sólo  arrestai'las  ó  trasladarlas  de  un  punto  á  otro  de  la 
Nación  ó  fuera  de  ella.  (1)  Los  bienes  pueden  expro- 
piarse, pero  ha  de  ser  por  causa  de  utilidad  pública  y 
previa  indemnización  (2);  el  domicilio  se  allana,  pero  por 
orden  de  juez,  en  los  casos  que  la  ley  lo  determina,  y  lo 
mismo  para  la  ocupación  de  la  correspondencia  y  papeles 
privados;  el  individuo  puede  ser  arrestado  y  puesto  en 
prisión,  pero  por  orden  de  juez,  haciéndole  saber  la  causa, 
garantiéndole  su  defensa,  sin  mortificación  en  las  cárceles, 
más  allá  de  la  que  fuere  necesaria  para  la  seguridad  de  la 
persona,  y  siendo  juzgado  por  sus  jueces  naturales.  (3) 
Sabemos,  sin  embargo,  que  no  es  con  simples  decla- 
raciones escritas  en  las  constituciones  que  se  garanten 
eficazmente  los  derechos  individuales  porque,  según  la 
expresión  de  Bolívar,  las  constituciones  han  sido  y  son  pa- 
peles, para  algunos  pueblos.  Pero  cuando  la  forma  regular 
de  gobierno  no  ha  desaparecido,  ya  por  una  situación  de 
anarquía  permanente  como  la  que  destroza  la  Polonia  y 
sumerge  en  el  atraso  y  la  ignorancia  á  una  parte  de  la 
América,  ya  por  el  entronizamiento  del  despotismo  orga- 
nizado en  forma  regular  de  gobierno,  como  la  Rusia,  la 
Turquía  ó  el  Paraguay  de  los  López;  entonces,  decimos, 
los  abusos,  las  usurpa(íiones,  las  violaciones,  tienen  su  su- 
prema garantía  en  el  poder  judicial,  ea  ese  poder  al  que  los 
constitucionalistas  americanos  supieron  agregar  eficazmente 
la  facultad  que  vino  á  establecer  de  un  modo  definitivo  y 
armónico  el  equilibrio  de  los  podeies  en  que  Montesquieu 
había  colocado  el  fundamento  de  todo  buen  gobierno. 

(1)  Articulo  28  líela  Con.^tit ación  déla  Re/túhlica. 

(2)  Art.  17  hl. 
(3^    Art.  is  i.l. 

3 


34  LAS   GARANTÍAS    CONSTITUCIONALES 

La  teoría  de  los  derechos  absolutos,  dice  Martínez, 
derivación  lógica  de  un  sistema  filosófico  falso,  aunque 
de  indisputable  mérito,  y  noble  aspiración  de  algunas  per- 
sonas generosas,  que  quisieran  poner  el  derecho  y  la  li- 
bertad fuera  del  alcance  de  todas  las  tiranías,  parece,  por 
sus  resultados,  inventada  por  el  deudor  de  mala  fe,  con- 
tra el  acreedor  legítimo,  por  el  reo  contra  el  juez,  por 
los  conspiradores  contra  el  poder  social. 

« Llevada  esta  teoría  en  toda  su  fuerza  y  rigidez  á  las 
leyes  de  un  país,  ¿qué  sucederá? 

c<  Que,  no  sintiéndose  el  individuo  bastante  protegido  en 
su  seguridad  y  en  sus  derechos,  merced  á  la  impotencia 
radical  del  poder  público,  se  hará  la  justicia  por  su  mano 
viniendo  así  á  imperar  el  derecho  del  más  fuerte. 

«Que,  no  sintiéndose  el  poder  público  bastante  fuerte 
para  resistir  el  embate  de  las  facciones,  tras  de  la  decla- 
j'ación  de  los  derechos  absolutos,  vendi'án  las  let/es  de  ex- 
rrpción,  que  son  una  confesión  de  impotencia,  y  un  amar- 
go desengaño.  X  (1) 

Sin  estar  de  acuerdo  con  todas  estas  afirmaciones,  cree- 
mos que  las  consecuencias  indicadas  pueden  producirse.^ 
Por  librarse  y  garantirse  de  las  acechanzas  del  poder  se 
puede  caer  en  la  anarquía.  Pero  el  desiderátum  no  está 
aquí:  está  en  armonizar  los  derechos  del  individuo  con 
las  exigencias  del  Estado,  los  derechos  del  hombre  con 
los  deberes  del  ciudadano,  y  hacer  que  el  individuo  cum- 
pla su  misión  desenvolviéndose,  y  el  Estado  la  suya,  coo- 
perando á  ese  desenvolvimiento,  de  modo  que  todo  ex- 
travío del  uno  ó  todo  desconocimiento  del  otro,  dé  por 
sí  mismo  la  señal  de  alarma  que  demuestre  el  desequili- 
brio ó  la   destrucción  de  la  armonía. 


(1)  Estudios  sobre  filosofía  del  derecho,  pág.  35. 
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Así:  si  todo  habitante  de  la  República  tiene  el  dere- 
cho de  trabajar  y  ejercer  su  industria,  sólo  es  mientras 
ésta  sea  lícita;  si  el  de  entrar,  permanecer  y  transitar, 
en  tanto  no  se  perturben  el  orden  público,  y  se  tenga 
por  objeto  labrar  la  tierra,  mejorar  las  industrias,  é  in- 
troducir y  enseñar  las  ciencias  y  artes;  si  publicar  sus 
ideas  por  la  prensa  sin  censura  previa,  no  obtener  la 
impunidafl  del  libelo;  si  el  derecho  de  asociarse,  sólo  con 
tines  útiles  y  pacíftcamente.  (i) 

No  basta  reconocer  los  derechos  individuales,  es  me- 
nester garantirlos,  ha  dicho  Laboulaye;  y  tal  es  el  ob- 
jeto de  las  constituciones  modernas.  Las  cartas  no  tienen 
un  encanto  mágico:  no  se  hace  la  felicidad  de  los  pue- 
blos imaginando  cualquier  sistema,  que  no  es  casi  siempre 
sino  un  recuerdo  del  pasado.  La  mejor  constitución  es 
aquella  qne  garante  la  seguridad  mayor  al  individuo:  en 
otros  términos,  la  que  conserva  mejor  la  libertad.  (2) 

¿Ha  realizado  esto  nuestra  Constitución?  Los  derechos 
individuales  están  consagrados  y  están  garantidos,  y  las 
limitaciones  y  restricciones  están  calculadas  no  sólo  pa- 
ra responder  á  los  principios  directores,  sino  también  á 
las  necesidades  de  un  pueblo  que,  después  de  sesenta 
años  de  luchas,  aún  no  ha  reposado  definitivamente. 

Dixon  (3)  haciendo  aplicación  á  los  Estados  Unidos, 
ha  dicho  que  las  naciones  pierden  en  urbanidad  lo  que 
ganan  en  libertad  y  en  poder.  ¿Perderán  las  Repúbli- 
cas en  tranquilidad  lo    que  ganan  en  libertad? 

1)  Arlíoulos  I  i  y  2.').  Co/i.-^f  Unción  Narionaí. 

(2)  Introducción  al   <v//'so    cf*^  Política  constitucional   de   Benjamín 
CONSTANT,  1. 1,   pí'ia-,  28. 

(3)  La  NotircHi'  Amcriffftc,  piir.  'M6»  t'-nd   de  Tíinjílíus  par  Ph.  Chasles 
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La  administración  de  la  justicia  penal  en  las  socieda 
des  civilizadas,  exige  restricciones  que  no  pueden  ser  des 
atendidas.  Si  la  libertad  individual  no  pudiera  ser  limi- 
tada, si  todos  y  cada  uno  no  contaran  con  esas  limita- 
ciones, toda  seguridad  desaparecería  y  con  ella  el  desquicio 
y  la  anarquía  reemplazarían  el  orden  y  el  equilibrio  ({ue 
son  indispensables  para  una  vida  regular. 

¿  Pero  cómo  se  operan  esas  restricciones  ?  ¿  Cuál  es 
su  alcance  y  cuál  su  límite  ?  Las  restricciones  pueden 
ser  la  consecuencia  ó  de  un  hecho  ya  conocido  y  juz- 
gado por  la  justicia  penal,  ó  de  una  medida  puramente 
precaucioual,  á  fin  de  garantir  el  castigo,  haciendo  im 
posible  la  impunidad  del  crimen  ó  delito,  que  es  el  más 
funesto  de  todos  los  resultados.  Lo  primero  sale  fuera  de 
nuestras  investigaciones.  ¿  Cómo  impedir  lo  segundo,  cómo 
hacerlo  imposible?  Pretenderlo  fuera  una  quimera,  por 
que  en  el  estado  actual  de  las  relaciones  de  los  indivi 
dúos  de  todos  los  países,  no  sólo  desaparecería  la  segu- 
ridad del  castigo,  sino  la  investigación  misma  sería  im- 
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posible:    la  justicia  penal,   entonces,   no    tendría  razón 
de  ser. 

Se  comprende  perfectamente  que  en  los  pueblos  anti- 
guos la  prisión  preventiva  no  tuviera  gran  importancia, 
puesto  que  la  penalidad  obedecía  á  una  organización  com- 
pletamente diferente.  Si  el  sospechado  era  un  esclavo, 
cada  dueño  era  un  juez,  y  cada  casa  una  cárcel.  Si  el 
sospechado  era  un  hombre  libre,  su  ocultación  á  la  justi- 
cia, su  fuga  del  territorio  era  la  aplicación  por  su  sola 
voluntad  de  la  pena  capital  como  llaman  los  jurisconsul- 
tos romanos  al  destierro:  «el  desterrado,  decia  Jenofonte, 
pierde  hogar,  libertad,  patria,  mujer  é  hijos,  y  cuando 
muere  no  tiene  ni  el  derecho  de  enterrarse  en  el  sepul- 
cro de  la  familia  porque  es  un  extrangero».  (1) 

La  justicia  no  necesitaba  buscar  seguridades  contra  la 
fuga.  Fuera  de  la  patria  no  sólo  había  la  soledad  y  el 
aislamiento  más  ó  menos  completo,  sino  la  esclavitud  y  el 
desprecio  como  raza  impura,  con  o^ro  culto  y  otro  ho- 
gar ;  y  en  la  patria,  apagado  el  hogar,  sin  culto,  sin 
bienes,  sin  familia.  ¿  Podría  presentarse  situación  más  des- 
esperante ?  ¿  Podrá  alguien  tener  interés  en  huir  de  la 
justicia  antes  que  sufrir  una  prisión  preventiva  ? 

No  desconocemos  que  si  la  justicia  penal  ha  hecho  ne- 
cesaria la  detención  del  presunto  delincuente  y  si  esa  exi- 
gencia es  la  consecuencia  del  estado  actual  de  las  relacio- 
nes de  los  pueblos,  estas  mismas  relaciones  y  las  vin 
culaciones  cada  vez  más  estrechas  establecidas  por  los 
intereses  recíprocos,  tienden  también  á  hacer  inútil  la 
fuga,  puesto  que  la  acción  del  Estado  que  persigue,  al- 
canza ya  fuera  de  sus  límites  territoriales.  Pero  si  esto 
puede  ser  un  medio   de  garantía  para    las  ulterioridades 

(\)  TüCIDIDES,    I,    I3S 
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de  la  acusación,  no  puede  olvidarse  que  los  juicios  en 
rebeldía  van  desapareciendo  de  la  legislación  en  materia 
penal,  y  que  no  obstante  contar  con  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  internacionales  por  parte  de  los  Estados 
que  las  han  contratado,  las  excepciones  son  numerosas  y 
no  no  son  pocos  los  delitos  y  crímenes  que  quedan  im- 
punes por  1»  ñiga. 

Hay,  sin  embargo,  una  congiliación  difícil  en  todas  estas 
materias,  dados  los  elementos  que  actúan.  ¿Cuál  es  el 
límite  del  respeto  á  la  libertad  individual,  y  hasta  dónde 
son  lícitas  las  exigencias  de  la  justicia  social?  Difícil  solu- 
ción, no  sólo  por  la  facilidad  con  que  puede  herirse,  inutili- 
zarse, uno  ú  otro  derecho,  de  modo  á  producir  un  desequi- 
librio perjudicial,  sino  también  porque  todas  las  cuestiones 
que  se  refieren  á  la  libertad  individual  no  hieren  directa 
é  inmediatamente  ácada  individuo  en  particular,  de  modo 
á  hacer  causa  propia  de  la  causa  de  otro,  creyendo  todos 
lejano,  sino  imposible,  el  encontrarse  en  el  caso  de  tales  res- 
tricciones. 

.  ¿Cómo  se  explica  sino  esa  discusión  casi  perpetua  entre 
las  doctrinas  que  se  refieren  á  uno  ú  otro  derecho?  ¿Cómo 
se  explican  sino  la  impunidad  del  crimen,  ó  los  sufri- 
mientos del  inocente  en  presencia  de  una  sociedad  civili- 
zada? Los  extremos  conducen  á  resultados  igualmente 
funestos,  y  si  estos  extremos  son  de  fácil  realización  aún 
en  nuestros  dias,  es  indispensable  arbitrar  los  medios  para 
que  no  se  produzcan,  estableciendo  garantías  recíprocas 
que  satisfagan  en  lo  posible  los  derechos  respectivos. 

Un  escritor  distinguido  (1)  ha  dicho  que,  para  conciliar 
las  exigencias  de  la  libertad  individual  con  las  exigencias 
de  la  justicia  social,  sería  necesario  llegar  á  una  legisla- 

(l)  Kossi,  Count  fie  droit  constüutionnel,  t.  11,  pÜK    203. 
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ción  que  realice  esta  fórmula:  arresto  fáríl,  detención 
difícH;  y  llama  arresto  al  hecho  por  el  cual  una  persona, 
por  su  voluntado  no,  es  conducida  ante  el  magistrado 
para  dar  cuenta  de  todos  los  antecedentes  que  se  relacio- 
nan con  el  crimen  que  se  le  atribuye,  y  detención  ¡yreina, 
la  orden  que  da  el  magistrado  de  mantener  al  individuo 
privado  de  libertad,  mientras  se  realizan  los  procedimientos 
y  se  pronuncia  la  sentencia. 

Por  nuestra  parte  aceptamos  esta  fórmula,  y  creemos 
qi.e  los  pueblos  que  la  han  incorporado  á  su  legislación  son 
precisamente  los  que  gozan  de  las  mayores  libertades.  Si 
la  autoridad  está  constituida  en  garantía  de  todos  y  de 
cada  uno,  y  si  para  el  cumplimiento  de  sus  fines  impone 
molestias  y  sacrificios,  no  hay  desdoro  para  nadie  el  sufrir- 
los. Presentarse  ó  ser  conducido  ante  el  magistrado  para 
responder  de  su  conducta  con  relación  á  un  hecho  dado,  no 
importa  desmerecer  ante  la  opinión  de  los  demás,  porque 
nadie  está  justificado  ante  las  sospechas  de  la  justicia  so- 
cial. 

Pero  si  hasta  la  presentación  ante  el  magistrado  pue- 
de no  suceder  mal  alguno,  no  acontece  lo  mismo  una  vez 
que  se  llega  á  la  detención,  confundiéndose  el  individuo 
en  las  prisiones  con  los  verdaderamente  criminales.  En 
esto  la  ley  debe  ser  previsora  y  parca:  los  antecedentes 
deben  determinar  con  bastante  claridad  la  medida,  porque 
en  este  momento  empiezan  los  agravios  á  la  libertad 
individual  y  es  donde  los  abusos  se  cometen  en  perjuicio 
de  la  persona  y  de  su  honra.  Si  el  magistrado  ordena  la 
detención  por  creer  llenados  los  requisitos  exigidos,  el 
particular  debe  tener  los  medios  de  evitar  el  mal  que  se 
le  impone,  sin  que  por  esto  pueda  ser  burlada  la  justicia: 
aquí  está  el  problema  de  conciliación  entre  la  libertad  in- 
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dividaaly  las  exigencias  de  la  justicia  social.  ^;Cómo  se 
hará  para  que  la  detención  sea  difícil?  Cuáles  serán  los 
medios  que  empleará  el  detenido  para  safar  de  la  red  en 
que  se  encuentra  aprisionado? 

En  todos  los  pueblos  en  que  existen  instituciones  libres, 
parece  que  la  fónnula   «arresto  fácil,  detención  difícil 
predomina  no  sólo  como  una   conquista  ya  alcanzada  y 
que  se    encuentra    incorporada  á  esas  instituciones  sino 
porque  las  costumbres  sociales,  el  hábito  del  manejo  de  los 
intereses  públicos,  establecen  una  especie   de  solidaridad 
entre  el  interés  general  y  el  interés  particular,  de  modo  que 
en   todo  momento  existe  la  disposición  de  coadyuvar  á  los 
fines  que  están  más  distantes  de  producirse  en  provecho  par 
ticular  directo,  (1)    El  arresto  es  fácil,  porque  no  es  sola 
mant€  el  agente  público  encargado  especialmente  de  estas 
funciones  el  que  lo  produce:  el  particular  procede  como  el 
funcionario,  porque  es  su  deber  ayudar  al  castigo  de  los  de- 
litos y  á  las  investigaciones  para  conseguirlo,  y  necesitii  para 
ello  el  recuerdo  de  una  pena  á  aplicarse,  como  sucede  entre 
los  que  se  identifican  con  los  agentes  de  la  autoridad  y 
ven  en  ellos  sus  propios  agentes.  (2) 

(1  Nnda  deroueslra  más  lo  dislnnle  que  esUi  un  pueblo  de  npn?í'iHr 
dignamerile  el  goce  dc>  las  garantías  individua  es,  decía  Kivadavia,  roin 
aquella  incompetencia  de  que  se  llega  hasta  á  hacer  alarde,  pretendienn 
do  corresponder  á  s«»lo  los  agentes  licl  poder  la  guarda  de  derecho- 
tan  importantes  Kl  mal  que  esto  produjo  es,  no  sólo  la  necesidad 
que  forma  de  mulliplii-ar  funcionarios  que  son  otros  tantos  brazos  que 
se  arrancan  á  otros  empleos  productivos;  pero  lo  más  grave  consiste 
en  que  jamás  se  arriba  por  este  medio  á  la  situación  feliz  que  estas 
garantías  tengan  las  fuerza  que  la  civilización  demanda  (.'on.^''(l('rnndn.< 
fiel  ffecreíó  do  31  de  Muf/o  de  IH42. 

(2)  «El  señor  que  vé  facer  mal  á  aquel  á  quien^Io  pueda  vedar,  si  non 
lo  vieda,  semeja  que  lo  consiente  oque  es  apare<-ero  en  ello,»  dc«Ma  la 
jey7,  tit.  :U,  Part.  7.  Qui  prohibirá  potuit,  tenctur  hi  non  Jecit,  L.  tó, 
D..  ad  le'j.  Aquil.)  -«Todo  individuo  deijuiense  acredite  que  lia  podido 
evitar  con  su  asistencia  un  atentado  ó^crímen,  y  que  no  lo  ha  hecho  ó 
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Pero  si  esto  es  así,  no  deja  de  ser  cierto  también  que 
la  detención  no  es  fácil  y  que  el  particular  tiene  todos  los 
medios  necesarios  para  hacer  efectiva  tal  garantía.  Exis- 
ten en  las  formalidades  previas,  porque  si  el  arresto  se 
hace  por  los  particulares  ó  los  funcionarios  sin  mandato 
anterior,  es  en  el  caso  infraganti^  y  si  es  con  mandato,  está 
individualizado  de  tal  modo  que  impide  todo  vejamen  á 
tercero  (1);  y  en  uno  y  otro  caso  se  debe  conducir  al  arres- 
tado ante  el  magistrado  bajo  penas  severas.  Existen,  para 
la  detención  constitiüda,  en  los  lugares  públicos  de  seguii- 
dad,  en  el  habeas  corpus  y  en  la  fianza:  el  primero,  para 
exigir  el  cumplimiento  de  aquellos  deberes;  el  segundo, 
para  no  sufrir  una  prisión  que  dada  la  morosidad  de  todo 
proceso,  puede  ó  ser  inútil  ó  agravar  la  pena  excesiva 
mente.    (2) 

Dejando  de  lado  todo  lo  que  se  refiere  á  las  demás  ga- 
rantías (3),  nos  ocuparemos  del  haheas  corpus^  que  es  lo 
que  más  hace  á  la  materia  de  que  tratamos.  ¿Qué  es  el 
habeas  corpus,  cuál  su  alcance,  cuál  su  importancia,  cuáles 
sus  efectos  en  sus  diversas  aplicaciones? 

que  no  ha  prestado  su  cooperación  para  la  prisión  de  un  (ltíIin<;uonlo, 
sufrirá  una  prisión  de  24  horas,»  (decreto  31  Maijo  de  1S22  .  El  iirticulo  5;i 
del  Código  Penal  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  llama  cótnpli«reá  ^\o 
tercer  grado  á  los  que  no  impiden  el  delito  ó  no  pidan  el  auxilio  nece- 
sario. Véase  Tejedor,  Curao  de  derec'io  criminal,  t.  I,  póg.  3i— Tapia, 
Febrero  iiotisimamcnte  redactado,  t.  Vil,  pAg.  38,  mira.  ItK— Chauveau 
Adolphe,  1. 1,  pág.  395. 

(1)  Son  conocidos  los  incidentes  que  en  el  siglo  pasado  dieron  á  los 
ingleses  la  conquista  definitiva  que  importa  la  definición  de  Jas  orde- 
nes generales  de  arresto.  Véase  Erskine  May,  t.  11,  pág.  296.— Lieber, 
t.  I,  pág.  62. -STOaY,  1.  II,  pág.  622,  §  1902  — Rawlk,  Un  Consíitution, 
pág.  127.— Bangkok r,  Histoire^  t.  IV. 

(2)  Véose:  Prins,  Elude  comparatire  sur  la  proceda  re,  pénale  d  Lon- 
dres et  en  Belgiq ue.—FiscHZL,  t.  I,  pág.  lOfi. 

(3)  Artículos  18  y  19  de  la  Constitución  Nacional]  artículos,  1 1,  13,  16, 
18,  24,  26,  27,  46  y  46  de  la  Constitución  de  Buenos   Aires. 
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II 


El  auto  áehabcas  vorpns,  es  la  resolución  del  magis- 
trado por  la  que  se  ordena  sean  traídos  á  su  conocimiento 
los  antecedentes  del  individuo  arrestado,  para  ordenar 
en  seguida  su  sometimiento  á  juicio  ó  su  libertad,  según 
los  casos,   (1) 

in 

La  cuna  del  habeus  corpm  debe  buscarse  en  Inglate- 
rra, porque  esta  garantía  entra  en  las  grandes  conquis- 
tas adquiridas  sucesivamente  desde  Juan  sin  Tierra,  y  en 
his  luchas  con  el  poder  real.  Principio  del  common  laWj  ha 
estado  incorporado  á  este  cuerpo  de  doctrinas  antes  de  con- 
seguir una  forma  completa  en  la  ley  escrita.  La  Magna 
Carta  lo  encuentra  en  aplicación  y  lo  incorpora  á  su  Ca- 
pítulo XXIX:  un  inglés  no  podía  ser  detenido  sino  por  crí- 
menes ó  por  deudas,  pudiendo  pedir  á  una  corte  de  justicia 
un  writ  de  habeus  corpas  ad  subjiciefulum,  en  cuanto  la  or- 
den que  este  escrito  ó  auto  contenía  empezaba  con  estas 
palabras,  é  importaba  lo  que  en  materia  civil  se  conoce 
como  ad  exhibendum. 

Pero  este  privilegio  era  incómodo  para  las  arbitrarieda 
des  de  los  reyes.  No  existiendo  penalidad  para  las  infraccio- 
nes cont3nidas  en  violación  del  derecho  consagrado,  y 
siendo  los  términos  empleados  en  las  reglas  aceptadas  algo 
vagos,  la  libertad  individual  siguió  sufriendo  numerosos 
atentados.  Se  introdujeron  distinciones  sutiles,  se  limitaba 

(1;  Véase  las  detlniciones  que  dan:  Blackstone,  t.  ÍV.  púg.  211). — 
Story,  §13;^.— LiEBER  t.  I,  póg.  05.— WiLMOT,  Opinioms  (iiid  jwlfimciiU, 
pág.  88.— Estrada,  Leccionos^  púg.  159.— Nandin,  Re/le.iñoitvs  sobre  la 
legislación  penal,  púg.  110. 
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el  conocimiento  á  ciertas  cortes,   se  excusaba  durante  las 
vacaciones,  se  negaba  á  las  prisiones    fuera  de  Inglaterra; 
y  de  este  modo,  Carlos  I  y  Lord  Clarendon  seguían  ejecu 
tando  impunemente  actos  arbitrarios. 

Se  contaba  siempre  por  parte  del  gobierno  con  la  com- 
placencia ¿elos  jueces  por  lo  que  llegó  un  momento  en  que 
fué  necesario  concluir  con  esta  situación,  y  el  26  de  mayo 
de  1679,  el  mismo  dia  que  Carlos  II  prorrogaba  el  Parla 
mentó,  daba-  también  su  sanción  real  á  la  ley  de  Rabeas 
Corpus,  que  se  ha  llamado  con  razón  el  paUadhim  de  la 
libertad  individual. 

Esta  ley,  como  ya  lo  hemos  dicho,  no  fué  una  novedad 
para  la  Inglaterra:  sus  prescripciones  principales  se  en- 
contraban ^xi  (i\  commonlaw',  pero  su  importancia  nopue 
de  ser  desconocida,  una  vez  que  redujo  los  usos  á  preceptos, 
liizo  imposible  los  abusos  y  significó  una  nueva  conquista 
contra  el  absolutismo  de  los  reyes. 

Sus  leglas  pueden  resumirse  así  en  su  parte  principal: 

P  Que  toda  persona  detenida  por  algún  crimen  puede 
ocurrir  por  sí,  lí  otros  por  ella,  á  las  Cortes  superiores,  soli- 
citando sei*  traída  á  su  presencia,  y,  como  consecuencia,  obte- 
ner su  libertad;  que  las  Cortes  deben  dictar  el  auto  inmedia- 
tamente, ordenando  la  presencia  del  preso,  en  un  término 
que  no  puede  pasar  de  veinte  días  con  los  antecedentes,  si 
los  hubiere,  resolviendo  la  petición  dos  días  después  en  el 
sentido  de  su  libertad,  á  meno-;  que  resultase  estar  detenido 
en  forma  y  por  autoridad  competente,  ó  jior  delito  que  no 
admita  fianza,  excepciones  que  desaparecen  si  pasados  dos 
términos,  uno  para  resolver  sobre  la  fianza,  y  otro  para 
ser  juzgado,  nada  se  hubiera  conseguido;  que  en  caso  de 
negativa  ó  negligencia  en  cuahiuiera  de  las  diligencias  á 
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este  respecto,  debe  sufrirse  una  pena   pecuniaria  que  se 
determina; 

2*  Que  ninguna  persona,  una  vez  puesta  en  libertad  por 
un  auto  de  habeas  corpuSy  puede  ser  detenida  de  nuevo  por 
el  mismo  delito,  sin  incurrir  el  detentor  en  una  pena  pe- 
cuniaria.   (1) 

Sin  embargo,  la  historia  nos  informa  qne  esta  ley  fué 
el  resultado  de  una  superchería.  Después  déla  discusión 
en  la  que  toraarou  parte  los  ministros,  se  procedió  á  l;i 
votación.  Los  encargados  de  tomar  los  votos  en  la  alta 
Cámara,  eran  Lord  Norris,  indolente  y  distraído,  y  Lord 
Grey,  reflexivo  é  intencionado.  Llegado  el  turno  para  la 
votación  á  un  Lord  de  gran  obesidad,  se  le  ocurrió  á  G-rey 
liacer  valer  el  voto  de  este  por  diez  y  contó  diez  en  vez 
de  uno.  El  distraído  Norris  apuntó  aquel  niimero,  y  la 
suma  en  favor  del  bilí,  quedó  aumentada  en  nueve  votos, 
((ue  le  aseguraron  la  mayoría.  Cuando  los  ministros,  que 
sabían  que  en  aquel  día  no  habían  concurrido  á  la  Cá- 
mara sino  ciento  siete  Lores,  oyeron  publicar  el  número  de 
ciento  diez  y  seis  votantes,  fué  grande  su  extrafleza,  y 
aunque  pidieron  que  empezara  de  nuevo  la  votación,  ha- 
llándose desiertos  los  bancos  y  llenas  todas  las  formalidades, 
todo  fué  inútil.  (2) 

El  habeas  corpas  fué  y  es  una  verdadera  garantía  para 
la  libertad  de  los  ingleses.  Si  la  prisión  puede  ser  un  medio 
de  seguridad  ó  de  llegar  al  castigo  del  crimen,  ella  no  es 
justificable  sino  en  tanto  llena  estos  objetos.  Toda  detención 

íl)  Véase  LiEBER,  t.  II,  pág.  21 1,  donde  está  integramente  Iranscripla 
la  ley. 

2)  BüRUCH^  Hist.,  1. 1,  cap.  2»  pñg,  iS.— Fleury,  Histoiro  <r Anatetnrre. 
— CiirtisTiN,  Notas  á  Blachstono,  t.  IV,  p.-'i^r,  227.— González  Nandin, 
Reflexiones  sobre  la  legislación  penal,  el  Jurado  y  las  costumbres  Judi- 
ciales de  Inglaterra^  pág.  111. 
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que  prive  de  su  libertad  á  un  individuo  está  á  su  amparo;  y 
los  tribunales  que  conocen  en  el  recurso  juzgan  de  ella  en 
todo  momento,  ya  sea  porque  no  haya  sido  presentado  ante 
el  magistrado  para  ser  juzgado,  ya  porque  la  orden,  en 
virtud  de  la  que  se  ha  procedido,  no  corresponde  por  su 
forma,  fondo  y  competencia,  ya  sea  porque  el  magistrado 
ha  dejado  pasar  un  tiempo  determinado  sin  resolver  deft- 
nitivamente  en  la  causa  que  se  ha  formado.  Es  solamente 
una  garantía  de  la  seguridad  personal  pero  garantía  plena 
pues  se  coloca  en  las  diferentes  situaciones  en  que  aquella 
puede  sufrir,  y  tiene  los  medios  de  conseguir  la  cesación 
de  los  males.  (1) 

'  Blackstone  (2)  después  de  establecer  que  la  prisión 
ilegal  se  constituye  por  la  detención  de  la  persona,  y 
por  la  ilegalidad  de  esa  detención,  hace  la  enumeración 
de  los  diferentes  medios  de  hacer  cesar  aquella  así  como 
de  repararla.  Son  cuatro:  P  el  auto  de  nminprize^  ma- 
nucaptío :  2^  el  de  homine  replegiando  :  3*'  el  de  odio  et 
atia  :  4'  el  de  Jiabea.s  corpas ;  pero  este  último  llevaba 
diferentes  nombres,  según  sus  objetos.  Así  había  :  i^  el 
de  liabeas  corpiis  ad  respotidendum ;  2^  el  de  Juif^eas  cor 
pus  ad  satisfaciendum  :  S""  el  de  halteas  corpas  ad  prose- 
caendam :  4^"  el  de  habeas  corpas  ad  testificandam ;  5"  el  de 
haheas  corpas  ad  dcliherandam  ;  6""  el  de  Itabcas  corpas 

(1)  Véase:  Blackstone,  1.  IV,  pásrs.  219  y  siguientes.— Macaulay.  t.  1. 
pAjf.  222.— MiTTKRMAYER,  rraí7é  de  la  pvocéduve  criinineíle,  páa  .  i94. 
— LuBER,  1. 1,  pág.  65.— Fishell,  t.  I,  páír.  161.— Uossi,  t.  II,  pá.ir.  MI. 
— ('ooley,  LiniU.,  pág.  i*24.— Hallam,  t.  IV,  pág.  12r>.— Phillips.  De.< 
ftouroim  (*(  dos  obfif/aiions  desjurt/.'i,  pág.  521.— Block,  Díctíonnaire 
dUidmini.^tration,  verb.  Iiabo.aíi  corpus. 

(2)  Com.  t.  IX,  pógs.  212  y  siguientes.  Blarlc.^tonp  hij  Cooley,  t.  11, 
pág.  128.  — Stephen,  t.  IV.,  púg.  18  — BouviER,  Laír  dict  ,  verb.  ha- 
bcqs  corpwá.— Marsh  AL  L,  decisiones  de  la  Suprema  Corte,  A  Cranch  75 
(Curtís,  t.  II,  pfig.  27). 
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adfaciemlum  et  recipkíidum  :  V  el  de  baldeas  corpus  ad  sub- 
jictendnm. 

Pero  de  todos  estos  medios,  el  mas  renombrado  ha 
sido  el  de  habeas  corpus  y  entre  sus  diferentes  clases  el 
snbjicmtdum,  que  es  el  conocido  hoy  con  el  nombre  ge- 
nérico de  hiibeas  corpus,  y  el  que  fuera  de  la  pena  con 
que  asegura  su  eficacia,  conserva  al  damnificado  con  la 
prisión  una  acción  de  indemnización,  por  trespas  v¡  et 
armis,  llamada  ordinariamente  de  falsa  prisión,  fahe  im- 
prisonment,   (1) 

IV 

Esta  garantía  de  la  seguridad  personal  pasó  á  los  Es- 
tados Unidor  como  parte  integrante  del  common  ¡aw^  y 
ha  sido  incorporada  á  la  legislación  de  los  Estados,  si  no 
en  todos  los  |;énninos,  en  su  sustancia  y  efectos.  La  Cons- 
titución federal  dice  que  «el  privilegio  del  auto  de  ha- 
beas corpus  no  se  suspenderá,  á  menos  que  la  seguridad 
pública  lo  requiera  en  casos  de  rebelión  ó  de  invasión  >  (2); 
y  las  leyes  del  Congreso  han  dado  á  las  Cortas  de  los 
Estados  Unidos  plena  autoridad  para  dictar  el  auto  en 
los  casos  que  caigan  dentro  de  la  jurisdicción  del  go- 
bierno nacional  (3).  Casi  todas  las  Constituciones  de  los 
Estados  establecen  las  mismas  prescripciones    (4). 

i\)  Blackstone,  t.  IV,  póg.   2.%\.^BlackMonc  bij  Cooley,  t.  II,  pági- 
na i37.— Kent.  Co//i..t.   II,  pág.  39. 
^2)  Articulo  i*»,  sec.  IK  §2. 

(3)  Leyesde2i  de  Setiembre  de  !789(i  StaLs.,  81);  2  de  Marzo  de  1833, 
scíc.  7  (4  State.,  6a4);  Agosto  29  de  1842  (5  Stats.,  539j;  3  de  Marzo  IS(i3 
fI2  State.,  755);  5  de  Febrero  de  1867  U4  State.,  385).— Kenc,  Coni,,  t.  11, 
pág.  33.— Story,  t,  II,  pág.  207,  §  I3il.— Cooley,  Comí,  Linx.  3^5,346— 
BouviER,  ¡nstíítites,  t.  I,  núm.  221.  pág.  Wl.—Lair.  í/iW.,  verb.  hnbeaa 
rorpus.- i' ^s:i:lu  Dioniqi,  Lammiii¡Mra;:innc  delta  yitif^ticia  in  /aí- 
g  hit  térra,  pág.  225. 

(4)  Autores  citados.  Sobre  el  habeas  corpus  en  Francia,  sus  diferen- 
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Si  pasamos  á  los  Estados  de  la  América  del  Sur,  en- 
ííontraremos  establecida  la  garantía  del  haheas  carpas  de 
un  modo  más  ó  menos  completo :  en  el  Brasüy  por  los 
incisos  %""  y  siguientes  del  artículo  178  de  la  Constitución 
y  los  artículos  340  y  siguientes  de  su  Código  de  procedi- 
mientos criminales  (1);  en  Chile ^  por  los  artículos  133  á  143 
de  la  Constitución  y  especialmente  este  último  que  consa 
gra  la  doctrina  general  (2);  en  la  Re¡ríihUca  Oriental  del 
Uruguay,  el  artículo  114  y  sus  correlativos,  así  como  el 
Código  de  Instrucción  criminal,  dictado  en  1879,  si  bien 
establecen  algunas  garantías,  no  consagran  claramente  el 
¡mbeas  carpus  (2);  en  el  Paraguay,  la  Constitución  esta- 
blece limitaciones  para  los  casos  de  arresto  ó  prisión,  pero 
falta  la  forma  precisa  para  hacerlas  efectivas ;  en  Bolivia, 
por  la  Constitución  de  1878,  en  sus  artículos  6",  V  8"", 
y  por  su  Código  de  procedimientos,  en  sus  artículos  812 
á  819  (3);  en  el  Pem,  por  el  artículo  18  de  su  Cons- 
titución (4)  en  el  Ecuador,  por  el  artículo  91  de  su 
Constitución  (5);  en  Venezuela,  ^oy  q\  inciso  14  del  ar- 
elas con  la  legislación  inglesa  y  su  estado  actun I,  véase:  Kossl  t.  II,  pá- 
ginas  327  y  siguientes. 

(1)  Arosemena,  Constituciones  políticas  de  la  América  Meridional, 
i.  I,  pág.  35,— PiMENTA  Bueno,  en  sus  Aponía  montos  sobre  o  proccsso 
criminal  brasileiro,  pAg.  206,  hnee  un  estudio  cloro  y  metódico  de  \n 
legislación  brasilera,  que  establece  una  de  los  más  completas  y  eflcaí:e> 
garantías 

(2)  Lastarria,  Constitución  política  de  la  República  de  Chile,  pági- 
nas 19!  y  siguientes,  que  hace  algenas  juiciosas  observaciones  sobre 
el  art.  rt3. -Aroskmena,  t.  I,  págs.  117  y  [CA. 

(3)  Ahosemena,  1. 1,  pógs.  284  y  322,  y  el  Código  citado. 

(i)  Annuaire  de  iéfjislation  ótrant/ere,  1878,  pág.  7(i5,  y  Código  citado. 

(5)  Ariisemema,  t   II,  pAg.  7. 

(6)  Arosemena,  t.  II,  páiT,  423. 
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tículo  14  de  sn  Constitución  (1);  en  Honduras,  por 
el  inciso  1"*  del  artículo  7'  de  su  reciente  Constitu- 
ción. (2) 

VI 

Respecto  de  la  República  Argentina,  ya  hicimos  notar 
en  el  capítulo  1"^,  como,  desde  sus  primeros  pasos  des- 
pués de  la  Revolución  de  1810,  todos  sus  Estatutos,  Re- 
glamentos y  Constituciones  habían  tratado  siempre  de  ga- 
rantir la  seguridad  individual :  excusamos  repetirlo,  bas- 
tando referimos  á  ello 

Su  actual  Constitución  no  ha  sido  parca  en  este  sen- 
tido ;  y  si  bien  al  establecer  principios  generales  han 
quedado  algunos  vacíos,  ellos  han  sido  llenados  por  leyes 
especiales  en  cuanto  importan  al  orden  nacional,  y  por 
las  Constituciones  y  leyes  de  las  Provincias  en  cuanto  á 
éstas  les  afecta. 

Así,  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  en  su  artículo  20, 
ha  dicho:  ^  Cuando  un  individuo  se  halle  detenido  ó  preso 
por  una  autoridad  nacional,  ó  á  virtud  de  una  orden  emitida 
por  autoridad  nacional;  ó  cuando  una  autoridad  provincial 
haya  puesto  preso  á  un  miembro  del  Congreso  ó  cualquier 
otro  individuo  que  obre  en  comisión  del  Grobiemo  Nacio- 
nal, la  Corte  Suprema  de  Justicia  ó  los  Jueces  Seccionales, 
podrán  á  instancia  de  las  partes,  ó  de  sus  parientes  ó 
amigos,  investigar  sobre  el  origen  de  la  prisión,  y  en  caso 
de  que  esta  haya  sido  ordenada  por  autoridad  ó  persona 

(1)  Arosemena,  t.  II,  pág.  303. 

(2)  Este  arlículosc  limita  á  estnbleoer  simplemente  que  «la  República 
reconoce  el  habvus  cor/mso. 
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que  no  está  autorizada  por  la  ley,  mandarán  poner  el  preso 
inmediatamente  en  libertad:^.  (1) 

Las  Constituciones  de  todas  las  Provincias,  y  espe- 
cialmente las  de  Córdoba,  Salta  y  Buenos  Aires, 
consagran  más  ó  menos  ajustadamente  los  principios 
del  habeas  corpus.  La  de  est^i  última  dice,  en  su 
artículo  17,  que:  «Toda  persona  detenida  podrá  pedir, 
por  sí  ó  por  medio  de  otra,  que  se  la  haga  compare- 
cer ante  el  Juez  más  inmediato,  y  expedido  que  sea  el 
auto  por  autoridad  competente,  no  podrá  ser  deteni- 
do contra  su  voluntad,  si  pasadas  las  veinte  y  cuatro 
horas  no  se  le  hubiese  notificado,  por  juez  igualmento 
competente,  la  causa  de  ¿u  prisión».  ^Todo  Juez,  aun- 
(jue  lo  sea  de  un  Tribunal  colegiado,  á  quien  se  hiciere 
esta  petición  ó  se  reclamase  la  garantía  del  artículo  ante- 
rior, deberá  proceder  en  el  término  de  veinte  y  cuatro 
horas,  contadas  desde  su  presentación  con  cargo  autén- 
tico,   bajo  multa  de  mil  pesos  fuertes  . 

Examinando  estas  disposiciones  tanto  en  el  orden  nacio- 
nal como  en  el  provincial,  nos  podríamos  preguntar  si  eíec- 
tivamente  ellas  importan  la  consagración  de  los  princi- 
pios-^ áú  habeas  Corpus,  id\  como  han  sido  establecidos  en 
la  legislación  inglesa.  Á  nuestro  juicio  no,  pero  esto  dimana, 
sin  duda,  de  la  diferente  organización  de  nuestros  tribu- 
nales y  de  la  manera  como  administran  la  justicia. 

Cuando  en  la  convención  reformadora  de  la  Constitución 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  se  discutía  el  articulo  1 7 
que  antes  hemos  transcripto,  se  sostenía  por  el  General 
Mitre,  autor  del  artículo  en  su  primera  parte,  que  en  su 

{{)  Leyes  de  fjrocadi miento  üe  la  Justicia  Nacional.  Véase  arts,  45 y 
40  «le  la  ley  de  l.Síjj,  sol>re  <*rímenes  (|ue  compelen  ju/.üar  ;'i  loa  tribuna- 
les  nacionales. 
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disposición  se  encontraba  el  hateas  corpas  desde  que  se 
daban  al  detenido  los  medios  de  obligar  á  las  autoridades 
á  presentarlo  al  magistraílo  ante  quien  debiera  ejercitar  sus 
derechos;  y  por  el  Dr.  López  que  faltaba  la  garantía  prin- 
cipal que  era  la  pena  al  que  no  dictaba  6  no  obedecía  el 
auto,  y  la  obligación  de  juzgarlo  por  parte  del  magistrado 
á  quien  se  presentaba.  (1) 

Creemos  que  uno  y  otro  tenían  razón.  El  General  Mitre 
en  tanto  tomaba  el  objetivo  principal  del  habeas  corpas  que 
es  el  evitar  una  prisión  ilegal,  y  se  colocaba  bajo  el  punto 
de  vista  de  nuestra  organización  judicial;  y  el  Dr.  López 
en  tanto  aplicaba  solamente  la  ley  inglesa. 

En  verdad,  la  ley  inglesa  da  al  hat)eas  corpas  los 
efectos  siguientes:  presentación  ante  una  Corte  de  justicia, 
aceptación  de  la  fianza  en  los  ch>os  admitidos,  juzgamiento 
inmediato  por  aquella,  y  libertad  inexcusable  cuando  se 
hubieran  pasado  dos  términos  sin  ser  juzgado.  Pero  es 
necesario  no  olvidar  que  en  Inglaterra  sólo  son  competen- 
tes para  dictar  un  auto  de  habeas  corpas,  una  de  las  tres 
Cortes  ó  Jueces  de  Westminster,  las  Cortes  del  Banco  del 
Rey,  plaids  commonSj  ó  las  Cortes  superiores  á  aquellos  que 
ordenaron  la  prisión  (2),  manteniéndose  la  gradación  nece- 
saria en  toda  buena  administracción  de  justicia,  y  que  por 
lo  tanto  puedan  avocar  á  sí  la  causa  y  resolverla. 

Entre  nosotros  la  garantía  del  habeas  corpas  llena  su 
objeto  cuando  se  evita  una  prisión  que  no  emana  de  autoridad 
competente,  porque  el  detenido  tiene  en  las  leyes  los  medios 
de  obtener  la  libertad  por  la  fianza  en  los  casos  admitidos, 
(3)  ó  de  obligar  al  magistrado  á  activar  y  resolver  su  juicio, 

(1)  Debates  (fr  la  Conronción  pájís.  5i**2   y  siguientes 

(2)  Lo  mismo  sucede  en  el  Brasil. 

(,3>  Art.   IS  lie  la  <.U}/ts(i(tt('ió/i  de    la  Prorincia  y  lc</  rcfjlamen  taria. 
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recurriendo  en  todo  caso  á  las  Cortes  superiores  para  re- 
solver lo  primero  ó  conminar  á  aquel  al  cumplimiento  de 
su  deber  con  multas  y  responsabilidades  especiales. 

Que  la  pena  al  magistrado  que  no  atiende  la  reclama- 
ción se  encuentre  ó  no  en  la  constitución,  no  puede  tener 
gran  importancia,  porque,  como  decía  el  General  Mitre,  «si 
todas  las  garantías  que  se  establecen  hubiesen  de  tener  una 
sanción  especial  en  vez  de  estar  comprendidas  como  están 
en  el  capítulo  de  declaraciones,  derechos  y  garantías,  ven- 
drían á  convertirse  en  un  código  que  nunca  sería  completo. 
Una  constitución  no  puede  ser  un  Código  penal.* 

Lastarria  (1),  comentando  el  artículo  143  de  la  Cons- 
titución Chilena,  se  pregunta,  <^de  que  puede  servir  todo 
esto  al  reo,  si  el  juez  es  arbitro  para  comenzar  la  sumaria, 
continuarla  ó  terminarla  cuando  mejor  le  acomode,  según 
sus  ocupaciones  ó  según  sus  caprichos».  Sin  duda  suceda, 
y  entre  nosotros  con  frecuencia,  que  la  negligencia  ó  aban- 
dono del  juez,  hacen  sufrir  al  reo  una  prisión  indebida, 
prolongando  la  causa  más  de  lo  necesario,  de  modo  que, 
cuando  queda  concluida  ésta,  el  tiempo  corrido  es  igual  al 
que  determina  la  pena:  pero  ello  tiene  su  remedio  en  los 
recursos  que  las  leyes  establecen. 

El  arrestado  tiene  una  garantía  contra  un  arresto  inde- 
bido, en  el  derecho  de  hacer  examinar  la  causa  que  lo  mo- 
tiva por  otro  juez  y  obligar  á  est^  á  que  lo  someta  á  la  au- 
toridad competente.  Si  sometido  al  juez,  éste  no  lo  enjuicia, 
no  sigue  la  causa,  tiene  recurso  para  la  Corte  superior  en 
grado,  que  lo  conmina  á  ello,  y  en  todo  caso  sufriría  una 
prisión  teniendo  en  sus  manos  los  medios  de  apresurar  su 
conclusión,  situación  muy  diferente  del  que,  preso  sin  saber 

ii)  La  Qoristitucíóií  política,  pj'ig.  194. 
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cómo  ni  por  qué,  no  ve  ante  sí  más  que  un  acto  arbitrario 
y  no  siempre  la  persona  que  lo  ha  ocasionado. 

Sin  embargo,  el  artículo  17,  á  pesar  de  la  confusión  con 
que  está  redactado,  contiene  mayores  garantías  que  la  ley 
nacional  en  el  artículo  antes  citado.  Según  ésta,  los  tribu- 
nales nacionales  sólo  pueden  ordenar  la  libertad  del  detenido, 
cuando  la  detención  ha  sido  ordenada  por  autoridad  ó  per- 
sona que  no  está  autorizada  por  la  ley.  (1)  Según  aquel 
artículo,  proceden  á  favor  de  todo  detenido,  si  no  ha  sido  so- 
metido á  juez  competente,  para  que  lo  sea,  y  si  sometido 
antes  del  auto  ó  á  consecuencia  de  éste,  no  se  le  hubiera 
hecho  saber  la  causa  de  la  prisión  dentro  de  veinte  y  cuatro 
horas,  para  que  se  ordene  su  libertad. 


vn 


La  organización  federal  á  que  responde  el  gobierno  ar- 
gentino, provoca  necesariamente  un  deslinde  de  atribuciones 
que  requiere  en  muchas  materias  una  atención  especial 
para  no  producir  un  desequilibrio.  Los  poderes  públicos  de 
la  Nación  tienen  su  acción  propia  en  los  límites  trazados 
por  la  carta  constitucional,  y  en  todo  aquello  que,  siendo 
necesario  para  llenar  los  fines  señalados  por  sus  facultades, 
nace  por  implicancia.  Los  poderes  públicos  de  las  Pro 
vincias  tienen  también  su  acción  propia,  y  aun  más  extensa 
que  aquellos  en  todo  lo  que  no  han  delegado,  y  que  por 
lo  tanto  se  han  reservado.  Aun  admitiendo  la  teoría  más 
nacionalista,  de  que  todos  los  poderes  del  gobierno  central  y 
de  los  gobiernos  de  provincia  tienen  por  origen  el  pueblo 

íl^  La  Suprema  Corle  Naeional  asi  lia  interpretado  el  articulo  20,  en 
las  causas  CXXVIII /Fa//os,  t.  IIl,  pág.  394,  2-  serie)  y  Ll  (Fallos,  t.  V, 
pág.  316,  2'  serie.) 
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de  la  Nación,  hay  límites  para  todos  porque,  precisamente 
en  la  limitación  consiste  la  aimonía  del  principio. 

El  imperium  de  la  Nación  no  está  sobre  el  imperiun  de 
las  Provincias.  En  el  ejercicio  de  las  facultades  constitucio- 
nales hay  un  verdadero  equilibrio,  una  ponderación  de 
fuerzas.  Cuando  la  Nación  ejercita  sus  poderes  pone  en 
acción  su  imperiun,  y  en  el  campo  de  su  ejercicio  no  existe 
el  impmuní  de  la  Provincia.  Cuando  la  Provincia  pone  en 
movimiento  los  poderes  reservados  y  recorre  la  órbita  de 
sus  atribuciones  propias  ,entonces  hay  imperium  de  provin  • 
cia,  pero  no  hay  impeiiim  de  nación.  No  hay  sino  algu- 
nos casos  limitados  en  que  los  dos  se  encuentren,  y  es  en 
las  facultades  concurrentes:  entonces  es  regla  que  el  de 
la  nación  se  mantenga  sobre  el  de  provincia  pero  raro  sería 
el  caso  que  se  produjera  en  este  sentido  en  el  orden  pura- 
mente político.  Ó  manda  la  Nación  ó  la  Provincia.  No  hay 
imperium  sobre  imperium,  porque  esto  sería  la  absorción 
unitaria  y  no  el  equilibrio  federal;  y  si  hay  peligro  de 
anarquía  y  disolución  en  admitir  que  se  relaje  el  poder  de 
la  Nación  por  las  usurpaciones  de  las  Provincias,  hay  peli- 
gro de  despotismo  y  tiranía  en  debilitar  el  poder  de  las 
Provincias  para  fortalecer  el  poder  de  la  Nación. 

«Hay  entre  los  límites  territoriales  de  cada  Estado,  dos 
gobiemos,  dice  Field,  con  esferas  de  acción  determinadas, 
pero  independientes  entre  sí  y  supremos  en  sus  respectivas 
esferas.  Cada  uno  tiene  sus  departamentos  separados,  dife- 
rentes leyes  y  sus  tribunales  propios  para  hacerlas  efectivas. 
Ningún  gobierno  puede  mezclarse  en  lajurisdición  ó  auto- 
rizar cualquier  inteiTención  de  sus  autoridades  judiciales 
en  la  acción  del  otro.  Los  dos  gobiernos  en  cada  Estado 
permanecen  en  sus  respectivas  esferas  de  acción,  en  la  mis- 
ma relación  independiente  entre  sí,  con  una  excepción,  como 
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si  sns  autoridades  abrazaran  diferentes  tei'ritorios.  La  ex- 
cepción consiste  en  la  supremacía  de  la  autoridad  de  los 
Estados-Unidos  cuando  algún  conflicto  se  suscita  entre  los 
dos  gobiernos.  La  constitución  y  las  leyes  dictadas  para 
llenar  sus  ñnes  están  consideradas  como  la  suprema  ley  de 
la  tierra,  y  los  jueces  de  cada  Estado  reconocen  en  esto  su 
límite  «no  obstante  cualquier  disposición  en  contrario  de  la 
constitución  ó  leyes  de  alguno  de  ellos. »  í  Por  esto  siempre 
que  se  suscite  algün  conflicto  entre  las  disposiciones  de  las 
dos  soberanías  ó  en  la  sanción  de  sus  autoridades,  las  del 
Gobierao  Nacional  deben  tener  supremacía  hasta  que  la 
validez  de  las  diferentes  disposiciones  y  mandatos  pueda 
ser  finalmente  determinada  por  los  tribunales  de  los  lis 
tados-Unidos.  Esta  supremacía  temporal  hasta  la  decisión 
judicial  por  los  Tribunales  Nacionales  y  la  determinación 
final  del  conflicto  por  tal  decisión,  son  esenciales  á  la  pre- 
servación del  orden  y  de  la  paz  asi  como  para  impedir 
toda  colisión  de  fuerza  entre  los  dos  gobiernos* .  (1) 

El  Dr.    Gorostiaga,  Presidente  de  la  Suprema  Corte 
de    Justicia,    decía    en    1862:     .La    autoridad   delep^a 
da  en   la  Constitución  por  el    pueblo   argentino,  ha  sido 
confiada  á  dos    (jobiernos  enteramente   distintos,  al  (jo- 

bierno  Nacional  y   al  (robierno   Provincial Como  el 

Gobierno  Nacional  ha  sido  formado  para  responder  á  gran 
des  necesidades  generales,  y  atender  á  ciertos  intereses 
comunes,  sus  poderes  han  sido  definidos  y  son  en  pequeño 
número.  Como  el  ÍTobierno  Provincial,  por  el  contrario, 
penetra  en  todos  los  detalles  de  la  sociedad,  sus  poderes 
son  indefinidos  y  en  gran  número,  se  extienden  á  todos 
los  objetos  que  siguen  el  curso  ordinario  de  los  negocios 
y  afectan  la  vida,  la  libeitad  y  la  prosperidad  de  los  ciu- 

fl)  Teable's  Case  13,  Wallaoe  406. 
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dadanos.  Así  pues,  nuestra  Constitución  ha  definido  con 
cuidado  las  atribuciones  de  las  Provincias.  Las  Provin- 
cias conservan  todo  el  poder  no  delegado  por  esta  Cons- 
titución al  Gobierno  Federal,  dice  el  artículo  104.  El 
Grobierno  de  la  Provincia  viene  á  ser  la  regla,  por  tanto, 
y  forma  el  derecho  común.  El  Gobierno  Nacional  es  la 
excepción.»  {1) 

Así,  un  ejemplo  evidente  de  estas  afirmaciones  se  pre- 
senta en  ejercicio  del  auto  de  habens  corpas.  Tanto  los 
tribunales  nacionales  como  provinciales  tienen  facultad  bas 
tante  para  dictar  el  auto,  pero  sólo  en  las  causas  de  su 
competencia,  y  nunca  con  jurisdicción  concurrente.  Dete- 
nido un  individuo  por  orden  de  una  autoridad  nacional,  los 
tribunales  de  Provincia  no  pueden  intervenir  por  el  habeos 
coí'pus.  Detenido  un  indi\iduo  por  autoridad  provincial 
y  por  causas  que  surten  su  fuero,  tampoco  pueden  inter- 
venir por  el  habeas  Corpus  las  autoridades  nacionales.  (2) 

¿Por  qué?  Porque  ejercitando  cada  poder  su  imperium 
no  hay  supremacia  del  uno  para  el  otro.  El  habeos  corpus, 
como  garantía,  necesita  existir  quizá  más  en  el  orden  pro- 
vincial que  en  el  nacional,  porque  este  es  de  excepción  y 
aquél  de  derecho  común,  y  las  hechos  que  lo  reclaman  se 
producen  con  más  frecuencia  en  el  uno  que  en  el  otro. 
La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  es  restrictiva, 
á  diferencia  de  la  de  los  Tribunales  de  Provincia  que  se 
ejercita  con  toda  amplitud.  (3) 

Así  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos,  fundando 
su  decisión  á  este  respecto  por  medio  de  su  Presidente  Ta- 

(1)  Sesión  de  1®  de  Agosto  de  1862,  en  la  Cámara  de  DD. 

(2)  El  articulo  20  de  la  ley  de  1868  lo  establece  casi  expresamente  entre 
nosotros;  y  la  Corte  Suprema  lo  ha  repetido.  Fallos,  t.  V,  pág.  345, 
1»  serie;  t.  VI,  pág.  47   2-  serie;  t.  IX,  pég.  382,  2^  serie. 

(3)  Fallos  citados,  t    I,  pág.  364,  serie  1*. 
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ney,  ha  dicho  con  más  verdad  y  acopio  de  doctrina  que 
lo  que  podríamos  hacer  nosotros: 

«Pero,  como  ya  hemos  dicho,  la^  cuestiones  de  esta  na- 
turaleza deben  siempre  regirse  por  la  Constitución  y  leyes 
de  los  Estados  Unidos  y  no  por  los  de  un  Estado.  La  Cons- 
titución no  fué  formada  meramente  para  proteger  á  los 
Estados  de  peligros  provenientes  de  naciones  extrangeras, 
sino  principalmente  para  asegurar  la  unión  y  la  armonía 
doméstica;  porque  si  este  propósito  se  obtuviese,  habría  muy 
l)oco  peligro  externo;  y  para  llegar  al  cumplimiento  de  este 
fin,  los  hombres  de  estado  que  elaboraron  la  Constitución 
y  el  pueblo  que  la  aceptó,  encontraron  que  era  necesario 
que  muchos  de  los  derechos  de  soberanía  que  los  Estados 
poseían  entonces  fueran  cedidos  al  Gobierno  general;  y  que, 
en  la  esfera  de  acción  que  se  le  asignaba  fuera  supremo  y 
suficientemente  fuerte  para  ejecutar  sus  propias  leyes,  por 
medio  de  sus  propios  tribunales  sin  interposición  de  ningtíii 
Estado  ó  de  las  autoridades  de  ningún  Pastado.  Y  era 
evidente  que  t-oda  regla  que  se  apartase  de  este  principio 
sería  inadecuada  pai'a  los  altx)s  fines  con  que  el  Gobierno 
fué  establecido;  y  que  los  intereses,  las  pasiones  ó  las  preocu 
paciones  locales  incitadas  y  nutridas  por  algunos  individuos 
con  propósitos  siniestros  arrastraiian  á  un  Estado  á  actos  de 
agresión  y  de  injusticia  sobre  los  derechos  de  otros  que  ter- 
minarían por  fin  en  violencia  y  fuerza,  á  menos  que  no 
hubiese  un  arbitro  común  entre  ellos,  armado  de  poder 
bastante  para  proteger  y  guardar  los  derechos  de  todos,  por 
leyes  apropiadas  que  pudiesen  ser  ejecutadas  pacíficamente 
por  sns  tribunales  de  justicia. 

«El  lenguage  usado  en  la  Constitución  al  consignarse 
este  poder  es  bastante  claro  para  admitir  dudas  ó  necesi- 
tar comentarios.  Ella  declara  que  esta  Constitución  y  las 
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leyes  de  los  Estados  Unidos  que  se  sancionen  á  consecuencia 
de  ella,  y  todos  los  tratedos  hechos  ó  que  se  hicieran  bajo  la 
autoridad  de  los  Estados  Unidos,  serán  la  ley  suprema  de  la 
tierra  y  los  jueces  de  todos  los  Estados  estarán  obligados  á 
cumplirla,  cualesquiera  que  sean  las  disposiciones  que  las 
Constituciones  ó  leyes  de  los  Estados  pudiesen  tener  en  con- 
trario. 

<Pero  esta  supremacía  conferida  al  Gobierno  general  no 
podrá  mantenerse  pacíficamente,  á  menos  que  no  se  la  invis- 
ta de  un  poder  judicial,  igualmente  eminente  en  autoridad 
pai*a  llevarla  á  ejecución;  porque  si  ese  poder  se  deja  á  las 
cortes  de  justicia  de  los  diversos  Estados,  dictarían  inevita- 
blemente decisiones  en  conflicto,  además  de  que  difícilmente 
puede  esperarse  que  los  tribunales  locales  estén  siempre 
libres  de  las  influencias  locales  de  que  hemos  hablado. 
La  constitución,  las  leyes  y  los  tratados  de  los  Estados  Uni- 
dos, y  los  poderes  conferidos  al  Gobierno  Federal  pronto  re- 
cibirían interpretaciones  diferentes  en  los  distintos  Estados, 
y  el  Gobierno  de  los  Estados  Unidos  pronto  vendría  á  ser 
una  cosa  en  un  Estado  y  otra  en  otro. 

« Era  esencial,  de  consiguiente,  para  su  verdadera  existen- 
cia como  Gobierno,  que  tuviese  el  poder  de  establecer  cortes 
de  justicia,  completamente  independientes  del  poder  de  los 
Estados,  para  Ueyar  á  efecto  sus  propias  leyes,  y  que  se  crea- 
se un  tribunal  en  que  todos  los  casos  que  pudiesen  ocurrir 
con  motivo  de  la  constitución,  las  leyes  y  los  tratados 
de  los  Estados-Unidos,  ya  fuese  en  una  Corte  de  Estado 
ó  ya  en  una  de  los  Estados-Unidos,  pudiesen  ser  final  y 
concluyentemente  decididos. 

<  Sin  un  tribunal  semejante,  es  obvio  que  no  habría  uni- 
formidad en  las  decisiones  judiciales;  y  que  la  supremacía 
(que  no  es  sino  otro  nombre  de  la  independencia),  tan  cui- 
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dadosamente  acordada  en  la  cláusula  de  la  Constitución 
arriba  transcrita,  no  podría  mantenerse  pacíficamente,  á 
no  ser  que  fuese  acompañada  de  esta  eminente  autoridad 
judicial. 

^  En  consecuencia,  ella  fue  conferida  al  Gobierno  General 
en  términos  claros,  precisos  y  concisos.  Se  declaró  que  su 
poder  judicial  (entre  otros  objetos  enumerados)  se  extendería 
á  todos  los  casos  de  derecho  y  equidad  regidos  por  la  cons- 
titución y  leyes  de  los  Estados-Unidos,  y  que  en  estos 
casos,  así  como  en  los  demás  allí  enujnerados,  esta  Corte 
tendría  jurisdicción  para  entender  en  las  apelaciones,  tanto 
en  las  cuestiones  de  hecho  como  de  derecho,  con  las  ex- 
cepciones y  bajo  las  reglas  que  el  Congreso  sancionare. 
Debe  observarse  que  la  jurisdicción  para  entender  en  las 
apelaciones  se  confirió  á  la  Corte  en  todos  los  casos  ó 
litigios  en  que  una  cuestión  semejante  ocurriese.  No  se  ha 
limitado  á  los  litigios  dirimidos  en  las  Cortes  inferiores  de 
los  Estados- Unidos,  sino  que  se  extiende  á  todos  los  casos  en 
que  surja  una  cuestión  semejante  ya  sea  en  un  tribunal 
de  justicia  de  un  Estado,  ó  de  los  Estados- Unidos.  Es 
evidente  que  esta  jurisdicción  última  para  entender  en  las 
apelaciones,  conferida  á  un  tribunal  criado  por  la  Consti- 
tución misma  se  consideró  esencial  para  asegurar  la  inde- 
pendencia y  supremacía  del  Gobierno  General  en  la  esfera 
de  acción  que  se  le  designaba;  para  hacer  uniformes  é 
iguales  en  cada  Estado  la  constitución  y  leyes  de  los  Esta- 
dos-Unidos; y  para  obviar  los  peligros  que  inevitablemente 
aparecerían  con  motivo  de  las  opiniones  en  conflicto  entre 
las  Cortes  de  un  Estado  y  las  de  los  Estados-Unidos,  si  no 
hubiese  un  arbitro  común  autorizado  para  derddir  entre 
ellas. 

€  La  importancia  que  los  autores  de  la  Constitución  atri- 
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buyeron  á  este  tribunal  para  el  propósito  de  asegurar  la 
tranquilidad  interna,  está  patentemente  manifiesta  en  la 
cláusula  que  da  á  esta  Corte  jurisdicción,  sobre  los  Estados 
soberanos  que  componen  la  Unión,  cuando  surje  una  contro- 
vei-sia  entre  ellos.  En  vez  de  reservarse  el  derecho  de  buscar 
reparación  de  la  injusticia  de  otro  listado,  por  medio  de  sas 
poderes  soberanos,  se  han  obligado  á  someterse  á  la  decisión 
de  esta  Corte  y  á  acatar  su  fallo.  Y  no  es  fuera  de  lugar 
decir  aquí,  que  la  experiencia  ha  demostrado  que  este  poder 
no  fué  ligeramente  creado  por  los  Estados;  pues  en  el 
tiempo  que  ha  transcurrido  ya,  desde  que  este  gobienio 
tiene  existencia,  varias  controversias  irritantes  y  agrias 
han  tenido  lugar  entre  los  Estados  linderos  con  motivo 
de  sus  límites  respectivos  y  que  han  amenazado  á  veces 
concluir  en  actos  de  fuerza  y  violencia  á  no  haber  sido  el 
poder  de  que  esta  Corte  fué  investida  para  oirlos  y  decidir 
entre  ellos. 

«Los  mismos  propósitos  se  hallan  claramente'indicados  por 
el  lenguage  diferente  empleado  cuando  se  confiere  supre- 
macía á  las  leyes  de  los  Estados- Unidos  y  juiísdicción  á 
sus  cortes.  En  el  primer  caso  se  provee  que  «esta  Consti- 
tución y  las  leyes  de  los  Estados-Unidos  que  se  sancionen  ri 
consecuencia  de  ella^  serán  la  ley  suprema  del  país,  y 
obligatorias  para  los  jueces  en  cada  Estado^.  Las  palabras 
en  letra  bastardilla  muestran  la  precisión  y  previsión  que 
marca  á  cada  cláusula  del  instrumento.  La  soberanía  á 
crearse  debe  ser  limitada  por  sus  poderes  de  legislación,  y 
si  se  dictase  una  ley  no  autorizada  por  sus  poderes  enume- 
rados, no  deberá  ser  considerada  como  la  ley  suprema  del 
país,  ni  los  jueces  de  los  Estados  estarán  obligados  á 
ejecutarla.  Y  como  las  Cortes  de  un  Estado  y  las  de  los 
Estados-Unidos  podiían,  y  ciertamente  pueden,  diferir  en 
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cuanto  á  la  extensión  de  los  poderes  conferidos  al  gobierno 
general,  era  claro  que  serias  controverrias  podrían  suscitar- 
se entre  las  autoridades  de  los  Estados-Unidos  y  las  de  los 
Estados^  que  serían  resueltas  por  medio  de  las  armas,  á 
menos  que  no  se  creara  algún  tribunal  para  decidirlas  de- 
finitivamente y  sin  apelación. 

<^La  Constitución  ha  provisto  los  medios  contra  este 
peligro,  en  tanto  la  previsión  humana  puede  hacerlo.  Confi- 
riendo el  poder  judicial  al  gobierno  federal,  declara  que  la 
jurisdicción  de  sus  cortes  se  extenderá  á  todos  los  casos 
oiTginados  por  <^esta  Constitución)^  y  las  leyes  de  los  Esta- 
dos-Unidos, excluyendo  las  restricciones  contenidas  en  las 
facultades  del  poder  legislativo  que  ant^s  hemos  referido. 
El  poder  judicial  ampara  todo  acto  legislativo  del  Congreso, 
si  se  encuentra  en  los  límites  de  los  poderes  delegados,  ó  es 
una  implicancia  de  los  poderes  establecidos  en  la  Consti- 
tución. 

<  El  poder  judicial  fué  considerado  como  indispensable, 
no  solamente  para  mantener  la  supremacía  de  las  leyes  de 
los  Estados-Unidos,  sino  también  para  defender  los  Estados, 
de  alguna  usurpación  á  sus  derechos  reservados.  Y  como 
la  Constitución  es  la  ley  suprema  y  fundamental,  si  apa- 
rece que  un  acto  del  Congreso  se  encuentra  fuera  de  los 
límites  trazados  al  Gobierno  Federal,  es  deber  de  las  Cortes 
de  los  Estados-Unidos  el  declarar  su  nulidad  é  inconstitu- 
cionalidad.  El  poder  judicial  conferido  no  está  limitado  á 
la  aplicación  de  las  leyes  dictadas  en  consecuencia  de  las 
provisiones  de  la  Constitución,  ni  á  la  intei-pretación  de  tales 
leyes,  sino  que,  por  sus  mismos  términos,  la  Constitución 
se  somete  á  su  examen  cuando  se  trae  á  discusión  algún 
acto  del  Congreso,  y  es  su  deber  declarar  la  ley  nula  y 
rehusar  su  ejecución,  si  no  es  á  consecuencia  de  los  poderes 
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conferidos  al  Congreso.  Y  como  el  poder  final  de  resolver 
las  apelaciones  en  todas  estas  cuestiones  se  ha  dado  á  esta 
Corte,  las  controversias  entre  los  poderes  respectivos  de  los 
Estados-Unidos  y  de  los  Estados  en  vez  de  ser  resuel- 
tas por  la  fuerza  militar  y  material,  son  oidas,  estudiadas 
y  finalmente  zanjadas  con  la  calma  y  la  deliberación  de  la 
investigación  judicial.  Y  nadie  puede  dejar  de  ver,  que  si 
este  arbitro  no  se  hubiese  cieado  eu  nuestro  complicado  sis- 
tema de  gobierno,  la  tranquilidad  interna  no  se  hubiera 
podido  preservar;  y  si  aquellas  controversias  se  hubiesen 
dejado  al  arbitrio  de  la  fuerza  material,  nuestros  Gobiernos, 
de  Estado  y  Nacional,  habrían  dejado  en  breve  de  ser  Go- 
biernos legales  y  las  revoluciones  armadas  se  habrían  susti- 
tuido á  las  cortes  de  justicia  yá  las  decisiones  judiciales. 
Al  organizar  el  tribunal,  es  evidente  que  fueron  tomadas 
todas  las  precauciones  que  es  dado  prever  á  la  sabiduría 
humana  á  fin  de  hacerlo  apto  para  el  desempeño  de  las  altas 
funciones  que  se  le  habían  confiado. 

«No  se  dejó  al  Congreso  la  facultad  de  crearlo  por  ley, 
porque  difícilmente  podía  esperarse  que  los  Estados  con- 
fiai'an  en  la  imparcialidad  de  un  tribunal  criado  exclusiva- 
mente por  el  Gobierno  general,  sin  participación  alguna 
de  su  parte.  Y  como  el  cumplimiento  de  sus  deberes  susci- 
taría á  veces  conflictos  con  los  intereses  y  ambiciones  indi- 
viduales y  las  poderosas  combinaciones  políticas,  un  acto  del 
Congreso  estableciendo  dicho  tribunal  podría  ser  revocado 
para  establecer  otro  más  subordinado  á  las  influencias  po- 
líticas dominantes  ó  las  pasiones  excitadas  del  momento.  De 
consiguiente,  este  tribunal  fué  erigido  y  los  poderes  de  que 
hemos  hablado  le  fueron  conferidos,  no  por  el  Gobierno 
Federal  sino  por  el  pueblo  de  los  Estados,  que  formó  y 
adoptó  este  Gobierno  y  le  confirió  todos  los  poderes  Legis- 


EL  HABEAS    CORPUS  63 

lativo,  Ejecutivo  y  Judicial  que  ahora  posee.  Y  á  fin  de 
asegurar  su  independencia  y  habilitarlo  ñely  firmemente 
para  llenar  su  deber,  lo  consignó  en  la  Constitución  misma 
y  declai'ó  que  esta  Corte  tendría  facultad  para  entender 
en  las  apelaciones  en  todos  los  casos  regidos  por  la  Consti- 
tución y  leyes  de  los  Estados  Unidos.  Así  pues  en  tanto 
que  esta  Constitución  subsista,  este  tribunal  existirá  con 
ella,  decidiendo  en  las  formas  pacíficas  del  procedimiento 
judicial  las  agrias  é  irritantes  controversias  entre  sobera- 
nías que  en  otros  países  han  sido  resueltas  por  el  arbitrio 
de  la  fuerza. 

/Estos  principios  de  derecho  constitucional  se  hallan 
confirmados  é  ilustrados  por  la  cláusula  que  confiere  al 
Congreso  facultades  legislativas.  Estas  facultades  están 
expresamente  conferidas  en  el  artículo  1**,  sección  8**,  pá- 
rrafo 18,  en   los  siguientes  términos: 

xPara  dictar  todas  las  leyes  que  fueren  necesarias   y 

propias  para  poner  en  ejecución  los  poderes  precedentes  y 

todos  los  demás  poderes  conferidos  por  esta  Constitución 

€  al  Gobierno  de  los  Estados-Unidos,  ó  á  cualquiera  de  sus 

«departamentos  ó  funcionarios. » 

?  Con  motivo  de  esta  cláusula  de  la  Constitución,  es  de- 
ber del  Congreso  sancionar  tantas  leyes  cuantas  fueren 
necesarias  y  propias  para  llevar  á  ejecución  los  poderes 
acordados  al  departamento  judicial.  Y  en  cumplimiento 
de  este  deber,  el  primer  Congreso,  en  su  primera  sesión, 
dictó  el  acta  de  1789,  capítulo  20,  titulada  tActa  res- 
tableciendo  las  coiies  Judiciales  de  los  Estados  Unidos  y^. 
Debe  recordai'se  que  muchos  de  los  miembros  de  la  Con- 
vención eran  también  miembros  del  Congreso,  y  no  debe 
suponerse  que  no  entendieron  el  significado  é  intención  del 
gran  instrumento  que  tan  ansiosa  y  deliberadamente  ha- 
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bían  considerado,  cláusula  por  cláusula,  y  contribuido  á 
elaborar.  Y  la  ley  que  dictaron  para  poner  en  ejecución 
los  poderes  acordados  al  departamento  judicial  del  Gobier- 
no, prueba,  fuera  de  duda,  que  su  interpretación  de  la  fa- 
cultad para  entender  en  las  apelaciones  conferidas  á  esta 
Corte,  era  la  misma  que  nosotros  le  hemos  dado  ahora; 
pues  por  la  sección  25*  del  acta  de  1789,  el  Congreso  au- 
torizó á  la  Corte  á  revocar  las  sentencias  de  las  Cortes  de 
Estado  siempre  que  un  derecho  hubiese  sido  proclamado 
por  la  Constitución  ó  leyes  de  los  Estados  Unidos  y  la  de- 
cisión de  la  Corte  de  Estado  lo  desconociese.  Y  á  fin  de 
hacer  efectivo  este  poder,  á  la  vez  independiente  de  la 
acción  de  los  Tribunales  de  Estado,  esta  acta  provee  ade- 
más que,  revocadas  las  sentencias  de  las  Cortes  de  Estado, 
en  vez  de  remitir  la  causa  para  una  decisión  final  á  dichas 
Cortes  de  Estado,  esta  Corte  pueda  á  su  discreción  siem- 
pre que  la  causa  hubiese  sido  decidida  antes  ya  una  vez, 
proceder  á  dictar  una  decisión  final  de  la  misma,  y  á  11^ 
varia  á  ejecución. 

«Estas  disposiciones  del  acta  de  1789,  nos  enseñan  en 
un  lenguaje  inequívoco,  la  gran  importancia  que  los  pa- 
triotas y  hombres  de  Estado  del  primer  Congreso,  atri. 
huyeron  á  este  poder,  de  entender  en  las  apelaciones,  y 
la  previsión  y  cuidado  con  que  guardaron  su  libre  é  in- 
dependiente ejercicio  de  la  intromisión  ú  obstrucción  de 
los  Estados  ó  tribunales  de  Estado. 

«En  el  caso  sometido  á  la  Suprema  Corte  de  Wiscon 
sin,  se  ventilaba  un  derecho  amparado  por  la  Constitu- 
ción y  leyes  de  los  Estados  Unidos,  y  la  decisión  fué  con- 
traria á  ese  derecho,  negándose  á  cumplir  la  sentencia 
revocatoria  y  á  considerarla  como  una  resolución  final.  No 
solo  se  revoca  y  anula  la  sentencia  de  la  Corte  de  Dis- 
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trito  de  los  Estados  Unidos,  sino  que  se  revocan  y  anu- 
lan las  provisiones  de  la  Constitución  misma,  y  la  ley  del 
Congreso  de  1789,  y  se  convierte  el  tribunal  superior  y 
de  apelación,  en  inferior  y  suboiniinado. 

«No  cuestionárnosla  autoridad  de  la  Corte  ó  Jueces  de 
Estado,  competentes  para  dictar  autos  de  habeas  corpus  por 
las  leyes  del  Estado,  para  hacerlo  en   los  casos  en  que 
la  parte  se  encuentra  detenida  en  sus  límites  territoria- 
les, con  tal  que  una  vez  ejecutado  no  resulte  que  la  per- 
sona detenida  está  bajo  la    custodia  de  la  autoridad  de  los 
Estados  Unidos.     La  Corte  ó  Juez  tiene  derecho  para  in- 
quirir, procediendo  así,  por  qué  causa  y  por  qué  autoridad 
el  preso  está  detenido  en  los  límites  territoriales  de  la  so- 
beranía del  Estado;  y  es  deber  del  marshal  ó  déla  perso- 
na que  custodia  el  preso,  al  contestar  al  Juez    ó  Corle, 
hacer  conocer  la  orden  por  la  que  lo  conserva  en  custodia. 
Este  derecho  á  inquirir  por  el  habrás  corpus  y  el  deber  del 
oficial  de  dar  una  contestación,  nace  necesariamente  del 
carácter  complejo  de  nuestro  gobierno,  y  de  la  existencia 
de  dos  soberanías  distintas  y  separadas  dentro  del  mismo 
territorio,  cada  una  de  ellas  restringidas  en  sus  poderes  y 
dentro  de  la  esfera  de  acción  independiente  prescripta  por 
la  Constitución  de  los  Estados  Unidos.  Pero  una  vez  dada 
la  contestación,  y  habiendo  conocido  judicialmente  la  Cor- 
te ó  Juez  que  la  parte  está  detenida  por  la  autoridad  de 
los  Estados  Unidos  no  pueden  seguir  adelante.     Ellos  co- 
nocen, entonces,  que  el  preso  se  encuentra  bajo  el  dominio 
y  jurisdicción  de  otro  gobierno,  y  que  ni  el  auto  de  ha- 
beas corpus  ni  ningún  otro  proceso  formado  por  la  auto 
ridad  del  Estado,  puede  pasar  la  línea  divisoria  entre  las 
dos  soberanía^.  El  preso  está  entonces  bajo  el  dominio  y  ex- 
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elusiva  jurisdicción  de  los  Estados  Unidos:  ha  cometido  una 
ofensa  contra  sus  leyes,  y  solamente  sus  tribunales  pueden 
castigarlo. 

« Si  está  detenido  erradamente,  sus  tribunales  judiciales 
pueden  soltarlo  y  proveer  á  su  libertad.  Y  aunque,  como 
hemos  dicho,  es  deber  del  marsJial,  ó  de  otra  cualquier 
persona  que  lo  tenga,  el  hacer    conocer  la  autoridad  por 
cuya  orden  proceden,  es  al  mismo  tiempo  su  deber  im- 
perioso obedecer  el  proceso  de  los  Estados  Unidos,  tener 
el  preso  en  custodia,  y  rehusar  obediencia  á  los  manda- 
tos ó  procesos  de  otro  gobierno;  y  consiguientemente  no 
entregar  ni  permitir  que  sea  llevado  ante  una  Corte  ó 
Juez  de  Estado  por  un  auto  de    hateas  corpus  dictado 
por  autoridad  de  Estado.     Ninguna  Cort^  ó  Juez  de  Es- 
tado, una  vez  que  tiene  los  informes  bastantes  para  saber 
que  la  parte  está  detenida  por  la  autoridad  de  los  Es- 
tidos  Unidos,  tiene  derecho  para  intervenir,  ó  requerir, 
que  le  sea  presentado.     Y  si  la  autoridad  de  un  Estado,, 
en  forma  de  un  proceso  judicial  ó  de  otro  modo,  preten- 
de limitar  al  marshal  ú  otro  oficial  ó  agente  de  los  Es- 
lados  Unidos  en  la  custodia  de  su  preso,  tendrán  el  de- 
ber de  resistir  y  pedir  el  auxilio  de  la  fuerza  que  sea 
necesaiia  para  mantener  la  autoridad  contra  una  intromi- 
sión ilegal.     Ningún  proceso  judicial,  cualquiera  que  sea 
su  forma,  puede  tener  fuerza  alguna  legal  fuera  de  los  lí- 
mites de  la  jurisdicción    de  la  Corte  ó  Juez  por  quien 
se  ha  seguido,  y  la  tentativa  á  hacerlo   obligatorio   fue- 
ra de  estos  límites,  es    nada   menos  que  una  violencia 
ilegal. 

«No  hay  nada  en  esta  supremacía  del  Gobierno  gene- 
lal,  ó  en  la  jurisdicción  de  sus  tribunales  judiciales,  gue 
despierte  celos  ú  ofenda  el  justo  y  natural  orgullo  déla 
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soberanía  de  Estado.  Ni  este  Gobierno,  ni  los  poderes  de 
que  hablamos,  pesan  sobre  los  Estados.  La  Constitución 
de  los  Estados  Unidos,  con  todos  los  poderes  conferidos  por 
ella  al  Gobierno  general,  y  cedidos  por  los  Estados,  fué  la 
obra  voluntaria  de  los  pueblos  de  los  varios  Estados,  deli- 
beradamente hecha  para  su  propia  protección  y  seguridad 
contra  la  injusticia  recíproca.  Su  ansiedad  para  conservar 
la  en  todo  su  vigor,  con  todos  sus  poderes,  y  guardarla 
contra  la  resistencia  ó  excusado  sus  autoridades,  por  parte 
de  un  Estado,  se  prueba  por  la  cláusula  que  requiere  que 
los  miembros  de  la  Legislatura  del  Estado,  y  todos  los 
oficiales  ejecutivos  y  judiciales  de  los  varios  Estados,  (así 
como  los  del  Gobierno  General),  se  obligaran  por  jura- 
mento ó  afirmación,  á  sostener  esta  Constitución.  Esta 
fué  la  última  cláusula  de  la  Constitución  que  se  aceptó 
insertándose  cuando  la  base  completa  del  Gobierno,  con  los 
poderes  antes  especificados,  fué  adoptada  por  la  conven- 
ción; y  fué  en  esta  forma  y  con  estos  poderes,  que  la  Cons- 
titución se  sometió  al  pueblo  de  los  varios  Estados  para 
su  consideración  y  decisión. 

«No  puede  haber  ciertamente  humillación  para  los  ciu- 
dadanos de  una  República  en  someterse  á  una  completa 
obediencia  á  las  leyes  aplicadas  por  las  autoridades  cons- 
tituidas. Por  el  contrario,  ello  está  entre  los  primeros  y 
más  altos  deberes  del  ciudadano,  porque  el  gobierno  li- 
bre no  puede  existir  sin  ésto.  Ni  puede  ser  inconsistente 
con  la  dignidad  de  un  Estado  soberano  observar  fielmente 
y  con  espíritu  de  sinceridad  y  verdad  el  pacto  en  que  vo- 
luntariamente entró  cuando  se  hizo  un  Estado  de  esta 
unión.  Por  el  contrario,  la  más  grande  demostración  de 
soberanía  es  una  sinceridad  perfecta.  Y  ciertamente  fe 
alguna  puede  ser  más  deliberada  y  solemnemente  empeñada, 
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que  aquella  que  cada  Estado  ha  coatraido  para  con  los  otros 
Estados,  de  sostener  la  Constitución  tal  como  es,  en  todas 
sus  disposiciones,hasta  que  sea  alterada  de  la  manera  como 
ella  misma  lo  prescribe..  El  lenguaje  enfático  del  com- 
promiso exigido,  es  sostener  esta  Constitución,  Y  ningún 
poderse  encuentra  más  claramente  conferido  por  la  Cons- 
titución y  las  leyes  de  los  Estados -Unidos,  que  el  poder  de 
esta  Corte  para  decidir,  final  y  completamente,  los  casos 
que  surgen  de  tales  Constitución  y  leyes;  trayendo  á  revi- 
sión á  este  objeto,  por  apelación,  la  sentencia  de  una  Corte 
de  Estado,  cuando  tales  cuestiones  se  han  suscitado  y  el 
derecho  reclamado  ha  sido  negado  por  el  Estado,  por  el 
más  alto  tribunal.»  (1) 

VIH 

Pero,  deslindadas  las  jurisdicciones  respectivas  entre 
las  Cortes  federales  y  las  Cortes  de  Estado,  es  necesario 
todavía  saber  cual  es  especialmente  la  autoridad  á  quien 
corresponde  dictar  el  auto  y  como  lo  hace,  casos  en  que 
corresponde,  y  requisitos  que  deben  llenarse  previamente. 

En  el  orden  nacional,  el  artículo  20  de  la  ley  de  1863 
se  limita  á  decir  que  es  á  la  Suprema  Corte,  ó  á  los  Jue- 
ces de  Sección  á  quienes  corresponde  dictar  el  auto  á 
instancia  del  preso  ó  de  sus  parientes  ó  amigos.     ¿Podrá 

(1)  Ablemak  V.  Booth  and  United  States,  v.  Booth,  21  Hoicard.biii. 
-Véase:  la  ley  de  5  de  Febrero  de  1867,  (14  Stals.  3S5).-Sergeant, 
págs.  381  y  siguientes —Op¿/ií  o  A  of  the  Attorno/js  General^  t  VI,  pági- 
nas 103  y  siguientes;  t.  XII.  pAg.  258;  1.  Xlll,  pág.  455.-Kent,  Coni, 
t.  H,  póg.  30,  nota  I-".— I'aschal,  págs.  142  y  Uj.— Bouvjer,  Laics 
Dict,  verb.  Habeas  corpas,  núin.  9  y  siguientes.— Cooley,  pág.  429  y 
nota  2^.  La  tíuprcnaa  Corte  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  en 
el  caso  de  la  prisión  ordenada  por  la  Cámara  de  Diputados  de  la  Na- 
ción, por  desacato,  contra  Lino  de  la  Torre  (hijo),  y  Anastasio  Trenco, 
sentó  esto  misma  doctrina  respecto  á  su  competencia  para  conocer  en 
dicha  prisión. 
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cualquiera  de  los  miembros  de  la  Suprema  Corte,  dictarlo 
aisladamente  siendo  requerido?  ¿Podrá  hacerlo  origina- 
riamente en  cualquier  caso  ó  será  necesario  que  se  obser- 
ven las  reglas  generales  de  su  competencia? 

Para  los  Estados-Unidos,  la  dificultad  no  podría  suscitar- 
se. Tanto  la  ley  de  1 789  como  la  de  1867,  han  establecido 
que  cada  uno  de  los  miembros  de  la  Suprema  Corte  como 
de  los  jueces  de  las  Cortes  de  distrito  tendrán  facultad  para 
dictar  el  auto  de  habeas  corpns.  (1)  Pero  el  artículo  20  se 
ha  limitado  á  tomar  la  primera  parte  déla  Sección  14  de 
la  ley  de  1789,  sin  entraren  los  detalles  que  ésta  tiene, 
lo  que  hace  surgir  la  duda  apuntada. 

Sin  embargo,  dado  el  objeto  primordial  del  auto,  sus  an- 
tecedentes, y  debiendo  procedei'se  siempre  con  prontitud,  la 
facultad  debiera  entenderse  con  cada  uno  de  los  miembros 
de  la  Corte,  si  la  reunión  de  ésta  no  fuera  posible  inmedia- 
tamente, ó  por  lo  menos  con  su  Presidente,  tomando  el  auto 
como  una  de  esas  providencias  que  él  está  autorizado  á 
tomar  para  preparar  las  resoluciones  de  la  Corte.  De  otro 
modo,  podría  quedar  burlada  la  garantía  que  la  ley  y  la 
Constitución  han  querido  tomar  á  fin  de  evitar  que  un  in- 
dividuo pueda  estar  detenido  sin  encontrarse  ante  su  juez 
y  reclamar  un  pronto  juicio. 

Pero  ya  corresponda  siempre  á  la  Corte,  funcionando 
como  tal,  ya  á  cualquiera  de  sus  miembros,  ¿podrá  serlo  en 
cualquier  caso  con  jurisdicción  originaria  ó  deberá  establecer 
su  competencia  según  las  reglas  generales? 

La  legislación  de  los  Estados-Unidos  nada  resuelve  al 
respecto,  pero  su  Corte  Suprema  ha  hecho  ya  jurisprudencia 

(1)  StaíKÍcs  at  lanjc,  t.  I.  piig.  81;  t.  XIV,  póg.  Z><ó.—Recisc(/  Síaín- 
tc6  of  (he  United  States,  púg.  \42.^Ex  parte  lioUman  and  cv  parte 
StuaríiroiU,  4  Craneh,  75. 
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por  diferentes  decisiones.  EnlH07  Marshal,  Presidente  de 
la  Corte,  daba  la  opinión  de  esta(l),  y  en  1844,  Story  decía 
también  en  nombre  de  aquella:  «La  Constitución  de  los 
Estados-Unidos  solo  ha  dado  jurisdicción  originaria  á  esta 
Corte  en  todos  los  casos  que  afectan  á  embajadores,  otros 
ministros  públicos  y  cónsules,  y  á  aquellos  en  que  un  Estado 
sea  parte.  El  presente  caso  no  se  encuentra  comprendido 
en  estos.  Es  el  caso  de  un  individuo  extranjero  y  otro 
ciudadano  de  Nueva  York.  Es  claro  entonces  que  la  Corte 
no  tiene  jurisdicción  originaria  en  la  petición  deducida,  y 
no  podemos  dictar  un  auto  de  habeos  corpus,  sino  cuando 
el  es  necesario  para  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  original 
ó  apelada,  dada  por  la  Constitución  ó  leyes  de  los  Esta- 
dos-Unidos»  (2). 

Entre  nosotros,  el  artículo  101  de  la  Constitución  ha 
establecido  los  casos  en  que  la  Corte  hace  jurisdicción 
originaria  y  fuera  de  ellos  no  pueden  existir,  aunque  una  ley 
del  Congreso  lo  determine  (3).  ¿La  ha  dado  acaso,  el 
artículo  20  de  la  ley  de  1863? 

Este  artículo  dice  que  tanto  la  Corte  Suprema  como  los 
Juzgados  de  Sección  podrán  dictar  el  auto  de  habeas  corpus, 
y  si  bien  no  especifica  los  casos  en  que  corresponda  á  una 
ó  á  los  otps,  deben  aplicarse  para  resolverlo,  las  reglas 
generales  de  competencia.  Así,  corresponderá  á  la  Corte 
por  apelación  ú  originariamente  en  los  casos  en  que  puede 
conocer  originariamente  ó  por  apelación,  de  modo  que  no 

(1)  Ex  parte  Bollman  and  ex  parte  Stuartirout,  4  Cranch,  75.  (Curtí?, 
1.  II,  pág.  23). 

(2)  Ex  parte  Barrtj,  2  Howanl,  65.  (Curtís,  t.  XV,  pág.  34). 

(3)  Esto  fué  expresamente  resuelto  en  los  Estados  Unidos,  y  es  la  doc- 
trina que  corresponde  ú  nuestra  disposición  constitucional  que  es  la 
misma  de  la  Constitución  americana,  Marbury,  v.  Mddison,  i  Cranch, 
137.  (Curtís,  t.  I,  póg.  :í86). 
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podiVí  lo  primero  cuando  la  instancia  ha  debido  empezar 
ante  los  jueces  inferiores. 

Si  la  ley  no  pnede  dar  á  los  tribunales  Nacionales  ma- 
yor competencia  que  aquella  que  la  misma  Constitución  les 
determina,  tampoco  puede  variar  el  orden  de  esa  compe- 
tencia, por  más  que  la  pueda  restringir.  Y  el  artículo  20 
debe  interpretarse  en  este  sentido  (1). 

¿Sucede  lo  mismo  con  las  prescripciones  constitucionales 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  las  de  las  demás  pro- 
vincias que  son  concordantes  con  aquella?  Limitándonos 
á  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  creemos  que  no  son  de 
aplicarse  las  mismas  doctrinas,  dadas  las  disposiciones  de 
la  Constitución. 

Si  bien  existe  en  ésta  el  deslinde  de  las  atribu- 
ciones, y  la  Corte  Suprema  tiene  casos  de  competencia 
originaria  y  de  apelación,  esta  distribución  no  obedece  á 
los  mismos  principios  que  la  de  los  tribunales  federales;  y 
fuera  de  los  artículos  que  la  establecen,  se  encuentran  ar- 
tículos expresos  y  generales  en  sus  términos. 

Según  el  artículo  157  se  ejercita  por  la  Cort«  la  juris- 
dicción originaria  y  por  apelación,  para  conocer  y  resolver 
acerca  de  la  constitucionalidad  é  inconstitucionalidad  de 
leyes,  decretos  ó  reglamentos  sobre  materias  regidas  por  la 
Constitución;  originaria  y  exclusivamente  en  las  cuestionas 
de  competencia  entre  los  poderes  públicos  de  la  Provincia 
(2),  y  en  las  que  se  susciten  entre  los  Tribunales  de  Justicia 

íl)  Lu  Corle  Supreiiui  NjumoiimI  solo  lin  ejcivido  su  jurisdii'ción  ori- 
.criiiiria,  invocamio  (íl  arl  20,  cii  v\  c'a<o  del  cororn'l  Rodrigue/,  pre^o, 
>cgun  seaHnunhi  por  orJoii  del  Po  ler  F.jeoutivo  de  la  Naon'»n  (Falht.^, 
t.  I,  pág.  34."»):  y  en  el  de  Lino  de  la  Torre,  ¡ireso  por  orden  de  la  fil- 
man» Diputados  Nacionales,  (Fa^¿ü^.  t.  X,  póg.  *23[,  2'  serien 

(2)  Habiéndose  puesto  en  cuestión  esta  prescripción  en  tanto  se  debiM 
aplicar  ó  no  ú  los  conflictos  entre  el  Poder  Ejecutivo  y  el  Poder  Le- 
i:islativo,  la  Corte  resolvió  por  la  alinnativa.  Sc/Ucncias  tj  Acuerdos^ 
l.  V,  pág.  7:^. 
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con  motivo  (le  su  jurisdicción  respectiva;  originaria  en  las 
causas  contencioso-administrativas;  en  apelación  en  los  re- 
cursos de  fuerza;  causas  en  que  se  imponga  la  pena  capital, 
al  solo  efecto  de  decidir  si  la  ley  en  que  se  funda  la  sen- 
tencia es  ó  no  aplicable,  y,  en  las  demás  causas,  sobre  la 
aplicabilidad  de  la  ley  en  que  Tribunales  de  última  ins- 
tancia fundan  su  sentencia. 

Pero  el  artículo  18  que  se  refiere  especialmente  al 
habeas  corpus^  establece  la  obligación  de  dictarlo  á  «íorfo 
Juez  y  aunque  lo  sea  enun  tribunal  colegiado»;  y  en  estos 
términos  se  comprenden  no  sólo  los  de  las  Cámaras  de 
Apelaciones,  sino  los  de  la  Corte  misma,  que  es  también  un 
tribunal  colegiado. 

No  es,  pues,  una  ley  la  que  da  esta  competencia,  es  la 
misma  Constitución;  y  entonces  la  doctrina  aplicable  á  los 
tribunales  federales  no  es  de  aplicarse  á  los  tribunales  de 
la  Provincia,  ó  más  bien  á  su  Corte  Suprema. 

En  cuanto  á  los  casos  en  que  puede  dictarse  el  habeas 
Corpus^  la  naturaleza  del  recurso  y  su  objeto  los  determinan. 
Si  este  auto  tiene  por  objeto  el  impedir  toda  prisión  ilegal, 
tendrá  que  ejercitarse  siempre  que  exista  ésta,  con  arreglo 
a  las  disposiciones  legales,  ya  sea  en  el  orden  político  ó 
puramente  privado.  (1) 

Sin  embargo,  se  exceptúan  los  casos  siguientes  á  la 
regla  general  de  que  sólo  son  legales  las  detenciones  or- 
denadas por  las  autoridades  judiciales  : 

1"  Cuando  la  prisión  fuera  decretada  por  las   Cáma- 

(I)  Artículos  279  y  siguientes  del  Código  Pc/ta¿.— Kent,  Coin.  t.  II, 
\si\\i.  32.-LIVLNGÍÍTOX,  /?r/jo/*^  OH  tho  plaii  of  a  penal  Code.—Reciscd 
blatutes  of  Ncic  York,  t.  III,  pJLrs.  882  á  S9A. ^Memoria  del  Ministro 
de  Gobierno  de  la  Provincia  en  ÍS7S,  —  Pro t/ecto  de  leij  sobre  procedí- 
ntientosJudicialeSfreánciaáo  por  el  Dr.  F    González- 
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ras  en  ejercicio  de  los  privilegios  que  se  les  reconocen  (1); 

2''  Cuando  lo  fuere  por  el  Poder  Ejecutivo,  habién- 
dose declarado  el  estado  de  sitio,  ó  fuera  la  consecuencia 
de  un  tratado  con  una  nación  extrangera  (2) ; 

3*"  Cuando  fuere  un  prisionero  de  guerra  y  permane- 
ciese en  el  buque  en  puerto  neutral,  ó  en  el  territorio 
mismo  si  no  hubiera  algún  arreglo  especial  entre  las  au- 
toridades políticas  del  beligerante  y  el  poder  neutral  (3) ; 

4*^  Cuando,  si  bien  existiere  una  orden  de  prisión  y 
se  quisiera  discutir  su  legalidad,  esa  orden  no  se  hubiere 
hecho  efectiva,  y  el  individuo  no  estuviera  detenido  (4). 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  Constitución  de  los  Es- 
tados Unidos,  se  ha  discutido  si  el  Presidente  de  la  Re- 
pública debe  ó  no  obedecer  un  auto  de  habeas  corpus  á 
favor  de  un  individuo  detenido  en  caso  de  guerra,  así 
como  también  sobre  la  facultad  de  suspender  completa- 
mente el  ejercicio  de  tal  derecho  por  parte  de  los  particula- 
res (5).  Excusamos  su  discusión,  porque  estos  puntos 
quedarán  resueltos  implícita  ó  expresamente  al  estudiar 
la  legislación  y  la  doctrina  sobre  el  estado  de  sitio,  en 
nuestro  sistema  constitucional. 

(OCoRTic  Suprema  Nacional,  Fallos^  t.  X,  púg.  23J. 

'2)  Articulo 23  Constitución  Nacional .—Opinions  of  Alíorncf/s  Gene- 
ral, t.  VI,  póg.  di.— Fallos  ele  la  Corte  Suprema  Nacional,  t.  IX,  pági- 
na 32 J,  !•  serie. 

[Z]  Opinions  qf  Altornct/s  General,  t.  X,  png.  122. 

{A)  Fallos  de  la  Suprema  Corte  Nacional,  t.  X,  póg.  191. 

(5)  Puede  consultarse:  Story,  t.  H,  pUg.  207,  nüra.  1342.— Pomeboy, 
págs.  473,  475  y  538.- Pascual,  pág.  14S.— 0/>íVíío/i5  of  Altornetjs  Gene- 
ral, t.  X,  pág.  74.  Ex  parte  MilliganA,  Wallace,2.— Fallos  ele  la  Corte 
Suprema  Nacional,  i  I,  pág.  382.— Ebskine  May,  1.  II,  págs.  205  y 
siguientes.— B.  Constant,  t.  I,  pégs.  386  y  473— üouvier.  Laa?s  DicL 
verb.  Habeas  Corpus.^BuocK,  Dictionnaire  politique,  verb.  Habeas 
Corpus, 


CAPÍTULO    IV 

LA  LEY  MILITAR  Y   LA   LEY   MARCIAL 

SECCIÓN    P 

LA   LEY   MILITAR 

I 

El  derecho  internacional,  en  su  actual  existencia  y 
aun  en  la  tendencia  que  le  imprimen  las  evoluciones  su- 
cesivas del  progreso,  no  presenta  á  la  guerra  como  el  pri- 
mero y  único  medio  de  solución  á  los  conflictos  de  las 
Naciones.  Reconoce  una  situación  transitoria  que  se  ma- 
nifiesta desde  los  primeros  momentos,  y  busca  en  los  me- 
dios conciliatorios  primero,  y  en  los  coercitivos  después, 
la  manera  de  detener  la  guerra  que,  comprometiendo  in- 
tereses propios  y  extraños,  fia  á  la  suerte  de  las  armas 
la  decisión  de  aquellos. 

Pero  estos  medios,  sea  cual  fuere  la  crítica  á  que  se 
presten,  no  siempre  consiguen  el  resultado  que  se  es- 
pera de  su  empleo,  porque  comprometidos  intereses  de 
honor,  ó  tratándose  de  naciones  igualmente  fuertes,  es 
difícil  conseguir  la  satisfacción  del  derecho  herido  ó  la 
sumisión  á  las  pretensiones  desenvueltas  con  mayor  6 
menor  habilidad. 
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La  guerra  se  presenta  entonces  como  única  y  última 
solución  al  conflicto.  ¿Cómo  conseguirlo  de  otro  modo? 
¿  Cómo  defenderse  de  los  ataques  exteriores ;  dónde  bus- 
car la  justicia;  cómo  hacer  efectiva  la  independencia  y 
autonomía  nacionales  amenazadas  ? 

El  particular  ofendido,  aquel  que  ha  sido  herido  en 
su  persona  ó  en  sus  hienas,  busca  en  los  tribunales  la 
reparación  de  la  injuria;  su  propio  interés  y  el  de  la 
sociedad  á  que  está  vinculado  por  estrechos  lazos,  en- 
cuentran una  garantía  eficaz  en  la  aplicación  de  la  jus- 
ticia por  uno  de  los  altos  poderes  constituidos,  y  en  los 
conflictos  que  nacen  de  sus  mutuas  relaciones,  siente  li- 
mitada en  su  provecho  su  independencia  sin  menoscabo 
de  los  derechos  que  le  pertenecen,  porque  en  eso  consiste 
precisamente  el  gran  secreto  de  la  armonía  social. 

Pero  algo  diferente  sucede  con  las  naciones:  en  un 
estado  completo  de  independencia,  no  reconocen  sobre  la 
tierra  poder  alguno  supeiíor  con  autoridad  bastante  para 
juzgar  sus  diferencias,  para  la  reparación  de  la  injuria ;  y 
en  esta  independencia,  en  esta  ausencia  de  un  juez  común, 
tiene  que  ser  la  fuerza  el  medio  de  rechazar  la  agre- 
sión ó  de  iniciar  el  ataque ;  y  la  guerra  se  presenta  en  el 
supremo  momento  como  un  derecho  fundado  en  la  ley  pri- 
mitiva, y  como  un  deber  reclamado  por  la  conservación 
de  los  atributos  más  esenciales  de  la  existencia  na- 
cional. 

Las  naciones,  dice  Hautefeuille,  según  las  reglas  del 
derecho  primitivo,  es  decir,  según  la  voluntad  del  Crea- 
dor, viven  en  un  estado  completo  de  independencia, 
las  unas  respecto  de  las  otras:  no  tienen  ni  pueden  te- 
ner otra  regla  de  conducta  que  la  ley  divina.  Ellas  no 
reconocen  sobre  la  tierra  ningún  poder  superior,  ningu- 
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na  autoridad  soberana  capaz  de  apreciar  sus  preten- 
siones, de  juzgar  sus  diferencias,  de  imponer,  á  una, 
la  reparación  de  la  injuria,  á  otra,  el  olvido,  el  perdón 
de  la  ofensa;  y  de  aquí  resulta  que  una  nación  que  cree 
tener  un  motivo  de  queja  contra  otra  no  puede  obtener  la 
satisfacción  de  las  reclamaciones  sino  por  una  demanda  di- 
recta; no  puede  obligar  á  su  adversario  á  acordársela  sino 
por  el  empleo  de  la  fuerza;  no  puede  contar  sino  consigo 
misma  para  hacerse  restituir  lo  que  cree  pertenecerle;  para 
rechazar  la  agresión  dirigida  contra  ella,  para  defender  sus 
posesiones.  Tiene,  pues,  el  derecho  de  rechazar  la  injuria, 
de  defenderse  y  aún  de  atacar;  en  una  palabra,  el  derecho 
de  hacer  la  guerra  (1). 

No  necesitamos,  pues,  examinar  si  la  guerra  es  moral, 
si  sus  resultados  son  ó  no  benéñcos  para  los  pueblos  que  la 
emprenden,  si  es  ó  no  la  revelación  de  las  ideas,  la  fuente 
de  la  poesía,  toda  inspiración  divina,  como  afirma  Proud- 
hon  (2):  su  discusión  para  nosotros  está  fuera  de  lugar,  y 
cualquiera  que  fuese  la  consecuencia  que  de  ella  naciera, 
en  nada  modificaría  el  hecho  que  la  ausencia  de  un  tribunal 
internacional  hace  necesario,  obligando  á  las  naciones, 
litem  suam  faceré  y  como  dicen  los  civilistas,  ó,  de  acuerdo 
con  la  expresión  inglesa,  To  take  the  law  in  their  own 
hands.  (3) 

¿Quién  no  haría  votos  por  la  desaparición  de  la  guerra, 
ílice  Prevost-Paradol?  ¿Quién  no  se  felicitaría  de  ver  inau- 

(l)  Droits  des  ncut/rs,  t.  I,  p.ig.  97.— Vóase  lambión:  Wheato.n^  Ele- 
mcnts,  t.  I,  páí?.  274.— Kluber,  §  282.— Uauchy,  DroU  muritime,  t.  I, 
pág.  270— Calvo,  t.  11,  póg.  5. 

(2)  Vóase:  Franck,  DroU  de  la  naíure  ct  des  gens.  {Recue  des  cours 
Uttéraires,  1861,  pág.  2  .— Seeley,  Recae  cit,  1871-1872,  púg.  349.— fic- 
ctfc  coníemporainc,  1868,  pógs.  661  y  662. 

(3)  Phillimore,  ¡níernalional  latc.t.  11,  púg.  82. 
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gurar  entre  las  naciones  una  justicia  arbitral,  cuyas  decisio- 
nes respetadas  terminarían  las  diferencias  de  los  Estados  y 
mantendrían  entre  ellos  la  paz,  como  los  tribunales  lo  hacen 
entre  los  hombres?  Pero  como  en  despecho  de  esperanzas 
siempre  renacientes  y  siempre  decaídas,  la  institución  de 
una  justicia  internacional  no  parece  próxima;  como  los 
fuertes  no  cesan  de  amenazar  la  existencia  de  los  débiles, 
y,  una  vez  devorados  los  débiles,  de  amBnazarse  entre  sí; 
como  las  repúblicas  no  son  menos  belicosas  que  las  monar- 
quías; como  las  naciones  jóvenes  son  ambiciosas  y  tienen 
coníianzaen  el  porvenir;  y  las  naciones  viejas  están  orgu- 
Uosas  de  su  pasado  y  apegadas  á  su  grandeza;  como,  en  fin, 
no  se  ha  descubierto  otro  medio  que  el  equilibrio  para  man- 
tener la  existencia  independiente  de  estas  personas  libres 
que  se  llaman  naciones,  y  garantir  el  género  humano  contra 
el  flagelo  y  el  envilecimiento  de  las  monarquías  universales; 
y  como  el  equilibrio  no  puede  subsistir  sino  por  un  cierto 
balance  de  fuerzas  que,  una  vez  alterado,  no  se  restable- 
ce sino  por  la  gueri'a,  es  menester  someterse  á  la  ne- 
cesidad y,  sin  amar  la  guerra,  sin  cesar  de  evitarla  con 
todas  nuestras  fuerzas  y  de  esperar  que  algún  día 
vendrá  á  ser  inútil,  es  conveniente  guardarse  de  desacre- 
ditarla demasiado  en  la  opinión  de  los  hombres  y,  con  de- 
claraciones vanas  y  comparaciones  injuriosas,  hacer  in- 
capaces á  los  pueblos  de  soportar  sus  males  y  de  comprender 
su  triste  grandeza  (1). 

Y  á  la  verdad,  no  se  puede  afirmar  sin  hacer  un 
razonamiento  extraviado,  que  la  destrucción  y  la  muerte 
de  los  pueblos  sean  un  elemento  de  civilización  y  que  no 
deban  mirarse  con  repulsión  marcada, — como  no  puede  afir- 
marse que  los  combates  singulares,  que  el  golpe  del  más 

(i;  La  Francc  Nouccllc^  págs.  258  y  259. 


LA  LEY  MILITAR    Y    LA    LEY    MARCIAL 


fuerte  ó  del  más  diestro,  sea  la  expresión  de  la  justicia 
en  la  defensa  de  los  derechos  comprometidos.  No  existe 
otro  medio  de  defender  la  independencia  y  la  autonomía  : 
los  que  hasta  hoy  se  han  puesto  en  práctica  no  han  po- 
dido evitarla,  y  el  arbitraje  mismo  qne  todos  los  publi- 
cistas estudian  no  podrá  nunca  servir,  según  su  misma 
opinión,  para  dirimir  toda  clase  de  cuestiones,  como  aque- 
llas en  que  se  encuentran  comprometidos  intereses  cuya 
satisfacción  no  ha  podido  ser  negada,  bajo  cualquier 
punto  de  vista  que  se  les  examine.  La  guerra,  pues,  será 
una  necesidad,  ya  en  las  relaciones  internacionales,  en 
caso  de  resistencia  para  hacer  efectivas  las  sentencias 
mismas  del  tribunal  á  quien  han  sido  sometidos  los  con- 
flictos ;  ya  en  las  relaciones  internas  de  las  Naciones,  cuya 
organización  incompleta,  no  puede  escapar  á  las  eventua- 
lidades de  una  revolución,  sedición  ó  rebelión,  cuya  de- 
cisión depende  del  resultado  de  una  lucha  á  mano  ar- 
mada ;  y  se  está  mejor  en  el  dominio  de  la  realidad,  se- 
gún Halschner,  proponiéndose  llegar  á  un  estado  de  paz, 
en  que  la  guerra  sea  verdaderamente  la  ultima  ratio, 
el  remedio  extremo,  y  no  como  frecuentemente  sucede, 
el  primer  remedio  á  que  recurre  un  Estado  en  lucha  con 
otro  Estado. 

II 

Sin  embargo,  si  la  guerra  es  una  necesidad  en  la  situa- 
ción respectiva  de  las  naciones  y  si  no  es  posible  suprimirla, 
no  debemos  olvidar  tampoco  que  ella  no  puede  ser  el  es- 
tado normal  de  los  pueblos,  como  excepción  á  las  relacio- 
nes pacíficas,  que  son  y  deben  ser  la  regla  permanente, 
y  que  su  regularización  es  necesaria.  ¿Cómo  conseguirlo? 
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¿Cámo  hacer  de  la  guerra  el  instrumento  de  una  paz 
más  duradera  y  más  sólida?  Dominando  la  fuerza,  y 
los  malos  instintos  que  las  agitaciones  hacen  nacer,  por 
medio  del  derecho :  aplicando  las  leyes  y  costumbres  que 
el  tiempo  y  el  uso  han  consagrado  entre  los  pueblos  ci- 
vilizados. 

La  guerra,  ha  dicho  Bluntschli  (1),  agitando  intima- 
mente las  naciones,  despertando  los  instintos  adormecidos 
ó  apaciguados,  desencadena  al  mismo  tiempo  la  brutalidad 
original  que  se  encuentra  en  el  fondo  de  la  naturaleza  hu- 
mana. Sin  duda  largos  siglos  de  cultura  han  templado  esta 
bestialidad  natural  y  apaciguado  su  ardor ;  pero  la  guerra 
es  para  el  hombre,  á  la  vez,  una  ocasión  de  desplegar 
sus  mas  altas  cualidades  y  un  teatro  para  sus  pasiones 
mas  salvajes.  Hé  ahí  por  que  es  necesario  que  el  derecho 
intervenga  también  en  la  guerra,  y  que  por  su  autori- 
dad poderosa  dome  la  bestia  humana,  y  la  domestique: 
he  ahí  por  que  es  menester,  aún  en  estos  desórdenes 
sangi'ientos  dar  una  parte,  las  más  grande  posible,  al 
derecho,  que  no  pertenece  á  ningún  partido,  y  que  obli- 
ga á  la  pasión  misma  á  respetar  las  leyes  sublimes  de 
la  humanidad. 

La  guerra,  pues,  no  es  simplemente  el  predominio  de 
la  fuerza  en  sus  brutales  manifestaciones :  el  derecho,  le- 
yes precisas,  le  fijan  su  derrotero,  tomando  en  parte  por 
fuente  de  sus  disposiciones  los  dos  principios  que  dominan 
aquellas  en  su  conjunto  :  el  principio  de  la  necesidad, 
es  decir,  la  legitimidad,  salvo  las  prohibiciones  reconoci- 
das por  los  usos  y  los  tratados,  de  toda  medida  indis- 
pensable para  realizar  el  triunfo  del  beligerante  que    re- 

(!)  DuDroit  internationaL  Discurso  pronunciado  en  la  Univers  dad 
de  Heidelberg.  Retuc  des  Cours  UUeraires,  Í871-1872,  pf'ig.  632. 
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curre  á  ella;  el  de  humanidad,  según  el  cual  hacién- 
dose la  guerra  entre  Estados  no  debe  extenderse  á  las 
poblaciones  pacíficas,  es  decir,  que  aparte  de  las  excep- 
ciones admitidas  por  los  usos  y  tratados,  ningún  aten* 
tado  á  la  persona  ó  á  la  propiedad  ó  á  los  bienes  de  un 
particular  enemigo  es  justificable,  si  no  se  funda  en  un 
acto  personal  de  hostilidad  por  su  parte  (i).  No  es  cierto, 
pues,  que  las  leyes  callen  ante  la  guerra,  según  el  viejo 
adagio  inter  arma  silent  leges  :  las  armas  imponen  silen- 
cio á  les  leyes,  como  lo  explica  Grotius,  pero  solamente 
á  las  leyes  civiles,  á  aquellas  que  se  refieren  á  los  tribu- 
nales, leyes  ordinarias  del  procedimiento  y  del  forum,  que 
son  hechas  por  los  hombres  para  los  tiempos  de  calma, 
pero  no  á  aquellas  que  son  perpetuas  y  convienen  á  todos 
los  tiempos,  leyes  inmutables  que,  hechas  por  Dios  mismo, 
han  sido  grabadas  en  el  corazón  de  todos  los  seres  in- 
teligentes. (2). 

Existen,  pues,  principios  naturales  del  derecho  de  la 
guerra,  límites  impuestos  por  el  derecho  á  la  guerra,  sea 
cual  fuese  el  antagonismo  que  se  quiere  presentar  entre 
ambas  co^s.  Si  el  estado  de  paz  tiene  sus  leyes ; 
si  el  duelo,  la  guerra  privada,  obedeció  antes  á  reglas 
determinadas,  y  hasta  reconoció  sus  tribunales  espe- 
ciales, y  obedece  hoy  mismo  á  consideraciones  que  se 
reputan  de  honor,  no  es  posible  desconocer  que  la  guen'a 
pública  en  que  se  encuentran  envueltos  los  más  sagrados 
intereses    sociales,    deba  obedecer  también  á  leyes  cuya 

(1)  Véase  Jacqoemin,  Rccuc  de  Droit  ¿nternaíional,  187J,  pAgs.  503 
y  514. 

(2)  Droit  de  la  gucrre  et  de  lapaix,  t.  I,  Prolegom,  núm.  25,  pági- 
na 28.— V.  Cauchy,  Le  Droit  maritimcy  1.  I,  pág  2).— Morin,  t.  1,  pá- 
gina 37. 
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violación  pueda  tener  su  sanción,  sino  en  la  penalidad  or- 
dinaria en  la  reprobación  de  los  pueblos  civilizados,  en 
la  opinión  pública,  esa  dominadora  del  mundo,  como  la 
llama  Pradier  Foderé,  imitando  á  Pascal,  más  grande  que 
los  más  grandes  capitanes,  y  mas  formidable  que  millo- 
nes de  soldados  en  línea  de  batalla  (1). 

¿  Pero  qué  se  entiende  por  leyes  de  la  guerra  ?  Si  no  se 
consultase  sino  á  los  militares,  dice  Morin,  aquéllos  que  co- 
locan lo  fuerza  arriba  del  derecho  cuando  está;;  en  la  gue- 
rra, parecería  que  se  debiera  entender  por  esto  las  licen- 
cias de  la  fuerza  regular  convertida  en  dominante,  en  lu- 
gar de  ser  obediente  como  en  tiempos  de  paz ;  y  este  es 
el  sentido  aparente  de  las  expresiones  en  muchos  escritos 
favorables  al  militarismo,  como  en  ciertos  reglamentos  para 
los  ejércitos,  donde  se  encuentra  siempre  la  amenaza  de 
de  aplicación  de  las  leyes  de  la  guerra.  También  había 
tanta  ironía  como  tendencia  á  la  mitigación,  en  el  espí- 
ritu de  Montesquieu,  diciendo  que  estas  leyes  son  el  «có- 
digo del  homicidio»;  crítica  rechazada  por  Voltaire,  que 
iba  hasta  decir  que  era  el  «Código  del  asesinato».    En 
realidad,  la  calificación  indica  el  conjunto  de  reglas  de 
derecho  (vinculum  jurisjy  que  soporta  el  uso    permitido 
de  la  fuerza  ó  de  sus  medios  para  dañar  al  enemigo,  le- 
yes ó  reglas  adoptadas  por  los  pueblos  y  consagradas  por 
la    costumbre    internacional ,    á    las    que    generalmente 
se  les  reconoce  fuerza   obligatoria,  al  menos    en  el  jui- 
cio de  la  opinión,    Así,  pues,  cuando  se  dice  que  se  apli- 
carán las  leyes  de  la  guerra,  es  por  oposición  á  la  legisla- 
ción nacional  de  uno  de  los  beligerantes,  y  subentendiendo 

{{]  Examen  des  lois  rcl atices  á  la  guerre  de  Morin,  por  Pradier 
VoDÉRK.— Recae  de  Droil  iníernaíional,  i872,  págs.  553  y  siguientes.— 
Bercher.  Les  principes  naturelfi  da  Droit  de  la  guerre.  Rev  cit. 
págs.  381  y  siguientes.— FiORE,  t.  II,  pág.  235.— Hefter,  púg.  225. 
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los  temperamentos  que  presente  el  derecho  internacional 
que,  dominándolas,  opera  una  especie  de  identifica 
ción.  (1) 

m 

Pero  si  la  guerra  es  una  necesidad  extrema  que  no 
es  posible  evitar  en  el  estado  actual  de  las  relaciones 
internacionales,  y  si  en  el  orden  interno  de  las  naciones 
pueden  producirse  trastornos  más  ó  menos  violentos  que 
comprometan  su  estabilidad  y  organización  armónica,  es 
necesario  estar  prevenidos  para  evitarlos  ó  contrarrestarlos 
por  medio  de  una  fuerza  suficiente  que  preste  todas  las 
garantías  indispensables,  porque  allí  donde  falta  la  fuerza 
pública,  la  fuerza  legal  organizada,  apenas  se  puede  de- 
cir que  existe  orden  social :  en  el  interior,  por  la  con- 
servación de  la  tranquilidad  publica  y  la  necesidad  de 
impedir  en  el  momento  oportuno  las  asechanzas  de  los 
elementos  disolventes,  que  buscan  en  la  revuelta  y  en  el 
desorden  el  medio  de  medrar ;  en  el  exterior,  por  el  mante- 
nimiento de  la  independencia,  condición  de  la  personalidad 
internacional  en  el  organismo  de  su  comunidad,  del  legíti- 
mo derecho  de  la  nación  con  todos  y  contra  todos.  (2) 

Seguridad  interior,  pues,  y  seguridad  exterior ;  pero  hay 

(1)  Les  lois  rclaticc^  á  la  gucrrc,  t.  I»  pág.  37.— Véase  tnmbién:  Re- 
NOüARD,  Le  droit  prime  la  forcé  Journal  des  Economistes,  1872,  to- 
mo XXVIIí,  pógs.  273  y  siguientes. 

(1)  Níngün  Estado  es  libre  y  feliz  decía,  la  Junta  en  una  orden  del  día 
de  6  de  Setiembre  de  1811,  sin  una  fuerza  efectiva.  En  el  seno  mismo 
de  la  paz  alimentan  los  Estados  el  fuego  oculto  de  In  dlscordín.  siem- 
pre pronto  á  manifestarse  al  primer  soplo  que  la  anime.  Sus  intereses 
complicados,  sus  pretensiones,  sus  deseos  de  engrandecerse,  son  otros 
tantos  motivos  que  los  arman  unos  contra  otros.  I«a  justicia  conside- 
rada como  virtud  moral  es  en  la  practica  un  tílulo  vano,  desde  que 
por  desgracia  puede  violarse  impunemente.  La  fuerza  es  la  única  me- 
dida de  sus  derechos.  Registro  Oficial  de  la  República  Argentina,  lo- 
mo I,  pég.  116. 
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una  diferencia  capital  entre  estos  dos  fines  de  la  defensa 
pública.  La  primera  puede  mantenerse  si  los  instrumentos  de 
fuerza  están  bien  organizados,  cualquiera  que  sea  la  exten- 
sión ó  población  del  país,  desde  que  las  mayorías  tendrán 
siempre  los  medios  de  contener  los  desmanes  de  las  minorías; 
la  relación  en  este  caso  está  entre  la  masa  de  los  ciudada- 
nos que  quieren  la  paz  pública,  y  los  que  extraviados 
quisieran  turbarla.  La  segunda  no  obedece  á  las  mismas 
reglas ;  y  la  relación  está  entre  la  fuerza  de  un  Estado,  y 
la  de  los  Estados  que  pretendan  atacarlo. 

Así,  bajo  esta  última  relación,  ¿  qué  son  los  Estados  dé- 
biles, desaunados,  incapaces  de  grandes  esfuerzos,  cuando 
se  encuentran  en  contacto  con  las  grandes  y  poderosas 
Naciones  ?  ¿  Qué  3eguridad  hay  para  estos  Estados  ?  Los 
Estados  débiles  son  sin  duda  Estados,  tienen  el  nombre, 
como  dice  Rossi,  tienen  prerogativas  exteriores,  pero  están 
condenados  necesariamente  á  explotar  con  destreza,  se 
podría  casi  decir,  con  engaño,  las  rivalidades  y  los  celos 
de  los  vecinos,  desde  que  para  ellos  es  una  excusa  su  debi- 
lidad; pero  su  vida  es  efímera,  viven  del  contraste  de 
las  fuerzas  vecinas,  mientras  que  á  las  Naciones  fuertes  las 
rodea  el  respeto  y  la  consideración,  y  si  las  armas  les  son 
adversas,  no  se  les  impone  una  infamia,  aunque  los  trofeos 
de  la  victoria  no  coronen  sus  esfuerzos.  (1) 

Ningún  Estado  escapa  ni  puede  escapará  esta  necesi- 
dad, desde  que  es  su  obligación  mantener  el  orden  en  el 
interior,  y  su  independencia  y  su  autonomía  en  el  exterior: 
la  cuestión  de  la  fuerza  pública  es  una  cuestión  de  existen- 
cia para  la  nación,  en  tanto  esa  fuerza  se  encuentra  á  su 
disposición  y  no  se  distrae  en  intereses  de  otro  orden  ó  se 
vuelve  contraios  mismos  fines  que  su  establecimiento  quiso 

(1)  Bossi,  Cours  de  droiíconsíitutionnel,  t.  II,  póg.  142. 
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realizar.  ¿Cómo  evitarlo?  ¿Qué  límites  debe  fijái-sele? 
¿Cuál  será  la  organización  que  más  convenga  para  im- 
pedir que  el  pueblo  desarmado  sea  la  primera  víctima  del 
poder  que  ha  confiado?  ¿  Cómo  combinar  la  oi*ganización  de 
esta  gran  fuerza  pública  sin  que  inspire  temores  á  aquellos 
que  debe  protejer,  sin  que  se  convierta  en  un  instrumento 
de  tiranía,  ella  que  debía  ser  la   égida  de    la  libertad? 

La  fuerza  pública  debe  ser  proporcionada  al  fin  á  que 
tiene  que  responder,  y  constituirse  con  una  organización 
cai)az  de  hacer  sentir  en  sí  misma  los  males  que  puede  pro- 
ducir. Todo  exceso  en  la  fuerza  pública,  es  lo  que  los  econo- 
mistas llaman  un  trabajo  improductivo,  porque  el  gasto  que 
impone  no  se  manifiesta  en  un  producto  que  se  presenta  sin 
él,  y  en  vez  de  ser  una  cooperación  indirecta  á  la  produc- 
ción nacional,  por  la  seguridad  que  proporciona,  e?  un 
gravamen  que  destruye  sus  fuerzas  más  vitales.  La  falta  de 
organización,  ó  mala  organización,  es  la  anarquía  y  es  la 
destrucción  próxima  ó  lejana  de  todo  vínculo  social,  de  la 
libertad  política  y  civil. 

Esto  lo  han  comprendido  todos  los  pueblos  (1)  en  sus  ma- 
nifestaciones sucesivas,  y  en  la  forma  que  la  libertad  política 
les  ha  peimitido;  y  en  la  Inglaterra,  la  Suiza  y  en  los  Pista- 
dos Unidos,  donde  se  puede  estudiar  mejor,  por  que  todo 

(U  La  fuerza  pública  bajo  la  forma  de  tropas  militares  con  carácler 
permanente  no  es  sm  duda  de  organi/a''ión  moderna.  Los  gr¡eí?os  de 
la  tierra  íirme  ó  islas  ofrecían  sus  servicios  á  los  sátrapas  del  Asia.  En 
Homa  la  guerra  permanente  y  la  corrupción  del  ciudadano  dejan  al 
(toldado  su  defensa,  y  soldado  y  ciudadano  desaparecen  en  la  invasión 
de  los  Bárbaros.-  Los  ejércitos  feudales  de  la  Edad  Media  duran  un  tér- 
mino limitado;  pero  U\s  nuevas  guerras  que  siguen  i\  esta  épo.^a  vuel- 
ven á  los  ejércitos  permanentes,  (lue  la  Francia  organiza  definitiva- 
mente bajo  Carlos  Vil  y  Francisco  I,  extendiéndose  por  toda  la  Euro- 
pn,  como  necesarios  parí  la  defensa.  Véase  Block,  Dictionnairc  poli - 
tiqtic,  verb.,  At/zícc-Garnier  Pagés,  Dictionnairc  poliíiquc.  verb., 
Arnxée, 
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ello,  ó  ha  sido  conquistas  graduales  en  luchas  de  los  pueblos 
contra  los  soberanos,  ó  ha  sido  la  aplicación  de  esas  conquis- 
tas en  las  formas  constitucionales,  para  aprovechar  sus 
lecciones  en  las  organizaciones  libres. 


IV 


La  Inglaterm  ha  tenido  la  fuerza  militar  dividida  entre 
los  ejércitos  permanentes  y  las  milicias,  como  la  tiene  hasta 
hoy,  pero  unos  y  otros  han  gozado  de  diferente  protección 
y  han  sido  objeto  de  prevenciones  y  disposiciones  diversas 
por  parte  de  los  parlamentos  y  de  los  reyes. 

En  un  principio,  la  fuerza  militar  no  tenía  existencia 
permanente,  una  vez  que  sólo  se  ocurría  á  ella  en  tiempo 
de  guerra,  sobre  todo,  cuando  se  destinaba  á  la  defensa 
del  rey  y  de  la  Nación  en  el  exterior.  Se  componía  de 
los  vasallos,  limitados  á  un  servicio  de  cuarenta  dias  que 
no  se  podía  extender  sino  con  sa  consentimiento  y  á  vista 
del  rey,  de  modo  que  su  concurso  se  hacia  inútil  en  las 
guerras  continentales. 

Bajo  Eduardo  I  y  Eduardo  II  se  presentan  ejemplos  de 
proclamación  por  los  sheriffs,  ó  de  comisiones  para  reclutar 
soldados  al  servicio  del  rey;  pero  considerándose  vejatorias 
estas  medidas  y  violatorias  de  las  garantías  de  la  Magna 
Carta,  Eduardo  III,  á  indicación  del  Parlamento  que  creía 
ilegal  el  servicio,  dictó  un  estatuto,  declarando  que  esto  se 
debía  hacer  únicamente  como  en  tiempos  anteriores,  pudien- 
do  hacerse  fuera  del  reino  tan  sólo  el  caso  de  invasión  por 
enemigos  extranjeros,  estatuto  que  si  bien  detuvo  las  con- 
venciones arbitrarias,  fué  burlado  por  el  mismo  rey,  po- 
niendo al  Parlamento  en  el  caso  de  dictar  una  disposición 
estableciendo  que  nadie  que  estuviera  obligado  á  servir  en 
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1*02011  de  la  tierra,  no  podría  serlo  sino  por  su  orden  y 
acuerdo. 

Reunidos  estos  dos  estatutos  por  Enrique  IV  fueron 
desconocidos  más  tarde  por  Enrique  VIII  é  Isabel,  que 
forz.Ton  álos  condados  á  dar  soldados,  haciendo  obligatorio 
el  servicio  militar  como  prerogativa  de  la  corona;  y  por 
María  y  Felipe  que  aprobaron  estas  medidas.  Pero  Enrique 
Vn  fué  el  primero  que  en  1485  formó  una  guardia  per- 
manente para  su  persona,  conservando  algunos  destaca- 
mentos para  la  defensa  de  determinadas   plazas  fuertes. 

Declarado  prerrogativa  de  la  corona  el  mando  de  todas 
las  fuerzas  reunidas  6  por  reunir,  Carlos  II  en  1663 
formó  el  primer  ejército  permanente,  que  sostuvo  con  los 
subsidios  de  Luis  XIV,  siendo  también  el  primer  rey  que 
abrió  su  parlamento  bajo  la  protección  de  la  espada.  El 
número  varió  siempre,  aumentando  bajo  Jacobo  II,  y  lle- 
gando bajo  Guillermo  III  á  90.000  hombres,  reunidos  por 
su  propia  autoridad  (1). 

Pero  como  la  creación  de  este  ejército  no  había  sido  auto- 
rizada por  el  parlamento,  éste  sometió  el  asunto  á  sus  delibe- 
raciones, una  vez  que  el  país  se  encontraba  traquilo,  y  que  la 
declaración  de  derechos  consideraba  aquello  como  ilegítimo. 

La  controversia  se  inició  entre  los  escritores  y  el  par- 
lamento, sobre  los  peligi-os  ó  conveniencias  de  mantener 
ejércitos  permanentes,  y  los  ejemplos  de  la  historia  de 
las  repúblicas  antiguas  y  de  la  edad  media,  hasta  las 
tradiciones  de  los  partidos  del  Estado,  fueron  presentados 
en  apoyo  de  las  respectivas  opiniones. 

(1)  Hallam,  Hisl.  Consí.y  1.  11,  póg.  404;  1.  Jll,  póg.  41;  t.  IV,  pági- 
na 327,  I  t.  V.  pág.  90  — Franqüevule,  pég.  547.-Russiíil,  pég.  242. 
— Mknche  de  Loisne,  Le  goucernement  et  la  constitutionbritannif/ues, 
póg.  289.--BLACKSTONE,  üb.  1%  cap.  13.— Fischel,  t.  i,  pógs.  290  y  si- 
guientes. 
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La  discusión  literaria  tuvo  muchos  campeones,  no  entre  el 
partido  tory^  sino  entre  fracciones  del  partido  whig.  Bajo 
el  anónimo,  siempre  pudo  discutir  por  parte  de  los  des- 
contentos Frenchard,  y  par  la  de  los  ministeriales  Som- 
mer,  de  admirable  vigor  y  vivacidad  de  inteligencia,  y  de 
no  menos  admirable  moderación  y  urbanidad,  como  dice 
Macaulay,  el  que  en  un  pequeño  tralado  titulado  Carta  de 
equüibno,  discutió  hábilmente  y  siguiendo  todos  los  ar- 
gumentos hechos,  el  mal  de  tener  un  ejército  regular,  y  el 
mal  de  no  tenerlo. 

Mientras  ésto  sucedía,  el  Parlamento  entró  en  se- 
sión, y  el  rey  hizo  presente  en  su  mensaje  la  necesidad 
de  mantener  un  ejército  permanente.  Esta  indicación  fué 
tomada  en  consideración  el  lü  de  Diciembre  y,  después 
de  largas  discusiones,  triunfó  la  proposición  de  Harley, 
que  si  bien  aceptaba  el  ejército  permanente,  lo  reducía  á 
la  cifra  que  tenía  en  1680,  cifra  que  debía  reducirse 
más  tarde  á  siete  mil  hombres  por  un  bilí  especial,  que 
obligaría  también  á  Guillermo,  no  obstante  sus  esfuerzos 
repetidos,  á  deshacerse  de  su  guardia  holandesa  que  había 
combatido  en  las  batallas  al  lado  de  los  ingleses  y  contri- 
buido aerearla  situación  existente  (1). 

Desde  entonces  la  cuestión  quedó  resuelta,  y  la  Inglate- 
rra, el  pueblo  libre  y  de  los  odios  contra  los  ejércitos  per- 
manentes, los  vio  aumentar  sucesivamente  según  sus  nece- 
sidades, teniendo  como  garantía  de  su  sumisión  al  poder  civil 
el  mutiny  bilí  que,  votándose  cada  año,  obliga  á  reunir  e^ 
Parlamento  también  anualmente,  sin  que  gasto  alguno  pueda 
hacerse  á   este  objeto  sin  que  sea   votado  por  él.     Esta 

(1)  Macaulay,  Hist,  de  Guillermo  III y  Irod.  de  A.  Pichot,  t.  IV,  pn- 
pinns  7  y  siguientes,  y  162  y  siguientes.— Russei.l,  pág.  245.— Mexche 
DE  LoiSNK,  púg.  í¿93.— TiscHEi.,  t.  I,  pj^g.  294. 
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también  es  su  situación  lioy,  componiéndose  el  ejército  de 
voluntarios,  y  no  por  el  servicio  obligatorio  como  sucede 
en  casi  todos  los  pueblos  de  la  Europa.  (1) 

Los  Estados  Unidos  heredaron  de  la  Inglaten'a  sus  pre- 
venciones contra  los  ejércitos  pennanentes,  y  son  una  prue" 
ba  de  ello  las  prescripciones  constitucionales  á  su  respecto 
y  los  antecedentes  que  las  motivaron. 

Después  de  la  experiencia  adquirida  en  la  guerra  de  la 
independencia,  no  era  posible  sostener  con  éxito  que  un  Es- 
tado pudiera  mantener  su  independencia  y  el  orden  público 
en  el  interior,  sin  un  núcleo  de  fuerza  bastante,  como  para 
servir  de  punto  de  apoyo  siquiera  en  cualquier  emergencia 
en  que  fuera  necesario  recurrir  á  las  milicias.  Si  algo  se  ha- 
bía notado  perfectamente,  era  la  necesidad  de  la  concentra- 
ción del  mando,  de  una  organización  uniforme  y  ajustada 
á  su  objeto,  y  de  una  fuerza  bastante  disciplinada  como 
para  oponer  á  la  que  se  debía  combatir;  y  hubiera  sido 
ridículo  persistir  en  lo  que  se  había  llegado  á  conocer 
que  era  un  error  de  graves  consecuencias. 

Así,  cuando  se  trató  de  organizar  la  nación,  los  con- 
vencionales no  lo  olvidaron,  y  proyectaron  lo  que  es  hoy 
el  inciso  12,  sección  S^,  artículo  P,  en  su  primera  par- 
te, que  establece  que  corresponde  al  Congreso,  «levan- 
tar tropas  y  mantenerlas»,  agregando  después,  como  una 
limitación,  y  á  fin  de  impedir  el  abuso,  ya  que  no  se  ha- 
bía aceptado  poner  una  restricción  en  el  número,  la  se- 
gunda parte:  «pero  no  se  destinará  dinero  con  ese  objeto 
por  un  término  que  exceda  de  dos  años » .  (2) 

(!)  Franqueville,  pÚK*  355.— Menche  de  Loisne,  p.ig.  2%.— Kus- 
SELL,  póg.  2íl.— Kischel,  t.  1,  p^gs,  30)  y  siguientes. 

(2)  Vóase  Curtís,  Historia  da  la  Constitución,  pág.  298,  tpaiueoión 
de  Cantilo. 
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Sin  embargo,  la  discusión  no  dejó  de  promoverse  con 
los  mismos  argumentos  que  habían  seiTido  á  sus  promoto- 
res en  Inglaterra  (1);  pero  si  la  necesidad  de  un  ejército 
permanente  reunió  la  mayoría  de  votos  á  su  favor,  lo  fué, 
sin  duda,  siguiendo  los  antecedentes  ingleses. 

En  Inglaterra  se  había  establecido  que  la  formación 
del  ejército  dependía  del  Parlamento  buscando  una  ga- 
rantía contra  el  abuso  por  parte  de  la  corona  pues,  repre- 
sentando aquel  al  pueblo  inglés,  que  era  el  que  podía  ser 
oprimido  por  la  fuerza,  cuya  dirección  corKespondía  al 
rey,  él  debía  tener  en  sus  manos  su  mantenimiento  ;  y 
en  todo  caso  para  evitar  el  aumento  excesivo  en  el  nú- 
mero y  la  permanencia  fuera  de  ciertos  límites,  se  esta- 
blecía que  la  renta  para  sostenerlo,  no  alcanzaría  sino 
para  un  año.  En  Estados  Unidos  se  repitió  la  prescrip- 
ción dando  al  Congreso  la  facultad,  pero  destinando  las 
rentas  por  dos  años,  tiempo  que  coincidía  con  la  reno- 
vación de  la  Cámara  de  Diputados,  la  que  manifestaría  la 
voluntad  del  pueblo  á  su  respecto.  (2) 

Los  Estados  Unidos,  pues,  desde  los  primeros  tiempos 
de  su  independencia  tuvieron  un  ejército  regular.  En 
pequeño  número  al  principio,  ha  aumentado  sucesivamente, 
y  en  la  actualidad  no  puede  decirse  que  sea  excesivo 
desde  que  para  una  población  de  sesenta  millones,  ape- 
nas tiene  veinte  y  cinco  mil  soldados. 

En  su  organización  se  ha  seguido  el  sistema  de  Inglate- 
rra; se  forma  por  el  alistamiento  voluntario.  Sólo  durante 
la  guerra  de  secesión  de  1861,  se  recurrió  en  1863  ala 
conscripción  como  medida  general ;  y  es  curioso  examinar 

O)  El  Fedcralisía.  nüms.  21  ó  35,  trad.  de  Cantilo.— Elliot,  Deba- 
tes, \.  II. 

(2)  Story,  t.  U,  §  1178  á  1192.-  Pomeroy.  §460  á  465.-Bateman,  §23. 
238.-LAB0ÜLAYE,  t.  lll,  pág.  425. 
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los  argumentos  que  se  hicieron  á  su  respecto,  estudiando 
la  medida  bajo  el  punto  de  vista  de  las  prescripciones  cons- 
titucionales. (1) 

La  Suiza  tuvo  casi  siempre  el  servicio  militar  obliga- 
torio, siguiendo  las  tradiciones  germánicas,  siendo  al  prin- 
cipio el  derecho  de  voto  un  correlativo  de  este  servicio 
aunque  ésto  ha  desaparecido  por  las  nuevas  organiza- 
ciones. 

La  Constitución  de  1874,  ha  prohibido  á  la  Confede- 
ración tener  un  ejército  permanente,  y  á  los  Cantones, 
fuera  de  su  gendarmería,  no  les  permite  tener  mas  de  tres- 
cientos hombres,  sin  autorización  de  los  poderes  federales 
(art.  13).  Pero  la  consecuencia  de  este  principio  es  el 
servicio  obligatorio,  que  la  administración  tiende  á  dismi- 
nuir con  excepciones  sucesivas,  á  fin  de  aliviar  las  cargas 
que  impone  al  Estado  (art.  18  y  siguientes.)    (2) 

Para  la  República  Argentina,  el  ejército  permanente  no 
ha  sido,  ni  es  una  novedad.  Con  la  guerra  de  la  Indepen- 
dencia, formó  por  su  cuenta  un  ejército  regular,  habién- 
dolo tenido  hasta  entonces  la  España,  (3)  La  Constitu- 
ción de  1853  lo  encontró  organizado,  (4)  después  de  la 
batalla  que  concluyó  con  el  gobierno  de  Rosas,  y  las  di- 

(1)  Véase:  Pomeroy  §  U7  ¿  483,  que  expone  toda  la  materia  y  diseutc 
los  fundamentos  alegados  en  favor  Ty  en  contra,  asi  como  los  casos 
ocurridos  en  las  Cortes  de  los  Estados,  sin  que  haya  llegado  á  pronun- 
ciarse la  Corte  Suprema.— Story,  ¿í^Cooley,  nota  í,  §  1192.— Parson, 
The  personal  and  property  rights  qf  a  ciiizen  oj  ihc  United  States^ 
pág.  189— BaMPS,  póg.  89. 

(2)  DuBs,  Le  DroUpublic  do.  la  Confederation  Suisse,  t.  II,  pág.  286 
y  siguientes. 

(3)  La  España  dio  ti  su  fuerza  militar  una  organización  permanente 
en  los  siglos  XV  y  XVI.  Desde  entonces  lo  tiene  y  hoy  ha  decretado 
el  servicio  general  obligatorio.— Vóase  Pi  y  Marqall,  pág.  338.— Calvo, 
t.  Il.pég.  112. 

(1)  El  inciso  23  del  art.  ñl,  coloca  entre  las  facultades  del  Congreso 
la  de  «fijar  la  fuerza  de  linea  de  tierra  y  de  mar  en  tiempo  de  paz  y 
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ferencias  que  establecen  sus  prescripciones  (1)  en  esta  parte, 
con  su  modelo  de  los  Estados  Unidos,  muestran  bien  claro 
que  no  se  había  temido  ni  se  temía  la  conservación  de  tropas 
regulares  en  los  tiempos  de  paz. 

La  ley  de  28  de  Setiembre  de  1872  estableció  definiti- 
vamente la  manera  como  se  debía  formar  el  ejército  de 
línea;  y  su  artículo  1°  dice,  que  él  será  reclutado  por 
alistamientos  voluntarios,  por  enganchados  y  destinados, 
y  en  caso  de  insuficiencia,  por  contingentes.  Estos  tres 
medios  se  reglamentan,  pero  es  sabido  que  hasta  hoy  sólo 
han  servido  los  dos  primeros,  no  habiendo  llegado  el  caso 
de  utilizar  el  último,  que  sin  duda  hade  ofrecer  resistencias 
y  serios  inconvenientes  en  la  práctica. 


Respecto  de  las  milicias  que  forman  parte  de  la  fuerza 
pública,  todos  los  países  que  hemos  mencionado  tienen  tam- 
bién sus  especialidades. 

En  Inglaterra,  desde  tiempos  remotos,  la  milicia  ha  estado 
destinada  al  servicio  interior  tomando  así  un  carácter  de- 
fensivo. El  alderman  en  cada  condado  era  primero  el  jefe 
de  la  milicia,  después  el  slieriff,  que  usaba  en  su  jurisdic- 
ción del  possecomitahis^  y  en  el  reinado  de  María,  el  lord 
lugarteniente.  Cada  hombre  libre  debría  proveerse  de  las 
armas  y  equipos  militares,  por  orden  de  Enrique  II,  hasta 

guerra;  y  formar  reglamentos  y  demás  ordenanzas  para  el  gobierno  do 
diiMios  ejércitos»).  Los  incisos  15  y  17  del  art.  86,  dicen  que  el  Presi- 
dente «es  comandante  en  gefede  todas  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  déla 
Nación»  y  que  «dispone  de  las  fuerzas  militares  y  terrestres  y  corre  con 
su  organización  y  distribución,  según  las  necesidades  de  la  Nación.» 
(2;  Son  de  notarse  el  Estatuto  de  1815,  y  el  Reglamento  de  1817.  El 
primero  se  ocupa  de  «!as  tropas  veteranas  y  marinas»,  y  el  segundo 
de  «la  marina  y  tropas  veteranas».  RegfMro,  i  1,  págs.  317  y  400.— 
Várela,  págs.  346  y  574. 
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que  en  tiempos  de  Isabel  se  dejaron  en  poder  del  gobierno, 
creando  arsenales  al  efecto.  La  milicia  se  convocaba  en 
los  casos  de  invasión,  insurrección  ó  cuando  era  resistida  la 
ejecución  de  las  leyes,  y  si  bien  el  rey  podía  arreglar  la 
disciplina,  los  ciudadanos  de  Londres  podían  también  reu- 
nirse todos  los  días  de  fiesta  para  maniobras  y  ejercicios  mi- 
litares (1). 

La  milicia  nacional  creada  en  el  siglo  XVIII,  mandada 
por  propietarios  y  que  no  debía  salir  del  condado,  á  fin 
de  quitar  todo  pretexto  á  la  necesidad  de  una  fuerza  per- 
manente, cayó  en  descrédito.  (2)  En  tiempo  de  Napoleón 
I,  la  milicia  fué  establecida  y,  reorganizada  por  la  ley  de 
1852,  se  conserva  hasta  hoy  como  una  obligación  para  todo 
inglés,  sirviendo  para  llenar  los  cuadros  del  ejército  siem- 
pre que  el  alistamiento  voluntario  no  haya  sido  suficiente. 
Los  cuerpos  de  voluntarios  formados  desde  1859  no  tienen 
organización  legal,  pero  han  prestado  buenos  servicios,  y 
pueden  servir  de  base  para  la  reorganización  de  la  mi- 
licia (3). 

En  Estados  Unidos  la  milicia  ha  sido  la  base  de  toda 
la  fuerza  pública,  como  fuerza  especial  de  las  colonias 
mientras  dependían  de  la  Gran  Bretaña,  ó  como  fuerza 
de  los  Estados  una  vez  que  se  confederaron  ó  formaron 
una  unión  más  perfecta.  Pero  su  naturaleza,  las  rela- 
ciones que  su  servicio  debía  establecer  necesariamente 
entre  los  diferentes  poderes,  han  originado  situaciones 
diversas,  y  prestádose  á  discusiones  más  ó  menos  apasio- 
nadas. 

(1)  Hallam,  t.  II,  páffs.  U)S  y  siguientes.— Mencmk  de  I.oisnk,  pág.  801. 
— FiscHEL,  t.  I,  púg.  237. 

(2)  Hall  A  M,  t.  V,  págs.  88  y  siguientes. 

(3)  FiscHEL,  t.  I,  págs.  288y  siguientes. —Menche  de  Loisne,  púg.  302, 
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Cuando  después  de  haber  vencido  á  la  Gran  Bretaña, 
y  haber  notado  los  grandes  peligros  que  entrañaba  la 
forma  aceptada  de  una  Confederación  de  Estados,  se  quiso 
llegar  á  una  organización  más  perfecta  que  garantiera  la 
estabilidad  de  la  Nación  y  la  autonomía  relativa  de  las 
partes  componentes,  la  Convención  reunida  al  efecto,  si 
encontró  serias  resistencias  que  vencer  en  los  puntos  prin- 
cipales, no  las  encontró  menos  en  cuanto  á  las  milicias. 

La  milicia  debía  contribuir  á  hacer  menos  necesario  el 
ejército  permanente  que  era  mirado  como  un  verdadero 
peligro  para  la  libertad.  En  los  casos  ordinarios  los  ma- 
gistrados comunes  podían  bastar,  recurriendo  al  posst- 
comtíatuSy  pero  no  así  en  las  demás  circunstancias.  Se 
re^'urriría,  pues,  á  la  milicia  para  ejecutar  las  leyes,  re- 
primir insurrecciones  y  repeler  invasiones,  como  se  había 
practicado  en  Inglaterra. 

¿Pero  debía  tener  este  poder  el  Gobierno  general?  En 
caso  afirmativo,  ¿cuál  sería  su  extensión  en  cuanto  á  la 
organización  y  disciplina,  y  qué  poderes  se  reservarían 
los  Estados?  Hé  aquí  la  dificultad  que  dio  lugar  á  lar- 
gas y  serias  discusiones. 

Respecto  alo  primero,  si  el  Gobierno  Nacional  debía 
tener  un  ejército  permanente  reducido,  si  debía  mantener 
la  unión  y  garantir  en  definitiva  á  los  Estados,  era  ne- 
cesario que  tuviera  los  medios  de  cumplir  ésto  con  la 
milicia;  y  ya  temiéndose  por  algunos  que  fuera  peligroso 
para  las  libertades  públicas,  ya  que  se  le  impusieran  pe- 
sados servicios,  ya  que  se  quitara  á  los  Estados  los  me- 
dios inmediatos  de  defensa,  la  solución  fué  acordar  lafa 
cuitad  al  Congreso.  (1) 

(1)  El  Federalista,  núm.  29.— Curtís,  piij?.  229.— Story,  t.  11,  §   12)1 
6  1230.  El  inciso  15,  sección  8%  art.  1%  dijo:  «Para  disponer  el  llama- 
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Lo  segundo  era  consecuencia  de  lo  primero.  Si  las  mi- 
licias no  tuvieran  una  organización  unifoime,  se  produ- 
cirían los  mismos  resultados  que  se  sintieron  en  la  güe- 
ra de  la  independencia,  y  su  llamamiento,  si  no  inútil, 
sería  peligroso:  la  uniformidad  es  esencial  á  toda  fuerza 
pública.  Para  conseguirlo,  se  tenía  que  dar  la  facultad 
al  Grobiemo  Nacional;  pero  siendo  las  milicias  de  los 
Estados,  debiendo  concurrir  también  á  su  propia  defensa, 
estos  debían  también  tener  facultades  al  respecto,  con 
poder  concurrente  ó  exclusivo,  según  el  caso.  (1) 

En  Estados  Unidos,  pues,  puede  decirse  que  la  milicia 
tiene  un  origen  constitucional,  en  tanto  fué  la  Constitu- 
ción la  que  determinó  su  creación  y  organización  en  una 
forma  regular  y  armónica.  Ha  sido  convocada  en  1794, 
cuando  la  insurrección  de  Pensilvania;  en  1812,  cuando 
la  guerra  con  la  Gran  Bretaña;  en  1861,  al  principiar 
la  guerra  de  secesión;  algunas  veces  por  invasiones  de 
indios;  y  en  1792,  el  Congreso  usó  de  sus  atribuciones 
dictando  la  ley  de  organización  y  disciplina.  (2) 

miento  de  las  milicias  con  objeto  de   hacer  cumplir  las  leyes  de  lo 
unión,  contener  las  insurrecciones  y  rechazar  las  invasiones.» 

(1)  Autores  citados.  El  inciso  16,  sección  8\  art.  1%  dijo:  «Proveerá 
la  organización,  armamento  y  disciplina  de  la  milicia,  y  para  ol  gobier- 
no de  la  parte  de  esta  que  estuviese  empleada  al  servicio  de  los  Estados 
Unidos,  reservando  á  los  Estados  respectivamente  el  nombramiento  de 
IOS  oficiales  y  la  facultad  de  instruir  y  ejercitar  la  milicia,  segün  la 
disciplina  dispuesta  por  el  Congreso. t 

(2)  La  reunión  de  las  milicias  según  esta  ley  no  s<')  I  o  necesitaba  para 
hacerse,  que  se  realizasen  los  casos  del  art.  1»,  sectiión  8',  §  XV,  sino 
que  era  indispensable  que  el  hecho  hubiese  sido  notificado  al  Presidente 
por  un  juez  de  la  .Suprema  Corte  ó  por  un  juez  de  Distrito,  como  con- 
dición para  el  ejer^ii-io  de  su  acción;  y  ol  rechazo  de  esta  prescrip- 
ción hubiera  impedido  quizi^  la  sanción  de  la  ley  en  la  Camarade  Di- 
putados. (Statuicé  ai  large,  t.  I,  pág.  26i.^Annals  of  Congrcss,  1791, 
1793,  pág.  578).— La  insurrección  de  Pensilvania  en  179 i,  fué  asi  exami- 
nada, y  autorizado  el  empleo  de  la  milicia.  (Maiisch\ll,  Li/eqf  Was- 
hington, t.  II,  pág.  343.)  Poro  la  ley  de  17J5  hizo  juez  solamente  al  Pre* 
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Sin  entrar  en  la  exposición  de  todas  las  doctrinas,  cu- 
yo examen  reclamaría  una  obra  especial,  podemos  esta- 
blecer, como  conclusiones  perfectamente  comprobadas: 

P  Que  la  milicia  corresponde  originariamente  á  los  Es- 
tados y,  como  delegación,  en  casos  especiales,  á  la  Nación; 

2^  Que  ea  el  organismo  constitucional,  el  uso  de  la  mi- 
licia entre  los  poderes  de  los  Estados  y  los  de  la  Nación,  ó 
es  exclusivo,  ó  concurrente  entre  ambos.  Es  exclusivo  res- 
pecto á  los  Estados,  en  Ip,  organización  y  disciplina,  en  la 
movilización  para  hacer  respetar  su  constitución  y  sus  le- 
yes, y  para  reprimir  las  conmociones  interiores,  una  vez  que 
no  creyeran  necesario  solicitar  la  intervención  nacional;  y 
es  concurrente  en  todos  los  casos,  cuando  el  Gobierno  Na- 
cional no  ha  tomado  participación  ó  se  trata  de  un  ataque 
exterior  cuando  el  Congreso  no  ha  dictado  las  leyes  res- 
pectivas. Es  exclusivo  respecto  de  la  Nación,  siempre  que 
se  trate  de  un  ataque  exterior,  ó  de  una  conmoción  que  por 
su  carácter  ponga  en  peligro  la  estabilidad  nacional;  y  es 
concurrente  en  los  demás  casos; 

3*  Que  cuando  el  Gobierno  General  llama  las  milidas, 
los  Estados  no  son  jueces  de  la  medida,  y  el  juicio  de  aquel 
es  exclusivo.  El  llamamiento  se  hace  directamente  ó  por  me. 
dio  de  los  Estados,  y  sólo  queda  bajo  las  leyes  de  la  Nación 
una  vez  que  hayan  sido  entregadas,  pudiendo  permanecer,  en- 
tonces, bajo  el  mando  directo  del  Presidente  ó  de  cualquier 
jefe  que  él  designe,  pero  sin  que  se  le  haga  servir  fuera  del 
territorio  de  la  Nación; 

4*  Que  los  Estados  pueden  dictar  leyes  de  organización 
militar,  cuando  la  Nación  no  lo  ha  hecho,  y  aun  habiéndolo 

sidenle,  y  así  lo  interpretó  la  Corte  Suprema.  (Statuícs  al  large,  t.  I, 
póg.  424.— 12  Wheaton,  22.- Martin  v.  Mott. 
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hecho,  siempre  que  no  se  separen  de  sus  prescripciones  fun- 
damentales; (1) 

5*  Que  el  derecho  de  llevar  armas  es  un  derecho  que  co- 
rresponde á  los  ciudadanos,  porque  forman  parte  de  la  mili- 
cia, y  su  uso  se  encuentra  limitado  á  los  casos  de  su  convo- 
cación, pudiendo  prohibirse  otra  clase  de  armas  que  aquellas 
que  les  correspondan  según  la  clase.  (2) 

En  la  República  Argentina  la  milicia  ha  nacido  casi  al 
mismo  tiempo  que  su  vida  independiente,  pues  con  las  inva- 
siones inglesas  de  1806  y  1807,  recibió  por  primera  vez  al- 
guna organización,  y  dio  sus  primeros  combates,  mostrando 
condiciones  especiales,  (3);  no  obstante  existía  la  Cédula  de 
14  de  Enero  de  1801.  (4)      * 

(1)  Sobre  este  número  y  los  anteriores,  puede  verse  en  comproba- 
ción: El  Federalista,  núm.  29.— Story.  t.  II,  §§  1199  y  1897.— Rawle, 
pégs.  111  y  153  — Seroeant,  pép.  331.— (urtis,  pág.  299.— Kent,  p/iRi- 
na  71.— Paschal,  pj^gs.  135  y  371.— Pomeroy,  §  472  — Cooley,  págs.  12, 
24,  52  y  775.— Bateman,  pAg.  820.— Hough.  t.  11.— Shbppard,  137.— 
Mansfiei,  púg.  105.— Duer,  pág.  201.— Seam^n,  pág.  71.— Grimke,  to- 
mo II,  pág.  71.— Laboulaye,  t.  111,  pág.  426.  — Parson,  pog.  18S.— 
Curtís,  Descisions,  1.  IV,  pág.  535;  t.  Vlí,  pág.  10;  t.  XVIÍ,  pág.  13. 

(2)  Sobre  esto  véase:  Story,  t.  11,  §§  1896  y  siguientes.— Pomeroy, 
§  239.— Rawle,  pág  125.— Bu M es,  pág.  ^W.—Opinions  ofthe  Attornef/s 
general,  t  XIV,  pág.  491,  en  que  se  pasa  en  revista  todas  las  leyes  de  los 
Estados  Unidos  sobre  armamentos  délas  milicias,  para  concluir  que  las 
armas  que  se  dan  á  los  Estados  por  el  Gobierno  general  no  les  corres- 
ponden en  propiedad,  y  no  pueden  venderlas  sin  dar  cuenta,— Griwke 
t.  11,  pég  72.— González,  pág.  5i.— Laboulaye,  t.  111,  pág.  5W.— Black- 
stone,  t.  j,  cap.  13.-TUCK  Black,  Com.  app.  300.-  Duarte,  pág.  310. 
— Batbie,  t   II,  pág.  35i. 

Este  principio  sólo  ha  sido  expresamente  incorporado  á  la  Constitu- 
ción mejicana  de  1857  en  sus  artículos  947  á  950,  aunque  mós  como  se- 
gundad personal,  que  como  seguridad  social;  y  á  la  de  Colombia  en 
su  inciso  15,  arl.  16,  como  una  de  las  gnrnntias  de  los  derechos  indivi- 
duales. Sin  embargo,  creemos  que  él  tiene  que  estar  implícito  en  todas 
las  Constituciones  libres  en  el  sentido  que  le  damos  en  el  texto,  aunque 
no  pensamos  que  sea  una  panacea  su  ejercicio,  contra  los  males  que 
aquejan  á  las  Repúblicas  Sud-Americanas. 

í3)  Véase  Mitre,  H/síona  de  Belgrano,  t.  I. 

(4)  ElJudícialy  año  18,  núm.  30,  pág    2. 
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La  revolución  de  1810  fué  su  obra  inmediata,  sean  cua- 
les fueren  las  causas  que  la  vinieran  prepai'ando;  y  milicias 
fueron  todas  las  que  vencieron  en  los  primeros  combates  y 
sirvieron  en  gran  parte  en  los  demás.  Sin  embargo,  su  orga- 
nización como  fuerza  especial  y  á  la  manera  de  la  Inglate- 
rra y  los  Estados  Unidos  no  existió,  sea  que  vencieran  con 
los  caudillos,  como  se  ha  afirmado,  (1)  hasta  que  la  Constitu- 
ción de  1853  vino  á  aceptar  los  principios  de  los  Estados 
Unidos.  (2) 

A  nuestro  juicio  la  doctrina  y  jurisprudencia  americanas 
son  de  perfecta  aplicación  á  nuestras  prescripciones  consti- 
tucionales, dada  la  identidad  de  estas  con  las  de  los  Estados 
Unidos.  Las  milicias  son  de  las  Provincias,  y  el  poder  de  la 
Nación  no  es  exclusivo,  dados  sus  términos,  de  modo  que  la 
concesión  hecha  á  su  favor  importa  una  prohibición  para 
aquellos,  desde  que,  en  todo  caso  «un  poder  meramente  afir- 
mativo no  es  por  su  naturaleza  incompatible  con  la  existen- 
cia de  igual  poder  en  los  Estados»;  (3)  «las  limitaciones  y 
aun  las  prohibiciones  por  implicancia  no  deben  extenderse 
como  para  destruir  los  poderes  necesarios  de  los  Estados,  ó 

(1)  Nota  del  Ministro  del  Interior  ni  Congreso  de  5  de  Setiembre  de 
1879.  Discusión  en  lo  Dimara  de  Diputados  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  en  las  sesiones  do  iO de  Setiembre  y  siguientes.de  1871). 

(2)  inciso  24,  artículo  67.  El  tórmino  tmilicias»  ha  sido  el  general- 
mente aceptado  y  es  el  que  usa  la  Constitución  Nacional;  sin  embargo 
el  de  Guardia  Nacional  es  le  que  se  usa  en  todas  las  leyes  y  decretos, 
Aparece  usado  por  primera  vez  en  el  decreto  de  20  de  Lnero  de  18U. 
{Registro,  t.  J,  póg.  253). 

(3)  Attorncys  general,  i,  ^W.  pág.  t%.  — Cohens,  v.  Virginia,  G  Wea- 
ton  2f>4. 

El  Estatuto  de  1815  y  el  Keglamentode  1817  se  o  !u pan  expresamente 
de  la  milicia,  bajo  el  pombre  do  procincialcs  ó  nacionales,  y  cívicas 
{Registro,  t.  I,  pi^gs.  317  y  45!».  Se  siguieron,  sin  duda,  las  diferencias 
de  la  legislación  española,  que  tenia  milicias  provinciales  creadas  por 
Felipe  Vy  organizadas  en  1767,  y  las  milicias  nacionales,  creadas  por 
la  Constitución  de  1812.  lo  que  ha  sufrido  después  diversas  alteracio- 
nes. (Véase,  EscRicHK,  arreglado  por  CARAV^NTE3,  palabras  respectivas) 
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impedir  SU  eficiente  ejercicio  ;  (1)  la  Constitución  ha  sido 
hecha  para  dar  efecto  á  sus  diferentes  cláusulas,  conci- 
liándolas,  y  no  para  buscar  su  destrucción  entre  sí»;  (2)  y 
-aunque  el  espíritu  ds  la  Constitución  debe  ser  respstado 
tanto  como  su  letra,  debe  dársele  sin  embargo  más  impor- 
tancia». (3) 

Los  argumentos  que  ss  han  hecho  valer  en  su  contra, 
no  nos  parecen  de  gran  peso  el  origen  de  nuestra  fe- 
dei-ación;  porque,  como  lo  demostraremos  más  adelante, 
ninguna  influencia  tiene  en  la  aplicación  de  principios 
que  nacen  de  la  esencia  misma  del  sistema  de  Gobierno, 
no  de  los  antecedentes  históricos,  fuera  de  que  hay  ra- 
zones bastantes  para  sostener  la  identidad.  La  naturaleza 
de  las  facultades  reservadas  á  los  Estados  allí,  y  á  las 
Provincias  aquí;  porque  la  explicación  de  las  diferencias  en 
las  palabras  se  encuentra  perfectamente  demostrada  en 
la  correlación  de  los  artículos,  y  porque  en  todo  caso 
dado  el  sistema  de  gobierno  y  siendo  lo  que  se  refiere 
á  las  milicias,  facultades  de  defensa  y  de  conservación 
respectiva,  la  delegación  exclusiva  hubiera  sido  su  propia 
negación.  (4) 

VI 

Pero  constituyendo  la  fuerza  pública,  no  sólo  la  milicia, 
que  con  tanto  favor  es  mirada,  sino  también  el  ejército 
permanente,  debemos  explicarnos,  como  éste  puede  existir 
sin   peligro  y  cuales   son   los  medios  para  ello,  ya  que 

(1)  K\ILWAR,  Co.  V.   Pcfíiston,  18  Wallacc,  5. 

(2)  Marbüry,  V.  Madisoriy  I,  Graneh,  137, 

(3)  Stürgeí»,  V.  Cipote  ni  nshicld,  4  Weaton  122. 

(4)  Véase  la  notable  discusión  ti  que  antes  hemos   hecho  referencia 
y  c^w  la  que  se  encuentran  lobadas  todas  las  cuestiones. 
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á  la  primera,  sólo  por  accidente,  puede  encontrarse  en  las 
condiciones  del  segundo. 

Los  medios  á  nuestro  juicio  son  do?: 

1°  Número  reducido  á  las  necesidades  que  debe  atender; 

2^  Organización  adecuada  á  sus  fines,  y  legislación  que 
eorresponda  á  sus  servicios  y  á  sus  pel'gros- 

Sin  duda  que  los  ejércitos  regulares  pueden  ser  un 
peligro  para  las  instituciones,  desde  que  pueden  conver- 
tirse en  un  elemento  de  opresión,  más  que  nunca  hoy  que 
las  armas  de  precisión  han  hecbo  imposible  el  combate 
con  otra  arma  que  no  les  sea  igual,  ó  con  medios  livianos 
de  resistencia.  (1) 

Pero  su  existencia  es  necesaria  también  como  garantía 
de  la  tranquilidad  pública,  en  el  interior  contra  las  fac- 
ciones y  en  el  exterior  contra  los  demás  Estados  que  la 
tienen  en  más  ó  menos  número  y  que  pueden  compro- 
meter su  independencia.  (2)  Y  entonces  es  indispensable 
buscar  el  medio  de  hacer  posible  su  servicio  sin  peligro 

(1)  Sabido  es,  dejia  Gorrilí  en  el  Conírreso  de  1826,  que  la  organiza- 
ción del  ejórcit)  permanente  y  mantenido  ¡\  sueldo  fue  una  invención 
do  la  tiranía,  no  para  atender  á  la  seguridad  exterior  del  Estado  sino 
para  subyugará  los  ciudadanos.  . .  .  Recorramos  las  desgracias  de  l5 
años,  y  veremos  que  todas  ellas  han  nacido  do  la  organización  de  los 
ejércitos.    Diario  de  Sesiones,  w  31,  pjgs  31  y  32,  y  n*'32  pág.  9. 

(2)  Véase  El Fcdcralisín ,  XXIV  á  XXVII.  j  tory.  t.  ir,§§  1182.  1186.-. 
Macaulay,  t.  IV,  págs.   10  y  siguientes.— Uatjcmw,  pág.  313.-Grimke, 
t.  II,  p6g.  51.  -Santistkbxn,  Curso  de  derecho  constitiUional,  págs.  88 
y  siguientes.  ." 

La  patria  no  hace  e¡  soldado,  decía  el  general  San  Martin,  para  que 
la  deshon.  e  con  sus  crímenes,  ni  lo  da  armas  para  que  cometa  la  bajeza 
de  abusar  de  estas  venUijas,  ofendiendo  los  ciudadanos  con  cuyo  sncri- 
llcio  se  sostiene:  la  tropa  debe  ser  tanto  más  virtuosa  y  honesta  cuanto 
es  creada  para  conservar  el  orden  de  los  pueb.os,  afianzar  el  poder  de 
las  leyes,  y  dar  fuerza  al  gobierno  para  ejecutarla,  y  hacerse  respetar 
de  los  malvados,  que  sarian  más  insolentes  con  el  mal  ejemplo  délos 
militares:  á  proporción  de  loi  grandes  flnes  á  que  son  ellos  destinados, 
se  dictaron  penas  para  sus  delitos.»  Zinny,  EJemcridog rafia,  pág.  19^. 
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para  la  libertad.  «En  el  estado  actual  de  nuestro  país, 
decía  Russell,  hablando  de  la  Inglaterra,  no  es  cierta- 
mente imposible,  pero  extremadamente  improbable,  que  un 
ejército  permanente  destruya  nuestras  libertades.  Sin  em- 
bargo, no  es  menester  concluir  que  porque  no  son  un 
peligro  para  nuestras  libertades,  como  las  tropas  de  Ma- 
rio ó  de  César,  6  porque  no  amenacen  convertirse  en  un 
instrumento  servil  para  crear  el  absolutismo,  los  ejércitos 
permanentes  no  deban  alarmar  razonablemente  á  los  ami- 
gos de  la  Constitución.»  (1) 

El  Dr.  Agtlero,  parecía  creer  que  bastaba  que  el 
ejército  dependiese  de  la  autoridad  solamente,  para  que 
sus  peligros  desaparecieran.  vEn  un  Estado,  decía,  rio 
debe  haber  más  ejército  que  aquel  que  depende  de  la 
autoridad,  porque  la  autoridad  sola  del  Estado,  es  la  que 
debe  cuidar  y  encargarse  de  la  defensa  y  seguridad  ge- 
neral de  cada  uno  de  los  pueblos  y  provincias  que  lo 
componen».  (2) 

Buscando  la  solución,  Líeber  ha  creido  encontrarla 
en  el  número  de  plazas  del  ejército,  y  ha  dicho  :  « Los 
ejércitos  peimanentes  en  donde  quiera  que  son  necesa- 
rios (y  al  presente  son  necesarios  así  como  muy  preferi- 
bles á  la  milicia  de  la  edad  media),  deben  ser  tan  peque- 
ños como  sea  posible,  y  depender  completamente  de  la 
legislatura  para  su  existencia.  Ejércitos  permanentes  como 
los  que  vemos  en  los  diferentes  países  del  continente  eu- 
ropeo, son  absolutamente  incompatibles  con  la  libertad 
civil  por  su  espíritu,  número  y  costos.  (3) 

Russell  encuentra   el  medio  de  contrarrestar  el  poder 

(l;  Essai  sur  Vhistoirc  du  f/our.crncmcnt. 

(2)  Diario  (le  Sesiones  del  Congreso  de  1826,  núin.  72,  plxg.  11. 

(S)  La  libertad  ciril    y  el  gobierno  propio,  t  I,  pág.  131. 
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de  los  ejércitos  permanentes,  ó  más  bien  de  evitar  sus 
peligros  en  la  división  de  los  poderes,  en  la  intervención 
de  la  opinión  pública,  y  en  reducirlo  á  un  número  relati- 
vamente limitado.  «El  verdadero  peligro  sería,  dice,  que 
todo  el  gobierno,  es  decir,  el  conjunto  de  las  tres  ramas,  el 
rey,  los  lores  y  los  comunes,  reposase  sobre  el  poder  mi- 
litar... La  constitución  inglesa  provee  i-emedios  contra  los 
abusos,  y  estos  remedios  consisten  en  que  el  mecanismo  del 
Estado  sea  ventilado,  y  esclarecido  en  todas  sus  ruedas 
por  el  aire  y  por  la  luz  d:  la  opinión  pública...  En  tanto 
que  la  cifra  de  nuestra  tropa  no  llegue  más  allá  de 
lo  que  es  indispensable  para  las  guarniciones  de  nuestras 
plazas  fuertes,  y  para  formar  cierto  núcleo  en  caso  de 
guerra,  las  generalidades  que  se  podrán  alegar  contra 
la  existencia  de  un  ejército  permanente  no  constituirán 
sino  un  conjunto  de  declamaciones  pueriles,  pero  cuando 
se  trate  de  elevar  el  número  en  tiempo  de  paz  en  la  mis- 
ma proporción  de  los  ejércitos  de  las  potencias  euro- 
peas, cuando  se  diga  que  el  acrecentamiento  de  la  po- 
blación hace  necesaria  la  existencia  de  un  gran  ejército, 
habrá  llegado  el  momento  de  despertarse  y  arrojar,  antes 
que  sea  demasiado  tarde,  el  inmenso  peso  de  un  gobierno 
militar.»   (1)  \ 

Creemos  con  Russell  que  en  general  concurren  dife- 
rentes circunstancias  que  es  necesario  tener  en  cuenta. 
Mientras  el  ejército  dependa  del  gobierno,  y  las  tres  ra- 
mas funcionen  regularmente  y  reciban  sus  inspiraciones  de 
la  opinión  pública,  difícilmente  los  peligros  se  presentarán, 
tanto  más  cuanto  que  su  número  nunca  podría  ser  bas- 
tante para  ahogar  la  opinión  de  un  pueblo  que  fuera  hos- 
til á  las  ideas  que  pretendiera  representar. 

(I)  Essai  ser  Vliistoirc  du  gonccrncmení,  pá;?s.  2r>0,  2'»2  y  253. 
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Sin  dada  con  las  instituciones  libres  los  peligros  no 
pueden  ser  lo  que  fueron  ó  son  bajo  los  gobiernos  absolu- 
tos, desde  que  en  aquellas  se  busca  la  mayor  inteiTen- 
cion  posible  del  pueblo,  y  en  éstos  sólo  la  voluntad  y 
el  interés  del  soberano,  de  modo  que  si  en  los  unos  el  ejér- 
cito puede  servir  fácilmente  de  elemento  de  opresión, 
en  los  otros  más  bien  puede  servir  de  elemento  de  anar- 
quía. 

El  mecanismo  del  gobierno,  funcionando  en  tres  ramas 
principales,  cada  una  de  las  cuales  conserva  una  parte  del 
poder  gubernamental,  hace  difícil  el  manejo  exclusivo  de  la 
fuerza  pública  ;  y  para  que  el  Poder  Ejecutivo  que  la 
manda  pueda  dominar  en  ella  y  restringir  las  libertades  de 
los  ciudadanos,  es  indispensable  que  principie  por  supri- 
mir todo  ese  mecanismo,  por  absorver  todas  las  facultades 
propias  de  los  demás  poderes,  y  atribuirse  las  facultades 
extraordinarias,  es  decir,  someter  el  Estado  al  régimen  fu- 
nesto délo  arbitrario. 

¿  Es  posible  que  los  tres  poderes  se  pongan  de  acuerdo 
y  se  conviertan  en  un  elemento  de  opresión,  contrariando 
los  fines  de  su  institución?  ¿  Puede  haber  una  uniformidad 
tal  que  impida  el  control  del  elemento  popular,  suprimido 
por  el  poder  del  ejército  ?  Tal  situación  cabe  en  lo  posi- 
ble, aunque  no  sea  probable.  Los  partidos  personales,  y 
que  no  tienen  una  bandera  de  principios,  pueden  llegar  has- 
ta allí,  haciendo  del  gobierno  un  monopolio,  y  de  los  re- 
sortes de  gobierno  una  barrera  para  impedir  que  lleguen 
hasta  el  poder  los  demás  elementos  de  otros  partidos  que 
pueden  ser  ó  no  igualmente  personales,  pero  que  tienen 
derecho  á  gobernarse. 

Es  necesario  precaverse  contra  esta  posible  situación 
provocada  por  la  fuerza  pública  organizada  de  una  manera 
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permanente.  Si  no  se  ha  de  hacer  el  servicio  obligatorio, 
como  en  Suiza,  y  ha  de  existir  aquella,  no  hay  otros  me- 
dios preventivos  que  reducir  ó  limitar  el  número  á  lo  nece- 
sario para  los  servicios  que  debe  atender,  y  tratar  de  con- 
servarla, si  bien  desligada  de  los  intereses  personales  de  los 
círculos  y  partidos  políticos,  en  las  aspiraciones  populares, 
sintiendo  sus  palpitaciones  nobles  y  generosas. 

En  la  República  Argentina,  y  sobre  todo,  en  tal  situación 
debería  conservarse  el  ejército.  Su  pequeño  número  en 
relación  á  los  servicios  que  se  exigen,  desde  que,  pasadas 
las  nubes  que  oscurecen  nuestra  política  exterior,  nada 
habrá  que  obligue  á  mantener  ejércitos  numerosos,  si- 
guiendo el  funesto  ejemplo  de  los  Estados  europeos 
una  vez  que  todos  los  Estados  sudamericanos  no  cam- 
bien el  sistema  militar  seguido  hasta  aquí,  que  es  el 
único  conveniente,  y  que  evitará  arrancar  al  trabajo  los 
escasos  brazos  de  nuestras  poblaciones,  y  consumir  ingentes 
sumas  en  armamentos  en  vez  de  emplearlas  en  la  explota- 
ción de  las  inmensas  riquezas  de  nuestro  suelo.  Aislarlo 
de  la  política  militante  y  estrecha  de  nuestros  partidos,  para 
impedir  la  disolución  y  la  anarquía,  que  ha  sido  en  todo 
tiempo  la  barrera  á  nuestro  progreso,  y  el  germen  del  atra- 
so y  de  la  ignorancia,  por  los  odios  levantados  en  genera- 
ciones enteras,  y  por  el  despilfarro  desmoralizador  de  las 
rentas  públicas,  tanto  más  de  economizarse,  cuanto  más 
escasas.  (1) 

(1)  Blackstone  cree  que  para  evitar  estos  peligros  seria  conveniente 
licenciar  soldados  para  enrolar  otros,  y  «establecer  así  entre  el  ejér- 
cifo  y  el  pueblo  una  especie  de  circulación,  que  formaría  un  vinculo 
más  intimo  entre  el  ciudadano  y  el  soldado  t  (Comcníaire,  t.  2%  pági- 
na 15.)).  Pero  Christian,  su  anotador,  cree  lo  contrario:  «la  experien- 
cia ha  probado,  dice,  que  el  enemigo  más  formidable  que  el  pueblo  in- 
glés tiene  que  someter,  es  la  licencia  desenfrenada  de  sus  ultimas  cla- 
ses.  Es  menester  cuidar  deque  los  soldados  no  se  familiaricen  con  la 
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Fuera  de  estas  especialidades  y  aún  por  ellas  es  necesa- 
rio algo  más:  una  organización  que  coloque  el  ejército 
en  una  situación  diferente  á  las  demás  partes  del  mecanis- 
mo gubernamental,  ya  por  su  composición,  ya  por  las  le- 
yes que  deben  gobernarle,  de  modo  á  contenerlo  ante  la 
sociedad  desarmada,  y  darle  la  unidad  y  dirección  que  la 
ejecución  de  las  órdenes  requiere. 

«Conveniente  ha  sido  mantener  cierto  número  de  hom- 
bres armados  en  previsión  del  peligro;  pero  como  esta  fuer- 
za, que  así  se  llama  la  masa  de  gente  armada,  sería  un  peli- 
gi'o  para  la  sociedad  que  permanece  desarmada,  si  pudiese 
usar  contra  ella  de  las  armas  mortíferas  que  maneja,  ha 
sido  necesario  darle  una  organización  tal,  que  el  peligro 
sea  mayor  para  el  mismo  hombre  armado,  si  vuelve  contra 
su  propio  país  las  armas  que  en  sus  manos  se  pusieron  sólo 
para  repeler  al  enemigo  exterior.  Hé  aquí  el  origen  y  la 
necesidad  de  las  leyes  militares,  que  son  la  salvaguardia 
de  las  leyes  civiles,  fundadas  estas  en  la  justicia,  en  la 
conveniencia  aquellas.  El  que  tiene  en  sus  manos  una  ar- 
ma por  conveniencia  pública,  tiene  que  ser  despojado  de 
ciertos  derechos,  á  fin  que  la  masa  llamada  ejército  obre 
como  cualquier  otra  fuerza  material  con  el  fin  de  triunfar 
ó  vencer  resistencias, 

«Estas  leyes  las  crearon  los  romanos  ala  par  de  las  le- 
yes civiles  que  aseguraban  á  cada  uno  el  goce  de  sus  dere- 
chos. Los  romanos  no  admitían  en  sus  ejércitos  sino  á  los 
ciudadanos  libres  de  manera  que,  habiendo  guerra,  el  mis- 

genledel  pueblo  en  las  grandes  ciudades,  de  temor  de  que  estén  dis- 
puestos más  que  ú  reprimirlos  á  tomar  parto  en  las  conmociones  »  Loe. 
cit.,  nota  I. 
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mo  ciudadano  pasaba  de  un  sistema  de  legislación  funda- 
do en  la  conveniencia  de  todos.  Aquellas  justas,  estas 
necesarias.  Estas  diferencias  las  expresaban  con  dos  axio- 
mas: Ínter  armas  silent  leges,  por  las  civiles,  necesitas  care^ 
leges,  por  la  necesidad  de  triunfar  del  enemigo:  pudiendo  y 
debiendo  ser  los  derechos  individuales  obstáculo  al  triun- 
fo de  las  armas,  callan  estos  ante  la  necesidad  de  triun- 
far.» (1) 

Pradier  Foderé  y  Faure,  comentando  el  Código  de  Jus- 
ticia Militar  de  la  Francia,  y  refiriéndose  á  la  jurisdicción 
militar,  dicen:  «Se  aceptan  estas  leyes  severas  á  título  de 
necesidad,  pero  no  se  hace  generalmente  una  idea  clara  de 
su  justicia  por  falta  de  reflexión.  La  criminalidad  de  las 
acciones  no  se  mide  exclusivamente  por  la  intención  y  por 
la  perseverancia,  sino  también  por  los  peligros  que  hacen 
correr  al  poder  y  á  la  sociedad.  Tal  acto  que  no  tendría 
gravedad  y  sería  casi  indiferente  en  la  vida  ordinaria,  pue- 
de tener  en  el  ejército  consecuencias  funestas.  El  militar 
no  ha  podido  bajo  ningún  concepto,  hacerse  ilusión,  pues 
está  advertido  á  cada  momento  de  la  extensión  de  i*us  de- 
beres, de  los  intereses  que  pondría  en  peligro  faltando,  de 
la  pena  casi  siempre  terrible  que  le  espera.  La  ley,  tratán- 
dolo como  un  gran  culpable,  busca  protección  parala  socie. 
dad,  satisface  las  necesidades  del  ejército,  y  se  muestra 
justa  y  humana  hasta  en  sus  rigores. »  (2) 

La  organización  excepcional,  la  disciplina  rigorosa,  y 
todas  las  precauciones  que  la  sociedad  ha  tomado,  tienen, 
pues,  una  razón  de  ser  fundamental  en  previsión  de  su  pro- 

(1)  Sarmiento,  De  las  necesidades  humanas  y  de  sus  medios  de  defensa. 
Artículo  publicado  en  La  Tribuna  del  22  de  Abril  de  1875.  H especio  ii 
los  axiomas  que  so  invocan,  hemos  dicho  algo  al  iniciar  esta  sección, 
y  excusamos  aquí  examinar  su  exactitud. 

(1)  Commentaire  sur  le  codo  Jusíice  milHairc^  pág  .22. 
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pia  conservación  (1),  ya  que  exigencias  de  otro  orden  las 
requieren,  exigencias  que  hasta  hoy  no  han  podido  ser  de- 
satendidas; y  la  ley  militar  que  es  su  forma  externa,  no 
es  otra  cosa,  que  la  regla  prescripta  por  una  Nación  para  el 
gobierno  de  sus  fuerzas  militares.  (2) 

Todos  los  pueblos  civilizados  han  aceptado  estas  conclu- 
siones, y  han  establecido  la  ley  militar  como  una  necesi- 
dad social,  dictando  códigos  especiales  que  contienen  todas 
las  previsiones  posibles  para  atender  las  necesidades  que 
crean  la  existencia  de  fuerzas  armadas  en  su  propia  garan- 
tía, y  en  garantía  de  la  sociedad.  (3) 

No  necesitamos  examinar  los  Códigos  militares;  pero  sí 
recordaremos  su  introducción  en  Inglaterra  por  las  especia- 
lidades  que  le  caracterizan,  en  Estados  Unidos  por  su  rela- 
ción con  las  instituciones  políticas,  y  en  la  República  Ar- 
gentina por  la  aplicación  que  exijen. 

Inglaterra  había  creado  un  ejército  permanente,  y  este 
ejército  no  solamente  carecía  de  reglas  especiales,  de  acuer- 
do con  sus  necesidades  y  su  organización,  sino  que  en  tiem- 
pos de  paz  la  ley  no  establecía  diferencia  entre  un  soldado  y 
cualquier  otro  ciudadano. 

Jacobo  II  (4)  sintió  el  vacío  á  este  respecto  puesto 
que,  aunque  en  el  reinado  de  Carlos  I  la  falta  no  se 
había  notado,  los  tiempos  habían  cambiado:   el   soldado 

(1)  «Los  yerros  que  los  ornes  fozen  en  la  guerm  son  mns  peligrosos,» 
decía  In  Partida  2  en  el  proemio  al  titulo  28;  y  las  ordenanzas  milita- 
res refiriéndose  ú  los  consejos  de  guerra  dicen  que  son  estnblecidos 
•  pora  que  las  tropas  se  contengan  en  aquella  exacta  obedieneia  y  dis- 
ciplina m-litarquc  conviene.»  (Trat.  8,  Ift.  5,  arta  1.) 

(2)  FiELD,  OiUlims,  arl.  7l8.— Kent,  Com  ,  t.  I,  pág.  362 

(3)  Pradier  KoDERi:  y  Faure,  Com,,  pág.  21. 

(i)  L<»RD  CocKUBRN,  justícia  moyor  de  Inglaterra.  i:a  he'ho  un  aná- 
lisis lijero  y  claro  dó  la  ley  militar  desdo  los  tiempos  mes  remotos. 
Véase:  Charr/n  qítUc  Cliiof  justic  of  Engfand  lo  thc  grarifl  Jnrt/,  in 
tUe  cuse  cj  lite  Quecn   afjainst  Nels^n  and  Hr^nd,  pág.  80. 
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no  era  retribuido,  como  entonces,  y  para  mantener  la 
disciplina,  era  necesario  recurrir  á  una  mayor  severidad 
en  el  castigo.  Entre  la  alternativa  de  la  disolución  del 
ejército,  6  de  persuadir  á  los  jueces  de  que  la  ley  auto- 
rizaba tales  castigos,  se  resolvió  por  lo  último,  y  no  pu- 
diendo  conseguirlo  de  los  jueces  existentes  se  cambió  el 
personal  llevando  á  las  dos  grandes  Cortes,  la  del  Banco 
del  Key,  y  la  de  asises  de  Londres,  hombres  ignorantes 
y  corrompidos.  (1) 

Pero  más  tarde  Jacobo  II  fué  destronado  teniendo, 
que  salir  del  país,  no  obstante  el  apoyo  decidido  de  la 
Francia.  El  ejército  quedó  al  servicio  del  Parlamento, 
puesto  que  se  había  establecido  como  un  principio  que 
era  por  su  voluntad  que  existía,  á  pesar  de  que  al  rey 
correspondía  su  mando  y  la  conservación  de  la  discipli- 
na;  y  un  día  se  sublevaron  siendo  Ipswich  el  teatro  del 
motín  militar,  y  causando  así  un  gran  escándalo,  que 
venía  á  hacer  más  odiosa  su  permanencia,  tan  comba- 
tida cuando  aún  no  se  habían  presentado  estos  ejemplos 
(2)  «El  peligro  paia  las  libertades  inglesas  fué  inmenso, 
dice  Sarmiento,  pero  la  energía  del  Parlamento  fué  bas- 
tante para  apartarlo;  en  una  sola  sesión,  bajo  la  inspi- 
ración del  santo  amor  á  la  libertad,  el  Parlamento  san- 
cionó the  mutin  y  law,  la  ley  del  motín,  creando  los  con- 
sejos de  guerra,  y  aplicando  sin  remisión  la  pena  de 
muerte  á  los  militares  amotinados,  dando  origen  á  la 
jurisdicción  militar  en  Inglaterra.  í^   (3) 

Considerando,  dice  esta  ley  en  su  preámbulo,  que  le- 
vantar ó  conservar  un  ejército  permanente  en  el   reino 

(1)  Macaulay,   Hisioirc  d'Angleterre,  t.  1,  pógs.  56  6  58. 

(2)  FiSHEL,  t.  T,  p;ig.  292. 

(3)  De  las  sociedades  humanas  y  de  sus  medios  de  dqfcnsa» 


LA  LEY  MILITAR  Y  LA  LEY     MARCIAL  109 

unido  de  la  Gran  Bretaña  y  de  Irlanda,  en  tiempo  de 
paz,  á  menos  que  no  sea  con  el  consentimiento  del  Par- 
lamento, es  contra  la  ley ;  y  considerando  que  se  ha  juz- 
gado necesario  por  su  magestad  y  este  Parlamento,  que 
un  cuerpo  de  ejército  subsista  para  la  seguridad  del 
reino  unido,  la  defensa  de  las  posesiones  de  la  corona 
de  su  magestad,  y  la  conservación  del  equilibrio  de 
los  poderes  en  Europa ;  y  que  el  mismo  total  de  fuer- 
za consiste  en...  hombres;  y  considerando  que  ningún 
hombre  puede  ser  expuesto  en  su  vida,  ó  sometido  en 
tiempo  de  paz  á  ninguna  expecie  de  castigo  en  este 
reino  por  la  ley  marcial,  ó  de  alguna  otra  manera  que 
por  el  juicio  de  sus  iguales,  y  según  las  leyes  conocidas 
y  establecidas  de  este  reino ;  sin  embargo,  á  fin  de  man- 
tener todas  las  fuerzas .  mencionadas  en  su  deber  y  que  una 
exacta  disciplina  sea  observada,  que  los  soldados  que 
se  amotinen,  cometan  sedición  ó  deserten  el  servicio  de 
su  magestad,  ó  sean  culpables  de  crímenes  ú  ofensas  en 
perjuicio  del  buen  orden  y  de  la  disciplina  militar  sean 
sometidos  á  un  castigo  más  ejemplar  y  más  rápido 
que  por  las  formas  comunes  de  la  ley.  Se  decreta,  en  con- 
secuencia...:^ En  seguida  declara  que  el  soberano  puede 
formular  artículos  de  ff tierra  para  el  gobierno  del  ejér- 
cito, pero  que  nadie  será  sometido  á  ellos,  si  no  son 
los  soldados  designados  en  la  ley;  é  indica  en  fin,  el  pro- 
cedimiento del  juicio,  los  hechos  á  que  son  aplicables 
sus  disposiciones,  y  el  castigo  que  cada  uno  de  ellos 
merece.  (1) 

Esta  ley  fué  dictada  por  un  año,  tan    dificil  era    do- 
minar las   prácticas  aceptadas,  no  obstante  el  caso    que 

(1)  Franqulville.  pág.  3iS.— Fishel,  t.  I,  pág.  2)2. 
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daba  lugar  á  tales  medidas ;  pero  en  el  año  siguiente  la 
prorogaron,  conservándose  hasta  hoy,  en  que  se  ha  re- 
ducido á  una  fórmula  que  el  Presidente  somete  al  Par- 
lamento en  su  primera  sesión,  y  con  una  votación  unánime, 
sin  debate,  se  pasaá  la  orJsn  dil  día.  (1)  Sin  embargo, 
ella  ha  tenido  sus  opositores,  ya  por  aversión  á  los  ejér- 
citos permanentes,  ya  por  considerarla  como  un  peligro  á 
la  libertad,  colocando  el  soldado  fuera  de  la  common  hiWy 
y  acostumbrándolo  á  una  obediencia  pasiva  peligrosa  para 
el  derecho  de  los  demás  que  puede  pretender  colocar  en 
igual  circunstancia,  ya  porque  es  delegar  en  el  poder  del 
soberano  un  poder  discreccional  de  la  legislación  ;  la  pri- 
mer protesta  tuvo  lugar  en  1717,  repitiéndose  en  1721 
y   1732.  (2) 

Los  Estados  Unidos  reconocen  variar  fuentes  de  le- 
gislación milliar:  1*  los  estatutos  del  Congre^^o,  que 
comprenden  las  reglas  y  artículos  de  guerra,  los  reglamen- 
tos generales,  y  los  reglamentos  de  cadetes;  2*  las  órde- 
nes del  ejército;  3*  los  usos  de  guerra. 

Cuando  en  Mayo  de  1775  el  Congreso  continental  se 
reunió  en  Filadelfia  y  ordenó  la  organización  de  un  ejército, 

(1)  LnMey  (Muiiny  Act)  durn  en  toda  lo  Gran  Bretaña  dasde  el  25  de 
Abril  de  nn  año  é  la  misma  fecha  del  siguiente  año;  en  Irlanda,  Jer- 
sey, Guernesey,  Alderney,  i^ark  y  Man,  do  Mayo  n  Mayo;  en  Gibraltar 
y  el  Medilcrráneo,  E-^paña  y  Portugal,  de  Agosto  á  Agosto;  en  las  de- 
más portes  do  Europa  donde  estón  en  «ervicio  fuerzas  británicas,  en 
las  Indias  Occidentales  y  en  América,  de  Setiembre  ú  Setiembre;  en 
el  CaL^o  do  Buena  Esperan/.a,  la  Isla  de  Francia  y  sus  dependencias, 
Santa  Elena  y  la  cosía  occidental  de  África,  de  Enero  á  Enero;  en  otros 
lugares  de  Fenrero  á  Febrero;  pero  no  obstante  estas  fechas,  por  una 
dir^posición  introducida  en  la  ley  de  1729  {Mutiny  act  of  1829)  se  halla 
rn  vigor  en  las  fuerzas  que  se  encuentran  en  los  mares,  desde  y 
después  do  su  recibo  y  promulgación  en  las  ordenes  generales,  Ba- 
KKR,  Notas  á  Halledcj  i   I,  pág.  502. 

(2)  FiscHEL,  t.  I,  págs.  292  y  siguientes.— Macaulay,  Histoirc  du  rcV/- 
ncdcGuillaumc  ni,  t.  IV,  pág.  26.--Franqueville,  p6g.  348— Menche 
DE  LoisNE,  póg.  2U5.— Blackstone,  t.  H,  pág.  159. 


LA  LEY  MILITAR   Y  LA  LEY    MARCIAL  111 

se  hizo  indispensable  dictar  reglas  para  el  gobierno  de  esta 
fuerza,  y  familiarizados  sus  miembros  con  el  Código  militar 
inglés,  él  fué  adoptado  como  modelo,  promulgándose  en  30 
de  Junio  en  sesenta  y  nueve  artículo 5,  con  algunas  peque- 
ñas modificaciones,  que  más  tarde  fueron  adicionadas  con 
nuevas  disposiciones. 

En  este  estado,  y  teniendo  como  antecedente  la  dispo- 
sición del  artículo  9^  de  la  Confederación,  se  promulgó  la 
constitución  definitiva,  que  dispone  en  su  inciso  14,  sec- 
ción 8%  artículo  P,  que  es  facultad  del  Congreso  «formar 
ordenanzas  iíslys^  el  gobierno  y  arreglo  de  las  fuerzas 
marítimas  y  terrestres»;  lo  que  se  consideró  en  la  Con- 
vención como  una  consecuencia  de  la  facultad  general 
para  levantar  tropas  y  mantenerlas,  no  dando  por  lo 
tanto  lugar  á  discusión.  (1) 

En  1789  los  artículos  de  guerra  fueron  reconocidos 
y  adaptados  á  la  nueva  Constitución  por  el  primer  Con- 
greso; y  con  agregados  y  aclaraciones  en  1806  y  1874, 
están  vigentes  hasta  hoy.  Pero  el  reglamento  general 
fué  proyectado  en  1813  por  el  Ministro  de  la  Gue- 
rra,^  y  sancionado  por  el  Congreso  en  1816;  y  aunque 
en  1R21  se  aprobó  el  sistema  preparado  por  el  General 
Scott.  al  siguiente  año  se  volvió  al  de  1816,  ocupán- 
dose nuevamente  el  Congreso  de  estas  materias  en  1866 
y  en   1875.  (2) 

En  las  sesiones  de  1878  fueron  sancionadas  por  el 
Congreso  nuevas  agrega  iones,  prescribiendo  que  todas 
las  órdenes  de  Presidente  al  ejército  debían  ser  dii-igidas 
por   medio    del   general,  el  que   debía   tener   su  cuartel 

(Ij  Vénsc:  Story,  t.  II,  §  ll9t.--CüRTis,  pág.  299  — Pomkroy,  §  467. 

(2)  Véase,  Rollin  A  Ices  a  trcatrise  on  militar^  law^  pAgs.  16  y  si- 
guientes, en  que  se  esplica  las  diferentes  partes  de  la  legislación  mili 
tar  omcricnnn. 
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general  en  Washington.  El  estatuto  fué  objetado  por  el 
Presidente  en  sus  dos  partes,  como  limitaciones  á  sus 
facultades  de  Comandante  en  Jefe.  Creo  con  Pomeroy 
.que  en  su  primera  parte  en  nada  alteran  el  poder  del 
Presidente,  pues  solamente  regulan  la  manera  como  las 
ordenes  serán  trasmitidas;  pero  no  así  en  la  segunda,  pues 
le  impide  la  libre  disposición  de  las  fuerzas  con  arreglo 
á  su  propio  criterio,  pudiendo  llegarse  en  este  camino 
hasta  la  supresión  de  sus   facultades  á   su  respecto.  (1) 

La  revolución  de  1810  encontró  á  la  República  Argen- 
tina con  toda  la  organización  que  la  España  había  querido 
establecer,  ya  sea  por  su  legislación  general,  ya  por  la 
especial,  comunicada  á  la  Audiencia  ó  establecida  en  la 
racopilación  que  se  ha  llamado  Leye^  de  Indias, 

En  esta  situación,  fué  regla  general,  desde  los  primeros 
pasos  que  debían  conducir  á  la  independencia  completa, 
que  quedaba  en  vigencia  todo  aquello  que  no  fuese  ex- 
presamente derogado  ó  que  las  nuevas  instituciones  no 
hicieran  de  imposible  aplicación;  y  esta,  fué  regla  de  toda 
la  América  española,  hasta  quo  nuevas  instituciones  y 
nuevos  Códigos  vinieron  á  reemplazarla. 

La  España  tenía  sus  Ordenanzas  tanto  para  los  ejér- 
citos de  tierra,  como  para  la  armada,  y  así  como  siguió 
la  legislación  común  rigiendo  todas  las  relaciones  de  la 
vida  civil,  así  también  los  ejércitos  de  la  República  que- 
daron regidos  por  aquellas,  con  las  modificaciones  consi- 
guienies  al  nuevo  orden  de  cosas,  y  á  las  necesidades 
del  momento. 

La  Constitución  de  1853  deslindó  las  atribuciones  á 
este  respecto,  y  estableciú  como  facultad  del  Congreso, 
el  determinar  ó  « fijar  la  fuerza  de  línea  de  tierra  y  de 

(2)  Vcnáe,   POMKROY,  §  i71. 
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mar  en  tiempo  de  paz  y  guerra :  y  formar  reglamentos 
y  ordenanzas  para  el  gobierno  de  dichos  ejércitos »;  (1) 
pero  nada  se  ha  adelantado  en  cuanto  á  la  reglamen- 
tación misma. 

Hasta  hoy  se  han  nombrado  diferentes  comisiones  para 
redactar  un  Código  militar,  usando  de  la  facultad  acordada 
por  la  disposición  citada ;  pero  no  se  han  expedido  y  todo 
permanece  en  el  mismo  estado.  Las  ordenanzas  españolas 
rigen  nuestros  ejércitos  de  mar  y  tierra,  y  la  jurisdicción 
militar  se  regula  por  sus  prescripciones,  que  algunas  leyes 
especiales  han  alterado  en  sus  detalles.  (2) 

Sin  embargo,  la  reglamentación  de  la  jurisdicción  mi- 
litar y  de  la  penalidad  es  facultad  concurrente  entre  la 
Nación  y  las  Provincias,  y  bien  han  podido  éstas  ocu- 
parse de  ella  ya  que  aquella  no  lo  hacía.  Si  las  Pro- 
vincias no  tienen  ejércitos,  ni  manejan  tropas  da  línea, 
tienen  no  obstante,  milicias  ó  guardias  nacionales,  y  ya 
sea  que  se  deban  emplear  éstas  en  servicio  de  la  Nación, 
ya  en  servicio  de  las  Provincias,  es  indispensable  que 
su  disciplina  se  mantenga  por  la  ley  militar. 

Así  lo  han  entendido  las  Constituciones  de  algunas 
Provincias ;  y  así  lo  dice  la  de  Buenos  Aires  en  su  ar- 
tículo 201 :  «La  Legislatura  determinará  los  delitos  ó 
faltas  de  que  deben  conocer  estos  tribunales  y  las  penas 
que  deben  aplicarse,  sugetándose  á  lo  que  determinan 
las  leyes  nacionales,  y  pudiendo  únicamente  establecer  lo 
que  creyese   conveniente  sobre  los   puntos  no  legislados 

(1)  Inciso  23,  articulo  07. 

(2)  Los  códigos  militares  se  han  dictado  en  6  de  Diciembre  de  1894, 
abarcando  la  organización  de  la  justicia,  el  procedimiento  y  las  penas 
por  delitos  militares.    E^tún  sometidos  actualmente  á  revisación. 
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por  la  Nación,  y  en  tanto  que  esta  no  lo  hiciere».  (1) 
Pero  si  sobre  esto  no  paede  haber  duda,  puesto  que 
tal  es  la  índole  de  las  facultades  concurrentes  en  nuestro 
mecanismo  constitucional,  recordaremos  aquí  lo  que  afir- 
mamos antes  al  ocuparnos  de  las  milicias,  y  es  que,  la 
facultad  debe  entenderse  en  el  sentido  de  que  dictado, 
por  las  autoridades  nacionales,  el  Código  militar,  las 
Provincias  tienen  el  derecho  de  completarlo  en  todo  aquello 
que  haya  omitido,  pudiendo  por  leyes  especiales  hasta 
reglamentar  sus  disposiciones,  siempre  que  no  se  altere 
la  disciplina  prescrita.  (2) 

SECCIÓN  2^ 

LA    LEY    MARCIAL 


Hemos  visto  que  la  ley  militar  tiene  su  aplicación  á 
la  organización  del  ejército,  tanto  en  tiempo  de  paz  como 
en  tiempo  de  guerra,  y  su  severidad  no  puede  ser  dis- 
cutida, bajo  el  punto  de  vista  de  la  conveniencia,  desde 
que  el  régimen  excepcional  á  que  se  encuentra  aquel 
sometido,  requiere  también  una  legislación  adecuada. 

(1)  AHiculo201. 

(2)  El  Estado  de  Nueva  York  en  Jos  Eslados  Unidos,  reunió  en  un 
Código  todas  sus  leyes  militares  en  1870,  llamándole  i  Enrolamiento  de 
la  milicia,  organización  de  la  Guardia  Nacional  y  de  la  defensa  püblicat. 
En  1878,  por  una  extensa  ley  de  18  de  Mayo,  introdujo  algunas  modifi- 
caciones. Sabemos,  no  obstante,  que  los  Estados  Unidos  Uenen  sus  le- 
yes militares,  y  que  á  este  respecto  las  disposiciones  de  los  incisos  23 
y  24  del  artículo  67,  son  idénticas  á  los  incisos  12  á  16,  sección  8",  ar- 
tículo 1»  de  la  Constitución  de  aquellos.  Véase:  Ánnuairc  dclégislatión 
(itrangérCf  t.  VIII,  página  695. 
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Sin  embargo,  producida  la  guerra,  empezadas  las  hos- 
tilidades y  esas  luchas  sangrientas  que  las  pasiones 
enardecen,  y  convertidas  las  naciones  en  grandes  campa- 
mentos, en  los  que  sólo  se  escucha  el  ruido  de  las  armas,  y 
cuando  la  necesidad,  la  salvación  del  ejército,  deteiminan 
las  reglas  de  conducta,  suavizadas  por  los  deberes  de 
humanidad,  en  este  caso,  decimos,  se  presenta  una  nueva 
situación  para  los  que,  sin  las  armas  en  la  mano,  per- 
manecen en  los  lugares  del  combate  y  de  las  operaciones 
militares :  la  ley  marcial  se  levanta,  y  dominando  el  con- 
junto de  las  relaciones  políticas  y  civiles,  se  impone  sin 
distinción  de  clases  y  de  personas,  por  la  guerra  y  en 
virtud  de  la  guerra. 

¿Pero  qué  se  entiende  por  ley  marcial?  ¿Cuál  es 
su  alcance,  cuál  su  interpretación V  ¿Qué  autoridad  la 
ha  constituido  para  dominar  todos  los  intereses  y,  ejer- 
ciendo su  omnímoda  voluntad,  imponerse  sin  regla  íija, 
sin  procedimiento  determinado? 

Pocas  materias  del  derecho  público  se  prestan  á  tantas 
dudas  y  vacilaciones,  como  todo  lo  que  se  refiere  á  la  ley 
marcial,  desde  su  nombre  mismo  hasta  la  extensión  de 
las  facultades  que  encierra  para  los  poderes  que  la  aplican, 
y  los  efectos  que  produce  en  el  mecanismo  de  las  rela- 
ciones políticas  y  civiles  de  todos  los  que  habitan  el 
territorio  del  Estado.  Violenta  en  sus  medios,  inexorable 
en  sus  fines,  y  sin  un  límite  al  ejercicio  de  su  acción, 
ofrece  naturalmente  todas  las  resistencias  de  sus  propios 
y  salientes  caracteres,  desde  que  nadie  se  somete  fácilmente 
á  lo  arbitrario,  y  lo  arbitrario  impuesto  por  la  voluntad 
de  una  persona,  cuyos  errores  y  cuyas  pasiones  pueden 
producir  el  desequilibrio  más  espantoso  en  todas  las  ma- 
nifestaciones sociales. 
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Ni  los  escritores,  ni  la  jurisprudencia,  ni  las  exposiciones 
de  los  hombres  de  Estado,  están  de  acuerdo  sobre  los  ca- 
racteres distintivos  de  la  ley  marcial,  y  las  opiniones  se 
dividen,  desde  la  limitación  ridicula  que  la  convierte  en 
una  entidad  negativa,  hasta  la  extensión  sin  límites  que 
hace  desaparecer  todo  el  organismo  político  y  civil  para 
someterlo  á  su  duro  imperio. 

Ley  de  lucha  y  de  combate,  la  confusión  se  produce, 
desde  el  momento  en  que,  olvidando  sus  antecedentes  y 
su  rol  en  el  momento  del  conflicto,  no  se  distinguen  con 
precisión  las  diferentes  situaciones  en  que  ella  se  impone 
y  se  hace  indispensable.  En  el  Estado  ó  fuera  del  Estado, 
el  mecanismo  de  la  lucha  no  es  el  mismo,  desde  que  las 
leyes  concordantes,  si  son  obligatorias  en  un  caso,  no  io 
son  ó  pueden  no  serlo  en  el  otro,  en  tanto  la  autoridad 
militar  se  encuentra  desligada  para  los  habitantes  del  uno, 
de  los  vínculos  constitucionales  ó  legales  á  que  se  en- 
cuentra sugeta  respecto  del  otro. 

Así,  basta  una  ligera  indicación  para  comprenderlo  con 
claridad  por  el  momento.  Las  limitaciones  que  puede  pro- 
ducir la  ley  marcial,  deben  tener  el  origen  de  la  misma 
ley,  una  agitación,  una  lucha,  una  perturbación  en  el 
mecanismo  social.  ¿  Será  lo  mismo  cuando  se  trata  de  su 
aplicación  á  un  habitante  extraño,  en  territorio  extran- 
gero,  que  cuando  se  trate  de  su  aplicación  á  un  ciudadano 
y  habitante  dentro  de  su  propio  territorio,  y  donde  se 
encuentra  amparado  por  los  mismos  poderes  de  que  ella 
dimana? 

Pero,  basta  por  ahora :  comprobemos  nuestras  anterio- 
res afirmaciones.  Escuchemos  olgunas  opiniones. 

La  ley  marcial,  dice  Pomeroy,  es  la  regla  y  la  autoridad 
militar  que  existe  en  tiempos   de  guerra,  y  es  conferida 
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por  las  leyes  de  la  guerra,  con  respecto  á  las  personas  y 
á  las  cosas  que  se  hallan  l)ajo  y  dentro  del  designio  de 
las  operaciones  militares  activas  para  hacer  la  gnerra,  y 
que  extingue  y  suspende  momentáneamente  los  derechos 
civiles  y  los  remedios  fundados  sobre  ellos,  en  cuanto 
pueda  ser  necesario  para  el  pleno  cumplimiento  de  los  pro- 
pósitos de  la  guerra,  quedando  la  parte  que  la  pone  en 
práctica,  responsable  por  cualquier  abuso  de  la  autoridad 
que  así  se  le  confiere.  Es  la  aplicación  del  gobierno  mi- 
litar, el  gobierno  de  la  fuerza  á  las  personas  y  propiedades 
dentro  del  objeto  de  ella,  según  las  leyes  y  usos  de  la 
guerra,  con  exclusión  del  gobierno  municipal  en  todos  los 
casos  en  que  este  enerve  la  eficacia  de  la  regla  y  acción 
militares.  (1) 

La  ley  marcial,  dice  Lieber,  no  es  otra  cosa  que  el 
ejercicio  de  la  autoridad  militar  conforme  á  las  leyes  y 
á  los  usos  de  la  guerra  (2) ;  Field,  que  es  el  ejercicio 
de  la  voluntad  del  comandante  dentro  de  los  límites  de 
las  leyes  en  tanto  se  ponen  en  conflicto  con  ella  (3) ;  Ti- 
ffany,  que  es  el  poder  de  exigencia  conferido  al  comandante, 
que  suspende  las  funciones  civiles  del  gobierno  por  un 
tiempo  y  en  ciertas  localidades,  siempre  que  la  seguridad 
del  ejército  y  del  Estado  requieran  que  las  operaciones  del 
primero  no  sean  interrumpidas  por  las  trabas  del  procedi- 
miento civil  (4) ;  Whitting,  que  consiste  en  un  Código  de 
reglas  y  principios  que  regulan  los  derechos,  capacidades 
y  deberes,  las  relaciones  sociales,  municipales  é  interna- 

(1)  Municipal  loic,  §  698,  pág.  405. 

(2)  Instrucioncs  para  los  ejércitos  de  los  Eatados  Unidos,  ort.  4. 

(3)  OüTUNES,  art.  724.    En  lo    ñola   con  que  ilustra  esto  disposición, 
expone  algunas  oirds  opiniones. 

(4)  Gobierno  y  derecho  constitucional^  trad.  por  C.  Qüiroga,  págf . 
6S   y  siguiente, 
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cionales  en  tiempo  de  guerra  de  todas  las  personas,  sean 
neutrales  ó  beligerantes  (1) ;  Dosson,  Campbell  y  Wolfe, 
que  es  la  cesación  en  caso  de  necesidad  de  toda  ley 
municipal  y  que  la  necesidad  misma  requiere  su  justifica- 
ción (2);  Pilanson,  la  suspensión  de  todo  derecho  que 
no  sea  la  voluntad  de  los  jefes  militares  encargados  de 
su  ejecución,  que  debe  ejercerse  según  su  juicio,  según 
las  exigencias  del  momento,  de  los  usos  del  servicio, 
sin  reglas  ó  leyes  fijas  y  determinadas,  sin  una  práctica 
definida,  y  sin  estar  limitada  ni  aún  por  las  reglas  de 
la  ley  militar  (3);  Stephen,  que  puede  ser  definida  la 
ley  impuesta  por  el  poder  militar  y  que,  si  existe  en  In- 
glaterra, es  considerándola  como  artículo  de  guerra  (4) ; 
Morin,  que  es  aquella  que  da  al  jefe  de  un  ejército  y 
á  los  delegados  de  éste  poderes  conformes  á  las  leyes 
de  la  guerra,  respecto  del  habitante  mismo  si  es  nece- 
sario, recomendándoles  ejercerlos  con  justicia,  honor  y 
humanidad,  como  lo  quiere  la  guerra  civilizada  (5) ; 
Mitre,  que  es  el  Código  militar  ó  la  competencia  de 
los  tribunales  militares  aplicada  á  los  delitos  comunes 
con  exclusión  de  las  leye?  y  de  los  jueces  ordinarios  ó  na- 
turales (6) ;  y  Moreno,  que  no  es  más  que  el  conjunto 
de  reglas  que  rigen  la  conducta  y  determinan  las  facul- 
tades de  un  beligerante  en  territorio  enemigo,  según  los 
principios  del  derecho  internacional  (7). 

(1)  Poderes  de  guerra,  trod.  por  Kawson.  pág.  212. 

(2)  Cases  and  opinions  in  Constituiionaí  laic  por  Forsyth,  pág.  109. 

(3)  Onmartiat  laic,  pág.  107. 

(4)  New  Commentaries  onlkelaws  of  Englund,  t.  II,  png.  629.  nota  6. 

(5)  Lois  relatiecs  á  la  guerre,  t.  II,  pág.  381. 

(6)  Diario  de  sesiones  de  la  C.  Nacional  de  Senadores,  1869.  pág.  165. 

(7)  Informe  in  coce  ante  la  Corte  Suprema  en  la  cuestión  de  compe- 
tencia en  la  causa  seguida  á  los  revolucionarios  de  Setiembre  de  1874. 
cLa  Nación*  de  29  3Iovode  1876. 
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De  estas  diferentes  definiciones,  cuyo  número  podría 
aumentarse  fácilmente,  se  desprenden  dos  opiniones  que 
obedecen,  sin  duda,  á  sistemas  diversos,  y  que  con- 
ducen á  consecuencias  más  ó  menos  peligrosas,  por  lats 
aplicaciones  que  reciben  según  la  voluntad  del  que  man- 
da un  ejército,  inclinado  generalmente  á  la  severidad. 

Estas  opiniones  son  ; 

1*  La  que  sostiene  que  la  ley  marcial,  no  es  sino  la 
ley  militar  aplicada  á  los  que  no  forman  parte  de  los  ejér- 
citos, pero  que  por  razón  de  la  gueiTa  tienen  que  su- 
frir  su  poder; 

2*  La  que  sostiene  que  la  ley  marcial,  es  la  volun- 
tad del  jefe  del  Ejército,  sin  más  limitación  que  las 
necesidades   de  la  guerra,  y  los  deberes  de  humanidad. 

¿Cuál  de  estas  opiniones  está  en  la  verdad?  ¿Cuál  es 
la  que  se  ajusta  á  los  principios  de  buen  gobierno,  cuál  la 
que  responde  á  las  garantías  de  la  libertad  civil  en  me- 
dio del  desenfreno  de  la  lucha  ? 

La  ley  marcial,  sin  duda,  no  es  sino  el  imperio  del 
poder  militaren  el  estado  de  guerra,  y  hasta  donde  las 
operaciones  militares  y  la  seguridad  misma  de  los  ejérci- 
tos la  reclaman  en  su  aplicación  á  las  cosas  y  á  las  per- 
sonas. Nace  con  la  guerra,  y  está  en  vigencia  y  desarrolla 
todo  su  poder  durante  la  guerra.  Es  la  ley  de  la  guerra 
con  las  limitaciones  que  los  principios  del  derecho  le  im- 
ponen en  el  estado  actual  de  la  civilización. 

Pero  la  guerra  no  es  un  hecho  uniforme,  en  tanto  se 
toma  como  una  contienda  armada  entre  diferentes  agru- 
paciones de  hombres,  y  sus  reglas  varían  según  la  relación 
que  deben  dirigir,  porque  en  ello  consiste  precisamente 
la  armonía  ó  concordancia  de  las  situaciones  que  se  pre- 
sentan ó  se  imponen. 
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La  guerra  entre  Estados  diferentes  y  que  gozan  de 
una  independencia  absoluta,  no  es  lo  mismo  que  la  guerra 
entre  fracciones  de  un  mismo  Estado,  que  reconocen  una 
misma  soberanía  y  que  se  encuentran  ligadas  por  víncu- 
los más  ó  menos  indisolubles,  y  por  eso  en  el  derecho  se 
conocen  con  diferentes  nombres.  El  hecho  es  el  mismo  : 
la  lucha  armada.  La  diferencia  está  en  el  nombre,  y  en 
el  alcance  de  sus  leyes  respectivas.  Y  por  eso  á  la  una 
se  llama  guerra  internacional  y  á  la  otra,  guerra  civil. 

Sin  embargo,  estas  guerras  que  se  caracterizan  por 
los  sujetos  que  intervienen,  sus  medios  y  sus  fines,  pue- 
den llegar  á  confundirse  en  sus  caracteres,  y  ser  regi- 
das por  unos  mismos  principios  en  sus  procedimientos, 
aun  cuando  los  resultados  sean  diversos.  La  guerra  ci- 
vil puede  llegar  á  asumir  un  carácter  internacional,  y 
tomar  entonces  el  nombre  de  guerra  civil  internacional, 
presentando  las  fracciones  en  lucha  todos  los  atributos  de 
ICstados  diferentes,  en  cuanto  á  los  Estados  neutrales. 

Así,  mientras   dos  fracciones  de  un  mismo   pueblo  se 
toman    en  lucha  armada,  representando   la  una  la  auto- 
ridad y  el  gobierno  establecido,  y  la  otra  una  resistencia 
á  esta  autoridad,  sin  una  base  estable  y  cierta,  estos  mo 
vimientos  armados,  no  podemos  caracterizarlos  sino  como 
una  guerra  civil  en  que  los  demás  Estados  no  toman  inter- 
vención, desde  que  para  ellos  en  sus  relaciones  intérna- 
les, no  hay  sino  una  personalidad  que  es  la  representada 
por  .el  gobierno  establecido  cuando  la  insurrección  se  pro 
dujo,  sean  cuales  fueren  los  vicios  qne  acompañaran  su  pre 
sencia  en  el  gobierno. 

Pero  cuando  la  lucha  dura,  y  toma  consistencia,  cuando 
la  fracción  disidente  ocupa  un  territorio  determinado,  pre- 
senta fuerzas  más  ó  menos  numerosas  y  organizadas,  y 
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ha  formado  nn  gobierno  regular  con  carócter  permanente 
y  capaz  de  inspirar  confianza,  entonces  existe  una  verda- 
dera guerra  que  los  demás  Estados  están  interesados  en 
reconocer  como  tal,  sometiéndola  á  todas  las  reglas  y  prin- 
cipios de  una  guerra  internacional :  entonces  se  dice  que 
hay  una  guerra  civil  internacional. 

Fácilmente  se  comprende  que,  en  estas  situaciones  tan 
diversas,  las  reglas  á  observar  no  pueden  ser  las  mismas, 
y  que,  aun  cuando  se  trata  de  una  lucha  armada,  si 
bien  las  leyes  de  la  guerra  deben  dominarla  en  general, 
tienen  que  sufrir  modificaciones  más  ó  menos  trascenden- 
tales. Salta  al  mismo  ligero  examen  que  no  puede  ser 
igual  una  lucha  entre  los  Estados  independientes  ó  frac- 
ciones que  asumen  este  carácter,  á  otra  en  que  se  trata 
de  hacer  efectiva  una  ley  de  obediencia  que  se  ha  jurado 
y  que  se  pretende  desconocer  sin  un  poder  capaz  de  crear 
otras  relaciones. 

Así,  para  estudiar  y  aplicar  las  leyes  de  la  guerra,  es 
indispensable  tener  presente  la  guerra  de  que  se  trata, 
pues  de  otro  modo  fácilmente  s3  incurre  en  errores  de 
consecuencias  funestas  ;  y  á  nuestro  juicio  todas  las  oscu- 
ridades y  confusiones  que  se  padecen  al  estudiar  la  ley 
marcial,  provienen  de  no  haber  hecho  las  distinciones  ne- 
ces:\ria^,  distinciones  que  aclaran  su  significado  y  le  dan 
un  fundamento  más  acabado,  quitándole  de  este  modo  la 
odiosidad  de  sus  reglas  inflexibles. 

La  ley  marcial  es  ley  de  guerra,  y  como  tal  su  penali- 
dad es  severa,  y  á  veces  excesiva  en  relación  con  las 
situaciones  ordinarias.  No  son  de  extrañarse  las  resisten- 
cias que  levanta,  sobre  todo,  cuando  la  guerra  civil  su- 
fre sus  aplicaciones,  y  las  pasiones  no  se  prestan  al  do- 
minio tranquilo  de  la  razón.  Será  asesinato  la  muerte  del 
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bandolero  que  á  la  sombra  de  la  bandera  de  la  insurrección 
incendia  y  mata,  pero  la  muerte  y  el  incendio  que  sumen 
en  la  miseria  familias  inocentes  se  tomarán  como  acto 
de  defensa  contra  los  abusos  de  la  autoridad.  Pero  todo 
tiene  su  límite,  y  es  indispensable  examinar  hasta  donde 
domina  la  voluntad  del  soberano  y  hasta  donde  la  ley  á 
cuyo  amparo  se  cobijan  los  subditos. 

Estudiemos  estas  situaciones  y  veamos  cómo  y  por  qué 
opera  la  ley  marcial. 


II 


En  general,  la  guerra  modifica  profundamente  las  re- 
laciones, no  sólo  entre  los  Estados  beligerantes,  sino  aún 
respecto  de  los  Estados  neutrales.  Entre  los  primeros, 
porque  importa  la  alteración  ó  ruptura  de  toda  relación 
pacífica ;  entre  los  segundos,  porque  limita  el  ejercicio  de 
sus  derechos  en  cuanto  forman  parte  de  la  comunidad 
internacional.  Si  la  tendencia  del  derecho  internacional  es 
disminuir  estos  efectos,  la  supresión  completa  será  imposi- 
ble, porque  es  la  consecuencia  de  la  guerra  misma. 

Pero  como  los  actos  bélicos  no  se  realizan  aisladamente, 
y  llega  un  momento  en  que  los  ejércitos  invaden  respec- 
tivamente los  territorios,  la  alteración  que  se  produce  tiene 
que  ser  tanto  más  profunda,  cuanto  que  los  intereses  de 
los  beligerantes  son  diametralmente  contrarios. 

Un  beligerante  se  establece  en  el  territorio  del  otro, 
y  domina  con  sus  ejércitos  una  cierta  extensión.  El  po- 
der del  uno  impera  en  el  territorio  del  otro,  lo  que  se 
conoce  en  el  derecho  internacional  bajo  el  nombre  de 
ocupación  militar  y  ó  sea  detención  de  una  parte  de  terri- 
torio por  un  beligerante,  de  modoá  impedir  toda  comu- 
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nicación  con  las  autoridades  del  soberano  de  ese  territorio. 
¿Cuáles  son  los  efectos  de  esta  ocupación? 

La  respuesta  depende  de  la  teoría  que  se  acepte  á  su 
respecto.  Si  la  ocupación  militar  importa  una  verdadera 
conquista,  la  soberanía  del  ocupante  reemplaza  la  del  pro- 
pietario del  territorio  ocupado,  y  entonces  dispone  plena- 
mente y  como  soberano  en  todas  las  relaciones  de  los  habi- 
tantes. Si  el  ocupante  adquiere  una  casi-soberanía,  es  decir, 
soberanía  en  tod^  lo  que  se  refiere  al  ejército  y  sus  relaciones 
con  el  territorio  y  sus  habitantes,  su  poder  tiene  su  limita- 
ción en  cuanto  se  refiera  á  esa  situación.  Si  con  arreglo  á  la 
tendencia  moderna  de  las  ideas,  la  ocupación  es  una  mera 
detención,  y  sus  actos,  por  lo  tanto,  son  únicamente  inciden- 
tes de  las  hostilidades,  de  modo  que  las  relaciones  entre  los 
habitantes  y  su  soberano  sólo  están  interrumpidas  pero  no 
perdidas,  entonces  los  principios  generales  de  la  guerra  do- 
minan, y  la  necesidad  limitada  por  los  principios  de  humani- 
dad, son  la  norma  de  su  acción  y  de  la  ocupación. 

No  debemos  ocultar  nuestras  simpatías  por  esta  última 
solución  que  es  la  de  los  Estados  pequeños  y  de  los  escritores 
liberales,  no  obstante  que  no  se  pueda  afirmar  que  sea  la  de 
los  grandes  Estados  que  S3  inclinaron  hasta  mediados  del 
siglo  XVIII  á  la  primera,  y  que  hoy  ponen  en  práctica  la 
segunda.  Pero  veamos  sus  cDUsecuencias  respecto  del 
punto  que  en  este  momento  nos  ocupa. 

Casi  todos  los  Estados  tienen  un  Código  de  justicia  mili- 
tar, y  en  él  se  prevé  con  mayor  ó  menor  extensión  el  caso  de 
una  ocupación  militar,  es  decir,  el  caso  en  que  el  ejército  se 
encuentre  en  posesión  de  un  territorio  enemigo,  y  tenga  que 
entrar  en  relaciones  con  los  habitantes  de  ese  territorio.  Sin 
embargo,  son  casi  siempre  reglas  generales,  que  no  pueden 
servir  para  resolver  la  variedad  de  conflictos  que  tal  hecho 
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produce,  y  hay  que  recurrir  á  nuevas  disposiciones,  una  vez 
que  los  principios  del  derecho  internacional  á  este  respecto 
no  tienen  aún  una  aceptación  general.  (1) 

El  conjunto  de  esas  disposiciones,  en  tanto  prevén  y  cas 
tigan  los  hechos  punibles  que  se  producen  en  las  relaciones 
del  ejército  ocupante  con  los  habitantes  del  territorio,  es  lo 
que  se  ha  llamado  él  derecho  penal  de  la  guerra.  La  ocupa- 
ción militar  le  da  nacimiento,  se  pone  en  vigencia  por  las 
órdenes  generales  de  los  jefes  de  los  ejércitos,  y  se  dife- 
rencia del  derecho  panal  militar  en  cuanto  éste  comprende 
exclusivamente  á  las  fuerzas  militares. 

Producida,  pues,  la  ocupación,  se  impone  á  los  habitantes 
una  neutralidad  de  hecho,  cuya  violación  se  castiga  por  los 
tribunales  del  ocupante  que  son  tribunales  militares,  llá- 
mense consejos  de  guerra,  cortes  marciales  ó  tribunales 
militares.  Y  el  derecho  penal  de  la  guerra  que  es  la  ley 
aplicable,  y  que  se  administra  por  aquellos  tribunales,  no  es 
otra  cosa  que  la  ley  marcial  dsl  derecho  internacional. 

Pero  es  posible  que  suceda  que,  á  consecuencia  de  la  in- 
vasión y  de  la  ocupación,  el  territorio  ocupado  haya  sido 
totalmente  abandonado  por  sus  autoridades  en  todos  los 
ramos  de  la  administración,  y  el  ocupante  se  vea  en  el  caso 
de  proveer  á  esta  dificultad.  La  situación  entonces  varía, 
desde  que  hay  la  necesidad  de  llenar  nuevas  exigencias ;  y 
la  ley  marcial  puede  adquirir  una  extensión  irregular  en 
cuanto  á  los  caracteres  que  generalmente  la  distinguen, 
puesto  que  se  suele  comprender  en  ella  los  gobiernos  milita- 
res, que  son  la  consecuencia  de  tal  situación. 

(l)  A  consecuencia  de  la  guerra  do  187.)  entre  Francia  y  Alemania 
que  Irajo  la  ocupación  militar  de  Alsacia  y  I.orena,  se  ha  discutido  si  el 
ocupante  puede  dictar  disposiciones  especiales  para  prever  los  casos 
no  previstos  en  su  Código  militar  ó  en  los  principios  de  la  guerra  ge- 
neralmente aceptados,  Vóase;  Morin,  t.  II,  Capitulo  XXI.  RctJic  de 
(froit  iniernaiionaly  1873,  pógs.  84  y  siguientes. 
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Sin  embargo,  podemos  decir  que  en  la  guerra  interna- 
cional, la  ley  marcial  es  imprescindible  por  la  naturaleza 
de  las  relaciones  que  crea;  que  sólo  se  aplica  como  un 
derecho  penal  de  la  guerra  en  cuanto  á  los  hechos  que, 
producidos  por  los  habitantes,  afectan  de  cualquier  modo 
el  ejército  ocupante,  sin  inmiscuirse  para  nada  en  las 
relaciones  de  la  vida  civil  de  los  habitantes  entre  sí,  que 
es  de  regla  mantener ;  y  que  en  este  sentido  ha  podido 
decirse  por  Wellington  y  puede  repetirse  por  los  escri- 
tores, que  no  es  una  ley  sino  la  voluntad  del  Jefe  mi- 
litar, en  tanto  llega  hasta  determinar  las  infracciones  que 
no  se  han  previsto  en  el  Código  panal  militar  y  las 
penas  que  las  leyes  de  la  guerra  autorizan,  según  los 
principios  del  derecho  internacioual.  (1) 

lU 

Bajo  esta  denominación,  pueden  presentarse  dos  situa- 
ciones diferentes,  como  antes  lo  hemos  explicado: 

P  Una  simple  insurrección  que  no  adquiere  un  carác- 
ter estable  y  que  no  ha  alcanzado  el  poder  suficiente 
para  alterar  las  relaciones  de  sujeción  entre  la  autoridad 
constituida  y  los  insurrectos; 

2*  Una  insurrección  que,  tomando  el  carácter  de  una 
guerra  internacional,  establece  relaciones  de  beligerante 
entre  la  autoridad  y  la  fracción  en  armas,  y  entre  ambos 
y  los  demás  Estados  que  forman  la  comunidad  interna- 
cional. 

La  segunda  situación  no  puede  ofrecer  dificultad.  La 

(1)  Halleck,  t.  í,  pág.  A^.  —  Wheaton  by  Boijd,  pág.  413.— Blünts- 
CHLi,  Qrt.  583  y  siguentes.  —  Hall,  O/i  international  late,  pi'ig.  393.— 
FiELD,  OutUnes,  art.  724.  ^  Opinions  o f  Altóme tjs  general,  t.  VIII.— 
Ivés,  Militan/ 1  a  ic,  pág.  lO.^Rccue  de  DroU  internationdL  1873,  pág3,  69 
y  siguientes. ~  Morin,  t.  II,  cap.  XXL— Black,  635,  Pri^^e  Cazes, 
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lucha  se  ha  convertido  en  una  lucha  de  dos  Estados,  y 
todos  sus  incidentes  se  rigen  por  las  leyes  de  la  guerra. 
La  ley  marcial  se  legitima  como  una  consecuencia  in- 
dispensable, respecto  á  la  autoridad  que  la  pone  en  vigor ; 
y  no  es  necesario  buscar  su  origen,  ni  su  reglamentación 
en  el  juego  regular  de  las  instituciones  internas.  Hay 
enemigos  más  que  subditos,  y  como  tales  son  tratados 
los  individuos  y  los  pueblos  que  voluntariamente  se  han 
colocado  en  tal  situación. 

El  ejemplo  más  palpitante  de  una  situación  de  esta 
naturaleza,  se  ha  presentado  en  la  guerra  de  secesión  que 
se  produjo  en  1861  en  los  Estados  Unidos.  Los  insu- 
rrectos fueron  enemigos,  tuvieron  las  condiciones  de  be- 
ligerantes y,  sometidos  á  la  ley  marcial,  sufrieron  sus 
consecuencias,  aplicada  por  los  tribunales  militares,  que- 
dando durante  la  reconstrucción  bajo  gobiernos  milita- 
i'es.  Las  instrucciones  para  los  ejércitos  de  los  Estados 
Unidos  de  América  en  campaña,  son  la  comprobación 
más  evidente  de  esto. 

Es  la  primera  situación  la  que  ha  ofrecido  y  ofrece 
las  mayores  dificultades,  así  como  la  que  ha  dado  lugar 
á  todas  las  grandes  confusiones  de  que  es  difícil  salir 
sin  un  estudio  detenido.  En  ella  misma,  puede  tratarse 
de  la  aplicación  de  la  ley  marcial  en  el  lugar  mismo  de 
las  operaciones  militares,  ó  en  un  lugar  diferente,  y  en 
que  se  encuentren  individuos  que  apoyen  directa  ó  iu- 
dii'ectamente  la  insurrección;  y  entonces  las  dificultades 
aumentan. 

Estudiemos  los  antecedentes  para  darnos  cuenta  exacta 
de  todas  las  diversas  aplicaciones. 

En  Inglaterra,  la  ley  marcial  ha  sido  objeto  de  dete- 
nidos delates,  pronunciándose  á  su  respecto  sus  primeros 
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pensadores,  más  que  sobre  su  existencia  misma  como  com- 
patible con  las  instituciones  liberales,  como  una  facultad 
inherente  á  la  corona  ó  solamente  al  Parlamento. 

Después  de  las  viejas  querellas  que  sirvieron  para  las 
grandes  conquistas  alcanzadas  sucesivamente  en  favor  del 
gobierno  propio,  y  en  que  desaparecieron  todos  los  temores 
de  los  ejércitos  permanentes  y  sus  leyes  militares,  la  ley 
marcial,  como  ley  de  guerra  y  durante  la  guerra,  ha 
obtenido  la  opinión  de  sus  más  célebres  escritores.  Pero 
no  así,  cuando  se  ha  tratado  de  su  aplicación  fuera  del 
lugar  de  las  operaciones  militares  y  á  individuos  que  se 
han  encontrado  en  lugares  donde  las  Cortes  ordinarias 
funcionaban  regularmente. 

La  insurrección  de  Jamaica  en  1865,  y  la  muerte  de 
Gordon,  decidida  por  los  consejos  de  guerra  formados  á 
consecuencia  de  la  proclamación  de  la  ley  marcial,  motivó 
en  los  últimos  tiempos  la  exposición  más  completa  á  este 
respecto;  y  si  bien  los  causantes  fueron  absueltos  por  el 
Jurado,  ha  prevalecido  la  opinión  de  que  la  ley  marcial 
sólo  se  justifica  cuando  en  los  actos  de  guerra  la  nece- 
sidad misma  de  la  guerra  la  reclama. 

La  historia  de  Inglaterra  registra  en  sus  anales  nu- 
merosas aplicaciones,  y  aún  disposiciones  de  estatutos  que 
hacen  referencia  ó  se  ocupan  de  la  ley  marcial  en  su 
territorio  ó  en  las  colonias ;  pero  al  someterlas  á  estudio 
es  indispensable  tener  presente  que,  en  los  primeros  tiem- 
pos, esta  se  confunde  con  la  ley  militar,  que  aún  al 
ejército  mismo  rige  durante  la  paz,  y  que  actualmente 
sólo  se  toma  como  una  medida  de  guerra,  y  en  las  co- 
lonias según  la  situación  especial  en  que  se  encuentran.  (1) 

(1)  FoRSYTH,  Cases  and  opinions  pág.  207.— Cockbürn,  The  queen  c. 
Nailon  and  Brandy  donde  so  hace  un  completo  estudio.— Filanson, 
On  marital  law. 
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Los  Estados  -  Unidos  heredaron  de  la  Inglaterra  sus 
prevenciones  contra  todo  lo  que  fuera  la  fuerza  pública  y 
su  reglamentación,  como  un  medio  de  posible  opresión 
para  el  pueblo  y  de  peligro  para  el  porvenir  de  las  ins- 
tituciones libres;  y  así  cuando  vinieron  á  la  vida  inde- 
pendiente, todos  los  Estados  tuvieron  cuidado  de  establecer 
en  sus  respectivas  Constituciones,  como  máxima  de  buen 
gobierno,  que  el  poder  militar  debía  estar  sometido  al 
poder  civil,  realizando  una  de  las  quejas  que  habían  ser- 
vido para  la  revolución :  que  la  Grran  Bretaña  había 
«  pretendido  convertir  el  poder  militar  en  independiente 
y  superior  al  poder  civil » . 

Con  estos  antecedentes,  fácil  es  comprender  que  la  ley 
marcial  tendría  que  encontrar  en  todo  tiempo  serias  re- 
sistencias aún  en  los  momentos  difíciles,  pues  preocupa- 
ciones de  esta  naturaleza,  que  reconocen  su  fuente  en  los 
agravios  sufridos  por  la  mano  de  los  usurpadores,  no 
desaparecen  sin  dificultad,  y  mucho  menos  cuando  los 
abusos  pueden  hacerlas  revivir  en  el  instante  menos  pen- 
sado. 

Sin  embargo,  la  historia  de  los  Estados-Unidos  registra 
diferentes  casos  de  aplicación  de  la  ley  marcial  en  su  terri- 
torio, sea  antes  ó  después  de  la  adopción  de  la  Constitución; 
y  en  ellos  se  demuestra  la  repugnancia  que  ella  les  merecía 
por  un  lado,  y  por  otro  como  las  necesidades  á  que  obedece 
su  proclamación,  debían  hacer  vencer  esa  repugnancia,  aun- 
que fuera  su  aplicación  llena  de  dudas  é  incertidumbres. 

Así,  en  12  de  Junio  de  1775  y  durante  la  guerra  de  la 
Independencia,  el  general  Gage,  jefe  de  las  fuerzas  inglesas, 
declara  la  ley  marcial  en  Boston ;  en  7  de  Noviembre  del 
mismo  año,  Lord  Dunmoi-e  la  declara  en  la  Virginia ;  du- 
rante la  guerra,  Washington  aplica  la  ley  marcial  en  los 
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casos  de  André  y  deHett  Smith;  en  1787,  cuando  la  re- 
belión de  Phay  en  Massachussets,  si  bien  las  ordenes  al 
general  Lincoln,  eran  que  debia  considerarse  en  todas  sus 
operaciones  como  bajo  la  dirección  de  los  oficiales  civiles, 
establecian  la  excepción:  «  salvo  cuando  una  fuerza  armada 
se  le  opusiese  estando  en  marcha  para  la  ejecución  de  dichas 
ordenes»;  en  1816  el  general  Jackson ponía  preso  en  Nueva 
Orleans  á  un  juez,  en  virtud  de  la  ley  marcial,  pero  desapa- 
reciendo esta,  el  mismo  juez  le  imponía  una  multa,  que  más 
tarde  el  Congreso  devolvía,  declarando  haber  sido  injusta- 
mente aplicada ;  en  1846,  durante  la  guerra  con  Méjico,  la 
ley  marcial  imperó  sin  contradicción;  y  es  durante  la  guerra 
de  secesión  que  ha  tenido  sus  mayores  aplicaciones  y  en  que 
ha  sufrido  una  discusión  completa. 

Para  los  Estados-Unidos  no  es  ya  una  cuestión  la  exis- 
tencia de  la  by  marcial  durante  el  estado  de  guerra.  Ella 
es  la  ley  de  guerra,  ó  más  bien  la  regla  de  la  guerra, 
y  siempre  que  ésta  exista,  existirá  ella  como  una  con- 
secuencia necesaria  que  encuentra  en  la  Constitución  su 
apoyo,  en  virtud  de  los  poderes  de  guerra  que  confiere. 

Sus  escritores,  como  los  de  Inglaterra,  así  lo  han  re- 
conocido, pues  aquellos  mismos  que  la  han  combatido  no 
han  dejado  de  admitir  que  es  legítima  en  el  estado  de 
guerra.  Lo  mismo  ha  sucedido  con  los  tribunales.  Pero 
tanto  unos  como  otros  han  reconocido  también  que  si  la 
ley  marcial  no  puede  ser  rechazada,  ella  sólo  impera 
cuando  los  tribunales  de  justicia  están  cerrados  y  sólo 
la  autoridad  militar  es  la  que  queda  en  pie,  por  medio  de 
sus  comisiones  militares  y  sus  gobiernos  militares.  (1) 

(1)  Ivés,  pág,   11.— Pomeroy,  pág.  478.— Whithing,  págs.  213,  234  y 
243.— BuBiPS,  pág.  2il .—Opiniom of  Attovney  general,  t.  VIH,  pág.  365; 
t.  XII,  pág.  128;  y  t.  XI,  pág.  413,— Lawrence,  t.  II.  pág.  114.— Kent, 
9 
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En  la  Eepública  Argentina  la  ley  marcial  no  tiene  an- 
tecedentes que  determinen  un  criterio  seguro  para  cono- 
cer su  valor  ante  el  régimen  constitucional  y  los  prin- 
cipios. 

Ley  de  guerra,  ella  ha  podido  presentarse  en  las  grandes 
conmociones  que  venimos  sufriendo  desde  nuestra  eman- 
cipación de  la  España  ;  pero  cuando  la  anarquía  domi- 
na y  los  instintos  de  las  masas  incultas  se  despiertan  en 
medio  del  caos  que  produce,  los  derechos  individuales  tienen 
poca  importancia,  y  siendo  desconocidos  en  esencia,  poco 
vale  la  forma,  aún  cuando  en  ella  se  encuentra  su  ver- 
dadera  garantía. 

Nuestras  luchas  han  dado  lugar  á  muchos  errores  y 
á  muchos  abusos  que  han  quedado  olvidados  unos,  igno- 
rados y  sin  castigo  otros ;  y  cuando  buscamos  los  antece- 
dentes de  ciertas  garantías  que  vamos  aprendiendo  á  de- 
fender, tenemos  que  cerrar  los  ojos,  no  obstante  en- 
contrar bellas  palabras,  adelantadas  disposiciones  que  los 
caudillos  y  los  déspotas  trataron  siempre  de  no  cum- 
plir. 

Nuestro  parlamento  sólo  llegó  á  ocuparse  de  esto 
en  1869,  durante  la  Administración  Sai-miento,  quizá 
más  como  arma  de  partido,  que  con  el  verdadero  móvil 
de  discutir  principios  para  encarrilar  la  opinión  del  país, 
si  es  que  se  habían  extralimitado  las  facultades  del  Po- 
der Ejecutivo  y  de  las  fuerzas  á  sus  órdenes.  Es  verdad 
que  son  pequeños  objetivos  los  que  generalmente  suelen 
producir  movimientos  inesperados  y  de  consecuencias  de 
inmensas  trascendencia. 


Const.,i.  X,  púg.  314  y  HowARD,  Luthcr,  o.  Borden  í  Curtís,  t.  XVII, 
pág.  2)  4  Wallace,  pág.  2,  Ex  parte  Milligan,  2.  ütto,  526,  United  States 
r.  Diekclman, 
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Las  provincias  de  Cuyo  eran  víctimas  de  algunas  mon- 
toneras que  si  bien  tomaban  un  carácter  político,  eran 
más  bien  una  reunión  de  bandoleros  que  atentaban  con- 
tra la  propiedad  y  la  vida  de  los  habitantes  indefensos, 
sea  cual  fuere  el  partido  á  que  pertenecieren.  Ha- 
biendo sido  tomado  prisionero  por  las  fuerzas  déla  Na- 
ción, uno  de  sus  más  famosos  cabecillas,  llamado  Zacarías 
Segura,  el  General  Arredondo  lo  sometió  á  un  Consejo 
de  Guerra  y,  sentenciado  á  muerte,  fué  pasado  por  las 
armas. 

La  prensa  tomó  conocimiento  del  caso  y  acusó  al  Go- 
bierno de  haber  cometido  un  acto  ilegal  y  arbitrario,  ha- 
ciéndolo responsable  de  todas  sus  consecuencias.  En  la 
Cámara  de  Senadores  se  inició  una  interpelación  al 
Ministerio  por  el  Senador  Zavalía.  El  Ministro  de  la 
Guerra  expuso  que  el  fusilamiento  de  Segura  se  había 
ejecutado  en  virtud  de  órdenes  del  Poder  Ejecutivo ;  y 
tanto  el  Ministro  del  Interior  como  el  de  Relaciones  Ex- 
teriores sostuvieron  su  legitimidad  con  arreglo  á  las  leyes 
de  la  guerra,  y  á  la  legislación  penal  vigente,  (Ley  Reco- 
pilada de  1794).  Se  discutió  el  punto  y  aunque  en  otras 
sesiones  se  pidieron  los  antecedentes,  ninguna  resolución 
fué  tomada  por  el  Congreso.  (1) 

Mas  tarde,  y  en  el  mismo  afxO  de  1869,  con  motivo  de 
una  intervención  llevada  á  la  Provincia  de  San  Juan,  el 
Senador  Mitre  recordó  el  fusilamiento  de  Segura,  estable- 
ciendo que  había  sido  un  verdadero  asesinato.  Estudió  la 
ley  marcial  que  afirmaba  haberse  establecido  por  el  artí- 
culo 3°  del  Decreto  de  4  de  Marzo  de  aquel  año,  discutió 
la  ley  de  1784  en  cuanto  á  su  objeto  y  su  vigencia 
en  la  legislación  del  país  y,  exponiendo  los  antecedentes 

(1)  Diario  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Senadores  de  1869. 


132  LAS  GARANTÍAS  CONSTITUCIONALES 

ingleses  y  americanos,  concluyó  condenándola  como  me- 
dio de  gobierno,  en  presencia  de  nuestras  instituciones. 

El  Ministro  del  Interior  sostuvo  que  el  fusilamiento 
de  Segura  se  había  hecho  en  virtud  de  leyes  que  concor- 
daban con  los  principios  del  derecho  de  gentes;  citó  para 
comprobarlo  los,  procederes  de  Wellington  en  España  y 
los  del  Gobierno  Americano  al  someter  á  los  asesinos  de 
Lincoln  á  la  justicia  militar,  de  acuerdo  con  el  dicta- 
men del  Procurador  General  Speed ;  y  negó  que  la  Pro- 
vincia de  San  Juan  se  hubiera  puesto  bajo  la  ley  mar- 
cial, á  no  ser  que  se  confundieran  las  leyes  militares  or- 
dinarias con  la  ley  marcial,  que  ni  había  sido  nombrada 
siquiera. 

El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  estableció  que  la 
ley  marcial  era  la  ley  de  la  guerra :  que  había  existido  en 
la  Provincia  de  Buenos  Aires  siempre  que  se  había  decla- 
rado en  estado  de  Asamblea ;  que  el  Decreto  de  4  de 
Marzo  no  importaba  la  ley  marcial,  sino  la  ley  militar, 
puesto  que  se  trataba  de  Guardias  Nacionales  movili- 
zados que  debían  someterse  á  ella,  siguiéndose  la  doc- 
trina sostenida  por  todos  los  gobiernos ;  y  que  Segura 
no  había  sido  ejecutado  en  virtud  de  la  ley  marcial, 
El  Ministro  de  Instrucción  Pública  rebatió  los  argumen- 
tos del  senador  Mitre,  haciendo  notar  que  la  ley  marcial, 
tenía  su  origen  en  Roma,  y  que  se  había  confundido  con 
la  ley  militar ;  que  el  fusilamiento  de  Segura  no  era  en 
todo  caso  un  asesinato,  porque  este  importaba  el  homicidio 
perpetrado  con  alevosía,  y  aquel  había  sido  juzgado  por 
un  Consejo  de  guerra ;  y  que  Blackstone,  citando  un  an- 
tiguo historiador,  sólo  dice  que  la  ejecución  de  un  hombre 
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en  virtud  de  las  leyes  militares  en  tiempo  de  paz  es  un 
homicidio.  (1) 

Tampoco  hubo  resolución  alguna  en  esta  discusión  que 
pudiera  servir  de  precedente  legal,  quizás  porque  fué  más 
bien  un  nuevo  incidente  que  no  afectaba  el  fondo  de  la 
cuestión,  en  que  fué  vencida  la  mayoría  de  la  Comisión  de 
Negocios  Constitucionales  de  la  que  era  miembro  informan- 
te el  senador  Mitre. 

Desgraciadamente,  cuando  en  18741a  Corte  Suprema 
debiera  haberse  manifestado  al  respecto,  incidentes  espe- 
ciales hicieron  que  este  tribunal  no  creyera  deber  resolver  el 
punto.  La  insuiTección  de  Setiembre  de  1874  dio  lu- 
gar á  que  los  militares  complicados  en  ella  fueran  some- 
tidos á  Consejos  de  guerra.  Negada  la  competencia  de 
éstos,  se  recurrió  á  los  tribunales  federales.  El  Juez  de 
sección  se  declaró  competente,  siendo  apelada  esta  reso- 
lución; ante  la  Corte,  el  Procurador  General  Dr.  Pico 
la  sostuvo,  y  el  Dr.  Moreno,  abogado  de  uno  de  los  pro- 
cesados, informando  en  derecho,  estudió  ley  marcial  en  su 
carácter  y  en  su  origen ;  pero  la  Corte,  como  dije  antes, 
no  se  creyó  en  el  caso  de  resolver  sobre  el  fondo  del 
asunto. 

He  ahí  algunos  de  nuestros  precedentes. 


IV 


Ante  todo,  la  ley  marcial  no  puede  ser  confundida  con 
la  ley  militar.  La  primera  es  la  ley  de  la  guerra  que 
obedece  á  principios  especiales  puesto  que  da  reglas  para 
una  situación  también  especial :  establece  las  reglas  á  que 

(1)  Esta  discusión  fuó  publicada  por  separado.    Véase  en  es(a  publi* 
cación  las  págs.  35,  i32,  242  y  378, 
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deben  someterse  las  relaciones  de  los  beligerantes  y,  más 
que  eso,  las  relaciones  de  éstos  con  los  demás  habitantes 
del  teatro  de  la  guerra. 

La  segunda  es  la  ley  ordinaria  del  ejército  que  rige 
á  todos  los  que  forman  parte  de  él,  tanto  en  tiempo  de 
paz  como  en  tiempo  de  guerra;  y  si  bien  entre  sus  dispo- 
siciones se  suele  comprender  las  de  aquella,  no  es  ese  su 
objeto  primordial,  ni  le  quita  su  carácter.  Una  ley  de  ex- 
cepción ó  regla  de  excepción  (los  tribunales  americanos 
la  designan  con  el  nombre  de  regla  marcial,  martial  rulé)y 
cuando  es  proclamada,  según  Webster  (i),  la  tierra  se 
convierte  en  un  campamento  y  la  ley  del  campamento  es 
la  ley  de  la  tierra;  la  otra  es  la  ley  ordinaria  que  rige 
en  todo  momento  y  en  todas  las  circunstancias  en  que  la 
fuerza  pública  se  encuentra. 

La  ley  militar  y  la  ley  marcial,  dice  Cooley,  han  sido  fre- 
cuentemente confundidas,  aunque  la  distinción  entre  eilas 
es  sencilla  y  clara.  La  ley  militar  es  aquella  parte  de  la  ley 
interna  prescrita  por  el  gobierno  como  regla  de  conducida 
para  los  ciudadanos  en  su  carácter  de  soldados.  Es  adminis- 
trada por  tribunales  militares  y  está  igualmente  en  vigor 
tanto  en  tiempo  de  paz  como  en  tiempo  de  guerra  ;  pero  in- 
valida las  leyes  civiles  por  las  que  el  soldado  está  sujeto  al 
mismo  juicio  y  castigo  de  los  particulares.  La  ley  marcial  es 
definida,  como  la  regla  y  autoridad  militar  que  existe  en  tiem- 
po de  guerra,  y  que  se  confiere  por  las  leyes  de  la  guerra  j 
con  relación  á  las  personas  y  á  las  cosas,  bajo  y  dentro  del 
lugar  de  las  operaciones  militares  activas  ejecutadas  en  la 
guerra  y  que  extingue  y  suspende  los  derechos  civiles,  y 
las  acciones  que  en  ellos  se  fundan  por  el  tiempo  que 
se  considere  ser  necesario  para  el  pleno  cumplimiento  de  los 

(1)  The  works  of  Daniel  Wcbsícr,  t.  VI,  púg.  249. 
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fines  de  la  gnerra.  Es  la  aplicación  del  gobierno  militar, 
del  gobierno  de  la  fuerza,  sobre  las  personas  y  la  propiedad 
en  el  lugar  de  aquellas,  de  acuerdo  con  las  leyes  y  usos  de 
la  guerra,  con  exclusión  del  gobierno  municipal  en  todo 
caso,  y  en  tanto  pueda  alterar  la  eficacia  de  la  ley  ó  de 
la  acción  militar.  (1) 

Hay  tres  cosas,  dice  Pomeroy,  que  llevan  nombres  relacio- 
nados, pero  que  nada  tienen  de  común,  ydebe  ponerse  cuidado 
en  distinguirlas.  La  ley  militar  es  el  Código  de  leyes  para  el 
gobierno  del  Ejército  y  Armada ;  es  una  parte  del  derecho 
civil  aplicable  á  una  pequeña  porción  del  pueblo  empleada 
en  un  servicio  especial;  es  sancionada  por  el  Congreso  y 
ejecutada  por  el  Presidente ;  las  personas  civiles  están  por 
los  términos  mismos  de  la  Constitución  fuera  de  su  alcance. 
El  gobierno  militar  es  la  autoridad  por  la  cual  un  jefe  go- 
bierna un  distrito  conquistado,  cuando  se  han  derrocado  las 
instituciones  locales,  derribado  los  gobernantes,  y  antes  que 
el  Congreso  haya  legislado  sobre  presas  ó  sobre  el  gobier- 
no de  los  territorios.  Ley  marcial  es  algo  muy  diferente. 
Obra  dentro  de  los  límites  del  país  contra  personas  civiles, 
que  abiertamente  no  se  hallan  alistadas  como  beligerantes 
en  las  fuerzas  de  una  invasión  ó  una  rebelión  enemiga; 
cuado  se  pone  en  ejercicio  debe  ser  como  una  concomitancia 
de  la  guerra.  (2) 

Halleck  afirma  que  tanto  las  leyes  inglesas  como  sus  co- 
mentadores, generalmente  confunden  la  ley  marcial  con  la 
ley  militar,  y  arrojan  por  lo  tanto  poca  luz  sobre  aquella, 
considerada  como  un  acto  interno.  «  La  ley  militar  en  los 
Estados-Unidos,  dice,  consiste  en  las  reglas  y  artículos  de 
guerra,  y  otras  disposiciones  para  el  gobierno  de  las  perso- 

(I)  Notas  á  BlakstonCy  1. 1,  pág.  413^  nota  7 
,2)  Conslitntional  laiCy  §712. 
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ñas  militares  »,  á  lo  que  se  puede  agregar  las  leyes  no  escri- 
tas sobre  «  el  uso  y  costumbre  del  servicio  militar  » .  La  ley 
marcial  existe  sólo  en  la  guerra  y  se  origina  en  las  necesi- 
dades militares.  No  deriva  su  autoridad  de  la  ley  civil,  ni  es 
aplicada  por  los  tribunales  civiles,  porque  sus  reglas  suspen- 
den y  reemplazan  á  ambos.  Es  por  su  naturaleza  un  poder 
arbitrario  y  se  extiende  á  todos  los  habitantes  del  distrito 
donde  se  encuentra  en  vigencia  » .  (1) 

¿Pero  es  aplicable  la  Jey  marcial,  ó  más  bien,  puede  ser 
aplicada  á  las  conmociones  internas  en  presencia  de  nuestras 
disposiciones  constitucionales?  Creemos  que  sí,  siempre  que 
se  limite  á  su  verdadera  interpretación,  es  decir,  siempre  que 
se  trate  de  un  estado  de  guerra  y  en  las  oparaciones  mismas 
de  la  guerra,  desde  que  como  una  medida  de  guerra  se  en- 
cuentra en  los  poderes  que  á  este  respecto  concede  la  Cons- 
titución. 

Se  ha  afirmrdo  alguna  vez  por  uno  de  nuestros  primeros 
hombres  de  Estado  (2),  en  presencia  de  condenaciones  eje- 
cutadas por  tribunales  militares  que  ellas  eran  un  verdadero 
asesinato,  porque  Eduardo  Coke  había  manifestado  esto: 
«si  un  lugarteniente  ú  otro,  munido  de  comisión  ó  autoridad 
militar,  ahorca  ó  de  otra  manera  ejecuta  em  tiempo  de  paz  á 
un  hombre  so  color  (hy  color)  de  ley  marcial »;  Blackstone 
(3)  lo  había  repetido;  la  convención  de  Maryland  había 
proclamado  en  1878  que,  siendo  contrario  á  la  Magna  Carta 
castigar  á  un  hombre  libre  con  la  ley  marcial,  era  asesinato 
ejecutarlo.  (4)  Pero  fácil  es  concebir  que  tales  hechos  no 
pueden  servir  de  punto  de  partida  para  resolver  la  legitimi- 

(1)  International  la\\\  t.  I,  pi'ig.  499.— Véase  Inmbien:  Kent,  Com.^  t. 
I,  póg.  36i,  núm.  341.— iVcw?  American  Cf/clopcdia^  t.  II,  verb.  martial 
/aíc— Pasghal,  pág.  265. 

(2)  Mitre.  Cuestión  San  Juan, 

(3)  Comm,  !ib.  P,cap.  13. 

^4)  Elliot,  AdresSj  t.  II,  pág.  552. 


LA    LEY  MILITAR  Y  LA   LEY  MARCIAL  137 

dad  de  la  ley  marcial,  desde  que  aquellas  opiniones  S3  refie- 
ren á  la  aplicación  de  la  ley  militar  en  tiempos  tranquilos  y 
cuando  los  tribunales  funcionan  libremente,  mientras  que 
aquella  es  la  ley  de  la  guerra,  de  la  necesidad  en  el  territorio 
ocupado  por  los  ejércitos  y  hasta  donde  su  seguridad  lo  re- 
quiere. (1) 

Admitida  la  ley  marcial,  no  como  una  medida  ó  regla 
ordinaria  de  gobierno,  sino  como  la  consecuencia  misma  de 
un  estado  de  guerra,  ya  en  territorio  extrangero  en  una 
guerra  internacional  ó  civil  territorial  en  que  es  indispensa- 
ble buscar  la  seguridad  del  ejército  en  sus  propias  fuerzas,  y 
donde  los  tribunales  ó  no  existen  y  si  existen  no  son  el  medio 
eficaz  para  conseguirlo;  ya  en  una  guerra  civil,  cuando  los 
tribunales  están  cerrados,  y  su  ejercicio  regular  interrum- 
pido, ó  se  trata  de  actos  que  afectan  directamente  á  las 
operaciones  militares,  estando  aquellos  abiertos,  entonces 
decimos,  esa  regla  excepcional,  que  nadie  puede  aceptar  en  el 
juego  regular  de  las  instituciones  libres,  no  puede  ser  comba- 
tida. Si  en  una  invasión  extrangera,  ha  dicho  la  Corte  Su- 
prema de  los  Estados-Unidos,  en  el  caso  de  Milligan,  ó  en 
una  guerra  civil,  las  Cortes  están  cerradas,  y  es  imposible 
administrar  la  justicia  criminal  conforme  á  derecho,  enton- 
ces, en  el  teatro  de  las  operaciones  militares  donde  verdade- 
ramente prevalece  la  guerra,  hay  necesidad  de  establecer  un 
reemplazante  de  la  autoridad  civil  así  derrocada,  que  cuide 
de  la  seguridad  del  ejército  y  de  la  sociedad ;  y  como  no 
queda  otro  poder  que  el  militar,  se  peimite  gobernar  por  la 

(l;  El  Justicia  Mayor  Cockburn,  en  el  estudio  que  hemos  citado  al- 
guna vez,  explica  las  opiniones  de  Coke  y  Dlackslone,  haciendo  notar 
que  cuando  estos  escritores  hablan  do  la  ley  marcial  se  refieren  á  la 
ley  militar,  puesto  que  en  ese  tiempo  no  se  hacia  tal  diferencia  en 
Inglaterra,  ni  tenia  aquella  la  interpretación  que  la  legislación  y  la  ju- 
risprudencia modernas  le  han  dado.  The  Queen,  v.  Nelson  and  Brandy 
púg.  99. 
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ley  marcial  hasta  que  las  leyes  adquieran  su  libre  imperio. 
Como  la  necesidad  crea  la  ley,  así  limita  también  su  direc- 
ción ;  puesto  que  si  este  gobierno  continúa  después  del  resta- 
blecimiento de  los  tribunales,  es  una  grosera  usui'pación  de 
poder.  La  ley  marcial  no  puede  existir  jamás  cuando  los 
tribunales  están  abiertos  y  en  el  ejercicio  regular  y  no  in- 
terrumpido de  su  jurisdicción.  (1)  Y  Pomeroy,  criticando 
en  parte  estas  conclusiones  que  parecen  confundir  la  ley 
marcial  con  la  ley  militar,  olvidando  que  aquella  no  es  en 
sentido  verdadero  un  procedimiento  judicial  ó  un  medio  de 
ejecutar  las  leyes  civiles,  sino  un  sistema  de  hacer  la  guerra, 
agrega:  «  un  ciudadano  civil  que  no  tenga  concesión  algu- 
na, como  beligerante,  en  el  orden  de  las  hostilidades,  que 
obrase  como  espía  de  los  movimientos,  operaciones  y  prepa 
i-ativos  militares,  podría  ser  tomado,  juzgado  y  castigado 
por  agentes  militares.  La  explicación  de  esta  regla  recono- 
cida, es  sencilla  y  clara.  Un  espía  interviene  directamente 
en  el  procedimiento  que  se  sigue  para  hacer  la  guerra;  pone 
en  peligro  el  resultado  de  grandes  campañas;  hace  dudoso 
el  resultado  final  de  la  lucha ;  obra  en  el  derecho  como  un 
enemigo,  y  puede  ser  tratado  como  un  enemigo,  y  como 
tal,  pierde  toda  protección  civil,  aunque  su  delito  pudio- 
ra  también  considerarse  como  una  traición.  Esta  explicación 
puede  servir  para  indicar  las  ocasiones  en  que  el  Presidente 
puede  recurrir  á  la  ley  marcial  y  los  límites  que  tiene  al 
ejercerla.  Siempre  que  un  ciudadano  ó  extrangero  civil,  se 
ocupa  de  actos,  que  directamente  intervienen  en  el  modo 
de  hacer  la  guerra,  que  directamente  afectan  á  los  movi- 


(1)  Wallacc  R.  2.  127.  La  minoría  encabezada  por  el  Presidente,  fun- 
dó  su  voto,  discordando  en  cuanto  al  derecho  del  Congreso  para  so- 
meter ó  la  ley  marcial  los  individuos  que  se  encontraran  del  lugar  de 
las  operaciones  de  la  guerra. 
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mientes  y  operaciones  militares  y  que,  por  tanto,  tienden  á 
impedir  y  destruir  su  favorable  resultado,  y  cuando,  por 
tanto,  esos  actos  son  algo  más  que  meros  designios  sediciosos 
ó  traidores,  ó  atentados  contra  el  gobierno  civil  existente,  el 
Presidente,  como  Comandante  en  Jefe,  puede  tratar  á  esa 
persona  como  á  un  enemigo  y  arrestarlo,  juzgarlo  y  casti- 
garlo de  una  manera  militar,  aunque  los  tribunales  civiles 
estén  abiertos,  y  aunque  su  delito  pueda  ser  de  sedición  ó 
traición,  ó  aunque,  tal  vez,  no  esté  reconocido  como  crimen 
por  el  Código  Civil » .  (1) 

Pero  examinada  la  aplicación  de  la  ley  marcial  bajo  el 
punto  de  vista  del  derecho  público  interno,  y  en  caso  de 
una  guerra  civil  ¿  puede  decii'se  que  suspende  los  efectos 
de  las  prescripciones  constitucionales,  de  la  constitución 
misma  ?  Si  la  constitución  no  fuera  sino  el  conjunto  de 
reglas  que  dirigen  las  relaciones  políticas  y  civiles  de  la 
nación  en  el  estado  normal,  en  el  estado  de  paz,  sería  exacto 
el  afirmar  que  ella  desaparece  cuando  la  guerra  se  pro- 
nuncia con  todo  su  régimen  excepcional,  como  son  excep- 
cionales las  medidas  á  que  aquella  da  lugar ;  pero  siendo 
ella  la  ley  suprema,  tanto  durante  la  guerra  como  duran- 
te la  paz,  proveyendo  á  todas  las  necesidades  que  pueden 
presentarse  en  el  gobierno  de  la  Nación  en  las  diversas 
modificaciones  que  los  actos  tanto  externos  como  internos 
imprimen  en  el  orden  natural  de  los  acontecimientos  no 
puede  afirmarse  su  desaparición  sin  afirmar  también  que 
el  caos  se  ha  entronizado,  y  que  en  medio  de  la  lucha 
de  elementos  contrarios  no  existe  sino  el  arbitrario  y  el 
derecho  de  la  fuerza  en  todos  y  cada  uno  de  los  habi- 
tantes del  país. 

(I)  Constituiional  law^  pág.  478,  §  71i, 
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La  ley  internacional  que  en  caso  de  guerra  contribuye  al 
establecimiento  de  la  ley  marcial  no  es  una  ley  fuera  de  la 
Constitución,  porque  ésta  se  ha  colocado  en  la  organización 
de  un  pueblo  que  no  vive  en  el  aislamiento  de  las  tri- 
bus errantes,  sino  en  medio  de  las  relaciones  con  otros 
pueblos  con  cuyos  intereses  puede  encontrarse  en  pugna. 
Considerarla  de  otro  modo,  considerarla  como  una  ley  que  no 
tiene  más  alcance  que  las  relaciones  internas,  sería  juzgarla 
como  el  resultado  de  una  imprevisión  sin  ejemplo,  que 
las  naciones  civilizadas  tendrían  cuidado  de  rechazar ; 
sería  la  desorganización  de  la  Nación  como  fruto  de  la 
ignorancia  ó  del  atraso,  cuando  precisamente  su  existen- 
cia es  más  indispensable.  La  ley  internacional  está  in- 
corporada á  la  Constitución,  y  las  prescripciones  que  esta 
establece,  tanto  en  tiempo  de  paz  como  en  tiempo  de 
guerra,  son  su  regla  fundamental  cuando  se  trata  de  re- 
laciones en  que  los  poderes  extraños  tienen  que  interve- 
nir activa  ó  pasivamente,  lo  uno  cuando  la  guerra  es 
internacional,  lo  otro  cuando  ella  es  civil  territorial.  (1). 

La  Constitución,  dice  Tiffany,  es  en  sí  misma  una 
orden  de  gobierno,  esto  es,  una  orden  que  instituye  un 
gobierno  para  la  Nación  en  tiempos  de  guerra  lo  mismo 
que  en  tiempos  de  paz.  Provee  al  ejercicio  de  los  po- 
deres de  guerra  en  tiempos  de  guerra,  tan  plenamente 
como  al  ejercicio  de  los  poderes  de  paz  en  tiempos  de 
paz.  Es  tan  explícita  al  definir  los  deberes  y  poderes  del 
gobierno  que  han  de  ejercerse  y  administrarse  en  un 
tiempo  como  en  otro.  El  Congreso  obra  tan  constitucio- 


(1)  Véase  VJhittwg,  Poderes  de  guerrUy  cap.  2%  págs.  61  y  siguientes. 
—Webster,  Works,  t.  VI,  pág.  122.— Opi/iio/i5  qf  Attorney  General,  t. 
J,  pág.  27;  t.  II.  pág.  299.~E8te  punto  ha  sido  tratado  en  el  primer  to- 
mo de  mi  tratado  de  Derecho  Internaciona],  p¿g.  174. 
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nalmente  declarando  la  guerra,  y  tomando  las  medidas 
necesarias  para  llevarla  acabo,  como  cuando  impone  y 
colecta  contribuciones,  acuña  moneda,  ó  establece  postas 
y  correos,  ó  ejerce  cualquier  otro  de  los  poderes  de  paz 
de  la  Constitución... La  Constitución  tiene  en  vista  la  exis- 
tencia posible  de  la  guerra  con  todas  sus  ásperas  reali- 
dades, y  ordena  bajo  sus  disposiciones  una  adrainistracióa 
de  autoridad  conveniente  á  sus  exigencias.  En  tiempos  de 
paz  espera  que  el  Congreso  ejercerá  solamente  los  po- 
deres de  paz,  salvo  acaso  en  cuanto  pueda  ser  necesario 
precaverse  del  accidente  de  guerra,  aprestándose  para  ella 
toda  vez  que  pueda  sobrevenir.  En  tiempos  de  paz,  el  Presi- 
dente es  el  simple  jefe  ejecutivo  y  presidencial  de  la  nación  ; 
y  pocas  veces  tiene  ocasión  de  ejercer  sus  poderes  militares 
como  comandante  en  jefe.  En  tiempo  de  paz,  el  ciudadano 
debe  estar  seguro  en  el  goce  de  su  libertad  y  derechos  civi- 
les, de  acuerdo  con  la  forma  y  usos  de  ley  establecidos... Pero 
la  Constitución  tiene  en  vista  la  necesaria  suspensión  por  un 
tiempo  y  en  ciertas  localidades,  de  las  funciones  civiles  del 
gobierno,  á  fin  de  que  los  poderes  marciales  del  mismo  pue- 
blo puedan  ser  ejercidos  eficazmente  para  la  seguridad  y 
bienestar  de  la  nación.  Que  los  poderes  marciales  pueden 
ser  ejercidos,  cuando  á  juicio  de  las  autoridades  competen- 
tes, es  necesario  para  la  seguridad  de  la  nación,  es  algo  que 
está  realmente  conforme  con  las  disposiciones  de  la  Cons- 
titución, como  lo  es  el  ejercicio  de  los  poderes  civiles  en 
tiempos  de  paz.  (1) 

No  tememos,  pues,  la  ley  marcial  cuando  es  ejercida  en 
los  momentos  y  en  el  límite  que  las  leyes  mismas  de  la  guerra 
le  prescriben.  La  justicia  militar  con  sus  tribunales  milita- 

(1)  Gobierno  tj  derecho  constitucional,  §  443,  pág.  285. 
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res,  con  sus  consejos  de  guerra,  cortes  marciales  ó  comisiones 
militares,  como  son  llamados  por  el  reglamento  americano, 
no  se  administra  á  la  voluntad  del  que  manda,  sino  siguien- 
do las  reglas  que  de  antemano  se  han  establecido,  reglas  que, 
aunque  severas,  deben  tener  en  vista  los  dos  principios  que 
dominan  todas  las  leyes  de  la  guerra,  el  de  la  necesidad  y  el 
de  la  humanidad.  «  La  jurisdicción  militar  reposa  sobre  dos 
bases  fundamentales  según  el  reglamento  americano,  dice 
Bluntschli,  la  Constitución,  de  la  que  las  autoridades  milita- 
res del  país  tienen  sus  poderes,  y  el  derecho  internacional 
que  castiga  ciertos  culpables  no  solamente  por  las  leyes  del 
país,  sino  según  las  leyes  universales  de  la  guerra  » .  Los 
consejos  de  guerra  no  deben  proceder  arbitrariamente  y  con 
pasión  :  están  obligados  á  respetar  las  leyes  fundamentales 
de  la  justicia.  Deben  en  particular  dejar  á  -  los  acusados  la 
facultad  de  defenderse  libremente,  no  recurrir  á  la  violencia, 
establecer  con  cuidado  aunque  sumariamente  el  cuerpo  del 
delito,  y  no  imponer  al  culpable  sino  una  pena  proporcionada 
á  sus  actos.  Pero  no  están  obligados  á  respetar  estrictamente 
las  leyes  ordinarias  del  procedimiento  » .  «  Si  el  nombra- 
miento de  los  consejos  de  guerra  tiene  lugar  de  acuerdo  con 
la  Constitución  del  país,  y  con  los  reglamentos  militares  de 
los  diferentes  Estados,  los  principios  expuestos  tienen  un  al- 
cance general  y  universal ;  si  no  fueren  respetados,  la  ley 
marcial  cesaría  de  ser  una  ley:  sería  la  expresión  directa  del 
desorden  y  de  las  pasiones.  (1) 


Sin  embargo,  la  ley  marcial  no  necesita  ser  proclamada : 
justificada  solamente  por  una  absoluta  necesidad,  cuando 

(1)  Droií  intcrnaiional  codiñé^  articulo  548  y  su  nota. 
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ésta  exista  puede  ser  ejercida  sin  proclamación  previa, 
aunque  bajo  la  responsabilidad  del  que  la  impone.  (1) 
Si  un  general  ó  comandante  en  jefe  tiene  el  derecho  de 
imponer  la  ley  marcial,  dice  Pield,  á  los  que  no  son  parte 
de  su  ejército,  puede  hacerlo  con  ó  sin  proclamación :  el 
único  propósito  que  debe  tener  es  dar  noticia  del  hecho. 
Hay  casos,  sin  embargo,  en  que  un  general  puede  usar 
de  la  fuerza  para  otros  propósitos  que  para  compeler  á 
la  sumisión  al  ejército  contrario,  y  á  la  obediencia  en  el 
suyo.  La  máxima  que  da  la  razón  y  la  extensión  del 
poder  es  Necessitas  quod  cogit  defendit,  «  Esta  es  una 
máxima  no  peculiar  solamente  á  los  militares,  sino  á 
todos  los  demás,  bajo  ciertas  circunstancias.  Un  parti- 
cular puede  echar  abajo  una  casa,  para  evitar  la  comu- 
nicación del  fuego ;  pero  •  no  como  bombero,  sino  por- 
que la  necesidad  lo  requiere.  En  efecto,  la  máxima  no 
está  limitada  en  su  aplicación  á  las  necesidades  de  la 
guerra  y  de  una  conflagración.  Un  motín,  pronunciándose 
en  una  guarnición,  puede  hacer  necesario  para  su  domi- 
nación, actos  que  en  otro  momento  no  serían  justificados. 
En  todos  estos  casos,  sin  embargo,  el  individuo,  obrando 
bajo  la  presión  de  la  necesidad,  real  ó  supuesta,  obra 
bajo  su  responsabilidad.  El  caso  debe  ser  juzgado  por 
Cortes  y  Jurados,  donde  quiera  que  los  actos  y  la  ne- 
cesidad alegada  sean  puestos  en  cuestión  ».  (2) 

La  declaración,  pues,  de  la  ley  marcial,  aún  en  el 
propio  país,  es  un  mero  anuncio,  y  no  la  creación  del 
hecho.  (3)    Cuando   la   ley   marcial   es   proclamada  bajo 

(1)  Bluntchli,  ort  539.  Liedbr,  Instrucciones,  art.  I». 

(2)  OüTLiNEá.  Nota  al  art.  725.   Argumento   en  el  caso  de  MUUgan. 
Washington  Repórter,  Mayo  7 de  1866. 

(3)  Hallegr.  International  lavo,  pág.  372,  §  24. 
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circunstancias  de  reconocida  necesidad,  la  proclamación- 
debe  mirarse  como  la  representación  de  los  hechos,  así 
como  en  una  ciudad  sitiada,  el  estado  de  sitio  existe  le 
galmente,  porque  la  ciudad  está  sitiada  y  la  proclamación 
de  la  ley  marcial  en  tal  caso  es  solamente  la  noticia  y 
autenticación  del  hecho  de  haber  sido  la  autoridad  civil 
de  suyo  suspendida  por  la  fuerza  de  las  circunstancias, 
y  de  haber  por  el  mismo  hecho  recaído  el  poder  militar 
en  ella.  (1) 

VI 

Les  Cónsules  de  las  naciones  americanas  y  europeas, 
no  teniendo  carácter  diplomático  ó  no  siendo  considerados 
como  agentes  diplomáticos,  están  sugetos  á  la  ley  marcial 
en  los  mismos  casos,  y  en  la  misma  extensión  que  lo 
pueden  estar  las  otras  personas.  (2)  Sin  embargo,  ni  su 
Cancillería  ni  sus  personas  sufrirán  sus  efectos  sino  cuando 
la  necesidad  lo  exija ;  pero  toda  infracción  que  cometieran 
contra  el  gobierno  militar  establecido  puede  ser  castigada 
como  si  tuviese  por  autor  un  simple  ciudadano,  y  esta 
infracción  no  puede  servir  de  base  á  una  reclamación 
diplomática.  (3) 

(1)  opiniones  de  los  Procuradores  Generales,  vol.  VIII,  póg.  373. 

(*2)  FiELD,  OutlincSy  art.  126. 

(3:  LiiiHFn,  Instrucciones,  art.  8. 


CAPÍTULO  V 


E  Ti    ESTADO    D  R    SITIO 


SECCIÓN    P 


NOCIONES  OFÍNEUALES  É  IIISTOKIA  DEL  ESTADO  DE  SITIO 


«  La  ley  militar  impera,  ha  dicho  Rawson,  allí  donde 
la  Provincia  se  convierte  en  campo  militar »  ;  y  aca- 
bamos de  ver  en  el  capítulo  anterior  que  tal  es  la  con- 
secuencia del  régimen  excepcional  quej  crean  las  situa- 
ciones de  fuerza. 

Pero  esto  no  siempre  se  produce.  El  gobierno  por  la 
ley  marcial  no  es  normal:  es  un  extremo  que  se  pre- 
senta cuando  el  ejercicio  de  la  ley  común  no  es  sufi- 
ciente para  conjurar  la  tormenta,  y  el  Estado  se  ve  en 
un  peligro  inmenso  de  ser  envuelto  en  la  vorágine  de 
las  pasiones  anárquicas.  No  es  el  desgobierno,  no  es  la 
arbitrariedad,  pero  es  la  aplicación  de  reglas  severas,  es 
la  sumisión  sin  observaciones,  es  el  procedimiento  breve  y 
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sumario,  que  arranca  á  la  justicia  ordinaria  su  imperio  y 
absorbe  los  tribunales  comunes. 

Entre  el  extremo  de  la  fuerza  y  el  extremo  de  las  garan- 
tías de  un  orden  social  regularmente  constituido,  hay  un 
término  medio  que  participa  de  los  dos  procedimientos,  y 
consulta  perfectamente  la  situación  que  crean  los  sucesos. 
Ese  término  medio  se  llama  Estado  de  sitio ^  como  una  expre- 
sión convencional,  en  todos  los  Estados  de  la  raza  latina,  y 
principalmente  en  todos  los  de  la  América  Meridional. 

¿  Qué  se  entiende  por  Estado  de  sitio,  ó  cuándo  se  dice 
que  un  Estado  se  encuentra  en  ^5torfo  de  sitio?  La  defini- 
ción es  tanto  más  difícil  cuanto  que  las  palabras  empleadas 
no  responden  precisamente  al  objeto  á  que  se  aplican  ó  al 
tin  que  con  ellas  se  busca. 

Estado  de  sitio,  podemos  decir,  es  aquel  estado  en  que  se 
encuentran  suspendidas  las  garantías  constitucionales  en 
caso  de  una  conmoción  interior  ó  un  ataque  exterior,  perma- 
neciendo los  tribunales  de  justicia  en  el  libre  ejercicio  de  su 
jurisdicción  ordinaria.  (1) 

II 

Se  diferencia  del  habeas  corpas,  ó  más  bien  de  la  situa- 
ción creada  por  su  suspensión,  en  que  siendo  éste  una 
garantía  personal  se  encuentra  comprendida  en  el  Estado 
de  s^itio  (2) ;  del  estado  de  Asamblea,  en  que  este  importa  la 
convocatoria  de  todas  las  milicias  y  la  aplicación  de  la  ley 
militar  á  todos  los  que  se  hallan  con  las  armas  en  la  mano 

(1)  Véase  Morin,  Répertoire,  verb.  E(at  de  Siége.  Block.  Dictiu- 
nnaire  poUíique^  verb.  Etat  de  Siúgc. 

(2)  Véase  el  Capitulo  111— Kaw.->on.  El  estado  de  sitio  según  la  Cons- 
titución Argentina,  pág  18.— Alberdi,  en  el  articulo  28  de  su  Proyecto 
de  Constitución,  parece  opliear  las    palabras  estado  de  sitio,    al    sitio 

real  y  efectivo  en  caso  de  Guerra,  pues  dice:    • queda  suspenso 

el  imperio  de  la  í.onstitución,   dentro    de  su   recintos.    Organi::ación, 
t.   I,  pj'ig.  178. 
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(1)  de  la  ley  marcial,  en  que  ésta  sólo  subsiste  cuando  los  tribu- 
nales ordinarios  están  cerrados,  ó  estando  abiertos  se  juzgan 
actos  que  afectan  las  operaciones  militar  3s  (2) ;  de  las  faatl- 
tades  extraordinarias  ó  la  suma  del  poder  público  en  que 
estos  importan  el  ejercicio  arbitrario  é  irresponsable  de  to- 
dos los  poderes  por  el  Poder  Ejecutivo.  (3) 

(1)  Rawson,  loe.  fíit.— Almirantk,  Diccionario  militar^  verb.  Asam- 
blea,—^tEi  NacionaU  en  el  n»  10215,  y  en  un  articulo  titulado  Los  tri- 
bunales personales  hace  al  estado  de  asamblea  sinónimo  de  ley  mar- 
cial. 

(2)  Capitulo  4'.— Elizaldb  (Rufino)  decía  en  1862  que  «la  ley  marcial 
existe  si  hay  citación  total  de  milicias»),  á  lo  que  contestaba  Rawsojí 
que  «movilizar  las  milicias  no  importa  forzosamente  declarar  la  ley 
marcial,  porque  pueden  ser  movilizadas  en  número  reducido».  Diario 
fie  Sesiones  de  la  dmara  de  Diputados  de  la  Nación,  pág.  278  y  280. 
—Manuel  Rafael  García,  estudiando  la  Oon<^titución  de  los  Estados 
Unidos  ha  confundido  tambión  la  ley  marcial  con  el  estado  de  sitio. 
«La  declaración  de  la  ley  marcial  en  sostitución  de  los  leyes  ordina- 
rias, ll;\mase  estado  de  sido  de  un  Estado  ó  distrito,  produce  la  sus- 
pensión áe\  curso  natural  de  la  justicia  ordinaria  y  bis  garantías  que 
en  su  aplicación  deben  encontrar  los  procesados.  Ella  militariza  las 
causas  y  reemplaza  la  ley  civil  por  la  ley  marcial*.  Recisía  de  Buenos 
Aires,  t.  X,  pág.  110.— El  Dr.  Tejedor  decía  en  su  mensaje  á  la  Asam- 
blea Legislativa  de  1880:  «  El  estado  de  sitio  es  una  medida  de  orden, 
de  seguridad  pii.Jica,  de  k  >l>¡erno:  la  ley  marclaí  un  derecho  que 
acalla  todos  los  otros,  en  los  lusjares  donde  existe  efectivamente  la 
guerra,  donde  acampan  ó  se  baten  tropas...  .En  otros  términos,  don- 
de rige  la  ley  marcial  no  hay  otra  regla  que  el  derecho  de  gentes, 
donde  rige  el  estado  de  sitio,  todo  sigu3  en  pie,  leyes,  tribunales,  au- 
toridades, y  írarantias  mismas,  con  excepción  de  las  que  expresamen- 
te restringe». 

(3j  Sarmiento,  Sud- América,  t.  II,  página  22  .—  El  artículo  29  de  la 
Constitución  Nacional  prohibo  «concederlas,  asi  como  el  acordar  su- 
misiones ó  supremacías,  por  las  que  la  vida,  el  honor,  ó  las  fortunas 
de  los  argentinos  queden  á  merced  de  gobierno  ó  persona  alguna  Ac- 
tos de  esta  naturaleza  llevan  consigo  una  nulidad  insanable,  y  sugeta 
rán  á  los  que  las  formulen,  consientan  ó  firmen,  á  la  responsabilidad 
y  pena  de  los  infames  traidores  i\  la  patria».  Quiso  evitarse  en  esta 
disposición  la  repetición  de  actos  corno  los  que  dieron  á  Rosas  el  po- 
der arbitrario  con  que  tiranizó  á  la  República  por  veinte  años 

Sin  embargo  Navarro  Violv  (  Recisía  de  Rueños  Aires,  i,  X,  pág. 
123;  afirma  que  la  facultad  de  declarar  el  esíado  de  siíiOf  es  sinónima 
de  dar  las  facultades  extraordinarias,  <*reyondo  /»on  Ficrreyra  que 
hay  cierta  contradicción  entre  los  artículos  de  la   Constitución  que  se 
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Estas  diferencias  entre  los  diversos  Estados  anormales  en 
que  puede  encontrarse  un  país,  á  consecuencia  de  las  conmo 
ciones  interiores  ó  las  guerras  exteriores,  demuestran  clara- 
mente el  peligro  que  entraña  su  confusión,  una  vez  que  los 
derechos  individuales  son  su  objeto  directo  y  sufren  su  in. 
fluencia  de  una  manera  decisiva.  Los  medios  á  emplearse 
dependen  de  las  situaciones  creadas  en  cada  caso,  y  si  el  más 
irregular  ó  más  abrumador  puede  justificarse  en  un  caso  y 
ser  tenido  como  regular,  aplicado  en  otras  circunstancias, 
sería  tan  abusivo  como  insoportable. 


ocupan  de  esto.  Estrada,  en  la  convención  de  1870  encargada  de  re- 
formar ia  Constitución  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  decía  también 
que  el  estado  de  sitio,  no  importa  otra  cosa  que  las  facultades  ex- 
traordinarias conferidas  á  los  poderes  que  ejercen  la  autoridad.  (  De- 
bates de  la  Cofioención,  página  5^3  .  Creemos  esto  un  error  í^  que 
conducen  el  uso  impropio  de  las  palabras,  v  el  olvido  del  origen  de  las 
disposiciones  constitucionales  á  que  se  ha^e  referencia.  Las  faculta- 
des extraordinarias,  la  suma  del  podet»  público,  es  lo  arbitrario,  es  el 
capricho  del  que  manda,  que  avasalla  todo  y  de  nada  respondo;  la  ley 
marcial  es  la  aplicacióa  de  la  ley  militar,  paro  es  la  vigencia  de  una 
ley;  y  el  estado  de  sitio,  es  la  suspensión  de  garantías  limitada  por  la 
ley  misma,  pero  sin  que  desaparezcan  los  demás  poderes  piiblicos:  no 
importa  poner  en  manos  de  un  hombrií  la  vida,  el  honor,  y  la  fortuna 
que  es  lo  que  ha  prohibido  el  artículo  23  de  la  Constitución. 

La  interpretación  anterior  ha  sido  tambión  establecida  por  las  Cortes 
Nacionales.  Las  facultades  del  Estado  do  sitio,  han  diiho,  por  su  na  - 
turaleza  y  objeto,  no  tion /acuitad es  extraordinarias^  de  lasque  habla 
el  artículo  29  de  la  Constitución,  equiparándolas  al  delito  de  traición, 
por  cuanto  las  primeras,  aunque  dependientes  en  su  ejercicio,  de  la 
discreción  y  Juicio  propio  del  poder  autorizado  para  ejercerlas,  llevan 
consigo  limitaciones  expresas  de  tiempo  y  objeto,  y  tienden  ó  llenar 
la  suprema  necesidad  de  garantir  el  orden  y  la  paz  pública,  y  los  se- 
gundos, teniendo  en  cuenta  el  espíritu  y  los  té.nninos  del  articulo 
constitucional  citado,  se  refieren  á  facultades  limitadas  que  autoricen  la 
suma  del  poder  publico^  y  por  las  que  la  cida,  el  honor  ó  la  fortuna 
de  los  argentinos^  queden  á  merced  de  gobiernos  ó  persona  alguna;— 
á  lo  que  se  agrega  que,  prohibiéndose  en  dicho  artículo  al  Congreso 
mismo,  ñcoráBr  facultades  ertraor diñarlas,  no  podrían  ser  éstas  las 
mismas  del  estado  de  sitio,  desdo  que  por  el  artículo  67,  inciso  26,  de 
la  Constitución,  es  facultado  el  Congreso  para  declarar  dicho  estado 
ten  uno  ó  varios  puntos  de  la  Na»5Íóno.  Fallos  dr  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  Nacional^  t.  II,  pág.  427,  2*  serie. 
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Y  la  pendiente  es  resbaladiza.  Si  los  poderes  públicos 
deben  defenderse  contra  las  asechanzas  de  los  facciosos,  los 
derechos  individuales  deben  guardarse  de  los  abusos  y 
caprichos  de  aquellos,  tanto  más  cuanto  que  su  manteni- 
miento es  la  condición  de  su  existencia.  Las  pasiones 
suelen  ser  malos  consejeros  para  señalar  los  límites  y 
evitar  las  confusiones;  y  la  práctica  en  la  vida  libre, 
ejercitada  con  buena  fé  y  honradez,  lo  único  que  con- 
duce á  gi*abar  en  todos  las  buenas  máximas  y  los  princi- 
pios salvadores. 

m 

El  Estado  de  sitio  es  un  medio  de  suspender  las  ga- 
rantías constitucionales  en  la  mayoría  de  los  Estados. 
¿Tiene  algún  fundamento  aceptable?  ¿Debe  desaparecer 
de  la  Constitución  de  un  pueblo  que  aspira  á  la  reali- 
zación del  gobierno  libre? 

«  El  uso  de  los  pueblos  más  libres  de  la  tierra  ha  dicho 
Montesquieu,  me  hace  creer  que  hay  casos  en  que  es 
necesario  poner,  por  un  momento,  un  velo  sobre  la  libertad, 
como  se  cubren  las  estatuas  de  los  Dioses » .  (1)  Destut  de 
Tracy  (2)  cree  que  á  este  extremo  ha  conducido  la  anglo- 
manía  á  Montesquieu ;  y  Laboulaye  agrega  que  «  no  es 
verdad  que  la  proscripción  sea  jamás  legítima.  En  las 
situaciones  más  difíciles  se  puede  defender  por  leyes  jus- 

(1)  De  VEspHt  (íes  Lois,  lib.  XH,  cap.  19.  -En  otra  parte,  dice  también 
de  acuerdo  con  estas  ideas:  «Pero  si  la  potestad  legislativa  se  creyese 
en  peligro  por  efecto  de  alguna  conspiración  secreta  contra  el  Estado, 
ó  de  alguna  inteligencia  secreta  con  los  enemigos  de  afuera,  podría 
permitir  por  un  tiempo  breve  y  limitado  á  la  protestad  ejecutiva  el 
prender  á  los  ciudadanos  sospechosos  quienes,  si  perdían  la  libertad 
por  un  tiempo,  era  para  conservarla  paro  siempre». 

(2)  Comentarios  al  Espíritu  de  las  Leyes, 
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tas  y  sentencias  regulares.  En  el  fondo  no  se  vela  la 
libertad,  se  la  viola,  y  violándola,  se  la  mata  ».  (1) 

No  es  posible,  sin  duda,  aceptar  en  absoluto  la  añr- 
mación  de  Montesquieu,  aun  cuando  sea  una  verdad  que 
toda  vez  que  una  situación  violenta  y  de  fuerza  se  hace 
sentir,  las  garantías  individuales  desaparecen  en  mucha 
parte. 

En  los  pueblos  constituidos,  las  Cartas  respectivas 
tienen  en  sí  los  medios  de  atender  á  todas  las  situaciones, 
ó  más  bien,  en  sus  disposiciones  está  combinado  todo  el 
mecanismo,  de  modo  que  sean  cuales  fueran  las  alte- 
raciones, más  ó  menos  fundamentales,  que  ellas  prevén, 
la  voluntad  arbitraria  de  los  que  mandan,  si  se  ejercita, 
no  se  ejercita-  sin  responsabilidad,  y  para  esto  mismo  ne- 
cesita haber  llenado  ciertos  requisitos  que  son  otras  tantas 
limitaciones.  La  libertad  nunca  se  cubre  en  absoluto, 
aunque  algunos  de  sus  resortes  puedan  estar  limitados, 
y  no  ya  en  el  estado  de  sitio,  sino  bajo  la  vigencia 
misma  de  la  ley  marcial,  no  desaparecen  las  formas  tute- 
lares, aunque  las  garantías  puedan  ser  menos  eficaces, 
y  aunque  pudiera  decirse  con  Royer  CoUard  ( 2 ),  que 
como  leyes  de  excepción  son  préstamos  usurarios  que 
arruinan  los  gobiernos  aunque  aparezcan  enriquecerlos  > . 

Sin  embargo,  aun  en  los  términos  limitados  de  un  régimen 
constitucional,  la  suspensión  de  las  garantías  constituciona- 
les en  la  forma  en  que  lo  hace  el  estado  de  sitio,  como  lo 
hemos  definido,  no  ha  gozado  de  simpatías. 

«  Las  garantías  que  consideramos  estar  más  arriba  de  las 
leyes,  decía  Pinheiro  Ferreira,  uno  de  los  publicistas  más 
liberales  de  la  Europa,  esas  garantías  que  están  á  igual  dis- 

(1)  Nota  4-  al  cap.  19,  lib.  XII. 

(2)  Dictionnaire  poliíique. 
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tanda  del  poder  del  Gobierno  y  del  Congreso,  son  las  que 
hemos  llamado  condiciones  esenciales  de  la  seguridad,  de  la 
libertad  y  de  la  propiedad.  Ellas  pueden  mantenerse  y  obser- 
varse en  todas  épocas,  en  medio  de  las  más  violentas  conmo- 
ciones, lo  mismo  que  en  momentos  de  la  mayor  tranquilidad. 
Pretender  que  los  diques  construidos  para  contener  el 
desborde  de  las  aguas,  deban  ser  demolidos  precisamente 
cuando  la  creciente  de  los  rios  y  el  ímpetu  de  los  torren- 
te» se  hacen  más  amenazadores,  es  una  de  esas  extravagan- 
cias que  sólo  pueden  atribuirse  al  delirio. » (1) 

En  las  Cortes  Españolas,  al  discutirse  la  Constitución  de 
1869,  el  artículo  que  establecía  la  facultad  de  suspender  las 
garantías  constitucionales,  fué  objeto  de  largos  é  interesan- 
tes debates  en  que  tomaron  parte  los  principales  oradores  á 
favor  como  en  contra  (2) ;  y  en  América,  entre  otros  escri- 
tores distinguidos,  Lastarria,  ocupándose  de  la  Constitución 
Chilena,  decía  en  1856  que:  «este  aribitrio  importa  un  ata- 
que á  las  instituciones  políticas,  es  una  negación  de  los  dere- 
chos que  la  Constitución  garantiza,  es  una  verdadera  incon 

secuencia  en  el  sistema  constitucional ; porque  es  más 

fácil  el  abuso  que  el  buen  uso  de  una  medida  tan  peligrosa  y 
tan  contraria  á  la  estabilidad  del  principio  constitucional,  es 
que  no  aceptan  este  arbitrio  las  constituciones  verdaderamen- 
te liberales,  dejando  la  conservacúón  del  orden  á  las  leyes 
ordinarias  »  (3);  y  en  1875;  <  La  libertad  personal  está, 
como  antes,  á  merced  de  los  gobernantes,  de  los  magistrados 
judiciales,  de  los  funcionarios  de  policía,  y  de  las  necesidades 

(1)  Principes  da  droit  pubUcy  t.  I,  pj^g.  85  —Véase  también  del  mis- 
mo autor.  Comentario  al  inciso  8",  articulo  11  de  la  ley  de  reformas 
constitucionales. 

(2)  Manas.  El  libro  del  ciudadano,  pág.  1800. 

(3'  La  Constitución  politica  de  la  República  de  Chile,  comentada 
pág.  l-'7. 
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de  la  política  goberihitiva,  que  con  el  pretexto  de  una  guerra 
ó  de  una  conmoción  intestina,  autorizan  una  dict<«dura  bajo 
la  denominación  de  estado  de  sitio  ó  de  estado  de  asamblea, 
mediante  los  cual^^s  el  gobierno  emplea  la  prisión,  el  des- 
tierro y  hasta  el  patíbulo,  contra  sus  adversarios. »  (1) 

En  la  República  Argentina  no  han  faltado,  como  no  fal- 
tarán después  opiniones  adversas  al  estado  de  sitio,  aunque 
ellas  pueden  tener  una  fácil  explicación  en  la  situación  espe- 
cial en  que  se  ha  encontrado  el  país,  en  la  influencia  casi 
siempre  decisiva  de  las  pasiones  políticas  y  en  la  confusión 
de  ideas  de  los  primeros  ensayos  en  las  prácticas  constitu- 
cionales (2). 

Así,  cuando  en  1 862,  tenía  lugar  en  el  Congreso  la  prime- 
ra discusión  sobre  estas  materias  con  motivo  de  conmociones 
interiores  en  la  Provincia  de  Corrientes,  la  falta  de  consisten- 
cia en  las  ideas  ya  se  manifestaba  en  cuanto  á  su  bondad 
y  á  su  eficacia.  El  Dr.  Elizalde  (K.)  decía :  «  La  declaración 
del  estado  de  sitio  no  está  bien  determinada  por  la  Constitu- 
ción, y  se  ha  hecho  tan  mal  uso  de  este  medio,  que  sólo  decir 
la  palabra,  es  decir  que  una  Provincia  está  amenazada  de  los 
más  grandes  males  y  calamidades. . .  Entre  tunto,  la  declara- 
ción ¿e  estado  de  sitio  es  sumamente  perjudicial,  y  con  ella  se 
han  hecho  las  más  grandes  violaciones  y  males. »  (3)  El  Dr. 
Alsina  (Valentín),  dice  que  siempre  se  opuso  á  la  declaración 

del  estado  de  sitio,  porque «no  solamente  esa  medida  es 

completamente  inútil;    no  solamente  no  aumenta   en  un 

(1)  Lecciones  (fe política  positiray  pág.  166.— \rosemena,  t.  I,  pág.  81, 
participa  en  mucha  parte  de  estas  opiniones. 

(2)  Ninguna  mayoría,  decía  Echevarría  en  I8i6,  ningún  partido  ó 
asamblea  tienen  derecho  para  establecer  una  ley  que  ataque  las  leyes 
naturales  y  los  principios  conservadores  de  la  sociedad  y  que  ponga 
á  merced  del  capricho  de  un  hombre,  la  seguridad,  la  libertad  y  la 
vida  de  todos. 

(3)  Diario  de  Sesiones  del  Senado,  1862,  pág.  27.S. 
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ápice  ios  recursos  ó  medios  con  que  cuenta  el  gobierno  para 
contener  una  conmoción  interior,  sino  también  es  perjudica! 

bajo  el  aspecto  del  crédito  del  país  en  el  extranjero El 

efecto  moral  ha  de  ser  el  mismo,  que  es  influir,  incrustar  en 
el  espíritu  de  la  nación,  la  doctrina  que  reputa  inútil,  cuando 
no  perniciosa:  el  ejercicio  de  la  facultad  de  declarar  el  estado 
(le  sitio  »  (1).  El  Dr.  Rawson  :  «  siempre  ha  sido  mi  opinión 
(jue  el  estado  de  sitio  es  inütil  por  ineficaz,  ó  es  pernicioso 
cuando  se  lleva  á  efecto  :s  (2).  El  Dr.  Irigoyen :  «  El  esta- 
do de  sitio,  originario  de  épocas  remotas  en  que  la  libertad  y 
•as  garantías  no  jugaban  como  hoy  el  rol  de  primordiales 
elementos  de  la  felicidad  social,  se  conserva  como  una  facul- 
tad tradicional  á  cuya  supresión  aspiran  los  que  anhelan  ver 
realizado  sólidamente  el  gobierno  de  la  libertad  y  de  la  de- 
mocracia que  el  sol  de  Mayo  dibujó  en  el  horizonte  de  la 
patria ».  (3) 

Por  nuestra  parte,  no  estamos  de  acuerdo  con  estas 
conclusiones.  El  estado  de  sitio  no  es  sin  duda,  una 
medida  que  pueda  aceptarse  en  abstracto,  como  no  lo  es 
ninguna  de  aquellas  que  imponen  á  los  derechos  indivi- 
duales, limitaciones  que  llegan  á  modificarlos ;  pero  si  en 
el  organismo  social  deben  existir  garantías  individuales, 
deben  también  existir  garantías  públicas  que  son  garan- 


tí) Di  avio  de  Sesiones,  cit.,  págs.  279  y  281. 

(2)  Diario  de  Seíiiones,  p/ig.  288.— El  Dr.  Navarro  Viola  Ilninó  uiin 
fatalidad  al  estado  de  sitio^  (Repista  de  Buenos  Aires,  i,  X,  páfi:.  124); 
y  en  la  Convención  de  1870,  comparó  el  estado  de  sitio  con  el  inonno- 
nismo,  declarando  que  ésle  tno  es  ni  con  mucho  tan  inmoral  como 
aquel».  (Debates  de  la  Conrención,  ping.  ^91). 

(3)  Justicia  Nacional^  pá^í  8.  —  Estrada  ha  combatido  el  estado  de 
sitio,  del  punto  de  vista  filosófico  jurídico;  y  Alvear  (Emilio),  lo 
llamó  el  último  refugio  dejado  á  la  dictadura  ....  un  estado  de  miedo, 
de  complicidad,  ó  impotencia  del  gobernante.  Debates  de  la  Conven- 
ción de  1870,  págs.  587  y  588. 
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tías  de  orden,  de  libertad,  de  seguridad,  y  su  coexisten- 
cia depende  del  sistema  armónico  que  se  observe.  (1) 

La  salvación  del  orden  social  es  la  suprema  aspiración, 
pero  no  interpretado  el  peligro  por  la  voluntad  ó  el 
capricho  de  los  gobernantes,  sino  por  los  preceptos  de  la 
ley  y  en  la  forma  que  ella  determina.  Habrá  quizá  la 
omnipotencia  de  una  Constitución,  pero  no  la  omnipo- 
tencia de  un  hombre,  y  entonces  habrá  limitaciones  más 
ó  menos  opresoras,  pero  nunca  caprichosas,  injustas,  ve- 
jatorias. Lo  peor  del  despotismo,  ha  dicho  un  escritor 
distinguido,  no  es  su  dureza  sino  su  inconsecuencia,  y 
sólo  la  Constitución  es  inmutable.  La  patria  se  salvará 
por  la  ley  y  no  por  la  razón  de  Estado  (2)  que  es  siem- 
pre el  capricho  del  que  manda;  y  si  es  verdad,  como 
ha  dicho  el  Dean  Funes  (3)  que  « la  tierra  florece  ó  cria 
abrojos  bajo  las  plantas  de  quien  la  gobierna  »,  la  me- 
dida prevista  en  la  ley  habrá  evitado  que  lo  segundo 
sea  su  consecuencia  forzoza. 

í;  El  estado  de  sitio,  decía  en  1870  el  Senador  Quintana, 
es  una  medida  de  la  mayor  gravedad,  y  en  un  país  en 
que  las  facultades  extraordinarias  están  condenadas  por  los 
antecedentes  de  su  historia  y  por  las  disposiciones  terminan- 
tes de  su  carta  fundamental,  en  el  non  plus  ultra  de  la»  fa- 
cultades que  puede  asumir  el  Presidente  de  la  Eepública ; 
es  por  decirlo  así,  señor  Presidente,  el  arma  de  castigo  que 

(1)  Véase,  Alberoi,  t.  I,  págs.  105  y  178. 

(2)  Sobre  los  efectos  de  la  rasón  de  Estado  en  Francia,  véase:  Bat- 
BiE,  Droií  Public  et  admiiiistraUf,  t,  II,  pág.  339 —El  Dr.  Gorriti  en 
ol  Congreso  de  1826,  {Diario  de  Sesiones,  w  lüf),  pág.  25),  v  FrayCaye 
taño  Hodrioukz  en  la  publicación  Oficial  del  dia,  n"  6,  hacían  notar 
como  el  bien  público  había  servido  á  los  tiranos  para  disculpar  sur* 
violencias  y  para  violar  todas  las  garantías  sociales,  haciéndonos  ca^r 
de  un  precipicio  ó  otro. 

(3)  Ensayo  histórico,  t.  III. 
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el  Congreso  pone  en  manos  del  Presidente  para  descargarla 
sobre  la  cabeza  de  los  inocentes  6  culpables,  y  digo  inocentes 
ó  culpables,  porque  el  estado  de  sitio  es  tan  ir  responsable 
como  opresivo^  porque  el  estado  de  sitio  excluye  toda  respon- 
sabilidad por  parte  del  poder  que  lo  ejercita^  porque  el  estado 
de  sitio  no  deja  á  los  ciudadanos  más  garantía  que  el  acierto 
ó  el  error,  siempre  posible  en  la  falibilidad  humana  de  los 
mandatarios  que  desempeñan  el  ejercicio  de  la  autoridad 
nacional  ».  (1) 

Sin  duda  que  este  cuadro  tiene  mucho  de  verdad,  pero  no 
es  menos  cierto  que  lo  que  el  estado  de  sitio  suspende  no  es 
toda  la  Constitución,  ni  los  poderes  políticos,  y  quizá  ni  los 
derechos  mismos  de  los  individuos,  sino  algunas  de  las  for- 
malidades que  garanten  la  libertad  individual,  y  cuya  im- 
portancia no  puede  desconocerse.  Se  detiene  á  un  individuo, 
se  cambia  su  residencia,  sin  someterle  al  magistrado,  pero 
no  se  le  aplica  pena,  se  deja  á  su  voluntad  su  traslación 
fuera  ó  en  el  país,  y  no  se  le  priva  de  las  demás  garantías. 
Se  toma  la  propiedad,  sin  juicio  previo  de  expropiación,  pero 
se  le  indemniza  más  tarde  su  importe  ó  los  perjuicios  su- 
fridos. 

¿Quehacer?  «  Desde  que,  como  dice  Pimenta  Bueno 
(2),  la  gravedad  del  peligro  no  puede  ser  combatida  por  los 
medios  ordinarios,  lo  que  puede  suceder  en  los  casos  de  rebe- 
lión ó  invasión  exterior,  es  irremediable  el  autorizar  medios 
suficientes  de  defensa  para  salvar  la  existencia  del  Estado: 
os  el  caso  de  los  Romanos  :  Dent  operam  cónsules,  ne  quid 
re^^puhlica  defrimenti  capiat :  es  la  declaración  de  la  patria 
en  peligro».  Si  es  indispensable  dar  facultades,  más  ó  me- 

(l)  Discurso  pronunciado  en  la  Oimara  de  Senadores  de  la  Nación. 
Diario  de  Sesiones  de  1870,  páer.    768. 

(2J  Dircito  publico  brazUeivo,  t.  I!,  púg-.  442. 
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nos  extensas,  ó  si  entre  la  falta  absoluta  de  gobierno  y  el 
gobierno  dictatorial,  hay  un  gobierno  regular  posible  que 
pueda  asumir  esas  facultades,  pensamos  con  Alberdi  (1) 
que  la  opción  no  puede  ser  dudosa  como  no  lo  fué  para 
Chile,  que  á  ello  debe  su  larga  tranquilidad.  Las  garan 
tías  individuales  son  palabras  vanas  si  no  se  hacen  efecti- 
vas por  medio  de  las  garantías  públicas,  y  estas  no  exis- 
ten sin  los  medios  de  establecer  el  orden  constitucional 
y  la  paz  que  dan  la  libertad,  las  instituciones,  la  riqueza  y 
el  progreso,  y  que  harén  imposible  la  dictadura  sin  freno 
que  es  la  provocación  perpetua  á  la  anarquía.  (2) 

Cuando  estudiamos  la  situación  de  todas  ó  casi  todas 
las  Repúblicas  sudamericanas,  debemos  confesar  con  fran- 
queza que  no  nos  damos  cuenta  como  pueden  ser  comba- 
tidas las  medidas  de  orden  y  de  tranquilidad  dentro  de  las 
presciipciones  constitucionales.  En  perpetua  anarquía,  mal- 
gastando las  fuerzas  vivas  del  país  y  sembrando  odios  y 
rencores  que  se  trasmiten  por  generaciones  enteras  (3),  s 
mira  un  vejamen  en  la  limitación  constitucional,  y  no  se 
ve  el  vejamen  en  la  incertidumbre,  en  el  atraso,  la  igno- 
rancia y  la  arbitrariedad  de  la  anarquía,  que  lleva  á  los 

(1)  Organización  de  la  República  Argentina,  t.  í,  p«gs.  104  y  179, 
nota  I,  y  19i). 

(2)  «Este  poder  redunda  ú  todas  luces,  dice  Blumschli,  en  menos- 
fabo  de  la  libertad  y  del  derecho  .  .  Esto  no  obstante,  como  excep- 
ción en  caso  de  necesidad,  debe  aceptárselo  como  indispensable,  s* 
hemos  de  atenernos  al  principo  de  que  el  todo  no  ha  de  sacrificarse 
h  la  parte....  Los  pueblos  de  más  tacto  polilico  han  reconocido  siem- 
pre este  poder  excepcional,  y  asi  han  tenido  cuidado  de  dejarlo  con- 
signado en  sus  Constituciones»).  Derecko  publico  uniceraaL  trad.  de 
E.  Dañero,  pág    241. 

(.S.  Várela  (Florencio)  hace  notar  que  uno  de  los  efectos  lamenta- 
bles de  las  guerras  civiles,  es  su  influencia  sobre  los  niños  que,  edu- 
cados en  medio  de  los  odios  que  despiertan,  continúan  aborreciendo, 
convencidos  de  que  es  necesario  y  justo  aborrecer.  Comercio  del  Plata, 
n«  270. 
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puestos    públicos  y  al  gobierno  los  ambiciosos  vulgares, 
cuando  no  la  degradación  y  el  vicio. 

'  Entre  nosotros,  decía  la  comisión  que  formulaba  una 
de  las  últimas  constituciones  de  Méjico,  están  de  tal 
modo  relajados  los  vínculos  morales  de  la  sociedad  y  perdido 
el  respeto  al  derecho  y  á  la  ley ;  de  tal  manera  acreditado 
el  espíritu  de  inquietud  y  sedición,  favorecidas  las  ambi- 
ciones personales,  postergada  la  causa  pública  al  interés 
privado  y  mesquino,  que  la  conspiración  es  un  oficio  y  el 
abuso  de  los  derechos  más  preciosos  un  título  de  gloria 
y  de  aplauso.  La  paz  tiene  pocos  partidarios,  la  pruden- 
cia menos.  Mil  veces  en  el  ejercicio  de  las  funciones  más 
honoríficas  de  la  República  se  ha  conspirado  á  mansalva, 
no  en  bien  de  las  instituciones,  no  en  provecho  del  pueblo, 
sinp  traicionando  su  confianza,  en  obsequio  de  las  perso- 
nas, en  desahogo  de  las  po^siones.  Mil  vece^  la  República 
ha  llegado  á  su  agonía  mortal  y  terrible,  y  los  buenos  ciu- 
dadanos echábamos  de  menos  un  remedio  ejecutivo,  pronto 
que  salvara  la  situación  y  volviera  á  la  sociedad  á  sus 
quicios».  (1)  No  estaríamos  extraviados  si  hiciéramos  al- 
gunas aplicaciones  á  las  demás  Repúblicas  ! 

Cavrour,  el  gran  hombre  de  estado  de  la  Italia,  ha  di- 
cho, que  con  el  estado  de  sitio  cualquiera  puede  gobernar. 
Si  el  estado  de  sitio  co!o3^  la  situación  del  paisa  la  vo- 
luntad del  gobernante,  dejando  en  suspanso  toda  la  cons- 
titución, cómprenlo  perfectamente  esta  observación  ;  pero 
3i  surte  los  efectos  que  nuestra  constitución  le  marca,  nada 
hay  más  difícil,  porque  es  difícil  siempre  coordinar  la 
arbitrariedad,  siquiera  sea  en  parte,  con  la  justicia,   con 


(1)  Mo.NTiKL  y  DaARTK,  Estnlio    .^ohre  fj  H'unfi  i-^    indiciduales,   pág  . 
575. 
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los  demás  principios  que  consagra  la  constitución  y  que  de- 
ben observarse. 

Pero  sea  de  esto  lo  que  fuere,  sea  ó  no  el  estado  de 
sitio  una  medida  aceptable  en  abstracto,  la  verdad  es  que 
se  justifica  perfectamente  (1),  y  que  es  un  término  medio 
que  evita  la  imposición  de  la  ley  marcial  (2),  extremo  á 
que  tienen  que  acudir  la  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos, 
puesto  que  la  suspensión  del  habeas  corpus  no  da  todos 
los  resultados  ó  no  facilita  los  medios  que  por  regla  gene- 
ral requiere  toda  conmoción  interior  ataque  exterior  de 
alguna  gravedad. 

«  Cada  uno  tiene  la  obligación  de  hacer  abnegación  de 
sí  mismo,  decía  Boudet  en  1849,  informando  al  Consejo 
de  Estado  sobre  un  proyecto  del  ministro  Dufaure,  en 
el  interés  de  la  salud  común,  á  fin  de  hacer  más  libre 
y  más  vigorosa  la  defensa  general.  En  est-as  graves  cir- 
cunstíincias,  rehusar  el  sacrificar  elgoce  de  los  derechos  y  de 
las  garantías  políticas  establecidas  por  la  Constitución  para 
los  tiempos  regulares  y  apacibles,  es  desconocer  los  deberes  de 
ciudadano  :  reivindicarlos  para  hacer  de  ellos  una  arma  en 
la  lucha  que  ajita  la  sociedad,  es  traicionar  al  país,  y  ha- 
cerse indigno  de  las  libertades  mismas  de  que  se  abusa  ».  (3) 
La  desaparición  de  la  prescripción  constitucional  que  au- 
toriza el  estado  de  sitio,  puede  ser  una  aspiración  de  los 

(1)  «Las  nepübücas  que  en  los  grandes  peligros,  dice  Mechíavello, 
no  eelian  mano  del  poder  dictatorial  ó  de  otro  parecido,  al  sobreve- 
nir sucesos  de  importancia,  se  precipitarían  en  la  ruina.  En  tanto 
que  la  dictadura  romana  fué  conforme  á  la  Constitución  y  no  se  ejer- 
ció valiéndose  de  la  fuerza,  fué  siempre  provechosa  para  la  ciudad». 
Sobre  el  libro  1  de  Livio,  n«  34. 

(2)  Cellibr,  refiriéndose  ú  la  decisión  de  la  (Jorte  de  Casación  de 
Francia  en  1832,  dice  que:  «el  estado  de  sitio,  sin  jurisdicción  militar» 
se  hace  ilusorio».  (íarnier-Pagí.s,  Dict.  poliíique^  verb.  Siéges, 

(3)  Véase  Sirey,  Lois  AnnoiéeSt  1849,  pág.  107. 
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que  viven  en  las  teorías  y  de  las  teorías,  pero  nunca  de 
los  hombres  de  Estado  y  muchos  menos  de  los  que  « anhe- 
lan ver  realizado  sólidamente  el  gobierno  de  la  libertad 
3'  de  la  democracia,  que  el  sol  de  Mayo  dibujó  en  el  ho- 
rizonte de  la  patria  :í  .  El  primer  objeto  de  un  pueblo  li- 
bre, ha  dicho  Webster,  es  salvar  sus  libertades,  y  esto  se 
consigue  por  medio  de  resicciones,  y  del  deslinde  de  los  po 
deres  públicos.  (1) 

En  1876,  el  senador  Sarmiento,  decía  defendiendo  el 
estado  de  sitio  como  medida  de  gobierno  : 

^  La  Constitución  no  se  ha  hecho  solamente  para  dar  li- 
bertad á  los  pueblos ;  se  ha  hecho  taml)ién  para  darles  se- 
guridad, porque  se  ha  comprendido  que  sin  seguridad  no 
puede  haber  libertad...  Sin  embargo,  queremos  poner  corta- 
pisas al  estado  de  sitio...  La  Francia  ha  vivido  largo  tiemi)o 
bajo  el  imperio  de  estas  mismas  ideas»  y  las  ha  derramado 
por  todo  el  mundo ;  pero  en  presencia  del  cúmulo  de  des- 
gracias que  han  caído  sobre  ella,  ha  venido  á  comprender  al 
tin,  que  la  base  de  la  sociedad,  es  la  seguridad  pública.  Ha 
pasado  por  los  horrores  de  la  revolución  y  hasta  por  la 
desmembración  de  su  territorio,  por  no  tener  un  gobier- 
no que  le  ofreciera  seguridad  contra  revueltas...  Es  un 
Thiers,  el  hombre  más  grande  de  Europa  hoy  día,  es  el 
jurisconsulto  Dufaure,  son  los  republicanos  más  notables 
lo  que  han  creido  que  así  es  preciso  para  quitar  la 
alarma  continua,  para  no  vivir  con  el  Jesús  en  la  boca, 
por  darles  gust^  á  esos  idealistas  ó  locos  en  materias 
políticas,  que  viven  ensayando  en  la  sociedad  como  en 
anima  víliSy  cuanto  disparate  se  le  ha  ocurrido  á  Fou- 
rrier  ú  otros  visionarios... 

(1)  Webster's  Wohks,  i.  IV, 
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«Sin  estado  de  sitio  no  hay  Constitución  puesto  que 
no  hay  derecho  al  escrito  de  habeos  corpus  que  ella  ga- 
rante. En  Inglaterra  mismo  ci>stó  un  siglo  de  ensayos, 
encontrar  forma  como  garantir  la  seguridad  de  las  per- 
sonas, hasta  dar  con  el  escrito  de  haheas  corpas ;  y  este 
es  el  baluarte  de  los  ingleses,  es  su  gloria.  Vanagloriante 
más  del  Mheas  corpus  que  de  la  Magna  Carta,  y  sin 
embargo,  cuando  un  individuo  (juiere  aplicar  la  libertad 
para  echar  abajo  el  gobierno,  no  hay  libertad  para  ese  in- 
dividuo. El  gobierno  no  puede  castigarlo,  pero  si  puede 
detener  su  persona,  sin  darle  la  razón  de  su  detención. 

«  Agregaré  algo  más,  y  es  que  no  existen  entre  noso- 
tros, las  leyes  ordinarias  de  Inglaterra,  Estados  Unidos  y 
Francia,  paises,  cualquiera  de  ellos,  mejor  gobernado  que 
el  nuestro.  Allí  la  suspensión  del  haheas  corpus^  no  es  ne- 
cesaria á  cada  momento,  no  es  materia  de  detalle  local. 
El  juez  de  Paz  de  Inglaterra,  se  llama  el  juez  de  la 
Paz  del  Rey,  lo  que  quiere  decir,  el  encargado  de  mante- 
ner la  tranquilidad  pública ;  y  cuando  esta  es  perturbada, 
el  juez  de  la  Paz,  llama  á  su  Juzgado  á  las  personas 
complicadas  en  el  atentado  y  les  exije  una  fuerte  can- 
tidad, en  garantía  de  que  no  perturbarán  la  tranquilidad 
pública;  ó  las  destierra  por  15  días. 

«  Esta?  son  las  leyes  ordinarias.  Si  se  reuniese  un  gru- 
po de  personas  de  más  de  doce,  por  fuerza  de  armas  ó 
de  número  (porque  el  número  es  lo  mismo  que  las  armas), 
el  Coroner,  el  Condestable,  el  juez  de  Paz,  todas  estas  au- 
toridades tienen  derecho  á  convocar  el  posse  comHatus^ 
que  es  el  derecho  de  llamar  á  los  hombres  que  pasan,  cuan- 
do es  necesaria  la  fuerza,  para  ir  á  someter  los  suble- 
vados que  no  quieren  obedecer  á  las  leyes.  El  estado  de 
sitio  es  más  general,  cuando  peligra  <le  pertui'barse  el  orden 
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público,  poniendo  menos  trabas  al  ciudadano  para  que  no 
haga  el  mal,  que  lo  que  puede  el  juez  de  Paz  en  pe- 
queña escala. 

«  Pero  yo  pregunto,  ¿  Cuáles  son  los  abusos  del  estado 
de  sitio,  que  tanto  alarma?  En  Buenos  Aires  durante  la 
guerra  del  Paraguay,  hubo  siempre  necesidad  de  este  re- 
curso para  conservar  el  orden,  y  nunca  se  han  burlado 
más  del  gobierno  y  desobedecido  las  leyes  que  enton- 
ces». (1) 

IV 

Las  palabras  « Estado  de  sitio  » ,  así  como  su  signifi- 
cación constitucional  en  cuanto  afecta  las  garantías  indi- 
viduales, tienen  su  origen  en  la  legislación  francesa,  de 
donde  fué  incorporado  al  régimen  de  los  demás  Estados 
con  ese  poder  generalizador  de  todo  lo  que  es  francés. 

En  Francia,  la  primera  disposición  que  menciona  el 
Estado  de  sitio  y  es  la  ley  de  10  de  Julio  de  1791,  pero 
tomándolo  como  una  consecuencia  natural  del  estado  de 
guerra  en  tanto  las  tropas  enemigas  habían  producido  un 
verdadero  sitio  en  una  plaza  fuerte  ó  de  guerra. 

Esta  ley  no  se  ocupaba,  ni  de  las  plazas  abiertas,  ni  de  los 
demás  puntos  del  territorio  aún  cuando  pudieran  encontrarse 
amenazados  por  el  enemigo  exterior  ó  por  conmociones  in- 
teriores, y  su  efecto  principal  ó  su  consecuencia  era  la  reu- 
nión del  poder  civil  y  el  militar,  dominando  este  último. 
Pero  habiéndose  producido  la  guerra  civil  se  sintió  la  ne- 
cesidad del  empleo  de  medios  enérgicos  contra  los  enemi- 
gos del  interior ;  y  la  ley  de  10  fructidor,  año  V,  vino  á  Ue- 

(1)  Diario  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Senadores^  1876,  póg.  31i6. 
11 
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nar  el  vacío:  hizo  posible  la  declaración  del  estado  de 
sitio  á  los  municipios  del  Estado  investidos  por  tropas  ene- 
migas ó  rebeldes,  previa  autorización  legislativa,  y  después 
sin  ella,  por  el  Directorio. 

Pero  estas  disposiciones  se  referían  siempre  al  estado  de 
guerra,  hasta  que  Napoleón,  dejando  de  lado  sus  disposicio- 
nes, en  1807,  declaró  por  dos  decretos  en  estado  de  sitio  las 
plazas  de  Brest  y  de  Arras  que  no  habían  sido  atacadas,  ni 
sitiadas ;  y  por  Decreto  de  24  de  Diciembre  de  1811,  orga- 
nizando los  Estados  Mayores  de  plaza,  consideró  las  plazas 
de  guerra  en  estado  de  paz  y  en  el  estado  de  guerra ,  y  en  el  es- 
tado de  sitiOy  agregando  al  caso  de  un  verdadero  sitio,  el  de 
ataque  y  de  rebelión  y  sedición.  (1) 

En  este  estado  de  la  legislación,  se  produjo  la  célebre  de- 
cisión de  la  Corte  de  Casación  (2)  en  1832  que  declaraba 
contraria  á  la  Constitución  el  someter,  bajo  el  estado  de  si- 
tio, á  los  tribunales  militares  los  individuos  que  no  partici- 
paban de  este  carácter,  pues  les  sacaba  de  sus  jueces  naturales. 
El  gobierno  creyó  peligrosa  esta  jurisprudencia,  y  aunque 
presentó  un  proyecto  á  las  Cámaras,  sólo  en  1849  se  dic- 
tó ley  á  su  respecto  á  consecuencia  de  un  proyecto  presenta- 
da por  Dufaure. 

La  ley  de  9  de  Agosto  de  1849,  si  bien  no  aceptó  las 
conclusiones  de  la  decisión  de  la  Corte  de  Casación  de  1832, 
hizo  posible  su  existencia.  Reglamentando  el  artículo  106 
(3)  de  la  Constitución  de  1848,  establece  que  el  estado  de 

(1)  Véase  SiREY,  Recucíl,  1832,  y  en  donde  se  transcribe  el  discurso 
de  Berryer  y  el  del  ministerio  fiscal. 

(2)  MoRiN  llama  el  estado  de  sitio  en  este  caso,  estado  de  sitio  ficti- 
cio, (Les  lois  relaticcs  á  la  guerre,  t.  II,  púg.  459,  ó  Isambert,  estado 
de  sitio  cioil,  (Block,  Dictionnaire  politique,  verb.  Etat  de  siége), 

(3)  Este  articulo  decía:  ti) na  ley  delerminará  los  casos  en  los  cuales 
el  estado  de  sitio  podrá  ser  declarado,  y  reglará  las  formas  y  los 
efc«*los  de  estn  medida».  Sirey.  Lois  annoióes,  tS48,  púg.  193. 
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sitio  sólo  puede  ser  declarado  en  caso  de  peligro  inminente 
para  la  seguridad  interior  ó  exterior  (art.  P) ;  da  la  facultad 
de  declararlo  á  la  Asamblea  Nacional  y  al  Presidente  de  la 
República,  según  los  casos,  así  como  la  de  levantarlo,  man- 
teniendo la  ley  de  10  de  Julio  de  1791  y  el  Decreto  de  24 
de  Diciembre  de  1811  para  las  plazas  de  guerra  y  puertos 
militares  (arts.  3á6,ylOál3);  establece  la  jurisdicción 
militar,  para  todo  lo  que  se  refiere  al  mantenimiento  del  or- 
den y  de  la  policía,  quedando  á  las  autoridades  civiles  todos 
los  demás  poderes  de  qué  no  sea  expresamente  despojada 
(arts.  7  y  8);  determina  en  qué  consisten  los  derechos  de  la 
autoridad  militar  según  los  lugares  (arts.  9  y  10),  y  decla- 
ra que,  no  obstante  el  estado  de  sitio,  dos  ciudadanos  pueden 
ejercer  todos  los  derechos  garantidos  por  la  Constitución, 
cuyo  goce  no  se  ha  suspendido  por  las  anteriores  disposi- 
ciones ».  (Art.  11). 

Esta  ley  fué  modificada  por  el  artículo  12  de  la  Constitu- 
ción  de  1852  en  cuanto  á  la  facultad  de  declarar  el  estado 
de  sitio,  que  se  dio  al  Emperador,  dando  cuenta  al  Senado ; 
por  la  ley  de  28  de  Abril  de  1871  que  lo  atribuyó  á  la 
Asamblea;  y,  en  el  silencio  déla  Constitución  de  1875, 
por  la  ley  de  3  de  Abril  de  1878  en  su  mayor  parte. 

La  ley  de  1878  mantiene  expresamente  las  disposiciones 
de  la  de  1 849  en  sus  artículos  4""  y  5*^,  y  en  todo  lo  demás  que 
no  le  sea  contrario ;  pero  la  modifica  en  cuanto  á  los  casos  en 
que  puede  ser  declarado  el  estado  de  sitio,  y  en  cuanto  á  la 
autoridad  á  quien  compete.  En  lo  primero,  requiere  peli- 
gro inminente  resultante  de  una  guerra  extranjera  ó  de 
una  insurrección  á  mano  armada  (art.  P) ;  y  en  lo  segundo 
designando  las  Cámaras  el  lugar  á  qué  se  extiende,  y  el  tiem- 
po de  su  duración,  cesando  ipsojure  por  su  transcurso,  si  una 
nueva  ley  no  lo  prolonga  (art.  1^,  inc.  2^) ;  en  caso  que  las 
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Cámaras  no  estén  reunidas,  el  Presidente  de  la  Kepública 
con  acuerdo  del  Consejo  de  ministros,  reuniéndose  dos  dias 
después  las  Cámaras  sin  necesidad  de  convocatoria  (art.  2^); 
en  caso  de  disolución  de  la  Cámara  de  Diputados,  el  Presi- 
dente no  puede  hacer  la  declaración,  sino  á  consecuencia  de 
una  guerra  extranjera,  convocando  inmediatamente  los  cole- 
gios electorales  y  reuniendo  las  Cámaras  (art.  3"^),  pero  en 
estos  dos  casos,  reunidas  las  Cámaras,  á  ellas  corresponde 
resolver  quedando  suprimido  si  disintiesen  las  dos  Cámaras. 

Tal  es  la  historia  del  estado  de  sitio  en  la  legislación  fran- 
cesa; y  como  se  vé,  sus  disposiciones  casi  no  difieren  de  aque- 
llo que  entendemos  por  estado  de  sitio,  según  la  definición 
que  hemos  dado,  á  no  ser  en  cuanto  á  la  jurisdicción  militar 
y  su  competencia,  en  tanto  limita  la  jurisdicción  de  los  tri- 
bunales comunes  y  es  susceptible  de  mayor  ó  menor  exten- 
sión. (1) 

Fuera  de  la  Francia,  el  estado  de  sitio  en  la  forma  y  en  la 
extensión  que  le  da  la  legislación  de  ésta,  ha  encontrado  asilo 
como  medida  extraordinaria  y  para  los  tiempos  de  revueltas 
interiores  ó  ataques  de  enemigos  exteriores,  en  casi  todas  las 
Constituciones  de  los  demás  pueblos  de  la  Europa.  En  Ale- 
mania, el  artículo  68  de  la  Constitución  de  16  de  Abril  de 
1871,  que  constituyó  definitivamente  el  imperio  alemán,  esta- 
blece que :  « puede  el  Emperador,  ó  sea  el  jefe  federal  de 
guerra,  cuando  esté  amenazada  la  seguridad  pública  en  cual- 
quier parte  del  territorio  federal,  proclamar  en  ella  el  estado 

(1)  Véase:  Sibey,  Lois  annotées,  1791,  181!,  1848,  1849,  1852,  1871  y 
1878.  —  Garnier-Pagés,  Dicíío/i/iaire  poUtique,  verb.  Sié^/e.  —  Morin, 
Répertoire,  verb.  Etat  de  Siége,-  Blogk,  Dictionnaire  politique,  verb. 
Eiai  de  siége,  —  F.  A-  Hélie,  Les  Constitations  de  la  Francc-^LkFE- 
RRiéRE,  DroU  administratify  t.  I,  póg.  3^5,— Batbie,  Droit  administra 
Uf^  t.  II,  pág.  334.— Dalloz,  Sépertoire,  verb.  Place  de  í/aerrc,— Morin, 
Lois  de  la  gucrre,  t.  II,  pág.  167.— Poüdra  y  PiiíIrre,  Traite  prati- 
que  da  Droit  parlementaire^  págs.  39  y  siguientes. 
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de  sitio.  Mientras  no  se  dicte  una  ley  federal  que  arregle  las 
condiciones,  las  formas  y  los  efectos  de  esta  declaración,  se 
estará  á  lo  prescripto  en  la  ley  prusiana  de  4  de  Junio  de 
1851  »  (1).  En  Austria,  el  artículo  20  de  la  « ley  funda- 
mental del  Estado  de  21  de  Diciembre  de  1867  sobre  los 
derechos  generales  de  los  ciudadanos»,  prescribe  que:  «una 
ley  especial  decidirá  sobre  los  casos  en  que  los  derechos  men- 
cionados en  los  artículos  8  (libertad  individual),  9  (inviola- 
bilidad del  domicilio),  10  (secreto  de  la  correspondencia),  12 
(reunión  y  asociación),  y  13  (manifestación  de  las  opiniones), 
podrán  ser  objeto  de  una  suspensión  temporal  ó  local  » .  (2) 
En  Portugal,  el  §34  del  artículo  145  de  la  Constitución, 
dice  que :  «  En  caso  de  sedición  ó  invasión  de  enemigos,  si  la 
seguridad  del  Estado  exije  que  se  dispensen  por  tiempo  de- 
terminado algunas  de  las  formalidades  que  garantizan  la 
libertad  individual,  podrá  ser  acordada  tal  suspensión  por 
un  acto  especial  del  Poder  Legislativo.  Sin  embargo,  si  las 
Cortes  no  estuviesen  reunidas,  y  si  la  patria  corre  un  peli- 
gro inminente,  el  gobierno  podrá  tomar  esta  misma  precau- 
ción, como  medida  provisoria  é  indispensable,  que  deberá 
suspender  inmediatamente  que  cese  la  necesidad  urgente  que 
la  haya  motivado.  En  todo  caso,  luego  que  se  reúnan  las 
Cortes  deberá  remitirles  informes  justificados  délos  arrestos 
y  demás  medidas  preventivas  que  haya  dictado,  y  todas  las 
autoridades  que  hayan  recibido  órdenes  de  ejecutarlas  serán 
responsables  de  los  abusos  cometidos»  (3).  En  España,  elar- 


(1)  Articulo  68,  (Apéndice  á  la  obra  sobre  las  nacionalidades  de  Pi  y 
M4RGALL,  pág.  372yp6g.  135  del  texto).— El  arUculo68de  la  Constitu- 
ción de  24  de  Jupio  de  lb67,  tenia  la  misma  prescripción.— Laferbi ere 
y  Batbie,  Lea  Consíituiions  d'Europe  el  d*Amérique^  pAg.  135. 

(2)  Lafbrriére  y  Batrie,  pég.  166. 
(2)  Laferriére  y  Batbie,  pág.  509. 
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tículo  3 1  de  la  Constitución  establece :  « Las  garantías 
consignadas  en  los  artículos  2,  5  y  6  (seguridad  personal 
y  domicilio),  y  párrafos  1,  2  y  3  (opiniones,  reunión  y  aso- 
ciación) del  1 7,  no  podrán  suspenderse  en  toda  la  monarquía, 
ni  en  parte  de  ella,  sino  temporalmente  y  por  medio  de  una 
ley,  cuando  así  lo  exija  la  seguridad  del  Estado  en  circuns- 
tancias extraordinarias.  Promulgada  aquella,  el  territorio  á 
que  se  aplicare  se  regirá  durante  la  suspensión  por  la  ley  de 
orden  público  establecida  de  antemano.  Pero  ni  en  una  ni  en 
otra  ley  se  podrán  suspender  más  garantías  que  las  consig- 
nadas en  el  primer  párrafo  de  este  artículo,  ni  autorizar  al 
gobierno  para  extrañar  del  reino,  ni  deportar  á  los  españoles, 
ni  para  desterrarlos  á  distancia  de  más  de  250  kilómetros  de 
su  domicilio.  En  ningún  caso  los  jefes  militares  ó  civiles  po- 
drán establecer  ó  determinar  otra  penalidad  que  la  prescripta 
previamente  por  la  ley  »  (1).  En  Bélgica,  según  el  artículo 
130  de  la  Constitución,  esta  «  no  puede  ser  suspendida  en 
todo,  ni  en  parte  » ,  pero  el  estado  de  sitio  subsiste  en  caso  de 
guerra,  aún  cuando  los  tribunales  militares  no  extienden 
su  jurisdicción  á  los  particulares,  y  sus  efectos  se  reglan 
por  el  Código  militar  de  1870  que  reemplazó  al  de  1814.  (2) 

(1)  Este  artículo  fué  redactado  para  la  Constitución  de  1869,  y  es  hoy 
el  vigente,  pues,  si  bien  en  1875,  subió  al  trono  Alfonso  XII,  hijo  de 
Isabel  II,  sólo  fuó  modiñeada  aquella  en  la  parte  referente  á  la  suce- 
sión de  la  corona.  La  ley  de  orden  público  de  20  de  Abr'ú  de  1870,  que 
reglamenta  el  caso  del  articulo  31  con  toda  extensión,  no  emplea  las 
palabras  estado  de  sitio  que  empleó  el  decreto  de  18  de  Julio  de  1874, 
y  si  las  de  estado  de  prevención  y  alarma^  diferenciándolo  del  de 
(fuerra,  y  de  cuyos  dos  estados  se  ocupa.—  Véase:  Manas^  pí'igs.  2681 
y  180)  á  1895.— EsCRiCHE,  Diccionario  de  Lefjislación,  verb.  t Estado 
deprecención^.^MAS  y  Abad,  Código  Penal,  pág.  207.— Laferriére  y 
Batbie,  pág.  475  y  486. 

(2)  Laferriére  y  Batbie,  pág.  32.—  Tonnissen,  Constitution  helge 
annotée,  págs.  276  y  391.— Ha us.  Prmc*f/;es  généraux  dii  droit penal,  i.  \ 
pág.  119.— En  la  Rumania,  la  Constitución  de  1860,  tenia  en  su  articulo 
128  una  disposición  igunl  al  art.  130  de  Bélgica.  Laferrikre  y  Batbie, 
púg.  549. 


EL    ESTADO    DE   SITIO  167 

En  Inglateira,  como  ya  lo  hemos  visto,  no  existe  el 
estado  de  sitio,  y  sí  solamente  la  suspensión  del  haheas 
Corpus  y  la  /ey  marcial. 

Si  pasamos  á  la  América,  encontraremos  en  los  Estados 
Unidos,  una  legislación  y  una  jurisprudencia  idénticas 
á  la  de  Inglarerra,  basada  en  el  habeos  c/)rpus  y  en  la  ley 
marcial  con  la  que  se  suplen  las  deficiencias  de  la  suspensión 
de  aquel  (1).  El  artículo  de  lo  Constitución  dice :  c  El  privi- 
legio del  auto  de  haheas  corpus  no  será  suspendido,  sino  en 
los  casos  de  rebelión  ó  invasión  en  que  así  lo  requiera 
la  seguridad  pública  »  (2) ;  pero  sólo  cuando  la  Conspiración 
de  Bun-  en  1807,  y  durante  la  guerra  de  secesión  de  1861 
se  hizo  uso  de  esta  facultad,  en  este  último  caso,  con  toda  la 
extensión  que  reclamaban  las  circunstancias,  y  en  medio  de 
los  debates  más  vehementes  en  las  Cortes  y  entre  los  publi- 
cistas más  espectables  del  país.  (3) 

En  Centro  América,  la  República  de  Honduras  en 
su  Constitución  recientemente  promulgada,  establece  la 
prescripción  general  en  su  art.  21:  c  Declarada  la  Re- 
pública ó  un  lugar  de  la  República,  en  estado  de  sitio, 
queda  suspenso  el  imperio  de  la  Constitución  en  la  lo- 
calidad á  qué  se  refiera  la  declaración  de  estado  de  si- 
tio». (4) 

En  el  Brasil,  la  Constitución  jurada  en  25  de  Marzo 
de  1824,  contiene  en  el  inciso  35  del  artículo  179,  la 
misma  prescripción  liberal  de  la  Constitución  portuguesa 

(1)  García,  Rccisía  do  Buenos  Aires ^  1.  X,  pág.  111. 

(2)  Inc.  2,  seo.  9,  art.  1**. 

(3)  Whitting,    Poderes    de  f/tterra,  Irtid.  de  A.    RAWson.    Síory  by 
CooLEY,  t.  11,  pág.  208,  ñolas  2  y  3.  — Pomeroy,  púg.  475. 

(4)  El  Bien  Público  periódico  bisemanal  que  se  i»uhlica  en  Guatemala, 
n<*  del  30  de  Diciembre  de  1880. 
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que  antes  hemos  transcrito,  y  que  sólo  autoriza  á  suspen- 
der algunas  de  las  formalidades  que  garantizan  la  libertad 
individual  y  en  virtud  de  un  acto  especial  del  poder 
legislativo.  Sin  embargo,  las  leyes  de  9  de  Agosto  de 
1894  y  de  18  de  Setiembre  de  1851  reglamentaron  en 
parte  el  ejercicio  de  aquel  poder,  reforzando  la  acción  de 
la  autoridad  militar  en  los  casos  que  prevén.  (1) 

En  Chile,  la  Constitución  de  2  de  Mayo  de  1833  es 
una  de  las  primeras  que  emplea  las  palabras  estado  de 
sitio,  dándoles  una  restricción  limitada.  Así  en  el  inciso 
6®  del  artículo  36,  coloca  entre  las  atribuciones  del  Con- 
greso :  «  Autorizar  al  Presidente  de  la  República  para 
que  use  de  facultades  extraordinarias,  debiendo  siempre 
señalarse  expresamente  las  facultades  que  se  le  conceden, 
y  fijar  un  tiempo  determinado  á  la  duración  de  esta  ley»; 
y  ésto,  sin  duda,  es  algo  más  que  lo  que  entendemos  por 
estado  de  sitio.  Pero  el  inciso  20  del  artículo  82  esta- 
blece como  atribución  del  Presidente,  el  c  declarar  en 
estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  República  en 
caso  de  ataque  exterior,  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado,  y  por  un  determinado  tiempo.  En  caso  de  conmo- 
ción, la  declaración  de  hallarse  uno  ó  varios  puntos  en 
estado  de  sitio,  corresponde  al  Congreso;  pero  si  este  no 
se  halla  reunido,  puede  el  Presidente  hacerla  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado  por  un  determinado  tiempo.  Si  á 
la  reunión  del  Congreso  no  hubiese  expirado  el  término 
señalado,  la  declaración  que  ha  hecho  el  Presidente  de 
la  República  se  tendrá  por  una  proposición  de  ley » .  Y 
el  artículo  161  complementa  estas  disposiciones  estable- 


(2)  Laferriére  y  Batbie,  póg.  615.— Arosemena,  t.  í,  pégs.  38  y  81. 
—PiMENTA  Bueno,  t,  II,  póg.  441,  Leis  do  Brasil,  1849  y  1851. 
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ciendo  que :  c  declarado  algún  punto  de  la  República  en 
estado  de  sitio,  se  saspende  el  imperio  de  la  Constitación 
en  el  territorio  comprendido  en  la  declaración ;  pero  du- 
rante esta  suspensión,  y  en  caso  de  que  usase  el  Pre- 
sidente de  la  República  de  facultades  extraordinarias 
especiales  concedidas  por  el  Congreso,  no  podrá  la  au- 
toridad pública  condenar  por  sí,  ni  aplicar  penas.  Las 
medidas  que  tomase  en  estos  casos  contra  las  personas, 
no  pueden  exceder  de  su  arresto  ó  traslación  á  cual- 
quier punto  de  la  República  » . 

Como  se  vé,  en  Chile  existen  las  facultados  extraor- 
dinarias especialmente  concedidas  y  el  estado  de  sitio,  y 
de  todo  ello  se  ha  hecho  uso  en  diferentes  ocasiones,  con 
mayor  ó  menor  extensión,  conjunta  ó  separadamente,  y  ha- 
biéndose llegado  hasta  autorizar  al  Presidente  para  usar 
de  todo  el  poder  público,  establecer  tribunales  militares 
permanentes,  y  aún  suspender  todo  el  orden  político, 
c  Desde  el  31  de  Agosto  de  1833,  dice  Lastarria,  ha 
habido  cuatro  declaraciones  de  estado  de  sitio,  de  las  cuales 
tres  ha  hecho  el  Presidente  de  acuerdo  con  el  Consejo, 
estableciendo  que  había  conmoción  interior,  la  de  10  de 
Febrero  de  1840,  8  de  Marzo  de  1846  y  la  de  7  de 
Enero  de  1850.  La  otra  fué  dispuesta  por  el  Congreso 
en  ley  de  31  de  Enero  de  1837,  con  motivo  de  la  ge- 
rra  con  el  Perú.  El  mismo  cuerpo  ha  autorizado  al 
Presidente  con  facultades  extraordinarias  relativas  á  ne- 
gocios administrativos  en  multitud  de  casos,  y  además  con 
facultades  extraordinarias  para  arrestar  y  trasladar  á  las 
personas,  sin  sujetarse  á  las  garantías  constitucionales,  alla- 
nar sus  domicilios  y  delegar  estos  poderes  á  los  subalternos, 
por  la  ley  de  9  de  Noviembre  de  1836,  y  para  lo  mismo,  y 
además  para  aumentar  el  ejército  é  invertir  caudales  sin  su- 
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jecióii  á  las  leyes  y  remover  empleados  sin  atenerse 
á  la  Constitución,  por  leyes  de  14  de  Setiembre  de  1851 
y  de  15  de  Setiembre  de  1852;  pero  en  ninguno  de 
estos  casos  ha  calificado  los  sucesos  de  conmoción  in- 
terior.» (1) 

La  Eepública  Oriental  del  Uruguay  en  su  Constitución 
de  10  de  Setiembre  de  1829,  entre  las '  atribuciones 
del  Presidente,  aunque  sin  las  palabras  estado  de  sitio, 
dice  en  el  artículo  81 :  « tomar  medidas  prontas  de  se 
guridad  en  los  casos  graves  é  imprevistos  de  ataque 
exterior  ó  conmoción  interior,  dando  inmediatamente  cuen  • 
ta  á  la  Asamblea  General,  ó  en  su  receso  á  la  Comi- 
ción  Permanente,  de  lo  ejecutado  y  sus  motivos,  estando 
á  su  resolución  » ;  y,  en  el  artículo  83,  que  el  Presi- 
dente no  podrá  «  privar  á  individuo  alguno  de  su  liber 
tad  personal ;  y  en  el  caso  de  exigirlo  así  urgententísima- 
mente  el  interts  público,  se  limitará  al  simple  arresto 
de  la  persona,  con  obligación  de  ponerla  en  el  perento- 
rio término  de  veinte  y  cuatro  horas  á  disposición  de 
su  juez  competente.  :^  «  La  seguridad  individual,  dice  el 
artículo  143,  no  podrá  suspenderse,  sino  con  anuencia  de  la 
Asamblea  General,  ó  de  la  Comisión  Permanente,  estando 
aquella  en  receso,  y  en  el  caso  extraordinario  de  traición 


(1)  La  Constitución politica,  págs.  58,  126  y  213,  2»  edición.— Arosemf- 
NA  1. 1,  págs.  93,  106,  121  y  178.— Florencio  Várela,  Tratados  ¡j  Cons- 
tituciones, póg.  656.— Vicuña  Mackenna,  Historia  de  los  díctanos  de 
la  administración  Montt,  t.  III,  póg.  209.— La  disposición  del  articulo 
161,  según  Alberdi,  es  una  de  las  que  forman  su  ñsonomia  distintiva 
y  su  sello  especial  á  que  debe  Chile  su  larga  tranquilidad,  siendo  un 
ejemplo  de  imitación  recomendado  por  la  experiencia.  Organ¿;ración, 
i.  1,  pég.  179,  nota  I.  Pero  Lastarria  en  el  Proyecto  de  Constitución, 
con  que  termina  su  notable  obra  •Poütica  positicawy  propone  serias 
modificaciones. 
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Ó  conspiración  contra  la  patria ;  y  entonces  sólo  será  para 
la  aprensión  de  los  delincnentes  ^ .  (1) 

El  Perú  prescribe  en  su  constitución  reformada  de  1860, 
en  el  inciso  20,  artículo  59,  que  corresponde  al  Congreso, 
<  declarar  cuando  la  patria  está  en  peligro,  y  suspender,  por 
tiempo  limitado,  las  garantías  consignadas  en  los  artículos 
18,  20  y  29  »  (seguridad  individual  y  asociación).  (2) 

El  Ecuador  reformó  su  Constitución  en  1869.  Según  le 
inciso  12  del  artículo  60  corresponde  al  Poder  Ejecutivo: 
«  Declarar  en  estado  de  sitio  con  acuerdo  del  Congreso  ó, 
en  su  receso,  del  Consejo  de  Estado,  íntegra  ó  parcialmente, 
el  territorio  de  la  República  por  tiempo  determinado,  en 
caso  de  suceder  ó  amenazar  ataque  exterior  ó  conmoción 
interior ;  y  decretar  su  cesación.  Si  reunido  el  Congreso 
durare  todavía  el  estado  de  sitio,  corresponde  al  Poder  Le- 
gislativo decretar  la  cesación  ó  continuación » .  Según  el  ar- 
tículo 61:  «declarado  el  estado  de  sitio  corresponde  al 
Gobierno  :  P  Ordenar  el  allanamiento  y  registro  del  do- 
micilio de  personas  sospechosas ;  2""  prenderlas,  trasladarlas 
á  otro  ponto  habitado  de  la  República,  ó  extrañarlas  por 
tiempo  determinado;  3^  Ordenar  la  entrega  de  armas  y 
municiones,  proceder  á  su  descubrimiento  y  captura  ;  4^ 
Prohibir  las  publicaciones  y  reuniones  que  á  su  juicio  fa- 
cí) Várela,  pág  535.— Arosemena,  t.  1,  págs.  278,  279  y  288.— En  el 
raanifleslo  que  dio  la  Asamblea  General  Constituyente,  decía  pora  fun- 
dar estas  prescripciones:  «le  permite  (al  P  E.)  emplear  la  fuerza  ya 
pora  contener  las  aspiraciones  individuales,  yo  para  defenderos  con- 
tra todo  ataque  interior  imprevisto,  porque  sin  esta  atribución  vue-tra 
libertad  política  y  civil  quedarla  á  merced  del  ambicioso  que  intentase 
destruirla,  pero  es  obligado  á  dar  cuento  inmediatamente  al  legisla- 
tivo y  á  esperar  su  resolución».  Várela,  póg.  536. 

(2).Arosemena,  t,  lUpég.  16— En  la  Constitución  de  1823,  estaba  esta 
misma  prescripción  en  el  artículo  81,  inciso  i,  como  limitación  {\  las  fa- 
cultades del  Poder  Ejecutivo.  Várela,  pág.  622 —Santísteban,  Derecho 
constítHcionaU  págs.  46  y  296.- Calderón,  Diccionario  verb.  Estado  de 
guerra. 
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vorezcan  ó  exciten  el  desorden  ;  5°  Aumentar  la  fuerza 
ai-mada  y  llamar  al  servicio  activo  á  la  guardia  nacional, 
y  trasladar  la  capital  cuando  lo  exija  una  grave  necesidad; 
e''  Exijir  contribuciones  de  guerra  á  los  que  promuevan 
ó  favorezcan  la  guerra  exterior  ó  civil ;  7°  Disponer  se 
juzguen  militarmente  como  en  campaña,  y  con  las  penas 
de  las  ordenanzas*  militares,  á  los  autores,  cómplices  y  au- 
xiliares de  los  crímenes  de  invasión  exterior,  aún  cuando 
haya  cesado  el  estado  de  sitio.  Si  la  sentencia  fuere  conde- 
natoria, no  se  llevará  á  ejecución  antes  de  ponerla  en  co- 
nocimiento del  Poder  Ejecutivo  para  que  haga  ó  nó  uso  de 
la  atribución  que  le  confiere  el  §  4  del  artículo  60  de  la 
Constitución » .  (1) 

La  Constitución  de  Venezuela  de  1874  prescribe  las  más 
extensas  garantías  para  los  habitantes  iel  Estado,  pero,  pro- 
mulgada por  Guzmán  Blanco  aquel  país  sufrió  con  ella  todos 
los  rigores  del  despotismo.  El  inciso  15  del  artículo  72  auto- 
riza al  Presidente  para  que  en  caso  de  guerra  exterior  suspen- 
da 4c  las  garantías  que  sean  incompatibles  con  la  defensa  de 
la  independencia  del  país,  excepto  la  de  la  vida»;  y  las 
diferentes  constituciones  de  los  Estados,  en  el  caso  de 
conmoción  interior,  con  más  ó  menos  extensión  autorizan 
también  igual  suspensión  por  el  Poder  Ejecutivo.  (2) 

La  Constitución  del  Paraguay,  promulgada  en  1870, 
ha  aceptado  el  estado  de  sitio  como  medida  de  circunstan- 
cias, siguiendo  á  la  República  Argentina,  pero  ha  intro- 


(1)  Aroskmicna,  t.  II,  pég.  417.  — La  Conslitución  de  1861  tenia  una 
prescripción  menos  explícita,  y  era  diferente  de  la  de  1845  en  sus  ar- 
tículos 74  y  75.—VARELA,  pág.  666.- Arosemkna,  t.  II,    pág.  101. 

(1)  Constituciones  de  la  Bepüblica  y  de  los  Estados,  recopiladas  de 
orden  del  ilustre  americano  General  Guzman  Blanco.  La  Conslitución 
anterior  tenia  disposiciones  diferentes.  Véase  Arosemena,  t.  II,  pég. 
317. 
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ducido  algunas  alteraciones  sin  importancia,  aunque  pro- 
duzcan confusión  en  la  correlación  de  las  disposiciones.  Así, 
en  el  artículo  9  dice :  « En  caso  de  conmoción  interior 
ó  ataque  exterior  que  ponga  en  peligro  el  ejercicio  de 
esta  Constitución  y  de  las  autoridades  creadas  por  ella, 
se  declarará  en  estado  de  sitio  una  parte  ó  todo  el  terri- 
torio paraguayo  por  un  término  limitado.  Durante  este 
tiempo  el  poder  del  Presidente  de  la  República  se  limi- 
tará á  arrestar  á  las  personas  ó  á  trasladarlas  de  un 
punto  á  otro  de  la  Nación,  si  ellas  no  prefieren  salir  fuera 
del  país.»  El  inciso  22  del  artículo  72,  como  facultad  del 
Congreso:  «Declararen  estado  de  sitio  uno  ó  varios  pun- 
tos de  la  República  en  caso  de  conmoción  interior  y  sus- 
pender el  estado  de  sitio  declarado  durante  su  receso  por 
el  Poder  Ejecutivo»  El  inciso  1 7  del  artículo  102,  como 
facultad  del  Presidente  :  «Declara  en  estado  de  sitio  uno 
ó  varios  puntos  de  la  República  en  caso  de  ataque  exte- 
rior, debiendo  cesar  este  estado  con  el  cese  de  la  causa. 
En  el  caso  anterior,  como  en  el  de  conmoción  interior 
sólo  tiene  facultad  cuando  el  Congreso  está  en  receso, 
porque  es  atribución  que  corresponde  á  este  cuerpo.  El 
Presidente  la  ejerce  con  las  limitaciones  prescriptas  en  el 
artículo  9°.» 

Por  el  artículo  9  se  limitan  los  efectos  del  estado  de 
sitio  á  las  personas,  viniendo  así  á  confundirlo  con  el  ha- 
beas  corpas,  lo  que  hace  inútil  el  empleo  de  tales  térmi- 
nos;  y  se  autoriza  á  declararlo  en  una  parte  ó  todo  el 
territorio,  mientras  que  en  los  correlativos  se  habla  sola- 
mente de  uno  ó  varios  puntos.  En  el  inciso  22  del  artí- 
culo 72  sólo  lo  pone  como  facultad  del  Congreso  en  caso 
de  conmoción  interior;  y  en  el  1 7  del  artículo  102  esta- 
blece que  lo  es  también  en  el  caso  de  ataque  exterior,  sin 
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alcanzar  sin  duda  la  diferencia  que  hay  entre  un  caso  y 
otro,  y  que  la  Constitución  Argentina  ha  establecido. 

La  Constitución  de  Bolivia  promulgada  el  15  de  Fe- 
brero de  1878  tiene  sección  eepecial,  titulada  «  De  la  con- 
servación del  orden  público  »,  y  en  la  que  se  legisla  sobre 
el  estado  de  sitio  en  cinco  artículos  sucesivos,  que  transr.ri- 
bimos  por  su  importancia,  no  obstante  su  extensión,  y 
por  pertenecer  á  la  última  Constitución  que  se  haya  dic- 
tado en  los  Estados  de  la  América  del  Sud: 

t  Art.  26 — En  los  casos  de  grave  peligro  por  causa  de 
conmoción  interior  ó  de  guerra  exterior  que  amenacen 
la  seguridad  de  la  República,  el  jefe  del  poder  ejecutivo, 
con  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros,  podrá  declarar  en 
estado  de  sitio  la  extensión  de  territorio  en  que  sea 
necesario  y  por  todo  el  tiempo  que  repute  indispensable. 

«Art.  27. — La  declaración  del  estado  de  sitio  produce 
los  efectos  siguientes:  P  El  ejecutivo  podrá  aumentar  el 
ejército  permanente  y  llamar  al  servicio  activo  la  guardia 
nacional;  2°  podrá  negociar  la  anticipación  indispensa- 
ble de  las  contribuciones  y  entradas  de  los  recursos  na- 
cionales, con  el  descuento  coiTCspondiente ;  podrá  nego- 
ciar igualmente  por  empréstitos,  las  sumas  suficientes, 
cuando  los  gastos  no  puedan  ser  cubiertos  por  las  entra- 
das ordinarias ;  podrá  reducir  el  pago  de  las  listas  civil 
y  eclesiástica  y  las  asignaciones  municipales,  en  una  pro- 
porción suficiente  á  cubrir  los  gastos  militares  causados 
por  la  alteración  del  orden  público ;  pero  esta  reducción 
no  podrá  exceder  de  un  cincuenta  por  ciento  de  lo  deter- 
minado en  el  presupuesto ;  4""  las  garantías  y  los  derechos 
que  consagra  esta  Constitución  no  serán  en  general, 
suspendidos  de  hecho  por  la  declaración  del  estado  de  sitio  ; 
pero  podrán  serlo  respecto  á  personas  determinadas,  acu- 
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sadas  con  fandamento  de  conspirar  contra  la  tranquilidad 
de  la  República,  y  de  acuerdo  con  lo  que  se  establece  en 
los  incisos  siguientes ;  S""  la  autoridad  legítima  podrá  ha- 
cer comparecer  ó  dictar  órdenes  de  arresto  contra  indivi- 
duos acusados  del  crimen  á  qué  se  refiere  el  inciso  prece- 
dente ;  y  deberá,  sí  es  posible,  ponerlos  en  las  setenta  y 
dos  horas  siguientes  á  disposición  del  juez  competente,  á 
quien  le  tra|mitirá  los  documentos  que  han  dado  lugar 
al  arresto  y  el  procedimiento  observado.  Si  el  proceso  no 
puede  tener  lugar  en  dicho  término,  los  acusados  podrán 
ser  retenidos  hasta  el  momento  en  que  el  orden  material 
sea  restablecido ;  pero  en  ningún  caso,  si  no  es  el  de  amnis- 
tía, se  podrá  renunciar  á  su  persecución.  Si  la  conserva- 
ción del  orden  público  exije  el  alejamiento  de  los  acusados, 
la  autoridad  podrá  ordenarlo,  bajo  condición  que  no  sea  á 
mayor  distancia  de  50  leguas,  ni  en  lugares  malsanos.  El 
alejamiento  ó  el  arresto  no  podrán  tener  lugar  sino  cuan- 
do el  individuo  no  prefiera  salir  del  territorio  de  la  Repú- 
blica; e*"  El  ejecutivo  podrá  igualmente  suspender  ó  rete- 
ner la  correspondencia  epistolar,  sin  violarla,  y  restable- 
cer el  uso  de  los  pasaportes  para  las  personas  que  entran  ó 
que  salen  del  territorio  en  estado  de  sitio. 

<  Art.  28. — El  gobierno  rendirá  cuenta  á  la  próxima 
legislatura  del  uso  que  haya  hecho  de  las  atribuciones  que 
le  confiere  el  estado  de  sitio.  Hará  conocer  el  resultado 
de  las  persecuciones  ordenadas,  é  indicará  las  medidas 
indipensables  para  extinguir  los  créditos  contraidos,  tanto 
por  empréstitos  directos,  como  por  las  reducciones  en  el 
pago  de  las  listas,  y  por  la  percepción  anticipada  de 
los  impuestos. 

» Art.  29.  —El  Congreso  consagrará  sus  primeras  se- 
siones al  examen  da  las  cuentas  á  qué  S3  refiere  el  artí- 
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culo  anterior,  prestándoles  su  aprobación,  ó  bien  decla- 
rando la  responsabilidad  del  Poder  Ejecutivo. 

«  Art.  30. — Ni  el  Congreso,  ni  ninguna  asociación, 
pueden  conceder  al  Poder  Ejecutivo  facultades  extraor- 
dinarias, ni  la  suma  del  poder  público,  conferirle  una 
supremacía  en  virtud  de  que  la  vida,  el  honor,  ó  la  fortuna 
de  los  bolivianos  queden  á  merced  del  gobierno  ó  de  per- 
sona alguna.  Los  diputados  que  provoquen,  secunden  ó 
ejecuten  estos  actos,  serán,  de  hecho,  indignos  de  la  con- 
fianza nacional »  (1) 

Desde  los  primeros  pasos  de  la  revolución  de  Mayo, 
la  República  Argentina  ha  consagrado  en  sus  Estatutos 
los  derechos  individuales  buscando  los  medios  de  garan- 
tirlos, como  lo  hicimos  notar  en  el  Capítulo  1^;  pero 
en  medio  de  los  arranques  del  liberalismo  radical  que  siem- 
pre se  producen  en  las  épocas  revolucionarias  y  de  tran- 
sición, esos  mismos  Estatutos  jamás  olvidaron  que  era  ne- 
cesario tutelar  otros  intereses  con  la  cautela  indispensable 
para  no  herir  la  susceptibilidad  de  los  que,  saliendo  de  la  ti- 
ranía, creen  que  la  libertad  es  la  realización  de  todos  los 
caprichos  de  la  voluntad  y  de  una  voluntad  generalmente 
inculta. 

Así  el  Estatuto  de  1811,  que  comprendió  el  Decreto  de 
23  de  Noviembre  sobre  seguridad  individual,  decía  en  el 
el  artículo  9*^  de  éste :  ^  Sólo  en  el  remoto  y  extraordi- 
nario caso  de  comprometerse  la  tranquilidad  pública  ó  se- 
guridad de  la  patria  podrá  el  gobierno  suspender  este  De- 
creto mientras  dure  la  necesidad,  dando  cuenta  inmediata- 
mente á  la  Asamblea  General  con  justificación  de  los  mo- 


(1)  Annuaire  de  législaíion  éirangérc,  I87á,  piig.  767.— Pnra  las  Cons- 
tituciones anteriores,  que  esta  vino  á  reemplazar,  véase  á  Vareia, 
págs.  677  á  G02;  y  ú  Arosemkna,  1. 1,  pág.  356. 
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tivos,  y  quedando  responsable  en  todos  tiempos  de  esta  medi- 
da » .  El  Estatuto  de  1 8 1 5,  en  su  sección  séptima,  capítulo  1"^, 
artículo  21  dice:  c Todas  las  anteriores  disposiciones  rela- 
tivas á  la  seguridad  individual  jamás  podrán  suspender- 
se y  cuando,  por  un  muy  remoto  y  extraordinario  acon- 
tecimiento que  comprometa  la  tranquilidad  pública  ó  la 
seguridad  de  la  patria,  no  pueda  observarse  cuanto 
en  él  se  previene,  las  Autoridades  que  se  viesen  en 
esa  fatal  necesidad,  darán  razón  de  su  conducta  á  la  Junta 
de  observación  y  Excelentísimo  Cabildo,  que  deberán  exa- 
minar los  motivos  de  la  medida  y  el  tiempo  de  su  dura- 
ción». El  Reglamento  Provisorio  de  1817  en  la  sección 
7%  capítulo  1°,  artículo  14  (1),  y  las  Constituciones  de  1819 
y  de  1826,  en  sus  artículos  122  y  174,  repitieron  casi  con 
susmismos  términos  la  disposición  anterior.  (2) 

Cuando  después  de  1826  vino  toda  la  serie  no  interrum- 
pida de  tempestades  políticas  que  impidieron  todo  pro- 
greso trayendo  el  descrédito,  y  apareció  Rosas  en  el  go-' 
biemo  para  completar  en  una  tiranía  de  veinte  años  la  obra 
de  la  anarquía,  toda  garantía,  todo  deslinde  de  derechos 
entre  el  individuo  y  el  orden  público  fué  imposible,  aunque 
no  faltaron  algunas  declaraciones  establecidas  ó  proyec- 
tadas. 

Vencido  Rosas  en    1852,  su    caída  volvió  á    la  vida 


(1)  l^  autorización  á  que  se  refiere  este  articulo  fué  usada  por  el 
Gobierno  de  Córdoba  en  Octubre  de  1818  «por  haberse  empezado  á 
difundir  especies  perjudiciales  á  la  quietud  pública,  procurando  pro- 
pagar el  espíritu  de  anarquía  de  que  se  hallan  poseídos  algunos»;  y 
el  Congreso,  por  resolución  de  6  de  Noviembre  del  mismo  año,  auto- 
rizó para  que  continuara  la  suspensión,  debiendo  dar  cuenta.  Registro 
Oficial  de  la  República  Argentina,  t.  I,  pág.  478. 

(2)  Várela,  pégs.  332,  352,  378,  406  y  i3 1, --Registro,  1.  í,  págs.  122, 
329,  452  y  506. 
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social  y  política  al  pueblo  de  la  República.  Invocando 
el  tratado  de  4  de  Enero  de  1831  que  había  establecido 
la  liga  de  las  Provincias  del  litoral,  y  que  se  hacía  servir, 
con  razón  6  sin  ella,  de  punto  de  partida  para  la  recons- 
tracción  nacional  (1),  el  General  Urquiza  fué  encargado  de 
las  Relaciones  Exteriores,  y  con  este  título  provocó  una 
reunión  de  gobernadores  de  todas  las  Provincias  en  San 
Nicolás  de  los  Arroyos. 

De  esta  reunión  salió  lo  que  se  conoce  con  el  nombre  de 
Acuerdo  de  San  Nicolás  de  los  Arroyos  y  que  dio  lugar  á 
las  tempestuosas  sesiones  parlamentarias  de  Junio.  El 
Acuerdo  resolvió  que  se  cumpliese  el  Tratado  ó  Pacto  de 
1831,  que  en  su  artículo  16  manda  «arreglar  por  medio  de 
un  Congreso  general  federativo  la  Administración  general 
del  país  bajo  el  sistema  federal» ;  nombró  al  General  Ur- 
quiza Director  Provisorio  de  la  Confederación  Argentina 
y  General  en  jefe  de  sus  ejércitos ;  y  convocó  el  Congreso 
tonstituyente  que  en  la  ciudad  de  Santa  Fé  y  el  1°  de 
Mayo  de  1853  sancionó  la  Constitución  de  la  Confe- 
deración, que  fué  promulgada  y  publicada  el  25  del  mismo 
mes  y  año. 

Esta  Constitución  es   la  primera  que  usa  entre  noso- 

(1)  Sarmiento  primero  y  después  Alberdi  establecieron  que  la  liga 
del  litoral  de  1831,  era  el  punto  de  partida  del  derecho  público  argen- 
tino; el  primero,  en  el  periódico  .que  se  publicaba  en  Chile,  titulado 
Sud  America,  y  en  sus  Comentarios  á  la  Constitución,  y  el  segundo 
en  sus  Bases  de  la  Constitución,  El  Genera!  Mitre  hn  negado  esto  en 
un  articulo  bibliográfioo  publicado  en  1872  en  «La  Nación»,  á  propó- 
sito del  libro  de  Quiroga,  Manual  del  Ciudadano^  confirmando  las 
ideas  manifestadas  en  el  informe  de  la  Comisión  examinadora  de  la 
Constitución  Federal  á  la  Convención  de  1860,  y  r>n  el  que  se  afirma 
tque  el  derecho  público  nacional  ó  federativo,  carece  totalmente  de 
antecedentes  históricos  vivaces  entre  nosotros:  que  su  aparición  data 
de  la  Constitución  de  1863,  copia  de  la  de  los  Estados  Unidos:  y  que 
el  derecho  público  provincial  argentino,  es  el  único  que  tiene  raices 
Qn  el  pasado.  Diario  de  la  Concención,  pág.  93. 
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tros  de  las  palabras  Estado  de  sitio  para  expresar  la 
situación  que  ellas  comprenden,  y  tiene  algunas  pres- 
cripciones á  su  respecto. 

En  el  artículo  23,  dice:  «En  caso  de  conmoción  in- 
terior ó  de  ataque  exterior  que  pongan  en  peligro  el 
ejercicio  de  esta  Constitución  y  de  las  autoridades  crea- 
das por  ella,  se  declarará  en  estado  de  sitio,  la  provincia 
ó  territorio  en  donde  exista  la  perturbación  del  orden, 
quedando  suspensas  allí  las  garantías  constitucionales. 
Pero  durante  esta  suspensión  no  podrá  el  Presidente  de 
la  República  condenar  por  sí  ni  aplicar  penas.  Su  po- 
der se  limitará  en  tal  caso,  respecto  de  las  personas,  á 
arrestarlas  ó  trasladarlas  de  un  punto  á  otro  de  la  Con- 
federación, si  ellas  no  prefiriesen  salir  fuera  del  terri- 
torio argentino».  El  inciso  26  del  artículo  64,  dice  que 
corresponde  al  Congreso  el  «declarar  en  estado  de  sitio 
uno  ó  varios  puntos  de  la  Confederación  en  caso  de  con- 
moción interior,  y  aprobar  ó  suspender  el  estado  de  sitio 
declai'ado  durante  su  receso  por  el  Poder  Ejecutivo».  El 
artículo  53,  ocupándose  de  las  atribuciones  especiales 
del  Senado,  dice  que :  « Corresponde  también  al  Senado 
autorizar  al  Presidente  de  la  Nación  para  que  declare  en 
estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  República  en 
caso  de  ataque  exterior».  El  inciso  19  del  artículo  83, 
coloca  entre  las  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo:  «De- 
clarar en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  Confede- 
ración en  caso  de  ataque  exterior,  y  por  un  término  li- 
mitado con  acuerdo  del  Senado.  En  caso  de  conmoción  in- 
terior sólo  tiene  esta  facultad  cuando  el  Congreso  está  en 
receso,  porque  es  atribución  que  corresponde  á  este  cuerpo. 
El  Presidente  la  ejerce  con  las  limitaciones  prescritas  en 
el  artículo  23 »;  y  el  inciso  20  siguiente:   «Aún  estando 
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en  sesiones  el  Congreso,  en  casos  urgentes  en  que  peligre 
la  tranquilidad  pública,  el  Presidente  podrá  por  sí  sólo 
usar  sobre  las  personas  de  la  facultad  limitada  en  el  artí- 
culo 23,  dando  cuenta  á  este  cuerpo  en  el  término  de  diez 
días  desde  que  comenzó  á  ejercerla.  Pero  sí  el  Congreso 
no  hace  declaración  de  sitio,  las  personas  arrestadas  ó  tras- 
ladadas de  uno  á  otro  punto  serán  restituidas  al  pleno 
goce  de  su  libertad,  á  no  ser  que  habiendo  sido  sujetas  á 
juicio,  debiesen  continuar  en  arresto  por  disposición  del 
juez  ó  tribunal  que  conociere  de  la  causa». 

En  medio  de  los  desórdenes  consiguientes  á  una  época 
agitada,  y  en  que  era  necesario  acostumbrar  á  los  caudi- 
llos que  gobernaban  algunas  Provincias  á  someter  los  ca- 
prichos de  su  voluntad  á  los  poderes  constituidos,  la  apli- 
cación de  aquellas  prescripciones  no  debía  hacerse  esperar, 
tanto  más  cuanto  que  causas  especiales  habían  separado 
á  la  provincia  de  Buenos  Aires,  y  la  lucha  que  produjo 
la  revolución  de  Setiembre  de  1852  mantenía  una  situa- 
ción casi  de  guerra  con  el  resto  de  la  Confederación. 


Así,  en  1854,  el  General  Cáceres  invádela  Provincia 
de  Corrientes,  buscando  restaurar  su  predominio,  y  pro- 
duce la  conmoción  interior  prevista  por  la  Constitución.  El 
Poder  Ejecutivo  Nacional  por  Decreto  de  1""  de  Setiembre 
del  mismo  año  declara  la  Provincia  de  Corrientes  en  estado 
de  sitio  por  el  término  de  treinta  días  ;  pero  en  11  de  Se- 
tiembre siguiente  lo  levanta,  mereciendo  todo  esto  la  apro- 
bación del  Congreso  por  ley  de  Diciembre  de  aquel  año.  (1) 

Al  año  siguiente  una  nueva  invasión  de  Cáceres  en  la 

(1)  Registro  Nacional,  págs.  483,  491  y  569. 
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misma  Provincia  tiene  lugar ;  y  se  hace  necesaria  una 
nueva  declaración  del  estado  de  sitio.  El  Decreto  de  16 
de  Marzo  de  1855  lo  establece  por  el  término  de  treinta 
días;  pero  antes  de  cumplirse  este  plazo,  es  derogado 
aquel  por  el  de  fecha  3  de  Abril  siguiente,  (i) 

Habiendo  dictado  el  Congreso  la  ley  de  20  de  Mayo 
de  1859,  por  laque  se  autorizaba  para  llevar  la  guerra 
á  la  provincia  de  Buenos  Aires,  por  decreto  déla  mis- 
ma fecha  se  dan  facultades  amplias  á  su  respecto  al 
general  Urquiza  por  delegación ;  y  éste,  en  8  de  Octubre 
siguiente,  declara  en  estado  de  sitio  la  ciudad  del  Ro- 
sario y  sus  departamentos  por  treinta  días,  recibiendo 
la  aprobación  del  Poder  Ejecutivo  por  decreto  de  10  del 
mismo  mes.  (2) 

Concluido  el  conflicto  que  dio  lugar  á  aquella  decla- 
ración, con  el  Pacto  de  11  de  Noviembre  de  1859,  uno 
nuevo  se  produce  en  1861 ;  y  por  ley  de  14  de  Junio 
de  ese  año,  se  autoriza  al  Poder  Ejecutivo  para  decla- 
rar en  estado  de  sitio  el  Rosario  y  su  departamento  en 
el  caso  previsto  por  el  artículo  67,  inciso  26  de  la 
Constitución.  Con  esta  delegación,  el  Poder  Ejecutivo  á 
su  vez,  delega  en  el  ministro  en  comisión  D.  Nicanor 
Molinas,  la  facultad  de  hacer  tal  declaración,  si  lo  creía 
oportuno,  por  decreto  de  la  misma  fecha.  (3) 

Pero  más  tarde,  y  agravándose  la  situación,  se  dicta 
la  ley  de  19  de  Setiembre,  por  cuyo  artículo  P  se  au- 
toriza al  Poder  Ejecutivo  «  para  declarar  en  estado  de 
sitio  la  Capital  provisoria  de  la  República  y  todos  los 
puntos  del  territorio  argentino,  donde   sea  necesario  de- 

(1)  Registro  Nacional,  pág3.  6i5  y  663. 

(2)  Registro  Nacional,  págs.  38,  40,  197  y  198. 

(3)  Registro  Nacional,  pág.  715. 
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fender  las  leyes  y  reprimir  la  rebelión»;  y  por  el  art. 
3°  se  declara  que  « la  presente  ley  no  altera  en  manera 
alguna,  las  funciones  del  soberano  Congreso  federal,  ni 
afecta  las  inmunidades  ni prerogativas  de  sus  miembros». 
Y  en  consecuencia  de  ella  y  con  su  misma  fecha,  se  da 
por  el  Poder  Ejecutivo  el  decreto  correlativo  que  <  de- 
clara en  estado  de  sitio  todo  el  territorio  de  la  Repú- 
blica por  todo  el  tiempo  que  dure  la  presente  guerra » 
(art.  1°) ;  y  autoriza  al  Presidente  «  á  delegar  las  facul- 
tades que  le  da  el  estado  de  sitio,  según  el  artículo  23 
de  la  Constitución  »  (art.  2°).  (1) 

La  batalla  de  Pavón,  dando  el  triunfo  á  la  provincia 
de  Buenos  Aires,  puso  término  á  una  situación  por  de- 
más embarazosa ;  y  toda  la  República  unida,  se  encontró 
al  amparo  de  la  misma  Constitución,  que  había  sido  re- 
visada en  1860  por  una  Convención  Nacional,  á  conse- 
cuencia de  lo  dispuesto  en  el  Pacto  del  1 1  de  Noviembre 
de  1859. 

Entre  las  disposiciones  que  habían  sido  objeto  de  re- 
forma, se  encontraba  precisamente  una  de  las  referentes 
al  estado  de  sitio,  cual  era  la  del  inciso  20  del  artículo 
83,  que  daba  facultad  al  Presidente  para  usar,  respecto 
de  las  personas,  de  las  atribuciones  que  su  declaración 
acuerda  aún  en  presencia  del  Congreso,  y  sobre  cuya 
importancia  el  Dr.  Alberdi  había  dicho,  manifestando 
que  pertenecía  á  la  Constitución  de  Chile,  « que  si  ella 
no  constituye  el  medio. más  «poderoso  de  pacificación  y 
estabilidad  que  contenga  este  país,  será  muy  diflcil  se- 
ñalar cuál  otro  sea,  y  muy  difícil  disuadir  de  esa  creencia 
á  la  opinión  común.  Los  que  opinasen  que  en  Chile 
haya  hecho  su  tiempo,  no  por  eso  negarán  que  ha  sido 

;l)  Registro  Nacional,  págs.  759  y  760. 
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Útil  en  el  tiempo  pasado,  y  que  podrá  serlo  en  un  país  que 
da  principio  á  la  consolidación  de  su  orden  interior. »   (1) 

Esta  reforma,  á  mi  juicio,  fué  acertada,  porque  como 
decía  el  informe  de  la  comisión  revisora,  la  disposición 
importaba  lo  mismo  que  dar  al  Presidente  «  mayores  faculta- 
des que  al  Congreso,  poniendo  á  su  disposición  la  libertad 
de  los  ciudadanos  en  todo  tiempo,  lo  que  vale  tanto  como 
abolir  las  garantías  individuales ;  y  la  limitación  de  dar  cuen- 
ta en  el  término  de  diez  días,  es  una  garantía  ilusoria,  por- 
que en  ese  término  puede  consumarse  una  arbitrariedad,  sin 
que  sea  posible  remediarla  en  muchos  meses,  puesto  que  el 
Presidente  tiene  la  facultad  de  usar  de  ese  poder  discrecional, 
ó  más  bien  arbitrario,  en  todo  el  territorio  de  la  Repú- 
blica t.  (2) 

Se  comprendía,  como  se  comprende  actualmente,  que 
habiendo  una  declaración  de  estado  de  sitio,  se  usase  de  las 
facultades  especiales  que  trae  consigo  tal  estado,  pero  que 
sin  esta  declaración  y  en  casos  urgentes  y  en  presencia  del 
Congreso,  el  Poder  Ejecutivo  suspendiese  toda  seguridad 
pei'sonal,  valía  tanto  como  dar  las  facultades  extraordinarias 
que  la  misma  Constitución  había  también  tratado  de 
evitar.  (3) 

(1)  Organuación,  1.  I,  pág.  190,  ñola  I*.— En  el  articulo  bibliogrúílco, 
publicado  en  1872  en  La  Nación  y  á  que  antes  hemos  hecho  referen- 
cia^ se  critica  la  opinión  del  Dr.  Alberdi  (t.  I,  pág.  179),  de  que  el 
artículo  28  de  su  Proyecto  de  Constitución,  y  con  mayor  razón  el  23 
de  la  vigente,  es  idéntico  al  articulo  161  de  la  Constitución  de  Chile,  y 
se  da  por  fundamento  que  éste  se  refiere  sólo  á  las  personas  y  aquel 
á  cosas  y  personas.  No  neeptan^os  la  crítica,  pues  es  inexacta,  el  ar- 
tículo 161,  combinado  con  el  inciso  20  del  artículo  82  de  la  Constitución 
de  Chile,  es  textualmente  idéntico  al  23  de  la  Argentina,  asi  como  lo 
son  en  las  demás  disposiciones.  Basta  la  lectura  de  los  textos  para 
convencerse. 

(2)  Diario  de  Sesiones  de  la  Concención,  pág.  106. 

(3)  Diario  de  Sesiones;  en  el  Redactor  de  la  Comisión,    pág.  2U,  se 
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LastaiTÍa  había  criticado  con  razón  la  Constitución  de 
Chile  en  la  disposición  del  inciso  6^  del  artículo  36,  punto 
del  artículo  á  que  nos  referimos  (1) ;  y  aunque  en  la  Con- 
vención de  1860,  el  Dr.  Ugarte,  haciendo  comparaciones 
con  la  Constitución  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  vigen- 
te entonces,  no  veía  que  tal  disposición  pudiera  poner  en 
peligro  la  seguridad  individual,  ni  que  tuviera  nada  que 
tomarse  de  ella  (2),  no  obstante  prevaleció  la  opinión  contra- 
ria y  el  artículo  fué  suprimido. 

Después  de  esta  Convención,  las  disposiciones  de  la  Cons- 
titución, referentes  al  estado  de  sitio,  quedaron  reducidas  á 
las  de  los  artículos  23,  inciso  26,  artículo  64,  é  inciso  19, 
artículo  83 ;  que  son  hoy  artículo  23,  inciso  27,  artículo  67, 
é  inciso  19,  artículo  86 ;  y  es  de  su  aplicación  que  debemos 
ocuparnos. 

En  el  nuevo  período  que  empieza  en  1862,  se  declara  el 
estado  de  sitio : 

1^  En  la  Provincia  de  Corrientes  por  ley  de  12  de  Agos- 
to de  1862,  por  sesenta  días,  pudiendo  acortar  el  término  el 
Poder  Ejecutivo  si  hubieran  cesado  las  causas  que  lo  moti- 
vaban (3) ; 

2^  En  toda  la  República  por  decreto  del  Poder  Ejecutivo 
de  16  dé  Abril  de  1865,  siendo  autorizado  por  el  Congreso 
por  ley  de  19  de  Mayo  del  mismo  año,  por  el  término  que 
durase  la  guerra  con  el  Paraguay,  que  fué  su  causa  ó  hasta 
tanto  el  Poder  Ejecutivo  lo  creyese  necesario  (4),  lo  que 

critica  en  este  sentido  el  artículo,  agregando  una  serie  de  considera  • 
cienes  para  fundar  su  supresión. 

(í)  La  Constitución  política^  pág.  58. 

(2)  Diario  de  Sesiones,  pág.  141. 

(3)  Registro  Nacional,  pág.  140. 

(4)  Registro  Nacional,  págs.  56  y  122. 


EL   ESTADO   DE   SITIO  185 

tuvo  lugar  por  la  suspensión  decretada  en  9  de  Junio  de 
1868(1); 

3^  En  la  Provincia  de  Entre-Ríos,  á  consecuencia  de  la 
rebelión  de  López  Jordán,  por  decreto  de  2  de  Mayo  de 
1870,  aprobado  por  ley  de  12  de  Agosto  del  mismo  año, — 
el  que  duraría  mientras  durase  la  rebelión  (2) ; 

4^  En  las  provincias  de  Corrientes  y  de  Santa  Fé,  á 
consecuencia  de  la  misma  rebelión,  por  ley  de  24  de  Setiem- 
bre de  1870,  por  el  término  de  sesenta  días  (3) ; 

5°  En  las  provincias  de  Santa  Fé  y  Corrientes  por  decre- 
to de  Mayo  3  de  1873,  por  la  amenaza  que  hace  pesar  sobre 
ellas  la  guerra  de  Entre  Ríos,  siendo  este  aprobado  por  ley  de 
31  de  Mayo  del  mismo  año  (4) ; 

6^  En  las  provincias  de  Buenos  Aires,  Santa  Fé,  Entre 
Ríos  y  Corrientes  durate  el  término  de  sesenta  dias,  por  ley 
de  24  de  Setiembre  de  1874  (5) ; 

7^  En  toda  la  República  por  sesenta  dias  por  ley  de  26 
de  Setiembre  de  1874  (6),  cuyo  término  se  proroga  por  no- 
venta más,  en  virtud  del  decreto  de  24  de  Noviembre  del 
mismo  año  (7),  declarándolo  concluido  en  26  de  Marzo  de 
1875  (8); 

8^  En  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  á  consecuencia  del 
incendio  del  colegio  del  Salvador^  dirigido  por  los  jesuítas, 

(1/  Registro  Nacional,  pág.  17. 

(2)  Registro  Nacional,  págs.  67  y  69. 

(3)  Registro  Nacional,  póg.    117. 

(i)  Registro  Nacional,  pág  199  y  227. 
(5)  Registro  Nacional,  pág.  603. 
(6;  Registro  Nacional,  pág.  608. 

(7)  Registro  Nacional,  pág.  704. 

(8)  Registro  Nacional,  pág.  178, 
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por  treinta  dias  á  virtud  del  decreto  de  P  de  Marzo  de 
1875(1); 

9^  En  las  provincias  de  Buenos  Aires,  Santa  Fé,  Entre 
Ríos  y  Corrientes  hasta  la  reunión  del  Congreso,  y  á  causa 
de  estar  invadida  la  última  Provincia  por  grupos  armados, 
por  decreto  de  27  de  Noviembre  de  1876  (2) ; 

10.  En  la  Provincia  de  Buenos  Aires  por  decreto  de  Ju- 
nio de  1880,  aprobado  por  ley  de  Agosto,  y  el  que  debía 
durar  basta  el  31  de  Octubre  del  mismo  año  (3) ; 

Puede  decirse,  pues,  que  desde  1853  hasta  la  fecha,  la 
República  Argentina  ha  vivido  bajo  el  estado  de  sitio ;  y  si 
bien  pueden  haberse  cometido,  durante  él,  actos  arbitra- 
rios, no  puede  negarse  que  no  ha  sido  funesto  para  las  liber- 
tades públicas,  y  que  las  libertades  individuales  solo  han  su- 
frido en  su  encarnación  en  las  personas,  y  por  excepción  en 
cuanto  á  la  prensa.  No  es  de  este  ejemplo,  tan  evidente  en 
medio  de  las  agitaciones  y  revueltas  políticas,  que  podrían 
sacar  argumento  los  teorizadores  contra  el  estado  de  sitio, 
cuando  así  conviene  á  los  intereses  de  partido.  Dentro  de 
la  Constitución  no  han  cabido,  ni  caben  los  tiranos,  y  la  tela 
de  que  estos  podrían  formarse  desapareció  con  Rosas  el  3  de 
Febrero  de  1852  y  con  Urquiza  el  11  de  Setiembre  del  mis- 
mo año.  Los  revolucionarios  y  los  déspotas  guardan  entre 
sí  perfectísimo  parecido,  ha  dicho  Bluntschli  (4) :  tanto  re- 
husan las  pasiones  verse  refrenadas  por  los  límites  del  dere- 
cho! 

(1)  Registro  Nacional,  pág.  113. 

(2)  Registro  Nacional,  pág.  602. 

(3)  Registro  Nacional,  pAgs.  208  y  226. 

(í)  Derecho  público  nacional,  t.  II,  póg,  242,  nota  1,    traducción  de 
E.  Dañero. 
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SECCIÓN  II 


EFECTOS   DEL  ESTADO    DE    SITIO 


Habiendo  examinado  en  el  Capítulo  anterior  lo  qué 
es  el  estado  de  sitio,  cuál  ha  sido  su  manifestación  en 
la  historia,  y  cuál  ha  sido  y  es  en  la  legislación,  debe- 
mos entrar  á  examinar  las  doctrinas  dominantes  en  sus 
diversas  relaciones,  á  fin  de  darnos  una  cuenta  conclu- 
yente  de  su  importancia,  como  uno  de  los  tantos  resortes 
de  nuestro  organismo  constitucional. 

A  este  objeto  dividiremos  la  materia  en  cinco  partes: 

1^  Cuáles  son  las  causas  que  pueden  dar  lugar  al 
estado  de  sitio ; 

2*  Cuál  es  la  autoridad  competente   para  declararlo  ; 

3*  Lugares  que  comprenderá  el  estado  de  sitio; 

4*  Extensión  del  estado  de  sitio  en  cuanto  á  sus 
efectos ; 

5*^  Cómo  y  cuándo  cesa  el  estado  de  sitio,  y  respon- 
sabilidades que  produce. 


II 


Si  el  estado  de  sitio  es  requerido  en  circunstancias  de- 
t^'minadas,  como  un  régimen  excepcional  y  fuera  de 
todo  gobierno  regularmente  constituido,  ó  si  la  facultad 
de  establecerlo  es  inherente  al  gobierno   (1),  cualquiera 

(l)  El  Dr.  Pico,  Procurador  General,  decía,  refiriéndose  al  estado  de 
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que  sea  su  forma,  siempre  tendremos  que  deslindar  cla- 
ramente cuáles  pueden  ser  las  causas  que  lo  producen. 

¿  Deberán  estas  causas  determinarse  en  las  Constitucio- 
nes ó  en  las  leyes,  ó  se  dejará  su  deteiminación  á  la  vo- 
luntad de  las  autoridades  que  deben  decretar  el  estado 
de  sitio?  La  naturaleza  misma  de  la  medida  y  su  tras- 
cendencia para  el  organismo  político  y  para  la  libertad 
civil,  nos  determinan  la  contestación  á  estas  preguntas, 
de  un  modo  tan  exacto  en  cuanto  es  posible  en  estas 
materias,  tan  difíciles  siempre  de  reducir  en  una  serie 
de  líneas  precisas,  de  modo  que  dentro  de  ellas,  se  en- 
cuentre todo  lo  indispensable  para  resolver  las  dificulta- 
des. 

El  estado  de  sitio  es  un  estado  anormal^  é  importa  en 
sí  mismo  una  limitación  á  las  garantías  constitucionales, 
y  en  estos  casos  debe  tener  causas  igualmente  anormales. 
Si  no  entra  en  el  orden  regular  de  las  instituciones  de 
gobierno,  ó  si  no  es  un  medio  ordinario  de  regular  un 
pueblo  organizado,  claro  es  que  su  aparición  en  el  meca 
nismo  gubernamental,  tiene  que  ser  extraordinaria. 

En  un  momento  dado,  se  produce  uno  de  los  tantos 
fenómenos   sociales   que  entran   siempre   en  la  previsión 


sitio,  que  era  «facultad  que  en  realidad  compete  á  todo  gobierno  orga- 
nizado.v    Fallos  de  la  Suprema  Corte,  t.  11^  pág.  435,  2' serie. 

Donoso  Corles,  estudiando  los  estados  excepcionales,  decía:  «El  legis- 
lador que,  en  tiempos  de  disturbios  y  trastornos,  aspira  á  gobernar 
con  las  leyes  comunes,  es  imbécil:  el  que,  aún  en  tiempos  de  disturbios 
y  trastornos,  aspira  ú  gobernar  sin  ley,  es  temerario.  El  derecho  co- 
mún es  la  regla  ordinaria  de  los  hombres,  en  tiempos  bonancibles. 
El  derecho  excepcional  es  su  regla  común,  en  circunstancias  excep- 
cionales. Pero,  asi  como  el  hombre  en  ningún  tiempo  puede  caminar 
sin  Dios,  las  sociedades  en  ningún  tiempo  pueden  caminar  sin  ley. 
Véase  por  qué,  á  pesar  de  que  una  buena  ley  sobre  estado  de  sitio  es 
de  todo  punto  imposible,  era  sin  embargo  entre  nosotros  de  todo  punto 
necesaria.»    Obras,  t.  II,  póg.  193. 
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del  hombre  menos  avisado  en  materias  de  gobierno;  y 
una  de  dos:  ó  ese  fenómeno  puede  ser  conjurado  por 
medio  de  los  resortes  ordinarios  de  la  administración,  ó 
es  necesario  recurrir  á  los  extraordinarios.  Si  lo  primero, 
entra  en  el  movimiento  común  de  los  principios,  y  no  hay 
por  qué  tomar  precauciones,  desde  que  ha  debido  produ- 
cirse naturalmente.  Si  lo  segundo,  es  indispensable  exa- 
minar sus  causas  y  buscarle  un  remedio  tan  extraordi- 
nario ó  irregular  como  lo  es  el  fenómeno  en  sí  mismo. 

Pero  con  esto  no  se  habrá  justificado  si  no  la  nece- 
sidad del  resorte  extraordinario.  Más,  ¿quién  garante 
que  en  los  fenómenos  comunes,  y  para  los  que  bastan  los 
recui'sos  ordinarios,  no  se  encuentren  ó  se  quieran  en- 
contrar situaciones  anormales,  á  fin  de  aplicar  resortes 
igualmente  anormales?  He  aquí  la  dificultad  que  hace 
necesario  proceder  con  cautela  en  estas  materias. 

Por  regla  general,  para  que  el  derecho  excepcional 
pueda  ejercitarse,  es  indispensable  que  una  necesidad  efec- 
tiva ó  un  peligro  inminente  de  que  llegue  esa  necesidad, 
se  produzca  con  caracteres  marcados.  Fuera  de  aquí,  el 
interés  de  un  mayor  desenvolvimiento  social,  una  situa- 
ción que  puede  mejorai',  pero  que  no  amenaza  de  un 
modo  directo  el  orden  ó  la  estabilidad  común,  no  puede 
dar  lugar  á  medidas  extremas,  sin  que  la  excepción  se 
convierta  en  regla  y  h  libertad  desaparezca  por  completo. 

Así,  todas  las  Constituciones  están  acordes  en  tomar  como 
punto  de  partida  esos  principios,  incorporando  más  ó  menos 
detalles.  Deste  Roma  hasta  la  constitución  de  Bolivia,  to- 
das admiten  la  medida  excepcional,  pero  en  casos  igualmente 
excepcionales,  y  siempre  que  el  organismo  de  la  vida  ordi- 
naria no  sea  bastante  con  sus  elementos  para  satisfacer  el 
orden  público  amenazado  ó  atacado. 
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Debe  existir  una  necesidad  de  la  limitación,  manifes- 
tada en  el  orden  público,  un  peligro  real  ó  inminente. 
¿Cuándo  sucede  esto?  ¿Las  prescripciones  de  nuestra 
Constitución  han  tomado  este  punto  de  partida? 

El  orden  público  se  conmueve,  ó  en  caso  de  un  ataque 
exterior,  ó  en  el  de  una  conmoción.  ¿Por  qué  pueden 
estos  hechos  hacer  indispensables  medidas  extraordina- 
rias? En  el  primer  caso,  porque  ante  la  agresión  extraña 
la  soberanía  del  Estado  se  encuentra  comprometida  y  la 
salvación  de  la  patria  debe  ser  el  único  objetivo,  y  an- 
tes tienen  que  ser  sacrificados  todos  los  intereses  y  todas 
las  garantías  de  observancia  estricta  en  épocas  normales- 
En  el  segundo,  porque  peligra  el  orden  de  la  sociedad 
que  es  indispensable  mantener  como  condición  de  la  mis- 
ma garantía  que  se  quiere  proteger,  y  es  apremiante 
proceder  con  la  energía  y  la  rapidez  que  exigen  los  su- 
cesos, á  fin  de  que  la  anarquía  no  llegue  á  entroni- 
zarse. 

En  nuestra  constitución,  el  artículo  23,  que  establece  el 
estado  de  sitio,  ha  dicho  que  puede  declararse  «  en  caso  de 
conmoción  interior  ó  ataque  exterior,  que  ponga  en  pe- 
ligro el  ejercicio  de  esta  Constitución  y  de  las  autoridades 
creadas  por  ella.  Para  que  exista,  pues,  constitucional- 
mente  el  estado  de  sitio,  es  necesario  que  haya  conmo- 
ción interior  ó  ataque  exterior  que  produzca  el  peligro. 
¿Quién  es  el  juez  de  tal  peligro?  Siempre  que  la  con- 
moción, ó  el  ataque  se  producen,  existe  el  peligro,  y  las 
autoridades  encargadas  por  la  misma  Constitución  de 
dictar  tal  medida,  son  soberanas  en   la   apreciación  (1), 


(I)  Story,    t.    II,    pag.   208.— Blackstüne,   t.  III,   págs.  137  y  138.— 
TücK  Black.  Comm.,  t.  I,  ap.  201,  292. 
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aún  sobre  las  decisiones  de  la  justicia  federal,  una  vez 
que  se  trata  de  una  medida  de  carácter  político  que  es- 
capa á  sus  resoluciones.  (1) 

Sin  embargo,  se  ha  discutido  si  el  ataque  exterior  6  la 
conmociiín  interior  deben  ser  un  hecho  real  y  efectivo,  ó 
si  basta  que  haya  un  peligro  inminente  de  que  se  produz- 
can para  que  la  medida  sea  legítima,  para  que  los  poderes 
públicos  se  encuentren  en  el  caso  de  dictar  una  disposi- 
ción tan  grave  que  importa  suspender  las  garantías  cons- 
titucionales. (2) 

A  mi  juicio,  la  facultad  de  declarar  el  estado  de  sitio 
es  una  facultad  de  que  puede  usarse  no  sólo  en  el  momen- 
to del  ataque  ó  de  la  conmoción,  sino  con  más  eficacia, 
y  quizá  más  propiedad,  para  prevenir  esa  conmoción  ó  ata- 
que y  fuera  del  lugar  en  que  la  situación  violenta  se  ha 
producido. 

Nos  conducen  á  esta  opinión  la  naturaleza  misma  de  la 
medida,  los  antecedentes  extrangeros  y  los  nuestros  pro- 
pios. Lo  primero  porque  se  trata  respecto  á  las  personas, 

(1)  PoMEROY,  págs.  418  y  419.— Whittino,  pág.  300,  nota  1,  en  la  que 
transcribe  una  decisión  de  la  Suprema  Corte  en  al  caso  de  Hiawatha. 
Story,  en  el  caso  de  Martin  v.  Mott  manifestando  la  opinión  de  la  Cor- 
te decía:  aCuando  un  estatuto  da  un  poder  discrecionario  á  alguna  per- 
sona para  que  lo  ejerza  según  su  propia  opinión  sobre  ciertos  hechos, 
es  una  regla  de  perfecta  construcción,  que  el  estatuto  le  constituye  el 
solo  y  exclusivo  juez  de  la  existencia  de  aquellos  hechos».  Curtís, 
Rep.  t.  Vil,  púg  13.— Observadas  las  formas»  dice  Mori.n,  ningún  tri- 
bunal tendrá  derecho  para  examinar  la  oportunidad  de  la  medida:  es 
este  un  principio  que  resulta  necesariamente  de  la  separación  de  los 
poderes,  asi  como  lo  ha  reconocido  la  Corle  de  casación  en  su  decisión 
de  1832,  y  en  decisiones  recientes  (12  de  Julio  y  21  de  Setiembre  de 
1850).    Rep,  de  droít  crimincly  verb.  Etat  de  SiéfjCf  pág.  43. 

(2)  El  Dr.  TejBDOR,  Gobernador  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
decía  en  su  mensaje  á  la  A.samblea  Legislativa  en  1°  de  Mayo  de  1880: 
«Fuera  de  estos  casos,  del  alzamiento  en  armas,  del  alzamiento  pú- 
blico, no  hay,  no  puede  haber  declaración  de  estado  de  sitio».  Eistas 
mismas  ideas  las  sostenía  an  1865,  como  diputado  al  Congreso. 
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de  una  simple  remoción :  producido  el  delito,  la  pei'sona  de- 
biera ser  entregada  á  ¡ajusticia  militar  ó  común,  según  el 
caso,  y  de  ninguna  manera  quedar  á  su  voluntad  esa  remo- 
ción :  producidos  los  actos  de  guerra  civil,  ya  no  es  el  es- 
tado de  sitio  el  que  domina,  es  el  estado  de  guerra,  y  este 
arma  á  las  autoridades  de  mayores  poderes,  limitados  sola- 
mente por  las  necesidades  de  las  operaciones  militares : 
el  estado  de  sitio  es  una  medida  intermedia,  porque  la  ame- 
naza del  peligro  lo  es  también.  Lo  segundo,  porque  así 
sucede  en  Francia  (1),  en  Portugal,  en  Inglaterra,  Estados 
Unidos  (2),  Chite,  Brasil,  siendo  terminante  en  el  artículo 
60,  inciso  12  déla  Constitución  del  Ecuador,  como  se  ha 
demostrado  en  la  sección  precedente.  Lo  tercero,  porque 
tal  es  la  interpretación  uniforme  que  han  recibido  las 
prescripciones  de  la  Constitución.  (3). 

(1)  Si  para  declarar  el  estado  de  sitio,  debiéramos  esperar  que  una 
lucha  homicida  ensangrentase  las  calles  y  que  la  guerra  civil  enarbo- 
lase  su  odiosa  bandera,  decía  Fourtanier,  informando  á  las  Cómara.<4 
francesas,  maldeciríamos  la  imprevisión  de  la  ley  que,  encadenando 
nuestras  voluntades,  nos  impondría  el  deber  antes  de  obrar,  de  pre- 
senciar impotentes  la  realización  de  las  más  desolantes  calamidades 
públicas...  iQuién  podría  desconocer  que  cuando  estas  crisis  desas- 
trosas van  á  producirse,  es  más  político  y  más  prudente  el  prevenirlas 
por  la  prontitud  y  la  energía  de  las  resoluciones,  que  tener  que  repri- 
mirlas por  la  fuerza  de  las  armas?  (Sirey,  1849,  pág.lO'J),— Sin  embar- 
go, la  ley  de  1878  ha  reformado  el  articulo  sobre  el  que  se  hacínn  ob- 
servaciones, expresando  que  el  peligro  inminente  debe  resultar  de  una 
guerra  extranjera  ó  de  una  insurrección  A  mano  armada.  Quizá  se 
tenga  rozón  en  esta  reforma,  dada  la  gravedad  que  envuelve  el  estado 
de  sitio  bnjo  la  legislación  francesa,  pero  el  fundamento  anterior  no  se 
destruye  con  esta  consideración  y  mucho  menos  bajo  el  punto  de  vista 
de  las  prescripciones  de  nuestra  Constitución. 

(2)  Lincoln,  en  contestación  al  manifiesto  del  meetingde  Albany,  ma- 
nifestó en  una  carta  que  lleva  fecha  i3  de  Junio  de  18  J3  una  opinión 
terminante  al  respecto.  La  ley  de  i795  autoriza  la  movilización  de  mi- 
cias  en  caso  de  inminente  peligro,  Véase  también  Story,  t.  U,  §  1209. 
-Martin,  v.  MoU,  12  Wheaton  19. 

(3)  La  ley  de  telégrafos  dictada  por  el  Congreso  Nacional  en  1875, 
dice  en  su  artículo  7»:  tEl  P  E.  Nacional  podrá  en  caso  de  guerra  inte- 
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Sin  embargo,  este  punto  ha  sido  disentido  en  el  Con- 
greso, y  los  fundamentos  allí  alegados  son  bastantes  pai*a 
producir  el  convencimiento  más  evidente,  sobre  la  verdad 
de  la  solución  conseguida,  cualquiera  que  pueda  ser  el 
punto  de  partida  que  se  tome,  ya  sea  la  letra  y  el  espíritu 
de  las  pi-escripciones  constitucionales,  ya  la  doctrina  y  la 
legislación  comparada. 

Se  trataba  en  1870  de  hacer  extensiva  á  las  Provincias 
de  Corrientes  y  Santa  Fé  el  estado  de  sitio  declarado  para  la 
de  Entre  Ríos  á  consecuencia  de  la  rebelión  de  López  Jor- 
dán. El  Poder  Ejecutivo  introdujo  en  el  Congreso  por  la 
Cámara  de  Diputados  un  proyecto  de  ley  á  este  efecto  que, 
despachado  favorablemente  por  la  Comisión  de  Negocios 
Constitucionales,  se  puso  en  discusión  ante  la  Cámara. 

En  estas  circunstancias,  el  Diputado  Mármol  opinaba  que 
sólo  podía  ponerse  en  estado  de  sitio  el  punto  donde  la  insu- 
rrección se  había  declarado,  y  que  no  estando  en  Santa  Fé 
ni  Corrientes,  lo  que  se  solicitaba  no  era  constitucional. 

«Entiendo,  decía,  que  el  Congreso,  ó  el  Gobierno  en 
su  caso,  no  pueden  poner  en  estado  de  sitio,  á  estar  al 
tenor  de  la  Constitución  que  nos  rige,  sino  el  punto  de 
la  Provincia  donde  la  insurrección  se  declare.  Este  es 
el  terreno  á  que  llamo  la  atención  del  señor  Ministro  y 
de  la  Comisión :  ellos  creen  que  puede  ponerse  una  ó  más 
provincias,  por  el  hecho  de  aparecer  en  ellas  la  insurrec- 
ción, en  estado  de  sitio;  es  decir,  sostienen  que  porque 
haya  una  insurrección  en  una  provincia,  pueden  ponerse 

rior  ó  exterior,  ó  en  la  perspectiva  de  algún  peligro  inminente  para 
la  paz  ó  el  orden  público  en  todo  ó  en  parte  del  territorio  de  la  Nación, 
suspender  ó  intervenir  el  servicio  de  las  líneas  telegráñcas  que  se  li- 
gasen con  los  puntos  convulsionados  ó  amenazados».  Registro  Nacio- 
nal, 1875,  pt'ig.  515. 
13 
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tres  ó  cuatro  en  estado  de  sitio.  Siguiendo  el  rigorismo 
de  la  lógica,  el  absolutismo  del  principio  que  sostienen, 
tienen  que  llegar  á  esta  conclusión :  si  hay  algunos  deser- 
tores que  andan  recorriendo  los  campos  con  sargento  á  la 
cabeza,  si  hay  amigos  de  López  Jordán  por  allí,  pongamos 
en  estado  de  sitio  á  todas  esas  provincias.  Esta  es  su  doctrina. 

«Es  verdad  que  la  Constitución  por  regla  general  dice: 
el  Congreso,  ó  el  Poder  Ejecutivo  cuando  el  Congreso  no 
se  halle  funcionando,  podrán  poner  en  estado  de  sitio  uno 
ó  más  puntos  de  la  Eepública  donde  hay  insurrección.  Esta 
es  la  regla  general,  es  decir,  si  la  insurrección  es  en  uno, 
dos  ó  tres  puntos,  esos  puntos  pueden  ponerse  en  estado 
de  sitio.  Esta  es  la  regla,  y  la  prueba  que  es  la  regla, 
es  que  viene  la  limitación  de  ella  en  el  artículo  23  de 
la  Constitución... 

€  La  provincia  donde  no  existe  la  perturbación,  dice; 
la  Provincia  en  singular.  Si  fueran  dos,  tres  ó  cuatro 
provincias  donde  la  perturbación  se  hubiese  hecho  sentir, 
la  Constitución  diría  que  en  todos  esos  puntos  debía  po- 
nerse el  estado  de  sitio.  Por  consecuencia  la  mente  de 
este  artículo  es  esta:  allí  donde  por  los  medios  ordinarios 
no  puede  ejercer  su  acción  impadida  por  actos  de  resis 
tencia,  allí  puede  poner  el  estado  de  sitio.  De  lo  contra- 
rio vendrá  á  resultar  un  caso  que  ni  las  leyes  ni  los  le- 
gisladores podrían  aceptar  nunca,  y  es  que  la  disposición 
constitucional  que  garante  á  todos  los  habitantes  del  país 
contra  todo  acto  arbitrario,  sería  un  absurdo  completo, 
puesto  que,  por  haber  una  insurrección  en  el  extremo 
Norte  de  la  República,  el  Poder  Ejecutivo  podría  poner  en 
estado  de  sitio  el  extremo  Sud>.  (1). 

(1)  Diario  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  diputados  del  Congreso  Na  • 
cional,  1870,  pág.  555. 
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Esta  argumentación  era  contestada  de  un  modo  conclu- 
yente  y  decisivo  por  el  Ministro  de  Hacienda  Gorostiaga, 
por  el  Ministro  de  Instrucción  Páblica  Avellaneda  y  por 
el  Diputado  Rawson. 

«Esta  facultad,  decía  el  segundo,  corresponde  á  la 
tradición  del  gobierno,  y  á  la  suspensión  del  habeos  cor- 
pus  inglés :  á  este  respecto  todos  los  jurisconsultos  ame- 
ricanos é  ingleses,  principiando  por  Gladstone,  dicen  que 
esta  es  una  facultad  preventiva  dada  especialmente  para 
prevenir  los  peligros ;  y  esto  por  una  razón  muy  senci- 
lla, porque  cuando  la  revolución  ha  levantado  su  pendón, 
cuando  es  preciso  rechazar  la  fuerza  con  la  fuerza  de 
las  armas,  y  que  toma  á  los  rebeldes  y  sediciosos  por  la 
fuerza,  entonces  se  les^  entrega  al  juez  competente  para 
que  les  aplique  la  pena  que  designan  las  leyes.  Así  es 
que  desconocer  que  la  facultad  del  estado  de  sitio  es 
una  facultad  preventiva,  es  desconocer  su  naturaleza,  es 
desconocer  que  ella  se  da  para  evitar  los  grandes  peligros, 
para  evitar  que  los  que  conspiran  puedan  reunií'se  y  cau- 
sar grandes  males.  Así,  la  facultad  del  estado  de  sitio  es 
para  ejercerla  precisamente  con  los  que  simpaticen  con 
la  revolución,  con  los  que  pueden  ofrecerle  recursos  ó  en- 
viarles auxilios,  á  fln  de  evitar  que  su  acción  perniciosa 
pueda  hacerse  sentir.  Es  sólo  con  ese  objeto  que  han 
ejercido  esta  facultad  todos  los  gobiernos,  tantos  los  de  Eu- 
ropa como  los  de  América. 

«...Es  un  hecho  resuelto  por  la  legislación  y  juris- 
prudencia Americana  que  la  amenaza  de  peligro  inminente, 
importa  tanto  como  el  hecho  mismo  para  el  ejercicio  de 
esta  facultad.  Es  por  eso  que  la  Constitución  dice:  movi- 
lizará las  milicias  para  repeler  invasiones ;  y  las  leyes  de 
1792  y  1863  reglamentaban  esta  prescripción  de  la  Cons- 


196  LAS   GARANTÍAS  CONSTITUCIONALES 

titución,  confiriendo  ciertas  facultades  al  Poder  Ejecutivo, 
por  ejemplo,  la  de  movilizar  las  milicias  á  objeto  de  repeler 
invasiones,  ó  cuando  hubiese  peligro  inminente  de  tales 
invasiones.  Y  yo  digo  que  si  fuera  necesario  que  el  ene- 
migo pisara  nuestro  territorio  material  y  positivamente, 
para  repeler  la  invasión,  entonces  querría  decir  que  la 
Constitución  había  privado  á  este  país  y  á  su  gobierno 
de  los  medios  más  eficaces  de  defensa,  y  por  consecuen- 
cia, que  había  querido  que  toda  guerra  fuese  en  su  pro- 
pio territorio  y  no  sobre  la  frontera,  puesto  que  no  podría 
evitar  que  el  enemigo  pasase  sus  límites. 

« Pero  la  Constitución  al  estatuir  en  esta  materia, 
sólo  ha  establecido  que  el  peligro  sea  inminente,  no  un  pe- 
ligro caprichoso  y  arbitrario,  sino  un  peligro  declarado 
por  las  autoridades  constitucionales  á  quienes  compete 
discernir  sobre  el  ejercicio  de  esa  facultad». 

En  seguida  entra  á  analizar  las  prescripciones  de  la 
Constitución  de  la  República,  y  concluye  refiriéndose  al 
estado  de  sitio  declarado  por  el  Congreso  en  toda  la  Re- 
pública, durante  la  guerra  del  Paraguay,  estado  que  se 
mantuvo,  «cuando  el  ejército  invasor  se  había  separado 
de  la  frontera  y  se  internaba  en  lugares  geográficamente 
desconocidos,  como  sucedió  en  el  último  período  de  la 
lucha».  (1) 

Por  su  parte,  el  Diputado  Rawson,  fundando  su  voto 
en  la  discusión  en  particular  decía  :  «La  facultad  que 
la  Constitución  defiere  al  Gobierno  Nacional  tomando  la 
palabra  en  su  acepción  más  lata,  no  solamente  es  para 
declarar  en  estado  de  sitio  la  provincia  tal  ó  cuál  donde 
la  insurrección  tiene  lugar,  sino  en  todas  aquellas  en  ge- 

(1)  Diario  de  Sesiones  citado,  p¿g.  558. 
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neral  donde  hay  un  peligro  conocido  que  puede  ser  con- 
jurado por  ese  medio,  y  tan  cierto  es  esto  que  en  mi 
opinión,  cuando  la  insurrección  está  vencida,  el  estado  de 
sitio  no  tiene  alcance,  ni  objeto,  ni  propósito. 

€  Si  se  tratara  de  insurrección,  si  fuera  la  palabra  que 
la  Constitución  ha  usado,  repito,  que  esta  facultad  con- 
signada sería  de  todo  punto  sin  fin  práctico,  porque  ¿  qué 
es  una  revolución?  Es  una  sublevación  armada,  es  una 
Provincia  que  se  pone  en  armas  para  resistir  á  las  au- 
toridades de  la  Nación.  Si  tal  lo  ha  hecho  pasando  por 
encima  de  sus  autoridades  locales  tanto  vale  para  los 
objetos  de  la  ley;  pero  en  todo  caso  esa  provincia  está 
bajo  el  imperio  de  una  rebelión,  entonces  la  fuerza  ar 
mada  del  ejército  nacional  puede  combatirlas  y  vencerlas, 
y  entonces  no  es  necesario  el  estado  de  sitio,  porque  im- 
pera la  ley  militar  allí  donde  la  Provincia  se  convierte 
en  campo  militar.  Cuando  habla  de  conmociones  interio- 
res la  Constitución  no  se  refiere  á  eso,  sino  á  esos  crí- 
menes que  acompañan  las  grandes  revoluciones  armadas, 
pero  que  no  son  la  rebelión.  El  medio  indirecto  es  remo- 
ción de  un  individuo  á  otro  punto  de  la  República  para 
alejarlo  del  centro  en  que  vive,  es  remoción  de  una  per 
sona  que  se  sabe  que  está  conspirando,  pero  que  no  hay 
bastantes  pruebas  para  juzgarla;  tiene  otros  objetos,  y  so- 
bre este  punto  llamo  la  atención  de  la  Honorable  Cá- 
mara y  del  señor  Diputado... 

€  El  estado  de  sitio  no  solamente  puede  declararse  en 
otro  punto  que  aquel  donde  la  insurrección  se  ha  pronun- 
ciado, sino  fuera  también,  donde  la  conmoción  interior, 
haciendo  uso  de  la  palabra  de  la  Constitución,  se  hace  sen- 
tir, es  decir,  allí  donde,  como  lo  han  expuesto  los  seño- 
res Ministros,  hayan  motivos  muy  culminantes  para  te- 
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mer  que  si  las  cosas  se  prolongan,  que  si  la  campaña  no 
tiene  éxito,  pronto  puedan  producirse  también.  Allí  es 
donde  está  la  conmoción  interior,  y  allí  es  donde  puede 
ejercerse  con  eficacia  el  estado  de  sitio».  (1) 

Después  de  esta  discusión,  en  la  que  debía  sufrir 
el  proyecto  en  la  Cámara  de  Senadores,  el  debate  tenía 
que  producirse  sobre  el  mismo  punto,  aunque  no  ya  con 
la  misma  intensidad,  y  abundancia  de  argumentación. 
En  ella  el  Senador  Quintana  sostenía  la  interpretación  de 
Mármol,  encontrando  en  el  Ministro  del  Interior  Vélez 
Sarsfield  un  competidor  afortunado  en  cuanto  conseguía 
el  triunfo  de  sus  opiniones. 

El  Senador  Quintana  tomando  por  punto  de  partida 
el  texto  del  artículo  23,  afirma  que:  «no  basta  que  haya 
un  ataque  exterior  que  ponga  en  peligro  el  ejercicio  de 
la  Constitución,  es  necesario  además  establecer  este  an- 
tecedente constitucional  é  indispensable :  que  ese  ataque, 
que  esa  conmoción  interior  produzcan  una  perturbación 
que  ponga  en  peligro  el  ejercicio  de  la  Constitución  y  el 
respeto  de  las  autoridades  en  el  lugar  que  pretenda 
someterse  al  duro  imperio  del  estado  de  sitio...  No  esta- 
mos en  una  asamblea  constituyente  para  discutir  si  hu- 
biese sido  más  útil,  político  y  previsor  que  la  Constitu- 
ción hubiera  autorizado  la  declaratoria  del  estado  de  sitio 
por  el  simple  amago  de  una  j>erturbación  interioró  amago 
de  una  invasión  exterior ;  estamos  en  un  Congreso  Le- 
gislativo con  facultades  perfectamente  limitadas,  que  no 
puede  salir  de  la  órbita  trazada  por  la  Constitución  sin 

(I)  Diario  de  Sesiones  citado,  págs.  560  y  551.— ^1  proyecto  fué  san- 
cionado dominando  estas  ideas,   y  el  estado  de  sitio  fué  declarado  en 
Santa  Fé  y  Corrientes,  viniendo  á  justificar  la  prudencia  con  que   se 
habia  procedido,  la  invasión  que  sufrió  más  tarde  lo  ultima  Provincia 
y  en  donde  vino  ó  concluir  la  rebelión. 
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cometerse  el  más  grande  los  atentados  y  de  las  violacio- 
nes á  la  misma  Constitución  por  los  poderes  públicos  en- 
cargados de  salvarla ;  y  si  deliberamos  bajo  el  imperio  de 
la  Constitución,  si  ajustamos  nuestras  relaciones  á  eUa,  no 
hay  una  perturbación  de  tal  género  que  ponga  en  peligro 
el  ejercicio  de  la  Constitución  en  las  provincias  de  Santa 
Fé  y  Corrientes  5^.  (1) 

Después  de  algunas  consideraciones  sobre  la  situación 
del  país,  y  la  necesidad  de  limitar  alguno  de  los  derechos 
individuales  para  salvar  la  Nación,  como  medida  autori- 
zada por  la  Constitución,  decía  Vélez  Sársfield :  «Ahora 
en  cuanto  á  lo  que  se  ha  dicho  que  la  Constitución  sólo  au- 
toriza el  estado  de  sitio  cuando  hay  conmoción  interior  ó 
invasión  exterior,  yo  digo  que  estamos  precisamente  en 
el  caso  previsto  por  la  Constitución,  puesto  que  la  Repú- 
blica se  ve  hoy  amenazada  de  una  conmoción  y  yo  creo 
que,  tanto  en  este  caso  como  en  el  de  invasión  extrangera, 
el  gobierno  no  ha  de  esperar  á  que  los  enemigos  pasen  la 
frontera,  puesto  que  antes  que  la  invasión  haya  pasado 
el  territorio  de  la  República,  ya  hay  un  peligro  inmi- 
nente. Así  pues,  cuando  la  Constitución  dice  que  por  in- 
vasión extrangera  ó  por  conmoción  interior  se  puede  de- 
clarar el  estado  de  sitio,  quiere  decir  que  esa  declaración 
puede  hacerse  cuando  haya  peligro  inminente  de  invasión 
extrangera  ó  de  conmoción  interior».  (2) 

Nada  más  podríamos  agregar  á  lo  que  se  expresa  en 

(1)  Diario  de  Sesiones,  de  la  Cámara  de  Senadores,  1870,  págs.  763 
y  769. 

(2)  Diario  de  Sesiones  citado,  págs.  773  y  774.— Concluye  reílriéndose 
ó  la  discusión  habida  en  la  Cámara  de  Diputados.  El  proyecto  fué  tam- 
bién sancionado  en  esta  Cámara,  y  convertido  así  en  la  ley,  como  di- 
jimos en  nota  anterior. 

El  Senador  Sarmiento  decía  en  1875,  discutiendo  la  ley  de  telégrafos, 
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las  transcripciones  precedentes;  pero  como  una  prueba 
de  la  extensión  que  se  da  á  los  términos  «conmoción  in- 
terior» que  emplea  el  artículo  23  de  la  Constitución,  re- 
cordaremos un  caso  bien  doloroso  por  cierto  y  que  puso 
en  evidencia  la  existencia  de  elementos  disolventes  anima- 
dos de  las  viejas  preocupaciones  de  la  Europa. 

Con  el  objeto  de  deducir  algunas  peticiones  al  Arzo- 
bispo, tuvo  lugar  una  reunión  en  la  plaza  de  la  Victoria 
en  28  de  Febrero  de  1875.  Sea  que  en  ella  se  hubiera 
tenido  ó  nó  otro  objetivo,  la  verdad  es  que  de  ella  salió 
la  idea  de  dirigirse  al  Colegio  del  Salvador,  regenteado 
por  los  Jesuítas ;  y  una  vez  allí,  se  prendió  fuego  al  edi- 
ficio, produciéndose  en  consecuencia  todo  género  de  atenta- 
dos, teniendo  que  intervenir  las  fuerzas    militares. 

En  esta  situación  y  por  decreto  de  la  misma  fecha, 
el  Poder  Ejecutivo  en  uso  de  la  atribución  conferida  por 
el  inciso  19,  artículo  85  de  la  Constitución,  declara  la 
Provincia  de  Buenos  Aires  en  estado  de  sitio  por  el 
término  de  treinta  dias.  « Importando,  dice  este  decreto, 
los  graves  sucesos  producidos  ayer  en  esta  ciudad,  y  los 
que  aún  amenazan  producirse,  un  verdadero  estado  de 
conmoción  interior,  que  pone  en  peligro  el  ejercicio  de 
la  Constitución  y  de  las  autoridades   creadas  por  ella». 

Apenas  reunido  el  Congreso,  el  Senador  Eawson,  ha- 
ciendo una  ligera  rsferencia  á  los  sucesos  que,  según  éi, 

estas  palabras  que  no  fueron  contestadas  por  ninguno  de  los  Senado- 
res que  tomaron  parte  er.  el  debate,  no  obstante  haberse  ocupado  de 
otros  puntos:  «El  estado  de  sitio  no  tiene  que  ver  con  la  guerra,  es  una 
medida  preceniica  para  que  no  se  extienda  si  es  una  guerra  civil,  y 
para  que  no  haya  traidores  que  comuniquen  al  enemigo  los  planes  del 
gobierno  si  es  una  guerra  nacional;  pero  no  siempre  es  necesario.  ..El 
estado  de  sitio  es  para  Jos  países  leales;  para  las  Provincias  que  están 
sometidas  al  Gobierno,  y  no  ponen  resistencia,  simplemente  comopre- 
caucióni».  Diario  de  Sesiones  del  Senado  Nacional,  1875,  púg.  408. 
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habían  podido  ser  evitados,  y  creyendo  que  el  Poder  Eje- 
cutivo debía  haber  dado  cuenta  no  sólo  del  decreto  de- 
clarando el  estado  de  sitio,  sino  de  las  medidas  tomadas 
en  consecuencia,  hizo  moción  para  que  se  pidiesen  in- 
formes al  Ministro  del  Interior.  (1) 

Resolviendo  la  Cámara  de  acuerdo  con  esta  moción, 
fueron  solicitados  los  informes.  El  Poder  Ejecutivo  los 
expidió  con  fecha  14  de  Agosto,  sosteniendo  que  no 
había  dado  cuenta  del  decreto,  porque  lo  había  dictado 
en  ejercicio  de  un  derecho  propio ;  que  la  situación  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  la  manera  cómo  se  ha- 
bían producido  los  sucesos,  habían  requerido  el  estado  de 
sitio,  el  que,  aunque  dado  por  treinta  d-as,  sólo  había 
durado  veinte  y  cinco,  no  habienda  tenido  un  solo  caso 
de  aplicación.  (2) 

Esta  comunicación  S3  mandó  reservar  en  Secretaría, 
á  fin  de  que  todos  ios  Senadores  pudieran  informarse 
detenidamente  de  su  contenido. 

En  la  siguiente  sesión  de  17  de  Agosto,  el  Senador 
Rawson,  á  cuya  indicación  la  Cámara  había  solicitado 
los  informes,  presentó  un  proyecto  de  ley,  estableciendo 
la  obligación  por  parte  del  Poder  Ejecutivo  de  dar  cuenta 
al  Congreso  tola  vez  que  en  caso  de  conmoción  interior 
declarara  cualquier  parte  de  la  Rapáblica  en  estado  de 
sitio.  Este  proyecto  fué  fundado  en  un  extenso  discurso 
en  que  sostenía  la  doctrina  que  él  encerraba,  haciendo 
algunas  consideraciones  sobre  los  sucesos  del  28  de  Fe- 
brero, la  reticencia  empleada  en  el  informe,  y  la  actitud 

(1)  Diario  de   Sesiones,  1875,  pág.  401. 

(2)  Diario  de  SesioncSy  1875 ,  pág.  463. 


202  LAS    GARANTÍAS   CONSTITUCIONALES 

de  las  autoridades  de  Policía.  Pero  nada  se  dijo  sobre 
la  legalidad  de  la  medida  en  sí  misma.  (1) 

Más  tarde,  y  en  1876,  discutiéndose  el  proyecto  del 
Senador  Rawson,  se  examinaba  la  medida  en  sí  misma 
por  el  Senador  Sarmiento,  y  afirmaba  que  « sin  el  estado 
de  sitio,  sin  esta  presión  que  se  ejerce  sobre  la  voluntad, 
ó  los  propósitos  criminales  de  los  hombres,  habría  con- 
tinuado el  terrible  desorden » ;  y  para  comprobar  esto, 
citaba  los  hechos  siguientes  que  creía  debió  tener  pre- 
sente el  Poder  Ejecutivo  al  decretarlo. 

«  Cuando  uno  viaja  por  Inglaterra,  decía,  la  alegre 
Inglaterra,  como  dicen  los  ingleses,  cubierta  de  césped 
y  de  árboles  frondosos,  salpicada  de  palacios,  entre  las 
grandezas  que  encierra,  á  cada  paso,  se  encuentran 
ruinas  de  antiguas  Abadías  y  Conventos;  templos  de  or- 
den gótico  que  han  costado  millones  y  que  son  ruinas, 
y  cuando  se  pregunta  qué  son  esas  ruinas,  se  contesta ; 
vienen  de  que  un  día  hubo  una  excitación  pública  contra 
los  católicos,  y  por  todas  partes  corrieron  las  teas  incen- 
diarias propagando  las  llamaradas,  y  quemaron  todas  las 
iglesias  de  toda  la  Inglaterra. 

«  Este  es  un  hecho  poco  antiguo.  Veamos  uno  de  1830: 
gobernando  el  partido  liberal  en  España,  sucedió  lo  mis- 
mo que  ahora  dos  siglos  en  Inglaterra. 

«  Persona  que  he  conocido  lanzó  unas  camisetas  em- 
papadas en  aguardiente  y  alquitrán  sobre  una  iglesia  á 
los  alrededores  de  Barcelona.  Esto  lo  divisaron  de  otros 
puntos  inmediatos,  y  prendieron  fuego  también  á  las  igle- 
sias, y  así  en  tres  dias  ardieron  las  iglesias  de  toda  Es- 
paño.  Se  quemaron  cuatrocientos  á  quinientos  conventos, 

(1)  Diario  de  Sesiones  del  Senado,  1875,  pág.  480. 
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se  perdieron  como  treinta  á  cuarenta  millones  de  pro- 
piedades, y  lo  que  es  peor  todavía,  libros  raros,  manus- 
critos preciosos,  obras  de  arte,  cuadros  de  Velazquez  y 
de  Murillo,  y  los  que  salvaron  fueron  á  parará  Francia. 
Desastres  producidos  por  un  hecho  semejante  al  que  co- 
menzó en  Buenos  Aires. 

« El  Gobierno,  pues,  puso  el  estado  de  sitio  para  de- 
tenerlo y  no  había  que  vituperarle».  (1) 

Pero  el  incendio  del  Colegio  del  Salvador  por  sí  sólo 
no  pudo  ser  bastante  en  ningún  caso  para  autorizar  el 
estado  de  sitio  por  más  que  sus  autores  merecieran  el 
más  severo  castigo.  Ningún  acto  de  los  que  precedieron 
al  incendio,  dio  á  conocer  que  se  tuviera  por  objeto 
alterar  el  orden  político  establecido  ó  que  fuera  precursor 
de  este  resultado.  Se  trataba  de  un  delito  común,  pre- 
vista y  castigado  por  la  ley  penal,  y  la  fuerza  pública 
tenía  los  elementos  bastantes  para  contenerlo  como  efec- 
tivamente sucedió  con  su  sola  presencia.  El  terreno  no 
estaba  preparado  para  las  consecuencias  de  los  hechos 
relatados  por  el  Senador  Sarmiento,  tanto  más  cuanto 
que  el  estado  de  sitio  se  decretó  al  siguiente  dia,  cono- 
ciéndose su  extensión,  y  la  acción  producida  por  la  fuerza 
pública. 

Sin  embargo,  sin  justificar  la  solución,  precipitada,  á 
nuestro  juicio,  no  desconocemos  que  la  situación  política 
porque  pasaba  la  Provincia,  y  apenas  sofocada  la  rebelión 
de  Setiembre  de  1874,  pudo  hacer  mirar  estos  actos, 
aunque  no  promovidos  por  los  partidos  políticos,  como 
precursores  de  los  movimientos  sediciosos  que  se  anun- 
ciaban; y  el  Poder  Ejecutivo  quiso  ponerse  en  guardia 

(t)  Diario  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Senadores,  1876,  pág.  S9). 
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en  tiempo,  una  vez  que  algunos  de  los  elementos  que 
actuaban  se  habían  hecho  servir  á  propósitos  políticos 
por  agitadores  extrangeros  en  otras  ocasiones. -(1) 

En  la  colonia  francesa  de  Guadalupe,  el  estado  de 
sitio  fué  declarado  por  su  gobernador  en  1850,  á  con- 
secuencia de  repetidos  y  numerosos  incendios  que  hicieron 
presumir  un  peligro  inminente;  y  la  Corte  de  Casación 
consideró  arreglada  esta  declaración  admitiendo  que  esos 
incendios  habían  constituido  « un  peligro  inminente  para 
la  seguridad  interior  de  la  Colonia  » .  (2) 

No  sería  este,  sin  duda,  un  ejemplo  bastante  acertado 
para  aplicar  á  nuestro  organismo  constitucional,  dadas 
las  ideas  francesas  respecto;  pero  es  el  único  caso  que 
conocemos  en  la  legislación  y  en  la  jurisprudencia,  de  apli- 
cación del  estado  de  sitio  por  causa  de  incendios,  que  pueden 
tener  un  carácter  común,  y  que  la  fuerza  puede  contener 
inmediatamente  dispersando  á  sus  autores,  sin  mayor  resis- 
tencia. 

El  estado  de  sitio  es  una  medida  de  carácter  político  ;  y 
no  se  debe  ocurrir  á  ella  sino  en  los  casos  que  así  se  presen- 
ten. Los  delitos  comunes,  aquellos  que  por  sus  consecuencias 
inmediatas  no  pasan  del  interés  individual  con  más  ó  menos 
extensión,  esos  no  pueden  ser  objeto  de  actos  que  desnatu- 
ralizarían hasta  su  mismo  castigo.  El  incendio  es  un  cri- 

(1)  Es  bajo  este  punto  de  vista  que  el  P.  E.  encaró  los  sucesos,  pucá 
decía  en  su  mensaje  ó  la  Cámara  de  Senadores,  que  «la  ciudad  de 
Buenos  Aires  se  encontraba  en  un  verdadero  estado  de  conmoción  que 
amenazaba  á  las  autoridades  políticas  como  al  orden  social,  y  que 
principiaba  á  extenderse  á  los  pueblos  inmediatos,  á  lo  que  se  agre- 
gaba (jue  la  represión  de  la  rebelión  estaba  reciente,  y  la  pacificación 
no  era  aun  completa,  redoblándose  la  actividad  y  manejos  de  agentes 
de  aque  la  en  situación  tan  favorable  para  todo  desorden».  Diarlo  de 
Sesiones  del  Senado,  J875,  pág.  463. 

(2)  SiREY,  Recueil,  pAg.  567.— Dalloz,  Hep.  Vi^rh.  place  de  gncrre^ 
t.  XXXV,  png.  951,  n°  30  íln. 
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men  previsto  y  penado  en  la  legislación,  y  cuando  se  presenta 
sin  complicación  alguna  ó  cuando  la  iniciación  se  maniñesta 
como  la  consecuencia  de  otros,  la  acción  de  la  justicia  ordi- 
naria basta  y  sobra  para  reprimirlo,  sin  suspender  garantías 
que  afectan  á  todos  los  habitantes. 

La  fuerza  pública  está  para  estos  casos :  ella  debe  bastar- 
se para  imponer  el  orden  y  detener  á  los  culpables.  Si  no  es 
así,  y  es  necesario  en  todas  estas  situaciones  recurrir  al 
estado  de  sitio,  podríamos  decir  con  le  Corte  Suprema  de  los 
Estados  Unidos  «cuando  para  salvar  un  país  regido  por  ins- 
tituciones libres  se  requiere  el  sacrificio  frecuente  de  los 
principios  cardinales  que  aseguran  los  derechos  humanos,  no 
vale  la  pena  de  salvarlo  » . 


m 


La  medida  existe  y  tiene  causas  determinadas  que  le  dan 
nacimiento  en  momentos  especiales,  consultando  no  sólo  el 
interés  de  los  gobernados,  considerados  como  agrupación  so- 
cial, sino  también  los  derechos  existentes.  Pero  ¿  en  quién 
se  encuentra  la  facultad  de  dictarla  ?  ¿  Cuál  de  los  pode- 
res que  constituyen  el  gobierno  debe  tomar  sobre  sí  su 
ejercicio?  He  aquí  lo  que  es  indispensable  examinar  en  ga- 
rantía de  la  misma  situación  anormal  que  se  produce  co- 
mo su  consecuencia  lógica. 

Para  las  naciones  que  responden  en  su  organización 
interna  á  una  forma  unitaria,  ya  sea  monárquica  ó  republi- 
cana, la  cuestión  es  más  sencilla,  puesto  que  se  reduce  sim- 
plemente á  saber  á  cuál  de  los  poderes  en  que  está  dividido 
el  gobierno  corresponde  intervenir,  cuando  se  trata  de  de- 
clarar el  estado  de  sitio.  Pero  si  la  cuestión  se  presenta  en 


200  LAS  garantías  constitucionales 

una  nación  constituida  bajo  la  forma  federal,  la  complicación 
es  mayor,  pues  entonces  existe  un  nuevo  elemento  que  tiene 
que  ser  tomado  en  cuenta  para  la  solución.  Ya  no  se  trata 
solamente  de  división  entre  poderes  de  un  gobierno  único ; 
se  trata  de  división  entre  las  colectividades  seccionales  con 
facultades  propias  de  una  misma  nación,  pero  que  reclaman 
su  parte  de  soberania.no  delegada. 

Así,  en  el  punto  de  que  nos  ocupamos  necesitamos  exa- 
minar : 

1°  Si  en  la  organización  federal  de  gobierno,  corresponde 
la  facultad  de  dictar  el  estado  de  sitio,  á  la  Nación,  á  los 
Estados  ó  Provincias,  ó  á  una  y  á  otros,  según  los  casos ; 

2^  Si  en  los  poderes  del  Estado,  corresponde  al  Legisla- 
tivo, al  Ejecutivo,  á  ambos  conjunta  ó  separadamente,  según 
los  casos,  ó  á  una  rama  de  aquel  y  á  éste. 

El  régimen  federal  ( 1 ),  como  forma  constitutiva  de  go- 
bierno en  una  nación,  es  una  manifest>aciÓB^  ó  más  bien 
aplicación  de  las  diferentes  esferas  de  acción  que  tienen 
naturalmente  las  sociedades.  El  hombre  en  su  conciencia, 
en  sus  manifestaciones  puramente  psicológicas  no  obra  sino 
obedeciendo  á  sus  exclusivas  inclinaciones ;  y  en  su  vida  de 
relación,  se  limita  y  es  limitado,  dejando  para  el  conjunto  lo 
que  es  común  y  su  naturaleza  social  reclama.  ¿  Por  qué  las 
fuerzas  directivas  no  habían  de  responder  á  estas  conclusio- 
nes? 

Una  nación  que  tiene  por  condición  de  su  existencia,  la 
ocupación  de  un  territorio  determinado,  importa  una  serie 
de  agrupaciones  según  las  necesidades  de  la  existencia, 

(1)  Sobre  el  empleo  de  la  palabra  federación  y  confederación,  así  co- 
mo sobre  el  orijen  del  artículo  35  de  la  Constitución,  puede  verse:  Sar- 
miento, Comentario,  pág.  11.— Alberdi,  Organización,  t.  I,  púg.  68.— 
Diario  de  la  Conoención  de  \SSO,  pág.  321. 
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agrupaciones  que  el  suelo,  el  clima,  y  hasta  el  origen  de 
los  habitantes  modifican  y  alteran,  presentando  diferentes 
fisonomías  en  la  vida  local ;  pero  si  hay  diversidad  en  esta 
parte,  hay  también  intereses  que  son  comunes,  ya  en  la  con- 
servación, ya  en  la  dirección.  ¿  Cómo  atender  á  estas  dos 
exigencias  igualmente  respetables,  igualmente  indispensa- 
bles? 

Imitar  el  orden  que  la  naturaleza  ha  impuesto  en  la  agru- 
pación, entre  hombre  y  hombre,  tal  debía  ser  la  solución. 
Dar,  establecer  dos  esferas  de  acción:  autónoma  la  una, 
heterónoma  la  otra.  El  gobierno  local,  obrando  aisladamente 
en  el  manejo  de  lo  propio ;  el  gobierno  general  haciéndose 
cargo  de  los  intereses  comunes.  Uno  y  otro  emanando  de  un 
centro  único,  del  pueblo  ó  de  los  Estados  que  en  su  totalidad 
constituyen  la  Nación ;  independientes  en  la  esfera  de  ac- 
ción de  los  intereses  que  reclaman  un  movimiento  exclusi- 
vamente propio,  y  coordinados  en  aquello  en  que  recíproca- 
mente se  necesitan  para  hacer  efectivo  el  ejercicio.  «  La 
política  civil,  dice  Pomeroy,  está  basada  sobre  dos  grandes 
ideas  como  fundamento  y  sostén:  la  idea  del  self-governement 
local,  y  la  idea  de  centralización.  La  primera  fué  tomada 
de  los  Sajones  y  otras  tribus  germánicas  que  invadieron  el 
Occidente  de  Europa ;  la  segunda  es  heredada  de  Roma.  La 
una  es  la  salvaguardia  de  la  libertad,  la  otra  la  fuente  del 
poder  ;  libertad  y  poder,  dos  elementos  que  deben  entrar  en 
toda  sociedad  política...  Un  gobierno  centralizado  es  nece- 
sario, á  fin  de  que  sea  posible  mantener  la  integridad  de  la 
nación.  Gobiernos  de  lo  propio  son  necesarios,  á  fin  de  que 
la  libertad  individual  sea  bastante  para  impedir  las  usurpa- 
ciones del  poder  central  y  mantener  la  libertad  de  los  ciuda- 
danos ....  Quitad  los  Estados  ó  reducid  sus  funciones  á  una 
mera  forma  y  el  gobierno  general,  aunque  electivo,  se  con- 
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vertiría  bien  pronto  en  un  despotismo.  Quitad  el  gobierno 
general,  ó  reducidlo  á  una  sombra  y  destruiremos  nuestra 
prosperidad,  y  con  ella  los  medios  de  mantener  nuestra  po- 
sición é  influencia  entre  las  naciones :  inauguraríamos  una 
era  de  postración  y  anarquía  peor  aún  que  la  de  la  Confede- 
ración »  (1) 

Así,  y  como  consecuencia  de  esta  ligera  explicación,  el 
gobierno  local  ó  municipal  y  el  gobierno  general  ó  nacional, 
tendrán  fuera  de  aquellas  facultades  que  hacen  á  la  índole 
de  sus  funciones,  ante  todo  y  por  todo,  las  que  sean  indis- 
pensables para  conservarse  en  su  carácter  respectivo.  Su 
conservación  es  de  esencia  del  régimen  federal ;  y  cada  uno 
tiene  que  tener  los  medios  de  mantenerla  sin  depender  de  la 
buena  ó  mala  voluntad  de  cualquiera  de  ellos,  una  vez  que 
si  tienen  ñnes  comunes,  los  tienen  también  diferentes,  y  la 
absorción  ó  el  descuido  pueden  hacer  imposible  su  organismo. 

¿  A  qué  categoría  de  facultades  corresponde  la  de  decla- 
rar el  estado  de  sitio  ?  Si  es  una  facultad  que  debe  usarse 
en  caso  de  conmoción  interior  ó  de  ataque  exterior,  ó  de  un 
peligro  inminente  de  que  estos  hechos  puedan  producirse, 
debemos  concluir  que  es  una  facultad  de  pura  conservación. 
Y  siendo  esto  así,  para  que  el  régimen  federal  sea  una  ver- 
dad, para  que  el  mecanismo  que  obedece  á  sus  principios 
funcione  regularmente,  ella  tiene  que  existir  no  sólo  en  el 
gobierno  general,  sino  también  en  los  gobiernos  seccionales, 
ser  de  la  Nación  y  ser  de  los  Estados  ó  Provincias,  no  obs- 
tante las  garantías  recíprocas  que  dependen  casi  siempre, 
sobre  todo  en  los  casos  de  conmoción  interior,  de  la  aprecia- 
ción de  hechos  que  se  prestan  la  mayor  parte  de  las  veces  á 
juegos  irregulares. 

(I)  Consíitutional  law,  pógs.  100,  101  y  102. 
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Sin  embargo,  si  esto  pudiera  afirmarse  en  abstracto,  no 
es  en  este  terreno  que  debemos  mantenernos,  tanto  más, 
cuánto  que  la  forma  mixta  en  el  régimen  federal  puede 
conducir  á  limitaciones  más  ó  menos  exigentes,  según  la 
idea  predominante  en  las  necesidades  del  organismo  á  que 
sirve. 

La  república  Argentina  se  encuentra  organizada  bajo 
el  régimen  federal  mixto,  y  hay  otras  naciones  que  se 
desenvuelven  bajo  un  régimen  más  ó  menos  idéntico, 
con  una  centralización  más  ó  menos  preponderante;  y  es 
en  la  legislación  respectiva  donde  debemos  buscar  prác- 
ticamente la  solución.  ¿Qué  dispone  nuestra  Constitución, 
qué  disponen  las  demás  Constituciones? 

Como  hemos  visto  ya,  el  artículo  23  de  la  Constitu- 
ción establece  los  casos  en  que  puede  declararse  el 
estado  de  sitio  y  determina  las  facultades  del  Poder  Eje- 
cutivo, en  lo  que  se  refiere  á  las  personas.  El  inciso  26 
del  artículo  67  dice  que  es  atribución  del  Congreso  la 
declaración  en  caso  de  conmoción  interior,  así  como  apro- 
bar ó  suspender  la  practicada  por  el  Poder  Ejecutivo  en 
su  receso.  El  inciso  19  del  artículo  86,  establece  la 
facultad  á  favor  del  Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  del 
Senado  en  caso  de  ataque  exterior ;  y  sólo  en  este  como 
en  el  caso  anterior,  cuando  el  Congreso  no  está  reunido. 

Estas  son  las  únicas  prescripciones  que  contiene  la 
Constitución  respecto  al  estado  de  sitio;  y  si  bien  en 
su  presencia  no  se  puede  poner  en  duda  que  la  facultad 
está  concedida  al  gobierno  federal,  es  necesario  exami- 
nar si  no  obstante  esto  las  Provincias  pueden  ejercerla 
separadamente  ó  como  poder  concurrente. 

No  es  esta  una  cuestión  nueva  sin  duda:   ella  se  ha 
prestado  á   opiniones  diversas  y  á   serias  discusiones,  y 
u 
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puede  decirse  que  permanece  hasta  ahora  sin  haber  po- 
dido recibir  una  solución  de  los  poderes  encargados  de 
resolver  los  conflictos  en  los  casos  que  comprometen  sus 
facultades. 

No  tenemos  antecedentes  para  juzgar  los  actos  ejecutados 
desde  1853  hasta  1861  en  que  un  nuevo  orden  de  cosas  se 
produjo  por  la  incorporación  definitiva  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires.  Solo  sabemos  que  debiendo  someterse  las 
Constituciones  de  las  Provincias  á  la  aprobación  del  Conse- 
jo con  arreglo  á  los  artículos  5  y  103,  lo  fueron  en  efecto 
algunas  que  establecían  la  facultad  de  declarar  el  estado  de 
sitio  y,  al  ser  examinadas,  fué  suprimida  dicha  facultad. 
¿Se  hicieron  estas  correcciones  porque  se  creyó  que  las  Pro- 
vincias no  tenian  tal  facultad  por  haber  sido  delegada  al 
Gobierno  federal,  ó  porque  se  quiso  negar  su  ejercicio  á  los 
poderes  de  provincia,  como  una  garantía  contra  los  abusos 
que  pudieran  cometerse? 

Después  de  esta  época,  y  bajo  la  vigencia  de  la  Constitu- 
ción, solo  recordamos  que  la  Provincia  de  Corrientes  declaró 
el  estado  de  sitio  en  1862,  viniendo  el  caso  al  Congreso,  sin 
que  se  manifestara  sobre  su  legalidad ;  y  la  Provincia  de  San 
Juan  en  1863  por  dos  veces,  dando  lugar  á  la  controversia 
de  que  después  nos  ocupamos  y  que  quedó  sin  solución. 

Sin  embargo,  entre  nuestros  escritores  y  hombres  de  es- 
tado, y  en  los  parlamentos,  se  han  expresado  opiniones 
diversas  en  diferentes  épocas  ;  pero  caso  alguno  ha  llegado 
hasta  la  Corte  Suprema  como  para  formular  una  opinión 
judicial 

Así,  en  1853,  comentando  Sarmiento  la  Constitución 
dictada  en  Santa  Pé  en  el  mismo  año,  sostenía  que  las  cons- 
tituciones provinciales  podian  autorizar  «á  sus  legislaturas 
respectivas  á  declarai*  en  estado  de  sitio  la  Provincia,  á  con- 
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vocar  la  milicia  al  objeto  de  saprimir  insurrecciones,  hasta 
que  no  pudiendo  conseguirlo  por  sus  propias  fuerzas,  pide  la 
legislatura,  6  si  no  pudiese  reunirse,  el  gobernador,  la  in- 
tervención del  Presidente  y  de  la  milicia  de  otras  provincias, 
ó  de  las  tropas  de  línea  y  marina  del  Estado  »  (1).  Alberdi 
formulando  un  proyecto  de  Constitución  para  la  Provincia 
de  Mendoza,  establecía  en  el  artículo  19,  inciso  18,  como 
atribución  de  la  legislatura  ó  Sala,  como  él  la  llamaba : 
« Declarar  en  estado  de  sitio  la  Provincia  y  suspender  la 
Constitución  local  por  un  término  limitado,  que  no  exceda 
de  tres  meses,  en  los  casos  de  conmoción  interior  ó  ataque 
exterior  (2)».  ügarte  afirmaba  que  negará  los  gobiernos 
de  provincia  el  derecho  de  declarai*  el  estado  de  sitio,  impor- 
taba dejarles  « moral  y  materialmente  colocados  bajo  la 
extricta  dependencia  del  Poder  federal.  Impotente  para 
defenderse,  si  el  peligro  llega,  sin  derecho  para  vencer  en 
la  defensa,  aunque  pudieran,  necesitan,  para  vivir  seguros, 
la  buena  voluntad  de  los  que  ejercen  el  poder  de  la  Nación; 
y  como  éstos  son  hombres,  con  sus  debilidades  y  pasiones, 
los  Gobiernos  de  Provincia  necesitan  acariciar  la  mano  po- 
derosa que  los  pueda  salvar  en  el  conflicto.  Y  esta  doctrina 
acaba  por  ser  forzosamente  c  una  jurisprudencia  unitaria 
aplicada  á  una  Constitución  federal » ,  como  dijo  el  sefior 
Sarmiento,  Gobernador  de  San  Juan  (Nota  al  Ministro  del 

(1)  Comentarios  de  la  Constitución,  pág.  203.— Esto  lo  sostuvo  tara- 
bien  en  la  Convención  de  1860,  (Redactor  de  Ja  comisión,  pég.  20),  en  la 
cuestión  promovida  á  este  respecto  en  1803  con  el  Ministro  del  Interior, 
guardando  silencio  en  1876  en  el  Senado  Nn'»;onn¡;  y  como  Ministro  del 
Interioren  la  Sesión  de  2 de  Octubre  de  1879  -ei  Senado. 

(2)  Organización  de  la  Confederación  Argentina,  t.I,  pág.  348.— Es 
sin  duda  una  facultad  limitada  cuyo  alcance  no  está  claro,  si  se  tiene 
preséntelo  que  se  expone  por  el  mismo  escritor  en  la  página  232,  así 
como  el  silencio  que  guarda  respecto  ala  doctrina  sostenida  por  8  ar- 
miento,  no  obstante  ocuparse  del  estado  de  sitio  en  la  página  99. 


212  LAS   GARANTÍAS    CONSTITUCIONALES 

Interior,  de  26  de  Junio  de  1863)  (1).  Iiígoyen.  comba- 
tiendo las  ideas  manifestadas  por  Ugarte,  decía :  « Negar  á  los 
gobiernos  de  Provincia  la  facultad  de  declarar  el  estado 
de  sitio,  reservada  por  la  Constitución  exclusivamente  al 
Congreso,  no  es  una  tendencia  al  régimen  de  unidad.  Es 
más  propiamente  una  tendencia  al  régimen  de  la  libertad  y 
del  orden,  de  que  tanto  necesitan  las  Provincias  Argenti- 
nas ....  Si  reservada  al  Congreso  la  facultad  de  declarar  el 
estado  de  sitio,  suele  dilatarse,  dejando  en  la  República,  la 
libertad  y  las  garantía^  del  millón  de  hombres  que  la  habi- 
tan pendientes  de  la  voluntad  del  ciudadano  que  ejerce  la 
Presidencia,  ¿  qué  sucedería  si  todos  los  gobernantes  de  las 
Provincias  pudieran  ejercer  esa  antipática  atribución?  La 
salud  pública,  el  peligro  del  orden,  la  conmoción,  la  anar- 
quía, todas  esas  frases  de  que  tanto  abusan  los  que  quieren 
desligarse  délas  restricciones  de  los  principios  y  de  las  leyes, 
resonarían  á  cada  momento  en  diferentes  puntos  de  la  Re- 
pública, y  la  Constitución  sería  siempre  una  letra  muerta 
para  una  parte  de  «  Los  náufragos  de  Virgilio  »  (2). 

En  el  Congreso,  el  Senador  Elizalde  (R.)  manifestaba 
que,  no  obstante  no  estar  resuelto  el  punto  por  la  Consti- 
tución, él  creía  que  las  Provincias  tenían  derecho  para  de- 
clarar el  estado  de  sitio,  en  caso  de  ataque  exterior,  mientras 
toma  intervención  el  Gobierno  Nacional,  y  en  el  de  conmo- 
ción interior,  en  tanto  pueda  combatirla  con  elementos 
propios  y  no  requiera  la  intervención  federal   (3).  El  Sena 

(1)  Las  Prooincias  ante  la  Corte,  págs.  9  y  16. 

{2)  Justicia  Nacional,  phgs  7  y  8.— El  Dr.  García,  no  obstante  plan- 
tear la  cuestión,  nada  resuelve,— Revista  de  Buenos  Aires,  t.  X,  pág.  110. 

(3)  Diario  de  Sesiones  de  la  Gomara  de  Senadores,  1862,  pág.  280.  — 
Veúse  mas  adelante  la  opinión  manifestada  en  la  Convención  reforma- 
dora de  la  Constiuicíón  de  Buenos  Aires. 
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dor  Rawson  decía  primero  que  no  sabía  si  la  Constitución 
permitía  este  derecho,  aunque  creía  que  las  garantías  cons- 
titucionales quedaban  suspendidas  ante  las  autoridades 
nacionales;  pero  contestando  al  Senador  Elizalde,  afir- 
maba después :  «  Las  Provincias  no  tienen  la  facultad  de 
declarar  el  estado  de  sitio,  pero  sí  la  de  su  propia  defensa, 
y  la  Constitución  muy  acertadamente  dice  que  no  podrán 
levantarse  ejércitos  sino  en  ciertos  casos,  pero  nada  dice 
de  la  suspensión  de  las  garantías  constitucionales.  Es  una 
cuestión  que  antes  de  ahora  no  se  ha  debatido,  dando 
por  resultado  que  sólo  el  Congreso  y  el  Poder  Ejecutivo 
Nacional  en  su  caso,  tienen  derecho  de  declarar  el  estado 
de  sitio  en  una  Provincia;  puede  ésta  disponer  de  sus 
fuerzas  hasta  donde  ellas  alcancen,  nada  más :».(!)  El 
diputado  Mármol,  contestando  una  interrupción  que  se 
afirmaba  que  la  Provincia  de  San  Juan  había  sido  de- 
clarada en  estado  de  sitio  por  su  Gobierno  decía:  c  Yo 
no  reconozco  facultad  en  los  Gobernadores  de  Provincia 
para  declarar  el  estado  de  sitio » .  (2) 

Pero  donde  esta  cuestión  más  se  debatió  fué,  sin  duda, 
en  la  Convención  de  1870  que  se  ocupaba  de  la  refor- 
ma de  la  Constitución  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

La  Comisión  especial  encargada  de  redactar  la  pai-te 
relativa  al  Poder  Legislativo,  había  proyectado  dos  dis- 
posiciones al  respecto,  bajo  la  base  siempre  de  la  facultad 
de  las  Provincias.  Una  decía  que  correspondía  á  aquel 
poder :  «  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos 
del  territorio  de  la  Provincia  y  por  un  tiempo  limitado 
cuando  su   seguridad   pública  lo  exija,   sin   perjuicio  de 

(\)  Diario  de  ¿Sesiones  citado,  págs.  280  y  281. 

{2)  Diario  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados,  1870:  pág.  657. 
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las  atribuciones  del  Gobierno  Nacional.  El  estado  de  sitio 
sólo  autorizará  al  Poder  Ejecutivo  para  el  arresto  de  las 
personas,  ó  para  trasladarlas  de  un  punto  á  otro  del  te- 
rritorio, no  pudiendo  pasar  el  arresto  de  tres  días,  sin 
someter  la  causa  al  juez  ordinario  competente;  pero  si 
el  ciudadano  ó  ciudadanos  objeto  de  estas  medidas,  pre- 
firiesen salir  fuera  del  territorio  de  la  República,  el  Poder 
Ejecutivo  deberá  permitirlo,  debiendo  en  todo  caso  dar 
cuenta  á  las  Cámaras  del  uso  que  haga  de  estas  atri- 
buciones > .  La  otra  decía :  c  Declarar  en  estado  de  sitio 
uno  ó  más  puntos  del  territorio  de  la  Provincia,  en  caso 
de  rebelión  ó  invasión  que  ponga  en  peligro  el  ejercicio 
de  esta  Constitución  y  de  las  autoridades  creadas  por  ella, 
quedando  allí  suspensas  las  garantías  constitucionales,  sin 
perjuicio  de  la  facultad  acordada  por  la  Constitución  Ge- 
neral al  Gobierno  de  la  Nación.  El  estado  de  sitio,  sin 
embargo,  sólo  autorizará  respecto  de  las  personas,  á  arres- 
tarlas ó  trasladarlas  de  un  punto  á  otro  de  la  Provincia, 
si  ellas  no  prefiriesen  salir  de  su  territorio.  Durante  el 
receso  de  las  Cámaras  podrá  ejercer  esta  atribución  el 
Poder  Ejecutivo ».  (1) 

Estos  proyectos,  como  se  vé,  concordaban  en  considerar 
como  facultad  de  la  Provincia,  la  declaración  del  estado 
de  sitio,  en  hacerlo  sin  perjuicio  de  las  facultades  del  Go- 
bierno de  la  Nación,  y  en  dejar  el  ejercicio  de  ella  al  Poder 
Ejecutivo,  durante  el  receso ;  pero  discordaban,  en  que  la 
una  establece  como  causa  «la  seguridad  públicas,  y  la 
otra  «la  rebelión  ó  invasión  » ;  launa  limita  sus  efectos  á 
los  del  habeas  corpus,  con  la  obligación  de  someter  á  juicio 
la  pQrsona  dentro  de  tercer  día,  si  ésta  no  quisiera  salir,  y  la 
otra  deja  toda  la  amplitud  de  la  prescripción  de  la  Constitu- 

(1)  Debates  de  la  Convención^  t.  I,  pags.  188  y  189. 
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ción  nacional ;  la  una  exije  un  tiempo  limitado,  y  obliga  al 
Poder  Ejecutivo  á  dar  cuenta,  y  la  otra,  ni  exige  tiempo  ni 
impone  esta  obligación. 

El  Convencional  Saenz  Peña,  al  iniciar  en  general  la  dis- 
cusión de  la  Constitución  proyectada,  manifestaba  las  resis- 
tencias que  el  primer  proyecto,  especie  de  haheas  corpus, 
había  suscitado  en  la  Comisión,  así  como  la  aceptación  que 
había  merecido  en  la  mayoría  de  la  Comisión  central ;  y 
ofrecía  demostrar,  en  el  momento  oportuno,  que  « los  go- 
biernos de  Estado  en  el  régimen  federal  deben  tener,  para 
conservar  el  ejercicio  del  poder,  esta  facultad»  (1);  pero 
desgraciadamente  el  discurso  respectivo  no  aparece  en  la 
discusión,  como  ha  sucedido  con  tantos  otros. 

Sin  embargo,  existe  el  discurso  del  Convencional  Estrada 
(2)  que  combatiendo  en  general  el  estado  de  sitio  como  me- 
dida de  un  gobierno  regular,  se  opone  á  que  se  establezca 
en  la  Constitución  de  la  Provincia,  sea  que  lo  impida  ó  no 
la  Constitución  de  la  Nación  ;  el  Je  Alvear  (E)  en  el  que 
admitiendo  las  razones  filosóficas  de  Estrada,  cree  que  la 
facultad  corresponde  al  Gobierno  de  la  Nación  (3) ;  el  de 
Elizalde  (R)  en  que  afirma  que  es  facultad  exclusiva  de  los 
poderes  nacionales,  y  que  esta  fué  siempre  su  opinión,  apo- 
yándose en  varios  antecedentes  y  consideraciones  (4)  el  de 
Quesada,  en  el  que  recuerda  que  las  provincias  conservan 
todo  el  poder  no  delegado,  que  los  representantes  de  las 
Provincias  se  habían  reunido  en  virtud  da  pactos  preexis- 
tentes, y  que  «  siendo  esto  así,  si  hubiera  un  conflicto  de 

(!)  Debates  de  la  Concencion^i.  1,  págs.  289  y  290. 
(2)  Debates,  1. 1,  pág.  585. 
f3)  Debates,  t.  I,  pág.  587. 
4)  Debates,  t.  I,  pág.  590. 
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atribuciones,  ó  dudas,  esta  cuestión  debía  resolverse  siem- 
pre en  favor  de  la  Provincia,  pues  bajo  el  punto  de  vista  de 
las  doctrinas  constitucionales,  no  cabe  duda  que  las  provin- 
cias tienen  completa  facultad  para  declarar  el  estado  de 
sitio  (1) ;  y  el  de  Navarro  Viola  en  que  combate  toda  pres- 
cripción á  este  respecto,  y  propone  establecer  la  obligación 
de  observar  el  ejercicio  de  las  facultades  que  la  Consti- 
tución acuerda  al  Gobierno  Nacional  (2). 

Sin  embargo,  á  pesar  de  todas  estas  discusiones,  po- 
demos siempre  repetir  que  la  dificultad  queda  en  pie, 
pudiendo  examinar  nuevamente  la  argumenta<;ión*con  que 
dos  hombres  de  estado  igualmente  competentes  en  ma- 
teria constitucional,  la  debatieron  con  altura  é  ilustra- 
ción en  momentos  difíciles  para  la  República :  Sarmiento, 
como  Gobernador  de  la  Provincia  de  San  Juan  y  Rawson, 
como  Ministro  del  Interior,  exponiendo  sus  propias  doctri  - 
ñas  y  las  del  entonces  Presidente,  General  Mitre.  (3) 

Resumiendo  lo  que  dejamos  expuesto,  podemos  reducir 
los  argumentos  en  pro  y  en  contra  de  la  facultad  de  decla- 
rar el  estado  de  sitio  por  parte  de  las  Provincias,  á  las 
siguientes  agrupaciones : 

1°  Los  que  se  fundan  en  las  doctrinas  filosóficas  que 
presiden  la  existencia  del  estado  de  sitio,  como  medida  de 
gobierno; 

2^  Los  que  se  fundan  en  las  prescripciones  del  dere- 

(1)  Debates,  t.  I.  pág.  393. 

(2)  Debates,  t.  1,  pógs.  597  y  siguientes.— Los  artículos  proyectados 
fueron  rechazados,  y  el  silencio  se  hizo  en  la  ConsUtución. 

(3)  Esta  discusión  se  produjo  en  un  cambio  de  notos,  y  fué  publica- 
da oflcialmente  en  un  folleto  bajo  el  titulo:  Elkístado  de  sitio  según 
la  Constitución  Argentina.  Ks  la  discusión  más  importante  y  extensa 
que  se  haya   hecho  sobre  esto  materia. 
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cho    positivo    constitucional  y  en   los  principios   que  les 

sirven  de  base; 

3°  Los  que  sólo  se  refieren  á  la  conveniencia  ó  incon- 
veniencia de  que  exista  ó  nó  la  facultad  en  los  Gobiernos  de 
Provincia. 

Eespecto  de  los  primeros  nada  agregaremos  á  lo  que  hemos 
establecido  al  fundar  en  general  la  existencia  de  la  medida 
en  la  Constitución,  como  concordante  con  el  desenvolvi- 
miento de  un  gobierno  regular  en  la  República;  pero  nos 
detendremos  en  el  examen  de  los  demás,  para  fundar  nues- 
tra opinión,  tratando  primero  de  hacerlos  conocer  sucesi- 
vamente, á  fin  de  que  se  pueda  estimar  su  mérito  respectivo, 
para  que  después  sea  fácil  apreciar  la  crítica  á  qué  los  de- 
bemos someter. 

Los  que  sostienen  que  las  Provincias  tienen  tal  facultad, 
no  obstante  la  que  ha  sido  concedida  al  Gobierno  de  la  Na- 
ción, entrañen  las  siguientes  consideraciones : 

1^  Que  el  estado  de  sitio  es  inherente  á  todo  gobierno, 
cualquiera  que  sea  su  forma,  y  que  si  los  gobiernos  de  Pro- 
vincia son  tales  y  no  simples  tenencias,  debe  existir  en 
ellos  la  facultad  de  decretarlo; 

2^  Que  en  nuestro  régimen  de  gobierno,  las  Provincias 
conservan  todo  el  poder  no  delegado  á  los  poderes  de  la  Na- 
ción en  la  Constitución,  y  que  si  bien  concedieron  á  ésta  el 
estado  de  sitio  para  su  conservación,  no  se  privaron  de  él 
para  ese  mismo  objeto,  una  vez  que  su  existencia  es  nece- 
saria en  aquel  régimen; 

3*^  Que  la  facultad  es  indispensable  en  las  Provincias 
para  ía  conservación  misma  de  la  Nación  y  para  el  ejerci- 
cio de  sus  poderes,  pues  en  caso  de  ataque  exterior  ó  con- 
moción interior  los  resultados  dependen  de  las  medidas  que 
se  tomen  en  el  primer  momento,  y  estas  no  podrá  tomailas  el 
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Gobierno  General,  y  en  el  último  caso,  puede  ser  sofocado 
por  la  misma  Provincia  sin  recurrir  á  este,  una  vez  que  tal 
recurso  no  existe  como  imposición; 

4^  Que  las  reformas  introducidas  á  la  Constitución 
comprueban  y  corroboran  la  afirmación  anterior;  y  que 
no  siendo  los  gobiernos  provinciales  creación  de  la  Cons- 
titución y  reconociéndose  la  existencia  de  pactos  pree- 
xistentes, quedó  retenida  en  aquellos  la  facultad  de  todo 
gobierno  para  precaverse  contra  toda  insurrección  ó  in- 
vasión; 

5°  Que  esta  es  la  doctrina  predominante  en  los  Es- 
tados Unidos  Norte-Americanos  que  conservan  la  facultad 
de  suspender  el  habeas  corpas,  con  el  que  el  estado  de 
sitio  tiene  identidad. 

Los  que  combaten  estas  doctrinas  afirman,  por  su 
parte. 

1^  Que  existe  una  diferencia  capital  entre  el  estado  de 
sitio,  el  habeas  corpus  y  el  esta-do  de  asamblea;  y  así  este 
último  puede  establecerse  por  las  Provincias  en  casos  ex- 
traordinarios como  poderes  concurrentes  para  ayudar  al 
poder  general  (art.  108  de  la  Constitución);  la  suspensión 
del  habeas  corpus  puede  existir  como  un  derecho  en  los 
Estados  de  la  Union  Americana,  por  su  naturaleza,  por 
la  manera  como  se  encuentra  establecido  en  la  Constitución 
general,  y  por  su  objeto;  y  sin  embargo  no  ser  ésto  aplicable 
á  las  Provincias  en  la  Eepública  Argentina ; 

2^  Que  la  Constitución  ha  establecido  expresamente  que 
la  facultad  de  declarar  el  estado  de  sitio  es  atribución  que 
corresponde  exclusivamente  al  Congreso,  desde  que  ha 
dicho  en  el  inciso  19  del  artículo  S6:  porque  es  atribución 
que  corresponde  d  este  cuerpo ;  y  estando  así  determinado, 
importa  excluir  toda  intervención  de  las  Provincias; 
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3*^  Que  la  facultad  no  es  inherente  á  todo  Gobierno,  por 
ser  ó  para  hacer  tal  (lobierno,  y  necesita  una  declaración 
expresa  del  pueblo  que  se  la  atribuya;  porque  trata  de  una 
privación  de  los  derechos  primitivos  del  pueblo,  cuyo  princi- 
pal objeto  en  el  gobierno  es  conservarlos;  porque  la  salud 
pública  es  un  resorte  condenado  desde  que  se  han  estableci- 
do gobiernos  regulares  con  poderes  limitados  por  consti- 
tuciones escritas;  porque  el  Congreso  desautorizó  tal  preten- 
sión, suprimiendo  de  las  Constituciones  de  Provincia,  cuando 
pudo  examinarlas,  la  facultad  que  expresamente  se  arroga- 
ban en  este  sentido; 

4^  Que  el  derecho  político  de  la  República  y  su  orga- 
nización no  dimanan  de  la  soberanía  de  las  provincias, 
sino  de  la  soberanía  colectiva  del  pueblo  Argentino  reuni- 
do en  cuerpo  de  Nación  y  representado  en  Congreso,  siendo 
aquella  soberanía  un  derivado  de  la  soberanía  nacional,  de 
modo  que  las  limitaciones  que  tienen  sus  poderes  son  del 
pueblo  de  la  Nación  que  es  el  que  se  reserva  las  facultades 
no  concedidas;  y  así,  si  el  pueblo  ha  dado  la  facultad  á  la 
Nación  y  ñola  ha  dado  en  el  mismo  instrumento  á  las  provin- 
cias, estas  no  tienen  otra  fuente  de  donde  conseguirla,  y 
carecen  de  ella  mientras  una  nueva  voluntad  no  se  manifieste 
en  la  forma  consagrada; 

5°  Que  no  hay  objeto,  ni  conveniencia  en  que  las  Pro- 
vincias puedan  declarar  el  estado  de  sitio;  porque  el  poder 
de  la  Nación  debe  concurrir  á  salvar  sus  dificultades,  y  una 
vez  que  lo  hace  ejercita  el  poder  á  su  favor,  siendo  las  auto- 
ridades provinciales  las  que  llevan  á  cabo  su  aplicación,  se- 
gún los  casos;  porque  la  facultad  en  sí  misma  no  tiene  gran 
impoitancia  teniendo  otros  medios  más  eficaces  en  los  mo- 
mentos de  conflictos  que  son  los  que  da  la  guerra  misma: 
porque  es  fácil  que  las  pasiones  de  partido,  los  odios  locales, 
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extravien  á  las  autoridades  de  provincia  y  hagan,  ó  que  se 
repita  la  medida  con  perjuicio  de  los  intereses  de  la  Na- 
ción, oque  se  abuse  en  su  aplicación  y  traiga  el  descrédito 
ante  propios  y  extraños,  descrédito  que  fácilmente  puede  pro- 
ducirse en  pueblos  que  sólo  han  presentado  el  espectáculo 
de  luchas  continuas,  cruentas  y  extériles. 

Por  nuestra  parte,  y  después  de  estudiar  detenidamente 
los  fundamentos  alegados,  nos  decidimos  por  la  primera  doc- 
trina, creyendo  que  la  facultad  de  declarar  el  estado  de 
sitio  pertenece  tanto  á  los  Poderes  de  la  Nación,  como  á 
los  Poderes  de  las  Provincias,  como  una  consecuencia  del 
organismo  del  gobierno  que  la  Constitución  ha  establecido, 
y  de  acuerdo  con  las  doctrinas  que  han  servido  para  su 
formación. 

Casi  siempre  que  se  suscita  un  conflicto  entre  las  atri- 
buciones concedidas  al  Gobierno  General  y  las  que  corres- 
ponden á  las  Provincias,  al  buscar  la  interpretación  y 
traer  á  estudio  la  legislación  y  jurisprudencia  extrangeras, 
lo  primero  que  se  hace,  es  el  estudio  comparado  de  sus  orí- 
genes á  fin  de  conocer  la  posibilidad  de  su  aplicación;  y 
la  historia  de  los  Estados  Unidos  del  Norte,  y  la  de  la 
Eepública  Argentina  son  puestas  á  contribución,  ya  tratán- 
dose de  probar  que  los  antecedentes  históricos  son  dife- 
rentes en  la  formación  del  gobierno,  ya  de  que  no  hay 
diferencia. 

No  damos  gran  importancia  á  la  manera  de  encarar  la 
cuestión,  creyendo  encontrar  en  los  antecedentes  históri- 
cos el  fundamento  de  la  solución;  y  no  se  la  damos,  por- 
que más  que  cuestión  de  antecedentes  es  cuestión  de  la 
forma  misma  de  gobierno  adoptada,  y  de  los  principios  que 
forzosamente  deben  dirigirla  en  su  desenvolvimiento  su- 
cesivo. 
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Así,  en  los  Estados  Unidos,  tres  teorías  diversas  se  han 
presentado  sobre  el  carácter  esencial  de  la  Constitución, 
y  sobre  los  Estados  Unidos  mismos  como  cuerpo  político, 
teorías  <ine  han  encontrado  su  iniciación  y  su  apoyo  no 
sólo  en  los  hombres  de  estado  mas  eminentes  sino  en  la 
jurisprudencia  de  los  mas  altos  tribunales.  Son  ellas: 

P  Laque  han  llamado  teoría  imperialista  ó  nacionalis- 
ta, que  sostiene  que  el  pueblo  de  los  Estados  Unidos, 
como  una  unidad  política,  existió  antes  que  la  adopción  de 
la  Constitución,  y  no  como  consecuencia  de  este  instru- 
mento; que  la  Constitución  no  fué  obra  de  los  Estados 
separados,  considerando  estos  Estados  como  gobiernos  or- 
ganizados, ni  de  los  pueblos  de  esos  Estados,  considera- 
dos estos  pueblos  como  separados  ó  independientes,  sobera- 
nos, agregados,  ó  como  comunidades,  sino  como  la  obra 
del  pueblo  de  los  Estados  Unidos,  como  un  todo,  como  una 
unidad  política,  que  si  no  votaba  para  su  adopción  en  una 
masa  consolidada  de  electores,  lo  hacía  por  razones  de 
política  y  conveniencia,  en  sus  respectivos  territorios;  y  que 
en  consecuencia  los  poderes  no  concedidos  al  gobierno  ge- 
neral no  se  reservan  por  los  Estados,  sino  por  el  pueblo  de 
los  Estados  Unidos  para  sí  ó  á  los  varios  Estados;  y  este 
pueblo,  como  nación,  viene  á  ser  la  única  fuente  de  todos 
los  poderes  conferidos  por  el  gobierno  central  y  los  gobier- 
nos seccionales; 

2*  La  de  la  nulificación,  ó  de  los  derechos  de  los  Es- 
tados [States  Eights)  que  toma  como  fundamento  de  sus  prin- 
cipios que  los  Estados  Unidos  nunca  fueron  una  nación, 
desde  que  por  la  revolución  de  las  Colonias,  éstas  se  con- 
virtieron en  Estados  independientes  reteniendo  su  sobera- 
nía durante  la  confederación,  la  que  no  delegaron  en  la 
Constitución,  que   no  consideran  sino   como  un  pacto,  ó 
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simples  artículos  de  una  asociación;  que  el  gobierno  gene- 
ral no  tiene  mas  poderes  que  los  que  se  le  lian  concedido, 
y  que  sus  actos  están  sometidos  en  su  cumplimiento  á 
la  voluntad  de  los  Estados  que  pueden  observarlos  y 
anularlos;  que  los  Estados  son  la  fuente  de  todo  poder,  y 
que  depende  de  la  voluntad  de  cada  Estado  el  formar  ó 
no  parte  del  tratado  ó  liga  que  voluntariamente  aceptó; 

3^  La  que  toma  un  término  medio  entre  las  dos  anterio- 
res, y  dice  que  los  Estados  son  originariamente  indepen- 
dientes, pero  han  renunciado  á  favor  de  los  Estados  Uni- 
dos una  porción  de  su  soberanía,  de  un  modo  absoluto  é 
irrevocable,  y  por  lo  tanto  son  esos  Estados  la  fuente  de 
todo  poder  concedido  por  la  Constitución;  que  la  Constitu- 
ción no  es  un  instrumento  que  impoite  un  pacto  ó  liga  en- 
tre Estados  independientes,  sino  una  ley  orgánica  del  nuevo 
cuerpo  creado,  cuya  ejecución  é  interpretación  corresponde 
á  las  autoridades  creadas  por  ella,  pero  sólo  en  cuanto  á 
los  poderes  conferidos,  pues  los  que  no  están  conferidos 
quedan  reservados  á  aquellos. 

¿Cuál  de  estas  teorías  responde  con  más  verdad  á  la 
exacta  teoría  del  régimen  federal?  ¿Qué  peligros  en- 
trañan respectivamente  con  relación  á  la  existencia  del 
gobierno  y  á  su  mecanismo?  ¿Es  necesario  recui'rir  á  los 
antecedentes  históricos  de  cada  pueblo  para  juzgar  del  al- 
cance é  interpretación  de  los  principios  directores? 

En  la  diferentes  teorías  expuestas,  claramente  se  perci- 
be que  todas  buscan  un  mismo  fin:  establecer  de  un  modo 
cierto  la  naturaleza  de  las  relaciones  entre  el  gobierno 
general  y  los  gobiernos  seccionales.  Desgraciadamente  el 
punto  de  partida  puede  llevar  á  las  dos  primeras  á  la  cen- 
tralización, ó  á  la  descentralización,  pero  con  peligro  en 
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una  y  otra  de  la  estabilidad  de  la  nación  por  el  despotismo 
ó  por  la  anarquía. 

Si  debiéramos  inclinarnos  á  alguna  teoría,  no  podemos 
ocultar  nuestras  simpatías  por  la  última,  que  consulta  á 
nuestro  juicio  los  principios  del  régimen  federal,  y  que 
evita  los  peligros  de  una  disolución  nacional  á  voluntad 
de  los  poderes  seccionales. 

La  teoría  nacionalista  busca  la  nación,  y  disminuye, 
casi  hasta  anular,  la  acción  de  los*  Estados  que  forman 
parte  de  ese  todo.  En  Estados  Unidos  fué  seguida  por 
Hamilton  (1),  Jay  (2),  Story  (3),  y  ha  tomado  gran  incre- 
mento después  de  la  guerra  de  secesión  que  puso  en  peli- 
gro la  estabilidad  de  la  gran  república  sosteniéndola  en 
sus  caracteres  mas  pronunciados,  Pomeroy  (4),  Hurd  (5), 
Browson  (6),  Tiffany  (7).  En  la  República  Argentina,  el 
General  Mitre  y  Rawson  han  sido  sus  mas  entu- 
siastas defensores,  sosteniendo  que  no  hay  mas  soberanía 
que  la  que  representa  el  Gobierno  de  la  Nación. 

La  teoría  de  los  derechos  de  los  Estados  busca  el  mante- 
nimiento de  estos  como  fuente  y  como  origen  de  toda  sobera- 
nía, y  pone  en  peligro  inminente  la  existencia  de  la  nación, 
anulando  completamente  su  acción  por  el  veto  seccional.  La 
inició  Jeffei'son  (8)  en  los  Estados  Unidos,  aunque  no  la 

(1)  EL  Federalista,  Nos  15  y  16 

(2)  El  Federalista^  Nos  2  á  5.  3  Dallas,  R.  419.  (Chishofin  v.  State 
of  Georgia,. 

(3)  La  Constitución,  1.  I,  §§  306  y  siguientes. 

(4)  Constitucional  law.  págs.  59  y  siguientes. 

(5)  Essay  on  the  law  qf  Friedom  and  Bondage  in  the  United  States, 

(6)  American  republicy  cap.  9  y  siguientes. 

(7)  Derecho  Constitucional,  pág.  35  y  siguientes. 
,8)  Corrcsp.,  t.  IV,  pAp.  415. 
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practicó  durante  su  gobierno,  la  siguió  Calhoun  (1),  y  ha 
sido  la  gran  bandera  de  la  Confederación  del  Sud  en  la 
guerra  de  1861.  En  la  República  no  le  conocemos  defenso- 
res, aunque  las  contiendas  civiles  hayan  podido  hacer  vertir- 
algunas  ideas  á  su  respecto  en  ciertas  épocas  agitadas. 

La  tercera  teoría,  si  bien  parte  del  principio  que  la  Na- 
ción se  ha  formado  por  la  unión  de  los  Estados,  ella  no 
pone  en  peligro  la  existencia  ni  del  gobierno  general,  ni  de 
los  gobiernos  seccionales,  aunque  pueda  dar  lugar  á  la  ma- 
yor extensión  de  los  derechos  reservados.  En  Estados 
Unidos  ha  sido  sostenida  por  Madison  (2),  Jackson,  Mar- 
shall  (3),  Webster  (4),  Field  (5),  Taney  (6)  y  la  misma 
Corte  Suprema,  y  puede  citarse  entre  los  últimos  escritores 
á  Bateman  (7).  En  la  República  Argentina  pueden  ci- 
tarse como  defensores  de  la  misma  doctrina,  y  en  cuanto 
á  los  principios  de  los  derechos  reservados,  á  Sarmiento  (8), 
Gorostiaga  (9),  Alberdi(lO),  ligarte  (11),  y  no  hay  duda 

(1)  Works,  t.  I,  pág,  111,  y  t.  VI,  pág.  59. 

(2)  Lcttcrs  of  HelridinSy  N^  4. 

(3)  4.  Wheaton,  316  (Me  Cülloch  v.  The  State  o/  Maryland);  y  9, 
Wheaton',  1  (üibbons  v.  Ogden). 

(4)  Carta  á  los  Barings  de  Londres  en  1830.  Nilc's  Register,  t.  LVH, 
págs.  273  y  274. 

(5)  Trahlc's  Case,  13  Wallace,  406. 

(6)  Ableman  V.  Booth  ad  United  States  o.  Booth,  21  Howard,  516. 

(7)  Constitutional  law,  púg.  181  y  siguientes.— Este  autor  sostiene 
que  ni  Hamillon,  ni  Jay  han  defendido  la  teoría  imperialista;  y  que 
en  los  escritores  de  alguna  autoridad  que  la  siguen  sólo  están  Story 
y  Pomeroy,  sobre  todo  este  último. 

(8)  Nota  al  Ministro  del  Interior  de  26  de  Junio  de  1863. 

(9)  Sesión  de  !•  de  Agosto  da  1862  en  la  Cámara  de  Diputados  del 
Congreso  Nacional. 

(10)  Organización,  1. 1,  pág.  240. 

(11)  Las  Provincias  ante  f a  Corte,  pág.  19. 
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que  en  ese  sentido  es  la   teoría   dominante  entre  la  ma- 
yoría de  los  publicistas.  (1) 

La  Comisión  que  redactó  el  informe  presentado  á  la 
Convención  de  1860,  afirmaba  «que  el  derecho  público 
nacional  ó  federativo  carece  totalmente  de  antecedentes 
históricos  vivaces  entre  nosotros:  que  su  aparición  data 
de  la  Constitución  de  1853,  copia  de  la  de  los  Estados 
Unidos,  y  que  el  derecho  público  provincial  argentino,  es 
el  único  que  tiene  raíces  en  el  pasado. »  Y  esto  agrega- 
do, ya  á  los  hechos  producidos  después  de  salir  de  la  vida 
colonial  y  bajo  la  acción  preponderante  del  Cabildo  de  Bue- 
nos Aires,  ya  á  los  hechos  producidos  después  de  la  inde- 
pendencia y  bajo  la  declaración  de  los  Cabildos  y  de  los 
caudillos,  tendremos  como  consecuencia  lo  que  debe  ser- 
virnos de  punto  de  partida  para  la  solución  histórica: 
la  Kepdblica  Argentina,  como  Estado,  como  una  perso- 
nalidad en  la  comunidad  internacional,  manifestándose 
con  todos  los  caracteres  de  la  unidad  que  tal  persona- 
lidad importa,  y  como  unidad  interna,  como  régimen  de 
gobierno,  sin  cohesión  entre  las  partes  componentes,  ei 
anarquía  más  ó  menos  pronunciada  y  con  intervalos 
de  duración  variable,  tanto  en  el  hecho  como  en  el  de- 
recho. 

Sin  duda  que  la  Nación  ha  existido,  ó^más  bien  ha  conti- 
nuado después  de  la  revolución  y  de  la  independencia;  pero 
esa  Nación  ha  continuado  como  persona  externa,  no  en 
el  orden  interno  en  que  la  vida  municipal  predominó  siem- 
pre y  alguna  vez  llegó  hasta  poner  en  peligro  aquella  misma 
unidad. 

(1)  Vóasfi  el  Capitulo  3^  y  la  Introducción. 
15 
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Después  de  las  luchas  que  habían  ensangrentado  el  suelo 
de  la  patria,  después  de  las  incertidumbres  en  materias 
de  gobierno  en  que  de  la  monarquía  del  hijo  de  Carlos  IV 
y  del  descendiente  del  Inca,'  se  llegaba  á  la  República  unita- 
ria siguiendo  estas  ideas,  ó  á  la  República  federal  siguiendo 
los  instintos  de  las  masas  y  las  ambiciones  de  los  caudillos, 
la  Constitución  de  1853  vino  á  imprimir  su  verdadero  sello 
á  la  marcha  sucesiva  y  constitucional  de  la  Nación. 

¿ Pero  quién  hizo  esto ?  ¿En  virtud  de  qué  movimiento 
popular,  el  régimen  federal  americano  vino  á  imperar  como 
forma  definitiva  de  la  República  ?  Hé  ahí  el  punto  de  par- 
tida para  la  solución  en  el  organismo  del  gobierno  consti- 
tuido. 

La  República  Argentina  fué  constantemente  una  uni- 
dad para  los  demás  Estados,  pues  en  las  épocas  de  me- 
nor cohesión  orgánica  cuidó  siempre  de  presentarse 
así.  Las  relaciones  exteriores  nunca  estuvieron  en  po- 
der de  cada  uno  de  los  poderes  seccionales:  hubo  siem- 
pre uno  de  ellos  que  estuvo  encargado  de  sostenerlas, 
manifestando  de  este  modo  que  existia  una    Nación. 

Se  afirma,  pues,  una  verdad,  cuando  se  dice  que  la  Na- 
ción existió  desde  el  momento  de  la  revolución  de  1810; 
¿pero  hubo  una  Nación  para  el  mecanismo  del  gobierno  in- 
terno? ¿Quién  formó  el  organismo  constitucional  que  nos 
rige?  Nosotros  decimos  que  fueron  las  Provincias,  porque 
ellas  existieron  siempre  con  una  cohesión  más  ó  menos  efi- 
ciente, como  las  familias  forman  el  municipio,  como  los  muni- 
cipios forman  los  Estados,  como  los  Estados  forman  la  uni- 
dad internacional  que  imprime  su  marcha  á  la  humani- 
dad. (1) 

(I)  El  Dp.  Quesada,  en  la  entrega  3'  de  la  Nueca  Rccista  de  Buenos 
Aires,  hace  un  estudio  interesante  sobre  los  orígenes  del  gobierno  fede- 
ral en  la  época  colonial . 
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La  Nación  es  una  unidad  de  pueblo,  de  habitantes, 
para  las  demás  naciones,  porque  tiene  todos  los  signos 
exteriores  que  la  representan  y  le  dan  una  personalidad 
internacional,  y  estas  no  tienen  porque  inmiscuirse  en  la 
manera  como,  por  los  resortes  internos,  se  ha  llegado  hasta 
esa  situación.  Pero  la  Nación  es  una  unidad  de  Municipios, 
una  unidad  de  Provincias  ó  Estados,  para  su  organismo 
interno  porque  es  con  estos  factores  que  se  pone  en  movi- 
miento la  gran  máquina,  que  solo  presenta  un  pueblo  para 
las  relaciones  exteriores. 

Así,  afirmar  en  el  orden  interno  que  son  los  Municipios, 
que  son  las  Provincias  las  que  han  existido  previamente,  no 
es  una  herejía  histórica,  ni  constitucional:  lo  primero  porque 
se  comprueba  con  la  dislocación  más  ó  menos  completa  que 
presentaron  hasta  las  mismas  manifestaciones  de  la  revo- 
lución y  con  la  permanencia  de  su  régimen;  lo  segundo 
porque  es  «por  voluntad  y  elección  de  las  Provincias»  y 
«con  el  objeto  de  constituir  la  unión»  que  se  reunió  el 
Congreso  General  Constituyente. 

No  negamos  que  la  fuente  de  la  soberanía  esté  en  el 
pueblo,  y  que  en  esa  virtud  se  dé  «aquellas  instituciones 
que  mejor  estime  para  los  altos  fines  de  su  independencia, 
de  su  libertad,  de  su  bienestar  y  su  progreso»;  pero  esa 
soberanía  se  manifiesta  de  una  manera  más  directa,  y  en 
su  forma  primera,  en  el  barrio,  en  el  Municipio,  en  la  Pro- 
vincia, en  la  Nación  y  este  es  el  orden  en  que  la  vida  pú- 
blica y  constitucional  se  desarrolla  y  progresa,  teniendo 
más  ó  menos  preponderancia,  según  la  proximidad  del 
poder. 

El  pueblo,  el  conjunto  de  habitantes  que  componen  una 
Nación,  no  es  una  entidad  especial  que  se  encuentre  en 
una  agrupación  igualmente   especial  y  fuera  de  los  fac- 
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tores  que  deben  dirigirla:  está  en  la  familia,  en  el  Munici- 
pio, en  la  Provincia,  y  lo  que  quieren  estos  es  lo  que  él 
quiere,  porque  es  él  mismo  manifestándose  en  su  forma 
sucesiva. 

Así,  cuando  se  dice  soberanía  del  pueblo  de  la  Nación, 
se  dice  soberanía  del  Municipio  y  de  la  Provincia,  sobre 
todo  en  el  régimen  federal  que  hemos  aceptado,  ¿Por  qué? 
Porque  aquella  soberanía  se  ha  dividido  en  sus  manifestacio- 
nes. Ha  constituido  el  gobierno  central,  para  los  objetos 
generales  y  en  los  que  entra  su  personalidad  internacional 
y  ha  dejado  los  gobiernos  locales  como  manifestación  ge- 
nuina  ú  órgano  directo  de  su  voluntad. 

El  gobierno  general  ó  central,  así  como  los  gobiernos  de 
Provincia,  representan  la  soberanía  de  la  Nación,  por- 
que representan  la  soberanía  del  pueblo.  «Los  poderes 
de  soberanía  están  divididos  '  entre  el  gobierno  federal  y 
los  gobiernos  de  los  Estados.  Cada  uno  es  soberano  en 
los  objetos  que  le  han  cometido,  y  no  lo  es  con  respecto  á 
los  cometidos  al  otro.»  (1)  «El  gobierno  general  y  el  de 
los  Estados,  aunque  existan  dentro  de  unos  mismos  límites 
territoriales,  son  soberanías  distintas  y  separadas,  obrando 
independiente  y  separadamente  entre  sí  dentro  de  sus  esferas 
respectivas.  5>  (2) 

El  error  consiste  en  que  se  confunde  la  «capacidad  ili- 
mitada, originaria  y  soberana  del  pueblo,»  con  «la  capaci- 
dad derivativa  y  subordinada»  délos  gobiernos  la  sobe- 
ranía del  pueblo  Argentino  con  la  soberanía  delegada  de  su 
gobierno  dividida,  y  limitada  en  todas  sus  divisiones  (3);  y 

(1)  .VI  \c  CULLOCH  V.  State,  4  Wheaton  316. 

(2)  Collcctor  V.    Day,\\  Wall    113      Esln  es  t^tnbión  In    opinión    de 
Webster,  Taney  y  Field;  y  es  la  de  Gorostiaga,  Ligarte  y  Vclez-Sarsfleld. 

(3)  Ugarte.  Las  procincias  ante  la  Corte,  phg.  62, 
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así  el  gobierno  de  la  provincia  viene  á  ser  la  regla,  por 
tanto,  forma  el  derecho  común,  y  el  gobierno  nacional  es 
la  excepción.  (1) 

Pero  supongamos  que  nada  de  lo  que  dejamos  expuesto 
sea  admisible,  y  que  sea  una  verdad  incontrovertible  la  teoría 
imperialista,  ¿será  por  esto  diferente  la  consecuencia?  Si  el 
pueblo  Argentino  se  ha  reservado  para  sí  y  no  para  las 
Provincias  todas  las  facultades  no  delegadas,  la  verdad  es 
que  su  delegación  ha  sido  dividida;  y  así,  si  ha  delegado  al 
poder  central,  ha  delegado  al  provincial;  las  Provincias 
conservan  todo  el  poder  no  delegado  al  gobierno  federal, 
y  el  que  expresamente  se  hubiesen  reservado;  la  Nación 
sólo  tiene  poderes  expresos  ó  por  implicancia;  hay  poderes 
concurrentes;  y  todos  los  poderes  delegados  llevan  en  sí 
mismos  las  facultades  de  conservación  para  el  ejercicio  de 
los  mismos. 

No  es  necesario,  pues,  entrar  á  la  discusión  de  las  teorías 
fundamentales,  para  llegar  á  la  consecuencia  qu.e  acepta- 
mos: el  estado  de  sitio  es  exclusivo  y  es  concurrente,  en- 
tre el  poder  central  y  los  gobiernos  provinciales:  en  el  cen- 
tral cuando  es  requerido  ó  interviene  motu  p'opio,  y  en 
los  provinciales  cuando  resiste  las  conmociones  internas 
con  sus  propias  fuerzas,  y  en  los  casos  en  que  aquel  no 
ejerce  sus  facultades  propias.  El  inciso  19  del  artículo  86, 
al  declarar  que  es  atribución  que  corresponde  al  Congreso, 
sólo  se  refiere  á  las  relaciones  de  los  poderes  nacionales  en- 
tre sí,  y  no  afecta  á  los  poderes  provinciales.  Las  declaracio- 
nes, derechos  y  garantías  enumeradas  en  la  primera  par- 
te de  la  Constitución  son  restricciones  impuestas  á  todos  los 
poderes,  y  están  bajo  su  custodia  según  su  esfera  de  acción, 

(1)  GoROSTiAGA,  Sesión  del  !•  de  Agosto  de  1862  en  la  Cámara  de  D.D. 
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y  con  responsabilidad  ante  el  pueblo  de  la  Nación  ó  el 
pueblo  de  las  Provincias;  de  otro  modo,  la  extensión  de  los 
poderes  conferidos  vendría  á  ser  inútil  en  estas  si  aquella 
debiera  ser  el  guardián  exclusivo  de  los  principios,  dere- 
chos y  garantías.  (1) 

Fuera  de  estas  consideraciones  que  hacen  al  fondo  mismo 
de  nuestro  sistema  de  gobierno,  las  razones  de  conveniencia 
nos  parecen  secundarias  y  sin  fundamento  bastante.  (2) 
El  abuso  que  pueda  hacerse  no  es  buen  criterio  siempre 
para  las  medidas  ó  atribuciones  de  gobierno.  Su  existencia 
y  la  delegaciones  necesaria  ó  nó:  si  lo  es,  debe  acep- 
tarse, sino,  no  debe  existir.  El  estado  de  sitio  como 
medida  de  conservación  y  de  defensa  entraña  sin  duda 
todos  los  peligros  de  una  medida  semejante  en  el  de- 
recho privado;  y  su  remedio  en  aquella  como  en  ésta,  no  se 
encuentra  en  su  supresión,  sino  en  hacer  efectivas  las  res- 
ponsabilidades, cuando  se  traspasan  los  límites  que  por  su 
naturaleza  misma  tiene  marcados.  Puede  abusarse  en  el 
orden  nacional,  como  en  el  orden  provincial:  nada  hace  pre- 
sumir tque  son  y  serán  constantemente  buenos  los  que  ejer- 
cen el  Poder  en  la  Nación;  que  son  y  serán  constantemente 
malos  los  que  ejercen  el  poder  en  las  Provincias.  > 

Los  gobiernos  de  provincia  no  pueden  depender,  en  cuan- 
to á  su  conservación  para  cumplir  los  fines  que  la  Constitu- 
ción les  ha  designado,  de  la  buena  ó  mala  voluntad  del 
gobierno  general.  Cada  uno  debe  tener  en  sí  mismo  los 
medios  de  hacer  efectivas  sus  atribuciones,  porque  en  la  es- 
fera de  su  acción  son  completos  é  independientes  respecti- 

(1)  El  Dr.  Ugarte  desarrolla  con  loda  claridad  y  precisión  este  pen- 
samiento. Lds  prooíncias  ante  la  Corte,  pág.  84. 

(t)  El   Dr.  Irigoybn   entraba   en    este  terreno:    Justicia  Nacional, 
pég.  8, 
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vamente.  Quitad  esta  fuerza  de  equilibrio,  y  el  sistema  de 
gobierno  que  hemos  aceptado  desaparecerá,  6  para  llegar  al 
unitarismo  ó  para  llegar  á  la  anarquía.  El  organismo  es 
delicado  por  lo  mismo  que  es  perfecto,  y  que  todas  sus 
fuerzas  están  ponderadas.  En  el  silencio  de  la  Constitución 
los  principios  generales  dominan,  y  el  abuso  posible  no  es  su- 
ficiente para  destruir  su  dominación. 


IV 


Pero  el  gobierno  de  la  Nación  como  el  de  las  Provin- 
cias, en  la  forma  aceptada,  conserva  la  división  de  los 
poderes,  de  modo  que  las  atribuciones  para  el  cumplimiento 
de  sus  fines,  se  encuentran  repartidas  entre  ellos.  ¿A  cuál 
deberán  darse  las  que  se  refieren  al  estado  de  sitio? 
¿Será  al  Poder  Ejecutivo,  al  Legislativo  ó  al  Judicial 
exclusivamente,  concurrentemente  á  los  tros,  ó  á  los  dos 
primeros?  La  naturaleza  de  la  medida  tiene  que  servirnos 
de  base  para  buscar  la  solución. 

En  Francia,  la  ley  de  3  de  Abril  de  1878  hace  predo- 
minaí  el  elemento  legislativo,  estableciendo  en  su  artículo 
l.^que  sólo  una  ley  puede  declarar  el  estado  de  sitio; 
pero  en  el  artículo  2.®  faculta  al  Poder  Ejecutivo,  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado  en  el  receso  de  las  Cá- 
maras, las  que  se  reunirán  dos  dias  después;  en  el  3.^ 
da  la  misma  facultad  en  caso  de  ataque  exterior,  con 
acuerdo  de  Consejo  de  Ministros  habiendo  sido  disueltas 
aquellas;  y  en  el  5.®  sólo  da  á  las  Cámaras,  una  vez  reu- 
nidas, la  facultad  de  mantener  ó  levantar    el  estado  de 
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sitio  decretado,  debiendo  entenderse  esto  último  en  caso 
de  disentir  en  sus  dos  ramas.  (1) 

En  Portugal^  el  §  34,  artículo  145,  de  su  Constitución 
establece  que  el  Poder  Legislativo,  estando  reunidO;  debe 
dictar  la  medida;  pero  no  estándolo,  debe  hacerlo  el  Po- 
der Ejecutivo,  dando  cuenta  del  uso  hecho,  siendo  res- 
ponsable de  los  abusos  que  se  hubieran  cometido.  (2) 

El  Brasil,  en  el  inciso  35  del  artículo  179  de  la  Cons- 
titución, sigue  las  mismas  prescripciones  que  Portugal,  es- 
tableciendo la  necesidad  de  dar  cuenta,  y  la  responsabili- 
dad en  que  incurren  las  autoridades  según  el  rol  que  ha- 
yan desempeñado  respectivamente.  (3) 

El  Ecuadoi',  en  el  inciso  12  del  artículo  60  de  la 
Constitución,  establece  que  la  declaración  corresponde  al 
Poder  Ejecutivo  con  el  acuerdo  del  Congreso,  y  en  el 
receso  de  éste  con  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado;  pero 
si  reunido  el  Congreso  en  este  último  caso,  dui-a  toda- 
vía el  estado  de  sitio,  le  corresponde  decretar  la  cesación 
ó  continuación. 


(1)  SiRBY,  1878,  págs.  827  y  328.— Poudra,  Droit  parlcmeníaire,  pág«. 
39  y  siguientes,  en  que  analiza  el  derecho  de  las  Cámaras  respecto 
a)  estado  de  sitio,  haciendo  la  histoiia  de  toda  la  legislación  fran- 
cesa. 

En  Inglaterra  ,  como  en  los  Estados  Unidos,  la  legislación  sólo  se 
refiero  al  Habeos  Corpas.  La  suspensión  de  esta  garantía,  corresponde 
al  Parlamento  (Fishbl,  t.  1,  pág.  I6i);  que  lo  tía  decretado  bajo  el 
nombre  de  Coeríion  hill^  con  motivo  de  los  sucesos  de  Irlanda. 

En  Alemania,  la  facultad  de  declarar  el  estado  de  sitio  corresponde 
al  Emperador,  según  el  art.  68  de  la  Constitución.  Véase  lo  que  dice 
Bluntschli,  t.  II,  pág.  244. 

En  España,  debe  declararse  la  suspensión  de  las  garantías  por  ley, 
según  el  art.  31  de  su  Constitución.  Lo  mismo  en  Austria. 

(2)  Laferriérk  y  Batbie^  pág.  609. 

(3)  Laferrikre  y  Batbie,  pág.  615— Aróse  mena,  t.  I,  pág.  8L— Pi- 
MENTA  Bueno,  t,  11,  pág.  44L 
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Para  la  Constitución  de  Bolivia,  en  su  artículo  26,  la 
facultad  es  privativa  del  Poder  Ejecutivo  en  cuanto  al 
poder  de  decretarla,  pero  por  el  artículo  28  ordena  se 
rinda  cuenta  á  la  próxima  legislatura  con  todos  los  in- 
cidentes ocurridos  para  hacer  efectivas  las  responsabili- 
dades. 

En  Chile,  el  inciso  20,  artículo  82,  de  la  Constitución 
hace  una  distinción  según  sea  la  causa  que  requiera  la 
declaración  del  estado  de  sitio.  Si  es  un  ataque  exterior, 
se  hará  por  el  Poder  Ejecutivo  con  acuerdo  del  Consejo 
de  Estado  y  por  un  tiempo  determinado.  Si  es  una  con- 
moción interior,  corresponde  al  Congreso,  estando  reuni- 
do, y  no  estándolo,  al  Presidente  con  el  Consejo  de  Esta- 
do; pero  en  caso  que  el  término  no  hubiere  expirado  en 
la  época  de  su  reunión,  la  declaratoria  hecha  por  éste  se 
tendrá  como  vhisl  proposición  de  ley,  (1) 

En  los  Estados  Unidos  Norte  Americanos,  sólo  existe 
en  la  Constitución  la  facultad  de  suspender  el  auto  de 
habeas  corpus  como  vimos  en  Capítulo  3.°  Estando  esta 
prescripción  como  una  declaración  general,  sin  atribuirse 
especialmente  á  alguno  de  los  poderes,  la  cuestión  nació 
á  consecuencia  de  la  guerra  de  secesión,  y  á  virtud  de 
órdenes  dictadas  por  el  Presidente  que  sostenía  correspon- 
derle.  El  Congreso  zanjó  la  dificultad  dictando  la  ley  de 
1863  que  dio  amplias  facultades  al  Presidente,  y  que  la 
Corte  Suprema  reconoció  (2);  pero  tanto  las  facultades  de 


(l)  Lastarria,  ComeniariOy  pág.  126— Este  escritor  en  su  proyecto  de 
Constitución  que  sirve  de  apéndice  á  su  obra  «Política  positiva»  pág. 
474,  sólo  da  la  facultad  de  suspender  ciertas  garantías  al  poder  legis- 
lativo. 

^2)  4  Wallage,  2,  ex  pnrte  Millioan. 
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éste,  como  las  del  Congreso  han  seguido  teniendo  notables 
sostenedores.  (1) 

En  el  Paraguay  y  la  Constitución  en  su  inciso  22,  ar- 
tículo 72,  sigue  la  disposición  de  la  Constitución  de  la 
República  Argentina,  diciendo  solamente  en  vez  de  «apro- 
bar ó  suspender»,  como  dice  esta,  «aprobar  y  suspender», 
como  facultad  del  Congreso  para  la  declaración  hecha  du- 
rante el  receso  de  éste  por  parte  del  Poder  Ejecutivo. 

Todas  las  disposiciones  que  ligeramente  hemos  recorri- 
do hacen  predominar  el  elemento  legislativo,  cuando  éste 
está  en  actitud  de  funcionar,  con  excepción  de  Bolivia; 
pero  todas  están  también  de  acuerdo  en  hacer  concurrir 
al  Poder  Ejecutivo,  no  sólo  en  cuanto  es  necesaria  su 
intervención  para  ejecutar  los  actos,  sino  aún  para  su  ini- 
ciativa, á  fin  de  que  la  medida  sirva  á  los  objetos  que 
se  han  tenido  en  vista  al  establecerla,  como  una  regla  de 
gobierno  en  las  conmociones  interiores,  ó  en  los  ataques 
exteriores. 

Veamos  cuáles  son  los  antecedentes  en  la  República 
Argentina,  y  cuáles  las  disposiciones  que  deben  apli- 
carse. 

El  Estatuto  de  1811,  que  autorizaba  la  suspensión 
de  la  seguridad  individual  por  parte  del  Poder  Ejecutivo, 
establecía  la  obligación  de  dar  cuenta  inmediatamente  á 
la  Asamblea  General,  con  justificación  de  los  motivos,  sin 
perjuicio  de  la  responsabilidad  por  la  medida. 

El  Estatuto  de  1815  en  el  artículo  21,  Capítulo  I, 
Sección  VII,  ordenaba  á  las  autoridades,  que  se  viesen  en 
la  fatal  necesidad  de  suspender  las  garantías  de  la  segu- 


;i)  Véase:  Op,  ai,  gen.,  t.  X,  póg.  74.— Pomeroy,  pág.  473.— Tiffany, 
págs.  283  y  siguientes.— BiiiNEY,  The  pricilege  ofthe  writ  qf  Habeos 
Corpus. 
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rídad  individual,  dieran  razón  de  su  conducta  á  la  Junta 
de  observación  y  Excelentísimo  Cabildo,  quienes  examina- 
rían los  motivos  de  la  medida  y  el  tiempo  de  su  duración. 

El  Eeglamento  de  1817  en  el  artículo  24,  Capítulo  I, 
Sección  VII,  y  la  Constitución  de  1819  en  el  artículo 
122,  Capítulo  II,  Sección  V,  repitieron  la  disposición 
del  Estatuto  de  1815;  pero  la  Constitución  de  1826,  en 
el  artículo  174,  entre  las  disposiciones  generales,  estable- 
cía que  la  suspensión  sólo  podía  efectuarse,  cá  juicio  y 
por  disposición  especial  del  Congreso» . 

La  Constitución  de  1853,  reformada  en  1860,  después 
de  establecer  en  su  artículo  23,  los  casos  y  la  extensión 
del  estado  de  sitio,  deslinda  en  el  inciso  26,  artículo  67, 
y  en  el  inciso  19,  artículo  86,  las  atribuciones  respectivas 
de  los  poderes  legislativo  y  ejecutivo: 

1^  Corresponde  declarar  exclusivamente  el  estado  de 
sitio  al  Ejecutivo  con  acuerdo  del  Senado,  y  sin  éste 
cuando  no  estuviese  reunido,  en  los  casos  de  un  ataque 
exterior. 

2 .  En  los  casos  de  conmoción  interior  corresponde  al 
Congreso  el  declararlo  estando  reunido,  y  no  estándolo 
al  Ejecutivo,  pero  sujeto  á  la  aprobación  ó  suspensión  por 
parte  de  aquel. 

La  Constitución,  siguiendo  el  inciso  20,  artículo  32,  de 
la  de  Chile,  ha  deslindado  claramente  las  facultades  en 
cuanto  á  su  naturaleza  propia.  De  las  que  corresponden 
en  los  casos  de  ataque  exterior  ha  hecho  una  atribución 
puramente  ejecutiva,  pues  el  acuerdo  del  Senado  tiene 
este  mismo  carácter;  y  de  las  que  corresponden  en  los 
casos  de  conmoción  interior,  una  atribución  legislativa, 
que  es  ejecutiva  en  su  receso,  y  que  revive  para  aprobar 
ó  suspender. 
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La  razón  de  estas  diferentes  prescripciones,  según  los 
casos,  no  es  difícil  encontrarla.  El  ataque  exterior  es  un 
hecho  claro  y  definido,  que  n»  se  puede  prestar  á  inter- 
pretaciones diversas,  y  que  no  es  posible  que  se  finja, 
para  ejercitar  las  facultades  del  estado  de  sitio:  las  cir- 
cunstancias son  apremiantes,  y  los  hechos  que  se  produ- 
cen á  consecuencia  del  ataque  pueden  hacer  difícil  sino 
imposible  toda  defensa  y  comprometer  el  honor  del  país, 
sino  se  obra  con  prontitud  y  energía.  ¿Quién  mejor  que 
el  Ejecutivo  para  todas  las  medidas  rápidas? 

La  conmoción  interior  por  el  contrario,  no  requiere 
siempre  una  acción  tan  pronta  y  eficaz,  y  sus  consecuen- 
cias, en  todo  caso,  no  tienen  la  gravedad  de  aquel.  Ella 
viene  casi  siempre  precedida  de  luchas  políticas,  en  que 
las  pasiones  recurren  á  todos  los  medios  con  tal  de  con- 
seguir el  poder  ó  anonadar  á  los  adversarios;  y  como  sus 
caracteres  pueden  ser  confundidos  ó  fingidos  para  conse- 
guir una  arma  que  suspende  todas  las  garantías  constitu- 
cionales, es  prudente  que  la  discusión  se  produzca  y  que 
en  ella  tomen  parte  los  diversos  intereses  políticos  que 
tienen  su  representación  en  el  Congreso.  Por  eso  es  al  Con- 
greso á  quien  se  da  la  facul  tad  de  declararlo,  y  la  de 
aprobar  ó  suspender  el  declarado  durante  el  receso  por 
el  Poder  Ejecutivo,  que  es  quien  atiende  en  esa  época 
todas  las  necesidades  déla  administración.  (1) 

El  deslinde  es  claro,  sin  duda  alguna.  Cada  poder  tiene 
designada  la  causa  y  el  momento  en  que  su  acción  debe 
hacerse  sentir,  y  las  discusiones  promovidas  en  los  Estados 


(I)  Véase:  Lastarria,  Comentario,  páí?.  il6. —Diario  de  Sesiones  del 
Senado,  en  1865,  póg.  70;  de  1876,  pág.  769;  de  1876,  pág.  ZSA, ^Diario 
de  la  Concencióny  pág.  142  y  Actas ^  póg.  20,— Sircy,  18i9,  págs.  10^ 
y  109. 
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Unidos,  con  motivo  del  habeos  corpas^  no  es  posible  que  se 
presenten. 

Sin  embargo,  si  no  en  el  momento  de  ejercitar  las  fa- 
cultades, en  cuanto  se  han  ejercitado,  puede  suscitarse 
algún  conflicto  entre  los  poderes,  conflicto  que  es  nece- 
sario estudiar  á  fin  de  evitar  dificultades,  siempre  eno- 
josas, qu3  perturben  la  marcha  regular  de  toda  buena 
administración. 

En  los  casos  de  conmoción  interior  y  cuando  el  Po- 
der Ejecutivo  ejercita  las  facultades  constitucionales  para 
declarar  el  estado  de  sitio,  ¿lo  hace  como  facultad  pro- 
pia ó  deberá  dar  cuenta  al  Congreso?  ¿La  facultad  de 
aprobar  ó  suspender  importa  la  de  desaprobar  los  actos 
ejecutados  por  el  Poder  Ejecutivo  durante  el  estado  de 
sitio  impuesto  por  su  autoridad  y  que  al  reunirse  el  Con- 
greso había  cesado? 

Al  estudiar  las  causas  que  pueden  dar  lugar  á  la  de- 
claración del  estado  de  sitio,  hicimos  mención  del  caso 
acaecido  en  1875,  con  motivo  del  incendio  del  colegio 
de  Jesuítas.  Entonces  estaba  en  receso  el  Congreso,  y  el 
P.  E.  hizo  uso  de  la  autorización  conferida  en  el  inciso 
19,  artículo  86  de  la  Constitución,  por  un  término  que 
concluyó  mucho  antes  que  aquel  se  reuniera. 

La  gravedad  del  caso  dio  lugar  á  una  moción  del  Se- 
nador Rawson  pidiendo  informes,  y  aunque  se  produje- 
ron, se  negó  por  parte  del  P.  E.  la  facultad  de  la  Cáma- 
ra para  pedirlos.  El  Senador  Eawson  presentó,  entonces, 
un  proyecto  de  ley,  para  que  el  P.  E.  diera  cuenta  en 
todos  los  casos  como  el  referido,  á  los  diez  días  de  reunido 
el  Congreso,  para  que  éste  «pueda    dar  cumplimiento  á 
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lo  prescripto  en  el  inciso  26  del  artículo  67  de  la  ley 
fundamental.»  (1) 

El  proyecto  se  discutió  en  las  sesiones  de  1876,  sien- 
do rechazado  en  la  Cámara  de  Senadores  por  una  gran 
mayoría. 

Sin  embargo,  esta  cuestión  trajo  serios  debates,  y  divi- 
sión de  ideas  entre  los  pensadores  argentinos,  una  vez 
que  aparecía,  con  caracteres  más  ó  menos  visibles,  esa 
tendencia  marcada  á  agrandar  el  círculo  de  sus  atribucio- 
nes, tanto  por  parte  del  Poder  Ejecutivo,  como  parte  del 
Congreso. 

Los  que  sostenían  que  el  Poder  Ejecutivo  debía  some- 
ter sus  actos  á  la  aprobación  del  Congreso,  alegaban  co- 
mo fundamento  de  su  pretensión: 

1.^  Que  la  facultad  de  declarar  el  estado  de  sitio  en 
caso  de  conmoción  interior  corresponde  exclusivamente  al 
Congreso,  según  el  inciso  19  del  artículo  86  de  la  Cons- 
titución; 

2.^  Que  si  bien  el  Poder  Ejecutivo  tiene  también  esa 
facultad,  según  aquella  misma  disposición,  sólo  es  cuando 
el  Congreso  está  en  receso; 


(i)  Hé  aquí  el  proyecto: 
El  Senado  etc. 

Art.  1.— Cuando  en  el  receso  del  Confí:re30,  e)  P.  E.  con  la  facultad 
que  le  confiere  el  inciso  19  del  articulo  86  de  la  Constitución,  declara 
en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos  de  la  Nación,  ¿  causa  de  una  con- 
moción interior  que  ponga  en  peligro  la  Constitución  ó  las  autoridades 
creadas  por  ella,  lo  comunicará  al  Congreso  dentro  de  los  primeros 
diez  días  de  la  apertura  de  sus  próximas  sesiones,  en  un  mensaje  espe- 
cial, dando  cuenta  de  los  motivos  de  urgencia  que  hicieron  necesaria 
aquella  medida,  del  tiempo  de  su  duración^  y  de  los  diversos  actos 
ejercidos  bajo  su  imperio,  á  fin  de  que  el  Congreso  pueda  dar  cumpli- 
miento ¿  lo  prescripto  en  el  artículo  67,  inciso  26  de  la  ley  funda- 
mental. 

Art.  2  — í^omuníquese,  etc. 
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3.®  Que  correspondiendo  al  Congreso  taprobaí-  ó  sus- 
pender» el  estado  de  sitio  declarado  por  el  Poder  Ejecutivo 
durante  el  receso,  con  arreglo  al  inciso  25  del  aitículo  67, 
éste  le  debe  cuenta  de  los  actos  ejecutados  para  hacer  uso 
de  aquella  atribución  que  puede  alcanzar  hasta  la  desa- 
probación; 

4^  Que  la  doctrina  contraria  serla  peligrosísima,  puesto 
que  el  Poder  Ejecutivo  podría  esperar  el  receso  para  declarar 
el  estado  de  sitio,  haciendo  uso  de  las  facultades  que  él 
confiere,  sin  considerarse  obligado  á  dar  cuenta  de  esa  me- 
dida y  de  todas  sus  lamentables  consecuencias.  (1) 

Los  que  sostenían  la  opinión  contraria  alegaban  por 
su  parte: 

1^  Que  si  bien  el  inciso  19  del  artículo  86  establece  que 
«en  caso  de  conmoción  interior  sólo  tiene  (el  P.  E.)  esta 
facultad,  cuando  el  Congreso  está  en  receso,  porque  es 
atribución  quecorrespondeá  este  cuerpo »,esta,s  últimas  pa- 
labras deben  entendei*se  concluyendo  el  pensamiento  de 
toda  la  disposición,  diciendo  «que  es  atribución  que  co- 
rresponde á  este  cnerdo  ^  cuando  está  reunido; 

2^  Que  la  facultad  corresponde  tanto  al  Congreso  como 
al  Poder  Ejecutivo:  al  primero,  cuando  está  reunido,  al 
segundo  cuando  aquel  está  en  receso;  y  que  tal  facultad  en  uno 


(1)  Véase:  Diario  de  Sesiones  del  Senado  de  1875,  pégs,  4S0  y  si- 
guíenles^  y  de  1876^  pógs.  383  y  siguientes 

Sin  embargo,  el  Or.  Bowson,  siendo  Ministro  del  Interior,  habia  di- 
cho: «así  es  que  ha  querido  que  en  el  prilner  caso  (conmoción  interior), 
el  Congreso  expresamente  declare  en  estado  de  sitio,  y  sólo  en  el  receso 
puede  hacerlo  cesar  instantáneamente,  mientras  que  en  el  segundo  de 
íiere  al  Poder  Ejecutivo  esta  facultad  exigiendo  el  acuerdo  del  Senado, 
se  entiende  cuando  eslá  en  funciones.  (Diario  de  Sesiones  de  la  Cá- 
mara de  Senadores^  1865,  póg.  73.)— Mós  adelante  y  en  la  misma  se- 
sión niega  que  el  P.  E.  tenga  que  pedir  la  aprobación  del  Congreso 
(en  caso  de  ataque  exterior),  de  lo  hecho  durante  el  receso,  porque  es 
de  su  exclusiva  responsabilidad  (pAg.  81). 
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y  otro  poder  es  propia,  completa,  originaria,  como  son 
todas  las  facultades  constitucionales  de  los  poderes  en  el 
mecanismo  de  nuestras  instituciones,  y  en  las  que  no  son 
posibles  las  delegaciones; 

3^  Que  los  términos  «aprobar  ó  suspender»  de  que  se 
vale  el  inciso  26  del  artículo  67,  no  importan  para  el  Poder 
Ejecutivo  la  obligación  de  dar  cuenta  de  sus  actos  y  so- 
meter la  medida  á  la  aprobación  del  Congreso:  porque  en 
contraposición  á  aprobar  usa  suspender,  y  aunque  lo  contra- 
rio de  aprobar  es  desaprobar ,  esta  palabra  no  ha  sido  usada, 
á  diferencia  de  lo  que  expresa  el  inciso  18,  «admitir  ó  de- 
sechar», y  el  19,  «aprobar  ó  desechar»  porque  tales  pa- 
labras se  refieren  simplemente  á  la  continuación  ó  nó  del 
estado  de  sitio  que  lleva  siempre  un  término  de  duración 
más  ó  menos  determinado,  y  como  estando  reunido  el  Con- 
greso le  corresponde  la  facultad,  él  debe  resolver  la 
continuación  del  que  encuentra  declarado  al  reunirse; 
porque  no  teniendo  preeminencia  un  poder  sobre  el  otro  en 
el  mecanismo  del  gobierno  establecido  por  la  Constitución, 
no  puede  haber  actos  de  censura  que  importarían  una  ver- 
dadera superioridad,  y  la  facultad  de  desaprobar  importa 
eso  precisamente;  porque  el  Congreso  tiene  otros  medios, 
autorizados  por  la  Constitución,  para  conocer  los  actos 
producidos  y  dictar  las  medidas  que  puedan  evitarlos  en  lo 
sucesivo,  tanto  más  cuanto  que,  con  arreglo  al  inciso  1 1 
del  artículo  67,  el  Poder  Ejecutivo  debe  dar  cuenta  anual- 
mente sobre  el  estado  de  la  admininistración,  y  por  el  artícu- 
lo 63  «cada  una  de  las  Cámaras  puede  hacer  venir  á  su 
sala  á  los  Ministros  del  Poder  Ejecutivo  para  recibir  las 
explicaciones  é  informes  que  estime  convenientes»; 

4^  Que  todas  las  facultades  como  la  de  declarar  el  estado 
de  sitio  son  graves  y  peligrosas  por  sí  mismas,    cualquiera 
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que  sea  el  poder  que  las  dicte,  y  el  abuso  ó  el  en'or  que  pue- 
den cometerse  en  su  ejecución;  j)ero  so  pretexto  de  evitarlos 
no  se  pueden  dictar  leyes  que  traben  toda  la  armonía  de  los 
poderes  y  trastornen  su  mecanismo  fundamental.  (1) 

Por  nuestra  parte,  aceptamos  la  opinión  de  los  últimos, 
aunque  no  en  todas  sus  consecuencias:  creemos  que  la  fa- 
cultad corresponde  tanto  al  Poder  Ejecutivo  como  al  Con- 
greso, y^ue  el  Congreso  no  tiene  la  de  desaprobar  el  estado 
de  sitio  declarado  y  terminado  durante  el  receso,  aunque 
puede  pedir  los  informes  necesarios  para  el  ejercicio  de  las 
demás  facultades. 

Fuera  de  las  razones  formuladas,  la  naturaleza  de  los 
poderes  delegados,  y  la  legislación  que  ha  servido  de 
modelo  en  la  redacción  de  la  disposición,  así  lo  com- 
prueban. 

Lo  primero,  porque  en  el  mecanismo  constitucional  to- 
dos los  poderes  se  armonizan  y  completan  recíprocamente 
en  tanto  las  atribuciones  respectivas  están  coordinadas  de 
modo  á  establecer  uu  equilibrio  que  impide  toda  absorción 
entre  ellos,  participando,  según  el  caso,  de  algunas  de  sus 
funciones.  El  Poder  Ejecutivo  ejecuta,  el  legislativo  legis- 
la y  el  judicial  juzga;  pero  su  funcionamiento  no  es  ais- 
lado, sino  prestándose  mutuo  auxilio.  Sin  embargo,  ejerci- 
tando sus  facultades,  todos  tienen  una  completa  libertad» 
sin  que  pueda  decirse  que  haya  delegaciones,  tanto  más 
cuanto  que  es  un  principio  de  derecho  público  que  toda 
delegación  es  prohibida  en  un  régimen  de  gobierno  repu- 
blicano.    La  superioridad  de  un   poder  sobre  el  otro  no 


(1)  Diario  de  Sesiones  del   Senado,  1876,   pógs.  383,   386   y  389    y  si- 
guientes. 
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existe,  porque  todos  son  iguales  y  superiores:  á  ninguno  se 
le  ha  concedido  la  palmeta  del  maestro;  aunque  se  vigilan, 
se  completan  y  se  equilibran  en  su  ejercicio. 

En  la  forma  en  que  nuestra  constitución  ha  estable- 
cido la  facultad  de  declarar  el  estado  de  sitio  ha  seguido  un 
orden,  según  la  gravedad  ó  dificultad  del  caso,  que  demues- 
tra claramente  su  alcance.  En  los  ataques  exteriores  ha 
dado  mayor  influencia  á  las  facultades  ejecutivas,  de  modo 
que  el  acuerdo  del  Senado,  que  entonces  se  exige,  no  vie- 
ne á  tener  otro  rol  que  el  que  tendría  en  el  caso  de  los 
tratados,  por  ejemplo,  y  su  negativa  no  nulificaría  la  ac- 
ción de  aquellas  (1).  En  las  conmociones  interiores  pre- 
dominan las  facultades  legislativas,  aunque  pueda  tener 
intervención  el  Poder  Ejecutivo;  y  asi  una  vez  que  con- 
curren los  dos  poderes,  el  Legislativo  es  el  que  predomina, 
como  sucede  en  los  poderes  concurrentes  entre  la  Nación 
y  las  Provincias,  pero  sin  que  importe  esto  una  dependen- 
cia recíproca  que  someta  á  una  censura,  y  quedando  los 
hechos  consumados  como  producidos  en  virtud  de  una 
facultad  propia  y  completa,  lo  que  es  siempre  la  consecuencia 
de  los  poderes  concurrentes. 

La  censura  entre  los  poderes,  como  medio  de  mani- 
festación, es  un  mal  resorte  de  gobierno,  porque  quie- 
bra y  desacredita  al  que  lo  sufre,  sin  provecho  para  el  buen 
régimen,  una  vez  que  con  ella  concluye  toda  acción.  ¿Cuál 
sería  el  alcance  de  una  desaprobación  por  parte  del  Con- 
greso? Si  su  alcance  fuera  la  acusación  y  el  juicio  poli- 
tico,  el  acto  previo  es  inútil  y  compromete  el  juicio  del 
Senado  que    debe  convertirse  en  Tribunal;    y    si    no  es 


(1;  Diavio  (le  Sesiones  de  laCámora  de  Senadores  del  Conf/rcso,  1865^ 
pág.  73. 
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éste,  la  desaprobación  es  un  acto  irrisorio,  que  deja  á 
cada  poder  en  su  puesto,  que  no  influye  en  su  marcha 
sucesiva,  y  que  establece  un  antagonismo  que  no  produce 
sino  males:  la  Constitución  no  ha  podido,  ni  debido  ir 
hasta  ahí. 

Lo  segundo,  porque,  como  hemos  visto  antes,  las  dispo- 
siciones sobre  el  estado  de  sitio  han  sida  calcadas  sobre  las 
de  la  Constitución  de  Chile  que  quiere  robustecer  la  acción 
del  gobierno;  y  según  estas,  las  que  ellas  encierran  corres- 
ponden á  los  dos  poderes.  Así  el  inciso  20  del  artículo 
82  dice  que:  «si  á  la  reunión  del  Congreso  no  hubiese 
expirado  el  término  señalado,  la  declaración  que  ha  hecho 
el  Presidente  de  la  República  se  tendrá  por  una  proposi- 
ción de  ley,»  (1)  ¿No  importa  decir  esto  claramente  que 
si  ha  expirado  no  tiene  intervención  el  Congreso,  y  que 
si  no  ha  expirado  su  intervención  se  reduce  á  discutir  so- 
lamente si  debe  continuar  ó  nó?  Y  si  los  incisos  19,  artícu- 
lo 86  y  26,  artículo  67  de  la  Constitución  son  un  trasunto 
fiel  de  aquella  disposición  ¿podríamos  explicar  de  otro 
modo  las  palabras  «aprobar  ó  suspender»?  ¿Podríamos  de- 
cir que  el  Congreso  tiene  en  todo  caso  el  poder  resci- 
sivo? 

Reunido  el  Congreso,  el  estado  de  sitio  declarado  por 
el  Poder  Ejecutivo  cesa  completamente,  si  aquel  no  resuel- 
ve su  continuación.  Para  ello,  y  una  vez  instalado,  se  le 
comunican  todos  los  antecedentes  necesarios  para  que 
pueda  formar  su  opinión  sobre  la  solución  que  se  proyecta, 
resolución  que  viene  á  ser  lo  que  la  Constitución  de  Chile 


(1)  El  inciso  12,  artículo  60  de  la  Constitución  del  Ecuador,  dice  más 
claramente:  « — Si  reunido  el  Congreso  durase  todavía  el  estado  de 
sitio,  corresponde  al  Poder  Legislativo  decretar  la  cesación  ó  continua- 
ción.» 
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llama  una  proposición  de  ley;  y  entonces  lo  hecho  antes, 
el  estado  de  sitio  declarado  por  el  Poder  Ejecutivo,  queda 
de  la  exclusiva  responsabilidad  de  este,  viniendo  á  ser  lo 
que  dicen  los  civilistas  res  ínter  olios  acta.  El  Congreso 
aprueba  ó  suspende,  no  desaprueba,  porque  él  toma  el  acto 
en  el  momento  en  que  el  proyecto  de  ley  se  le  presen- 
ta, y  queda  completamente  ajeno  á  lo  producido  bajo  la 
acción  de  otro  poder,  y  cuando  el  ejercicio  de  sus  facul- 
tades estaban  suspendidas. 

¿Pero  en  este  deslind3  tan  absoluto,  podrá  abusarse 
por  el  Poder  Ejecutivo,  y  de  tal  abuso  nadie  podrá  pedir- 
le cuenta?  ¿El  Congreso  deberá  ignorar  todo  lo  pasado,  no 
podrá  obtener  antecedentes  para  el  ejercicio  de  las  demás 
facultades? 

Creemos  que  el  abuso  es  posible,  porque  en  facultades 
de  esta  naturaleza  la  apreciación  personal  tiene  que  influir 
casi  decisivamente  en  la  solución;  pero  el  abuso  posible 
no  puede  ser  buen  consejero,  desde  que  crearía  una  situa- 
ción de  perpetua  desconñanza  que  no  se  manifiesta.  El  se- 
nador Sarmiento  resolvía  esto  con  un  ejemplo  que  no  da 
lugar  á  controversia:  «Hubo  un  Ministro,  decía,  que  aco- 
sado por  las  revoluciones  todos  los  días,  llamó  á  un  inge- 
niero para  pedirle  que  construyera  una  fortaleza,  en  donde 
pudiera  guardar  el  parque  de  artillería,  y  todos  los  chis- 
mes de  que  el  gobierno  se  sirve  para  defenderse,  porque 
era  este  el  punto  más  amenazado  por  los  revolucionarios. 
El  ingeniero  se  puso  á  hacer  el  plano,  pero  al  Ministro  se 
le  ocurrió  la  idea  de  que  si  la  guarnición  se  sublevaba  á  su 
turno,  estaban  perdidos.  Entonces  llamó  al  ingeniero  y  le 
dijo:  hagamos  la  fortaleza  de  modo  que,  en  caso  de  que  la 
guarnición  se  subleve,  tengamos  un  ladito  por  donde  entrar. 
Nó,  dijo  el  ingeniero,  las  fortalezas  son  para  defenderse,  pero 
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no  pueden  hacerse  inexpugnables  y  expugnables,  al  mismo 
tiempo  lo  uno  ó  lo  otro.  Lo  mismo  es  el  estado  de  sitio:  es  una 
fort^ileza,  pero  no  por  si  es  la  guarnición  la  que  se  subleva,  es 
decir  el  Presidente,  ejecutor  del  estado  de  sitio;  dejémonos, 
dicenj'una  ventanilla  por  donde  apoderarnos  del  Presidente. 
Pero  es  que  no  se  puede  hacer  eso:  es  preciso  que  el  Presi- 
dente tenga  todo  el  poder  moral,  necesario  para  hacer  digno 
uso  del  poder,  de  la  fuerza,  á  fin  de  que  no  le  hagan,  como  le 
han  hecho,  una  rechifla  después  que  se  ha  pasado  el  miedo, 
porque  no  hizo  uso  del  estado  de  sitio.  Es  preciso  que 
pasemos  por  estas  dificultades  de  la  vida  social  y  polí- 
tica.» (1) 

Creemos  que  el  Congreso  tiene  claramente  determinados 
los  medios  de  que  puede  valerse  para  conocer  lo  sucedido 
en  virtud  de  un  estado  de  sitio  que  no  ha  alcanzado,  y  que 
no  necesita  armarse  con  la  facultad  de  desaprobación,  y 
convertirse  en  un  censor  del  Poder  Ejecutivo,  pudiendo 
ejercer  funciones  más  altas  y  dignas.  El  Congreso  pue- 
de pedir  todas  las  explicacioaes  é  informes  que  estime  con- 
venientes (art.  63);  y  los  ministros  tienen  el  deber  de 
dárselos.  El  Poder  Ejecutivo  debe  dar  cuenta  de  la  admi- 
nistración al  abrir  sus  sesiones  el  Congreso  (inc.  11,  ar- 
tículo 86),  y  cada  ministro  debe  presentarle  una  memoria 
detallada  del  estado  de  la  Nación  en  lo  relativo  á  los  ne- 
gocios de  sus  respectivos  Departamentos  (art.  90).  El 
Congreso  somete  á  juicio  político  al  Poder  Ejecutivo  en 
las  causas  de  responsabilidad  que  se  intenten  por  mal  de- 
sempeño, ó  por  delito  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ó 
por  crímenes  comunes  (art.  45).  ¿Qué  más  puede  desear? 
¿Quiere  la   censura,  la   desaprobación,  para    someter  un 

(1)  Diario  de  Sesiones  del  Senado,  1876,  púg.  395. 
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poder  igual  á  las  mayorías  volantaríosas  formadas  casi 
siempre  por  intereses  políticos  ó  por  pasiones  bastardas? 
¿Pretende,  acaso,  suplantar  el  abuso  del  Poder  Ejecutivo 
con  su  propio  abuso?  ¿Acaso  su  dictadura  sería  menos 
dura  é  insoportable  que  la  del  Poder  Ejecutivo? 

No:  si  el  estado  de  sitio  ha  sido  declarado  y  ha  termi- 
nado durante  el  receso  del  Congreso,  este  no  necesita 
aplazar  especialmente  al  Poder  Ejecutivo  para  que  le  haga 
conocer  su  existencia,  porque  ordenándolo  la  Constitu- 
ción, es  á  ella  únicamente  que  debe  referirse.  El  Mensage 
del  Presidente  lo  dirá,  lo  dirán  las  memorias,  y  si  no 
fuera  así,  se  podría  usar  del  derecho  de  pedir  informes 
que  acuerda  el  art.  63. 

Basta  con  esto:  el  Poder  Ejecutivo  ejerce,  durante  el 
receso,  funciones  tan  propias  como  el  Congreso,  en  los 
casos  de  conmoción  interior,  y  de  su  ejercicio  sólo  res- 
ponde en  la  forma  que  la  Constitución  ha  establecido. 
El  inciso  26  del  artículo  67  en  las  palabras  «aprobar  ó 
suspender»  no  ha  dado  la  facultad  de  desaprobar  los  actos 
producidos  ni  la  declaración  misma,  no  sólo  cuando  todo 
hubiera  concluido  á  la  reunión  del  Congreso,  sino  aún 
cuando  debiera  discutirlo  como  un  proyecto  de  ley.  Esta 
ha  sido  la  solución  uniforme,  y  no  se  puede  citar  un  solo 
caso  en  nuestra  jurisprudencia  constitucional,  en  que  el 
Poder  Ejecutivo  se  haya  creido  en  el  deber  de  dar  cuenta 
para  recibir  una  aprobación  ó  desaprobación,  ni  el  Con- 
greso ái  el  de  exigirlo,  no  obstante,  que  son  más  las  de- 
claraciones que  desde  1853  se  han  hecho  en  el  receso  y 
que  h  in  concluido  antes  de  la  reunión  del  Congreso. 
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Discutidas  las  causas  que  pueden  dar  lugar  ala  declara- 
ción del  estado  de  sitio,  nos  parece  fácil  la  solución  respecto 
á  los  lugares  que  puede  abarcar,  ó  más  bien,  si  el  estado  de 
sitio  debe  declararse  solamente  en  uno  ó  varios  puntos  de 
la  Eepública,  ó  si  puede  extenderse  á  todo  su  territorio. 

Si  es  una  facultad  preventiva,  como  lo  hemos  dejado  esta- 
blecido antes,  no  es  posiblo  decir  cuál  será  el  límite  de  su 
ejercicio.  El  ataque  exterior  puede  producirse  en  un  extremo 
déla  República,  como  puede  producirse  también  en  ella 
conmoción  interior;  y  sin  embargo  por  esto  no  puede  afir- 
marse que  no  surjan  en  otros  puntos  nuevas  complicaciones 
contra  las  que  sea  prudente  ponerse  en  guardia. 

Es  verdad  que  la  manera  como  se  expresa  nuestra  Consti- 
tución no  es  tan  categórica,  que  no  dé  lugar  á  dudas.  El 
artículo  23  habla  de  «Provincia  ó  territorio  en  donde  exis- 
ta la  perturbación  del  orden»;  y  el  inciso  26,  artículo  67, 
y  el  19;  artículo  86,  de  declarar  «el  estado  de  sitio  en  uno 
ó  varios  puntos  de  la  Nación»;  pero  interpretando  estaS 
disposiciones  conjuntamente,  y  teniendo  presente  el  objeto 
de  la  medida,  no  se  necesita  emplear  un  gran  esfuerzo  de 
inteligencia,  para  concluir  que  la  perturbación  del  orden  pue- 
de hacerse  general  en  todo  el  territorio  de  la  República, 
ó  todo  él  estar  amenazado  de  esa  perturbación,  no  obstante 
que  la  lucha  se  presente  en  un  extremo,  y  ridículo  fuera 
el  no  encontrarla  solución  en  sus  propios  términos,  hacien- 
do ilusoria  la  medida  en  sí  misma.  « La  Constitución  no  ha 
dicho,  argumentaba  el  Senador  Navarro:  no  se  puede  poner 
en  estado  de  sitio  toda  la  República,  sino  solamente  dice 
que  podrá  poner  en  estado  de  sitio  uno  ó  varios  puntos;  pero 
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quien  dice  uno  ó  varios  puntos,  muy  bien  puede  decir  to- 
dos los  puntos  que  comprende  la  Eepública,  según  los  casos 
y  según  las  necesidades  de  la  guerra  ó  de  la  invasión  exte- 
rior. Si  en  el  momento  de  la  invasión  no  ataca  más  que  un 
solo  punto  del  territorio,  puede  venir,  sin  embargo  compli- 
cada ron  otros  incidentes  que  amaguen  todo  el  territorio, 
y  pongan  en  peligro  el  imperio  de  la  Constitución  y  de  las 
autoridades  creadas  por  ella.»  (1) 

Como  lo  hemos  dicho  más  de  una  vez,  la  disposición 
de  nuestra  Constitución  es  precisamente  en  esta  parte  tes- 
tualmente  tomada  de  la  correlativa  (inc.  20  art.  82)  de  Chile 
que  dice  también  «uno  ó  varios»;  y  es  en  virtud  de  ella 
que  muchas  veces  fué  declarado  el  estado  de  sitio  en  todo 
su  territorio  (2).  Lo  mismo  sucedió  en  Francia  bajo  el  impe- 
rio de  la  ley  de  1849  (3).  En  Estados  Unidos,  Lincoln 
hizo  general  la  suspensión  del  babeas  corpus  á  toda  la 
República  en  1861;  el  Congreso  la  autorizó  por  ley  de  3 
de  Marzo  de  1863;  y  en  15  de  Setiembre  del  mismo  año  el 
Presidente  hizo  uso  de  esa  autorización  en  sus  términos  más 
amplios  (4).  En  Nueva  Granada,  el  inciso  12,  artículo  60 
de  la  Constitución  faculta  al  Poder  Ejecutivo  para  decía- 
rar  en  estado  de  sitio  «íntegra  ó  parcialmente  al  territorio 
de  la  República  por  tiempo  determinado»  (5);  en  Hondu- 
ras, el  artículo  24  de  la  Constitución  se  pone  en  los  dos  ca- 
sos diciendo  «declarada  la  República  ó  un  lugar  de  la  Re- 
pública, en  estado  de  sitio» ;  y  en  las  demás  Repúblicas  Sud 

(1)  Diario  de  Sesiones  do  la  Cámara  de  Senadores  1865,  pág.  77. 

(2)  Vénse  Lastarria,  Com,  póg.  126. 

(3)  SiRBY,  1849,  pág.  iOy. 

(i)    U,  S.  Siatuíes  at  large,  1862  63,  pág.  755.— Lawrence,  t.  II,  pá- 
gina 121. 

^5)     AROSEMENA,   t    II,   p;'lg.  417. 


EL   ESTADO    DE    SITIO  249 

Americanas  se  emplean  términos  generales,  qne  evitan  toda 
discusión  especial. 

Sin  embargo,  á  pesar  de  los  términos  empleados  por 
nuestra  Constitución,  la  interpretación  ha  sido  en  su  más 
lato  sentido;  y  así  se  ha  declarado  el  estado  de  sitio  en  toda 
la  República  en  diferentes  ocasiones.  En  19  de  Setiembre 
de  1861,  y  en  virtud  de  la  ley  de  la  misma  fecha,  el  Po- 
der Ejecutivo  lo  declarj,  á  causado  la  guerra  entre  la 
Provincia  de  Buenos  Aires  y  el  resto  de  la  Confederación; 
producida  la  guerra  del  Paraguay,  se  decretó  en  16  de  Abril 
de  1865,  siendo  aprobado  por  el  Congreso  por  acuerdo 
de  19  de  Mayo;  y  por  ley  de  26  de  Setiembre  de  1874,  y 
á  consecuencia  de  la  insurrección  de  24  del  mismo,  se  hizo 
idéntica  declaración  (1);  no  habiéndose  reproducido  desde 
entonces,  aunque  lo  han  sufrido  varias  Provincias  conjun- 
tamente. 


VI 


Entre  la  divemdad  de  cuestiones  que  suscita  el  estado 
de  sitio  no  son  menos  importantes  las  que  se  motivan  por  la 
extensión  de  las  facultades  que  él  envuelve,  respecto  de  los 
poderes  públicos  que  deben  ejercitarlas. 

Declarado  un  territorio  en  estado  de  sitio,  ¿sus  limitacio- 
nes se  refieren  solamente  á  las  personas  ó  también  á  las  co- 
sas? ¿Se  puede  suprimir  las  publicaciones  por  la  prensa,  y 
hasta  clausurar  las  imprentas?  Se  puede  operar  la  formal 
transformación  de  todo  el  orden  político,  alterando  los  prin- 

(l)  En  oí  Congreso  se  ha  discutido  en  la  Cámara  de  Senadores,  en 
1865  {Diario  de  Sesiones,  pág.  70);— y  en  la  de  Diputados  en  1870  (Diario 
(le  Sesiones j  p6g.  555). 
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cipios  constitucionales  de  gobierno?  ¿Sufre  limitaciones 
el  ejercicio  del  derecho  electoral? 

Si  la  declaración  del  estado  de  sitio  se  funda  en  la  nece- 
sidad de  salvar  el  orden  público  comprometido  por  un  ataque 
exterior  ó  una  conmoción  interior,  las  facultades  que  él  atri- 
buye á  los  poderes  deben  tener  toda  la  extensión  indispensa- 
ble para  conseguir  ese  objeto;  pero  determinarlo,  precisar 
los  casos,  sería,  sino  imposible,  sumamente  difícil,  cuando 
tuviéramos  que  atenernos  á  los  principios  generales.  (1) 

Felizmente  casi  todos  los  Estados  que  han  incorporado 
á  su  constitución  una  facultad  semejante,  han  tratado  de 
establecer  su  alcance  y  su  interpretación,  ya  contérminos 
generales,  pero  claros  y  expresos,  ya  en  un  detalle  más  ó 
menos  minucioso.  Excusamos  su  comprobación  y  nos  re- 
ferimos á  las  transcripciones  que  hemos  hecho  en  la  Sección 
1»  de  este  Capítulo.  (2) 

Nuestra  Constitución,  al  autorizar  la  medida  por  el  ar- 
tículo 23,  ha  dicho:  «...se  declarará  en  estado  de  sitio  la 
Provincia  ó  territorio  en  donde  exista  la  perturbación  del 
orden,  quedando  suspensas  aUi  las  garantías  constitucionales. 
Pero  durante  esta  suspensión  no  podrá  el  Presidente  de  la 
República  condenar  por  sí  ni  aplicar  penas.  Su  poder  se 
limitará  en  tal  caso  respecto  de  las  personas  á  arrestarlas 
ó  trasladarlas  de  un  punto  á  otro  de  la  Nación  si  ellas  no 
prefiriesen  salir  fuera  del  territorio  argentino». 

Yá  nuestro  juicio,  en  esta  prescripción  se  encuentran 
todos  los  elementos  indispensables  para  la  decisión  de  las 
cuestiones  promovidas,  ya  con  una  regla  general,  ya  con 

(1)  Véase:  Pluntschli,  t.  II,  páí?.  2 i5,  que  aclara  esta  consideración. 

(2)  En  los  Estados  Unidos  se  ha  discutido  si  la  suspensión  del  Babeas 
Corpus  importa  la  suspensión  de  los  demás  dereclios  garantidos  en  el 
Ril  of  Rights  de   la  Constitución.  V^óaso:  Pomeuoy»  pú?r.  474. 
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SUS  excepciones.  La  regla  general  es  la  suspensión  de  to- 
das las  garantías  constitucionales.  La  excepción,  que  no  se 
condenará,  ni  se  aplicarán  penas;  y  que  las  personas  se  arres- 
tarán ó  trasladarán.  Fuera  de  aquí  no  hay  nada  vedado 
á  los  objetos  del  orden  público. 

Suspender  las  garantías  constitucionales,  importa  sus- 
pender los  derechos  que  la  Constitución  acuerda  al  in- 
dividuo, ya  en  relación  á  ios  demás  individuos,  ya  en 
relación  á  las  cosas,  y  en  cuanto  es  necesario  para  contri- 
buir á  repeler  el  ataque  ó  á  sofocar  la  conmoción  interior. 
Y  así:  el  domicilio,  la  correspondencia  epistolar  y  los  pa- 
peles privados  no  son  inviolables,  y  su  allanamiento  y 
ocupación  no  necesitan  formalidad  alguna  para  efectuarse 
con  intervención  de  la  autoridad  judicial;  tampoco  es 
inviolable  la  propiedad  que  puede  ser  usada  y  tomada  sin 
juicio  previo;  y  el  derecho  de  reunión  y  de  asociación 
puede  ser  suspendido  ó  negado  según  el  juicio  propio  del 
que  ejercítalas  facultades. 

Si  el  Poder  Ejecutivo  no  formula  condenaciones,  ni 
aplica  penas,  ni  dispone  de  la  vida  de  los  habitantes,  pri- 
va á  éstos  de  su  libertad,  ó  los  remueve,  y  suspende  sus 
derechos  sobre  las  cosas.  El  individuo  no  puede  ser  peli- 
groso para  el  orden  público  solamente  por  su  persona,, 
puede  serlo  también  por  las  cosas  que  le  pertenecen;  y 
el  Estado  que  ejercita  un  acto  de  legítima  defensa,  no 
puede  carecer  de  los  medios  de  impedirlo  sobre  estas.  La 
Constitución  sólo  ha  establecido  las  limitaciones  en  cuan- 
to á  las  personas,  para  evitar  los  abusos  de  qué  fácilmen- 
te pueden  ser  objeto,  y  que  pueden  conducir  aun  despo 
tismo  insoportable. 

Podemos  decir,  pues,  que  las  facultades  del  estado  de 
sitio  se  extienden  no  sólo  á  las  personas,  sino  también  á 
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las  cosas;  y  esta  es  la  interpretación  que  casi  uniforme- 
mente ha  prevalecido  en  nuestros  más  distinguidos  pu- 
blicist^as. 

Durante  la  presidencia  del  general  Mitre,  el  Ministro 
del  Interior.  Dr.  Eawson,  decía:  «Entre  tanto,  el  estado 
de  sitio,  comprensivo  de  las  personas  y  de  las  cosas,  afec- 
ta directamente  á  unas  y  otras,  suspende  las  garantías 
constitucionales,  y  aún  elimina  aquellos  procedimientos 
que  las  autoridades  tienen  prescriptos  para  llegar  hasta 
ellas».  (1) 

Dui-ante  la  presidencia  de  Sarmiento,  el  Ministro 
del  Interior  Dr.  Vélez  Sarsfield;  el  de  Hacienda  doctor 
Gorostiaga,  y  el  de  Justicia,  Culto  é  Instrucción  Pública 
doctor  Avellaneda,  sostenían  en  general  aquellas  ideas, 
que,  concordando  con  sus  opiniones,  el  Senador  Rawson  ilus- 
traba diciendo;  «...  pero  respecto  de  las  cosas  lá  garantía 
es  perfecta,  y  el  derecho  de  propiedad  queda  limitado  tra- 
tando de  la  guerra  y  no  puede  ser  de  otra  manera.  Este  pun- 
to está  luminosamente  tratado  en  un  autor  norte  americano 
que  acaba  de  escribir  un  libro,  y  ha  sido  mandado  traducir 
por  el  Congreso.  El  dice  que  las  autoridades  nacionales  tie- 
nen el  derecho  de  tomar  las  cosas  por  dos  motivos:  primero, 
porque  las  necesita;  segundo,  para  que  no  caigan  en  poder 
del  enemigo,  y  cuando  dice  tomar,  es  desde  luego  sin  la  in- 
demnización previa.  Esta  facultad  está  implícita,  depende 
del  principio  natural  de  propia  defensa  de  la  Nación... »  (2) 

(1)  Noto  de  31  de  Julio  de  1861  diiigida  al  Gobernador  de  San  Juan. 
Sin  embargo  en  un  artículo  publicado  en  «La  Nación»  sobre  la  obra 
Manual  del  Ciudadano  de  Quiroga,  se  afirma  que  cl  articulo  23  de 
la  Constitución  á  diferencia  del  161  de  la  de  Chile,  solo  se  rettere  á  las 
personas. 

(2)  Diario  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados,  1870,  pag.  552  y 
siguientes.— Véase  también  el  Diario  de  Sesiones  del  Senado  de  1865, 
págs.  71  y  siguientes,  y  el  de  1870,  págs.  769  y  777. 
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Durante  la  presidencia  del  Dr.  Avellaneda,  aquellas  doc- 
trinas no  han  sido  negadas,  y  en  las  convulsiones  produci- 
das se  han  aplicado  con  mayor  ó  menor  extensión.  (1) 

Resuelta  de  esta  manera,  y  en  general  la  extensión  del 
estado  de  sitio,  ¿podemos  decir  que  en  esa  resolución  está 
comprendido  lo  referente  á  la  manifestación  del  pensamiento 
por  la  prensa,  y  á  la  clausura  de  las  imprentas  que  hacen 
dichas  publicaciones? 

Si  el  derecho  de  «publicar  sus  ideas  por  la  prensa  sin 
censura  previa»  es  un  derecho  de  que  gozan  todos  los  ha- 
bitantes de  la  Nación,  según  el  artículo  14  de  la  Constitu- 
ción, y  está  comprendido  entre  sus  «Declaraciones,  dere- 
chos y  garantías»;  y  si  el  estado  de  sitio,  según  el  artículo 
23,  suspende  « las  garantías  constitucionales» ,  la  consecuen- 
cia lógica  y  necesaria  es  que  su  privación  entra  legítimamen- 
te entre  las  facultades  que  él  acuerda. 

Si  la  imprenta  es  una  cosa,  una  propiedad,  que  tiene  la 
garantía  constitucional  de  que  nadie  «puede  ser  privado  sino 
en  vii'tud  de  sentencia  fundada  en  ley»:  y  si  el  estado  de 
sitio,  suspendiendo  las  garantías  constitucionales,  afecta  á 
las  cosas  como  á  las  personas,  la  consecuencia  también  lógica 
y  forzosa  es  que  su  clausura  puede  ser  ordenada,  si  á  jui- 
cio del  Poder  Ejecutivo  ella  es  necesaria  para  los  fines  que 
se  han  tenido  en  vista  al  declarar  aquel. 

La  medida  puede  ser  prudente,  necesaria  ó  no  en  ciertas 


(1)  Entre  las  opiniones  opuestas  á  la  teoría  sostenida  durante  toda  la 
época  qne  hemos  recorrido  solo  recordamos  la  de  Miirraol,  y  por  refe- 
rencia de  este,  entonces,  la  del  Dr.  Tejedor  (Diario  de  Sesiones  de  la 
Cámara  de  Diputados,  187 J,  póg.  660),— quien  en  18S0,  como  Goberna- 
dor de  Buenos  Aires,  decia:  «Esta  misma  suspensión  puede  entenderse, 
$i  se  7  Mtere,  respecto  alas  cosas,  aunque  la  Constitución  nada  diga  ex- 
presamente. . .»  ly  en  cuanto  d  las  cosas,  la  facultad  de  disponer  de  ellas 
sin  las  formalidades  de  ley».  Mensage  del  V  de  Mayo  de  /880  á  la 
Asamblea  Lcgislatita^  págs.  9  y  10. 
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circunstancias,  y  es  en  este  sentido  que  alguna  vez  se  ha 
encarado  entre  nosotros;  pero  la  verdad  es  que  ella  se  en- 
cuentra en  los  términos  constitucionales,  y  tal  ha  sido  la 
interpretación  uniforme  de  todos  los  gobiernos,  de  cualquie- 
ra que  fuera  el  partido  político  á  que  hayan  pertenecido  los 
hombres. 

Las  constituciones  y  leyes  especiales  de  los  Estados,  no 
han  determinado  prescripción  alguna  respecto  ala  prensa, 
y  en  la  Constitución  del  Ecuador,  sólo  hemos  encontrado  el 
inciso  4  del  artículo  61,  que,  entre  los  demás  detalles  que 
establece,  autoriza  á  « prohibir  las  publicaciones  y  reuniones 
que  á  juicio  del  Poder  Ejecutivo  favorezcan  ó  exciten  al  de- 
sorden» (1).  En  Francia  se  discutió  el  punto  con  motivo 
de  las  leyes  de  24  de  Junio  de  1848  y  de  9  de  Agosto  de 
1849,  siendo  rechazadas  todas  las  enmiendas  que  se  pre- 
sentaron para  negar  la  facultad  al  Poder  Ejecutivo.  (2) 

Sin  embargo,  á  pesar  del  alcance  que  damos  al  estado  de 
sitio,  creemos  que  no  es  posible  afirmar  entre  nosotros  que 
pueda  llegarse  no  sólo  hasta  impedir  el  funcionamiento  de 
los  Poderes  que  componen  el  Gobierno  sino  mucho  menos 
hasta  alterar  la  forma  misma  de  gobierno. 

El  estado  de  sitio,  no  importa  las  facultades  extraordina- 
rias (3),  y  es  una  medida  dé  conservación,  que  tiene  por  ob- 
jeto, sobre  todo  en  las  conmociones  interiores,  defender 
los  poderes  constituidos:  ni  va  al  despotismo,  ni  á  la  anar- 
quía.  Su  ejercicio  da  por  existente  el  organismo  aceptado,  y 

(1)  Arohemena^  t.  IT,  pág.  417. 

(2)  Véase:  Sirey,  1848,  pág.  95,  y  1849,  pág.  109. 

(3)  Véase  lo  que  hemos  dicho  sobre  esto  en  la  sección  1»  de  este 
Capitulo. 
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á  SU  completa  legitimidad  concurren  todos  los  Poderes  (1). 
¿Como  podría  concebirse  una  medida  autorizada  por  la  Cons- 
titución, que  puede  ir  en  virtud  de  ella  hasta  su  completo 
desconocimiento? 

Bluntsclili,  partiendo  de  que  «á  tanto  cuanto  se  extienda 
la  necesidad,  á  tanto  deberá  extenderse  el  medio  adoptado 
para  remediarla»,  afirma  que  «cuando  la  causa  de  lo  que 
se  necesita  está  en  la  misma  constitución  y  esta  no  ofrece 
ningún  remedio,  conforme  á  su  espíritu...  entonces  quien 
quiera  la  salvación  de  la  NaciJn  deberá  procurar  é  intro- 
ducir provisionalmente  necesarias  reformas  en  la  misma 
constitución».  Con  esto  justifica  á  Guillermo  IV  de  Prusia 
en  1849  yá  Napoleón  III  en  1851,  viendo  en  estos  he- 
chos cía  aplicación  del  derecho  de  justa  necesidad  y  no  un 
abuso,  puesto  que  el  pueblo  prusiano  como  el  francés,  apro- 
baron y  legitimaron  todo  lo  hecho».  (2) 

Pero  esto  no  puede  admitirse  como  solución  general,  y 
mucho  menos  en  pueblos  constituidos  en  un  régimen  de  go- 
bierno como  el  nuestro.  Si  bajo  el  punto  de  vista  monárqui- 
co puede  sostenerse  la  necesidad  en  semejante  extensión,  en 
tanto  hay  un  poder,  que  es  el  Poder  Ejecutivo,  que  no  cam- 
bia jamás,  ó.más  bien  cuyo  personal  no  cambia,  no  puede 
hacerse  en  los  gobiernos  republicanos  que  reconocen  como 
única  fuente  de  poder  la  voluntad  del  pueblo,  manifestada 
por  los  medios  á  qué  de  antemano  se  ha  ajustado  por  su  libre 
aceptación. 

La  teoría  sería  funesta,  si  la  voluntad  debiera  ser  árbi- 


(1)  MoNTiBL  y  DüARTE  en  sus  estudios  sobre  las  garantías  indivi- 
duales, pág.  555,  afirma  que  «no  hay  una  sola  garantía  individual,  cuya 
suspensión  entrañe  la  facultad  de  hacer  cesar  los  poderes  constituciona- 
les de  los  Estados. 

(2)  Derecho  publico  uniccrsaL  t.  lí,  pág.  217  y  nota  2. 
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tro  de  la  situación  de  un  Estado,  y  su  aceptación  nos  habría 
hecho  retroceder  ante  los  verdaderos  principios,  que  han 
circunscrito  la  vieja  máxima  salus  pcpuU  suprema  lex  est 
dentro  del  respeto  de  todos  los  derechos  inalienables  del  ciu- 
dadano, y  dentro  de  la  forma  de  gobierno  que  constituye 
la  libertad  política. 

Sin  embargo,  Lastarria  afirma  que  en  la  República  de 
Chile  se  ha  dado  tal  latitud  al  artículo  161  de  la  Constitu- 
ción que  se  ha  llegado  hasta  sostener  que  no  sólo  importa 
suspender  las  garantías  constitucionales,  sino  también  todo 
el  orden  político,  la  anulación  del  Estado,  dictándose  dis- 
posiciones que  tal  cosa  importaban.  (1) 

No  ponemos  en  duda  esta  afirmación,  y  comprendemos 
la  posibilidad  de  los  hechos,  desde  que  el  artículo  161 
establece  que  «declarado  algún  punto  de  la  República 
en  estado  de  sitio,  se  suspende  el  imperio  de  la  Constitu- 
ción (2)  en  el  territorio  comprendido  en  la  declaración  > ; 
y  aunque  de  las  demás  disposiciones  se  desprende  su 
interpretación  genuina,  puede  decirse  que  suspender  la 
Constitución  es  suspender  todo  el  orden  político. 

Pero  bajo  nuestra  Constitución  esta  suposición  nunca 
sería  autorizada,  puesto  que  el  artículo  23  no  habla  de 
que  el  estado  de  sitio  suspenda  el  imperio  de  la  Consti- 
tución, sino  de  que  quedan  suspensas  las  garantías  cons- 
titucionales, palabras  que  tienen  su  interpretación  clara 
y  evidente  en  la  doctrina  y  en  la  misma  Constitución. 

(1)  Comentario,  púg.  213. 

(2)  La  Constitución  de  Honduras,  recientemente  promulgada,  dice 
también  en  su  artículo  21,  que  «declarada  la  República  ó  un  lugar  de 
la  República  en  estado  de  sitio,  queda  suspenso  el  imperio  de  la  Cons- 
titución en  la   localidad  á  que  se  refiera  la  declaración  del  estado  de 

itio.i 
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El  Senador  por  la  Provincia  de  Córdoba,  Dr.  Cortés, 
decía  en  1876  que  «consideraba  completamente  indígena 
la  práctica  ya  establecida  de  mandar  hacer  y  legalizar  las 
elecciones,  durante  el  estado  de  sitio  ó  suspendiéndolo  so- 
lamente el  día  de  la  elección»,  «como  si  fuera  suficiente 
á  garantir  la  libertad  y  la  independencia  del  elector,  el 
asegurarle  de  que  ese  día  no  será  preso  ni  destinado,  pero 
sin  que  nada  impida  el  que  pueda  serlo  la  víspera  ó  al 
día  subsiguiente».  (1) 

Sin  duda,  estas  consideraciones  no  dejan  de  encerrar 
alguna  verdad,  una  vez  que  se  tiene  que  ejercitar  un  de- 
recho de  libertad  y  seguridad,  'en  una  situación  de  limita- 
ciones y  de  soluciones  más  ó  menos  arbitrarias.  Pero 
desde  que  el  organismo  del  gobierno  no  ha  desaparecido, 
desde  que  todos  los  poderes  funcionan  con  sus  atribucio- 
nes propias,  tiene  que  concluirse  que  el  estado  de  sitio  no 
limita  el  derecho  de  sufragio,  indispensable  para  el  mante- 
nimiento de  aquellos,  y  que  su  ejercicio  por  lo  tanto  tiene 
que  hacerse  como  si  tal  estado  no  existiera. 

Entre  nosotros  el  Poder  Ejecutivo  siempre  ha  suspen- 
dido el  estado  de  sitio  en  el  día  designado  para  las  elec- 
ciones. No  creemos  necesaria  esta  suspensión  porque  para 
el  ejercicio  del  derecho  de  sufragio  no  existe  aquel;  pero 
siempre  es  una  garantía  á  la  libre  emisión  del  voto  en 
el  día  de  ejercitarlo,  que  es  cuando  más  es  indispen- 
sable. 

¿Podrá  abusarse  antes  ó  después  del  día  de  la  elec- 
ción? ¿Podrá  el  Poder  Ejecutivo  impedir  un  resultado 
desfavorable  arrestando  el  día  antes,  ó  aterrorizar  con  el 

(I)  Diario  de  Sesiones  ele  la  Cámara  de  Senadores,  1876,  pág.  386. 
17 
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poder  de  hacerlo  el  día  después?  No  negamos  que  tal  cosa 
puede  suceder,  aunque  entre  nosotros  no  se  presentalla 
ejemplo  alguno,  con  apariencia  siquiera  de  verdad,  pero 
será  la  consecuencia  de  toda  situación  anormal.  El  abuso 
es  siempre  posible,  y  en  este  caso  mucho  más.  ¿Tiene  al- 
gún remedio? 

No  lo  sabemos.  Si  la  seguridad  pública  lo  requiere,  si 
hay  ataque  exterior  ó  conmoción  interior  que  pongan  en 
peligro  la  Constitución  ó  las  autoridades  creadas  por  ella, 
el  estado  de  sitio  es  un  poderoso  auxiliar,  porque  deja 
expedita  la  acción  ejecutiva  y  rápida  del  poder  adminis- 
trador. Si  mientras  estas  situaciones  duran,  es  necesario 
renovar  el  Poder  Legislativo  ó  el  Poder  Ejecutivo,  las 
elecciones  tienen  que  decretarse  y  hacerse,  para  cum- 
plir con  los  preceptos  de  la  misma  constitución  que 
se  trata  de  salvar.  ¿Es  posible  una  conciliación  que 
satisfaga  á  la  exigencia  de  todos  los  derechos?  Si  se 
suspende  el  estado  de  sitio  por  todo  el  tiempo  que  du- 
ran las  operaciones  electorales  (nos  ponemos  en  el  ca- 
so de  un  territorio  declarado  preventivamente  en  es- 
tado de  sitio,  pues  si  la  revuelta  se  ha  pronunciado, 
toda  elección  es  imposible  de  hecho),  el  orden  público  que 
se  ha  querido  garantir  autorizando  la  medida  será  impu- 
nemente burlado,  tanto  más  cuanto  que  los  trabajos  electo- 
rales se  hacen  en  reuniones  de  difícil  sino  de  imposible 
escrupulosa  vigilancia.  Si  se  suspende  toda  elección,  mien- 
tras el  estado  de  sitio  es  indispensable,  por  el  temor  de 
un  abuso  se  llegará  á  resultados  mil  veces  peores:  al  des- 
gobierno completo  por  la  falta  de  poderes,  ó  á  la  dicta- 
dura del  Poder  Ejecutivo,  que  sería  lo  más  probable. 
¿Dónde  elegir? 

Pensamos  que  nuestros  gobiernos   han  sido  cuerdos  al 
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proceder  como  han  procedido.  El  estado  de  sitio  y  las 
elecciones  son  necesarias,  y  si  aquel  no  puede  levantarse 
del  todo,  que  se  levante,  al  menos,  el  día  en  que  estas  se 
efectúan,  porque  es  en  ese  momento  en  que  precisamente 
la  completa  libertad  de  acción  es  requerida.  No  es  fácil  el 
abuso  cuando  hay  otros  poderes  coordinados  que  funcionan, 
y  cuando  hay  un  pueblo  acostumbrado  á  las  luchas  libres 
que  contempla  los  pasos  del  Poder  Ejecutivo. 

Sin  embargo,  la  práctica  introducida  á  este  respecto, 
no  es  indígena  como  lo  decía  el  Senador  Cortés.  En  los 
Estados  Unidos  la  reelección  de  Lincoln,  y  la  renovación 
del  Congreso,  y  en  los  Estados  leales,  la  renovación  de  sus 
podeies,  durante  la  guerra  de  secesión  que  concluyó  en 
1865,  se  hizo  no  sólo  estando  suspendido  el  Habeas  Corpus^ 
sino  militarizado  el  país  y  bajo  la  vigencia  y  aplicación 
rigurosa  de  la  ley  marcial.  En  Francia,  el  artículo  3.°  de 
la  ley  de  1878  sólo  se  ocupa  del  caso  de  una  disolución 
de  las  Cámaras,  y  niega  en  general  al  Poder  Ejecutivo 
la  facultad  de  declarar  el  estado  de  sitio,  pero  la  concede 
cuando  hubiere  un  ataque  exterior,  sin  perjuicio  de  orde- 
narse las  elecciones  (1).  En  Chile  los  gobiernos  han  pro- 
cedido en  el  mismo  sentido  que  los  nuestros,  concediendo, 
ó  más  bien,  levantando  el  estado  de  sitio  el  día  de  las 
elecciones.  (2) 


(1)  SiREY,  1878,  pig.  323. 

(2)  Véase  L^^starria,  Comentario,  pjg.  215,  que  cita  tainbión  los  de- 
cretos respectivos. 
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SECCIÓN  3/ 

CESACIÓN    DEL    ESTADO     DE  SITIO   Y  RESPONSABILIDADES 
qjJE    NACEN    DE    ÉL 


I 


La  cesación  del  estado  de  sitio  depende,  en  general,  de 
las  condiciones  que  constituyen  su  naturaleza,  y  que  lo 
acompañan  desde  su  nacimiento.  El  ejercicio  de  un  acto 
cualquiera  cesa  de  hecho  ó  de  derecho,  conjunta  ó  sepa- 
radamente :  lo  primero,  por  carecer  de  aplicación  ó  por  no 
hacerse  efectiva  esa  aplicación;  lo  segundo,  por  la  realiza- 
ción completa  de  las  circunstancias  que  tuvo  por  objeto,  y 
por  la  expiración  del  término  señalado.  El  estado  de  sitio 
no  se  separa  de  esta  regla. 

Así  podemos  decir,  que  el  estado  de  sitio  cesa: 

1.^  Por  el  transcurso  del  plazo  señalado  á  su  du- 
ración. 

Puede  decirse  que  esta  es  una  causa  de  hecho, 
puesto  que  debe  su  existencia  al  hecho  producido 
independiente  de  otra  circunstancia,  es  decir,  al  trans- 
curso del  tiempo  que  se  supuso  bastara  para  contener  ó 
prevenir  la  alteración  del  orden. 

Su  existencia  es  necesaria  en  toda  declaración  de  es- 
tado de  sitio,  desde  que  hemos  visto  que  es  una  condición 
para  que  exista  tal  estado  legalmente  que  se  le  haya 
señalado  un  término  de  duración.  El  término  puede  ser 
expreso  ó  estar  implícito  en  el  objeto  mismo,  y  así  se  de- 
termina el  número  de  días  ó  meses  que  deberá  existir,  ó  se 
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dice  solamente  mientras  dura  tal  conmoción,  tal    guerra 
ó  tal  situación. 

La  razón  determinante  déla  Constitución  se  compren- 
de fácilmente  cuando  es  necesario  estudiar  la  cesación  de 
la  situación  anormal  creada  en  las  mismas  disposiciones  de 
sus  garantías.  Siendo  una  medida  que  se  presta  al  abuso, 
es  indispensable  evitar  éste  hasta  donde  sea  posible.  Los 
individuos  que  la  sufren  deben  conocer  su  extensión  para 
arreglar  su  conducta,  y  estar  seguros  que  no  se  convertirá 
en  una  medida  ordinaria  de  gobierno,  que  llevaría  de  la 
libertad  al  despotismo,  de  la  ley  á  todo  lo  arbitra- 
rio. (1) 

2.°  Por  voluntad  del  mismo  poder  que  lo  declaró,  ó  de 
aquel  que  debe  hacerlo  efectivo. 

La  declaración  del  estado  de  sitio,  como  ya  lo  hemos 
visto,  puede  hacerse  por  el  Poder  Ejecutivo,  por  éste  y 
el  Senado,  ó  por  el  Congreso.  Declarado  por  el  Poder 
Ejecutivo  en  caso  de  conmoción  interior,  cesa  por  su  vo- 
luntad antes  de  que  se  reúna  el  Congreso;  reunido  éste,  á 
él  corresponde  examinar  y  resolver  si  ha  de  continuar  ó  si 
debe  cesar.  Declarado  por  el  mismo  en  caso  de  ataque 
exterior,  de  él  sólo  depende  su  duración  ya  sea  que  haya 
recibido  el  acuerdo  ó  nó  del  Senado.  Declarado  por  el 
Congreso  por  una  conmoción  interior,  él  mismo  lo  hace 
cesar,  ó  también  el  Poder  Ejecutivo,  sobre  todo,  cuando 
el  téimino  implícito  ha  dejado  la  apreciación  al  que  debía 
ejecutar  las  medidas. 


(1)  Blüntschli,  reflpiéndose  á  estas  medidas  dice  que  «no  deben 
durar  más  tiempo  que  el  que  tarde  en  desaparecer  su  necesidad.  Por 
eso  en  muchos  Estados  ha  sido  limitado  el  poder  dictatorial  á  breve 
periodo  de  tiempo  determinado,  con  lo  cual  se  trata  de  alejar  el  peli- 
gro de  que  el  poder  excepcional  vaya  dilatándose  hasta  convertirse  en 
áespoiismo.9— Derecho  publico  uniccrsaly  i.  II,  pá^.  2i6. 
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Esto  no  puede  ofrecer  dificultad.  Por  regla  general, 
el  poder  que  tiene  la  facultad  de  dictar  una  medida,  es 
aquel  á  quien  corresponde  juzgar  de  la  oportunidad  de  su 
limitación  ó  cesación;  pero  esta  afirmación  no  es  siempre 
completamente  exacta,  cuando  se  trata  de  un  régimen  de 
gobierno  como  el  nuestro. 

La  manera  cómo  están  coordinadas  sus  funciones  de  mo- 
do que  la  división  no  sea  el  aislamiento  ni  la  indepen- 
dencia completa,  hace  necesario  que  todos  tomen  una  in- 
tervención más  ó  menos  directa  en  cualquier  solución,  y 
que  concurriendo  á  ua  mismo  fin  participen  de  sus  facul- 
tades sin  el  poder  de  trabar  su  marcha.  Y  en  este  sen- 
tido tanto  el  Poder  Ejecutivo  como'  el  Legislativo,  ejerci- 
tando la  facultad  de  declarar  el  estado  de  sitio,  se  coor- 
dinan y  completan. 

3.^  Por  un  estado  de  guerra  completo,  y  vigencia  de 
la  ley  marcial  en  el  territorio  en  que  fué  declarado  el 
estado  de  sitio. 

Esta  sería  una  cesación  de  hecho,  y  lo  sería  tal,  desde 
que  se  encontraría  absorbido  por  el  estado  de  guerra,  no 
obstante  que  para  la  ley  existiría,  una  vez  que  el  término 
de  duración  no  hubiera  transcurrido. 

El  estado  de  sitio  es  una  medida  preventiva  de  un  estado 
de  guerra  más  que  de  este  mismo,  y  las  atribuciones  que 
autoriza  están  en  consonancia  con  sus  objetos;  son  para 
evitar  que  el  mal  se  produzca  más  que  para  combatir  el 
mismo  mal.  La  ley  marcial  es  la  ley  de  la  guerra  y  las 
atribuciones  que  autoriza  son  radicales:  no  sólo  compren- 
de en  ellas  las  del  estado  de  sitio,  sino  todas  aquellas  que 
la  suprema  necesidad  de  salvación  autoriza  y  que  no  con- 
tradicen los  principios  de  humanidad. 

Así,  bajo  el  estado  de  sitio  el  individuo  es  arrestado,  y 
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en  seguida  confinado  y  desterrado  fuera  del  país:  aquí  con- 
cluyen las  facultades  sobre  las  personas.  Bajo  la  ley  mar- 
cial, se  le  arresta,  se  le  somete  á  los  tribunales  militares 
y  se  le  aplican  las  leyes  terribles  de  la  guerra.  ¿Qué 
objeto  tiene  lo  primero  bajo  la  acción  de  lo  segundo? 

Mas  que  cesación,  pues,  puede  decirse  que  hay  una 
absorción,  puesto  que  quien  tiene  lo  más  tiene  lo  menos: 
el  estado  de  sitio  desaparece  ante  la  ley  marcial,  porque 
esta  no  sólo  se  comprende  entre  sus  reglas  sino  compren- 
de otras  de  mayor  extensión.  (1) 


n 


Ahora  bien:  concluido  el  estado  de  sitio  en  cualquiera 
de  las  formas  que  dejamos  establecidas,  ¿nacen  responsa- 
bilidades del  ejercicio  de  las  facultades  que  él  atribuye? 

En  1876  el  senador  Sarmiento  decía:  «el  estado  de 
sitio  bien  ó  mal  declarado,  hágase  ó  no  mal  uso  de  él,  no 
da  lugar  á  acciones,  porque  él  se  reduce  á  remover  las  per- 
sonas de  un  lugar  á  otro  sin  dar  las  causas.  Este  hecho, 
puede  ser  acompañado  de  violencia,  ó  de  alguna  otra  cir- 
cunstancia que  dé  lugar  á  acción;  pero  es  preciso  no  crear 
en  la  ley  la  apelación,  porque  eso  sería  echar  abajo,  en  el 
ánimo  de  aquellos  que  van  á  sufrir  los  efectos  del  estado 
de  sitio,  el  principio  consagrado  por  la  Constitución  mis- 
ma» (2).  En  1870,  ei  senador  Quintana,  había  dicho  tam- 


(i)  Véase  sobre  la  cesación  del  estado  de  sitio:  Morin,  Répertoirc, 
t.  11,  páí?.  47.-Da.lloz,  Rcpertoirc,  t.  XXXV^  pág.  934.— Laferbiére, 
Droitpublic,  t.  I,  pég.  400. 

(2^  Diario  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Senadores  del  Congreso^ 
púg.  395. 
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bien:  «...porque  el  estado  de  sitio  están  irresponsable  como 
opresivo,  porque  el  estado  de  sitio  excluye  toda  responsa- 
bilidad de  parte  del  poder  que  lo  ejercita,  porque  el  esta- 
do de  sitio  no  deja  á  los  ciudadanos  más  garantía  que  el 
acierto  ó  el  error,  siempre  posible  en  la  falibilidad  humana 
de  los  mandatarios  que  desempeñan  el  ejercicio  de  la  auto- 
ridad nacional».  (1) 

Creemos,  en  efecto,  que  puede  concluirse  en  la  irres- 
ponsabilidad, por  regla  general,  porque  ella  es  la  conse- 
cuencia primera  de  la  naturaleza  de  la  medida,  su  objeto, 
y  los  momentos  en  que  se  ejercita;  pero  esta  irresponsabili- 
dad solo  puede  referirse  á  los  terceros,  y  en  cuanto  se  po- 
nen en  ejercicio  las  facultades  constitucionales  puramente. 

Los  actos  de  los  poderes  que  constituyen  el  gobierno 
tienen,  en  tanto  ejercitan  las  facultades  que  como  rama  de 
aquel  les  corresponden,  una  responsabilidad  y  un  me- 
dio de  hacerla  efectiva,  en  el  juicio  político,  que  se  sepa- 
ra en  los  tribunales  que  juzgan  y  en  los  procedimientos  y 
efectos,  de  los  demás  juicios  que  conocemos  como  ordina- 
rios ó  comunes. 

Así  puede  suceder,  por  ejemplo,  que  el  Poder  Ejecu- 
tivo, estando,  como  está,  autorizado  para  decretar  el 
estado  de  sitio,  abuse  de  la  facultad,  estableciéndolo  sin 
la  más  mínima  causa  de  aquellos  requeridas  y  arreste  las 
personas  y  tome  las  cosas  con  designios  extraños  á  los 
objetos  de  la  medida;  y  puede  suceder  también  que  dicte 
medidas  que  no  están  autorizadas,  condene  y  aplique  pe- 
nas y  no  haga  efectivo  el  derecho  de  opción  que  autoriza 
el  artículo  23  de  la  Constitución.  ¿Cuál  será  la  consecuen- 
cia? ¿Qué  remedio  tendrá  todo  esto? 

(i)  Diario  de  Sesiones,  1870,  póg.  768. 
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La  medida  y  sus  aplicaciones  son,  sin  duda,  discrecio- 
nales pero  lo  son  en  los  límites  que  la  Constitución  ha  de- 
terminado á  su  respecto.  La  irresponsabilidad  absoluta  no 
cuadra  bien  con  el  organismo  de  nuestro  régimen  de  gobier- 
no que  se  funda  en  principios  de  garantías  recíprocas,  y 
parte  de  la  libertad  civil,  como  de  la  política.  « Bien,  pue- 
de exigir  imperiosamente  la  necesidad,  ha  dicho  Zacha- 
riae,  que  se  violen  los  derechos,  pero  nunca  que  en  lugar 
del  derecho  se  coloque  la  injusticia  formal  y  duradera» 
(1);  y  Bluntschli,  que  «cuanto  más  arbitrariamente  se 
ejerza  el  derecho  de  necesidad,  tanto  mayor  es  el  deber 
que  tienen  las  personas  que  han  hecho  uso  de  él  de  dar 
cuenta  de  las  medidas  adoptadas,  y  salir  responsables  de 
ellas».  (2) 

Así,  en  los  casos  á  que  nos  hemos  referido,  existe  res- 
ponsabilidad, y  se  hace  efectiva  por  el  juicio  político  que 
autorizan  los  artículos  45,51  y  52  de  la  Constitución,  en 
tanto  hay  un  mal  desempeño  ó  un  delito  en  el  ejercicio 
de  las  funciones;  pero  declarado  el  estado  de  sitio  y  ejerci- 
das las  medidas  que  autoriza,  el  particular  carece  de  todo 
recurso  contra  ellas.  (3) 

Sin  embargo,  en  el  segundo  caso,  el  particular  tiene  que 
encontrar  el  medio  de  hacer  efectivo  el  derecho  que  con- 
sagra, en  el  momento  mismo  en  que  se  produce:  y  enton- 
ces, parece  lógico  sean  los  tribunales  de  justicia  los  que 
deban  ampararle.  El  poder  administrador  hará  ó  no  efec- 
tiva la  resolución  judicial,  pero  entonces   su  responsabili- 

(1)  Derecho  público  alemán,  t.  II,  pág.  153. 

(2)  Derecho  público  universal,  t.  II,  púg.  2i6. 

(3)  Véase  Bumps,  Constitucional  desciiions,  pág.  102,  que  trascribe 
las  conclusiones  de  los  tribunales  americanos  en  el  sentido  de  la  irres- 
ponsabilidad. 
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dad  será  más  que  nunca  evidente,  y  quedarán  reserva- 
dos al  particular  los  medios  de  conseguirla  en  el  momento 
oportuno.  (1) 

Comprendemos  que  cuando  se  trata  de  responsabilizar 
los  poderes  del  Gobierno,  las  dificultades  son  muchas,  y 
así  es  necesario  que  lo  sea,  para  que  se  haga  posible  la 
administración  de  los  intereses  públicos;  pero  no  faltan 
ejemplos  en  otros  países  en  que  se  ha  hecho  efectiva,  res- 
pecto á  los  ejecutores  de  las  medidas.  Cuando  en  la  gue- 
rra de  1812  á  1814,  el  General  Jackson,  ejercitándolos 
derechos  que  le  acordaba  la  ley  marcial,  puso  preso  al 
culpable  y  al  juez  que  había  dictado  un  auto  de  babeas 
Corpus,  una  vez  concluida,  tuvo  que  someterse  á  la  con- 
denación que  ese  mismo  juez  le  impuso  por  no  haber 
dado  cumplimiento  á  sus  órdenes.  Pagó  la  multa,  no  obs- 
tante la  opinión  favorable  ásus  actos  producida  por  los 
combates  de  Nueva  Orleans,  y  las  suscriciones  levanta- 
das para  hacerlo  en  su  lugar;  y  sólo  en  1842,  su  im- 
porte le  fué  reembolsado  con  intereses  por  una  ley  del 
Congreso.  (2) 

Las  precauciones,  las  garantías  contra  los  abusos  posibles 
en  medidas  arbitrarias  por  sí  mismas  y  por  los  momentos  en 
que  tienen  que  producirse,  deben  establecerse,  más  que  para 
los  actos  ejecutados,  para  la  autorización  misma.  Se  declara- 
rá ó  n  j  el  estado  de  sitio  en  tales  ó  cuales  casos,  y  estos  se- 
rán más  ó  menos  numerosos;  pero  una  vez  declarado  hay  que 
dejar  alas  autoridades  la  libertad  de  acción  indispensable 
para  producir  los  efectos  deseados  y  garantirlas  contra  las 

(1)  Véase^  Torres  Caicedo,  Mis  ¿deas  y  mis  principios,  t.  1,  pág.  51. 

(2)  Lawrence,  t.  II,  pág.  117.— NoLTE,  Híáíof'rcí/es  EtaísUnís  d\4.mé' 
riquc,  t.  II  ,pág.  120. 
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molestias  de  los  qne  se  consideran  heridos  con  las  medidas 
adoptadas  á  su  respecto. 

No  es  esto,  sin  duda,  autorizar  todas  las  violaciones, 
todos  los  actos  criminales  que  puedan  cometerse  á  la  som- 
bra de  una  facultad  que  tiene  mucho  de  dictatorial.  Puede 
un  individuo  tener  ó  no  participación  más  ó  menos  directa 
en  actos  que  hagan  sospechosa  su  conducta;  y  puede  una  pro- 
piedad ser  ó  no  necesaria  para  los  objetos  que  se  han  tenido 
envista.  El  individuo  se  arresta  y  la  propiedad  se  toma;  pero 
sea  cualquieraeljuicio  que  pueda  hacerse  en  ese  momento, 
ó  después,  no  hay  responsabilidad  posible  por  estos  actos  que 
son  la  consecuencia  de  una  facultad  que  solo  depende  del 
criterio  del  que  se  encuentra  con  ella  investido.  ¿Sucederá 
lo  mismo  con  los  abusos  ó  los  actos  criminales  que  á  su  som- 
bra se  cometan? 

Nó:  el  juicio  político  y  la  acción  de  los  particulares  serán 
los  medios  de  encontrar  la  reparación.  Su  eficacia  dependerá, 
sin  duda,  de  las  tantas  circunstancias  que  influyen  en  todos 
los  actos  de  la  vida  democrática;  pero  esto  que  puede  llegar  á 
ser  una  deficiencia  en  los  resortes  de  la  libertad,  no  sería 
nunca  la  consagración  de  su  negación  misma. 

Las  limitaciones  impuestas  á  la  libertad  civil  tienen  por 
fundamento  la  mayor  eficacia  de  esa  misma  libertad  y  cuando 
la  libertad  política  no  concurre  á  ese  desiderátum,  cuando 
los  medios  de  gobierno  no  garanten  aquella  de  una  manera 
completa  y  eficaz,  hay  tina  deficiencia  que  es  necesajio  lle- 
nar en  los  medios  más  que  en  el  fin.  La  irresponsabilidad  del 
abuso,  del  delito,  no  puede  concebirse  en  pueblo  alguno  orga- 
nizado; y  el  abuso  y  el  delito  en  el  estado  de  sitio  es  el 
abuso  y  el  delito  en  cualquiera  de  los  actos  ordinarios  de  la 
vida  civil. 


CAPÍTULO  VI 


LOS  PARTIDOS  Y    LAS   GARANTÍAS   CONSTITUCIONALES 


I 


Las  grandes  limitaciones  que  sufren  las  garantías  consti- 
tucionales con  la  declaración  del  estado  de  sitio,  ó  de  la  ley 
marcial,  no  son  extrailas  á  los  movimientos  políticos  que  agi- 
tan el  organismo  de  las  instituciones  libres,  una  vez  que 
ellas  se  operan  por  causa,  ó  so  pretexto  de  la  defensa  de  esas 
garantías  contra  la  usurpación  ó  el  abuso. 

Siendo  medidas  de  un  carácter  político,  su  apreciación 
depende  del  momento  en  que  se  efectúan  y  de  los  intereses  que 
actúan  en  las  corrientes  populares,  casi  siempre  bajo  la  in- 
fluencia de  pasiones  del  momento.  La  vida  democrática,  que 
llama  á  todos  los  habitantes  á  tomar  parte  en  el  gobierno, 
apasiona  más  fácilmente,  porque  no  siempre  los  intereses  del 
más  puro  patriotismo  son  los  móviles  directores,  y  tras  el  eco 
vibrante  del  agitador  y  tras  los  elementos  secundarios  que 
pone  en  movimiento,  se  encuentra  el  frío  cálculo  del  am- 
bicioso político  ó  del  traficante  de  mala  ley. 

De  aquí  que  las  divisiones  se  pronuncian,  y  en  las  más 
pequeñas  agrupaciones  surgen  fracciones  con  móviles  diferen- 
tes^ ya  consistan  estos  en  verdaderos  principios,  ya  en  pu- 
ras ambiciones  personales,  realizando  la  afirmación  que  Mil- 
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ton  (1)  pone  en  boca  de  Satanás  de  que  «el  gobernar  es 
digno  de  ambición  aunque  sea  en  el  infierno».  Los  partidos 
políticos  se  presentan  y  á  su  alrededor  se  agrupan  todos  los 
que  se  interesan  en  la  decisión  de  los  problemas  qu3  se  ma- 
nifiestan en  el  mecanismo  gubernamental. 


II 


Lieber  ha  dicho  que  se  debe  entender  por  un  partido  «un 
número  de  ciudadanos  que,  por  algún  período  y  no  momen- 
táneamente, obran  unidos  respecto  á  algunos  principios,  in- 
tereses ó  medidas,  por  medios  legales,  manteniéndose  dentro 
de  los  límites  de  la  ley  fundamental,  y  por  una  real  ó  sin- 
ceramente supuesta  felicidad  de  la  comunidad » .  Faltando 
estos  requisitos  se  formará  una  facción,  pero  no  un  par- 
tido. (2) 

Pero  esta  definición  que  cuadra  perfectamente  á  la  índole 
de  los  partidos,  cuando  estos  se  consideran  formando  parte 
del  mecanismo  gubernamental,  no  puede  tomarse  como  mo- 
delo á  nuestro  juicio,  ó  tomándola,  las  conclusiones  pueden 
llegar  á  ser  diferentes  según  los  casos. 

En  efecto:  en  el  mecanismo  de  los  gobiernos  en  que  el  pue 
blo  no  toma  parte  directa  é  inmediata  en  la  composición  de 
los  poderes,  la  existencia  de  los  partidos  con  un  carácter 
consistente,  y  con  los  fines  que  le  atribuye  Lieber,  y  con 

(1)  Paradise  lost,  Book  I:  «...  and  in  my  chotee  toreign  is  worth 
ambition  tkough  in  hell:  better  lo  rcign  in  hell  than  scroe  in  hcaücn.i* 

(2)  Politicalethic.,  t.  I,  pág.  253.~Esteban  Echevarría  decía  en  su 
Manual  de  enseñanza  moral:  «Politicamente  hablando,  un  partido  ea 
el  que  representa  alguna  idea  ó  interés  social;  una  facción,  personas, 
nada  mas».  Gastón  Boissier  en  su  obra  L*  Oposition  sous  les  Cósars 
hace  un  estudio  curioso  sobre  los  partidos  políticos  en  Uoraa. 
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(íl  casi  todos  los  escritores  europeos,  es  una  necesidad,  y 
más  que  una  necesidad,  una  imposición  que  pesa  sobre  los  ha- 
bitantes todos  de  la  nación;  y  así  en  las  monarquías  donde 
el  soberano  manda  solo,  ó  puede  llegar  á  la  disolución  de  los 
otros  poderes,  los  partidos  no  son  solamente  el  elemento  de 
resistencia,  sino  la  válvula  que  sirve  de  escape  á  la  dificul- 
tad, dejando  al  soberano  con  su  poder,  y  al  pueblo  con  su 
influencia  indirecta  realizada  en  un  partido  que  toma  por  sus 
directores  las  riendas  del  gobierno,  6  las  abandona  para  ser- 
vir de  base  de  combate. 

Lo  mismo  sucede  en  los  otros  pueblos  con  una  forma  de 
gobierno  republicana,  más  ó  menos  liberal,  en  que  los  parti- 
dos existen,  porque  levantan  principios  por  cuyo  predominio 
aquella  forma  peligra,  ya  por  un  cambio  completo,  ya  por  la 
desaparición  de  algunos  de  los  elementos  que  se  consideran 
esenciales. 

Basta  un  ligero  análisis  para  comprobarlo.  ¿Qué  importa 
la  existencia  de  los  partidos  en  Inglaterra?  Conservadores  y 
liberales  en  las  diferentes  faces  que  han  recorrido,  hoy  no 
sirven  sino  de  punto  de  apoyo  para  las  opiniones  dominantes, 
á  fin  de  llegar  á  su  realización  por  medio  del  soberano. 
Whigs  y  Tories  son  la  base  del  sistema  parlamentario  como 
elemento  de  lucha  contra  el  poder  de  la  corona.  Su  existen- 
cia es  necesaria  porque  s  Jlo  así  se  establece  y  conserva  el 
equilibrio  de  los  poderes.  Su  desaparición  es  imposible,  por- 
que la  absorción  sería  su  consecuencia  y  con  ella  la  desapari- 
ción del  orden  constituido  en  la  lucha  de  muchos  siglos.  (1) 

¿Qué  importan  los  partidos  en  Francia?  La  República 

(1)  Véase:  Bageht,  La  constitución  ingtesa^  págs.  256  y  siguientes.^ 
FiSHEL.  La  constitutión  d*  Anglcterre^t,  II,  pág.  426.— Fornbron,  f/i'fi- 
toire  des  débats  politiqucs  du  parlcnient  anglais.  Sobre  los  partidos  en 
Portugal,  véase:  Les  contemporains  portugais,  espagnois  et  brésitiens 
par  A.  A.  Tbixeira  de  Vasconcellos,  t.  I,  págs.  205  y  siguiente?. 
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constituida  como  forma  definitiva  de  gobierno,  parece  que 
su  existencia  fuera  anómala,  desde  que  todos  los  poderes 
dependen  de  la  voluntad  del  pueblo  en  períodos  determi- 
nados. Pero  no  obstante  ésto,  las  opiniones  están  diver 
gentes  sobre  la  forma  misma,  y  entonces  hay  principios  ra- 
dicales en  lucha.  Los  partidos  existen  con  una  forma  con- 
sistente, porque  su  objetivo  es  radical,  y  no  desaparece 
sino  con  el  predominio  del  uno  sobre  el  otro.  Republicanos 
y  monárquicos  tienen  su  razón  de  ser,  y  la  lucha  los  man- 
tiene, porque  es  cuestión  que  no  admite  conciliación.  (1) 

¿Quá  importan  los  partidos  en  los  Estados  Unidos?  Cons- 
tituido el  gobierno  federal,  el  germen  de  la  división  se  había 
diseñado,  si  no  en  cuanto  á  la  forma  republicana  y  á  la 
forma  monárquica,  en  cuanto  á  la  extensión  respectiva  de 
las  facultades  concedidas  al  gobierno  central  y  al  de  los 
Estados.  La  existencia  de  la  nación  misma  se  identificó  con 
los  partidos,  y  estos  mantienen  su  bandera,  aún  después 
de  la  sangrienta  lucha  que  terminó  en  186  5.  Se  comprende 
s:i  parmanenciay  su  consistencia:  hay  principios  radicales  de 
por  madio  que  la  requieren,  y  que  forman  la  opinión  pú- 
blica. (2) 

III 

Así,  á  nuestro  juicio,  todas  las  cuestiones  que  á  este 
respecto  se  suscitan,  como  consecuencia  de   los  requisitos 

(I)  Véase  Block,  Dictionnaire  polítiquc,  verb.  Par^/s.— Garnier- 
Pagks,  DxCíionnairc poUtique^  verb.  Partís. 

;2)  Bateman»  Constitíttional  lae,  púgs.  240  y  241,  acepta  como  nece- 
saria para  el  mecanismo  del  gobierno  la  existencia  de  los  dos  partidos 
con  carácter  permanente.  PeroSEAMAN  cree  todo  lo  contrario,  es  de- 
cir, que  en  si  todo  pueblo  Iibr3  deben  existir  partidos,  estos  no  pueden 
ni  deben  tener  un  carácter  permanente,  sin  desnaturalizar  las  funciones 
de  los  poderes.  (Sistema  del  gobierno  amcricanOy  piig.  23). 
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exigidos  para  que  exista  un  partido,  pueden  tener  una  so- 
lución idéntica,  sin  alterarse  por  esto  la  base  del  raciocinio. 
¿Ha  existido  algún  país  libre  en  algún  período  de  la  his- 
toria y  por  un  largo  tiempo,  sin  partidos?  Nó,  porque  la 
libertad  hace  posible  la  manifestación  de  las  ideas  que  sien- 
do ó  pudiendo  ser  diversas  engendran  las  divisiones  que 
agrupan  y  forman  los  partidos.  ¿Es  posible  esperar  que 
algún  país  libre  exista  sin  partidos?  Nó,  porque  tal  hecho 
importaría  la  negación  de  la  libertad,  á  cuya  sombra  se 
forman.  ¿Sería  deseable  que  un  país  libre  no  tuviera 
partidos?  Lo  sería,  si  fuera  posible  una  uniformidad  irrea- 
lizable, pero  en  todo  caso  debería  buscarse  necesariamente 
en  otros  medios  el  incentivo  que  produce  la  lucha  y  que 
empeña  los  espíritus  en  nuevos  esfuerzos  hacia  el  ideal 
común.  (1) 

¿Pero  quiere  decir  todo  esto  que  los  partidos  para  ser 
tales  deben  revestir  una  forma  permanente,  es  decir,  que 
haya  en  todas  las  situaciones  partidos  con  tradiciones  y 
principios  opuestos?  No  vemos  por  qué  una  solución  afir- 
mativa haya  de  ser  la  consecuencia  de  admitir  aquellas 
premisas. 

En  una  forma  de  gobierno  republicana,  cuando  el  sis- 
tema mismo  ó  su  aplicación  en  sus  bases  fundamentales, 
no  son  objeto  de  controversia,  la  existencia  de  partidos 
con  carácter  permanente,  ó  es  inútil,  ó  concluye  por  de- 

1  Las  partidos  políticos,  dice  Bluntschli^  se  presentan  en  todas 
partes  donde  se  mueve  libremente  la  vida  política,  y  sólo  desaparecen 
en  los  pueblos  que  miran  con  indiferencia  los  negocios  públicos,  ó  se 
hallan  oprimidos  por  un  poder  violento,  siendo,  por  lo  tanto,  su  falta, 
un  signo  de  incapacidad  ó  de  opresión...  Los  partidos  se  maniflestan 
con  tanta  mayor  claridad,  cuando  es  más  rica  y  libre  la  vida  política,... 
son  la  condición  y  el  signo  de  una  robusta  vida  política,...  la  expresión 
y  la  manifestación  natural  y  necesaria  de  los  grandes  resortes  ocultos 
que  animan  á  un  pueblo.  Derecho  público  unicersalf  t.  lU,  pág.  807 
y  308. 

18 
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generar  en  una  bandería,  en  una  facción  de  ambiciones  pu- 
ramente personales.  Los  partidos  se  formarán  persiguiendo 
una  mejora,  la  realización  de  alguna  institución,  ó  el 
convertir  un  principio  en  ley;  pero  conseguido  esto  los  par- 
tidarios desaparecerán,  formando  otras  agrupaciones;  y  sin 
dejar  odios  que  vinculan  en  la  venganza,  y  sin  el  temor 
de  la  defección  que  avergüenza,  se  encontrarán  en  el  caso 
de  buscar  la  felicidad  pública  en  otro  camino,  y  sin  com- 
promisos que  explotan  los  más  en  su  provecho. 

Comprendemos  que  la  forma  parlamentaria  (1)  requiera 
para  su  mecanismo,  partidos  con  carácter  permanente  que 
faciliten  sus  resultados  y  no  queden  librados  al  acaso;  pero 
bajo  la  forma  presidencial  pura,  en  que  el  pueblo  mani- 
fiesta su  voluntad  en  épocas  determinadas,  en  que  nada 
escapa  á  esa  voluntad,  basta  que  exista  la  libertad  política 
que  lo  permita,  porque  es  por  medio  de  ella  que  se  pondrá 
remedio  con  eficacia  á  los  inconvenientes  producidos. 


IV 

Los  partidos,  como  su  nombre  lo  indica,  no  son  sino 
las  porciones  en  que  se  divide  el  pueblo  de  un  Estado,  pa- 
ra la  manifestación  de  su  voluntad.  (2)  Pueden  ser  de  dife- 
rentes clases  según  el  objeto  que  los  motiva,  y  tomar  ó 
no  un  carácter  permanente,  según  las  necesidades  á  que 
responden  y  la  manera  cómo  deben  operar.  Pero  como 
la  libertad  los  determina  y  llenan  uno   de  los  objetos  que 


(1)  Bagehot  en  su  libro  La  constitución  inglesa,  pAg.  290,  divide  las 
forma.s  de  gobierno  en  forma  parlamentaria,  presidencial,  hereditaria, 
dictatorial  ó  revolucionaria. 

(2)  Véase  Bluntschl!,  t.  III,  púg.  3í)8.  Dubs,  Le  droit  publiCf  t.  I, 
pág.  259. 
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ella  se  propone,  ya  como  medios  auxiliares,  ya  como  di- 
rectores exclusivos,  siempre  serán  necesarios,  ó  más  bien, 
siempre  existirán,  como  consecuencia  de  las  leyes  que 
presiden  toda  asociación  humana,  cualesquiera  que  sean 
sus  fines.  (1) 

Así,  resolver  que  los  partidos  son  necesarios,  y  más  que 
necesarios,  indispensables,  para  la  vida  política,  de  modo 
que  no  se  pueda  concebir  un  país  libre,  sin  su  existencia 
en  formas  más  ó  menos  determinadas,  es  lo  mismo  que 
resolver  que  la  libertad  debe  existir,  desde  que  con  ellas 
se  manifiestan  las  opiniones  y  estas  no  son  uniformes. 
« Cuando  la  magestad  recibía  inspiraciones  de  origen  divino 
y  como  Numa  traducía  su  voluntad  en  leyes  y  hacía  santos 
sus  caprichos  para  que  se  prosternaran  ante  ellos  todos  los 
hombres,  ha  dicho  Moya;  cuando  la  ignorancia  del  dere- 
cho más  que  el  temor  del  martirio  hacía  que  todos  los 
actos  del  poder  fuesen  recibidos  con  ese  mutismo  absolu- 
to y  con  esa  obligada  resignación  que  tan  claro  denuncian 
el  amortiguamiento  de  la  vida  pública;  cuando  la  soberanía 
residía  toda  entera  en  el  jefe  del  estado  y  se  tenía  por  dog- 
ma esta  frase  de  Jacobo  I:  «si  el  que  critica  los  actos 
de  Dios  comete  alevosía  y  sacrilegio,  el  subdito  que  dis- 
cute lo  que  hace  un  rey  desde  la  altura  de  su  grandeza 
es  reo  de  desacato » ,  se  comprende  que  los  partidos  no 
existieran,  ó  que  no  hubiese  más  partidos  que  aquellos 
que,  doblegados  ante  las  gradas  del  trono  como  ante  un 
altar,  admitieran  los  derechos  absolutos  del  monarca,  ha- 
ciéndole dueño  del  país  y  sancionando  esta  usurpación  con 
el  falso  principio  de  las  leyes  políticas  irreformables. 
Pero  hoy  que  la  soberanía  nacional  se    reconoce,  que  el 

(1)  La  vida  de  los  partidos  plena  ó  ilimitada,  dice  Dubs,  es  una  par- 
ticularidad de  la  democracia.  Le  droií  public,  1. 1,  pég.  259. 
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pueblo  es  el  que  crea  las  instituciones  de  gobierno  y  las 
alienta  y  engrandece,  no  podemos  negarle  la  facultad  de 
introducir  en  ellas  todas  las  reformas  que  crea  útiles  y 
necesarias,  como  no  podemos  impedir  á  un  padre  que  edu- 
que y  corrija  á  su  hijo,  si  no  abusa  de  los  derechos  que 
la  patria  potestad  le  concede».  (1) 

Resolver  como  regla  general  que  esos  partidos  deben 
tener  un  carácter  permanente  de  modo  á  mantener  el 
equilibrio  de  los  poderes,  y  como  condición  de  un  buen 
gobierno,  sería  un  error  que  vendría  á  contrariar  la  esen- 
cia misma  de  las  ciencias  políticas  en  cuyas  modificaciones 
ó  variaciones  influyen  directa  y  decisivamente  los  resul- 
tados de  la  experiencia.  Si  los  partidos  políticos  son,  no 
una  enfermedad  del  Estado  moderno  (2),  sino  la  condición 
y  el  signo  de  una  robusta  vida  política,  manifestados 
con  tanta  mayor  claridad  cuanto  más  rica  y  libre  es  esa 
vida  «no  son  una  institución  de  derecho  público,  sino  de 
política,  ni  miembros  del  organismo  del  Estado,  sino  de 
grupos  sociales,  de  donde  cada  uno  sale  y  entra  libremen- 
te, y  cuyos  individuos  se  unen  en  ciertas  opiniones  y  ten- 
dencias para  una  acción  política  común.  Son  el  producto 
y  la  expresión  de  las  diversas  corrientes  del  espíritu  pú- 
blico que  mueve  la  vida  nacional  en  el  círculo  de  las  le- 
yes.» (3) 


(t)  Conflictos  entre  los  poderes  del  Estado,  pógs.  133  y  134,  segunda 
edición. 

(2)  DucLERC  añrmaba  que  las  facciones,  no  los  partidos,  son  las  en- 
fermedades del  cuerpo  político,  y  que  si  su  remedio  es  la  lucha,  y  el 
triunfo  de  los  oprimidos  contra  los  opresores,  hay  algo  que  vale  más 
que  la  medicina,  y  es  la  salud. -«Garnier  Pagés,  Dictionnaire  politi' 
que,  pág.  690. 

(8)  BiüNTSCHLi,  Derecho  público  universal,  t.  III,  póg.  311. 
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La  organización  que  á  un  pueblo  conviene  con  resul- 
tados inmejorables,  es  la  fuente  de  su  ruina  para  otro 
pueblo  en  diferentes  condiciones.  Formada  la  opinión  pú- 
blica sobre  principios,  sus  corrientes  son  siempre  saluda- 
bles para  la  vida  política;  formada  sobre  personalidades 
más  ó  menos  prominentes,  da  vida  á  las  facciones  de  peor 
especie  que  engendra  á  su  vez  las  disensiones  civiles. 
€  Si  la  extensión  de  los  partidos,  como  decía  Madison,  im- 
plica necesariamente,  ya  sea  una  alarma  para  la  tranqui- 
lidad pública,  ó  una  absoluta  extinción  de  la  libertad», 
su  existencia  en  una  forma  irregular  conduce  indefectible- 
mente á  idénticos  resultados.  (1) 


VI 


El  sistema  parlamentario  que  no  impoluta  sino  la  in- 
fluencia del  poder  legislativo  sobre  el  poder  ejecutivo,  y 
que  puede  ser  una  combinación  feliz  cuando  este  último 
se  encuentra  encarnado  en  personas  que  no  emanan  de 
la  voluntad  popular,  ó  más  bien  que  no  cambian  con 
esta  voluntad  y  en  períodos  más  ó  menos  determinados, 
necesita,  sin  duda,  partidos  con  organización  permanente  y 
principios  directores  igualmente  permanentes,  so  pena  de 
perder  su  eficacia  y  producir  una  movilidad  en  los  minis- 
terios  que  perjudica  toda  buena  administración. 

Así  podemos  recordar  como  un  ejemplo  de  esta  afirma- 
ción lo  que  sucede  en  Italia.  Los  ministerios  se  modifican 

(1)  El  Federalista^  núm.  60,  pág.  420  de  la  traducción  de  Canillo. 
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continuamente,  á  consecuencia  de  los  cambios  que  se  ope- 
ran en  el  Parlamento,  desde  que  no  se  cuenta  con  una 
mayoría  estable  que  apoye  sus  medidas.  Estando  todos 
conformes  sobre  los  principios  fundamentales,  con  pocas 
excepciones,  las  opiniones  se  dividen  ó  se  ponen  de  acuer- 
do según  los  puntos  que  deben  resolver,  sin  tener  en 
cuenta  las  divisiones  en  partidos.  El  ministerio  que  se 
forma  en  un  momento  dado  á  consecuen<*ia  del  voto  de 
una  mayoría,  poco  tiempo  después  tiene  que  cesar,  porque 
esa  mayoría  ha  desaparecido  con  otras  agrupaciones.  La- 
veleye  lo  comprueba  repitiendo  las  palabras  de  ^linghetti: 
«El  sistema  representativo  no  marcha  como  sería  ne- 
cesario, porque  no  hay  partidos  en  opoí^icion.  En  el 
fondo,  sobre  las  grandes  cuestiones,  todos  somos  de  la 
misma  opinión,  con  excepción  de  17  ó  18  republicanos. 
Derecha  é  izquierda,  todos  somos  liberales  y  todos  con- 
seiTadores,  es  decir,  partidarios  del  régimen  establecido. 
Desde  luego  sobre  las  diferentes  cuestiones  que  surgen,  se 
forman  mayorías  flotantes.  Ninguno  tiene  una  mayoría 
segura,  con  la  que  pueda  gobernar  como  él  lo  entiende. 
Para  sostenerse,  debe,  por  negociaciones  y  concesiones, 
asegurarse  el  concurso  de  dos  ó  tres  grupos,  pudiendo  uno 
ú  otro  desligarse  á  cada  instante.  De  aquí  vienen  estos 
cambios  frecuentes  de  ministerios,  y  el  poco  poder  de  que 
disponen  mientras  se  encuentran  al  frente  de  los  nego- 
cios». (1) 

No  sucede  otro  tanto  en  Inglaterra,  donde  los  grandes 
partidos  se  mantienen,    sosteniendo  el  ministerio  que  los 


(1)  Lelíres  d'Itulie^  págs.  73  y  ül.  Ellerü.  Scrilti  politici,  págs.  10  y 
20.— PIOLA,  L* equilibrio  político,  páíí.  103  En  algunos  casos,  sin  embar- 
go, el  cambio  de  uno  ó  dos  ministros  solamente,  basta  paro  volver  ia 
conflanza  al  ministerio:  ejemplos  recientes  lo  comprueban. 
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representa  en  el  poder  ejecutivo,  y  que  sólo  desaparecen 
cuando  el  voto  del  pueblo  les  quita  la  mayoría;  pero 
esto  no  forma  la  regla,  y  el  ejemplo  citado  demuestra 
que  no  siempre  es  en  los  movimientos  de  los  partidos 
estables  donde  debe  buscarse  su  realización. 


VII 


La  existencia  de  los  partidos  cuando  faltan  los  principios 
para  formar  su  credo,  pueden  producir  graves  desórdenes 
y  comprometer  el  organismo  social  mismo  por  los  elementos 
que  introducen.  Convertidos  en  agrupaciones  de  afinida- 
des personales,  el  fin  primordial  se  reduce  á  la  ocupa- 
ción de  los  puestos  públicos  como  una  explotación  ó  como  un 
medio  de  vivir  simplemente,  desapareciendo  el  bien  común 
ante  esta  consideración. 

Si  fuera  de  estas  condiciones,  el  fanatismo  que  se  in- 
troduce lleva  á  la  persecución,  poniendo  los  intereses  de 
partido  arriba  de  toda  consideración ;  y  si  aun  impone  una 
obediencia  ciega  á  la  voluntad  de  los  que  se  dicen  di- 
rectores (1),  ¿cómo  no  sucederá  cuando  no  hay  siquiera 
la  valla  de  un  principio  que  los  detenga  ? 

Seaman  ha  dicho  refiriéndose  á  los  Estados  Unidos,  «que 
siendo  las  diferencias  de  opiniones  constantemente  móviles, 
los  partidos  deberían  cambiar  con  ellas  y  reformarse  cuando 
se  presentan  nuevos  candidatos,  ó  cuando  nacen  nuevas 
cuestiones  ó  nuevos  objetos  que  deben  ser  sujetados  á  su 

examen Xo  hay  buenas  razones  para  el  mantenimiento 

de  organizaciones  permanentes  de  los  partidos  etv  nuestro 

(l)  LiEBER,  t.  If,  phg.  2)9.— DuBs,    Le  droií   public  de  la  Confedera - 
don  Sw'sse,  1.  I,  pAg.  261. 
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país,  y  no  hay  conveniencia  en  hacerlo.  Todos  los  parti- 
dos políticos  deberían  ser  temporales  y  movibles  basados 
sobre  las  cuestiones  y  las  relaciones  del  día  y  sobre  las  opi- 
niones de  los  electores  en  cuanto  al  mérito  relativo  de  los 
candidatos  al  gobierno.  En  tanto  que  los  partidos  polí- 
ticos y  la  línea  de  división  que  los  separa  se  producen  por 
la  diferencia  de  opiniones  relativamente  á  los  principios, 
ala  política  y  á  las  medidas  del  gobierno  serán  tan  perma- 
nentes como  las  causas  y  los  motivos  sobre  los  cuales  se 
fundan ;  pero  deberían  existir  así,  y  deberán  pasar  por  las 
causas  que  los  han  producido.  Los  partidos  no  deberían 
basai'se  sobre  puros  principios  abstractos  que  no  tienen  obje- 
tivo práctico  directo ;  ni  sobre  resultados  que  han  abortado, 
que  han  pasado  y  no  tienen  importancia  práctica ;  no  de- 
berían ser  sostenidos  por  más  tiempo  y  convertidos  en  per- 
manentes por  su  organización,  su  mecanismo  y  sus  credos,  á 
fin  de  conseguir  la  elección  y  elevación  de  los  jefes  de  parti- 
do, sin  tener  en  cuenta  el  bien  público. »  (1) 

vm 

Una  prueba  ó  demostración  más  evidente  de  la  que  aca- 
bamos de  exponer  se  encuentra  en  las  diferentes  divisiones 
que  introducen  en  los  partidos,  los  mismos  escritores  que 
sostienen,  ya  la  necesidad  de  su  existencia,  ya  esa  exis- 
tencia con  carácter  permanente. 

Tomándolos  escritores  que  se  han  ocupado  especialmente 
de  estos  puntos,  tendríamos:  Shahl  toma  por  punto  de 
partida  el   origen    que  encuentra  en  la  revolución  ó  en 

(1)  Le  sysíéme  du  gouüernement  amérícainy   traducción  de  Hippert, 
pógs.  23  y  24. 
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la  legitimidad,  y  los  divide  en  revolucionarios  y  legitímis- 
tas,  distinguiendo  en  el  primero  tres  grados :  los  liberales, 
los  demócratas  ó  radicales  y  los  socialistas  y  comunistas. 
Legitimistas  en  tanto  reconocen  el  derecho  divino  de  los 
reyes,  y  revolucionarios  en  tanto  niegan  este  principio  (1). 
Rohmer,  comparando  el  cuerpo  del  Estado  al  cuerpo  huma- 
no, divide  los  partidos  según  las  épocas  de  desarrollo  ó  de 
decadencia.  Para  él  los  partidos  son  cuatro:  el  radi- 
cal que  corresponde  á  la  infancia,  el  liberal  á  la  juventud,  el 
conservador  á  la  edad  madura,  y  el  absolutista  ala  vejez; 
pero  la  misión  natural  de  gobernar  corresponde  á  los 
partidos  en  que  dominan  las  fuerzas  viriles,  á  los  liberales 
y  á  los  conservadores,  teniendo  los  otros  sólo  una  importan- 
cia subordinada,  desde  que  siguiendo  el  fundamento  de  la 
teoría,  el  joven  liberalismo  debe  guiar  al  radicalismo  tierno 
aun,  y  el  sabio  conservador  debe  moderar  el  celo  del  abso 
lutismo  (2).  Bluntschi  modificando  la  teoría  de  Rohmer, 
los  divide  en  político-religiosos,  localistas,  de  las  clases  so- 
ciales, los  constitucionales,  los  de  gobierno  y  de  oposición,  y 
los  puros  que  se  fundan  en  principios  políticos  y  que  acompa- 
ñan libre  y  constantemente  á  la  vida  del  estado  (3).  Moya, 
siguiendo  á  Azcárate  forma  dos  agrupaciones  según  el  obje- 
to que  pueden  tener  los  partidos,  ya  resolviendo  lo  que  toca 
hacer  al  Estado,  ya  como  se  ha  de  organizar,  ya  en  qué  for- 
ma ha  de  cumplir  su  fin;  y  coloca  en  la  primera  á  «todos  los 
que  se  disputan  por  dar  una  satisfactoria  y  perfecta  expli- 
cación de  la  naturaleza  y  fundamento  del  Estado;  los  que 

II)  Bluntschu  t.  III  pág.  332  y  siguientes,  expone  esta  doctrina. 

(2)  Véase  Bluntschli,  t.  Ilí,  pág.  346.— Block,  Dictionnaire  políti- 
que,  verb.  Partís.— \éñse  la  critica  de  esta  teoría  en  Moya,  pág.  126,  y 
en  DUBS,  t.  I.  pág.  262. 

(3)  Derecho  público  universal,  t.  II,    pág.  313. 
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definen  el  concepto  del  derecho,  y  los  que  concretándose  á 
una  particular  esfera' jurídica,  la  analizan  y  discuten  acer- 
ca de  su  alcance  y  trascendencia  :^;  y  en  seguida  «á  los 
que  aspiran  á  desarrollar  en  la  práctica  distintas  or- 
ganizaciones de  Gobierno  :&,  comprendiéndose  «las  ten- 
dencias reformista  y  conservadora  (1).  Lieber  los  divide 
en  partidos  históricos  que  son  aquellos  que  se  fundan  en 
la  historia  de  su  propio  país,  y  que  por  su  carácter  per- 
manente hacen  parte  de  la  vida  de  la  nación;  partidos  transi- 
torios [imssing  partios)  que  se  forman  para  un  objeto  pasa- 
dero, y  que  casi  siempre  se'  convierten  en  facciones;  y 
partidos  conservadores  y  liberales.  (2)  Guizot  formuló  la 
división  de  partidos  en  legales  é  ilegales,  tomando  como  ba- 
se la  inamovilidad  da  los  principios  consagrados  en  la  car- 
ta fundamental,  base  que  las  nuevas  doctrinas  políticas 
han  destruido  completamente.   (3) 

Tal  variedad,  y  sin  juzgar  del  acierto  con  que  se  esta- 
blece cada  una  de  las  divisiones,  demuestra  que  la  existen- 
cia de  partidos  con  carácter  permanente,  es  difícil  sino 
imposible.  La  formación  de  los  partidos,  como  dice  Dubs, 
proviene  de  opiniones  y  condiciones,  y  el  número  de  esta 
es,  según  la  naturaleza  de  las  cosas,  ilimitada,  fuera  de  que 
las  cuestiones  de  interés  que  son  todavía  más  variables  se 
unen  siempre  á  las  opiniones  para  aumentarlo.  Los  parti- 
dos cambian,...  y  su  duración  difiere  mucho,  sea  que  ten- 
gan sus  raíces  en  profundas  oposiciones  de  naturaleza  re- 
di CüíifUcto  entre  los  poderes-  del  Estado,  púg.  l.iO.— Reus  y  Baha- 
MONDK,  en  su  obra  Teoría  Orgá/uea  del  Estado^  p;'ig.  2SS,  critica  esta 
división  aceptada  por  Moya. 

(2)  Political  etkics,  t,  lí,  págs.  255  y  236. 

i'X)  Véa.sc!  la  crítica  de  esta  división  en  Moya,  págs.   I3i  y   siguientes, 
y  Hkus  y  Bahamonde,  pAgs.  2S1  y  siguientes. 
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ligiosa  y  social,  en  diferencias  de  razas  y  en  luchas  his- 
tóricas, ó  porque  no  respondan  sino  á  opiniones  del  día.  r>  (1) 
La  división  más  común  entre  liberales  y  conservadores, 
es  una  división  pueril  mantenida  con  carácter  permanente, 
desde  que  sus  términos  dependen  del  momento  en  que  se 
aplican,  y  en  este  pueden  no  responder  los  nombres  á  la 
actitud  del  partido.  Los  whigs  y  los  torys  demuestran 
claramente  este  fenómeno  en  Inglaterra,  fluctuando  unos 
y  otros,  según  los  tiempos,  entre  las  ideas  progresistas  y 
las  reaccionarias  de  modo  que,  después  de  los  actos  pro- 
ducidos, no  pucde  seriamente  ser  cuestión  de  un  partido 
liberal  ó  de  un  partido  conservador,  que  viven  hoy  sin 
programa  y  sin  un  objetivo  determinado  como  lo  estaban 
bajo  Jorge  III  en  vísperas  de  la  revolución  de  1789, 
aunque  la  política  exterior  alguna  vez  pudiera  modificar- 
los: [2)  comprueban  estos  los  recientes  sucesos  de  Irlanda 
en  que  los  dos  partidos  se  unen  para  dictar  las  medidas 
de  coerción,  y  la  misma  política  exterior  iniciada  en  el  tra- 
tado de  Berlin,  como  un  triunfo  de  Disraeli,  seguida  por 
(Hadstone. 


IX 


Sin  embargo,  cualquiera  que  sea  la  diferencia  que  sepa- 
ra á  los  partidos  políticos,  encerrados  en  los  límites  del 
país,  tienen  algo  que  le  es  común:  el  patriotismo.  Cuan- 
do la  patria  peligra,  cuando  se  trata  de  la  defensa  de  los 


U)  Le  droit  public,  t.   i,  pAgá.  2G2  y  263. 

(2)  FisnEL  demuestra  las  distintas  faces  que  han  mostrado  los  dos 
partidos  en  las  diversas  cuestiones  promovidas.  La  Constiíutión  d'An- 
glc(crm,  t.  II,  pÓK».  ¿31  y  ííj^^uienles. 
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intereses  del  país  comprometido  en  una  guerra  extrangera, 
toda  división  desaparece,  mientras  el  peligro  común  ame- 
naza: (desgraciado  el  país  en  que  este  fenómeno  no  se 
produce  expontáneamente! 

Si  no  es  el  patriotismo  antiguo,  que  refundía  en  la  pa- 
tria todo  lo  más  querido  para  el  hombre,  es  el  patriotis- 
mo humano  que  armoniza  todos  los  sentimientos,  y  sin 
llevar  á  un  cosmopolitismo  exajerado  ó  á  un  individualis- 
mo egoista,  coloca  al  individuo  en  la  patria,  y  á  esta  en 
la  humanidad,  sin  sacriñcios  que  esterilizan  sus  fuerzas 
propias  y  vitales.  (1)  No  hay  interés  político  superior  al 
interés  de  mantener  la  personalidad  de  la  patria  en  la  co 
munidad  internacional;  y  si  las  divisiones  internas  pueden 
debilitar  la  defensa  ó  desmoralizar  los  elementos  á  emplear- 
se, fuera  un  crimen  el  agitarlas,  prestando  al  enemigo  co- 
mún el  apoyo  de  las  propias  debilidades,  y  dando  á  las 
demás  naciones  el  ejemplo  de  un  egoísmo  bochornoso. 


X 


Solón  castigaba  con  la  pérdida  de  los  derechos  civiles  al 
que  permanecía  neutral  en  tiempo  de  sedición;  pero  esta  pe- 
na no  podría  aplicarse,  sin  duda,  tratándose  de  los  partidos. 
El  hombre  no  debe  ser  indiferente  á  las  conmociones  de  la 
vida  política,  pero  tampoco  debe  someterse  á  la  disciplina 
militar  de  los  partidos  que  lo  convierten  en  instrumento  in- 
consciente, ó  lo  desprecian  como  desertor.  La  diferencia  vie- 
ne casi  sienpre  del  abuso  que  no  se  corrige  por  impotencia 


(1)  Véase  Laurent,  Estudios  1.  I,  pág.  52.— Füstel  di  Coulanges,  La 
Ciudad  antigua,  póg.  228.— Lieber,  Political  e¿/uc«,  1. 11,  pág.  80. 
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y  no  del  egoísmo  capaz  de  abandonar  por  sus  intereses  la 
suerte  del  país. 

No  hay  partido  permanente  que  resista  á  la  desmorali- 
zación, cuando  han  pasado  algunos  aflos  de  tranquilidad  de 
la  vida  política  porque,  ó  ha  perdido  su  objetivo,  ó  se  ha  con- 
vertido en  una  facción  de  ambiciosos  vulgares.  Es  verdad 
que  fia  vida  pública  con  sus  turbulencias  oceánicas  y  con 
sus  calmas  palúdicas,  con  sus  intermitencias,  sus  peligros 
y  sus  miserias,  sus  horrores,  sus  grandezas  y  sus  márti- 
res, con  todos  sus  defectos,  en  una  palabra,  es  un  deber 
para  el  hombre,  como  lo  es  la  vida  de  familia,  y  el  que 
la  abandona  por  el  propio  regalo,  y  sacrifica  á  su  egoísmo 
el  bienestar  ajeno,  es  el  desertor  que  hace  traición  á  la  cau- 
sa de  las  ideas,  frente  á  frente  de  un  enemigo  que  avanza»; 
(1)  pero  si  esto  puede  afirmarse  en  general,  en  tanto  impor- 
ta el  combate  por  el  derecho,  que  es  el  medio  de  adqui- 
rirlo y  conservarlo  no  puede  negarse  que  tal  inge- 
rencia foimando  parte  de  los  partidos  «que  se  dejan  go- 
bernar por  pasiones,  no  subordinadas  á  la  razón  política, 
ni  justificables  ante  la  moral»,  (2)  conduce  directamente 
á  la  anarquía,  á  la  desmoralización  más  completa  en  el 
gobierno,  y  destruye  esa  misma  fuerza  individual  que  se 
quiere  tener  en  actividad. 

Lieber  (3)  ha  establecido  juiciosamente  la  regla  á  es- 
te respecto,  huyendo  de  los  extremos,  igualmente  peligro- 
sos, que  antes  hemos  notado,  diciendo  «que  un  ciudadano 
debe,  en  tiempos  de  un  gran  peligro  político,  formar  parte 
de  un  partido  ú  otro,  siempre  que  le  sea  posible  encon- 
trar un  partido  en  que  pueda  tomar  parte  sin  hacer  vio- 

(1)  Reus  t  Bahamonde,  póg.  284. 

(2)  Mitre,  Historia  de  Belgrano,  1.  II,  pág.  503. 
(8)  PolUical  ethica,  t.  II,  pág.  265. 
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leuda  á  su  couciencia,  y  si  uo  tiene  razones  especiales 
para  lo  contrario». 


XI 


El  fanatismo  de  los  partidos,  y  sobre  todo  de  los  par- 
tidos personales,  es  el  mayor  peligro  para  la  vida  política 
de  los  que  forman  parte  de  ellos;  y  así  vemos  arrastrados 
en  su  corrientes  y  convertidos  en  instrumentos  inconcien- 
tes, desde  los  ciudadanos  ignorantes  hastíi  los  más  ilustra- 
dos, desde  el  que  obedece  hasta  el  que  manda. 

Si  ^  decir  de  un  hombre  de  Estado  que  se  halla  fuera 
del  movimiento  de  los  partidos  es  un  elogio  muy  pobre  , 
colocar  á  los  funcionarios  públicos  en  ellos,  y  hacer  valer 
su  investidura  en  su  servicio  exclusivo,  obrando  como 
partidarios,  es  la  peor  de  las  situaciones  que  es  posible  crear 
á  un  pueblo  por  su  intermedio.  La  vida  política  desapa 
rece,  y  las  fuerzas  vivas  del  país  son  destruidas  por  los  mis 
mos  que  debieran  darles  vigor. 

Los  funcionarios  públicos,  cualquiera  que  sea  su  impor 
tancia  no  pueden  obrar  como  partidarios  « porque  la  fun 
ción  pertenece  al  todo  á  quien  sirve  y  cuyo  espíritu  la 
anima.  Los  actos  del  funcionario  son  los  actos  del  Estado 
el  derecho  público  en  los  deberes  que  traza  y  en  las  atri 
buciones  que  concede,  desconoce  los  partidos;  la  constitución 
y  la  ley  fijan  el  derecho  aplicable  á  todos,  y  ponen  límites 
á  las  agitaciones  de  las  parcialidades  políticas.  El  juez  no 
mira  más  que  á  la  justicia;  el  ministro  no  puede  emplear 
los  fondos  del  Estado  en  provecho  de  un  partido,  ni  dic- 
tar medidas  de  gobierno  fundadas  en  el  espíritu  de  par- 
cialidad: las  leyes  deben  ser  imparciales.  Sólo  allí  donde 
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la  política  comienza,  es  decir,  allí  donde  la  vida  se  mue- 
ve libremente  en  los  límites  del  derecho,  puede  entrar  en 
escena  el  interés  de  partido.  Esta  obligación  general  de 
imparcialidad  no  se  opone  á  que  el  funcionario  pertenezca 
á  un  partido  puesto  que  no  es,  como  el  príncipe,  la  perso- 
nificación del  todo.  Si  como  funcionario  es  el  órgano  y  el 
representante  del  Estado  y  debe  ser  imparcial,  como  parti- 
cular y  como  hombre  político  tiene  una  libertad  relativa 
que  le  permite  buscar  á  sus  correligionarios  y  unirse  á 
ellos.  Los  más  grandes  hombres  de  Estado  de  Roma  y  de 
Inglaterra  fueron  á  la  vez  ministros  ó  magistrados  im- 
parciales y  jefes  de  partido,  y  los  presidentes  de  los  Esta- 
dos Unidos  han  sido  nombrados  por  un  partido...  La  acción 
de  los  partidos  sube  y  baja  con  las  agitaciones  de  la  vida 
pública:  y  debe  cesar  cuando  llega  á  la  esfera  de  los  de- 
beres públicos.  La  parcialidad  política  encuentra  una  ba- 
rrera en  la  situación  imparcial  del  funcionario;  pero  así 
como  pedimos  al  historiador  que  sea  imparcial,  es  decir, 
justo  y  verídico  con  todos,  y  que  no  tenga  partido,  ó  que 
sea  un  espejo  fiel  de  las  imágenes  de  la  vida,  con  mayor  ra- 
zón exigimos  al  funcionario  imparcialidad,  y  que  no  se 
mezcle  en  los  hechos  de  los  partidos  políticos...  Si  gober- 
naran exclusivamente  en  provecho  de  una  tendencia,  cho- 
carían contra  el  sentimiento  del  derecho  y  de  la  justicia 
en  un  pueblo  sano,  y  arruinarían  bien  pronto  el  crédito 
político  de  la  mayoría  que  les  hubiese  nombrado,  la  cual 
demostraría  entonces  que  era  incapaz  de  gobernar».  (1) 

(l;  Bluntschli,  t.  Ilí,  píjgs.  309,310  y  311. 
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XII 


Desgraciadamente  todas  estas  verdades  no  forman  el 
credo  de  los  partidos,  bajo  cualquier  organización  en 
que  se  presenten,  y  cualquiera  que  sea  el  fundamento  de 
su  existencia.  Sus  defectos  son  quizá  defectos  de  los  hom- 
bres, ó  más  bien  la  consecuencia  de  desnaturalizar  su  fin 
primordial.  Ni  los  funcionarios  dejan  de  pesar  con  la  in- 
fluencia del  puesto  que  desempeñan,  ni  los  partidarios 
tienen  el  coraje  ó  la  honradez  bastante  para  poner  un  lí- 
mite á  sus  errores,  cuando  ellos  aprovechan  á  las  miras 
de  su  partido. 

xra 

El  hombre  de  partido  en  el  gobierno  ó  fuera  de  él, 
es  siempre  el  partidario  con  sus  defectos,  sus  aspiraciones 
y  sus  rencores.  Nada  bueno  se  produce  fuera  de  su  par- 
tido (1);  y  los  hombres  y  las  cosas  que  no  le  pertenecen 
quedan  fuera  de  la  vida  pública,  con  perjuicio  evidente 
de  las  instituciones  que  se  quieren  guardai\ 

XIV 

Si  los  medios  que  se  emplean  para  el  triunfo  del  partido 
son  el  fraude,  la  coacción*oficial,  el  engaño  y  la  mentii'a, 

(1)  Ha  sido  entre  nosotros  efecto  de  nuestras  rivalidades  vergonzo- 
sas,  y  del  interés  de  los  partidos,  decía  el  Dr.  Agrelo,  el  empeño  cie- 
go de  criticar,  aun  lo  bueno,  en  odio  solamente  de  las  manos  que  lo 
obraban.  Lamas    Colección  de  memorias^  pág.  198. 
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procurase  justificarlos  con  el  empleo  que  á  su  turno  pue- 
de hacer  el  partido  contrario,  que  no  le  va  en  zaga  en 
actos  de  esta  naturaleza  por  más  que,  estando  fuera  del 
poder,  se  haga  el  defensor  de  los  sanos  principios;  y  en 
la  sucesión  de  tales  actos  se  llega  á  la  anarquía  ó  á  un 
estado  crónico  de  levantamientos  populares  en  desagra- 
vio de  lo  que  es  capaz  de  cometer  el  mismo  revolucionario. 
Es  de  todo  criminal,  como  dice  Seaman,  el  razonar  de 
esta  manera  para  escusar  sus  crímenes  á  sus  propios 
ojos. 

XV 

Si  deben  proveerse  los  puestos  públicos,  no  se  pregun- 
ta como  Jefferson,  si  los  que  los  pretenden  son  honra- 
dos, son  capaces,  ó  son  fieles  á  la  constitución,  sino  si 
son  miembros  del  partido,  si  como  tales  le  han  prestado 
servicios,  aunque  su  desprendimiento  no  sea  sino  el  re- 
sultado de  sus  ambiciones  ó  de  su  modo  de  vivir.  De  aquí 
no  sólo  la  corrupción  de  los  partidos,  sino  de  la  misma 
administración  pública.  De  aquí  que  los  hombres  de  valer, 
los  bombines  útiles  y  capaces,  ó  sigan  la  corriente  del 
partido,  esté  ó  nó  en  armonía  con  los  sanos  principios,  ó 
queden  inutilizados  y  fuera  de  todo  puesto  público,  con 
perjuicio  de  los  intereses  del  Estado.  (1) 

XVI 

Si  la  Constitución  del  Estado  debe  ser  aplicada  en 
algunos  de  sus  principios,  la  interpretación  sigue  los  in- 

(l)  En  Inglaterra  se  Warnaha  trimmers  á  los  que  se  encontraban  en 
tal  situación,  por  no  seguir  las  opiniones  de  su  partido.  Véase  Lieber, 
t.  II,  pág.267. 

19 
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tereses  del  partido,  aunque  se  falseen  los  fundamentos  más 
preciosos  del  sistema  de  gobierno  adoptado,  y  nunca  falta- 
rá una  variación  cualquiera^  en  los  hechos  para  autorizar 
diferentes  interpretaciones  y  no  manifestar  una  cínica  con- 
tradicción. De  aquí  e!  descrédito  de  la  Constitución  que 
se  presenta  susceptible  de  acomodarse  á  situaciones  evi- 
dentemente contradictorias.  De  aquí  el  desaliento  para 
entrar  en  la  lucha  de  los  principios,  so  pena  de  caer 
bui'lado  por  sus  mismos  amigos  políticos  y  de  aparecer  co- 
mo tránsfuga  ante  los  ojos  de  ese  vulgo  inconsciente  que 
sigue    la  marcha  de  Jos  partidos.  (1) 

Seaman  lo  ha  dicho  refiriéndose  á  los  Estados  Unidos: 
«Las  interpretaciones  sutiles  de  la  Constitución  y  de  las 
medidas  violentas  de  partido,  han  sido  tan  numerosas  y  tan 
variadas  bajo  los  diferentes  partidos,  que  formarían  ante- 
cedentes plausibles  para  casi  todo  cambio  de  gobierno  que 
pudieran  desear  los  jefes  de  un  partido  ambicioso  y  triun- 
fante. Si  no  pueden  interpretar  la  Constitución  á  satis- 
facción de  su  partido,  como  suele  suceder,  para  asegurar 
el  cambio  deseado,  pueden  proponer  una  enmienda  y  por 
los  manejos  de  partido  y  su  poder,  imponerla  eventualmente 
al  país.  No  se  necesitará  para  esto,  ni  golpes  de  estado, 
ni  el  empleo  de  los  medios  violentos  adoptados  por  Sylla  y 
César,  Cromwell  y  Napoleón,  Santa  Ana  y  Luís  Napoleón, 
para  conseguir  su  objeto.  No  habrá  peligro,  sin  embargo, 
de  un  gobierno  imperial,  ó  de  una  aristocracia  (como  algu- 
nos lo  han  supuesto),  pues  esto  no  estaría  de  acuerdo  con 


(1)  «Se  tiene  una  bandera,  se  la  sigue,  ha  dicho  Naville,  ocupán- 
dose de  los  partidos  en  Suiza:  abandonarla  hace  á  muchos  el  efecto 
de  una  traición.  Serios  deseos  de  entenderse  se  maniñestan;  llega  una 
elección;  se  separan,  las  pasiones  se  escitan,  y  el  espíritu  de  modera- 
ción pierde  su  causa».  Travaux  de  I* Associaiioa  rqformiste  de  Genéce, 
pAg.  11. 
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el  espíritu  de  nuestro  pueblo  y  las  tendencias  de  nuestra 
época.  Pero  habrá  un  gran  peligro  en  semejante  conducta 
de  las  mayorías  de  partido,  en  tal  corrupción  y  prodiga- 
lidad, en  tal  imposición  onerosa  y  opresiva  de  la  mayor 
parte  del  pueblo.  Pueden  resultar  conmociones  y  revueltas, 
quizá  una  resistencia  y  un  estado  crónico  de  anarquía  y 
de  guerra  civil,  como  en  Méjico  y  Haití>.  (1) 

XVII 

Y  esto  sucederá  con  tanta  más  razón  cuando  se  trate 
de  medidas  que  tengan  atingencias  ó  hieran  directamente 
y  de  un  modo  general  las  garantías  constitucionales  en  el 
orden  político,  tanto  como  en  el  individual.  La  ley  mar- 
cial, el  estado  de  sitio,  estai'án  dentro  de  la  Constitución,  si 
con  una  ú  otra  se  va  á  favorecer  ó  no  el  interés  del  partido; 
y  su  interpretación  tendrá  más  ó  menos  extensión  si  se  trata 
de  sostenerse  con  ellos  en  el  poder  ó  si  se  lucha  por  con- 
seguirlo. De  aquí  la  tendencia  natural  á  combatir  tales 
limitaciones.  De  aquí  la  confusión  en  sus  principios  y  los 
errores  que  les  acompañan  con  perjuicio  de  los  mismos 
partidos  que  han  querido   defenderse. 

La  aspiración  á  la  libertad  es  natural  en  todos  los  seres; 
y  la  explotación  de  esa  aspiración  generosa,  es  la  fuente 
de  grandes  desaciertos,  de  las  conmociones  políticas  que 
arrastran  los  pueblos  ala  desesperación  yá  la  ruina  (2). 

(1)  Le  stjstéme  da  goucernement  américain,  pág.  40. 

(2)  Todos  los  partidos  han  pretendido  reciprocamente  defender  la 
libertad,  decía  Echevarría  en  1846,  y  ó  nombre  Je  ella  se  ha  tiranizado 
el  país,  y  se  han  cometido  atentados  de  lodo  género.  «El  patriotismo 
ha  desarrollado  el  germen  de  las  virtudes  cívicas,  decía  Monteagudo 
en  el  Censor  de  la  Recoíución,  pero  al  mismo  tiempo  ha  creado  el 
espíritu  de  partido,  origen  de  crímenes  osados  y  de  antipatías  funestas». 
Monteagudo^  su  oída  y  sus  escritos^  por  Mariano  A.  Pelliza,  t.  11, 
página  185. 


292  LAS   GARANTÍAS   CONSTITUCIONALES 

Conocer  el  límite  de  un  derecho,  es  conocer  la  esfera  de 
acción  en  la  vida  social;  saber  defender  ese  límite  con  el  de- 
recho mismo,  es  él  desiderátum  de  toda  sociedad  bien  orga- 
nizada. 

XVIII 

Los  partidos  en  la  República  Argentina  han  seguido 
todos  los  movimientos  de  la  vida  política;  y  desde  el  patriota 
y  el  español,  el  conservador  y  el  demócrata,  el  unitario  y  el 
federal,  hasta  el  nacionalista  y  el  autonomista,  han  importado 
luchas  ó  resistencias  para  llegar  á  la  consolidación  de  la  for- 
ma de  gobierno.  En  este  punto  el  mal  de  todos  los  partidos 
con  pretensiones  permanentes  y  sin  principios  á  realizar, 
cunde  y  se  manifiesta  con  caracteres  alarmantes.  Luchan 
las  personas  y  no  los  principios;  y  tras  los  nombres  que 
deslumhran  se  encuentra  la  figura  descarnada  de  una  ambi- 
ción ya  realizada  ó  de  una  ambición  á  realizar.  ¿Cómo 
someter  la  Constitución  al  escalpelo  de  su  crítica  sin  pru- 
dentes reservas?  ¿Quién  será  el  juez  de  las  violaciones  que 
ha  cometido  ó  es  capaz  de  cometer? 

Si  las  administraciones  en  lugar  de  tener,  como  oposición, 
un  partido  personal,  tuvieran  la  censura  de  los  hombres 
independientes  que  siguen  su  marcha  fuera  del  interés  de  un 
partido;  si  los  partidos  se  formaran  ó  disolvieran  según  las 
necesidades  á  que  responden,  de  modo  á  quitar  á  esos  parti- 
dos los  graves  males  que  entraña  su  permanencia,  entonces, 
la  opinión  pública  tomaría  el  rol  decisivo  que  le  corres- 
ponde, porque  los  gobiernos  no  verían  tras  ella  una  ambición 
vulgar;  y  cada  uno  defendería  su  derecho  y  encontraría  en 
los  demás  un  apoyo  sincero  en  bien  propio  y  ajeno. 

Si  existe  algún  pueblo  en  que  el  carácter  permanente  de 
los   partidos,   no  presente    sino    enojosos    resultados,   es 


LOS    PARTIDOS  293 

la  República  Argentina.  Con  una  organización  política 
claramente  definida,  sin  un  sistema  parlamentario,  en  la  for- 
ma presidencial  pui*a,  sin  bandera  de  principios  verdadera- 
mente radical,  las  agrupaciones  políticas  ó  desaparecen  en 
la  inacción,  ó  se  convierten  en  reuniones  de  aspirantes 
al  poder  por  el  poder  mismo. 

Deshechas  las  viejas  banderas  por  la  realización  de  sus 
propósitos,  han  quedado  desorientados  sus  sostenedores  y 
conducidos  en  las  nuevas  corrientes  que  el  progreso  im- 
pele, y  que  en  balde  se  quisiera  detener.  El  triunfo  contra 
el  caudillaje  y  el  despotismo  fué  definitivo.  El  país  marcha 
á  pesar  de  nuestros  errores,  y  no  hay  ni  liberales  ni 
conservadores,  porque  el  esfuerzo  potente  de  su  movimiento 
no  da  cabida  á  semejante  división. 

Los  partidos  permanentes  serán  siempre  y  mientras  se 
mantenga  el  organismo  constitucional  de  la  República,  un 
presagio  funesto  para  el  futuro.  Sin  principios  radicales 
que  defender,  sólo  aparecerán  las  personas  en  asechanza  per- 
petua al  poder,  y  felices  todavía  si  la  ambición  se  reduce  á 
la  ambición  del  mando  simplemente  y  no  á  la  realización  de 
otros  propósitos. 

La  República  puede  necesitar  realizar  un  progreso  en  un 
sentido  dado,  alcanzar  en  su  organismo  una  mejora  con- 
quistada en  las  evoluciones  que  otros  pueblos  han  sufrido. 
La  agrupación  puede  formarse  y  buscar  su  ejecución:  esa 
será  la  bandera  sostenida  por  todos  los  que  la  acepten, 
cualquiera  que  haya  sido  la  s'íparación  anterior.  Pero 
nada  más.  La  administración  seguirá  su  marcha,  y  serán 
sus  directores  los  que  lo  merezcan  por  su  inteligencia,  su 
honradez,  y  la  confianza  que  inspiren. 

Cuando  el  puesto  público  deja  de  aceptarse  como  un  sacri- 
ficio, y  se  trata  de  conseguirlo  con  proptisitos  livianos  y 
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aceptando  compromisos  vergonzosos,  en  balde  se  buscará  el 
administrador  recto  y  justiciero.  Y  entonces  no  es  con  una 
oposición  sistemada,  con  una  organización  de  paitidos 
permanentes  y  sin  principios,  que  se  pondrá  un  freno  á 
un  gobierno  formado  asi,  una  vez  que  en  ello  encontraría 
el  pretexto  para  mantener  la  situación  creada.  No  se  merece 
respeto,  cuando  la  acción  no  corresponde  á  la  doctrina  soste- 
nida, y  cuando  tras  el  movimiento  de  una  opinión  compacta, 
sólo  se  encuentra  una  solución  igual  á  aquella  que  se 
quiere  suplantar. 

La  humanidad  marcha  cargada  con  la  experiencia  de  los 
siglos,  ha  dicho  un  notable  jurisconsulto  (1);  y  á  la  verdad 
que  nuestra  propia  experiencia  ha  podido  decirnos  bastante. 
Después  de  Caseros  y  fuera  de  la  época  de  reconstrucción 
de  la  nacionalidad  argentina  que  terminó  con  la  presi- 
dencia del  general  Mitre  (2),  los  partidos  no  han  tenido 
sino  una  bandera  aparente,  y  limitados  á  agrupaciones 
con  objetivos  puramente  personales,  nos  han  dado  tristes 
ejemplos  de  las  aberraciones  á  que  conduce  la  falta  de  un 
objetivo  más  elevado,  y  sin  poder  para  contener  los  errores, 
y  quizá  algunas  veces  los  delitos  de  las  autoridades,  han 
sido  envueltos  en  la  vorágine  de  los  sucesos,  perdiendo 
fuerzas  superiores  que  pudieron  ser  empleadas  con  mejores 
resultados. 

(1)  Faüstin  Hélie,  Instruction  criminelle,  t.  I,  póg.  12. 

(2)  La  preáidencia  del  general  Mitre  dio  definitivamente  establecida 
la  nacionalidad  argentina  en  medio  de  guerras  interiores  y  exteriores, 
y  ese  es  su  principal  timbre  de  honor.  Las  grandes  resistencias  que 
levantó  tienen  su  explicación  en  la  mala  voluntad  que  tuvo  que 
vencer  en  caudillos  acostumbrados  á  decirse  soberanos,  y  en  partidos 
que  dejaban  el  poder  que  por  tanto  tiempo  habían  disfrutado.  Sus 
errores,  si  los  hubo,  fueron  errores  de  la  época,  y  con  ellos  hemos  lle- 
gado á  la  cima,— aceptando  su  responsabilidad,  desde  Buenos  Aires 
hasta  Jujuy. 
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Hemos  ensayado  todo:  la  lucha  en  los  comicios,  las  in- 
fluencias directas  de  las  autoridades,  la  lucha  armada  con 
todas  sus  funestas  consecuencias,  y  estamos  en  el  mismo 
punto  de  partida,  y  amenazados  de  algo  peor,  de  una  des- 
moralización política  y  social,  cuyos  progresos  corresponde 
impedir  al  patriotismo  común.  ¿No  nos  asustamos  de  nues- 
tra propia  obra?  ¿No  tenemos  tiempo  todavía  de  reac- 
cionar? 

Con  partidos  permanentes  y  de  objetivos  personales,  no 
es  posible  encan-ilar  la  opinión  del  país  en  la  verdadera  so- 
lución de  las  medidas  que  afectan  el  organismo  político,  y 
mucho  menos  en  las  que,  como  las  graades  limitaciones 
constitucionales  que  hemos  estudiado,  son  un  elemento  de 
gobierno  para  contener  los  desmanes  de  los  mismos  parti- 
dos. En  el  poder  ó  fuera  del  poder  todo  ha  variado;  y  el 
estado  de  sitio  que  era  insoportable  fuera  del  poder,  que  era 
una  bandera  de  combate,  que  era  una  causa  de  oposición, 
fué  una  medida  de  gobierno  en  el  poder  y  con  caracteres 
más  alarmantes.  ¿Qué  consecuencias  sacar  de  esto?  ¿Cómo 
tener  fe  en  partidos,  que  proceden  con  tal  inconsecuencia? 

Nó:  en  este  camino  no  hemos  de  encontrar  el  desiderátum 
de  los  hombres  honrados.  Dividir  los  hombres  so  pretexto 
de  sostener  un  partido,  con  principios  dados,  es  hacer  un 
doble  mal:  se  mantiene  la  división  en  los  partidarios  sinceros 
como  un  punto  de  honor,  y  al  primer  desengaño  se  les 
inutiliza  por  la  abstención,  y  se  deja  la  dirección  á  los  que 
buscan  el  poder  por  el  poder,  sostenidos  por  los  que  están 
acostumbrados  á  vivir  de  la  cosa  pública.  (1) 

(1)  Tales  como  están  constituidos,  dice  Naville,  refiriéndose  á  Suiza, 
nuestros  partidos  políticos  no  son  verdaderos  partidos.  Nuestras  divi- 
siones son  falsas.  Hay  hombres  que  se  en?uentran  en  campos  opues- 
tos, y  que  comprenden  que  en  el  fondo  piensan  del  mismo  modo  sobro 
los  nejiocios  del  pais.  les  seria  difícil  decir  cuales  son  las  ideas   que 


29í)  LAS   GARANTÍAS    CONSTITUCIONALES 


XIX 

Kesumiendo  podemos  decir: 

P  Que  los  partidos  en  los  pueblos  con  instituciones  li- 
bres, son  creación  de  la  misma  libertad  deque  gozan,  y 
que  decir  que  su  existencia  es  necesaria,  es  lo  mismo  que 
afirmar  que  la  libertad  lo  es; 

2°  Que  los  partidos  con  carácter  permanente,  sin  prin- 
cipios igualmente  permanentes  que  defender,  se  convierten 
en  facciones,  y  son  funestos  para  todo  gobierno  regular; 

3*^  Que  los  partidos  influyen  directamente,  en  la  inter- 
pretación de  la  constitución,  y  que  generalmente  no  son 
fuente  segura  para  adoptar  cualquiera  de  sus  decisiones, 
en  tanto  procuran  salir  de  la  dificultad  teniendo  en  vista 
sus  intereses. 

los  separan.  Nuestras  agrupaciones  son  forzadas:  los  partidos  no  están 
formados  con  principios  opuestos.  Tienen  en  el  fondo  programas  va- 
cíos, lo  comprejiden,  y  no  podrían  proclamar  pensamientos  políticos 
claros,  serios,  fecundos,  sin  encontrarse  desorganizados  porque  se  for- 
man de  elementos  heterogr^neos.  Se  combate  en  las  tinieblas.  La  luz 
de  la  verdad  brilla,  se  dice,  del  choque  de  opiniones  contrarias.  En- 
tre nosotros,  en  la  ausencia  de  ideas,  el  choque  de  sentimientos,  inte- 
reses y  pasiones  produce  una  llama  oscura  que  devora  la  República. 
La  patrie  el  les  partís,  discours  sur  la  réjorme  électorale. 


CAPÍTULO  VII 


EL    DERECHO    DE    RESISTENCIA 


El  combate  por  el  derecho  es  la  lucha  por  la  existencia, 
porque  es  condición  de  esta  existencia  el  reinado  del  de- 
recho. Si  el  hombre  no  se  concibe  solo  en  el  mundo,  co- 
mo un  hecho  natural,  el  derecho  nace  con  la  relación, 
y  para  mantenerlo,  es  necesario  combatir.  El  derecho 
que  no  se  adquiere,  ó  cuyo  predominio  no  se  sostiene  por 
la  lucha,  no  forma  en  el  individuo,  ni  en  la  sociedad,  la 
conciencia  de  su  verdad,  que  es  lo  que  confirma  su  impe- 
rio y  lo  que  levanta  el  nivel  moral  á  la  altura  indispen- 
sable para  resistir  las  influencias  corruptoras  en  las  horas 
de  tribulación. 

Las  grandes  manifestaciones  del  derecho  privado  se 
han  adquirido  y  se  mantienen  por  la  lucha,  en  tanto  esta 
importa  el  esfuerzo  para  sostener  el  equilibrio  de  las  rela- 
ciones fuera  del  interés  egoísta  ó  de  la  injusticia  desmora- 
lizadora. Cuando  en  presencia  de  un  derecho  herido,  se 
somete  al  cálculo  la  acción  que  debe  seguirle,  la  concien- 
cia de  ese  derecho  no  existe;  y  ante  la  herida  impune, 
ante  la  inacción  del  individuo  que  el  interés  avasalla,  una 
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ancha  puerta  queda  abierta  por  donde  la  injusticia  entra- 
rá á  ahogar  el  derecho. 

El  derecho  es  la  persona  misma,  porque  es  su  condición 
de  existencia  para  los  fines  que  tiene  señalados  en  esta 
existencia;  y  su  defensa  es  un  acto  de  conservación  per- 
sonal que  se  debe  no  sólo  á  sí  mismo,  sino  á  la  agrupa- 
ción social  que  concurre  á  formar.  De  carácter  indivi- 
dual al  principio,  toma  la  defensa  y  la  lucha  un  interés 
general,  porque  el  derecho  que  se  defiende  en  la  persona, 
es  el  derecho  de  todos  en  la  comunidad:  desconocerlo,  ó 
más  bien,  ser  indiferente  ante  el  espectáculo  que  se  pre- 
senta, es  olvidar  lo  propio  y  comprometer  al  mismo  tiem- 
po lo  ajeno. 

Cuando  la  conciencia  del  derecho  propio  se  forma  por 
el  sentimiento  de  la  lucha,  y  cada  uno  al  defender  su  de- 
recho cree  defender  el  de  todos  por  la  solidaridad  que  la 
naturaleza  y  el  destino  común  imponen,  entonces  se  expli- 
can fácilmente  ciertos  fenómenos  sociales  cuya  causa  no 
se  descubre,  ó  no  se  comprende  á  primera  vista.  ¿Por 
qué  la  Inglaterra  nos  presenta  un  pueblo  libre  y  con  la 
conciencia  plena  de  su  personalidad  y  de  su  valer?  ¿Por 
qué  los  Estados  Unidos  adquieren  ese  desarrollo  sorpren- 
dente y  ese  exceso  de  vida  que  se  manifiesta  en  sus  insti- 
tuciones políticas  y  sociales? 

Estudiad  al  individuo  y  encontrareis  la  solución.  He- 
rido en  su  derecho  no  vé  sino  este  derecho  y  lucha  por  su 
defensa:  el  interés  que  afecte  puede  ser  de  importancia  ó 
no,  poco  importa;  es  el  derecho  el  herido  y  es  necesasio 
impedir  que  se  repita  el  acto  y  tome  proporciones  peligro- 
sas. Conocida  de  todos  es  esa  figura  del  viajero  inglés  que 
para  no  ser  víctima  de  la  rapiña  de  las  fondas  y  hoteles, 
cocheros,  etc.,  opone  una  resistencia  tal,  que  se  diría  que 
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allí  se  tratara  de  defender  el  derecho  de  la  vieja  Ingla- 
terra; detiénese  en  sus  viajes,  si  es  preciso,  y  llega  á  gas- 
tar diez  veces  más  del  valor  del  objeto,  antes  de  ceder, 
¿Es  acaso  por  un  mero  capricho,  poruña  rareza  de  ca- 
rácter que  tales  molestias  se  toman?  Defendiendo  su  de- 
recho, tratando  de  que  la  injusticia  sea  castigada,  tiene 
en  vista  el  derecho  de  todos,  el  honor  de  la  Inglaterra  mis- 
ma que  no  lo  permitirla.  Shylock,  el  mercader  de  Shakes- 
peare, reclamando  del  tribunal  el  cortar  su  libra  de  carne 
de  las  entrañas  de  Antonio,  creía  representar  la  ley  de 
Venecia  que  le  autorizaba  á  ello  y  bajo  cuyo  imperio  ha- 
bía contratado,  y  en  su  derecho  veía  comprometida  esta. 

¿Por  qué  la  autoridad  es  querida,  y  más  que  querida, 
respetada?  ¿Por  qué  el  ejercicio  de  sus  poderes  se  hace 
apenas  sentir  en  sus  manifestaciones  de  fuerza?  ¿Por  qué 
la  presencia  del  encargado  de  conservar  el  orden,  basta 
para  garantirlo,  aun  en  medio  de  los  mayores  tumultos? 

Cada  uno  ve  en  la  defensa  del  derecho  ajeno  la  de  su 
propio  derecho,  y  la  autoridad  representa  esa  defensa.  En- 
tre el  criminal  y  el  agente  de  la  autoridad,  su  brazo  presta 
apoyo  á  este;  es  su  derecho  que  defiende.  El  posse  comita- 
tus  es  la  manifestación  mas  enérgica  del  apoyo  que  recibe 
el  que  representa  la  autoridad. 

Cuando  so  pretextos  humanitarios  se  manifiesta  com- 
pasión para  el  criminal,  y  no  se  presta  apoyo  al  agente 
público,  se  puede  afirmar  que  el  pueblo  en  que  tales  hechos 
se  producen,  carece  de  la  conciencia  del  derecho,  y  está 
preparado  para  sufrir  las  grandes  arbitrariedades  é  injus- 
ticias. Buscar  la  solución  en  la  ley  y  en  la  pena  que  ella 
prescribe,  es  un  error.  El  jwsse  comitatus  es  la  mani- 
festación expontánea  de  la  defensa  del  derecho,  porque  el 
movimiento  instintivo  del  brazo  que  se  pone  al  servicio 
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del  agente  público  obedece  á  una  conciencia  formada  fuera 
de  la  amenaza  del  castigo. 

Y  esta  es  la  situación  de  las  repúblicas  americanas  y 
de  algunos  Estados  de  la  Europa  que  presentan  un  aspecto 
diferente  á  la  Inglaterra  y  á  los  Estados  Unidos.  La 
conciencia  del  derecho  no  existe:  en  el  orden  privado  el 
interés  tiende  á  dominar  todas  las  relaciones;  y  en  el  or- 
den público  hay  compasión  para  el  criminal  y  el  agente 
carece  del  apoyo  que  necesita  para  hacerse  respetar,  no 
obstante  las  leyes  que,  como  letra  muerta,  están  escritas 
en  las  compilaciones  legislativas. 

Las  conmociones  políticas  no  han  respondido  siempre  á  las 
grandes  aspiraciones  del  derecho;  y  en  medio  de  los  caudillos 
bárbaros,  ó  aun  luchando  con  los  resabios  de  su  larga  domi- 
nación, el  ideal  parece  lejos  de  realizarse,  siquiera  en  el 
orden  puramente  privado.  De  aquí  las  grandes  debilidades 
que  en  el  orden  privado  se  manifiestan  en  los  hechos  im- 
punes, y  en  el  orden  político  en  la  usurpación  del  voto 
público  y  en  el  entronizamiento  de  la  arbitrariedad  en  el 
poder.  Falta  á  todos  y  á  cada  uno  el  carácter,  la  resolu- 
ción consciente  de  su  propio  valer  en  el  derecho;  y  las  am- 
biciones personales  sofocan,  y  los  partidos  contribuyen  á 
mantener  esa  atmósfera  corruptora  que  va  haciendo  mirar 
con  indiferencia  los  resortes  mas  delicados  de  las  institucio- 
nes libres. 

«El  buen  estado  y  la  energía  del  sentimiento  legal  del 
individuo,  ha  dicho  Jhering  (1),  constituyen  la  fuente 
más  fecunda  del  poder  y  la  garantía  más  segui-a  de  la  existen- 
cia de  un  país,  tanto  en  su  vida  exterior  como  en  la 
interior.     El  sentimiento  del  derecho   es  lo  que  la  raiz 

(1)  £"/  combate  por  el  derecho. 
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en  el  árbol;  si  la  raiz  se  daña,  si  se  alimenta  en  la  árida  arena 
6  se  extiende  por  entre  rocas,  el  árbol  será  raquítico,  sus  fru- 
tos ilusorios,  bastará  un  pequeño  huracán  para  hacerlo  rodar 
por  el  suelo;  más  lo  que  se  vé  es  la  copa  y  el  tronco, 
mientras  que  la  raíz  se  esconde  á  las  miradas  del  obser- 
vador frivolo  bajo  tierra;  y  ahí,  á  donde  muchos  políti- 
cos no  creen  digno  descender,  es  donde  obra  la  influencia 
destructora  de  leyes  viciadas  é  injustas  y  donde  las  malas 
añejas  instituciones  de  derecho,  ejercen  influencia  sobre  la 
fuerza  moral  del  pueblo.  Los  que  se  contentan  con  conside- 
rar las  cosas  superficialmente  y  no  quieren  ver  más  que  la 
belleza  de  la  cima,  no  pueden  tener  la  menor  idea  del  veneno 
que  desde  la  raíz  sube  á  la  copa.  Por  eso  el  despotismo  sabe 
bien  á  donde  ha  de  dirigir  su  mortífera  hacha  para  derribar 
el  árbol;  antes  de  cortar  la  copa  procura  destruir  la  raíz;  di- 
rigiendo asi  sus  certeros  tiros  contra  el  derecho  privado, 
desconociendo  y  atropellando  el  derecho  del  individuo, 
es  como  todo  despotismo  ha  comenzado,  y  cuando  se  ha 
dado  fin  á  esta  obra  el  árbol  cae  seco  y  sin  savia;  hé  ahí  por 
qué  debe  tratarse  siempre  en  esa  esfera  de  oponer  gran  resis- 
tencia á  la  injusticia;  los  romanos  obraban  sabiamente  cuan- 
do por  una  falta  contra  el  honor  6  el  pudor  de  una 
mujer  acababan  de  una  vez  con  la  monarquía  y  más 
tarde  con  el  decenvirato.  Destruir  en  el  campesino  la  liber- 
tad personal  acrecentando  sus  impuestos  y  gabelas,  colocar 
al  habitante  de  las  ciudades  bajo  la  tutela  de  la  policía, 
no  permitiéndole  hacer  un  viaje  sino  obligándole  á  pre- 
sentar á  cada  paso  su  pasaporte,  encadenar  el  pensa- 
miento del  escritor  por  medio  de  leyes  injustas,  repartir  los 
impuestos  según  capricho  y  obedeciendo  al  favoritismo  y  á 
la  influencia,  son  principios  tales,  que  un  Maquiavelo  no  po- 
dría inventarlos  mejores  para  matar  en  un  pueblo  todo  senti- 
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miento  viril,  toda  fuerza  y  asegurar  al  despotismo  una  tran- 
quila conquista.  Es  preciso  considerar  que  la  puerta  por 
donde  entran  el  despotismo  y  la  arbitrariedad,  sirve  también 
para  favorecer  las  irrupciones  del  enemigo  exterior;  por 
eso  en  último  extremo,  quizá  demasiado  tarde,  todos  los 
sabios  reconocen  que  el  medio  más  vigoroso  para  prote- 
ger á  la  nación  contra  una  invasión  extrangera,  es  la 
fuerza  moral  unida  al  sentimiento  del  derecho  despertado 

en  el  pueblo La  fuerza  de  un    pueblo  responde  á  la 

de  su  sentimiento  del  derecho;  es,  pues,  velar  por  la  seguri- 
dad y  la  fuerza  del  Estado  el  cultivar  el  sentimiento  legal  de 
la  nación,  y  no  sólo  en  lo  que  se  refiere  á  la  escuela  y  á  la  en- 
señanza, sino  también  en  lo  que  toca  á  la  aplicación  práctica 
de  la  justicia  en  todas  las  situaciones  y  momentos  de  la  vida. 
No  basta,  por  lo  tanto,  ocuparse  del  mecanismo  exterior  del 
derecho,  porque  puede  estar  de  tal  modo  organizado  y  dirigi- 
do que  reine  el  orden  más  perfecto,  y  que  el  principio  que 
nosotros  consideramos  como  el  más  elevado  deber,  sea  com- 
pletamente despreciado....  Toda  disposición  arbitraria  é  in- 
justa, emanada  del  poder  público,  es  un  atentado  contra  el 
sentimiento  legal  de  la  nación,  y  por  consecuencia  conti'a  su 
misma  fuerza.  Es  un  pecado  contra  la  idea  del  dere- 
cho que  recae  sobre  el  Estado,  el  cual  suele  pagarlo  con 
exceso,  con  usura,  y  hasta  puede  haber  tal  juego  de  cir- 
cunstancias que  llegue  á  costarle  la  pérdida  de  una  provincia; 
tanto  es  así,  que  debe  estar  obligado  el  Estado  á  no  colocarse, 
ni  por  razón  de  circunstancias,  al  abrigo  de  tales  errores, 
pues  nosotros  creemos,  por  el  contrario,  que  el  más  sa- 
grado deber  del  Estado  es  cuidar  y  trabajar  por  la  rea- 
lización de  esta  idea,  por  la  idea  misma...  No  hay  sentimiento 
legal,  por  firme  y  sano  que  sea,  que  pueda  resistir  la  prolon- 
gada influencia  de  un  derecho  malo,  porque  se  embota  y  de- 
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bilita  debido  á  que  la  esencia  del  derecho,  como  tantas 
veces  hemos  dicho,  consiste  en  la  acción.  La  libertad 
de  acción  es  para  el  sentimiento  legal  lo  que  el  aire  para  la 
llama;  si  la  amenguáis  ó  paralizáis,  concluiréis  con  tal  sen- 
timiento >. 

El  hombre,  pues,  necesita  luchar  4)ara  adquirir  el  de- 
recho, y  necesita  luchar  igualmente  para  sostenerlo.  Si 
en  la  sociedad  en  que  vive,  la  usurpación  se  produjo  con  su 
formación  misma,  lucha  para  adquirirlo.  Si  en  posesión  del 
derecho,  se  arranca  su  goce  por  ol  abuso  y  la  arbitrariedad, 
lucha  para  sostenerlo. 

Poco  importa  el  origen  del  ataque,  la  mayor  ó  menor 
importancia  que  él  tenga.  Individuo,  gobierno  propio,  ó  Es- 
tado extrangero,  es  lo  mismo,  porque  siempre  hay  un  derecho 
lesionado.  El  agresor  nada  influye,  cuando  se  trata  de  algo 
que  está  arriba  de  su  poder,  cualquiera  que  él  sea;  si 
el  individuo,  porque  se  trata  de  quien  tiene  iguales  derechos; 
si  el  gobierno  propio,  porque  comete  una  usurpación,  violando 
su  fin  esencial  en  el  mecanismo  social;  si  el  pueblo  extrangero, 
pM'que  es  un  tercero,  que  no  tiene  porque  inmiscuirse  en  el 
orden  gubernamental  de  otro  pueblo,  á  quien  no  está  ligado 
por  otro  vínculo  que  aquel  que  le  da  su  propia  independencia 
en  la  comunidad  internacional. 


II 


Pero  si  ésto  es  verdad;  si  es  la  energía  del  sentimiento  del 
derecho,  lo  que  salva  la  personalidad  del  individuo  y  la 
personalidad  del  Estado,  esa  lucha,  esa  resistencia  por  el  de- 
recho y  contra  la  arbitrariedad  y  la  injusticia,  debe  tener  su 
regla  de  dirección  y  un  límite  de  ejercicio  que  ponga  freno  á, 
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los  intereses  bastardos,  ó  á  las  pasiones  mal  dirigidas,  que 
pueden  conducir  á  consecuencias  fatales,  para  los  mismos 
fines  que  se  tienen  en  vista  al  autorizarla. 

¿Cuándo  ha  sido  ó  es  lesionado  el  derecho?  ¿Entre  las 
manifestaciones  del  derecho  en  general,  todas  deben  ser  obje- 
to de  una  lucha?  ¿Cómo  debe  ser  la  lucha  y  cuál  su  objetivo? 
¿Sucede  lo  mismo  en  el  orden  puramente  privado,  que 
cuando  se  trata  del  organismo  gubernamental?  ¿Cuáles  son 
los  medios  que  deben  emplearse  para  llegar  al  resultado  que 
se  desea  conseguii-? 

La  usurpación  ó  el  desconocimiento  del  derecho j)ueden 
tener  su  causa  en  el  individuo  ó  en  los  poderes  públi- 
cos: en  el  individuo,  cuando  poniendo  en  ejercicio  su  actividad, 
hiere  á  otro  individuo  y  se  apropia  su  derecho;  en  los  poderes 
públicos,  cuando  estos,  desconociendo  el  objeto  de  su  organi- 
zación, impiden,  interrumpen  ó  niegan  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos por  el  particular  que  está  sometido  á  su  dirección  en 
los  intereses  sociales. 

Y  en  esta  doble  manifestación,  la  resistencia  tiene  que 
segoii*  las  situaciones  que  ellas  crean.  La  resistencia  será 
individual  ó  colectiva,  según  sea  la  persona  que  hiera  el  de- 
recho y  según  sea  el  derecho  herido  individual  ó  colee- 
tivo,  ó  afecte  de  tal  manera  sin  este  carácter  especial 
en  cada  caso.  La  situación  que  se  crea  y  los  medios  por  los 
que  la  resistencia  se  opere  no  pueden  ser  los  mismos,  una 
vez  que  las  facilidades  de  obtenerlos  apropiados  varían 
casi  radicalmente. 

Cuando  el  derecho  de  un  individuo  es  desconocido  por 
otros  individuos,  la  defensa  de  ese  derecho,  la  resisten- 
cia á  la  injusticia,  tiene  su  juez  ñnal  en  el  poder  público  que 
la  organización  social  ha  creado  expresamente  al  efecto,  pues 
aún  en  el  caso  de  legítima  defensa  aquel  poder  es  el  que  deci- 
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de.  La  fuerza  y  el  acto  individual  que  la  pone  en  ejercicio, 
no  tienen  rol  alguno,  y  por  lo  tanto  la  resistencia  se  resuelve 
en  la  invocación  de  la  autoridad  que  se  ha  creado  de  común 
acuerdo  para  que  la  haga  efectiva.  (1) 

Cuando  el  derecho  es  desconocido  por  Iqs  poderes  públicos, 
ya  sea  afectando  un  individuo  aisladamente,  ó  una  colectivi- 
dad, entonces  nace  una  situación  que  tiene  ó  no  su  remedio 
en  el  mecanismo  gubernamental.  Si  lo  tiene,  á  él  es 
indispensable  recunír,  acatindo  sus  resultados,  sea  cuales 
fueren  sus  consecuencias  por  el  momento.  Si  no  lo  tie- 
ne, es  necesario  buscarlo  en  otra  forma,  porque  la  in- 
justicia no  puede  quedar  impune,  porque  el  derecho  tiene 
que  ser  salvado  precisamente.  ¿Cuál  será  la  forma  en  este 
último  caso?  ¿Por  qué  medios  se  luchará  por  el  derecho?  He 
ahí  la  dificultad. 

m 

Es  indispensable  resistir;  y  la  resistencia  en  todo  caso 
puede  ser  activa  ó  pasiva.  Es  activa  cuando  el  posee- 
dor, del  derecho  ejecuta  los  actos  en  sentido  opuesto  á 
los^  actos  del  que  ataca  ó  hiere  el  derecho,  á  fin  de  impedir 
su  ejecución;  es  pasiva  cuando  el  poseedor  del  derecho  deja 
obrar  al  agente  que  lo  hiere,  ó  no  ejecuta  las  acciones  manda- 
das y  que  ponen  en  peligro  ese  derecho. 

Pero  la  resistencia  activa  ó  pasiva  puede  tener  un  objetivo 

(1)  Sin  embargo,  el  Código  civil  en  el  articulo  2470  (Acciones  po- 
sesorias)^ se  pone  en  el  caso  de  que  el  particular  resista  la  acción, 
cuando  los  auxilios  de  la  justicia  podrían  llegar  demasiado  tarde:  «El 
hecho  de  la  posesión,  dice^  da  el  derecho  de  protegerse  en  la  posesión 
propia,  y  repulsar  la  fuerza  con  el  empleo  de  una  fuerza  suficiente,  en 
los  casos  en  que  los  auxilios  de  la  jusiicia  llegarían  demasiado  tarde; 
y  el  que  fuese  desposeído  podrá  recobrarla  de  propia  autoridad  sin  in- 
tervalo de  tiempo,  con  tal  que  no  exceda  los  límites  de  la  propia  de* 
fensa.» 

20 
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puramente  individual,  ó  un  objetivo  general  que  hiere 
las  autoridades  constituidas,  como  hicimos  notar  antes. 
¿Es  lícita  la  resistencia  individual?  ¿Puede  un  individuo  re- 
sistir activa  ó  pasivamente  el  mandato  de  una  autoridad?  Si 
la  afirmativa  ¿cuál  es  su  límite?  Si  la  negativa  ¿cuál  es  la 
situación  que  se  crea  y  cuáles  los  medios  para  darle  una  solu- 
ción eficaz,  y  que  satisfaga  todos  los  derechos  que  pueden 
ser  heridos? 

La  resistencia  en  la  forma  en  la  que  la  tomamos  en 
este  momento,  no  entra  precisamente  en  el  cuadro  que  nos 
habíamos  trazado,  en  cuanto  no  afecta  directamente  los  inte- 
reses generales,  ni  importa  tampoco  un  desconocimiento  de 
la  autoridad  misma,  ó  el  propósito  de  suplantarla;  pero  esta- 
bleceremos algunas  consideraciones. 

Si  el  individuo  puede  ó  no  resistir  los  mandatos  de  la  auto- 
ridad, es  un  punto  que  ha  dividido  y  divide  hoy  mismo  los 
escritores  y  publicistas,  ya  sea  considerando  la  resistencia 
como  un  acto  de  legítima  defensa,  ó  como  un  atentado 
contra  la  autoridad,  previsto  y  castigado  por  la  ley  pe- 
nal. La  división  ha  producido  tres  sistemas  diferentes: 

1  ,^  La  resistencia  á  la  ejecución  de  una  orden  de  la  auto- 
ridad pública,  por  ilegal  é  irregular  que  sea,  constituye  un 
atentado  ó  un  acto  de  rebelión. 

Este  sistema  se  funda: 

a)  En  que  constituida  la  autoridad  de  quien  dimana  la 
orden,  en  situación  superior  al  particular  y  con  el  objeto  de 
juzgar  sus  actos,  ejercitando  derechos  generales,  no  puede 
aceptar  en  este  su  desconocimiento,  sino  por  los  medios  que 
la  misma  ley  ha  establecido  al  respecto; 

b )  En  que  constituida  la  autoridad  para  tener  superiori- 
dad sobre  el  particular,  la  presunción  de  legalidad  está  á  su 
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favor,  mientras  que  por  los  recui'sos  legales  no  s^  haya  pro- 
bado lo  contrario; 

c)  En  que  siendo  el  funcionario  responsable  ante  la  ley 
penal  de  todo  abuso  del  poder  que  se  le  confía,  es  en  esa  res- 
ponsabilidad que  debe  buscarse  el  resarcimiento  de  los  daños 
sufridos  por  el  cumplimiento  de  la  orden; 

d)  En  que  autorizar  á  cada  particular  á  constituirse  en 
juez  de  los  actos  emanados  de  la  autoridad,  serla  establecer 
un  sistema  subversivo  de  todo  orden  público.  (1) 

2.^  La  resistencia  á  las  órdenes  de  la  autoridad,  cuando 
son  consideradas  éstas  ilegales  ó  arbitrarias,  es  un  acto  de 
legítima  defensa,  de  la  cual  es  juez  único  el  particular 
herido. 

Se  funda  este  sistema  en  las  siguientes  consideraciones: 

a )  En  que  la  autoridad  es  tal  autoridad,  mientras  ejercita 
sus  facultades  en  los  límites  señalados  por  la  misma  ley  que 
le  fija  sus  atribuciones,  y  que  fuera  de  su  límite  se  en- 
cuentra en  el  caso  de  cualquier  particular; 

b )  En  que,  colocado  el  particular  en  el  caso  de  legítima 
defensa,  sus  actos  de  resistencia  son  legítimos,  y  quedan  fue- 
ra de  las  prescripciones  de  la  íey  penal,  siendo  él  el  único  á 
quien  corresponde  apreciar  la  situación  que  la  ejecución 
de  la  orden  ilegal  le  crea  frente  á  la  autoridad; 

c)  En  que  la  existencia  de  la  autoridad  con  las  atribucio- 
nes inherentes  á  sus  funciones,  no  impoita  un  desprendi- 
miento completo  de  los  derechos  que  el  individuo  tiene  como 
persona,  y  que  garanten  su  existencia  como  tal; 

(1)  Favard  de  Langlade,  Répertoire,  verb.  Rebellión,  N»  6*^— Serri- 
GNY,  Droit  public,  t.  1,  póg.  406.  Decisiones  de  las  Cortes  francesas— 
BouRGUiGNON,  Jurisprudcnce  des  codes  criminelSy  art.  209,  N«  4 — Haus, 
toir.o  I,  pág.  i83— NipPELS.  t.  11,  pág.  524— Thonissen,  La  Co/isítía¿io/i 
bclgc^  pág.  31— riNHEiRO  Ferreira,  Nota  al  A"'  54  de  Fa¿íe¿— Whar- 
TON,  Criminal  lates,  t.  II,  pég.  233 
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d)  En  que  admitir  la  obediencia  pasiva  importaría  admi- 
tir la  existencia  de  un  poder  sin  límites,  y  la  absorción  com- 
pleta de  facultades  inalienables,  creando  así  un  verdadero 
peligro  para  la  sociedad  y  las  instituciones,  cualquiera  que 
fuera  su  forma; 

e)  En  que  la  ejecución  de  las  órdenes,  sea  cual  fuere 
su  alcance  y  sus  resultados,  podría  darlugar  á  actos  im- 
posibles de  reponer  ni  indemnizar,  ya  sea  por  su  natui-a- 
leza  misma,  ya  por  la  falta  de  responsabilidad  en  el  que 
manda  ó  ejecuta,  ya  en  todo  caso  por  las  trabas  que  se 
podrían  poner  para  conseguir  por  los  resortes  legales  la 
reposición  ó  la  indemnización.  (1) 

3°  El  derecho  de  resisteni^ia  no  existe,  sino  contra  las 
injusticias  manifiestas  é  insoportables,  pero  no  contra  las 
dudosas  ó  soportables,  y  por  lo  tanto  se  debe  obedecer 
cuando  hubiere:  1°  presencia  de  un  oficial  público  obrando 
en  ejercicio  de  sus  funciones;  2°  existencia  y  justificación  á 
la  persona  interesada  de  una  orden  emanada  de  la  autori- 
dad pública  competente;  3^  ausencia  de  un  texto  preciso 
de  ley,  prohibieodo  el  acto  ordenado   por   la  autoridad. 

Se  funda  este  sistema: 

á)  En  que  siendo  igualmente  inadmisibles  los  dos  siste- 
mas extremos,  es  necesario  tomar  un  término  medio  que  dé 
garantías  al  particular,  y  no  traiga  el  descrédito  de  la 
autoridad; 

b)  En  que  siendo  necesario  para  la  estabilidad  del  or- 
den social  se  cumplan  los  mandatos  de  la  autoridad  y  se 

(1)  Odilon  Barrot  y  Armand  Carrel  (SiREY,  1832,  II,  178).— Le 
Sellyer,  Traite  de  la  criminante^  i.  I,  pt\g.  294,  N°  187  y  siguientes. 
— Balmes,  El  protestantismo  comparado  con  el  catolicismo^  t.  íl, 
páí?.  222,  Cap.  LIV.— Joussb,  TraUé  de  la  Justicc  crinunclle,  t.  IV, 
port.  4,  tit.  45.  art.  i  I,  de  la  declaración  de  derechos  del  hombre.— 
TissoT,  Derecho pcnal^  \A\,  pág.  196,  trad.  de  Ortega  y  García  y  anot. 
por  García  Moreno. 
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rodee  á  ésta  de  todo  el  respeto  indispensable  para  el  de- 
sempeño de  sus  funciones,  es  necesario  también  que  se  den 
garantías  al  particular,  así  como  los  medios  para  conocer 
cuando  se  ejercen  ó  no  funciones  legales;  y  este  sistema 
viene  á  facilitar  tal  investigación  dando  un  criterio  exacto 
para  proceder; 

c)  En  que  las  condiciones  que  impone  son  bastantes 
para  garantir  todo  derecho  y  autorizar  la  resistencia.  La 
primera  porque  á  los  particulares  no  corresponde  la  eje- 
cución de  las  leyes,  como  no  corresponde  al  oficial  público 
incompetente  por  razón  de  sus  funciones.  La  segunda, 
porque  el  poder  del  agente  dimana  de  la  autorización  re- 
cibida, y  para  acreditarlo  y  darle  tales  funciones,  es  nece- 
sario que  se  justifique  aquella,  á  fin  de  poder  ser  consi- 
derado como  parte.  La  tercera,  porque  la  obediencia  al 
agente  es  como  agente  de  la  ley  y  si  ella  está  en  contra  del 
acto  que  se  quiere  ejecutar,  desaparece  el  carácter  de  aquel, 
para  tomar  su  imperio  la  ley.  (1) 

Ahora  bien:  entre  todos  estos  sistemas  ¿cuál  es  el  que 
ofrece  más  garantías?  ¿Cuál  es  el  que  consulta,  tanto  el 
interés  particular  como  el  interés  social?  ¿Es  conveniente 
que  la  ley  establezca  entre  sus  disposiciones  la  facultad 
de  resistir  y  las  condiciones  á  que  se  debe  sujetar? 

Entre  las  teorías  extremas  no  diríamos  con  Trebutien 
(2)  que  tendríamos  nuestra  preferencia  por  el  sistema  de 

(1)  Barbeyrac,  Notas  á  Grocio,  t.  I,  púg.  171.— Trkbütibn,  Cours 
de  droit  criminel.i.  I,  pág.  U5. 

Este  sistema  eclóctico,  con  más  ó  menos  variación,  es  seguido  por  la 
mayoría  de  los  escritores.  Morin.  Reperloire  verb.  RebcUion,  n^  8.— 
Dalloz,  Répertoirc  verb.  RcbelUon,  n^  41.  Chaveau  y  Helie,  t.  III, 
pógs,  98  y  siguientes.— FoüCART,  Droit  administratif,  t.  I,  pág.  252  n® 
249.— Pradier  Foderé,  Notas  á  Vaíícl,  t.  I,  pág.  202,  en  que  establece 
el  punto  en  una  erudita  nota. 

(2)  Droit  crimincl,  t.  1,  pág.  145. 
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la  negativa  á  toda  resistencia,  sino  por  el  que  la  autoriza, 
siempre  á  las  resultas  de  un  juicio  posterior,  tanto  más 
cuanto  que  la  resistencia  individual  que  no  llega  á  ser 
una  rebelión,  no  puede  producir  los  funestos  resultados 
que  se  temen. 

Tratándose  de  un  acto  ilegal,  de  un  abuso  de  facul- 
tades, de  un  acto  que  con  todas  las  apariencias  de  la 
justicia,  entraña  una  gran  injusticia,  una  gran  iniquidad, 
el  individuo  que  es  la  víctima  elegida,  no  puede  estar  pri- 
vado del  derecho  de  resistir,  tanto  más  cuanto  que  la 
ejecución  del  acto  puede  ser  de  consecuencias  irreparables. 
La  condición  de  la  obediencia  á  la  autoridad,  es  la  sujeción 
de  esta  autoridad  á  la  ley.  Cuando  e!  agente  que  obra 
en  nombre  de  la  ley,  se  encuentra  fuera  de  ella  es  un 
particular,  y  como  iáXvimvirepeJlei'elicet.  (1) 

Pero  este  principio  general  de  resistencia  no  puede  ser 
tan  amplio  y  sin  limitaciones,  como  para  evitar  los  males 
que  podría  producir  en  medio  de  la  excitación  de  las  pasiones. 
El  que  debe  sufrir  ó  cumplir  la  orden  es  el  juez  déla 
situación  que  se  le  crea  con  ella;  y  tiene  que  pesar  con 
tranquilidad  cuál  será  el  mal  mayor,  el  que  produzca  la 
resistencia  ó  el  que  produzca  el  cumplimiento  del  mandato 
superior.  En  esta  elección,  su  responsabilidad  es  evi- 
dente. 

A  nuestro  juicio,  el  derecho  de  resistencia  individual 
no  puede  desconocerse,  cuando  se  trata  de  abusos  ó  actos 
ilegales,  juzgados  en  su  forma  y  en  su  fondo.  Pero  las  ins- 
tituciones, los  poderes  constituidos  pueden  ó  no  satisfacer 
los  daños  causados;  y  entonces  es  necesario  estudiar  la  so- 
lución bajo  sus  diferentes  faces. 

(1)  Siexcesserit  (procinciam),  p  rica  tus  esí,  decio  Paulo,  Ley  3  Dig. 
De  o/íic,  prcvsidis. 
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Si  la  orden  es  ilegal  ó  hay  abuso  en  ella  y  su  cumpli- 
miento cansa  un  gravamen  iiTeparable,  se  crea  una  situación 
mposible  de  salvar;  la  resistencia  es  el  único  camino  que 
queda  para  sostener  el  derecho.  Si  por  el  contrario,  el  mal 
que  se  produzca  se  podría  reponer,  bastará  una  protesta 
que  conserve  el  derecho,  y  se  deberá  esperar  de  la  acción 
de  la  misma  autoridad  que  debe  juzgar  el  acto,  la  repa- 
ración con  las  indemnizaciones  correspondientes. 

En  esta  forma  hay  una  solución  que  tiene  un  funda- 
mento claro  y  de  fácil  comprensión.  La  resistencia  es  un 
derecho  del  particular  que  se  encuentra  sobre  la  gerarquía 
del  funcionario  que  representa  la  autoridad;  y  es  al  mismo 
particular  á  quien  coiTesponde  estimar  la  situación  pro- 
ducida y  la  que  sus  actos  pueden  hacer  producir.  El  mal 
que  resultará  del  cumplimiento  del  mandato  que  juzga 
ilegal  es  irreparable;  resiste  porque  en  la  resistencia  está 
la  salvación  de  su  derecho.  Es  reparable  aún  con  la  incer- 
tidumbre  del  abuso  ó  de  la  ilegalidad,  acata  la  orden,  y 
deduce  sus  acciones  en  tiempo  oportuno,  previniéndolas 
con  una  protesta  ó  cualquier  acto  conservatorio  de  esta 
naturaleza.  Pero  en  todo  caso  la  apreciación  del  abuso  ó 
de  la  ilegalidad  le  pertenece,  como  le  pertenecen  las  res- 
ptmsabilidades  en  que  incurre. 

Esta  solución  es  á  la  que  arriban  Pinheiro  Ferreyra  y 
Sellyer,  y  es  la  que,  á  nuestro  juicio,  consulta  todos  los 
derechos  y  todas  las  garantías  (1).  Se  respetan  hasta  los 
mandatos  abusivos  cuando  los  resultados  son  reparables, 
y  entonces  queda  salvado  el  acatamiento  que  se  debe  á  la 
autoridad  en  tanto  está  en  su  mano  dar  la  satisfacción. 
No  se  respetan,  en  caso  contrario,  y  entonces  el  derecho 

(I)  Véase  el  art.    2470  del  Código  Civil,  antes  citado. 
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del  particular  se  pone  á  cubierto  de  todo  daño  irrepa- 
rable. 

«  El  ciudadano,  antes  de  obedecer  á  una  orden  in- 
justa, dice  Pinheiro  Ferreyra,  debe  examinar  si  la  respon- 
sabilidad en  que  incurre  la  autoridad,  una  vez  que  haya 
sido  obedecida,  es  real  ó  es  ilusoria.  Si  el  mal  que  debe 
recibir  del  cumplimiento  á  la  orden  es  reparable,  por  aquel 
de  quien  ella  dimana,  no  hay  duda  de  que  debe  obedecer, 
siquiera  sea  porque,  cualquiera  que  sea  su  convicción,  pue- 
de equivocarse.  Pero  si  el  mal  que  se  debe  recibir  es  por 
su  naturaleza  irreparable,  ó  si,  por  la  prepotencia  de  la 
persona  de  quien  la  orden  emana,  el  ciudadano  tiene  la 
convicción  que  ese  mal,  desde  luego  giave,  no  será  re- 
parado, el  deber  le  manda  no  obedecer. 

«La  autoridad  emplea  en  este  caso  la  fuerza  para  obli** 
gar  al  ciudadano;  á  este  corresponde  pesar  los  males  que 
debe  temer  de  la  resistencia,  comparándolos  con  aquellos  que 
pueden  resultar  de  la  obediencia.  Si,  decidido  á  resistir, 
fuera  llamado  á  responder  de  las  consecuencias  de  su  re- 
sistencia, le  bastará  probar  que  los  males  á  recibir  de  la 
obediencia  serian  irreparables,  para  que  deba  ser  absuel- 
to.  Pero  si  no  lo  probase,  ó  si  está  convencido  de  ha- 
ber obrado  de  una  manera  inconsiderada,  no  hay  duda 
de  que  un  castigo  proporcionado  á  su  falta  deberá  serle 
impuesto. 

«Agregamos  que  el  ciudadano,  sea  que  obedezca  ó  no, 
deberá  dar  parte  á  la  autoridad  superior  á  aquella  de 
quien  la  orden  injusta  ha  emanado,  pues  su  silencio  po- 
dría tomarse  como  un  acto  de  complicidad.»  (1) 

«Según  los  principios  rigorosos  del  derecho,  es  permi- 
tido resistir  á  los  abusos  de  la  autoridad,  dice  Sellyer... 

(1)  Nota  al  §  54  de  Vattel,  pég.  61. 
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Si  el  perjuicio  que  debe  resultar  del  abuso  de  autoridad, 
es  por  su  naturaleza  reparable,  creemos  más  conveniente 
someterse  provisoriamente  protestando  contra  el  abuso,  y 
estableciendo  con  constancias  sus  protestas  y  sus  reser- 
vas para  reclamar  los  daños  y  perjuicios.  De  este  modo 
se  evitará  el  escándalo  y  el  peligro  de  una  lucha  contra 
el  poder,  al  mismo  tieempo  que  se  dará  el  tiempo  de 
reflexionar  sobre  el  partido  que  se  debe  tomar,  y  de  con- 
vencerse más  sobre  la  realidad  del  abuso.  Pero  si  el 
perjuicio  que  debe  resultar  del  abuso  de  autoridad  es  de 
imposible  reparación;  si  la  lucha  que  traerá  la  resisten- 
cia, no  será  más  perjudicial  que  la  sumisión;  si  por  otra 
parte,  el  error  del  poder  es  evidente,  nada  impedirá  que 
con  la  responsabilidad  propia  se  oponga  á  los  abusos  de  la 
autoridad,  una  resistencia  que  ella  misma  ha  provocado, 
y  que  se  ha  hecho  necesaria.»   (1) 

Si  este  derecho  de  resistencia  como  tal  derecho,  debe 
ó  no  estar  inscrito  en  la  ley,  aunque  pueda  ser  objeto  de 
discusión,  me  parece  evidente  la  negativa.  Para  la  afir- 
mativa sería  necesario  que  fuera  posible  establecer  cla- 
ramente los  límites  que  dependen  de  los  hechos  mismos; 
y  es  la  apreciación  de  los  tribunales  y  la  oposición  de 
la  doctrina,  las  únicas  que  pueden  dar  las  reglas  de 
solución. 

En  estas  materias  el  hecho  domina  casi  siempre  el  de- 
recho, porque  es  el  hecho  el  que  en  definitiva  le  da 
nacimiento,  una  vez  que  habrá  que  apreciar  si  la  resis- 
tencia ha  sido  proporcionada  al  ataque.  El  reconoci- 
miento aislado  del   derecho,   podría  dar  lugar  á    conse- 

(1)  Traííé  de  la  criminante,  t.  I,  pngs.  295  y  298.— Montesquieu,  ex- 
pone las  soluciones  diferentes  que  dan  las  formas  de  gobierno  en 
cuanto  á  obedecer  ó  no  los  mandatos  de  la  autoridad,  pero  no  presenta 
solución.    Espvit  des  loU,  libro  3%  capítulo  10. 
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cuencias  que  no  se  pueden  admitir,  tanto  más  cuanto 
que  en  la  generalidad  de  los  casos  la  obediencia  será  más 
prudente  que  la  resistencia;  y  entonces  es  necesario  que 
como  elemento  natural  entre  en  la  acción  exclusiva  del 
propietario  del  derecho,  siendo  juez  de  su  existencia  y 
de  su  alcance,  ya  como  consecuencia  ó  no  de  otras  pres- 
cripciones legales.    (1) 

Pero  si  la  resistencia  á  los  actos  ilegales  ó  abusivos 
de  la  autoridad,  es  ó  puede  ser  una  resistencia  legítima, 
¿podrá  decii'se  lo  mismo  de  la  resistencia  á  la  ley?  ¿Será 
lícito  al  particular  negarse  á  obedecer  una  ley  dictada  por 
los  poderes  competentes,  porque  según  su  apreciación  es 
injusta  ó  importa  un  atentado? 

Este  punto  quedará  implícitamente  resuelto,  en  las  so- 
luciones que  vamos  á  establecer  ocupándonos  de  la  resis- 
tencia colectiva,  ya  sea  esta  activa  ó  pasiva. 


IV 

La  resistencia  colectiva  y  que  tiene  por  objeto  cambiar 
los  poderes  públicos  ó  alterar  la  organización  del  gobier- 
no,  no  puede  ser  juzgada,  sin  duda,  con  el  mismo  crite- 
rio que  aquella  que  no  tiene  más  trascendencia  que  el 
acto  mismo  que  la  produce,  y  que  debe  someterse  al  fallo 
del  poder  aceptado  de  antemano  para  ello. 

El  particular  que  resiste,  cometa  ó  nó  un  a<5to  irre- 
gular, sólo  establece  relaciones  entre  su  persona  y  la  au- 
toridad en  cuanto  á  las  responsabilidades  respectivas. 
El  hecho  interesa  á  la  justicia  en  cuanto  es  la  llamada 
á  resolver  el  caso  en  definitiva;  é  interesa  al  poder  admi- 

(i)  A  estas  conclusiones  llegaron  los  le8Ís!a(lores  belgas.    Vóase  en 
NiPPELs,  t.  II,  págs.  540  y  706,  las  opiniones  de  Pirmez  y  de  d'Anethan. 
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nisti'ador,  en  cuanto  es  indispensable  que  la  disciplina 
de  los  agentes  se  mantenga,  y  en  cuanto  es  su  deber; 
conservar  el  vínculo  de  respeto  de  estos  y  aquellos 
que  están  sometidos  á  su  autoridad,  á  fin  de  hacer  po- 
sible la  marcha  regular  del  gobierno. 

Pero  cuando  la  resistencia  tiene  objetivos  más  exten- 
sos, cuando  se  desea  una  alteración  en  las  personas  y 
en  las  instituciones,  que  debe  conmover  la  sociedad,  y 
producir  por  las  violencias  que  es  indispensable  emplear, 
los  más  serios  trastornos,  entonces  es  preciso  buscar  un 
criterio  más  restringido,  un  criterio  que  se  coloque  en 
el  terreno  que  dando  satisfacción  al  interés  herido  bus- 
que el  alcanzarlo  por  otros  resortes  antes  que  por  la 
resistencia  violenta. 

La  resistencia  en  el  sentido  en  que  nos  ocupamos 
toma  diferentes  nombres  según  el  punto  de  vista  de  que 
se  le  mire.  La  autoridad  al  sostenerse  y  buscar  los 
medios  de  combatirla,  le  llama  rebelión,  sedición,  trai- 
ción. La  agrupación  que  resiste  y  que  sólo  tiene  un 
objetivo  político,  la  designa  bajo  el  nombre  de  revolu- 
ción. Para  la  una  es  un  delito  y  sólo  vé  delincuentes 
que  es  necesario  someter  á  la  justicia  y  aplicar  el  cas- 
tigo establecido  por  la  ley  penal.  Para  la  otra  es  el 
ejercicio  de  un  derecho,  á  fin  de  cambiar  la  forma  que 
da  lugar  á  la  opresión.  Y  esta  doble  faz  bajo  la  qne 
se  presenta,  pone  de  manifiesto  ese  fenómeno  que  ha  he- 
cho decir  á  Morin;  «La  insurrección  triunfante  se  legi- 
tima por  el  triunfo;  la  insurrección  vencida  es  y  será 
siempre  un  acto  criminal  r».  Es  la  consecuencia  de  la 
naturaleza,  del  acto,  que  destituido  de  una  perversidad 
propia,  da  lugar  á  la  especialísima  situación  que  aque- 
llas palabras  presentan. 
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¿Es  lícita  la  resistencia?  ¿Puede  resistirse  la  obser- 
vancia de  una  ley,  y  levantarse  en  armas  contra  los  que 
la  dictaron?  ¿La  revolución  es  un  derecho  del  pueblo  con- 
tra las  autoridades  constituidas?  ¿Están  autorizados  los 
poderes  que  gobiernan  el  Estado  para  castigar  los  actos 
que  conspiren  contra  su  existencia  ? 

La  lucha  es  tan  antigua  como  la  sociedad  misma.  Desde 
que  el  ejercicio  de  la  soberanía  se  produjo,  y  fué  nece- 
sario delegar  los  poderes,  la  controversia  existe  sin  duda, 
con  caracteres  más  ó  menos  pronunciados.  El  que  manda 
aplica  en  sus  actos  no  solamente  las  disposiciones  de  la 
ley,  sino  su  propia  voluntad  que  es  lo  arbitrario  y  que  pro- 
duce el  abuso,  hiriendo  desigualmente  los  derechos  á  aspi- 
raciones. El  que  obedece,  dispuesto  siempre  á  encontrar 
una  usurpación,  resiste  siempre  á  impulsos,  sea  de  una 
aspiración  noble  y  generosa,  sea  de  un  interés  egoísta  y 
mezquino  como  el  que  lo  provoca.  Ambos  están  en  corrien- 
tes contrarias,  y  que  se  chocan  con  la  mayor  facilidad. 
¿Dónde  está  la  verdad?  ¿Puede  producirse  la  opresión, 
y  negarse  la  resistencia  violenta? 

Como  en  los  casos  de  la  resistencia  individual  á  los  actos 
ilegales  de  la  autoridad,  los  publicistas  y  escritores  se  han 
dividido  en  las  soluciones  y  en  la  manera  de  apreciar  los 
hechos,  y  se  han  formado  diferentes  sistemas,  radicales 
los  unos,  eclécticos  los  otros. 

Los  pueblos  no  tienen  el  derecho  de  resistencia  en  la 
foima  revolucionaria  contra  las  autoridades  constituidas. 
Los  soberanos  ó  poderes  públicos  mandan,  y  los  ciudadanos 
ó  subditos  obedecen.  Todo  movimiento  para  alterar  ó  cam- 
biar violentamente  esta  forma  de  relaciones,  es  un  aten- 
tado que  debe  ser  severamente  castigado. 

Son  fundamentos  principales  de  este  sistema: 
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1®  Que  los  poderes  públicos  son  constituidos  para  domi- 
nar y  gobernar  á  los  que  se  han  considerado  incapaces 
de  gobernarse  directamente,  y  sólo  ellos  son  los  jueces  de 
la  extensión  que  dan  á  sus  atribuciones,  porque  sólo  ellos 
son  los  responsables  de  actos  ante  la  ley. 

2^  Que,  tratándose  de  un  monarca,  sus  actos  están  fuera 
del  juicio  de  los  gobernados,  que  no  pueden  deponerle  ni 
quitarle  sus  atribuciones  que  fueron,  ó  una  delegación  per- 
petua, ó  el  resultado  de  inspiración  ó  voluntad  más  altas 
que  las  que  pueden  pertenecerle. 

3^  Que  admitir  el  predominio  ó  el  juicio  de  los  gober- 
nantes sería: 

a)  Cambiar  ó  trastornar  el  organismo  social  cuya  marcha 
regular  tiene  precisamente  su  fundamento  en  el  manteni- 
miento de  la  gerarquía  de  mando  y  obediencia  entre  go- 
bernantes y  gobernados ; 

b)  Constituir  á  los  gobernados  jueces  de  lo  que  no  en- 
tienden, ni  son  capaces  de  entender,  una  vez  que  carecen 
de  los  elementos  que  han  servido  á  los  gobernantes  para 
establecer  sus  decisiones ; 

c)  Dar  lugar  á  que  los  malos  elementos  predominen  por 
los  golpes  de  audacia,  y  hacer  á  los  demás  instrumentos  de 
sus  odios  ó  de  sus  intereses  bastardos ; 

4^  Que  la  doctrina  que  proclama  la  resistencia  ha  sido 
horrorosamente  fecunda  para  la  infelicidad  del  género  hu- 
mano, siendo  inmensos  los  males  que  ha  producido  toda 
idea  de  revolución,  ora  victoriosa,  ora  vencida ;  y  que  es 
absolutamente  inútil,  pues  el  cambio  mas  grande,  cuya  rea- 
lización han  presenciado  los  siglos,  el  desarrollo  y  triunfo 
de  la  religión  cristiana,  se  verificó  sin  ningún  hecho  de 
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insurrección,  sin  ningún  hecho  de  fuerza,  por  el  solo  poder 
de  las  ideas  y  de  las  convicciones.  (1) 

2^  La  resistencia  es  un  legítimo  derecho  del  pueblo, 
cuyo  ejercicio  le  pertenece  exclusivamente;  y  cuando  el 
gobierno  viola  los  derechos  del  pueblo,  y  la  insurrección 
es  para  el  pueblo  y  para  cada  porción  de  él,  el  más  sagrado 
y  más  indispensable  de  los  deberes. 

Este  sistema  ó  teoría,  en  sentido  completamente  opuesto 
al  otro,  establece  sus  fundamentos : 

P  En  que  los  poderes  públicos  son  emanación  del  pue- 
blo, es  por  su  voluntad  que  ejercitan  las  facultades  dele- 
gadas ;  y  una  vez  que  conspiran  contra  esa  voluntad  ha- 
ciéndose instrumentos  de  opresión  con  la  fuerza  misma 
que  ha  puesto  para  defenderlo,  el  mandante  tiene  el  legítimo 
derecho  de  retirar  sus  autorizaciones  con  el  consentimiento, 
y  contra  el  consentimiento  del  mandatario  que  ha  faltado 
á  sus  deberes. 

2°  En  que  el  derecho  es  anterior  y  superior  á  la  ley; 
lo  justo  y  lo  injusto  existen  independientemente  de  las 
convenciones  humanas ;  y  la  iniquidad  es  siempre  la  iniqui- 
dad aunque  obtenga  el  asentimiento  de  todo  el  pueblo.  La 
conciencia  humana  no  pierde  jamás  sus  derechos.  Es  el 
eterno  honor  del  hombre,  tener  siempre  en  su  conciencia 
un  asilo  inviolable  en  el  que  la  fuerza  no  puede  penetrar  y 
en  que  todas  las  iniquidades  encuentran  su  juez,  tanto  la 
de  los  pueblos  como  las  de  los  reyes. 

S""  En  que  el  pueblo  oprimido  necesita  contener  la  opre- 

(1)  Barclay,  Contra  monarchom,  Lib.  IIT,  Cap.  8.~Filmer,  Obser- 
tations  conccrnnitig  the  orif/in  of  povemnicnt.—  Bossüet^  Adcertisie- 
mcnt  5  sur  les  letír-'S  de  Y  un  ph.—Hobbe^^  De  cí>í?.— De  Real,  Science 
du  goucernement,  t.  IV,  póg.  3ü5y  siguiente —Morin,  Bépertoire  xerb. 
insurrcction.— Pacheco,  Estudios  de  derecho  penal,  pág.  149.— RosminIi 
Serhati,  Opere,  t.  XX,  págs.  838  y  siguiente. 
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sión,  so  pena  de  contrariar  sus  mejores  destinos,  y  esto 
no  se  puede  conseguir  sino  oponiendo  la  fuerza  á  la  fuerza, 
la  resistencia  activa  ó  pasiva,  á  la  usurpación  violenta 
ó  sagaz.  La  autoridad  ha  dejado  de  ser  autoridad,  cuando 
se  ha  convertido  en  elemento  de  opresión,  por  una  usur- 
pación de  los  mismos  derechos  que  ha  debido  conservar, 
y  su  derrocamiento,  por  mas  doloroso  que  sea  en  sus  con- 
secuencias, es  el  camino  que  queda  expedito  para  la  re- 
paración. 

4°  En  que  si  bien  pueden  señalarse  medios  pacíficos 
para  conseguir  el  resultado  que  se  busca,  esos  medios  casi 
nunca  están  al  alcance  de  los  que  sufren  la  opresión, 
que  no  son  capaces  de  poner  en  movimiento  su  mecanismo, 
ó  se  han  rodeado  de  tales  dificultades  que  se  han  supri- 
mido en  el  hecho;  y  entonces,  ó  á  la  usurpación,  á  la 
opresión  se  agrega  la  burla  y  el  escai'nio,  ó  el  oprimido 
dá  en  tierra  con  el  mandatario  infiel.  (1) 

5^  La  resistencia  es  legítima,  como  lo  es  entre  los 
individuos,  cuando  se  trata  de  un  acto  extremo  de  de- 
fensa, pues  ambos  tienen  una  estricta  analogía.  En  los 
dos  casos  el  mal  debe  ser  grave,  y  todos  los  medios  re- 
gulares y  pacíficos  de  defensa  han  debido  ser  agotados 
antes  que  la  parte  herida  llegue  á  los  extremos;  en  los 
dos  casos  se  expone  á  una  terrible  responsabilidad;  en 
los  dos  también,  es  la  que  recurre  á  un  medio  desespe- 
rado á  quien  corresponde  probar  que  este  medio  era  ne- 


(l)  Declaration  des  Droits  de  1193,  artículo  33.  Bill  de  derechos  de 
Inglaterra.  Locke,  Traite  da  goucernement,  cap.  18,  §  210.  —  Grocio, 
t.  I,  pág.  325,  cap.  4,  traducción  de  Pradier.  Foderé.  Barbeyrac,  Notas 
á  Pt{ffendor/,  lib  Vil,  cap.  8*^,  §  6,  nota  t*.— Blackstone,  Com.,  lib.  I, 
cap  P.— AcoLLAs,  Science  politiquc,  póg.  33.— Pradier  Foderé,  Notas 
ú  Vattel,  t  I,  pAg.  202,  nota  !•  y  los  autores  que  cita.  — Tonissen^  La, 
Constituíion  bel  ge  annotée^  2*  edición,  púg.  31,  Uq  53. 
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cesario,  y  si  no  lo  consigne,  se  hace  pasible  justamente 
de  los  castigos  más  severos. 

Este  sistema  se  apoya  en  las  siguientes  consideraciones: 

1"*  En  que  si  bien  el  acatamiento  de  las  autoridades 
constituidas  debe  ser  la  regla  general,  á  fin  de  evitar 
su  descrédito,  é  impedir  las  convulsiones  inmotivadas  y 
perjudiciales  que  traería  el  juicio  más  ó  menos  estravia- 
do  de  cualquier  individuo,  no  es  posible  desconocer  que 
su  observancia  sin  excepción  podría  dar  lugar  á  la  más 
insoportable  tiranía; 

2^  En  que  los  pueblos  no  pueden  colocarse  en  infe- 
rior condición  al  individuo  aislado,  y  si  este  puede  re- 
sistir y  hacerse  justicia  por  sus  propias  manos  para  re- 
chazar la  ^-esión,  una  vez  que  la  intervención  de  la 
autoridad,  ó  es  imposible  ó  se  produciría  tarde  ya  para 
evitar  el  mal,  aquellos  lo  pueden  también  con  tanta  más 
razón,  cuanto  que  agotados  los  medios  legales,  sólo  que- 
dan frente  á  frente  el  verdugo  y  la  víctima  sin  repa- 
ración posible; 

3°  En  que  si  bien  es  imposible  determinar  de  un  mo- 
do claro  y  terminante  el  límite  de  la  acción  ó  los  casos 
en  que  ella  debe  producirse,  la  sociedad  no  puede  ser 
obligada  á  sufrir  pasivamente  todo  el  mal  que  la  tiranía 
puede  causarle,  como  no  lo  está  tampoco  en  el  individuo 
en  los  mismos  c^os; 

4°  En  que  no  siendo  absoluto  el  derecho  del  Estado 
sobre  los  individuos,  la  obediencia  del  ciudadano  tampo- 
co lo  es.  El  individuo  está  obligado  á  la  obediencia  al 
poder  solo  hasta  donde  se  extiende  la  esfera  pública;  pero 
no  está  obligado  cuando  el  poder  invade  la  esfera  del 
derecho  privado,  no  por  motivos  de  estado,  aun  allí  don- 
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de  el  derecho  privado  está  subordinado  al  derecho  pú- 
blico en  conficto  real.  (1) 

5°  Los  pueblos  rejidos  por  instituciones  libres  no  con- 
servan el  derecho  de  resistencia,  y  deben  encontrar  en 
esas  mismas  instituciones  los  medios  de  alcanzar  la  satis- 
facción del  derecho  herido,  y  evitar  en  lo  futuro  la  re- 
petición del  abuso  y  de  la  injusticia.  La  supresión  del  meca- 
nismo del  gobierno  libre  y  de  los  derechos  garantidos  solo 
puede  autorizar  la  resistencia. 

Se  funda  esta  teoría: 

1^  En  que  los  pueblos  rejidos  por  instituciones  libres 
tienen  en  el  mecanismo  de  estas  instituciones  las  reglas  de 
procedimiento,  que  sirven  para  garantir  á  los  poderes  cons- 
tituidos contra  los  caprichosos  movimientos  populares,  y 
á  los  habitantes  del  Estado  contra  el  abuso,  la  injusticia 
y  la  opresión  de  los  mismos  poderes  y  en  esto  precisamen- 
te es  que  consiste  su  bondad  y  su  eficacia; 

2""  En  que  cuando  el  juego  armónico  de  los  principios 
consagrados  no  sea  bastante  para  dar  satisfacción  al  de- 
recho herido,  por  cuanto  falte  algún  nuevo  resorte  ó  el  exis- 
tente no  produzca  el  remedio  deseado,  hay  siempre  un  cami- 
no abierto  para  conseguirlo;  una  vez  que  la  reforma  está 
autorizada  en  la  carta  constitucional  y  en  ella  se  determi- 
nan las  tramitaciones  que  deben  producirse  para  llegará 
ese  fin; 

3°  En  que  no  estando  creado  el  medio  requerido,  ni 
pudiendo  crearse  por  la  reforma  una  vez  que  el  mal  recono- 
ce su  fuente  en  circunstancias  especiales  producidas  y  sos- 
tenidas por  las  personas  y  no  causadas  por  las  institucio- 
nes mismas,  el  ejercicio  de  los  derechos  garantidos,  la  prensa, 

(I)  Macaulíly,  Histoire  <V  Anglcterre,  t.  III,pógs.  169  y  siguientes.— 
Blüntschu,  Derecho  publico  unirersal,  t.  II,  pég.  2G9. 
2t 
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la  asociación,  son  bastantes  para  dar  el  resultado  que  se 
busca,  para  cambiar  una  situación,  haciendo  servir  los 
mismos  elementos  contrarios  á  los  buenos  principios  len- 
tamente, es  verdad,  pero  sin  los  trastornos  de  una  revuelta, 
cuando  menos; 

4°  En  que  los  pueblos  rejidos  por  instituciones  libres  y 
en  que  los  poderes  se  renuevan  en  épocas  determinadas,  la 
opresión  es  imposible  mientras  este  mecanismo  funcione  regu- 
larmente: puede  haber  un  momento  en  que  el  funcionamiento 
regular  sea  aparente,  y  el  cambio  del  personal  se  opere  en 
una  serie  de  personas  designadas  de  antemano  con  un 
propósito  determinado;  y  el  remedio  está  en  el  ejercicio 
de  otros  derechos  que  volverán  lentamente  á  hacer  fun- 
cionar la  rueda  interrumpida,  mas  nunca  en  el  que  tro- 
zando todo  el  organismo,  no  asegura  de  ninguna  manera 
sus  resultados; 

5^  En  que  la  resistencia,  la  revolución,  solo  puede  ser 
lejitimada  cuando  el  funcionamiento  de  las  instituciones 
libres  se  ha  hecho  imposible,  por  la  absorción  de  poderes, 
por  la  imposibilidad  de  la  reforma,  por  la  negación  de  los 
derechos  que  sirven  de  manifestación  de  voluntad,  por  la 
violación  de  los  derechos  privados  que  constituyen  la  perso- 
nalidad misma  del  hombre.  Entonces  todo  ba  desaparecido, 
y  la  fuerza  tiene  que  oponerse  á  la  fuerza,  como  única 
solución.  (1) 

(i)  Vóase:  Laurent,  Droit  dril,  t.  I,  pág.  68,  núms.  33  y  siguientes. 
— Saredo,  Trattato  delle  lefjgi,  t  I,  pág.  363,  núin.485.— Bara  Rapport 
sur  le  projeí  de  íoi  J'aií  á  La  Chambre  des  Représentants  (Docum.  par- 
ieni,  i863,  págs.  409  y  siguientes) —Ghedolp,  Rapport  fait  au  Scnát  le 
1  sept.  {Docum,  Parlem.  1864,  pág.  7  y  siguientes).— Pasicrascie,  Re- 
cueil  general  de  Jurisprudence  des  Cours  de  Belgique,  1866  pág.  309.— 
Corte  de  Casación  de  Francia  (Paulin,  G.  Ministére  public).  Sirby 
1833.  C.  Regia  de  Firense,  {Fedi,  mensa  arcicescocile  de  Firense)y  Legge^ 
1861. 

Block   (Dictionnaire  poliUrjue,   verb.  résistancey  droit  de),  reasume 
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Buscaremos  la  resolución  estudiando  los  sistemas  y 
estableciendo  algunas  consideraciones  generales. 

La  resistencia  en  la  forma  en  que  la  venimos  anali- 
zando no  es  sino  el  movimiento  violento  por  la  amenaza 
de  la  fuerza,  ó  por  el  empleo  efectivo  de  la  fuerza,  que 
da  por  resultados  un  cambio  del  estado  jurídico  ó  del  perso- 
nal que  representa  ese  estado.  La  forma  puede  ser  di- 
versa por  los  medios  que  se  empleen,  3^  ya  manifestarse 
abiertamente,  ya  por  organizaciones  secretas. 

¿Pero  la  resistencia  puede  establecerse  ó  declararse  como 
un  derecho  en  igualdad  de  condiciones  á  los  demás  derechos 
que  garanten  las  prescripciones  constitucionales?  ¿Puede 
establecerse  que  el  Estado  proteje  la  resistencia  como  un 
derecho? 

La  Magna  Carta  y  las  disposiciones  posteriores  garan- 
tieron en  Inglaterra  la  resistencia  como  un  derecho  (1). 
Así  lo  manifestó  la  Francia  en  el  artículo  2  de  la  De- 
claración de  derechos  de^l789,  lo  repitió  en  los  artículos 
33  y  34  de  la  Constitución  de  1793,  suprimiéndolo  en  la 
de  1795  (2).  Los  Estados  Unidos  de  Norte  América  la 

así  la  opinión  de  algunos  autores  alemanes  sobre  el  derecho  de  re- 
sistencia: «Se  puede  distinguir  cuatro  maneras  de  ver:  los  unos  con- 
sideran el  Estado  como  un  pacto  político  entre  el  gobierno  y  el  pue- 
blo. Es  un  contrato  sinalagmático  que  cesa  de  ser  obligatorio  para 
una  de  las  partes»  desde  que  la  otra  lo  ha  roto  (Fuerbach,  Strombeck). 
Otros  piensan  que  ningún  gobierno,  cualquiera  que  sea  su  origen, 
tiene  el  derecho  de  cometer  una  injusticia,  y  que  nadie  tiene  el  deber 
de  sufrirla  (B\ner  Hotteck,  Jordán  Otros  hacen  de  la  resistencia 
simplemente  un  negocio  de  conciencia  ó  moral  íErhard,  Stahl).  En 
fln  FicHTE  piensa  que  el  pueblo  siendo  soberano,  tiene  siempre  razón 
cuando  está  unánimen. 

{{)  Vóase:  Lieber  1. 11,  pég.  i75  —  Fishbl,  1. 1,  pág.  180.— Blackstonb, 
libl,  cap.  I».— Da  Lolme,  t.  II.  pAg.  39— Macaulay,  t.  IIT,  pags.  169  y 
siguientes.— GüizoT,  Essais  sur  l'hitoire  de  Franca   cap.  S*,  pág.  436. 

(2)  Hklik,  Les  Constitutions  de  la  Franco,  págs.  30,  376  y  468.— Chas- 
san,  Déli'tít  et  contrac entions  de  la  parole,  t.  I,  pág.  228. 
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proclamaron  en  la  declaración  de  su  independencia  de  4  de 
JuUode  1786.  (1) 

Sin  embargo  este  ejemplo  no  ha  sido  seguido  por  las 
Constituciones  de  los  demás  países,  no  sin  duda,  porque 
todas  participarán  de  la  opinión  que  la  resistencia  no  sea 
lejítima  en  ciertos  casos,  sino  porque  no  es  lógico  que 
la  constitución  garanta  lo  que  es  ó  puede  ser  su  nega- 
ción ya  por  un  cambio  completo,  ya  por  una  alteración 
del  mecanismo  que  ella  establece,  aunque  en  realidad  cuan- 
do ella  se  preduce  es  porque  ésta  se  encuentra  suspendida 
de  hecho. 

Cuando  discutiéndose  la  Constitución  de  Bélgica  se  pre- 
tendió introducir  un  artículo  que  dijera  que  la  resistencia 
era  lejítima,  no  se  rechazó  como  falsa  esta  proposición,  sino 
como  peligrosa,  una  vez  que  era  imposible  establecer  reglas 
precisas,  y  todo  iba  á  quedar  librado  á  la  caprichosa  inter- 
pretación del  más  osado  ó  aturdido.  (2) 

Por  nuestra  parte  creemos  que  ésta  es  la  buena  doctrina, 
que  en  nada  perjudica  el  principio  que  puede  sostenerse 
en  los  casos  requeridos,  no  obstante  haberse  afirmado  por 
Hélie  que  la  supresión  de  la  prescripciJn  en  la  Consti- 
tución de  1795  en  Francia,  «privó  su  obra  de  la  sanción 
lójica,  sin  la  que  los  derechos  y  la  libertad  no  son  más 
que  una  vana  palabra».  (3) 

Los  peligros  que  entraña  toda  resistencia  son  demasia- 
do graves,  para  dejar  el  derecho  envuelto  en  cláusulas 
generales  en  cuyos  términos  puedan  ampararse  las  más 
estrañas  interpretaciones,  dando  lugar  á  ejecutar  de  bue- 
na fé   actos  irregulares  siempre,  é  incorporarla  espresa- 

(1)  LiEBER,  t.  II,  pág.  283,  apéndice. 

(2)  Véase  Tonissen,  La  Constiíution  belge  an/ioíée,  póg.  31. 

(3)  La  Constiíution  de  la  Frunce  y  pág.  4»>8. 
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mente  á  la  Constitución  sería  poner  las  convulsiones  in- 
teriores á  su  amparo,  y  establecer  una  clara  desconfianza 
de  la  justicia  que  se  crea  precisamente  para  hacer  impo- 
sible t^les  actos.  (1)  La  resistencia  no  es  un  principio, 
sino  un  acontecimiento,  y  la  situación  anormal  que  lo 
produce  importa  el  volver  á  la  situación  en  que  el  prin- 
cipio no  había  sido  conquistado,  y  en  que  haciendo  tabla 
raza  de  todo,  se  busca  en  la  fuerza  la  recomposición  de 
lo  destruido,  el  equilibrio  de  lo  desequilibrado. »  (2) 

El  derecho  de  resistencia  ha  sido  admitido  desde  los 
tiempos  más  remotos,  como  la  defensa  de  los  oprimidos 
contra  los  abusos  de  la  usurpación.  El  Tribunado  en 
Roma  era  la  espresión  de  la  resistencia  del  pueblo  con- 
tra las  leyes  injustas  ó  abusivas,  y  el  encargado  de  exa- 
minar la  resistencia  que  debía  encarrilar  el  poder  en  los 
límites  del  derecho.  El  Eforado  en  Esparta  velaba  por 
la  libertad  del  pueblo  y  resistía  el  abuso  de  los  reyes. 
La  defensa  personal,  la  lacha  entre  los  barones  y  los 
reyes,  no  eran  en  la  edad  media  sino  la  consagración 
de  la  resistencia.  Los  principios  proclamados  por  la  In- 
glaterra, la  Francia  y  los  Estados  Unidos,  eran  la  con- 
tinuación de  ideas  sofocadas  en  los  grandes  trastornos  po- 
líticos y  sociales,  y  que  debian  provocar  por  sus  escesos 
los movi:nientos reaccionarios  délos  Congresos  de  Viena, 

(1)  Trendelbmburg;  El  derecho  natural  sobre  la  base  de  la  ética, 
traducción  italiana  de  N.  Mondugno,  p.  521. 

'2)  Bluntschlt,  Derecho  publico  universal,  t.  III,  péf?.  133.~«La  re- 
sistencia á  la  opresión,  ha  dicho  Alcalá  Galiano,  no  debe  ser  recono- 
cida como  un  derecho  en  que  las  constituciones  están  fundadas.  {Lec- 
ciones de  derecho  político  constilucionaL  póí?.  i  6) 

•El  derecho  de  revolución  no  se  escribe,  dice  Thiers.  Se  ataca  un 
gobierno,  se  triunfa,  si  se  puede,  ó  se  debe  sufrir  la  justicia.  Pero 
pedir  que  se  pueda  discutir  todos  los  dias  el  gobierno,  es  pedir  el  de- 
recho de  revolución.»  Discours,  t.  III,  pág.  144. 
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Troppan,  Laybach,  pero  que  concluyeron  por  establecer 
el  sistema  representativo,  que  ha  quitado  su  gran  im- 
portancia á  estas  cuestiones. 

Asi,  el  sistema  que  niega  completamante  todo  derecho 
de  resistencia,  es  un  sistema  de  la  escuela  absolutista 
que  coloca  la  autoridad  sobre  todos  los  que  gobiernan, 
como  habiendo  recibido  el  poder  de  Dios,  ó  del  pueblo 
por  una  enajenación  perpetua,  y  para  ella  todo  movi- 
miento insurreccional  es  el  más  grande  de  los  delitos, 
porque  la  persona  del  que  manda  es  sagrada,  y  porque 
nadie  tiene  el  derecho  de  cambiar  por  sí  mismo  lo  que 
no  se  ha  dado  por  su  volundad. 

Sus  conclusiones  no  pueden  admitirse  una  vez  que  son 
falsas  las  premisas.  Los  pueblos  se  dan  sus  propias  ins- 
tituciones, y  elijen  sus  autoridades  con  más  ó  menos  res- 
triccionesj  pero  no  enajenan  el  poder  de  alterar  todo  esto 
ya  por  medios  determinados  de  antemano,  ya  por  la  fuer- 
za cuando  la  usurpación  ha  convertido  el  organismo  del 
gobierno  en  instrumento  de  opresión.  La  doctrina  de  la 
no  resistencia  absoluta,  sería,  como  dice  Hallam,  el  ver- 
dadero suicidio  de  un  puebio  (1) 

¿Será  acaso  más  aceptable  el  sistema  opuesto,  el  de  la 
resistencia  sin  límites?  Aquel  condena  toda  resistencia, 
porque  reconcentra  todos  los  derechos  en  los  que  mandan, 
y  este  aplaude  toda  resistencia  porque  sustituye  el  capri- 
cho del  que  obedece  al  ejercicio  del  derecho  que  dirije 
su  conducta.  La  locura  de  los  unos,  como  dice  Blunts- 
chli,  corren  parejas  con  la  estrechez  de  miras  y  los  per 
juicios  de  los  otros.  (2) 

La  resistencia  absoluta  es  la  anarquía,  es  el  desquicio 

(I)  Historia  Constitucional,  t.  III,  pág.  268. 
(■*)  Derecho  público  vnircrsalj  t.  III,  pAg.  133. 
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social.  Todo  sistema  de  gobierno  es  imposible,  mientras 
el  juicio  propio  se  sustituya  en  todo  momento  al  de  la 
autoridad  encargada  de  interpretarlo,  y  la  fuerza  sea 
solo  el  medio  de  resolver  los  conflictos,  volviendo  á  un 
estado  primitivo  que  las  instituciones  han  condenado,  como 
la  realización  de  las  aspiraciones  de  muchos  siglos  y  el 
fruto  de  las  luchas  sangrientas,  y  de  innumerables  sacri- 
ficios. 

Ni  servil,  ni  revoltoso:  los  dos  estremos  son  igualmente 
funestos.  Si  servil  porque  el  despotismo  se  entroniza  y 
la  degradación  en  su  consecuencia.  Si  revoltoso,  porque 
todo  orden  social  desaparece  y  dominando  la  anarquía  se 
llega  por  el  esceso  al  servilismo.  Es  menester  que  los 
reyes  se  hagan  tiranos  por  prudencia,  ha  dicho  Burke, 
desde  que  sus  subditos  se  hacen  rebeldes  por  princi- 
pios. (1) 

El  sistema  de  la  legítima  defensa,  si  bien  toma  un 
punto  de  partida  intermedio,  deja  demasiada  latitud  al 
juicio  del  que  debe  resistir,  creando  una  situación  que, 
admisible  en  el  particular  que  tiene  tras  si  un  tribunal 
no  lo  es  con  el  que  con  sus  actos  dala  solución  sin  jui- 
cio posterior.  El  peligro  debe  ser  inminente  pero  no  se 
esplica  cuál  debe  ser  el  derecho  en  peligro,  y  cuando  exis- 
te ese  peligro,  todo  lo  que  es  más  fácil  establecer  en  el 
orden  privado  puesto  que  se  trata  de  la  vida. 

A  nuestro  juicio  la  verdadera  solución  se  encuentra 
en  el  sistema  que  hemos  designado  bajo  el  número 
cuatro. 

En  todo  pueblo  constituido,  gobernado  por  instituciones 
libres,  la  revolución  es  imposible  mientras  el  organismo 
constitucional  se  mantenga  sin    la  absorción  de  poderes, 

(1)  Considórations  snr  la  Récolution  (fe  Franco. 
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porque  en  sus  resortes  debe  encontrarse  el  remedio  á  to- 
das las  enfermedades  políticas;  y  si  esto  no  fuera  así, 
sabiamente  todas  las  constituciones  han  establecido  en  sus 
cláusulas  la  de  su  reforma,  que  es  la  suprema  válvula  de 
seguridad  contra  sus  deficiencias    ó   sus   imperfecciones. 

Pueden  cometerse  errores  y  estos  errores  pueden  ser 
el  resultado  de  las  pasiones  políticas.  Las  ambiciones  des- 
medidas conducen  muchas  veces  al  desconocimiento  de  los 
derechos,  y  á  interrumpir  ó  desequilibrar  el  mecanismo 
de  los  poderes.  ¿Será  un  remedio  á  estos  males  la  re- 
volución? 

No,  sin  duda.  Las  revoluciones,  creando  situaciones 
de  fuerzas,  crean  un  estado  completo  de  anarquía  y  un 
desequilibrio  en  todo  el  organismo  social  (1).  Luchan  los 
poderes  por  sostenerse  y  la  violencia  desconoce  todas  las 
garantías  en  esas  guerras  fratricidas  que  no  tienen  valla  y 
cuyos  rencores  guardan  generaciones  enteras.  Luchan 
las  agrupaciones  por  destruir  los  poderes  y  los  malos  ele- 
mentos surjen  y  el  poder  de  contenerlos  (2).  ¿Hay  compa- 
ración posible  entre  los  males  del  error,  de  la  interrupción 
pasajera,  y  los  males  de  la  revuelta,  de  la  fuerza  y  de  la 
anarquía  sangrienta?  (3). 

(1)  Homero,  había  dicho  ya: 

Que  ni  casa,  ni  lugar,  ni  patria  tiene 
El  qué  las  guerras  intestinas  ama 
Siempre  dañosas. 

Jliaday  IX,  63,  61,  traducción  de  Hermosilla. 

(2)  Bluntschli,  t.  III,  pág.  i35,  reasume  con  precisión  y  claridad 
los  males  que  producen  las  revoluciones.— Real,  Science  du  gouoer- 
nemenU  t.  IV,  pág.  316,  los  establece  igualmente  con  vivísimos  co- 
lores 

(3)  Aún  en  el  caso  en  que  la  victoria  se  decide  por  los  insurgentes, 
dice  Haller,  raramente  su  triunfo  es  seguido  de  un  mejor  orden  de 
cosas;  pues  la  libertad  que  se  ha«;e  oír  tan  alto  en  semejantes  casos, 
no  es  la  libertad  del  pueblo,  sino  de  sus  gefes.  Restauration  de  la 
$cicncc  poUtiquef  t.  III,  p/ig.  61. 
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Nuestra  propia  esperiencia  nos  responde:  toda  lucha 
armada  que  ha  tenido  tales  causas  por  bandera,  ha  esteri- 
lizado nuestras  fuerzas,  y  ha  concluido  por  entronizar  una 
situación  peor  que  laque  S3  quería  remediar;  los  principios 
constitucionales  han  sufrido  más  que  nunca,  y  la  interpre- 
tación que  se  les  ha  imprimido  va  á  otra  forma  de  gobierno 
que  á  aquella  que  quisimos  mantener  y  que  creímos  era  una 
conquista  definitiva.  (1) 

«Las  constituciones  se  dan  para  observarse,  decía  un 
joven  é  inteligente  diputado  al  Congreso  de  la  Nación; 
la  voluntad  se  espresa  en  las  formas  de  acción  consti- 
tucional; y  nada  que  salga  de  este  mecanismo  regular  y 
armónico  de  las  instituciones  puede  aceptarse  como  válido, 
y  tiene  que  condenarse  severamente. 

«Es  necesario  á  mi  juicio  que  nos  convenzamos  que 
las  constituciones  no  son  pactos  convencionales  que  pue- 
dan tener  una  duración  limitada,  á  las  que  se  pueda  asig- 
nar el  plazo  que  quiera  fijar  la  reunión  de  todas  las  vo- 
luntades. Las  constituciones  son  establecidas  para  dar  á  los 
pueblos  los  medios  de  elejir  los  gobernantes,  de  conservar 
sus  libertades,  de  perfeccionar  sus  instituciones;  y  todo  lo 
que  salga  del  orden  regular  de  estos  instrumentos,  es 
perjudicial  á  las  libertades,  es  perjudicial  á  las  institu- 
ciones.    No  se  establece  la  legalidad  de  ese  modo. 

(1)  fYo  preguntona,  decía  el  Dr.  Pellef?rini  en  1878  en  la  Cámara  do 
Diputados  de  la  Nación,  á  los  que  vienen  á  so.'^tener  aquí  el  derecho 
de  la  revolución  ¿qué  debe  la  patria  argentina  á  la  anarquía  y  á  la  re- 
volución! Yo  les  preguntaría  ¿qué  revolución,  qué  revuelta,  qué  pro- 
nunciaraienlo,  ha  fundado  un  orden  regular  de  cosas,  no  en  la  Kepú- 
blica  Argentina,  sino  en  toda  la  América  del  Sud?  No  sabrían  nunca 
coi  testarme.  Y,  entre  tanto  puedo  decirles:  «lo  que  ha  traído  la  revo- 
lución y  la  anarquía,  es  miseria,  es  llanto,  es  veinte  años  de  la  mas 
ignominiosa  tiranía.  No  se  fundan  sociedades  sóbrelas  revueltas  y  so 
bre  los  pronunciamientos;  las  sociedades  se  fundan  sobre  el  respeto  á 
la  autoridad,  sobre  el  ejercicio  honrado  y  serio  de  las  libertades  pú- 
blicas.» Diario  de  Sesiones,  pág.  225. 
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«Todos  los  poderes  públicos  pueden  errar;  pero  es 
deber  de  todos  los  ciudadanos  respetar  esos  mismos 
errores  porque  en  el  respeto  de  estos  errores  está  la 
salvación  de  todos.  Se  dice  que  puede  haber  autoridades 
ilegales;  pero  la  legalidad  que  se  va  buscando,  no  se  con- 
cibe que  pueda  establecerse  con  la  imposición  de  las 
armas  victoriosas.  Las  pruebas  de  la  ilegalidad  que  se 
condena,  no  se  pueden  sacar  de  entre  las  ropas  en- 
sangrentadas de  los  que  caen  en  el  campo  de  la  lu- 
cha. >   (1) 

Laurent,  el  sabio  jurisconsulto  belga,  ha  dicho:  «Pue- 
de suceder  que  la  mayoría  se  equivoque:  la  mayoría  de 
las  Cámaras  están  falible  como  la  mayoría  de  la  Nación. 
¿Dónde  está  el  remedio?  ¿En  la  revuelta?  Hay  revuel- 
tas legítimas:  los  belgas  no  pueden  negar  la  lejitimidad 
de  la  resistencia,  aun  activa,  violenta,  pues  deben  su 
independencia  á  una  revolución.  Pero  las  revoluciones  no 
son  lejítimas  sino  cuando  son  necesarias  y  no  lo  son  sino 
en  donde  no  hay  instituciones  libres  como  lo  ha  dicho 
muy  bien  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  M.  Ro- 
gier,   el  juego  regular  del  gobierno  representativo  basta 


(1)  Discurso  pronunciado  por  el  Dr.  Luis  Lagos  García^  Diario  de 
Sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados,  1878,  t.  I,  pág.  9d.  ' 

El  joven  y  distinguido  orador  Dr.' Delfín  Gallo,  decía  en  la  misma 
discusión  y  en  un  notable  discurso:  tEl  derecho  ó  la  revolución  es  un 
derecho  santo  de  los  pueblos;  pero  únicamente  cuando  traían  de  rea- 
lizar algunas  de  esas  grandes  evoluciones  sociales  tan  necesarias  para 
el  perfeccionamiento  de  la  humanidad.  Ha  sido  santa  la  revolución 
francesa,  porque  vino  á  emancipar  al  mundo  de  las  cadenas  que  lo 
oprimían.  Ha  sido  santa  la  revolución  de  Mayo,  porque  era  el  levan- 
tamiento de  un  pueblo  que  se  sontin  con  la  virilidad  necesaria  para 
dirijir  sus  propios  destinos.  Fué  santa  por  las  mismas  razones  la  eman- 
cipación de  los  Estados  Unidos.  Pero  la  revolución  no  tiene  razón  de 
ser  en  un  pueblo  que  se  encuentra  constitnido,  porque  ella  es  precisa- 
mente la  negación  de  toda  constitución.»  Diavio  de  Sesiones  citado, 
pág.  129. 
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para  correjir  las  iniquidades  de  la  leyes  cuando  se  come- 
ten   Ha  habido  en  el  curso  de  la  revolución  francesa, 

leyes  realmente  de  espoliación;  y  la  convención  nacional 
que  las  dictó,  se  apresuró  á  abrogarlas,  cuando  el  des- 
potismo revolucionario  cesó  de  pesar  sobre  ella.»  (1) 

Más  adelante,  siguiendo  este  orden  de  consideraciones  y 
tratando  de  hacer  palpables  sus  consecuencias  por  el 
ejemplo,  se  pregunta:  ¿Por  qué  el  réjimen  parlamentario 
ha  sucumbido  en  Francia,  bajo  un  golpe  de  estado?  Por- 
que las  revoluciones,  recurriendo  sin  cesar  á  la  fuerza, 
han  destruido  el  sentimiento  del  derecho.  ¿Por  qué  en 
Inglaterra  el  despotismo  es  imposible?  Porque  el  respeto 
que  los  ingleses  tienen  á  la  ley,  es  un  verdadero  culto? 
sin  embargo,  estas  viejas  tradiciones  que  se  respetan  no 
están  siempre  en  armonía  con  la  justicia.  Las  iniquida- 
des legales  no  han  faltado  en  Inglaterra;  ellas  desapare- 
cen, no  por  la  fuerza,  sino  por  la  acción  regular  délas 
institituciones  constitucionales.  En  tanto  que  los  ingle 
ses  no  han  sido  libres,  han  hecho  revoluciones  para  con- 
quistar la  libertad;  desde  que  la  gozan,  no  hacen  ya  más 
revoluciones  y  nadie  piensa  en  un  golpe  de  estado.»  (2) 

Pero  si  todo  esto  es  á  nuestro  juicio  incontrovertible, 
tampoco  puede  afirmarse  que  la  resistencia,  la  revolución, 
no  llegue  un  momento  en  que  sea  necesaria,  imprescin- 
dible. Es  posible  concebir  una  situación,  en  que  el  error 
ó  la    maldad    de    los   gobernantes   haga    imposible  toda 

(1)  Principes  de  droit  cicil^  t.  I,  póg.  72. 

(2)  Principes^  t.  I,  loe.  cil.— yxRKDO  en  su  Traítato  delle  leggi,  t.  I, 
pi'ig.  363,  concuerda  con  las  opiniones  de  Laurent. 

•Una  buena  constitución,  dice  Mounier,  no  impono  jamAs  al  pueblo 
la  necesidad  de  la  insurrección,  y  la  hace  imposible,  en  tanto  no  es 
necesaria,  pero  si  lo  es  una  vez,  no  hay  poder  sobre  la  tierra  capaz 
de  impedirlo.»  Considérations  sur  le  goucernement,  póg.  53, 
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vida  regular,  no  ya  solamente  en  el  régimen  de  las  institu- 
ciones sino  también  en  el  orden  privado,  en  el  hogar  mismo. 
¿Podría  soportarse  tal  estado? 

La  injerencia  directa  de  los  poderes  públicos,  ó  el  esclu- 
sivismo  de  un  partido  que  se  ha  apoderado  de  una  situa- 
ción, limitan  por  sus  actos  el  ejercicio  de  los  derechos  á 
cierta  parte  de  los  gobernados  ó  á  una  agrupación  política. 
Si  este  mal  depende  de  una  falta  ó  vacío  en  las  institu- 
ciones, su  reforma  es  el  medio  que  se  presenta  para  evitar 
su  repetición.  Si  depende  del  error  6  del  uso  indebido  ó 
abusivo  de  las  facultades  que  les  estaban  concedidas  y  libra- 
das á  su  solo  juicio,  entonces  es  preciso  buscar  en  la  pro- 
paganda lenta  pero  segura,  en  la  libertad  de  la  prensa, 
en  la  libertad  de  reunión  y  de  asociación,  y  en  el  ejercicio 
de  todos  los  demás  derechos  concordantes,  el  cambio  de 
la  situación  dominante  (1).  Hasta  aquí  la  revolución  no 
aparece,  porque  no  es  necesaria,  porque  el  mecanismo  de 
las  instituciones  la  reemplaza  con  evidente  ventaja. 

Pero  uno  de  los  poderes,  el  Ejecutivo  más  fácilmente, 
aunque  también  puede  serlo  el  Lejislativo,  absorbe  todos 
los  demás  poderes,  destruyendo  el  organismo  constitucional 
que  era  una  garantía.  Algo  más  todavía:  priva  el  ejer- 
cicio de  ios  derechos  coadyuvantes  de  la  prensa,  de  la 
palabra,  de  reunión  y  de  asociación,  ó  introduciéndose 
hasta  la  familia  atenta  contra  sus  más  sagrados  é  invio- 
lables derechos.  ¿Podrá  soportarse  tal  estado? 

No  puede  haber  á  esta  pregunta,  sino  una  sola  contes- 

(1)  El  Pr.  Rawson,  como  Ministro  del  Interior,  decía  en  el  Senado 

Nacional  « Cuando  los  individuos  de  una  comunidad  no  corren  el 

riesgo  de  que  se  viole  en  ellos  alguno  de  los  derechos  garantidos ; 
cuando  publican  sus  ideas  libremente  por  la  prt^nsa,  reunirse  para  fines 
útiles;  entrar  y  salir  del  territorio  y  ejercer,  en  fin,  cualquier  derecho 
de  los  que  les  estón  deferidos  como  á  individuos,  digo,  que  en  un  pue- 
blo asi  constituido  no  puede  existir  el  despotismo  ». 
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tación,  y  ella  es  y  debe  ser  negativa.  Todo  ha  desapa- 
recido, y  es  indispensable  oponer  la  fuerza  á  la  fuerza, 
la  violencia  á  la  violencia.  La  elección,  entonces,  no  es 
dudosa :  entre  el  mal  de  la  opresión  degradante  y  servil, 
y  el  mal  de  la  anarquía,  del  derramamiento  de  sangre,  de  la 
guerra  civil,  estamos  por  este  con  todas  sus  consecuen- 
cias. El  deber  de  obediencia  ha  cesado,  porque  el  gober- 
nante ha  ultrapasado  el  límite  de  la  esfera  pública,  ha 
salido  fuera  del  ejercicio  de  su  derecho  de  gobierno,  y 
desapareciendo  el  ciudadano  ha  aparecido  el  hombre  á 
reivindicar  sus  derechos  de  tal,  á  defender  su  personalidad 
en  sí  mismo  y  en  su  familia,  con  toda  la  vehemencia  de 
sus  convicciones.  (1) 

« El  verdadero  remedio  que  se  pueda  emplear  contra  la 
fuerza  sin  autoridad  es  oponer  la  fuerza,  dijo  Loke.  En 
todos  los  casos  de  abuso  de  poderes,  como  en  los  casos 
en  que  no  hay  juez  en  la  tierra,  no  queda  sino  un  recurso 
al  pueblo,  y  es  recurrir  al  cielo»  (2).  Pero,  Blunstchli  ha 
espresado  con  mayor  claridad  y  lucidez  y  con  la  precisión 
que  le  distingue  la  situación  á  que  nos  referimos,  diciendo  : 
<  El  poder  tiránico  tiene  límite  cuando  el  oprimido  en 
ninguna  parte  encuentra  justicia,  cuando  no  se  puede  so- 
portar la  carga,  entJnces  levanta  confiado  el  hombre  su 
alma  al  cielo  y  sostiene  que  sus  eternos  derechos  son  firmes, 
invariablemente  inviolables,  como  las  estrellas  mismas.  En- 
tonces vuelve  al  primitivo  estado  de  la  naturaleza  en  que 

(1)  Un  refrán  alemán  de  la  edad  inedia  decía :  aEl  emperador  debe 
ser  emperador,  mientras  Inire  justicia.  El  emperador  es  igual  al  más 
pequeño  cuando  hace  injusticia. t 

Trajano  había  dicho  entregando  su  espada  al  prefecto  del  pretorio: 
«Para  mí  si  gobierno  bien;  contra  mí  si  rae  convierto  en  tirano.»  Gro- 
cío,  t.  I,  pág.  307,  ed.  Pradibr  Foderk. 

(2)  Traite  dn  gouücvnvmeiU  ciril,  Caps.  XII  y  XIII. 
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un  hombre  es  igual  á  otro  hombre.  Como  último  medio, 
si  ningún  otro  siiTe,  se  le  ha  dado  la  espada.  Debemos 
defender  todo  lo  posible  con  nuestros  bienes,  con  nuestra 
fuerza,  la  patria,  y  con  todo  nuestro  corazón  á  nuestras 
esposas  y  á  nuestros  hijos. «  (1) 

Esta  es  nuestra  conclusión.  La  revolución  recien  aparece 
justificada,  porque  recien  también  el  ciudadano  y  el  hombre 
sufren  la  opresión  irremediable  dentro  de  las  institucio- 
nes. La  tiranía  se  ha  entronizado  y  la  espada  de  Trajano 
debe  volverse  contra  él.  Es  necesario  levantar  los  ojos 
al  cielo,  y  con  la  fé  profunda  en  su  derecho,  implorando 
el  auxilio  de  Dios,  buscar  en  la  espada  y  en  la  sangre, 
el  honor  de  la  patria,  el  honor  de  la  familia,  sn  propio 
honor. 

En  nuestro  sistema  de  gobierno,  no  hay  otra  resisten- 
cia, no  hay  otra  revolución  posible,  y  ella  es  también  la 
que  invocaban  los  Estados  Unidos  al  declarar  su  indepen- 
dencia (2),  y  era  la  que  invocaba  la  Gran  Bretaña  en 
su  Magna  Carta.  Lo  que  sale  de  estos  límites  es  un  error 
funesto  y  es  un  delito  previsto  y  castigado  por  la  ley  en  su 
forma  tutelar  y  conservadora  de  todos  los  derechos,  de 
todas  las  garantías  constitucionales.  La  Nación  es  una  é 
indivisible,  y  los  poderes  del  gobierno  central  y  los  poderes 
de  los  gobiernos  seccionales  perfectamente  coordinados  re- 
conocen en  su  propio  mecanismo  los  medios  de  llegar  á  una 
solución  tranquila,  ó  de  evitar  en  lo  futuro  los  males  su- 
fridos. 

«Importa  altamente  á  la  paz,  á  la  unión  y  á  la  esta- 

(1)  Derecho  publico  xtniccrsal,  t.  II,  pi'ig-.  278. 

Í2)  Vén?e  WooLSEY,  PoUÜcal  sciencc,  t.  I,  pág.  416.  Ette  autor  estu- 
dia el  derecho  de  resistencia  ó  de  revolución  bajo  todas  sus  faces,  desde 
a  pég.  402. 


EL    DERECHO    DE    RESISTENCIA  335 

bilidad  de  la  nacionalidad  argentina,  se  decía  en  1872, 
y  podemos  repetirlo  hoy,  el  cerrar  el  período  de  las  revo- 
luciones en  toda  la  estensión  de  su  territorio,  cimentando 
el  principio  de  autoridad  y  el  respeto  á  las  libertades  pú- 
plicas.  Esos  grandes  propósitos  no  se  conseguirían  si  aten- 
tados semejantes  á  los  que  han  tenido  lugar,  hubieran  de 
quedar  triunfantes.  La  sedición  que  es  crimen  que  la  ley 
condena,  quedaría  erijida  en  sistema  de  gobierno,  y  los 
partidos  políticos  acaso  encontrarían  mas  fácil  y  espeditivo 
el  recurso  de  la  violencia  y  délas  armas,  que  los  medios 
pacíficos  y  constitucionales  con  que,  en  el  orden  regular 
de  las  sociedades,  deben  luchar  unos  y  otros  por  la  pose- 
sión de  sus  derechos  y  garantías.»  (1) 

Las  revueltas  continuas  debilitan  el  vínculo  de  la  na- 
cionalidad, quitando  la  cohesión  necesaria  entre  las  agru- 
paciones, y  si  tras  sus  movimientos  inespertos  puede  entro- 
nizarse el  despotismo,  ante  el  enemigo  estrangero  puede 
desaparecer  el  Estado.  Busquemos  en  el  culto  del  derecho, 
en  el  ejercicio  de  los  resortes  constitucionales,  en  la  hon- 
radez política,  los  medios  de  impedir  el  despotismo,  y  de 
conservar  la  nacionalidad ;  y  guardemos  nuestros  esfuerzos 


^1)  Dictúinen  de  la  Comisión  de  negocios  constitucionales  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  de  la  Nación,  firmado  por  los  Doctores  Rawson, 
Costa,  Elizalde,  con  motivo  de  una  revolución  en  Corrientes  en 
1872. 

El  Dr.  Rawson  decía  en  la  Convención  de  Buenos  Aires:  «La  opinión 
de  que  en  la  duda  de  si  es  constitucional  la  ley  ó  no,  hay  derecho  en 
las  autoridades  provinciales  pora  resistir,  rae  parece  también  cuestión 
que  encontramos  muerta  y  sepultada,  y  espero  que  no  resucitará  al 
tercer  dia,  ni  en  ninguna  época,  mientras  exista  la  Constitución  Nacio- 
nal, que  es  la  gloria  del  presente  y  la  esperanza  del  futuro. »  Debates, 
1. 1(,  pág.  196. 
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para  ese  momento  en  que  la  misma  muerte  es  preferible 
á  la  humillación  y  á  la  deshonra.  (1) 


(1)  Fuera  de  los  autores  que  hemos  citado  en  este  Capitulo  pueden 
consultarse :  Saint  Girons,  Séparation  des  poutaoirs,  póg.  367.— Torres 
Caicedo,  Mis  ideas  y  mis  principios,  t.  I,  póg.  56.— Thiercelin.  Prin- 
cipes du  droiU  póg.  265.— Stahl,  Philosophic  du  droit,  trad.  Chauíford, 
pág.  268.— Reüs  y  Bahamonde,  póg  297.— Lieber  Political  Eíhic^  t.  Jl, 
púg.*  139.— FiORE,  Droit  intcrnaíional,  Irad  Pradier  Foderé,  1. 1,  pági- 
na i57.— Benjamín  Constant,  Politique  constitutíonelle,  t.  I  y  II. 


APÉNDICE 


LA     LEY    MARCIAL 


El  art.  3°  del  decreto  de  4  de  Marzo  dice  asi: 

cTodo  ciadadano  que  tome  las  armas  para  resistir  con  el  Oo« 
bernador  de  San  .íaan  las  resoluciones  de  las  autoridades  nacio- 
nales, será  considerado  en  rebelión  contra  ellas  y  por  lo  tanto 
sujeto  á  las  leyes  militares  que  rijenel  caso. 

Esta  era  ley  militar  aplicada  á  la  milicia  contra  la  jurispruden- 
cia constitucional  de  Kent;  la  ley  marcial  proclamada  contra  la 
letra  y  el  espíritu  de  la  Constitución;  es  la  jurisdicción  y  la  com- 
petencia militar  aplicada  á  delitos  políticos  7  á  delitos  comunes 
contra  el  texto  expreso  de  la  ley  de  justicia  federal. 

La  lógica  del  discurso  y  la  corriente  de  la  palabta,  me  lleva  á 
tocar  una  cuestión  que  la  comisión  había  acordado  prescindir  á 
indicación  mia  antes  de  ahora. 

Aunque  en  este  punto  de  la  ley  marcial  estaba  yo  apasionado, 
como  lo  declaré  entonces  y  lo  declaro  ahora,  habría  hecho  el 
sacrificio  de  no  hablar  de  él,  imponiendo  silencio  á  mis  más 
hondas  convicciones. 

Fiel  á  este  propósito  me  habría  limitado  á  hacer  notar  la 
transgresión  de  la  ley  y  aún  á  pasar  por  alto  un  decreto  que  no 
había  tenido  ejecución  en  San  Juan,  y  había  sido  revocado. 
Habría  prescindido  también  de  otro  acto  que  con  este  decreto 
se  liga,  que  es  la  tentativa  de  aplicar  la  misma  ley  á  los  presos 
políticos  tomados  en  Salta,  porque  desde  que  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  Federal  lo  había  corregido,  no  había  para  que.  Pero 
en  presencia  de  la  sangre  derramada  en  San  Luis,  ante  las  de- 
claraciones que  se  han  henho  sobre  el  cadáver  de  Zacarías  Segu- 
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ra  j  las  leyes  que  se  han  invocado  para  jastificar  tal  ejecución, 
yo  no  pnedo  guardar  silencio. 

Sean  palabras  aceptadas  por  la  comisión  ó  dichas  en  mi  nom- 
bre y  bajo  mi  sola  responsabilidad,  yo  las  profiero  obedeciendo 
á  la  voz  imperiosa  de  mi  conciencia,  y  declaro  que  la  ejecución 
de  Zacarías  Segura  en  S  n  Luía,  es  un  verdadero  asesinatol 

No  quiero  exaltarme,  mi  espiritu  está  sereno  y  hablo  tran- 
quilamente. 

La  ejecución  de  un  preso  ó  prisionero,  sea  ó  no  delincuente 
político,  sea  bandolero  ó  belijerante,  yo  la  califico  de  tal,  y  me 
ratifico  en  esta  palabra,  pidiendo  que  se  inserte  en  el  acta  de 
este  dia. 

Es  un  asesinato,  porque  todo  hombre  que  no  es  muerto  por 
sentencia  de  su  juez  natural,  está  mal  muerto;  y  porque,  aún 
cuando  pueda  serlo  con  motivo,  no  lo  es  con  justicia  y  con  lega- 
lidad. La  administración  de  justicia  en  lo  criminal,  ha  sido 
establecida,  para  garantir  la  seguridad  de  los  que  viven  tranqui- 
los en  su  hogar;  pero  también,  y  muy  principal  y  directamente, 
para  garantir  la  vida  de  los  desgraciados  que  caen  bajo  su  ju- 
risdicción. 

Los  tribunales  y  los  jueces  han  sido  instituidos  para  juzgar 
los  delitos  y  sentenciar  los  criminales  con  arreglo  á  las  leyes. 

Las  leyes  militares  solo  rijeti  á  los  militares.  Aplicarlas  al 
castigo  de  delitos  comunes  ó  individuos  que  no  corresponden  á 
su  jurisiicción,  es  lo  que  se  llama  la  aplicación  de  la  ley  mar- 
cial, aunque  esta  no  se  proclame  abiertamente,  y  lo  que  consti- 
tuye el  asesinato  es  hacerlo,  y  hacerlo  en  tiempo  de  paz. 

Eduardo  Coke,  el  oráculo  de  la  jurisprudencia  inglesa,  lo  ha 
dicho  hace  doscientos  años:  •  Si  un  lugar  teniente  ú  otro  mu- 
c  nido  de  comisión  ó  autoridad  militar,  ahorca  ó  de  otra  manera 
c  ejecuta  en  tiempo  de  paz  á  un  hombre  so  color  (by  color)  de 
c  ley  marcial,  esto  es  un  asesinato  (this  is  cmurdert  Coke  3 
Inst.) 

Blackstone,  el  profundo  comentador  de  las  leyes  inglesas, 
repite  esto  mismo  que  complementa  é  ilustra.  (Blackstone, 
tom.  2^  pág.  167,  ed.  de  Chr.) 

La  convención  republicana  de  Maryland  también  lo  dijo  en 
1788  en  su  declaración  13:— <  Siendo  contrario  á  la  Magna 
Carta  castigar  aun  hombre  libre  por  la  ley  marcial,  es  asesinato 
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ejecntarlo»  (^nd  m arder  to  execate  him),  EUiot,  Adrers,  etc., 
tom.  2^,  pág.  552. 

Sea  qne  la  ejecución  se  haga  aplicando  el  código  militar,  sea 
qne  se  efectúe  por  nn  tribunal  militar  invocando  otra  ley,  el 
caso  es  el  mismo  desde  que  el  reo  no  corresponda  á  tal  juris- 
dicción. 

Las  Leyes  Recopiladas  que  se  han  citado  aquí  para  demostrar 
la  competencia  'Je  los  consejos  de  guerra  en  el  caso  en  cuestión, 
y  que  se  han  desenterrado  para  justificar  implícitamente  la  ley 
marcial,  y  directamente  la  ejecución  de  Zacarías  Segura  en  San 
Luis,  son  muy  conocidas  por  todos  los  hombres  que  han  gober- 
nado entre  nosotros.  Nunca  ha  faltado  algún  letrado  oficioso 
que  los  llevase  al  bufete  del  mandatario  para  enseñarle  que  con 
ellas  en  la  mano  podía  matar  á  sus  enemigos  políticos  con  solo 
calificarlos  de  bandidos  ó  bandoleros  ;  pero  felizmente  hasta 
hoy  todos  los  gobernantes  han  tenido  á  este  respecto  la  más 
difícil  de  todas  las  energías,  la  de  la  moderación.  Ellos  han 
desoído  esos  consejos,  han  puesto  á  un  lado  viejas  leyes  y  han 
entregado  ios  delincuentes  á  sus  jueces  naturales,  porque  han 
entendido  que  con  ese  instrumento  ellos  no  podían  matar,  por- 
que esa  no  era  la  cuchilla  de  la  ley. 

La  Ley  Recopilada  de  1784  que  se  ha  hecho  valer,  fué  dada 
por  el  rey  de  España,  en  virtud  del  poder  absoluto  que  tenía 
para  alterar  los  fueros,  cambiar  las  jurisdicciones  cuando  la  jus- 
ticia se  administraba  en  su  nombre  y  por  su  orden,  del  mismo 
modo  por  tribunales  ordinarios,  por  consejos  de  guerra  ó  comi- 
siones especiales.  Edta  ley  dictada  contra  reos  contumaces  que 
se  consideraban  como  bestias  feroces,  tuvo  por  objeto  suprimir 
un  desorden  local  y  parcial  con  los  medios  del  absolutismo,  á 
la  manera  do  don  Pedro  el  Cruel,  que  mandaba  colgar  á  los 
mismos  jueces  prevaricadores  en  su  tribunal,  dando  formas 
brutales,  caprichosas  y  repugnantes  á  la  justicia.  Ellas,  des- 
pués de  producir  los  resultados  que  producen  siempre  el  terror 
y  la  violencia  en  países  esclavos  y  mal  gobernados,  estuvo  en 
desaso  hasta  1801,  en  que  se  renovó,  y  no  recuerdo  si  también 
en  1804.  En  1821  volvió  á  resucitarse  con  otras  formas,  prime- 
ro para  castigar  por  medio  de  los  consejos  de  guerra  á  todos  los 
que  conspirasen  contra  el  rey  constitucional,  y  después  para  cas- 
tigar á  todos  los  que  hablasen  en  favor  de  la  Constitución  des- 
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pedazada  por  el  rey  absoluto.     (V.  Feliz  de  la  Peña.   P.  mi- 
litar.) 

La  ley  dada  en  sa  origen  contra  los  bandoleros  de  caminos, 
sentenciados  y  'escapados  de  la  jnsticia,  y  contra  los  cuadrille- 
ros  puestos  fuera  del  derecho  común,  llegó  á  aplicarse  al  fin  á 
Riego,  á  Lacy,  Porlier,  y  los  que  siguieron  su  gloriosa  bandera,  . 
para  sofocar  por  medio  de  los  consejos  de  guerra,  el  grito  gene- 
roso de  los  grandes  hombres  de  la  España  liberal  que  se  levan- 
taba en  aquella  época,  reclamando  sus  derechos  y  libertades. 
Olvidada  por  algún  tiempo,  esa  ley  voh  ió  á  ponerse  en  vigencia 
reapareciendo  bajo  distinta  forma,  pero  en  los  mismos  caracte- 
res, el  año  de  1836  en  que  la  España  fné  puesta  bajo  lo  que  se 
llamó  el  réjimen  escepcional,  que  no  ora  sino  el  imperio  de  los 
consejos  de  guerra,  ó  la  ley  marcial  con  otro  nombre.  En  nom- 
bre de  esta  ley,  fué  sentenciado  á  muirte  Castelar,  por  un  con- 
sejo de  guerra  que  entendía  de  delitos  de  prensa,  y  Castelar 
habla  hoy  desde  lo  alto  de  la  tribuna  española,  pisando  la  sen- 
tencia de  muerte  pronunciada  contra  c  i,  por  esas  leyes  que  aquí 
se  invocan  para  fusilar  á  Segura. 

Señor  Presidente:  yo  no  he  apoyado  el  proyecto  presentado 
por  uno  de  mis  honorables  colegas,  con  leñando  el  fusilamiento 
de  Segura,  ejecutado  por  la  ley  marcial,  que  antes  se  habia pro- 
clamado en  San  Juan  y  que  se  ha  intentado  aplicar  en  Salta, 
porque  no  creo  necesario  promulgar  leyes  para  anular  lo  que  de 
hecho  y  de  derecho  es  nulo.  Me  basta  ocupar  este  asiento  y  ha- 
blar desde  él  para  declarar  que  esa  ley  no  rige,  y  para  que  no 
rija  ya.  Está  escrito  en  nuestra  ley  fundamental,  en  la  concien- 
cia de  cada  ciudadano,  que  esa  ley  no  tiene  fuerza,  ni  valor 
alguno  y  que  basta  decirlo  para  que  asi  sea. 

Sin  embargo,  quiero  hacer  el  debido  honor  á  los  señores  Mi- 
nistros que  han  invocado  esas  leyes.  Debo  creer  que  cuando  se 
dictaron  las  instrucciones  en  virtud  de  las  cuales  se  ha  fusilado 
á  Segura  poruña  comisión  militar,  las  tuvieron  á  la  vista,  y  que 
su  error  nace  de  haber  tenido  más  presente  la  letra  muerta  de 
esas  leyes,  que  la  letra  viva  y  el  espíritu  inmortal  de  la  Consti- 
tución. 

Invocando  pues  la  letra  y  el  espíritu  de  la  Constitución,  yo 
digo  y  declaro  como  argentino,  como  publicista,  como  militar, 
que  esas  leyes  son  nulas:  lo  digo  y  repito  como  Senador  desde 
mi  asiento,  y  digo  que  estas  palabras  tendrán  más  fuerza  y  más 
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alcance  qne  las  declaraciones  hechas  por  los  señores  Ministros. 

Yo  desafio ó  mas  bien,  no  desafio  á  nadie!    Gnando  se 

trata  de  la  vida  y  délas  garantías  más  preciosas  del  cíndadano, 
no  quisiera  herir  á  nadie.  Qniero  únicamente  inocular  mis  con- 
vicciones en  cada  nno  de  los  que  me  oyen;  pero  no  quisiera  que 
mis  palabras  fuesen  más  allá  de  mi  intención. 

Lo  que  quiero  decir  es  que,  después  de  esta  simple  declara- 
ción, después  de  lo  que  se  ha  dicho  sobre  el  particular  en  la 
interpelación  del  otro  día,  y  después  de  lo  que  se  dirá  aun, 
no  habrá  gobierno  que  se  atreva  á  invocar  esa  ley  que  sujete 
los  delitos  comnnes  á  los  consejos  de  guerra,  que  en  este  caso 
son  verdaderap  comisiones  especiales  prohibidas  por  la  Consti- 
tución. 

Y  si  después  de  esto,  después  de  la  sentencia  de  la  Corte 
Suprema  que  asi  lo  ha  declarado  en  el  proceso  de  los  prisione- 
ros de  Salta,  aun  hubiese  quien  se  atreviese  á  invocarla  y  ejecu- 
tarlas, yo  enseñaré  á  mis  conciudadanos  que  no  lo  sepan,  cómo 
deben  y  pueden  defenderse  contra  esa  ley  nula:  les  basta  levan- 
tar en  alto  la  sentencia  de  la  Corte  Suprema  que  los  proteje,  y 
ponerse  al  amparo  de  la  justicia  federal  que  los  amparará.  Con 
una  palabra  y  una  hoja  de  papel  basta  para  anular  sin  necesi- 
dad de  promulgar  leyes,  lo  que  de  suyo  es  nulo.  Cuando  ha- 
blo así  no  lo  hago  guiado  por  un  espíritu  de  arrogancia  que  no 
'.stá  en  mí:  hablo  con  mis  santas  convicciones,  inspirado  por  el 
amor  á  mis  conciudadanos  que  deseo  sustraer  á  tales  leyes  y 
tales  tribunales. 

Sirva  esto  por  mi  parte  de  protesta  contra  la  ley  marcial  que 
por  tantos  años  nos  ha  ensangrentado  con  distintos  nombres  y 
bajo  distintas  formas,  y  que  se  qniero  introducir  nuevamente 
entre  nosotros. 

La  ley  marcial,  señoree,  ó  loque  es  lo  mismo,  el  C(Sdigo  mili- 
tar ó  la  competencia  de  los  tribunales  militares  aplicada  á  los 
delitos  comunes  con  esclusión  de  las  leyes  y  de  los  jueces  ordi- 
narios ó  naturales,  no  es  institución  de  pueblos  libres Pue- 
de imperar  como  un  hecho  en  un  momento  supremo,  pero  no 
es  un  derecho.  Nuestra  Constitución  al  asimilar  á  una  plaza 
sitiada  el  punto  donde  se  declarase  catado  desitio^  ha  determina- 
do las  facultades  de  que  únicamente  puede  usarse  sin  alterar  las 
leyes  ni  las  jurisdicciones  en  cuanto  á  las  personas.  El  estado 
de  sitio  es  la  negación  espresa  de  la  ley  marcial. 
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LoB  que  quieren  aclimatar  entre  nosotros  la  ley  marcial  olvi- 
dan nuestra  Constitución,  desconocen  la  naturaleza  de  esa  ley  y 
no  recuerdan  los  antecedentes  del  pueblo  en  que  se  pretende  in- 
troducir. Señor  Presidente:  la  ley  marcial  tal  como  se  nos  pre- 
senta hoy  bajo  distinta  forma,  viene  de  la  Inglaterra  por  la  via 
de  los  Estados  Unidos. 

En  su  orijen  la  ley  marcial  en  Inglaterra  fué  el  arma  de  los 
fuertes  coEtra  los  débiles,  y  más  tarde  un  arma  de  tiranía  que 
sus  reyes  absolutos  emplearon  contra  el  pueblo. 

Los  que  invocan  la  aplicación  de  esta  ley,  pretendiendo  pres- 
tigiarla con  la  nobleza  de  su  origen  inglés,  dicen:  cLa  Inglate- 
rra es  un  pais  libre  y  grande,  y  de  alli  viene  la  ley  marcial  ¿por 
qué  hemos  de  resistirla?  Los  Estados  Unidos  la  han  heredado 
¿porqué  hemos  de  rechazarlaPi 

En  Inglaterra  la  ley  marcial  no  es  lo  que  se  llama  ley,  sino 
la  abrogación  de  ella,  como  se  ha  definido  muy  bien:  no  hace 
parte  de  su  constitución,  y  solo  en  virtud  de  la  omnipotencia  de 
su  parlami^nto  se  ha  proclamado  alguna  vez,  y  hoy  nadie  la 
sostiene  teóricamente  en  aquella  nación  libre,  por  el  contra- 
rio es  condenada.    (F.  American  üiclopedtcce,  vol.  XI,  pág  227.) 

Un  acreditado  historiador  de  la  Oonstituclón  inglesa  (HaL- 
LAM,  420)  ha  dich'  :  cPor  el  espacio  de  dos  siglos,  á  cansa  de 
sus  abusos,  la  ley  marcial  ha  estado  prohibida  en  Inglaterra  como 
repugnante  ai  gobierno  libre  y  constitucional.! 

El  Juez  Woodbury,  autor  del  dictamen  en  disidencia  de  la 
famosa  sentencia  de  Taney  de  que  hablé  antes,  dice  estas  pala- 
bras: <En  Inglaterra  se  ha  establecido  gradualmente  que  las 
contiendas  civiles  no  justifican  á  ningún  individuo,  ni  á  los  mi- 
litareSf  ni  al  Rey  usando  de  la  ley  marcial  sobre  el  pueblo». 
(Decisión  de  la  Corle  de  E.  U,  etc.,  t.  XVII,  pág.  31). 

Leeré  ahora  las  palabras  de  Blackstone,  á  que  me  referí  antes 
de  hablar  de  la  opinión  de  Eduardo  Coke.  Dice:  cLa  necesidad 
del  orden  y  de  la  disciplina  en  un  ejército  puede  solo  autorizar 
el  código  militar,  y  es  por  esta  razón  que  no  debe  estar  en  vigor 
en  tiempo  de  paz,  en  que  las  Oórtes  Reales  están  abiertas  á  todos 
para  obtener  justicia  conforme  á  las  leyes  del  país.  Así,  Tomás, 
conde  de  Lanaaster,  habiendo  sido  condenado  en  Pontefract, 
con  arreglo  á  las  leyes  militares  en  el  XV  año  del  reinado  de 
Eduardo  11,  su  condenación  fué  anulada,  porque  este  juicio  ha- 
bía tenido  lugar  en  tiempo  de  paz.    Y  ha  sido  establecido,  que 
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8i  nn  lugarteniente  ú  otros,  autorizándose  de  una  comisión 
militar,  hace  ahorcar  ó  ejecutar  de  cualquier  otra  manera  á  un 
hombre  cualquiera  en  virtud  de  las  leyes  militares,  es  culpable 
de  asesinato,  porque  procede  contra  la  Magna  Carta».  (Cap. 
XXIX,  t.  II,  pág.  157,  ed  Chr). 

Kl  mismo  Blackstone  dice:  «Caando  Carlos  I  posesionado 
del  trono  trató  de. . .  .aplicar  la  ley  marcial  en  tiempo  de  paz  y 
otras  vejaciones  sobre  el  pueblo,  se  ennegrecieron  los  primeros 
momentos  del  reinado  de  este  principe  mal  aconsejado»,  (tom. 
6%  pag.  399,  id.)  y  el  gran  historiador  Macaulay  lo  confirma. 

Con  referencia  al  caso  citado  por  Blackstone,  dicen  Hallan  y 
Woodbury:  «Thomas,  conde  de  Lancaster,  tomado  en  abierta 
insurrección  fué  juzgado  por  la  ley  marcial,  y  esto,  awi  durante 
la  insurrección  fué  calificado  de  asesinato,  porque  tuvo  lugar  en 
tiempo  de  paz  y  mientras  las  cortes  de  justicia  estaban  abiertas» 
(Decís,  de  la  Corte  de  E.  U.  tom.  XVII,  pág.  31). 
.  Me  permitiré  leer  todavía  otra  cita  de  Woodbury  en  el  mismo 
tomo  17,  pág.  32  de  las  Decisiones  de  la  Corte  Suprema  de  los 
Estados  unidos,  que  es  de  sentirse  no  se  halle  en  la  biblioteca 
de  los  Sres.  Ministros,  porque  así  podrían  comprobar  la  fidelidad 
de  mi  traducción.  Dice  Woodbury:  cEn  Inglaterra  durante 
siglo  y  medio,  la  ley  marcial  no  ha  sido  autorizada,  y  solo  en 
virtud  de  estraordinarias  exijencias  y  esto  con  varias  restriccio- 
nes, siempre  bajo  la  base  de  que  tal  acto  no  era  arreglado  al 
bilí  de  los  derechos  y  constituciones,  y  qne  solo  era  sancionada 
en  virtud  de  la  omnipotencia  parlamentaria,  y  esto  temporaria- 
mente. Asi,  después  que  varias  autoridades  civiles  fueron  de- 
rrocadas en  varios  puntos,  cuando  el  estruendo  de  las  armas 
había  alcanzado  el  más  alto  grado  posible  en  una  conmoción 
civil,  un  parlamento  ilimitado  en  sus  poderes,  y  proveyendo 
únicamente  á  los  medios  de  guerra,  aventuró  ín  exiremis^  y  por 
dos  ó  tres  ocasiones  la  aplicación  de  la  ley  marcial  á  loa  que  no 
eran  militares;  pero  limitándola  á  determinados  lugares  en  que 
existía  la  resistencia,  y  abrazando  en  su  alcance  únicamente  á 
los  hombres  en  armas. 

Decía,  pues,  que  la  ley  marcial  no  era  ley,  que  no  era  institu- 
ción de  pueblo  libre,  que  la  Inglaterra  misma  no  la  reconoce 
como  buen  medio  de  gobierno,  y  que  aún  cuando  allí  hubiera 
producido  algunos  bu'mos  efectos,  entre  nosotros,  dado  nuestro 
estado  político  y  social,  dados  nuestros  antecedentes  y  las  pasio- 
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nes  rencorosaB  á  que  tal  medida  daría  pávnlo,  la  competencia 
de  los  consejos  de  guerra  en  delitos  políticos  seria  como  en  otro 
tiempo  la  guerra  á  muerte  éntrelos  partidos  disidentes,  y  la  ley 
marcial,  la  bandera  roja  de  esterminio. 

La  ley  marcial  en  los  primeros  tiempos  fué  aplicada  en  Ingla- 
terra en  1588  por  la  reina  María  condenando  por  ella  á  muerte 
á  los  herejes  que  tuviesen  libros  prohibidos  y  no  los  presenta- 
sen sin  leerlos,  y  esto  por  una  simple  proclamación:  (FiTTBB, 
Military  Law,  pág.  60,  apud  Woodbury)  ni  más  ni  menos  que 
como  se  ha  hecho  alguna  vez  entre  nosotros  en  tiempos  que  fe- 
lizmente pasaron  para  no  volver  más. 

Después  de  esto,  la  ley  marcial  ha  estado  abolida  por  la  opi- 
nión y  el  derecho  consuetudinario  y  no  se  ha  usado  de  ella 
como  medio  de  Gobierno  ni  aún  en  las  más  difíciles  circuns- 
tancias porque  ha  pasado  aquel  país,  y  esto  hace  cerca  de  dos 
siglos  que  dura,  como  lo  he  hecho  ver.  En  este  transcurso  de 
tiempo  sólo  una  vez  se  ha  empleado  como  medio  de  guerra  ex- 
tremo con  motivo  de  la  insurrección  de  Irlanda  en  1796,  y  está 
limitada  á  ciertos  casos,  con  facultades  determinadas,  conside- 
rando al  ejército  desempeñando  un  jjasse  comitales  en  nombre 
de  la  autoridad  civil.  Todos  los  comentadores  y  publicistas  de 
la  Gran  Bretaña,  y  Stnart  Mili  á  la  cabeza  de  ellos,  piensan  que 
el  gobierno  inglés  que  UHase  de  tal  facultad  aplicándola  al  pue- 
blo, produciría  una  revolución  en  Inglaterra,  ])orque  el  pueblo 
inglés  no  toleraría  su  ejercicio,  como  lo  observa  aquel  notible 
pensador: 

cEn  la  constitución  británica,  cada  uno  de  los  tres  miembros 
combinados  de  la  soberanía,  está  investido  de  poderes,  qr.e  si 
los  ejerciese  plenamente,  lo  harían  capaz  de  detener  todo  el 
mecanismo  del  gobierno».  (Stüar  Mill,  Ooh,  Representativo 
pág.  104). 

La  ley  marcial  repudiada  en  la  tierra  natal,  ha  penetrado  en 
un  pueblo  libre  como  los  Estados  Unidos,  y  se  ha  teorizado  so- 
bre una  institución  que  responde  á  las  exijencias  de  buen  go- 
bierno. Pero  todos  los  comentadores  de  la  constitución  norte 
americana,  sin  escepción,  han  pensado  que  no  se  deducía  lógi- 
camente del  testo  de  ella,  y  que  las  facultades  que  esta  dá  son 
inconciliables  con  las  libertades  públicas  y  con  la  existencia  de 
la  constitución  misma,  que  debe  ser  la  regla  de  todos  los  tiem- 
pos: fia  regla  de  la  paz  y  de  la  guerra»,  como  ha  dicho  la  Cort^ 


APÉNDICE  347 

Saprema  délos  Estados  ünidoSi  en  una  sentencia  reciente  des- 
tinada á  ser  inmortal. 

Los  que  más  lejos  han  ido  en  este  pnnto,  han  dicho  qne  sólo 
por  implicancia  pnede  deducirse  que  la  ley  marcial  sea  aplicable 
á  los  Estados  unidos,  por  cuanto  la  suspensión  del  habeos  cor- 
pus  en  Inglaterra  traia  aparejada  esta  facultad  en  tiempo  de 
guerra,  y  esto  con  autorización  del  parlamento. 

Así  es  que  cuando  estalló  la  gran  insurrección  del  Sur,  el  Pre- 
sidente Lincoln  en  virtud  de  haber  decretado  la  suspensión  del 
hábeas  corpus  (hecho  que  por  la  primer  vez  tuvo  lugar  en  seten- 
ta y  cinco  años  de  vida  constitucional),  se  consideró  de  buena 
fé  autorizado  á  declarar  la  ley  marcial,  y  la  declaró.  Por  esto 
puerta  falsa  penetró  la  ley  marcial  á  los  Estados  Unidos. 

Los  lejisladores  americanos  fueron  de  sentir  (y  tal  es  la  ace- 
trina que  ha  prevalecido)  que  era  facultad  privativa  del  Con- 
greso autorizar  la  suspensión  del  habeos  corpus^  y  las  medidas 
que  son  su  consecuencia. 

El  Presidente  Lincoln  exajerando  su  responsabilidad  habia 
exajerado  también  sus  facultades  en  presencia  del  gran  peligro 
porque  pasaba  la  unión,  y  guiado  por  un  noble  propósito  tomó 
sobre  si  dictar  la  medida  autoritativamente  en  virtud  de  los  de« 
rechoB  de  la  guerra.  El  Congreso,  sin  embargo  de  hacer  justicia 
al  móvil  patriótico  del  presidente,  no  quiso  aprobarlo  ni  repro- 
barlo, y  manteniendo  sus  prerogativos  dio  lo  que  se  llama  un 
bilí  de  indemnidad  que  cubría  al  presidente,  prohibiéndole  im- 
plícitamente proceder  del  mismo  modo  en  lo  futuro. 

La  opinión  pública  siempre  protestó  contra  la  ley  marcial  de 
aquel  país.  Ella  ha  sido  resistida  por  los  medios  legales  en  los 
Estados,  aún  en  aquellos  estados,  leales  que  han  sido  teatro  de 
la  guerra  y  que  conservaban  sus  tribunales  abiertos.  Última- 
mente, pasando  el  peligro,  vueltos  todos  á  la  calma  de  la  razón, 
la  conciencia  pública  reacciona  enérgicamente  contra  la  teoría 
en  que  se  basa  la  ley  marcial,  y  la  jurisprudencia  de  la  Corte 
Suprema  la  condena  haciendo  triunfar  una  parte  de  la  buena 
doctrina . 

Insisto  sobre  este  punto  que  se  liga  únicamente  al  asunto  de 
que  tratamos,  por  haberse  intentado  introducir  parcialmente  la 
iQy  marcial  en  San  Juan,  porque,  aún  cuando  pudieran  aducirse 
argumentos  para  demostrar  que  habia  un  viso  de  legalidad  que 
justificase  el  ejercicio  de  tan  peligrosa  facultad^   es   necesario 
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que  no  olvidemos  que  estamos  en  la  República  Argentina,  go- 
bernando  y  legislando  para  los  argentinos. 

Señor  Presidente,  la  ley  marcial  en  sns  formas  esternas,  es 
decir  la  competencia  de  la  potestad  militar  para  disponer  de  la 
vida,  ha  sido  la  dura  ley  de  la  guerra  civil.  Este  es  el  hecho 
brutal  contra  el  cual  venimos  reaccionando  de  tiempo  atrás,  y 
contra  el  cual  reaccionamos  pacificamente  cuando  se  quiere  ele- 
varlo á  la  categoría  de  principio  y  regla  de  buen  gobierno.  Pre- 
cisamente cuando  decimos  en  nuestra  Constitución  que  no  se 
matará  por  causas  políticas,  hemos  querido  cerrar  para  siempre 
aquel  periodo  luctuoso  y  sangriento  en  que  tan  nobles  victimas 
fueron  sacrificadas  por  el  derecho  implacable  de  la  espada  del 
vencedor  y  del  cuchillo  del  verdugo. 

No  olvidemos,  señores,  que  el  significado  político  de  nuestras 
luchas  no  es  siempre  el  derecho,  y  que  existen  causas  latentes 
y  situaciones  fatales  que  sin  darle  razón,  les  dá  rasón  de  ser;  y 
á  veces  la  victoria  ha  coronado  al  que  al  principio  combatía  por 
instinto  y  sin  bandera.  No  criemos  esas  situaciones,  ni  agrave* 
mos  esas  causas,  que  bastante  trabajo  tenemos  con  las  existentes. 
Pretendiendo  poner  en  vijencia  leyes  como  la  que  nos  ocupa, 
es  como  se  puede  dar  bandera  contra  la  Constitución. 

A  la  administración  actual  le  ha  tocado  una  época  sino  del 
todo  feliz,  porque  todavía  nos  falta  mucho  para  serlo,  por  lo 
menos  una  época  en  que  las  fuerzas  morales  y  materiales  con* 
curren  más  poderosamente  á  la  estabilidad  del  gobierno  y  de 
las  instituciones.  Este  es  el  fruto  de  los  trabajos  pasados,  y  de 
las  aspiraciones  del  presente.  La  autoridad  del  gobierno  y  de 
las  leyes  se  halla  sólidamente  establecida  y  se  levanta  sobre 
todo  siendo  obedecidos  sns  mandatos  en  todo  el  territorio,  la 
República  está  unida,  constituida  y  en  paz:  las  antiguas  resisten- 
cias han  sido  quebradas,  y  los  viejos  caudillos  han  quedado  sin 
bandera,  y  lo  que  es  más,  sin  bandera  que  inventar.  No  hay 
razón,  causa,  ni  pretesto  que  se  pueda  hacer  valer  contra  tal 
situación  si  nosotros  mismos  no  nos  encargamos  de  crearla. 

Si  en  condiciones  tan  propicias,  en  vez  de  aquietar  !as  pa- 
siones desarmadas  promovemos  la  alarma,  si  en  vez  de  cultivar 
los  sentimientos  de  humanidad  y  tolerancia  los  enconamos 
levantando  una  bandera  de  guerra  á  muerte;  si  decimos  qi^e 
todo  el  que  haga  armas  es  bandolero,  que  el  que  caiga  prisione- 
ro debe  ser  juzgado    por  leyes  militares    y  que  debe  morir  á 
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manos  de  los  consejos  de  guerra,  nosotros  mismos  damos  la 
más  terrible  de  las  banderas  á  los  caudillos  que  por  fortuna 
hoy  caen;  pero  que  brotarían  del  polvo  de  los  muertos.  No  di- 
go que  esto  suceda  hoy,  ni  mañana,  porque  felizmente  las 
fuerzas  morales  y  conservadoras  de  la  sociedad,  gravitan  en  el 
sentido  del  orden;  pero  establecido  el  antagonismo,  la  lucha 
pnede  venir,  y  puede  tener  razón  de  ser  con  una  enseña  de 
derecho  de  que  hoy  carece. 

Asi,  pues,  no  es  un  espíritu  de  critica  lo  que  me  anima  en 
este  caso,  sino  el  deseo  sincero  de  ver  consolidada  la  situación 
evitando  tropiezos  á  los  que  la  presiden,  y  alejando  de  la  ca- 
besa  de  mi  país  males  inmensos  que  pueden  afligirlo  si  no 
procedemos  con  la  previsión  del  hombre  de  Estado,  bajo  las 
inspiraciones  del  patriotismo  y  con  arreglo  á  la  Constitu- 
ción. (1) 

II 

(2) 

Debiera  dar  aqui  por  terminada  esta  exposición  del  derecho 
que  se  ventila  en  la  cuestión  de  competencia,  si  no  me  sintiera 
irresistiblemente  inclinado,  á  agregar  algunas  palabras  más, 
para  rechazar  con  toda  la  energ'a  de  mis  convicciones  la  exis- 
tencia de  una  ley  marcial  que  no  tiene  base  alguna  en 
nuestra  legislación,  ni  reconoce  antecedente  en  nuestras  cos- 
tumbres. 

Como  ese  nombre  verdaderamente  fatidico  en  la  historia  de 
los  pueblos  libres,  se  designa  una  situación  de  hecho,  que 
suprime  todo  derecho  civil  y  político,  y  somete  los  hombres  y 
las  cosas  á  la  voluntad  del  comandante  en  gefe  de  un  ejército 
en  operaciones  de  guerra.    Tan  absoluta  autoridad  no  está  con- 

(1)  Discurso  pronunciado  en  la  Cámara  de  Senadores  del  Congreso 
por  el  General  D.  Bartolomé  Mitre,  en  la  discusión  sobre  el  proyecto 
de  ley  ordenando  la  intervención  en  la  Provincia  de  San  Juan  en  1869. 
Publicación  oñciaL  póg*  35. 

(2)  Lo  que  se  transcribe  aqui  es  la  segunda  parte  del  informe  en 
derecho  presentado  por  el  dstinguido  jurisconsulto  Dr.  D.  José  Maria 
Moreno,  ante  la  Corte  Suprema  de  la  Nación,  en  24  de  Mayo  de  1875, 
como  defensor  de  algunos  de  los  militares  complicados  en  la  revolu- 
ción de  Setiembre  de  1874. 
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ferida  por  ley  alguna  escrita;  se  hace  deríTar  por  implicancia 
de  las  fanciones  propias  al  comando  de  los  ejércitos  y  á  la 
dirección  de  la  Querrá;  se  la  estiende  á  todas  las  circunstan- 
cias, casos  ó  materias  que  puedan  interesar  ó  relacionarse  con 
el  objeto,  los  medios  ó  los  resultados  de  las  operaciones  mili- 
tares; no  reconoce  en  fín  otras  limitaciones,  ni  más  reglas  de- 
ducidas  que  las  del  criterio  propio  del  que  la  ejerce,  y  de  la 
opinión  que  juzga  á^^oóc^i^rton,  según  los  principios  de  la  ra- 
zón natural,  aplicadc^  á  las  condiciones  particulares  de  cada 
caso. 

¿Cuál  es  el  legislador  que  ha  constituido  tan  omnímoda  auto- 
ridad, dictando,  una  ley  cuyos  términos  premisos  no  se  cono- 
cen, cuyos  principios  se  ignoran,  que  no  contienen  reglas  de 
aplicación,  que  no  determina  procedimiento,  que  no  impone 
responsabilidad,    que  no  consagra  limitación  de  poder? 

El  legislador  omnipotente  de  la  necesidad  y  del  hecho,  se  ha 
respondido  cuyo  poder  ilimitado,  solo  conoce  una  valla,  la 
fuerza,  cuya  responsabilidad,  solo  puede  hacerse  efectiva  ante 
un  solo  tribunal,  la  conciencia  de  la  humanidad,  ó  la  opinión 
pública. 

Sabemos,  Excmo.  Señor,  que  la  necesidad,  carece  de  reglas 
fijas,  tratándose  de  las  acciones  de  los  hombres  que  deben  adap- 
tarse á  una  línea  de  conducta  trazada  de  antemano,  y  que  por 
profunda  que  sea  la  sabiduría  de  la  inteligencia  humana,  cuan- 
do se  aplica  á  determinar  un  conjunto  de  principios  y  de  reglas 
según  las  cuales  debe  gobernarse  la  sociedad  civil,  jamás  po- 
dría concebir  á  priori^  todos  los  sucesos  que  aisladamente  y 
por  si  solos,  ó  acumulados  y  combinados,  podrían  ser  dirigidos 
y  dominados  por  la  inteligencia  previsora  de  la  ley;  y  la  his- 
toria nos  enseña  que  las  Constituciones  mejor  concebidas,  las 
legislaciones  más  sabiamente  preparadas,  han  caído  con  los 
piieblosque  las  concibieron  y  practicaron,  al  impuje  irresisti- 
ble de  hechos  combinados,  de  sucesos  imprevistos,  que  habían 
profundamente  alterado  y  conmovido  las  condiciones  de  exis- 
tencia social  y  burlado  la  previsión  del  legislador  en  las  ten- 
dencias y  marchas  progresivas  de  los  pueblos. 

El  hecho  se  impone  entonces  irremediablemente,  destruyen- 
do ó  modificando  el  derecho  actual,  dominando  al  hombre  y 
sus  relaciones,  con  un  poder  de  que  no  puede  libertarse  y  que 
le  obliga  irremisiblemente  á  fundar  en  él  un  derecho    nuevo, 
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bascan  lo  con  afán  la  relación  moral  que  liga  la  noción  de  lo 
justo  y  de  lo  injusto,  y  el  hecho  ó  la  necesidad  existente. 

Pero  no  tratamos  ahora  de  los  resortes  por  medio  de  los  cna- 
les  se  conmueven,  se  minan  y  caen  al  fin  las  Constituciones 
más  hábilmente  preparadas,  sino  de  la  existencia  de  una  insti- 
tución que  se  dice  apoyada  por  la  Constitución  misma,  que 
marcha  paralelamente  con  ella,  y  que  no  obstante  su  abierta 
oposición,  se  dice  necesaria  y  aun  conveniente  para  su  propio 
vigor  y  mantenimiento.  Por  más  que  la  ley  marcial  sea  en  ver- 
dad la  negación  de  todo  derecho,  ó  por  lo  menos  del  derecho 
escrito  y  garantido  como  condición  de  la  vida  civil  y  politica, 
se  pretende  sin  embargo  hacerla  derivar  de  las  mismas  insti- 
tuciones con  cuya  vigencia  es  incomparable,  y  se  la  pretende 
fundar  en  la  necesidad  y  en  la  conveniencia  de  adoptarla  en 
determinadas  circunstancias  para  la  conservación  y  vigor  de 
las  instituciones  que  cor  sa  imperio  conculca  y  de  que  es  una 
negación. 

¿Qué  es  en  efecto  la  ley  marcial?  No  siendo  una  ley  escrita, 
carecemos  de  base  cierta  para  apreciar  con  exactitud  su  inteli* 
gencia  y  sus  limites.  La  palabra  misma  con  que  se  la  expresa, 
carev3e  de  antecedente,  y  de  espresión  en  nuestra  legislación ; 
y  nuestra  lengua  no  le  atribuye  la  genuina  significación  que  le 
dan  los  pueblos  en  que  ha  tenido  origen  y  que  alguna  vez  le 
han  dado  aplicación. 

Tenemos  pues,  que  preguntar  á  los  escritores  de  esos  pue- 
blo?, cuál  es  su  importancia,  su  significación  y  su  objeto  para 
comnararla  en  se^'^aida  con  nuestras  instituciones  y  examinar 
si  piede  desempeñar  un  rol  legítimo  mientras  ellas  mantengan 
su  imperio. 

IMackstone,  el  profundo  comentador  de  la  legislación  ingle- 
sa, confunde  la  ley  marcial,  con  las  leyes  que  rigen  el  orden  y 
disciplina  del  ejército  y  llama  Cortes  Marciales  á  los  tribunales 
constituidos  para  aplicarlas. 

De  la  misma  opinión  son  la  mayor  parte  de  los  escritores 
ingleses,  y  en  ese  mismo  sentido  la  convención  de  Maryland 
de  1788,  en  su  declaración  de  1«^  decia:  csiendo  contraria  ala 
Magna  Carta,  castigar  á  un  hombre  libre,  por  la  ley  marcial, 
es  asesinato  ejecutarlo.» 

Eduardo  Coke  decia  también  en  sus  instituciones,  libro  3: 
«si  im   lugar  teniente,  ú  otro  empleado  munido  de  la  omisión  ó 
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autoridad  militar,  ahorca  ó  ejecnta  de  otra  manera  en  tiempo 
de  paz,  á  nn  hombre  so  protesto  de  la  ley  marcial  esto  es  nn 
asesinato.» 

Pero  la  ley  marcial  asi  conf andida  en  sn  verdadera  noción, 
vivía  como  una  antigüedad  de  la  jnrisprndencia  inglesa,  qne 
hace  más  de  dos  siglos  no  la  pone  en  práctica,  cuando  la  gue- 
rra colosal  en  que  últimamente  se  vio  envuelta  la  unión  Ame- 
ricana del  Norte,  ofreció  una  ocasión  propicia  á  los  beligerantes 
para  ponerla  en  ejercicio  como  una  arma  poderosa  de  guerra  ; 
y  ocupó  el  estudio  de  los  jurisconsultos  para  aplicarla,  comen- 
tarla y  legitimarla. 

Como  arma  defensiva,  en  medio  délos  hechos  y  discordias 
civiles,  la  Constitución  solo  autorizaba  un  recurso  que  si  en 
tiempo  de  paz  pudo  parecer  efícaz,  no  bastaba  ya  á  las  exigen- 
cias de  una  situación  apremiante,  ni  convenía  á  los  espíritus 
dominados  por  la  pasión,  en  pna  lucha  ardiente. 

La  suspensión  del  haheas  corptis^  no  era  un  recurso  espedi- 
tivo,  para  una  situación  extrema;  era  necesario  fundar  la  auto- 
ridad de  proceder  á  arrestos  militares,  era  necesario  confiscar 
la  propiedad  privada,  juzgar  las  personas  por  medios  fáciles  y 
espeditivos,  apoderarse  de  las  cosas,  administrar  el  país  en  fin, 
con  otros  resortes  con  formas  diversas  de  las  establecidas  en  la 
Constitución;  y  á  fin  de  que  el  Presidente  pudiera  gobernarla 
Nación,  durante  la  guerra  colosal,  como  uu  vasto  campamento, 
donde  solo  imperase  la  ley  de  la  necesidad;  manifestada  por  la 
voluntad  del  Comandante  eh  Oefe,  que  le  dá  forma  y  e3presión, 
se  hizo  revivir  la  ley  marcial,  se  la  fundó  en  la  Constitución 
misma  apoyándola  en  el  principio  ínter  arma  silent  leyes,  y  se 
la  entregó  á  la  conveniencia  y  criterio  del  Presidente,  con  in- 
dependencia absoluta  de  cualquier  otro  poder. 

Los  escritores  la  definieron  entonces  diciendo:  que  consiste 
en  un  Código  de  reglas  y  principios  que  regalan  los  derechos, 
capacidades  y  deberes,  las  relaciones  en  tiempo  de  guerra,  de 
todas  las  personas  neutrales  ó  beligerantes  (Whiting,  pág.  213), 
ó  que  las  leyes  ó  reglas  que  generalmente  rigen  el  uso  de  la 
fuerza,  se  llaman:  la  ley  militar  y  marcial,  ó  las  leyes  déla 
Guerra. 

En  estas  definiciones,  las  leyes  militares  dictadas  por  el  Con- 
greso, para  el  réjimen  y  disciplina  del  ejército  forman  parte  de 
la  ley  marcial  que  comprendo  además  los  principios  y  reglas 
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adoptadas  por  el  derecho  Internacional,  para  contener  el  nso 
de  la  fuerza  dentro  de  sns  justos  límites.  Pero  otros  escritores 
distinguen  la  ley  militar  y  la  ley  marcial,  dice  Pomeroy,  cson 
c  enteramente  distintas.  La  primera,  es  el  Código  de  Ordenan- 
te zas  para  el  gobierno  de  las  tropas  solamente,  en  paz  ó  en 
c  guerra;  es  en  realidad  una  parte  del  derecho  civil,  aplicable 
«  solamente  á  una  clase  de  ciudadanos,  á   los  ocupados  en  ta- 

<  reas  militares;  y  es  susceptible  de  ser    reducida   á  reglas  y 

<  métodos  bien  definidos,  como  cualquiera  otra  rama  de  legisla- 

<  ción  ó  derecho  común  del  país.  La  constitución  de  los  Esta- 
€  dos  Unidos,  requiere  que  sea  dicta(}a  por  el  Congreso,  del 
€  mismo  modo  y  con  el  mismo  efecto   y   fuerza  que  cualquiera 

<  otra   legislación.     Está  contenida  en  ese  Código   intitulado: 

<  Articulo  de  Guerra.»  Esta  ley  militar  no  es  la  fuente  del 
c  poder  extraordinario  en  cuestión.» 

€  La  ley  marcial  es  diferente,  y  por  su  misma  naturaleza,  no 

€  es  tan  fácil  definir.  La  más  completa  y  exacta  definición  que 

«  yo  haya  encontrado,  la  de   la  Revista  Norte  Americana  de 

€  Octubre  de  1861,  en  un  artículo  atribuido  á  uno  de  los  distin- 

«  guidos  profesores  de  derecho  de  la  Universidad  de  Harvard, 

«  la  cual  cito  y  adopto.  La  ley  marcial  es  la  regla  y  autoridad 

«  militar  que  existen  en  tiempo  de  guerra,  y  es  cgnferida  por 

<  las  leyes  de  la  guerra,  con  respecto  d  las  personas  y  á  las  cosas 
€  que  se  hallan  bajo  y  dentro  del  designio  de  las  operaciones 
«  militares  activas  para  hacer  la  guerra,  y  que  estinguen  y  sus- 
c  penden  por  el  momento  los  derechos  civiles  y  los  remedios 
c  fundados  sobre  ellos  en  cuanto  pueda  ser  necesario  para  el 

<  pleno  cumplimiento  de  los  propósitos  de  la  guerra,  quedan- 
te do  la  parte  que  la  pone  en  práctica  responsable  por  cualquier 

<  abuso  de  la  autoridad  que  asi  se  le  confiere.  Es  la  aplicación 
«  del  gobierno  militar — el  gobierno  militar  de  la  fuerza — á  las 
«  personfts  y  propiedades  dentro  del  objeto  de  ella,  según  las 
«  leyes  y  usos  de  la  guerra,  con  esclusión  del  gobierno  muni- 
«  cipal,  en  todos  los  respectos  en  que  este  enerve  la  eficacia  de 
€  la  regla  y  acción  militar.»   {Municipal  Law^    697  y  698  ) 

Esta  es  la  misma  definición  que  adopta  el  Juez  de  Sección,  y 
según  ella,  podemos  decir:  que  la  ley  marcial,  no  es  más  que  el 
conjunto  de  reglas  que  rijen  la  conducta  y  determinan  las  fa- 
cultades de  un  beligerante  en  territorio  enemigo,  según  los  prin- 
cipios del  derecho  Internacional,  y  sin  duda  para  apoyarla  en 
23 
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esta  ley  suprema  que  rige  á  las  naciones,  sientan  los  que  la 
sostienen,  que  el  Derecho  de  Gentes,  el  Derecho  Internacional, 
está  arriha  de  la  constitución  de  cualquier  gobierno,  y  ningún 
pueblo  podría  justificarse  por  su  constitución  peculiar,  si  vio- 
lase los  derechos  de  otras  naciones. 

Suponiendo  pues  la  guerra  civil  en  una  nación,  y  á  los  dos 
partidos  contendientes  con  todos  los  derechos  y  obligaciones 
inherentes  á  dos  naciones  beligerantes,  resulta  que  cada  uno  de 
ellos  tendría  el  derecho  de  conducirse  en  las  necesidades  de  la 
guerra,  según  las  reglas  del  derecho  internacional  disfrutando 
de  todas  las  ventajas  y  recursos  necesarios  para  conseguir  los 
fines  legítimos  de  la  contienda. 

De  e.ste  principio  en  que  se  funda  la  ley  marcial,  se  deduce 
que  ella  autoriza  el  desconocimiento  absoluto  de  los  derechos 
civiles  y  políticos  en  el  territorio  ocupado  por  las  tropas  de  un 
beligerante,  y  que  las  personas,  los  derechos  y  las  cosas,  quedan 
sometidos  á  todas  las  modificaciones  que  exijan  el  derecho  del 
beligerante  y  la  necesidad  ó  conveniencia  de  las  operaciones 
militares.  Se  sigue  también  y  muy  principalmente,  la  perfecta 
ligitimidad  de  un  gobierno  puramente  militar  que  no  reconozca 
otra  constitución  ni  otras  reglas,  que  las  establecidas  por  el  Co- 
mandante  en  Gefe,  cuyo  poder  de  dominación  se  estiende  á 
todo  el  radio  ocupado  por  las  operaciones  militares  que  de  él 
dependen.  En  este  sentido  está  concebida  la  fórmula  del  Dere- 
cho Internacional  moderno,  relativamente  á  los  efectos  que 
produce  el  estado  de  guerra  y  los  derechos  que  crea  á  favor 
de  un  beligerante  contra  el  estado  enemigo  y  en  territorio  ene- 
migo, 

Bluntschli,  que  ha  codificado  el  Derecho  Internacional, 
dando  á  sus  reglas  la  forma  de  artículos  de  un  Código,  dice 
asír-cArt.  539.  Cuando  una  parte  del  territorio,  una  ciudad, 
un  distrito  es  ocupado  militarmente  por  el  adversario,  esta 
parte  del  territorio  es  desde  luego  regida  por  las  leyes  marcia- 
les del  ejército  que  ha  tomado  posesión.  La  presencia  de  tropas 
beligerantes  en  el  territorio  enemigo  produce  esta  consecuencia 
de  pleno  derecho  y  sin  declaración  previa. — Art.  540.  La  ocu- 
pación del  territorio  por  las  tropas  enemigas,  produce.la  sus- 
pensión de  las  autoridades  regulares  y  su  reemplazo  por  las 
autoridades  militares.» 

En  el  mismo  sentido  aparecen  redactadas    las  instrucciones 
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para  los  ejércitos  en  campaña  de  la  Unión  Americana,  que 
fneron  preparadas  por  el  Dr.  Lieber  y  aprobadas  y  espedidas 
por  el  Presidente  Lincoln,  para  regir  la  conducta  de  los  ejérci- 
tos Americanos  en  la  gran  lucha.  Tomamos  de  los  primeros 
artículos  exactamente,  cpnformes  en  el  fondo  á  las  fórmulas  de 
Bluntschli  las  disposiciones  siguientes:  cl^  una  plaza,  un  dis- 
trito, una  región  ocupada  por  el  enemigo,  quedan  someticos 
por  el  solo  hecho  de  la  ocupación  bajo  el  imperio  de  la  ley 
marcial  del  ejército  invasor  ú  ocupante.  La  ley  marcial 
es  efecto  inmediato  y  directo,  la  consecuencia  espontánea 
de  la  ocupación  ó  de  la  conquista.  La  sola  presencia  del  ejér- 
cito enemigo,  pone  en  vigor  la  ley  marcial  de  este  ejército. 
2**  La  ley  marcial  no  cesa  de  sor  aplicable  durante  la  ocupa- 
ción,  sino  á  consecuencia  de  una  proclamación  del  Comandan- 
te en  Gefe,  ó  bien  á  consecuencia  de  una  mención  especial  en  el 
tratado  que  ponga  fin  á  la  guerra,  cuando  la  ocupación  de  una 
plaza  ó  de  un  territorio  continúa  después  de  la  ocupación  de  la 
paz  como  una  de  sus  condiciones.  3®  La  ley  marcial  en  un  país 
enemigo,  consiste  en  la  suspensión  en  provecho  de  la  autoridad 
militar  del  ejército  ocupante,  á  las  leyes  criminales  y  civiles, 
de  la  administración  y  del  gobierno  del  país  al  cual  pertenece 
la  ciudad  ó  territorios  ocuparlos,  y  en  la  sustitución  en  su  lugar 
y  caso,  del  gobierno  y  de  la  autoridad  militar,  aun  en  lo  que 
concierne  al  derecho  de  dictar  leyes  generales,  en  tanto  cuanto 
las  necesidades  militares  exijan  esta  suspensión,  esta  sustitución 
y  esta  facultad  de  legislar.  4"  La  ley  marcial  no  es  otra  cosa 
que  el  ejercicio  de  la  autoridad  militar,  conforme  á  las  leyes  y 
usos  de  la  guerra.» 

En  esta  inteligencia  de  la  ley  marcial,  como  la  ley  de  guerra, 
como  ley  de  las  naciones,  es  indudable  que  queda  fuera  de  los 
límites  de  la  constitución  y  que  su  aplicación  quedaría  reducida 
al  territorio  comprendido  en  las  operaciones  militares  y  reducida 
al  caso  de  una  ocupación  militar  de  nuestro  territorio  por  una 
potencia  enemiga  ó  del  territorio  enemigo  por  los  ejércitos  de 
la  nación. 

Pero  jamás  podría  admitirse  como  un  resorte  legítimo  del  go- 
bierno del  país  en  sus  conflictos  domésticos  como  un  poder 
conferido  por  la  Constitución  para  el  gobierno  de  la  sociedad, 
ni  como  un  resorte  confiado  por  ella  á  la  administración  en  casos 
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especiales    de  conmoción  interna  y  fuera  de  los  límites  de  la 
ocupación  militar. 

La  Constitución  ha  previsto  sin  duda  esos  conflictos  y  esos 
casos  especiales  y  conferido  en  tales  ocasiones  los  poderes  nece- 
sarios y  que  ha  creido  suficientes  para  dominarlos  y  vencerlos. 
Ella  ha  autorizado  especialmente  la  declaración  del  estado  de 
sitio  para  el  caso  de  conmoción  interior  ó  de  ataque  exterior 
que  ponga  en  peligro  el  ejercicio  de  la  Constitución  ó  de  las 
autoridades  creadas  por  ella;  y  ha  cuidado  de  encerrar  dentro 
de  límites  fijos  é  invariables,  la  extensión  de  esas  facultades  y 
el  alcance  de  ese  poder. 

En  ningún  caso  ha  podido  suponerse  bajo  el  imperio  de  cir- 
cunstancias tan  extraordinarias  que  suprimieran  completamente 
su  propio  imperio,  y  declarándose  impotentes  para  dominarlas 
autorizara  su  propia  conculcación  por  la  elección  de  un  dictador 
á  quien  como  en  la  antigua  Roma  la  patria  confiara  su  gobier- 
no y  su  salvación,  fiando  su  suerte  á  su  propia  inspiración  y 
energía. 

Ni  implícita  ni  esplicitamente  podría  apoyarse  en  la  constitu- 
ción una  semejante  autoridad,  y  hoy  mismo  en  la  Unión  Ame- 
ricana que  tan  conmovida  se  siente  después  de  la  lucha  en  el 
vigor  moral  de  sus  instituciones  libres,  vuelta  la  calma  á  los 
espíritus,  sus  más  grandes  pensadores  reaccionan  contra  los 
abusos,  los  excesos,  las  doctrinas  destructoras  de  la  libertad  que 
en  medio  de  la  lucha  y  ofuscados  los  espíritus  por  la  pasión  ó 
por  el  furor  de  la  guerra  habían  considerado  como  instrumentos 
útiles  ó  necesarios  para  alcanzar  la  victoria. 

Webster,  había  dicho  ya,  el  signo  característico  del  despotis- 
mo se  descubre  al  instante,  cuando  la  acción  de  la  ley  no  go- 
bierna, sino  la  voluntad  de  un  hombre;  porque  á  medida  que 
la  eficacia  de  la  ley  se  pierdo  y  la  voluntad  de  un  hombre 
se  manifiesta,  el  derecho  se  debilita  y  la  arbitrariedad  so  foi- 
talece. 

Si  queremos  conservar  en  nuestra  patria  el  vigor  y  eficacia 
de  nuestras  instituciones  libres,  si  debemos  impedir  que  sean 
desvirtuadas  ó  destruidas  por  doctrinas  que  minan  su  esencia 
misma  que  son  contrarias  á  sus  preceptos  expresos,  tan  con- 
trarias que  pretenden  fundar  la  dictadura  en  sus  mismas  disposi- 
ciones, pretestando  su  conveniencia  ó  necesidad  en  casos  deter- 
minados; de  todos  modos  debemos  rechazar  con  toda  energía  los 
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argamentos  especiosos  y  los  groseros  sofismas  con  que  han  pro* 
curado  apoyarse  en  el  espirita  mismo  de  la  Constitución  y  la- 
mentando que  esas  doctrinas  hayan  tenido  entre  nosotros  una 
propagación  oficial,  en  la  obrado  Whiting,  «Poderes  de  Guerra 
del  Presidente»,  debemos  solo  considerarla  como  un  ejemplo 
del  poder  de  las  pasiones  en  las  luchas  de  partido,  ó  de  los  ex- 
tremos  á  que  puede  verse  arrastrado  el  poder  público,  en  una 
lucha  ardiente  que  conmueva  la  condición  social  y  política  de  un 
pueblo,  que  hasta  entonces  había  vivido  libre  y  feliz  al  amparo 
de  sus  instituciones. 

En  corroboración  de  estas  ideas,  permítame  V.  E.  al  terminar, 
transcribir  las  opiniones  de  eminentes  publicistas  americanos  é 
ingleses  de  donde  es  originaria  la  ley  marcial  en  su  genuina 
significancia,  como  aplicación  de  las  leyes  y  la  jurisdicción 
militar  en  el  gobierno  del  país,  fuera  de  los  casos  de  ocupación 
bélica,  regidos  por  el  derecho  de  gentes. 

Macauley,  refiere  como  consecuencia  de  un  motín  militar 
de  un  regimiento  Escocés,  el  Parlamento  se  vio  obligado  á  dar 
una  ley  que  autorizara  al  Rey  para  reprimir  los  motines  y  des- 
órdenes de  la  tropa,  conteniéndola  en  la  debida  obediencia  é 
impidiendo  que  pusiera  en  peligro  las  libertades  públicas.  Esta 
ley  votada  primero  por  un  corto  plazo  y  después  anualmente 
hasta  nuestros  días,  era  siempre  objeto  de  vivas  resistencias, 
hasta  que,  «encontrándose  todos  los  partidos  acordes  sobre 
"  el  prinóipio  general,  una  larga  serie  de  Mutin  y  Bills  pasó 
^^  sin  discusión  alguna  si  no  es  que  algún  articulo  particular 
"  pareciera  exigir  alguna  enmienda  quizá  porque  el  ejército  vino 
^'  á  ser  así  gradualmente  y  casi  imperceptiblemente  una  de  las 
'^  instituciones  de  Inglaterra,  es  que  se  ha  mantenido  en  tan 
^'  perfecta  armonía  con  todas  las  otras  instituciones,  que  una 
^^  sola  vez  durante  ciento  sesenta  años  ha  faltado  á  su  fidelidad 
^^  al  trono,  ó  desobedecido  á  la  ley,  ni  jamás  ha  amenazado  los 
"  tribunales  ni  procurado  intimidar  los  cuerpos  constituyentes. 
"  Hasta  hoy,  sin  embargo,  los  Estados  del  Reino  continúan  esta- 
"  bleciendo  periódicamente  con  un  celo  laudable,  un  marco 
*'  sobre  el  límite  que  fué  trazado  en  la  época  de  la  revolución. 
'*•  Proclaman  solemnemente  cada  año  la  doctrina  fijada  en  la 
^'  declaración  de  derechos;  y  solo  en  seguida  acuerdan  al  Sobe- 
"  rano  un  poder  extraordinario  para  gobernar  un  número  deter- 
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^'  minado  de  soldados,  según  ciertas  reglas  dnraníe  un  año  más». 
(Historia  de  Inglaterra^  tomo  IV,  pág.  42). 

Flschel,  en  su  notable  obra  sobre  la  Constitución  de  Ingla- 
terra, después  de  recordar  los  mismos  antecedentes  que  Ma- 
cauley,  sobre  el  origen  de  la  legislación  especial  de  esa  nación, 
transcribe  en  la  página  293,  el  encabezamiento  del  Acto  del  año 
16  del  Reino  de  Victoria,  cap.  9,  con  el  título  de  Mutin  y  Bill, 
concebido  en  los  términos  siguientes: — c  Bien  que  ningún 
"  hombre,  dice,  después  de  los  considerandos  que  establecen 
''  la  necesidad  de  un  ejército  para  la  seguridad  del  Reino  y 
"  mantenimiento  del  equilibrio  europeo,  pueda  ser  condenado 
"  en  este  Roino  á  sufrir  en  su  vida  y  en  su  cuerpo,  de  otro  mcdo 
"  que  por  el  juicio  de  sus  Pares  y  según  las  leyes  establecidas 
"  y  conocidpsdel  Reino,  y  que  nadie  pueda  ser  legalmente  cas- 
"  tigado  según  la  ley  marcial  en  tiempo  de  paz,  importa  esen- 
"  cialmente  mantener  en  este  ejército  una  forma  de  castigo 
"  ejemplar  y  más  rápido  que  lo  que  permiten  las  formas  ordi- 
^'  narias  de  la  ley  para  los  soldados  amotinados  ó  rebeldes  ó 
"  culpables,  ya  sea  de  deserción  ó  de  delitos  que  perjudiquen 
"  la  disciplina  militar,  etc.» 

"  No  faltaron  tentativas  en  el  último  siglo,  para  la  supresión 
"  de  este  ejército  permanente,  que  sólo  es  tolerado  legalmente, 
"  como  se  vé.  El  24  de  Febrero  de  1717,  treinta  Lores  protes- 
**  taron  contra  el  Mutiny  Acty  alegando: — P  El  peligro  de 
"  todo  ejército  permanente  para  la  libertad,  tanto  más  grande 
**  en  Inglaterra,  cuanto  que  en  ella  está  sometido  á  un  derecho 
"  mamaZ  desconocido  á  la  Commivn  Law\  pues  que  oficiales 
"  y  soldados  estando  privados  de  los  derechos  de  ingleses 
"  libres,  los  Lores  oponentes  vén  en  ellos,  un  grave  motivo  de 
"  aprensión,  no  prestándose  radie  con  más  facilidad  á  servir  de 
"  instrumento,  para  despojar  á  los  c  tros  de  sus  derechos,  que 
"  aquellos  que  están  despojados  de  esos  mismos  derechos;  en 
"  fin,  que  el  derecho  de  establecer  disposiciones  de  guerra 
"  tiene  el  inconveniente  de  armar  al  Soberano  con  un  poder 
**  discrecional  en  materia  de  legislación.  El  hecho  de  una  seme- 
"  jante  protesta,  se  renovó  en  1721.  ]^n  1732,  Pnlteney  aun 
'*  reclamaba  contra  el  mantenimiento  de  los  ejércitos  perma- 
"  nentes. 

«  Los  oficiales  y  soldados  del  ejército  inglés,  no  tienen  fuero 
*^  especia]  para  los  delitos  que  no  caen  bajo  la  acción  penal  del 
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"  Mutiny  Acty  y  son  obligados  á  comparecer  ante  los  Jnebes 
"  del  Derecho  Común,  por  felonía  ó  cualquier  otro  delito.  En 
"  virtud  de  un  acto  reciente  del  XXV-VI  año  del  Reino  de  Vic- 
"  toria.  Capítulo  65,  todo  militar  acusado  de  asesinato  ó  muerte 
"  de  otro  militar,  debe  ser,  sin  consideración  al  domicilio,  juz- 
"  gado  por  la  Corte  Criminal  Central. 

"El  ejército  no  puede  ser  empleado  en  el  interior,  sino  á  peti- 
"  ción  de  las  autoridades  civiles,  personalmente  responsables 
"  de  toda  requisición  de  este  género;  el  soldado  es  también  res- 
"  ponsable  de  su  intervención,  y  castigado  sijha  cometido  una 
•*  transgresión  de  la  ley.  Porque,  como  dice  Urquihart,  un 
"  hombre,  por  el  hecho  de  su  enrolamiento,  no  se  liberta  de  la 
"  ley  del  país.  De  ese  hecho,  solo  resulta  para  él  una  nueva 
"  sujeción  á  otra  ley.  Sometido,  como  antes  á  la  ley  civil,  de- 
"  be  además  obediencia  á  la  ley  militar.  Todo  soldado  que 
"  reciba  una  orden  ilegal,  como  por  ejemplo  la  de  hacer  fuego 
"  sobre  una  reunión,  sin  haber  sido  personalmente  atacado,  sabe 
"  bien  quesera  ahorcado  si  obedece;  por  eso  una  orden  seme- 
"  jante  jamás  ha  sido  dada  ligeramente.  Habiendo  dicho  un 
^^  día  un  oficial,  que  prefería  ser  fusilado  por  desobediencia  á 
"  la  orden  de  su  superior,  á  ser  ahorcado  por  el  hecho  de  viola- 
"  ción  de  la  ley  y  de  un  atentado  contra  la  libertad,  el  duque 
"  de  Forck,  tory  como  el  que  más,  replicó,  que  todo  oficial  que 
"  procedía  de  otra  manera,  merecería  ser  fusilado  y  ahorcado. 
"  Creo  también,  agregó,  que  todos  los  oficiales  del  Ejército  Bri- 
"  tánico,  harían  tan  poco  caso  de  una  orden  ilegal,  como  creo 
"  imposible  que  haya  un  Comandante  en  Gefe,  capaz  de  darse- 
"  mojante  orden.  Como  hay  apelación  de  los  tribunales  mili- 
"  tares  á  Ins  Cortes  de  Justicia  del  Reino,  el  peligro  para  un  ofi- 
'*  cial  de  ser  fusilado  en  ese  caso  particular  de  desobediencia  no 
**  sería  precisamente  muy  grande.  La  historia  de  Inglaterra, 
"  ofrece,  por  el  contrario,  multitud  de  ejemplos  de  militares  so- 
"  metidos  á  una  instrucción  criminal  por  el  hecho  de  una  inter- 
"  vención  ilegal.»  (págs.  292  á  296). 

Rey,  en  su  obra  sobre  las  instituciones  jurídicas  de  la  Ingla- 
terra, dice:  "que  en  1693  por  la  primera  vez  un  acto  del  Parla- 
"  mentó  autorizó  al  Gobierno  á  erigir  Cortes  Marciales  para  la 
*'  represión  de  los  motines,  deserciones  y  otros  delitos  contra 
"  la  disciplina  militar. 

"  Hay  un  vicio  fundamental  en  la  composición  de  esas  Cor- 
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^^  tes;  y  es  que  siendo  creadas  en  el  momento  qne  se  necesitan» 
^^  deben  tener  la  parcialidad  de  toda  comisión  judicial  especial, 
"  que  se  nombra  siempre  de  entre  los  hombres  que  se  creen 
^^  más  hostiles  al  género  de  hechos  que  se  quieren  reprimir.  Esta 
^'  causa  ofrece  sobre  todo  su  influencia  en  las  disonciones  inte- 
*'  ríores  y  aun  respecto  de  actos  simples  de  un  motín  pasagero. 

"  Una  disposición  que  puede  servir  de  garantía  para  losciu- 
"  dadanos  y  militares  mismos,  es  que  los  juicios  de  las  Cor- 
"  tes  Marciales,  están  sometidos  á  laj  revisión  de  la  Corte  del 
'^  Banco  del  Rey,  que  puede  perseguir  criminalmente  á  los 
"  jueces  de  esas  Cortes  en  el  caso  de  esceso  de  poder."  (To- 
mo II,  Cortes  Marciales  Nacionales,  pág.  121). 

En  fin  Ñor  Thonson,  distinguido  publicista  americano  que 
se  ha  hecho  cargo  de  todas  las  cuestiones  de  palpitante  actuali- 
dad, examina  desde  su  origen  la  Ley  Marcial,  recuerda  cómo  ha 
sido  entendida  y  aplicada  en  Inglaterra,  los  efectos  que  ella  ha 
producido  en  aquella  nación  eminentemente  libre  con  relación 
al  ejercicio  de  Poder  Judicial  y  en  la  página  63  de  su  importan- 
te obra  Tree  Oovernment,  dice:  cEs  preciso  recordar  que  estas 
"  cosas  ocurrieron  en  Inglaterra  antes  que  la  Ley  Marcial  fuese 
*'  abolida,  mediante  la  petición  de  derechos,  la  cual  declara  que 
"  ningún  hombre  sea  juzgado  contra  las  formas.de  la  Gran  Car- 
"  ta,  que  nadie  podrá  ser  condenado  á  muerte  sino  por  las  leyes 
*'  establecidas  en  este  Reino  ó  por  acto  del  Parlamento,  y  que 
**  las  comisiones  para  proceder  por  la  Ley  Marcial  sean  revoca- 
"  das  y  anuladas,  para  que  ninguno  de  los  subditos  de  Su  Ma- 
'^  gestad  sea  destruido  ó  muerto  contra  las  leyes  y  franquicias 
**  del  Reino;  y  largo  tiempo  antes  que  las  débiles  Colonias  le 
*^  este  país  hubiesen  llegado  á  ser  objeto  de  serios  intereses  po- 
"  Uticos.  Así  es  como  el  pueblo  americano  fué  deudor  al  Ca- 
**  binete  de  Mr.  Lincoln  de  su  primera  lección  práctica  en  esta 
"  especie  de  gobierno  arbitrario. 

"  La  ley  militar  como  se  entiende  y  ejecuta  en  Inglaterra,  no 
"  corresponde  á  los  fines  que  se  buscan  en  su  aplicación;  porque 
"  ella  deja  al  Poder  Judicial  perfectamente  libre  para  ejercer 
^^  control  absoluto  sobre  todos  los  presuntos  delitos  cometidos 
"  fuera  del  servicio  militar.  No  existe  camino  posible  abierto 
^'  sobre  esto  último  bajo  el  sistema  británico,  según  el  cual  el 
"  militar  puede  adquirir  jurisdicción  sobre  delitos  civiles.  Esta 
^^  es  la  fisonomía  del  sistema  que  mejor  que  ningún  otro  marca 
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''  la  transición  de  las  reglas  feudales  ó  arbitrarias  al  presente 
**  gobierno  de  la  ley. 

"  La  Star  Chamber,  alta  comisión  y  Corte  Marcial,  es  una 
*^  hermosa  expresión  de  la  antigaa  ley  de  Inglaterra,  viejo  pacto 
'^  que  ha  sido  inutilizado  por  los  politices  cristianos  de  la  época 
*'  actual. 

"  Solo  podemos  triunfar,  agrega,  convenciendo  al  mundo  que 
"  somos  capaces  de  defender  el  libre  sistema  de  las  leyes;  y  esto 
*^  jamás  podremos  conseguir  si  no  subordinamos  al  militar  en 
*'  tiempo  de  guerra  ó  en  tiempo  de  paz  al  poder  civil.  Es  el 
*'  poder  civil  el  que  hace  la  guerra  contra  el  Sud.  Es  el  poder  civil, 
'*  el  que  está  luchando  por  su  existencia  y  su  mantenimiento.  El 
^^  emplea  el  ejército,  y  debe  siempre  mandar  el  ejército.  Este 
^^  mando  además  debe  aer  absoluto.  Es  la  ley  del  Estado,  y 
^'  fuera  de  ella  no  existe  otra  ley.  Las  batallas  perdidas  en  esta 
^'  tremenda  lucha,  no  han  sido  nuestros  más  grandes  infortu- 
'^  nios.  Cuando  posponemos  la  existencia  del  Poder  Judicial 
"  independiente  y  admitimos  el  Gobierno  de  circunstancias  so- 
^'  bre  el  más  venerable  y  liberal  sistema  de  leyes,  hicimos  más 
"  para  degradar  al  pueblo  de  los  Estados  Unidos  ante  el  mundo, 
*^  que  lo  que  podríamos  haberlo  hecho  por  la  pérdida  de  mil 
*^  batallas.  Entendemos  traficar  con  la  fama  de  una  gran  nación 
''  por  los  transitorios  y  criminales  honores  de  la  gloria  marcial. 
''  Preferimos  entonces  la  ley  Normanda  de  conquista  y  de  go- 
''  bierno  feudal,  á  la  ley  Sajona  de  libertad,  igualdad  y  justicia. 
^^  Tendríamos  entonces  el  dominio  de  la  espada  con  toda  su  san- 
"  gre  y  devastación.» 

Así  es  como  los  escritores  ingleses  y  americanos  comentan  la 
ley  marcial  como  medio  de  gobierno,  como  regla  á  que  se  some- 
ten las  relaciones  de  derecho  de  los  ciudadanos  en  épocas  deter- 
minadas, reaccionando  los  últimos  y  protestando  contra  el  uso 
que  de  ellas  se  hizo  en  la  última  gran  guerra  con  tanto  daño  de 
las  instituciones  y  de  las  libertades  públicas. 

El  mismo  escritor  insistiendo  en  esta  doctrina  que  ilustra  con 
casos  prácticos  de  la  jurisprudencia  inglesa,  trae  estas  notables 
palabras: — cTodas  nuestras  nociones  de  libertad  civil  y  de  lo  que 
''  es  necesario  para  mantenerla,  las  hemos  heredado  de  Inglate- 
"  rra.  Hemos  comenzado  en  nuestra  carrera  de  Gobierno  inde- 
"  pendiente,  sobre  esta  base  clara:  Que  mientras  el  gobierno 
^^  civil  subsista  debe  ser  absoluto  sobre  el  poder  militar.  Hemos 
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"  ido  más  lejos  todavía,  y  sostenemos  que  el  último  debe  consi- 
"  derarse  siempre  como  agente  del  primero,  sujeto  á  sus  órde- 
"  nes  en  todo  tiempo;  y  que  todo  individuo  del  ejército  que 
"  pretenda  ejercer  autoridad  originaria,  es  delincuente  ante  las 
"  leyes,  sujeto  á  castigo  ante  los  tribunales  ordinarios  y  perso- 
"  nalmente  responsable  de  los  perjuicios  que  haya  podido  oca- 
"  flionar  á  cualquier  ciudadano.  Esta  doctrina  ha  sido  confir- 
"  mada  repetidas  veces  en  Inglaterra.  Castigos  estremados  se 
"  han  aplicado  á  gefes  militares  aun  en  casos  en  que  había  al- 
"  guna  dificultad  para  asegurar  que  el  delito  originado  era  estric- 
"  tamente  militar  en  su  naturaleza. 

"  El  más  célebre  tal  vez,  de  esta  clase  de  juicios  criminales, 
"  es  el  del  Gobernador  Wall,  que  por  un  consejo  de  guerra  hizo 
"  azotar  á  un  soldado  hasta  causarle  la  muerte.  Veinte  años  des- 
"  pues  de  este  hecho,  Wall  fué  juzgado  por  las  autoridades  civi- 
*'  les,  fué  condenado  y  ejecutado.  El  caso  giraba  sobre  el  solo 
^'  punto  de  saber  si  el  delito  que  se  imputaba  al  soldado  había 
'  sido  estrictamente  militar  en  su  naturaleza.  Habiéndose  deci- 
"  dido  la  negativa,  la  sentencia  primitiva  del  Consejo  de  Gue- 
"  no  pudo  proteger  al  desgraciado  comandante,  porque  según  la 
"  decisión  del  tribunal  ordinario,  la  autoridad  militar  no  tenía 
"  jurisdicción  alguna  en  el  delito  del  soldado.» 

De  la  exposición  de  la  doctrina,  fundada  en  los  antecedentes 
históricos  y  legislativos  resulta,  pues,  claramente,  que  la  Ley 
Marcial,  como  ley  del  país  en  determinadas  situaciones,  que 
atribuya  jurisdicción  extensiva  á  todos  los  ciudadanos  y  esta- 
blezca tribunales  especiales  para  aplicarla;  que  confiera  ó  au- 
mente facultades  y  poderes  que  la  Constitución  no  acuerda  ni 
podría  conceder  sin  revocarse  á  sí  mismo,  no  sólo  en  una  ins- 
titución puramente  imaginaria  entre  nosotros,  sino  aun  que  ella 
fué  ya  revocada  en  las  naciones  que  alguna  vez  soportaron  sus 
funestos  efectos  y  en  los  cuales  tuvo  origen. 

V.  E.  me  permitirá  fundar  aun  esta  conclusión  en  la  autoriza- 
da palabra  del  mismo  Thomson 

"  Que  otros  gobiernos,  incluso  Inglaterra  con  dos  ó  tres 
"  excepciones  en  el  continente,  hayan  abolido  la  Ley  Marcial, 
"  no  es  argumento  contra  su  legal  existencia  aquí:  debemos 
"  ir  á  nuestros  propíos  recuerdos,  para  probar  que  es  ella  una 
^'  de  las  instituciones  de  nuestra  sociedad.  Si  no  podemos 
*'  encontrar  su  autorización  allí,  es  claramente  una  usurpación. 
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"  El  Presidente  dice,  que  está  autorizado  á  esforzar  sus  pode- 
"  res  en  tiempo  de  guerra.  Su  origen  es,  pues,  la  guerra.  Había 
"  sido  abolida  en  Inglaterra,  mucho  tiempo  antes  de  la  revo- 
"  iución.  Había  sido  abolida  por  consiguiente  en  este  país  en  el 
^^  mismo  tiempo.  No  formaba  parte  de  las  instituciones  de  los 
"  Estados  cuando  adoptaron  la  Constitución.  La  ley  militar 
**  excepto  el  estricto  servicio  militar,  dirigido  exclusivamente 
"  á  la  conservación  de  la  disciplina,  era  enteramente  descono- 
"  cida  en  ambos  países". — Este  principio  se  ilustra  con  un 
caso  que  se  originó  en  el  fuerte  Niágara  en  el  Estado  de  New 
York.  "  Un  soldado  cometió  un  delito  dentro  de  la  jurisdic- 
"  ción  del  fuerte,  y  estando  estrictamente  en  servicio  militar. 
"  Fné  sometido  á  las  autoridades  civiles.  Se  argüyó  que  era  un 
**  delito  cuyo  conocimiento  sólo  correspondía  á  los  tribunales 
^^  militares.  La  Corte  declaró  que  el  fuerte  del  Niágara,  sin 
^^  embargo  de  ser  un  puesto  ocupado  por  tropas  de  los  Estados 
^'  Unidos,  nunca  había  sido  transferido  á  estos  últimos,  para  ex- 
'^  cluirle  de  la  jurisdicción  del  Estado,  que  los  Estados  Unidos 
^*  solamente  podían  adquirir  jurisdicción  dentro  de  los  límites 
^^  de  un  Estado  por  cesión  positiva.  Se  argüyó  en  la  cuestión: 
^^  que  el  fuerte  Niágara  había  sido  declarado  y  entregado  por 
^'  las  autoridades  británicas  á  los  Estados  Unidos  á  la  termina- 
"  ción  de  la  guerra;  y  que  el  Estado  por  aquella  razón  no  ha- 
^'  bía  adquirido  la  jurisdicción  de  aquel  territorio.  Contra  este 
^'  plausible  razonamiento,  la  Corte  opuso  la  gran  doctiina  de 
"  soberanía  é  independencia  del  Estado." 

Resulta  además  que  la  genuina  y  propia  inteligencia  de  la 
Ley  Marcial,  es  la  aplicación  de  las  leyes  militares  y  de  la  ju- 
risdicción militar,  al  juicio  de  delitos  y  de  personas  extrañas  * 
al  servicio  militar  y  á  los  extrictos  deberes  de  la  disciplina; 
7  que  sólo  el  deseo  del  triunfo,  la  agitación  de  los  espíritus,  la 
influencia  de  las  pasiones  han  podido  sugerir  la  idea  de  con- 
vertirla en  un  instrumento  de  gobierno  y  de  conciliaria  con  la 
.  Constitución,  perfectamente  incompatible  con  su  aplicación,  y 
la  cual  destruiría  al  instante  de  ponerse  en  ejei ciclo. 

Por  otra  parte,  si  la  ley  marcial,  no  es  otra  cosa  que  el  con- 
junto de  las  leyes  y  usos  de  la  guerra,  que  rigen  las  relaciones 
de  los  ejércitos  beligerantes,  para  con  las  personas  ó  las  cosas 
de  un  territorio  enemigo  militarmente  ocupado,  su  importancia 
y  su  poder  deben  buscarse  en  los  principios  del  derecho  inter- 
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nacional,  extraños  á  la  Constitnción,  fundados  en  la  razón  na- 
tural, y  limitados  por  las  exigencias  de  la  necesidad  y  de  las 
conveniencias  legitimas.  La  ley  de  las  naciones,  es  su  origen 
y  no  la  Constitución;  en  ella  debe  pues  buscarse  su  legitimidad, 
su  estensión,  su  responsabilidad;  nada  tiene  que  hacer  con  las 
instituciones  propias  de  cada  pueblo,  en  cuanto  no  importe  una 
espresa  violación  de  las  reglas  que  particularmente  hubieren  es- 
tablecido para  el  caso  mismo  de  su  aplicación. 

La  imperiosa  y  ab:oluta  necesidad,  es  entonces  el  fundamen- 
to de  la  Ley  Marcial^  cuyo  imperio  desaparece  cuando  deja  de 
existir  este  único  principio  de  su  existencia  y  aplicación  legiti- 
ma. Tal  es  la  doctrina  a^Joptada  por  la  Snprema  Corte  de  los 
Estados  Unidos  en  el  caso  de  Miligan,  la  caal,  dando  á  la  Ley 
Marcial  la  inteligencia  de  la  aplicabilidad  de  las  leyes  y  juris- 
dicción militar  al  gobierno  de  la  sociedad  civil,  concreta  su 
aplicación  al  caso  de  necesidad  y  de  ausencia  de  todo  otro  po- 
der ó  autoridad  que  pudiera  legítimamente  funcionar. 

HeaqníExmo.  señor  en  qué  términos  se  expresa  la  opinión 
de  la  Saprema Corte  sobreesté  punto. 

^'  De  lo  que  se  ha  dicho  sobre  esta  materia,  se  deduce,  que  hay 
"  ocasiones  en  qué  puede  aplicarse  la  regla  marcial.  Si  du- 
^'  rante  la  guerra  civil,  los  tribunales  están  actualmente  cerrados 
"  y  es  imposible  administrar  justicia  criminal  según  la  ley,  en- 
"  tonces,  en  el  teatro  de  las  operaciones  activas,  donde  realmen- 
^^  te  existe  la  guerra,  se  hace  necesario  sustituir  de  algún  modo 
"  la  autoridad  civil  derrocada,  á  fin  de  afianzarla  seguridad  del 
"  ejército  y  de  la  sociedad;  y  como  no  queda  en  pie  otro  poder 
"  que  el  militar,  le  es  permitido  gobernar  por  la  regla  marcial, 
"  hasta  que  las  leyes  recobren  su  libre  curso.  Como  es  la  necesi- 
^^  dad  la  que  crea  la  regla,  ella  también  señala  el  limite  de  su 
^*  duración:  porque  si  este  género  de  gobierno  continuara,  aun 
''  después  de  restablecidos  los  tribunales  ordinarios,  eso  seria 
"  una  grosera  usurpación  de*  poder.  La  regla  marcial  nunca 
^^  puede  existir  cuando  y  donde  los  tribunales  están  abiertos  y 
'*  en  el  libre  y  desembarazado  ejercicio  de  su  jurisdicción.» 


II 


JURISDICCIÓN     MILITAR  ^  '^ 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Federal  de  la  Capital 
y  el  Cojisejo  de  Oxierra  de  Oficiales  Generales,  en  la  causa  cri- 
minal contra  el  Coronel  Mariano  Espina,  por  rebelión. 

Swnario.'-El  acto  ejecatado  por  un  militar  en  servicio  de 
la  Nación,  por  el  cual  sublevando  unos  buques  de  la  Escuadra, 
los  lleva  á  incorporarse  á  otros  que  supone  sublevados  contra 
la  autoridad  del  Presidente  de  la  República,  es  un  delito 
militar,  cuyo  juzgamiento  corresponde  á  los  Tribunales  Milita* 
res,  aunque  se  halle  conexo  con  el  delito  político  de  rebe- 
lión. 

Caso, — Lo  indican  los  antecedentes  referidos  en  la  causa  nú- 
mero trescientos  treinta  y  ocho  (pág.  334  del  tom.  IV,   4^  serie). 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Diciembre  20  de  1893. 
Suprema    Corte: 

La  duda  justificada  por  la  multiplicidad  é  incoherencias  de 
nuestra  legislación  jurisdiccional,  ha  requerido  en  el  caso  un 
estudio  excepcional,  que  ha  obligado  al  Procurador  General, 
contra  sus  habitudes,  á  demorar  por  algunos  días  el  despacho  de 
esta  grave  causa . 

V.  E.  ha  declarado  que  á  pesar   de   su  estado    de  conclusión 

(1)  Fallos  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  4*  serie,  tomo 
IV,   pág.  577. 
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definitiva  por  el  Consejo  de  Guerra,  procede  la  decisión  de  la 
competencia  suscitada  por  el  defensor  del  ex-coronel  Espina. 

Acatando  como  debo  esa  resolución  preliminar  de  Y.  £., 
entro  al  examen  de  los  fundamentos  que  á  mi  juicio  justi- 
fican la  competencia  de  la  jurisdicción  militar  en  el  caso 
mbjtidice. 

Si  sólo  se  tratara  de  la  rebelión  caracterizada  por  la  ley  sobro 
crímenes  contra  la  Nación,  de  14  de  Setiembre  de  1863,  esto  es,  de 
actos  de  rebelión  ejercidos  contra  el  orden  constitucional,  por 
ciudadanos  en  su  carácter  privado  y  aun  por  militares  en  dis- 
ponibilidad ó  en  servicio,  pero  prescindentes  para  la  realización 
de  sus  propósitos  de  todo  empleo  y  de  todo  contacto  con  elemen- 
tos militares  ó  de  guerra,  no  vacilaría  en  reconocer  la  jurisdicción 
de  los  Tribunales  Federales  como  única  competente  para  juzgar 
y  sentenciar. 

Porque  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  la  justicia 
nacional,  en  su  artículo  tercero,  atribuye  á  los  jueces  de  sección 
el  conocimiento,  entre  otros,  de  los  crímenes  que  ofendan  la 
soberanía  y  seguridad  de  la  Nación;  y  en  su  artículo  cuarto, 
el  de  los  crímenes  de  toda  especie  que  se  cometan  en  luga- 
res donde  el  Gobierno  Nacional  tenga  absoluta  y  exclusiva 
jurisdicción. 

Si  es  evidente,  ante  prescripciones  tan  explícitas,  que  la 
jurisdicción  nacional  se  extiende  sobre  todos  los  crímenes 
contra  su  seguridad  y  contra  sus  leyes,  y  aún  dilatada  sn 
acción  sobre  los  de  todas  especies  que  se  cometan  en  lugares 
donde  el  Gobierno  Nacional  tenga  exclusiva  jurisdicción,  es 
general  y  por  ello  abraza  los  dechos  y  los  casos  que  en  el 
orden  nacional  no  hayan  sido  expresamente  separados  de  sn 
mandato. 

Ante  términos  tan  expresos  y  generales  ¿pueden  invocarse 
causas  de  excepción? 

La  ley  misma,  que  con  tanta  amplitud  prescribe  el  ejercicio 
déla  jurisdicción  federal,  cuida  de  establecerlas. 

Según  su  artículo  séptimo,  la  jurisdicción  criminal  atribuida 
por  esta  ley  á  la  justicia  nacional,  en  nada  altera  la  jurisdicción 
militar  en  los  casos  en  que,  según  las  leyes  existentes,  deba 
precederse  por  consejo  de  guerra. 

Hay  que  reconocer,  entonces,  que  si  está  prescripta  la  juris- 
dicción nacional  para  todos  los  delitos  de  orden  nacional,  están 
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exclnidos  expresamente  de  ella  los  qae,  según  las  leyes,  corres- 
ponden  al  faero  militar. 

Y  no  89  dirá,Excmo.  señor,  que  la  excepción  de  eite  articulo 
importa  el  restablecimiento  de  los  juicios  por  comisiones  espe- 
ciales que  el  articulo  diez  y  ocho  de  la  Constitución  Nacional 
habia  proscripto  de  nuestra  legislación  penal.  Porque  la  juris- 
dicción militar,  ejercida  por  los  consejeros  de  guerra,  es  de  insti- 
tución universal,  porque  su  ejercicio  es  constante  y  constitu- 
cional en  el  estado,  aunque  ese  consejo,  como  podía  serlo  el 
jurado,  sea  formado  por  nombramiento  en  cada  caso;  porque, 
finalmente,  el  Congreso  tiene,  según  el  inciso  diez  y  siete,  artí- 
culo sesenta  y  siete  de  la  Constitución  Nacional,  facultad  para 
fijar  las  atribuciones  de  los  tribunales  inferiores  á  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  y  según  el  inciso  veintitrés,  la  de  formar 
ordenanzas  y  reglamentos  para  el  gobierno  de  los  ejércitos  de 
mar  y  tierra. 

Queda  establecido,  entonces,  que  existe  legal  y  constitucio- 
nalmente  una  jurisdicción  militar  especial  para  los  casos  en 
que,  según  las  leyes  existentes,  deba  precederse  por  consejo 
de  guerra. 

Aun  cuando  las  antiguas  leyes  españolas,  diseminadas  algunas 
en  diversos  códigos  y  recopiladas  en  el  denominado  cOrdenanzas 
militares!,  sean  en  general  inaplicables  por  contradictorias  con 
el  progreso  de  nuestra  legislación  é  instituciones  políticas,  su 
vigencia,  en  cuanto  al  fuero  de  causa,  es  reconocida  y  aplicada  en 
lo  que  concierne  á  la  formación  y  competencia  de  los  consejos 
de  guerra. 

La  ordenanza  del  ejército  español,  desde  su  comunicación  á 
Indias,  por  real  cédula  de  20  de  Setiembre  de  1769,  según  la 
autorizada  exposición  de  Bacardi,  en  su  Tratado  del  derecho 
Militar  de  España  y  siis  Indias^  rige  el  fuero  militar. 

Según  el  artículo  primero,  título  tercero,  tratado  octavo  de 
sus  ordenanzas,  los  militares,  cualquiera  que  fuera  su  gradua- 
ción, gozaban  de  aquel  fuero. 

Pero  este  goce  era  un  beneficio,  un  privilegio  incondicional, 
que  ha  caido  definitivamente  bajo  el  imperio  de  los  principios 
de  incontestable  justicia  que  nuestro  código  fundamental  con- 
sagró en  su  articulo  diez  y  seis,  al  declarar  que  no  admite  pri- 
vilegios de  sangre,  ni  de  nacimiento,  ni  reconoce  fueros  perso- 
nales ni  de  nobleza. 
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Si  los  fneros  personales  qne  constituían  nn  privilegio  fueron 
abolidos,  el  faero  de  causa,  f  andado  en  la  separación  de  las  ju- 
risdicciones, debió  quedar  y  quedó  subsistente. 

Este  fuero  prevalece  en  los  casos  determinados  en  la  misma 
ordenanza  en  su  articulo  cuarto  del  título  tercero,  tratado  octavo, 
y  en  la  ley  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  de  7  de  Julio  de 
1823,  que  la  jurisprudencia  y  <ina  constante  aplicación  han  in- 
corporado á  nuestra  legislación  nacional. 

Según  el  artículo  cuarto  de  la  ordenanza,  á  la  jurisdicción 
militar  pertenecía,  entre  otros  delitos  cometidos  en  cuarteles  y 
edificios  reales,  <el  trato  de  infidencia  por  espías  ó  en  otra 
forma,  y  la  conjuración  contra  comandantes,  oficiales  y  tropa, 
en  cualquier  modo  que  se  intente  ó  ejecute,  estableciéndose  ex- 
presamente al  respecto,  que  aun  los  reos  de  otras  jurisdiccio- 
nes c...  sean  juzgados  y  sentenciados  por  lo  militar  con  el  castigo 
que  por  esta  ordenanza  corresponda! . 

La  ley  patria  del  año  23,  más  general  en  sus  términos,  es  su 
admirable  modelo  de  laconismo  y  precisión. 

Todo  fuero  personal  queda  abolido  por  su  artículo  primero; 
pero  los  fueros  de  causa  en  lo  eclesiástico  y  militar,  quedan 
subsistentes,  según  los  artículos  segundo  y  tercero,  para  los 
delitos  que  no  pueden  cometerse  sino  por  individuo»  del  clero, 
y  para  los  que  sólo  son  tales  cometidos  por  un  militar. 

Si  la  ley  en  su  artículo  tercero  hubiera  querido  reducir  la  ju- 
risdicción militar  extrictamente  al  conocimiento  de  hechos  ó 
infracciones  qne  únicamente  puedan  cometer  los  militares,  esto 
es,  á  los  que  derivando  funciones  de  su  cargo,  con  ese  artículo 
tercero  déla  ley,  hubiera  terminado  su  mandato. 

Pero  un  articulo  cuarto  agrega:  cQueda  sujeto  á  la  misma 
jurisdicción,  todo  delito  cometido  por  los  militares  dentro  de  los 
cuarteles,  en  marcha,  en  campaña  ó  en  actos  de  servicio». 

Este  artículo  prevé  cuatro  diferentes  situaciones  en  que  un 
militar  puede  delinquir. 

Y  la  razón  de  esta  previsión  parece  obvia. 

En  cuarteles,  en  marcha,  en  campamento,  los  hechos  se  pro- 
ducen dentro  de  una  jurisdicción  esencialmente  militar;  allí  la 
milicia  impera,  y  el  régimen  militar  es  una  exigencia  rigurosa 
de  la  disciplina. 

Todos  los  actos  militares  están  bajo  la  jurisdicción  militar  por 
razón  del  lugar,  porque  el   cuartel,  en  su  origen,  en  su  régimen, 
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en  su  personal,  en  b\\  dependencia  jerárquica,  es  la  más  genni- 
na  expresión  del  poder  militar  de  la  nación,  representado  por 
las  faerzas  y  lus  armas  nacionales. 

Cuando  un  acto  de  subversión  de  un  regimiento,  de  rebelión 
contra  la  autoridad  de  su  más  elevado  gefe,  que  es  el  Presidente 
de  la  República,  según  el  inciso  primero  del  artículo  ochenta  y 
seis  de  la  Constitución,  de  motín  ó  de  infidencia,  como  dice  la 
ordenanza,  se  produce  dentro  de  los  muros,  no  importa  que  el 
militar  que  lo  produce  esté  comprendido  en  su  guarnición,  ó  se 
introduzca  con  idéntico  propósito  de  afuera. 

La  ley  declara  militar  su  delito,  cometido  dentro  del  cuartel, 
y  como  no  ha  distinguido  ni  excepcionado  al  militar  introduci- 
do al  cuartel  ó  campamento  para  consumar  el  delito,  la  justicia 
no  puede  distinguir,  ni  excepcionar,  según  un  incontestable 
aforismo  jurídico. 

Esta  amplitud  de  términos  de  nuestra  ley  del  año  23,  en  ar- 
monía con  disposiciones  respectivas  de  la  ordenanza,  tiene  co- 
relación  incontestable  con  la  legislación  de  la  comunidad  de  las 
naciones  modernas. 

España  la  ha  prescrito  por  los  decretos  de  unificación  de 
fueros  de  6  y  31  de  Diciembre  de  18C8,  reconociendo  que  el  fue- 
ro militar,  en  todo  aquello  que  se  relaciona  con  la  organización, 
disciplina  y  existencia  del  ejército,  proceden  las  causas  que  se 
formen  lo  mismo  á  militares  que  á  paisanos. 

Francia,  según  comentarios  de  autorizados  expositores,  reco- 
noce en  los  códigos  de  justicia  militar  de  4  de  Agosto  de  1857 
y  4  de  Junio  de  1858,  el  mismo  principio  extensamente  am- 
pliado: «Porque  arrebatar  en  cualquier  circunstancia,  dice  la 
exposición  de  fundamentos,  un  soldado  á  sus  estandartes  y  á  sus 
juece^  naturales,  sería  conmover  sin  razón  las  bases  esenciales 
sobre  que  reposa  el  espíritu  militar  y  la  disciplina  de  la  ar- 
mada... Y  el  carácter  distintivo  del  ejército,  su  elevada  misión 
de  mantener  el  orden  en  el  interior  y  la  independencia  nacio- 
nal en  el  exterior,  los  deberes  estrictos  que  deben  ser  regla  de 
sus  acciones  y  de  que  no  puede  despojarse,  hasta  el  uniforme 
que  viste,  todo  concurre  á  hacer  complejo  el  más  simple  delito, 
cuando  es  cometido  por  un  militar  en  actividad.» 

La  jurisprudencia  consignada  en  repetidos  fallos  de  las  cor- 
tes de  Casación  de   Francia,  ha  consagrado  la  misma  teoría. 

Para  concluir,  citaré  la  ley  del  Perú,  tal  vez  inspirada  en  la 
2'k 
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nnestra,  pero  más  precisa.  Reconoce  cqne  los  delitos  cometidos 
en  servicio  militar  y  los  qne  se  cometiesen  en  cuartel,  fortaleza, 
á  bordo  de  buqnes  de  guerra  ó  en  campamento,  aun  cuando 
fuesen  delitos  comunes  por  su  naturaleza,  serán  juzgados  según 
las  ordenanzas  y  demás  leyes  del  ejército  por  los  jueces  y  conse- 
jos establecidos  por  ellas. t 

No  creo  que  exista  un  solo  código  que  no  sujete  á  la  jurisdic- 
ción militar  el  delito  cometido  en  cuarteles,  campamento  ó 
buque  de  guerra:  tal  delito  no  es  un  acto  de  carácter  civil. 

Su  factor  principal,  su  objetivo,  sus  medios  y  el  escenario 
mismo  en  que  se  desenvuelve,  están  sujetos  al  régimen  mi- 
litar. 

El  Coronel  Espina,  introduciéndose  á  un  buque  de  guerra  de 
la  marina  nacional  para  producir  un  motín  militar  contra  la 
autoridad  del  comandante  en  gefe  de  todas  las  fuerzas  de  mar 
y  tierra  de  la  Nación,  según  el  articulo  ochenta  y  seis,  inciso 
quince  del  Código  fundamenta),  ha  cometido  un  delito  esencial- 
mente militar.  Su  juzgamiento  ante  la  legislación  comparada, 
ante  las  prescripciones  vigentes  de  la  ordenanza  y  ante  la  de- 
claración del  artículo  cuarto  de  la  ley  de  7  de  Julio  de  1823, 
corresponde  entonces  á  la  jurisdicción  del  consejo  de  guerra. 

Pido  á  V.  E.  se  sirva  así  declararlo. 

Sabiniano  Kier. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte  (i) 

Buenos  Aires,  Diciembre  30  de  1893. 

Vistos  nuevamente:  Resulta  que  el  Coronel  del  ejército  ar- 
gentino Mariano  Espina,  encontrándose  en  servicio  activo  tomó 
parte  en  la  sublevación  de  las  torpederas  de  la  armada  nacio- 
nal iMuraturet  y  cNúmero  7»,  embarcándose  en  la  primera 
de  ellas  con  el  propósito  de  incorporarse  á  la  Escuadra  que  su- 
ponía sublevada  también,  dirigiéndose  á  ella  con  insignia  de  gue- 
rra, habiendo  sido  detenido  en  ou  marcha  y  rendido  por  los 
fuegos  de  la  misma  Escuadra. 

(1)  Integrada  por  el  conjuez  Dr.  Josó  Marín  Gutiérrez. 
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Que  captarado  en  esta  forma  el  expresado  gefe  fué  sometido 
al  juicio  de  un  consejo  de  guerra  de  oñciales  generales,  por 
decreto  del  señor  Presidente  de  la  República. 

Que  el  Consejo  ie  guerra  le  juzgó  en  juicio  verbal  dentro  de 
las  veinticuatro  horas,  condenándolo  á  la  pena  de  muerte  por 
el  delito  de  rebelión  militar,  habiéndole  sido  conmutada  esa  pe- 
na en  la  de  veinte  años  de  presidio,  con  pérdida  de  su   grado. 

Que  pendiente  el  referido  juicio,  el  defensor  del  procesado 
suscitó  la  contienda  de  competencia  por  inhibitoria  ante  la  Jus- 
ticia Federal,  sosteniendo  que  corresponde  á  ésta  el  conocimien- 
to déla  causa  por  tratarse  del  delito  político  de  rebelión,  regido 
y  penado  por  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  tres. 

Que  el  Juez  Federal  de  esta  Capital  proveyó  declarando  su 
competencia  y  dirigiendo  al  Poder  Ejecutivo  el  oficio  corres- 
pondiente, poniendo  en  su  conocimiento  la  referida  resolución 
y  solicitando  la  remisión  á  su  Juzgado  de  los  antecedentes  res- 
pectivos, para  las  ulterioridades  de  derecho. 

Que  el  Poder  Ejecutivo  desconoció  dicha  jurisdicción,  soste- 
niendo la  del  Consejo  de  guerra,  y  negándose  á  la  remisión  soli- 
citada de  los  autos. 

Que  en  su  consecuencia,  el  Juez  Federal  elevó  los  anteceden- 
tes de  la  contienda  á  esta  Suprema  Corte,  provocando  su  deci- 
sión con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  cuarenta  y  tres^ 
inciso  cuarto  del  Código  de  procedimientos  en  lo  Criminal. 

Que  esta  Suprema  Corte  obtuvo  del  Poder  Ejecutivo  la  re- 
misión del  proceso  originario,  fallado  ya  por  el  Consejo  de 
guerra,  pasándose  todos  los  antecedentes  al  estudio  y  dictamen 
del  Procurador  General. 

Que  este  se  expidió  opinando  que  el  caso  de  competencia  ha- 
bia  desaparecido  por  la  terminación  definitiva  de  la  causa  ante 
el  Tribunal  militar,  cuyo  dictamen  no  fué  aceptado  por  esta 
Corte,  devolviendo  el  expediente  al  rnismo  señor  Procurador, 
para  que  se  expidiese  respecto  al  fondo  del  incidente  de  com- 
petencia. 

Que  el  expresado  funcionario  en  su  nueva  vista,  que  corre  á 
foja  setenta  y  seis,  opina  que  la  Justicia  Federal  es  incompe- 
tente para  entender  en  la  causa  promovida  al  coronel  Espina, 
correspondiendo  su  conocimiento  y  decisión  á  la  jurisdicción 
militar  exclusivamente. 
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Siendo  estos  los  antecedentes  del  caso,  cnmple  estudiarlo  y  re- 
solverlo, teniendo  en  cuenta  la  naturaleza  del  delito  atribuido 
al  procesado;  1q  alegado  en  su  defensa  por  su  defensor  en  sus 
escritos  y  en  el  informe  in  voce  ante  esta  Corte,  las  conclusio- 
nes del  señor  Procurador  General^  la  sentencia  del  Consejo  de 
guerra,  la  del  Juez  Federal  y  las  leyes  de  la  Nación  que  le  son 
aplicables. 

Las  leyes  militares  son  leyes  de  excepción,  en  cuanto  reglan 
el  estado  militar,  el  estado  de  guerra  y  las  relaciones  de  los 
individuos  entre  si  que  forman  parte  del  ejército  y  de  la  arma- 
da de  la  Nación,  como  también  de  sus  superiores  gerárquicos. 

Pero  esta  legislación  deriva  su  fuerza  y  su  vigencia  de  la  ley 
fundamental  que  es  la  Conititnción;  ley  suprema,  á  cuyos 
principios  deben  ajustarse  todas  las  leyes  que  sancione  el  Con- 
greso (artículo  treinta  y  uno,  Constitución  Nacional),  la  cual 
autoriza  la  existencia  de  los  ejércitos  de  linea  de  mar  y  tierra, 
facultándole  para  fijar  su  fuerza  en  tiempo  de  paz  y  de  guerra 
y  formar  reglamentos  y  ordenanzas  para  su  gobierno  (articulo 
sesenta  y  siete,  inciso  veintitrés). 

Los  principios,  derechos  y  garantías  que  la  Constitución  Na- 
cional consagra,  no  pueden  tener  otras  limitaciones  ni  otra  inte- 
ligencia que  las  establecidas  en  ella  misma,  y  sus  disposiciones 
tanto  amparan  como  obligan  á  todos  los  habitantes  del  país, 
cuando  declara  sus  derechos  y  cuando  fija  sus  obligaciones  (artí- 
culos catorce,  diez  y  siete,  diez  y  ocho  y  veintiuno  de  la  Cons- 
titución Nacional). 

No  puede  ser  dudoso,  por  consiguiente,  que  ninguna  ley 
del  Congreso  podrá  tener  validez  constitucional,  si  ella  fuese 
sancionada  en  contravención  de  la  ley  fundamental;  lo  cual 
implica  la  derogación  absoluta  de  toda  legislación  anterior 
que  le  fuese  contraria,  asi  en  el  orden  civil  como  en  el  mi- 
litar . 

No  es  controvertible,  pues,  que  la  legislación  militar  sólo 
puede  estar  vigente  en  cuanto  no  se  oponga  á  la  Constitución, 
y  que  todo  individuo  sometido  i  dicha  legislación  goza  de  los 
derechos  fundamentales  reconocidos  á  todos  los  habitantes  de 
la  Nación,  de  los  cuales  no  pueden  ser  privados.  Sería  de  todo 
punto  inconciliable,  por  ejemplo,  con  los  preceptos  explícitos  de 
la  Constitución,  el  que  un  militar  pudiese  ser  privado  del  derecho 
de  defensa  en  juicio,  ó  de  su  propiedad,  por  medio  de  la  confisca- 
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ción,  ó  sometido  al  tormento,  ó  condenado  á  mutilación  ó  á  la  pe- 
na de  azotes  ó  á  la  de  muerte  por  causas  políticas;  penas  que  la 
Constitución  ha  abolido  para  siempre  en  la  República  Argenti* 
na  (articulo  diez  y  ocho  citado). 

En  comprobación  de  esta  verdad  y  de  que  asi  se  ha  entendi- 
do por  el  Poder  Legislativo  y  por  el  Poder  Ejecutivo,  bastará 
citar  la  ley  de  veintisiete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  cuatro,  que  abolió  la  aplicación  de  la  pena  de  azotes  en  el 
ejército,  como  opuesta  á  la  letra  de  la  Constitución;  quedando 
establecido  definitivamente  que  la  declaración  de  derechos  de 
nuestra  ley  fundamental  comprende  igualmente  á  la  clase  mili- 
tar que  ala  civil. 

Con  referencia  á  la  pena  de  muerte  por  causas  políticas  cuya 
abolición  ha  sido  consagrada  para  siempre  entre  nosotros,  no 
podría  sostenerse  que  el  beneficio  de  dicha  disposición  no  alcan- 
za á  los   militares. 

Sin  embargo,  el  recurso  traído  ante  esta  Suprema  Corte  no 
procede  de  la  clase  de  pena  impuesta  al  encausado,  de  manera 
que  no  le  es  permitido  pronunciarse  á  este  respecto,  ni  necesa- 
rio examinar  con  ese  propósito^  si  está  probado  que  el  delito  por 
que  ha  sido  sometido  á  juicio  el  coronel  Espina,  es,  por  su  na- 
turaleza, de  los  que  la  Constitución  comprende  en  la  inmunidad 
acordada  á  los  delitos  políticos. 

Esta  Corte  está  llamada  á  pronunciarse  únicamente  sobre  la 
competencia  de  jurisdicción  promovida  por  el  defensor  del 
acusado. 

Todo  delito  es  constituido  por  la  infracción  de  una  ley  pe- 
nal; de  manera  que,  para  estimar  su  naturaleza,  es  necesario 
conocer  y  determinar  la  ley  quebrantada  por  el  acto  que  haya 
prohibido. 

El  hecho  que  motiva  el  presente  proceso,  imputado  al  coro- 
nel Mariano  Espina,  jefe  militar  en  servicio,  ¿ha  violado  ó 
no  la  ley  militar?  Si  en  ese  hecho  ha  sido  violada  la  ley, 
no  podría  sostenerse  que  no  ha  sido  cometido  por  él  un  de- 
lito militar;  si  resulta  que  ella  no  ha  sido  infringida,  no 
puede  existir  dicho  delito;  y  como  la  jurisdicción  militar  sólo 
comprende  las  infracciones  de  las  leyes  militares,  donde  no 
hay  una  violación  de  dichas  leyes,  no  puede  surgir  la  expre- 
sada jurisdicción. 

El  delito  militar  puede  consumarse  conjuntamente  con  otros 
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delitos  de  fuero  extraño;  la  trans^rresión  de  la  ley  militar  puede 
consamarse  violando,  al  mismo  tiempo,  leyes  penales  del  fue- 
ro ordinario,  ejecutándose  delitos  comunes  ó  delitos  de  ca- 
rácter político.  En  tal  caso,  sería  preciso  examinar  la  naturaleza 
y  conexión  de  los  delitos  cometidos,  para  determinar  legalmente 
la  jurisdicción á  que  su  juzgamiento  corresponde. 

El  defensor  del  procesado  ha  sostenido,  apoyándose  en  los  ra- 
zonamientos desenvueltos  en  las  piezas  de  su  defensa,  que  el  de- 
lito cometido  por  Espina,  es  esencialmente  político,  por  cuanto 
él  es  puramente  de  rebelión,  y  se  encuentra  regido  por  la  ley 
de  Justicia  Federal,  que   define  y  castiga  este  delito. 

Admitiendo  que  el  propósito  del  acusado  fuese  únicamente 
derrocar  los  poderes  públicos,  envolviendo  sus  designios  una 
infracción  de  la  ley  de  Justicia  Federal,  siempre  sería  preciso 
demostrar  con  suficiente  claridad,  que  en  el  acto  por  él  consu- 
mado no  ha  sido  infringida  ninguna  ley  militar,  para  dejar  esta- 
blecido que  no  existe  delito  de  esta  naturaleza,  lo  que  equival- 
dría á  sostener  y  dejar  legalmente  probado  que  dicho  acto  le 
era  permitido,  ó  no  le  está  prohibido  como  militar  en  servicio 
de  la  Nación  por  las  leyes  militares. 

La  mera  suposición  de  tal  aserto  lo  contesta  acabadamente, 
desprendiendo  del  concepto  que  enuncia,  el  acto  ejecutado  por 
el  coronel  Mariano  Espina,  al  sublevar,  según  se  le  acusa,  dos 
torpederas  de  la  Escuadra  y  llevarlas  á  unirse  á  los  otros  bu- 
ques de  la  misma  que  suponía  sublevados  contra  la  autoridad  del 
Presidente  de  la  República,  no  sólo  es  una  infracción  de  las 
leyes  militares  vigentes,  no  sólo  le  estaba  prohibido  por  ellas 
ejecutarlo,  sino  que  es  ante  de  dichas  leyes  una  de  sus  más  gra- 
ves infracciones,  penadas  con  la  mayor  severidad. 

La  conexión  con  delitos  de  otro  orden,  considerados  bajo  el 
aspecto  de  sus  móviles  íntimos  ó  de  su  propósito  de  carácter 
político,  puede  motivar  un  examen  y  un  juicio  bajo  ese  doble 
carácter;  pero  no  despojarlo  de  su  naturaleza  militar,  no  lle- 
gar hasta  la  conclusión  de  que  las  leyes  militares  no  han  sido 
violadas  y  que  no  lo  han  sido  gravemente. 

Toda  la  argumentación  desenvuelta  por  la  defensa  del  acu- 
sado sobre  el  trillado  fundamento  de  la  abolición  del  fuero 
militar,  con  el  designio  de  evidenciar  que  esa  abolición  ha  dis- 
pensado á  su   defendido  de   las  sumisiones  que  las  ordenanzas 
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del  ejército  le  imponen  como  soldado,  siempre  que  so  trate  de 
iin  delito  político,  es  de  todo  punto  inconsistente. 

La  abolición  do  los  fueros  personales  establecida  en  toda  la 
República,  pues  fué  aceptada  en  todo  el  país  desde  mil  ocho- 
cientos veintitrés,  y  consagrada  después  por  la  Constitución 
Nacional,  significa  netamente  que  ningún  militar  goza  ya  del 
privilegio  de  ser  juzgado  por  los  tribunales  militares,  por  razón 
de  su  estado,  es  decir,  de  su  carácter  militar  ó  de  individuo  del 
ejército  en  causas  civiles  ó  por  delitos  que  no  impliquen  vio- 
lación de  la  ordenanza  y  cuyo  juzgamiento  corresponda  áotra 
jurisdicción,  según  la  naturaleza  de  dichos  delitos.  Este  es  ne- 
tamente el  alcance  de  la  abolición  de  los  fueros  personales,  del 
antiguo  privilegio  de  que  gozaba  la  clase  militar;  ella  no  ha 
arrebatado  á  los  tribunales  militares  la  facu!tad  necesaria  de 
conocer  y  de  juzgar  de  todas  las  infracciones  de  las  leyes  que 
rigen  al  ejército  y  á  la  armada  de  la  Nación. 

La  jurisdicción,  pues,  de  los  consejos  de  guerra,  ó  de  los  tri- 
bunales  militares,  en  todos  los  delitos  que  importen  una  suble- 
vación de  tropas,  ó  de  individuos  del  ejército,  no  ha  sido  esta- 
blecida por  una  razón  puramente  personal,  derivada  del  carácter 
militar  del  delincuente,  sino  por  razón  de  la  ley  que  resul- 
ta infringida,  por  la  necesidad  suprema  del  orden  y  de  la 
disciplina,  cuya  guarda  inmediata  está  confiada  en  todas  las 
legislaciones  del  mundo  á  las  autoridades  militares,  como  el 
medio  más  eficaz  de  obtener  esos  fines  primordiales. 

Sin  duda  que  el  soldado  del  ejército  sometido  expresamente 
á  esa  ley,  se  coloca  en  la  condición  forzosa  de  consumar  una 
infracción  de  ella  en  toda  rebelión  contra  sus  superiores  de 
cualquier  grado  y  jerarquía;  pero  esta  circunstancia  personal 
no  constituye  la  única  razón  del  delito,  aunque  determine  su 
responsabilidad  militar;  éste  consiste,  como  queda  demostrado, 
en  la  infracción  de  la  ley,  por  Ja  cual  se  le  juzga  y  se  le  pena. 

A  este  respecto,  el  defensor  del  acusado,  ateniéndose  con  es- 
pecialidad al  aspecto  político  del  delito  do  su  defendido,  por 
cnanto  se  proponía  el  derrocamiento  de  los  poderes  públicos, 
pretende  que  el  caso  se  encuentra  regido  y  penado  por  la  ley 
de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  con 
exclusión  del  fuero  militar,  aún  en  el  caso  de  que  dicho  delito 
pudiera  tener  conexión  con  infracciones  de  las  leyes  militares 
cometidas  por  individuos  sujetos  á  ellas. 
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Encnentra  que  alegar,  ea  tal  sentido,  en  el  epígrafe  mismo 
de  esa  ley,  que  no  forma  parte  de  ella,  pues  precede  á  su  san- 
ción y  no  contiene  punto  alguno  dispositivo.  Sostiene  que  sus 
disposiciones,  que  se  limitan  á  especificar  y  penar  los  delitos 
contra  la  Nación,  reservan  á  los  jueces  ordinarios  el  conocimien- 
to y  decisión  de  todos  esos  delitos,  pretendiendo  especialmente 
que  el  de  rebelión  no  se  halla  provisto  ni  penado  en  las  orde- 
nanzas del  ejército,  encontrándose  establecido  únicamente  en 
dicha  ley. 

Aún  suponiendo  que  ella  fuese  la  primera  ley  válida  que 
previene  y  castiga  dicho  delito,  ninguna  de  sus  disposiciones 
reserva  su  conocimiento  á  la  Justicia  Federal  solamente,  ni 
excluye  á  la  jurisdicción  militar  de  entender  y  resolver  en  los 
casos  de  rebelión  de  fuerzas  militares;  porque  la  referida  ley 
nada  establece  sobre  la  materia  de  competencia.  Por  el  contra- 
rio, la  ley  especial  de  la  misma  fecha  que  tiene  por  objeto  pre- 
ciso establece»  la  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales,  dispone  literalmente  en  su  artículo  séptimo:  cque 
la  jurisdicción  criminal  atribuida  por  ella  á  la  Justicia  nacio- 
nal, en  nada  alterna  la  jurisdicción  militar  en  los  casos  en  que, 
según  las  leyes  existentes,  debe  precederse  por  consejos  de 
guerra.» 

En  presencia  de  disposición  tan  terminante,  nada  puede  de- 
ducirse del  hecho  de  que  esas  leyes  hayan  definido  y  penado  el 
delito  de  rebelión,  puesto  que  se  declara  que  sus  disposiciones 
todas  no  tienen  el  alcance  de  alterar  siquiera  y  mucho  menos 
extinguir  la  jurisdicción  militar  cuando,  de  conformidad  con 
las  leyes  existentes,  haya  de  precederse  por  consejos  de  guerra. 

Se  alega,  para  enervar  la  fuerza  de  disposición  tan  esplicita, 
que  el  delito  de  rebelión  no  está  previsto  ni  penado  por  la  or- 
denanza y  que  lo3  militares  que  se  alzan  con  tropa  de  linea, 
6  con  otros  elementos,  contra  la  autoridad  del  Presidente  ó  con- 
tra el  Congreso,  no  violan  ninguna  ley  militar,  ni  infringen  otra 
que  la  ya  citada  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres. 

Toda  la  argumentación  que  se  hace  valer  á  ese  propósito,  se 
funda  principalmente  en  que  la  palabra  rebelión  no  se  encuen- 
tra empleada  en  ningún  articulo  de  las  ordenanzas,  atribuyén- 
dose esto  á  que  el  delito  que  dicha  palabra  califica,  es  pura- 
mente común  y  político  y  fué  reservado  por  las  antiguas  leyes 
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españolas  al  conocimiento  y  decisión  de  la  justicia  ordinaria, 
fundándose  especialmente  en  la  pragmática  de  diez  y  siete  de 
Abril  de  mil  setecientos  sesenta  y  cuatro,  olvidando  que  esta 
misma  disposición  fué  derogada  en  cuanto  á  los  militares  por 
el  real  decreto  de  nueve  de  Febrero  de  mil  setecientos  noventa 
y  tres,  y  por  la  real  orden  de  diez  y  nueve  de  noviembre  de 
mil  ochocientos,  que  confirmó  dicho  real  decreto. 

Invócase  también  con  ese  mismo  objeto  la  autoridad  de  trata- 
distas españoles  que  señalan  el  hecho  y  la  circunstancia  de  ser  el 
derecho  moderno  en  España  el  que  define  el  delito  separada- 
mente, empleando  dicha  calificación. 

Basta  para  la  refutación  de  tal  teoria,  compulsar  los  anti- 
guos diccionarios  españoles,  tanto  de  legislación  como  de  la 
lengua,  para  convencerse  que  la  palabra  rebelión  ni  es  nueva  en 
la  legislación  de  España,  ni  designa  un  delito  no  previsto  y  pe- 
nado en  ella.  cEl  levantamiento  de  muchos  contra  la  patria  ó  el 
gobierno;  la  insurrección  contra  el  rey  para  atacar  ó  destruir  su 
autoridad»  es  la  definición  más  común  y  jurídica  de  esa  pa- 
labra, que  designa  un  delito  comprendido  entre  los  más  gravep, 
entre  los  crímenes  de  lesa  majestad.  En  la  ordenanza  misma 
puede  encontrarse  la  palabra  rebelión  usada  en  el  mismo  con- 
cepto (artículo  cuarenta  y  dos,  título  diez,  tratado  octavo  de  la 
ordenanza),  aunque  su  empleo  no  está  repetido. 

No  es,  sin  embargo,  del  uso  de  un  vocablo  que  pueda  depen- 
der la  solución  de  esta  contienda,  ni  la  jurisprudencia  ni  las 
leyes  recibir  y  afirmar  su  existencia  de  una  palabra  sola.  El  de- 
lito de  rebelión  definido  por  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  es 
tan  antiguo  en  la  legislación  penal,  como  pueden  serlo  los  levan  • 
tamientos  contra  las  autoridades  establecidas,  y  en  la  legislación 
común,  como  en  las  ordenanzas  de  España,  ese  delito  se  encuen- 
tra previsto  y  penado,  si  bien  estaba  comprendido,  como  queda 
dicho,  entre  los  crímenes  de  lesa  majestad  y  clasificado  como  el 
de  traición  (Ley  primera,  título  diez  y  ocho,  libro  octavo,  Re- 
copilación Castellana).  Las  disposiciones  de  la  Ordenanza  ci- 
tadas por  el  defensor  en  su  informe  in  voce  ante  esta  Corte,  re- 
sultan muy  restringidas  en  su  espíritu  y  en  su  letra  misma  por 
la  interpretación  que  les  da. 

Reconoce  expresamente  que  los  consejos  de  guerra  de  oficiales 
geoerales,  tienen  señalada  su  competencia  en  el  título  séptimo 
del  tratado  octavo  de  la  ordenanza  y  cita  los  artículos  que  tratan 


378  LAS   GARANTÍAS   CONSTITUCIONALES 

de  la  materia,  desde  el  primero  hasta  el  noveno  inclnsive.  En 
dichos  articalos  se  especifican  las  facultades  conferidas  á  esos 
consejos  para  formar  juicio  y  fundar  reñexivamente  un  dicta- 
men, determinando  las  penas  respectivas  á  los  oficiales  reos, 
según  la  calidad  de  sus  delitos,  por  faltas  graves  de  su  obliga- 
ción en  materias  del  real  servicio  (artículo  segundo). 

Esas  obligaciones,  cuya  violación  constituye  un  delito  mili- 
tar, detalladas  en  los  articulos  siguientes  y  punidas  con  diver- 
sas penas,  según  su  importancia,  comprendiendo  hasta  la  de 
muerte,  consisten  en  el  deber  de  todo  oficial,  de  cualquier  gra- 
duación, que  mandase  plaza  fuerte  ó  puesto,  de  defenderle  con- 
tra los  enemigos  que  le  atacasen;  en  el  de  no  mantener  corres- 
pondencias con  el  enemigo,  aunque  sólo  se  trate  de  materias 
indiferentes,  castigándole  con  pena  de  la  vida  si  esa  correspon- 
dencia se  mezclase  con  asuntos  del  real  servicio;  en  el  de  no 
abandonar  su  tropa  en  acción  de  guerra  ó  marchando  á  ella, 
con  imposición  también  de  la  pena  de  muerte  si  de  ese  aban- 
dono, aún  cometido  sin  malicia,  contra  las  reglas  militares,  re- 
sultare pérdida  de  la  función  ó  perjuicio  del  progreso  que  las 
armas  del  rey  hubiesen  podido  obtener  si  el  oficial  hubiese 
tenido  más  constancia:  debiendo  sentenciarse  las  pérdidas  de 
plazas  fuertes  ó  puestos  según  se  verificaran;  en  el  guardar 
secreto  respecto  de  comisiones  reservadas  que  se  le  encomien- 
den, pudiendo  aplicársele  la  pena  de  muerte  si  la  diligencia 
resultara  malograda  por  la  revelación  del  secreto  que  se  le 
había  confiado. 

Se  supone  que  fuera  de  estos  casos  no  puede  existir  la  compe* 
tencia  del  consejo  de  guerra  de  oficiales  generales,  como  si  el 
hecho  de  sublevar  buques  de  la  Escuadra,  que  pueden  equipa- 
rarse á  puestos  mil itai es  ó  plazas  fuertes,  el  de  unirse  á  los  ene- 
migos del  gobierno  de  quien  dependen  y  que  le  hacen  la  gue- 
rra, no  pudiese  causar  ningún  perjuicio  al  servicio  público,  ni 
entrañar  culpa  alguna,  cuando  una  simple  correspondencia 
epistolar  con  el  enemigo,  constituye  una  grave  Violación  de  la 
ordenanza,  del  deber  militar. 

Compréndese  que  se  busque  la  atenuación  del  hecho  y  se  as- 
pire á  la  absolución  del  encausado,  haciendo  valer  todas  las 
excepciones  que  pueden  favorecerle,  sin  excluir  los  propósitos 
políticos  que  le  hayan  movido  á  proceder  de  esa  manera;    pero 


APÉNDICE  379 

no  puede  pretenderseí  sin  manifiesta  sinrazón,  qae  en  esa  con- 
dncta  no  hay  an  delito  militar. 

Toda  la  legislación  que  gobierna  los  ejércitos  en  el  mando 
entero,  tiene  por  principal  objeto  mantener  sa  difioil  existencia 
por  medio  de  nna  disciplina  tan  rigorosa,  qae  ha  ido  hasta  cas- 
tigar con  la  última  pena  al  mísero  soldado  qae  reclama  con  alti- 
vez ante  sa  jefe  por  la  calidad  del  alimento  que  se  le  suminis- 
tra.  Todas  las  penas  terribles  impuestas  al  militar  por  cualquier 
pequeño  motín,  todas  las  precauciones  y  reglas  severas  que  se 
refieren  al  servicio,  como  la  obediencia  y  la  sumisión  pasiva  á 
los  superioreSi  tienen  por  causa  y  por  fin  la  dura  necesidad  de 
la  disciplina,  que  afecta  fundamentalmente  la  existencia  del 
ejército:  salvar  ésta,  ante  todo,  mantener  su  organización  y  su 
integridad,  es  lo  esencial;  mal  puede,  por  consiguiente,  soste- 
nerse que  un  militar  en  servicio,  que  ataca  esa  misma  existen- 
cia, que  hace  por  disolverle,  dispersarle  ó  debilitarle,  no  viola 
ninguna  ley  militar,  no  comete  delito  de  esta  naturaleza,  bas- 
tando para  desligarle  de  las  vinculaciones  de  su  estado  y  de 
las  responsabilidades  que  éste  le  imponen,  el  que  su  obrase  di- 
rija á  derrocar  al  superior  supremo  á  quien  juró  obediencia, 
á  cometer  un  delito  político,  que  tiene  la  virtud,  no  sólo  de 
no  agravar  el  delito  militar,  sino  también  la  de  extinguirlo 
totalmente.  Parece  claramente  á  los  mismos  ojos  imparcia- 
les de  la  justicia  que*  si  este  principio  llegase  á  ser  ley,  la 
subsistencia  del  ejército  sería  imposible:  no  se  ha  probado  que 
lo  sea. 

Por  consiguiente,  actos  que  se  dirigen  á  conmover  la  masa 
de  un  ejército,  á  sublevarle  en  todo,  ó  en  parte,  á  relajar 
su  disciplina,  como  á  combatirlo  y  destruirlo,  quebrantan  las 
leyes  de  su  organización,  y  cuando  son  ejecutados  por  per- 
sonas que  forman  parte  de  ese  mismo  ejército,  contitnyen 
nn  delito  militar,  con  arreglo  á  los  artículos  de  la  ordenanza 
citados. 

Pero  hay  en  la  misma  ordenanza  disposiciones  más  directas 
y  explícitas  que  las  invocadas  por  la  parte  recurrente.  El  ar- 
tículo primero,  título  sexto,  tratado  octavo  de  la  ordenanza, 
dice  textualmente:  c Por  lo  que  toca  á  crímenes  militares  y 
faltas  graves  en  que  mis  oficiales  incurrieren  contra  mi  real  ser- 
vicio, es  mi  voluntad  que  se  examinen  en  junta  de  oficiales  de 
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superior  graduación,  dándosele  á  este  tribunal  la  denominación 
de  consejo  de  guerra  de  oficiales  generales.i 

El  artículo  quinto,  título  primero,  tratado  octavo,  establece 
que:  cNo  podrán  conocer  de  las  causas  civiles  ni  criminales  de 
oficiales  las  justicias  ordinarias,  sino  sólo  el  capitán  general, 
consejo  general  ó  comandante  militar  del  paraje  donde  residie- 
ren, según  la  diferencia  y  circunstancia  de  los  casos».  La  aboli- 
ción del  fuero  personal  ha  separado  de  la  jurisdicción  militar  el 
conocimiento  en  causas  civiles  ó  criminales  del  fuero  común; 
pero  ninguna  ley  la  ha  despojado  del  conocimiento  que  le  co- 
rresponde en  las  causas  criminales  militares,  ni  la  ha  atribuido 
á  la  justicia  ordinaria. 

El  artículo  cuarenta  y  dos,  título  diez,  tratado  octavo,  dice 
literalmente:  «El  que  hubiere  proferido  ó  escrito  cualesquiera 
palabra  que  inclinen  á  sedición,  motín  ó  rebelión,  que  habiendo- 
dolasoidono  diere  cuenta  á  sus  superiores  inmediatamente,  su- 
frirá H  pena  de  muerte  ó  corporal,  según  las  circunstancias  que 
agraven  ó  aminoren  el  delito». 

Estas  y  otras  disposiciones  de  la  ordenanza,  que  constituyen 
las  leyes  existentes  en  materia  militar,  á  las  que  se  refiere  el 
artículo  séptimo  de  la  ley  nacional  citada  de  catorce  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  bastarían  á  con- 
vencer de  que,  tratándose  en  el  presente  caso  de  una  infrac- 
ción de  dichas  leyes,  corresponde  su  conocimiento  á  la  jurisdic- 
ción militar. 

Se  ha  creido  conveniente  ó  preciso  impugnar  en  esta  causa  la 
vigencia  de  la  ley  de  cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos  veinti- 
trés, dictado  por  la  provincia  de  Buenos  Aires,  que  abolió  los  fue- 
ros personales,  y  su  impugnación  se  funda  en  el  origen  militar 
de  dicha  ley,  si  bien  ella  debió  surtir  desde  su  sanción  efectos 
nacionales,  por  los  principios  que  proclama  y  por  las  circuns- 
tancias de  referirse  su  aplicación  á  los  restos  del  ejército  nacio- 
nal de  la  independencia,  que  en  gran  número  residía  en  dicha 
provincia  y  que  ella  sostenía  á  su  costa,  habiendo  sido  aceptada 
en  la  práctica  por  el  Gobierno  Nacional,  que  se  organizó  poco 
después. 

De  todas  maneras,  esa. ley  vino  á  deslindar  las  jurisdicciones, 
dando  la  regla  necesaria  para  estimar  el  carácter  militar  de 
los  delitos  que  sólo  pueden  ser  cometidos  por  militares  y  los 
que  corresponden  á  la  jurisdicción  militar  por  razón  de  la  ma- 
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teria.  Esta  Suprema  Corte  ha  considerado  vigente  dicha  ley  en 
varios  fallos  qne  ha  pronunciado;  y  conforme  á  sus  disposicio- 
nes, no  puede  desconocerse  que  el  delito  por  el  que  ha  sido  pro- 
cesado el  coronel  Espina,  corresponde  á  la  expresada  juris- 
dicción. 

Se  ha  hecho  valer  tamhién  un  argumento  que  se  ha  presen- 
tado con  acentuación,  fundado  en  la  disposición  del  articulo 
segundo  de  la  misma  ley  de  catorco  de  Setiembre,  que  castiga 
el  delito  de  traición  á  la  patria.  Ese  artículo  incluye  en  la  pena- 
lidad que  establece  á  los  jefes  del  ejército;  lo  que  conduce  al 
recurrente  á  pensar  que  tan  grave  crimen,  el  mayor  que  pu- 
diera cometerse  contraía  Nación,  resulta  sometido  á  la  justicia 
ordinaria,  aun  siendo  ejecutores  de  él  jefes  del  ejército,  debien- 
do por  lo  tanto  inferirse  que  el  delito  de  rebelión,  menos  grave 
que  aquel,  lo  está  igualmente. 

El  articulo  ciento  tres  de  la  Constitución,  que  forma  parte 
del  capítulo  referente  á  las  atribuciones  del  poder  judicial,  con- 
tiene, no  obstante,  una  declaración  y  una  disposición  que  define 
el  delito  de  traición  a  la  patria,  mandándose  que  el  Congreso 
fije  por  una  ley  especial  la  pena  de  este  delito,  como  lo  ha  cum- 
plido en  el  artículo  citado.  La  circunstancia  de  encontrarse  in- 
cluida esa  disposición  constitucional  entre  las  atribuciones  del 
poder  judicial,  pudiera  sugerir  la  opinión  de  que  corresponde  ex- 
clusivamente á  la  justicia  ordinaria  su  conocimiento  y  decisión, 
sean  quienes  fueren  sus  perpetradores;  pero  si  esta  hubiese  sido 
la  inteligencia  que  le  diera  el  Congreso,  lo  hubiese  establecido 
en  la  ley  de  competencia,  como  lo  ha  hecho  con  todos  los  otros 
casos  de  jurisdicción  que  la  Constitución  señala  á  la  Justicia 
Federal.  La  razón  de  esa  inclusión  entre  las  atribuciones  del 
poder  judicial  no  puede  ser  otra  que  la  de  sustraer  su  penalidad 
de  la  inmunidad  constitucional  en  favor  de  los  delitos  políticos 
y  preceptuar  que  la  pena  del  delito  de  traición  á  la  patria  fuese 
fijada  por  una  ley  del  Congreso. 

Además,  la  designación  de  tribunales  nacionales  no  puede 
excluir  siquiera  los  tribunales  militares,  que  son  igualmente 
tribunales  de  la  Nación;  y  así  lo  han  comprendido  los  autores 
del  proyecto  de  Código  Penal  Militar,  al  atribuir  el  conocimiento 
y  castigo  de  ese  mismo  crimen  de  traición  en  los  casos  en  que 
fuese  cometido  por  militares,  á  la  jurisdicción  militar. 

Si  algún  argumento  pudiese  suministrar  el  hecho  que  se  su- 
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pone  inf  andadamente  de  estar  expresamente  atribuida  á  la  jns- 
ticia  ordinaria  el  juzgamiento  de  ese  delito,  le  seria  contrario, 
antes  que  favorable,  por  la  conocida  regla  de  derecho:  inclusío 
imilla  ^cítiMo  a^^nti^;  puesto  que  resaltaría  excluido  el  delito 
de  rebelión. 

El  estudio  de  las  cuestiones  que  este  último  delito  pueda  sus- 
citar, al  buscar  los  consejos  de  la  doctrina  técnica  que  puede 
ilustrarla,  ningpna  podia  ofrecerse  más  completa  y  más  oportuna 
y  más  autorizada  que  la  del  mencionado  proyecto  de  Código 
Penal  Militar. 

Redactado  por  una  comisión  compuesta  de  distinguidos  juris- 
consultos y  jefes  de  alta  graduación,  su  competencia  y  su  tra- 
bajo lo  recomiendan  señaladamente;  acrecentándose  con  la  au- 
toridad del  Poder  Ejecutivo,  poder  colegislador  que  lo  aceptó  y 
lo  pasó  con  recomendación  expresa  el  Honorable  Congreso  Na- 
cional. En  la  confección  de  ese  proyecto  sus  autores  han  con- 
sultado todos  los  códigos  modernos  de  las  naciones  civilizadas  é 
ilustrados  tratadistas  extranjeros. 

El  delito  de  rebelión  militar  se  encuentra  definido  y  penado 
en  él,  atribuyendo,  como  era  consiguiente,  so  juzgamiento  á  los 
tribunales  militares,  aun  en  los  casos  en  que  fuere  cometido  en 
conexión  con  un  delito  politice,  si  bien  en  este  caso,  dispone  la 
exclusión  de  la  pena  capital,  en  acatamiento  de  la  inmunidad 
constitucional  que  lo  defiende. 

La  comisión  redactora  precisa  en  su  nota  explicativa  á  los  ar- 
ticules ciento  treinta  y  seis  á  ciento  treinta  y  ocho  de  dicho 
proyecto,  la  jurisprudencia  general  á  este  respecto,  fija  los  prin- 
cipios á  que  obedece  y  aclara  la  inteligencia  de  nuestra  actual 
legislación  sobre  la  materia,  en  armonía  con  la  Constitución 
Nacional. 

cLos  militares,  dice,  pueden  cometer  delitos  de  diverso  ca- 
rácter y  distinta  importancia  en  el  orden  de  la  criminalidad. 
Estos  delitos,  ejecutados  por  militares,  son  mixtos  ó  conexos 
por  6U  naturaleza.» 

cExiste  el  delito  de  político,  el  delito  que  importa  un  atentado 
contra  el  orden  público,  que  envuelve  un  ataque  á  la  Constitu- 
ción ó  ley  fundamental  de  la  Nación,  que  desconoce  sus  auto- 
ridades legítimas  ó  que  impide  el  libre  funcionamiento  de  los 
poderes  constituidos;  existe,  asimismo,  la  violación  de  la  ley 
militar  que  obliga  al  inferior  á  la  sumisión  y  á  la    obediencia 


APÉNDICE  383 

respecto  á  8a  superior  en  el  orden  jerárquico,  que  reprime  se* 
veramente  todo  acto  de  insnbordinación,  qne  castiga  toda  falta 
en  el  cumplimiento  de  los  deberes  que  la  disciplina  y  el  orden 
del  ejército  imponen;  en  una  palabra,  existe  también  un  delito 
militar.  .  .  . 

cEl  hecho  ejecutado  importa  dos  infracciones.  ¿Habría  por 
eso  de  imponerse  á  sus  autores  las  penas  de  una  y  otra,  ó  lo  que 
es  lo  mismo,  deberían  acumularse  estas  penas? 

cDe  acuerdo  con  los  principios  que  la  comisión  ha  aceptado, 
al  legislar  sobre  la  restricción  de  los  delitos,  la  acumulación  de 
la  pena  no  puede  tener  lugar.  En  el  caso  propuesto  correspon- 
dería, pues,  solo  aplicar  la  pena  más  severa,  la  pena  establecida, 
respecto  del  delito  más  grave. 

cEs  esta  la  solución  que  al  ocuparse  especialmente  de  los 
delitos  políticos  y  no  políticos,  presentan  tratadistas  distingui- 
dos de  derecho  criminal.  Otros,  como  el  ilustrado  M.  Haus,  opi- 
nan* que  por  medio  de  una  sola  acción,  se  viola  en  este  caso  el 
derecho  común  y  el  derecho  político. 

cLos  hechos  de  esta  última  naturaleza  deben  castigarse  con 
una  pena  mayor  que  la  de  las  infracciones  ordinarias,  conside- 
rándose el  delito  político  como  una  circunstancia  agravante. 

«En  la  rebelión  ejecutada  por  militares,  habría  que  aplicarse 
de  conformidad  con  estas  doctrinas,  las  penas  del  derecho  mi- 
litar en  su  grado  máximo. 

cPero  la  rebelión  militar  es  un  delito  gravísimo  y  los  casti- 
gos con  que  se  reprime  están  en  relación  con  esa  gravedad.  La 
revnelta,  según  M.  Langlais,  es  un  crimen  militar  que  ha  pro- 
vocado en  todos  los  tiempos  las  severidades  más  extremas  de  la 
legislación  militar.  Se  comprenderán  los  motivos  de  esa  severi- 
dad cuando  se  tenga  en  cuenta  los  caracteres  que  la  constituyen. 
La  revuelta  es  la  insubordinación,  la  desobediencia;  pero  es 
la  desobediencia  colectiva,  concertada,  combinada,  con  la  cir- 
cunstancia agravante  de  que  los  revoltosos  se  hallan  sobre  las 
armas. 

cEn  consonancia  con  esas  idead,  los  códigos  militares,  salvo 
tal  vez  una  sola  excepción,  el  de  Bélgica,  castigan  á  los  promo- 
tores ó  jefes  del  delito  de  rebelión,  con  la  pena  de  muerte. 

cLa  comisión  debía  preocuparse,  como  se  ha  preocupado,  en 
efecto,  de  un  punto  de  verdadera  importancia  bajo  todo  con- 
cepto en  el  derecho.    La  gravedad  del  delito,  la  calidad  de  las 
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personas  qne  generalmente  lo  cometen,  los  móviles  á  que  res- 
ponden ó  que  determinan  su  ejecución,  la  manera  de  producirse, 
los  intereses  que  afectan,  eran  circunstancias,  de  cierto,  que  re- 
clamaban un  estudio  y  una  consideración  especial. 

«Desde  luego,  todos  los  miembros  de  la  comisión  piensan  que 
fuera  cual  fuese  el  sistema  observado  sobre  la  penalidad  de  la 
reiteración,  de  los  delitos  en  general,  ese  sistema  no  podría 
adoptarse  entre  nosotros  respecto  del  delito  de  rebelión. 

«La  Constitución  nacional,  en  uno  de  sus  artículos,  ha  decla- 
rado abolida  para  siempre  la  pena  de  muerte  por  delitos  políti- 
cos, y  esta  prescripción  es  general  y  absoluta.  La  Constitución 
ba  querido  que  esta  especie  de  delitos  que  f  recaentemente  tie- 
nen por  causa,  no  la  perversión  moral  de  sus  autores,  sino  pasio- 
nes, ideas  ó  tendencias  qne  muchas  veces  alientan  un  propósito 
generoso,  aunque  extraviado  é  ilícito,  por  los  medios  empleados 
para  darles  vida  en  el  orden  político,  no  sean  castigados  con  la 
última  de  las  penas,  con  la  pena  que  el  progreso  de  los  tiempos 
viene  conservando  para  los  grandes  criminales. 

«Partiendo  de  estos  antecedentes,  la  comisión  ha  establecido 
la  penalidad  que  consignan  los  artículos  respectivos  del  presen- 
te título,  agravando  las  penas  determinadas  en  la  ley  de  catorce 
de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  para  los  rebel- 
des en  general,  y  observando  los  grados  que  la  misma  ley  se- 
ñala, teniendo  en  cuenta  el  carácter  que  invisten  y  el  rol  que 
desempeñan  los  diversos  partícipes  en  el  delito». 

Como  se  vé  por  esta  luminosa  exposición,  la  legislación  mili- 
tar vigente  entre  nosotros,  no  sólo  es  conforme  con  los  princi- 
pios sentados  en  este  fallo,  sino  que  no  puede  suponerse  que  sea 
distinta  su  inteligencia  y  aplicación,  y  que  esa  es  la  única  le- 
gislación que  puede  ser  adoptada,  conforme  al  sentido  universal 
de  la  ciencia,  porque  sin  ella  sería,  como  queda  dicho  ya,  impo- 
sible la  existencia  de  ejército  alguno  en  el  mundo.  Menos  pue- 
de admitirse  que  las  leyes  sobre  justicia  han  podido  pretender 
cambiar  esos  principios  y  esas  reglas,  por  otros  inventados  ca- 
prichosamente en  oposición  de  lo  que  existe  establecido  en  todas 
partes;  y  esto  por  medio  de  una  mera  implicancia,  que  no  tam- 
poco de  un  modo  expreso,  en  materia  tan  fundamental. 

Nada  permite  sospechar  siquiera  que  la  comisión  del  Código 
militar  haya  pensado,  en  un  sólo  momento,  que  nuestra  legis- 
lación actual  pueda  ser  conforme  con  las  teorías  avanzadas  por 
la  parte  recurrente  en  el  presente  juicio. 
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De  lo  contrario,  habria  que  admitir,  conforme  á  las  doctrinas 
qne  se  oponen,  que  el  proyecto  de  Código  militar  es  nn  retro- 
ceso  en  nuestra  legislación,  lejos  de  ser  nna  reforma  liberal  y 
adelantada,  de  acneKio  con  el  progreso  de  las  ideas  modernas, 
como  debe  esperarse  de  sns  autores.  * 

La  jarisdiccíón  militar,  en  los  delitos  de  rebelión  cometidos 

por  militares,  es  indispensable  á  la  disciplina,  á  la  estabilidad  y 

al  orden  de  los  ejércitos;  ella  es  la  única  que  puede  asegurar 

la  competencia,  la  brevedad,  la  eficacia  y  la  jnsticia  misma  de 

sns  decisiones,  qae  los  tribnnales    ordinarios,  con  sns  formas 

lentas  y  muchos  otros  inconvenientes,  no  podrían  jamás  reem- 
plazar. 

Respecto  á  las  observaciones  aducidas  por  el  defensor  del 
preso,  sobre  el  procedimiento  observado  por  el  Consejo  de 
guerra  y  el  juicio  verbal  que  precedió  á  la  sentencia,  esta  Corte 
no  puede  dictar  pronunciamiento  ninguno,  teniendo  que  limi- 
tarse á  decidir  sobre  la  competencia  suscitada. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  han  tenido  presente,  y 
concordantes  de  la  vista  del  señor  Procurador  General,  se  de- 
clara: que  la  Justicia  Federal  es  incompetente  para  entender 
en  la  causa  de  rebelión  contra  el  coronel  Mariano  Espina,  sién- 
dolo el  Consejo  de  guerra.  En  consecuencia,  remítanse  los  an- 
tecedentes al  Poder  Ejecutivo  y  avísese  por  oficio  al  Juez  de 
sección. 

benjamín   paz  (en  disidencia).^ 

ABEL  BAZAN.— OCTAVIO    BÜNOE 

(en  disidencia  de  fundamentos). 

—JUAN   K.  TORRBNT.— JOSÉ  MA- 

ría  GUTIÉRREZ  (en  disidencia). 


DISIDENCIA    DE   FUNDAMENTOS 

Y  vistos  nuevamente:  Considerando:  Primero:  Que  el  hecho 
de  que  la  ley  de  Setiembre  de  rail  ochocientos  sesenta  y  tres 
legisle  sobre  rebelión  ó  sedición,  no  implica  que  estos  delitos 
sean  siempre  comunes,  ó  que  hayan  de  ser  juzgados  forzosa- 
mente por  los  tribunales  federales  ú  ordinarios,  ni  que  por 
ello  la  legislación  militar  no  pueda  calificarlos  por  concepto 
alguno,  aun  cuando  así  á  sus  fines  conviniere;  y  que,  lejos  de 
tales  restricciones,  varios  códigos  que  también  castigan  esos 
25 
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delitos,  ó  qne  fijan  reglas  para  proceder  en  las  cansas  crimina- 
les de  faero  común,  exclnyen  de  sus  disposiciones,  por  man- 
dato expreso,  los  de  carácter  militar,  sajetos  al  imperio  de  su 
propia  ley,  como  se  ve  en  el  de  procedimientos  para  lo  criminal 
(articalo  veintiséis)  y  en  la  misma  ley  de  mil  ochocientos  se- 
senta  y  tres,  antes  citada,  la  cual  establece  que  en  nada  altera 
la  jurisdicción  militar  en  los  casos  en  que  según  las  leyes  exis- 
tentes, deba  precederse  por  Consejos  de  guerra. 

Segundo:  Que  además  del  delito  propiamente  denominado 
militar,  que,  como  se  afirma  con  exactitud,  es  el  que  sólo  puede 
ser  cometido  por  militares,  caen  también  bajo  las  disposicio- 
nes de  las  leyes  de  la  materia,  para  ser  juzgados  por  los  tribu- 
nales que  ellas  constituyen,  los  delitos  comunes  cometidos 
por  militares,  en  las  circunstancias  especiales  que  las  mismas 
leyes  determinan. 

Tercero:  Que  el  artisulo  diez  y  seis  de  la  Constitución  ha 
abolido  el  fuero  personal;  pero  este  precepto  deja  subsistente 
el  fuero  ó  privilegio  de  causa,  desde  que  á  él  no  hace  refe- 
rencia; y  que  el  proceso  contra  el  coronel  Mariano  Espina  se 
ha  formado,  no  en  virtud  del  carácter  militar  que  inviste,  sino 
por  una  falta  al  servicio  militar,  cometida  en  su  calidad  de 
militar;  falta  ó  delito  que  por  su  naturaleza  se  somete  á  los 
tribunales  militares,  como  privilegiado  por  razón  de  la  materia. 

Cuarto:  Que  el  delito  militar  en  el  sentido  extricto,  de  na- 
turaleza más  grave,  consiste  en  la  desobediencia  al  superior,  ó 
sea  en  quebrantar  el  juramento  prestado  á  la  bandera:  com- 
prendiendo el  verdadero  espíritu  de  la  profesión  no  sólo  el  va- 
lor sino  también  la  prontitud  en  la  obediencia  y  la  grande 
exactitud  en  el  servicio  (artículo  quinto,  título  primero,  tratado 
segundo  de  la  ordenanza).  Está  recomendado  al  superior  el 
propio  ejemplo  para  que  sirva  de  estímulo  y  de  escuela  al  su- 
balterno, y  el  más  grave  cargo  que  se  le  pueda  hacer  será  el  de 
no  dar  puntual  y  literal  cumplimiento  á  todos  los  capítulos  de 
la  ordenanza,  siendo  su  más  exacta  observancia  la  base  fun- 
damental del  servicio  (artículo  primero  y  veintidós,  título  diez 
y  seis,  y  quinto,  título  diez  y  siete,  tratado  segundo.) 

Quinto:  Que  la  rebelión,  ó  sedición  militar,  es  la  que  se  di- 
rija contra  un  superior  militar,  y  que  el  Presidente  es  coman- 
dante en  jefe  de  todas  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  de  la  Na- 
ción (artículo  ochenta  y  seis,  inciso  quince  de  la  Constitución), 
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8i  no  se  considera  que  el  movimiento  era  dirijido  contra  el  jefe 
de  la  Escuadra. 

Sexto:  Qne  la  ordenanza  castiga  al  que  cometiera  el  delito  de 
seJición,  conspiración  ó  motín  contra  el  servicio,  seguridad  de 
las  plazas,  contra  la  tropa,  su  comandante  ú  oficiales,  al  que 
tuviera  noticia  de  ello  y  no  los  delatare  (articulo  veintiséis, 
titulo  diez,  tratado  octavo),  y  al  que  hubiere  proferido  palabras 
que  inclinen  á  sedición,  motin  ó  rebelión,  ó  que  habiéndolas 
oído  no  diere  cuenta  al  superior  (articulo  cuarenta  y  dos  del 
mismo  titulo  y  tratado);  y  que  con  arreglo  á  la  ley  de  siete  de 
Julio  de  mil  ochocientos  veintitrés  (artículos  tercero  y  cuarto), 
queda  sujeto  á  la  jurisdicción  militar  el  conocimiento  de  las 
causas  seguidas  para  la  averiguación  y  castigo  de  delitos  que 
sólo  son  tales  cometidos  por  un  militar,  y  por  todo  delito  co- 
metido por  militares  dentro  de  los  cuarteles,  en  marcha,  en 
campaña  ó  en  actos  de  servicio. 

Séptimo:  Que  el  epígrafe  del  título  séptimo,  tratado  octavo  de 
la  ordananza,  importa  establecer  que  el  Consejo  de  guerra  de 
oficiales  generales  conocerá  de  los   hechos    enumerados  en  el 
titulo,  los  cuales  constituyen  delitos  cometidos  por  oficiales,  en 
este  carácter;  pero  que  de  aquí  no  se  siga  que  no   pueda  juz- 
garlos cuando  cometan  alguno  de  los   delitos  contenidos  en  e 
título  diez,  pues,   según  el  artículo    quinto,  titulo  primero  del 
mismo  tratado,  es  á  los  tribunales  militares  á  quienes  compe- 
te conocer  de  las  causas  civiles  y  criminales  de  oficiales,  y  no 
á  la  justicia  ordinaria:  de  otro  modo   y  aceptando  la  observa- 
ción hecha  por  el  defensor,  en  el  informe  m  voce  pronunciado 
ante  la  Corte,  resultaría,  siempre  en   el  sentir  de  la  ordenanza, 
que  los  oficiales  quedarían   impunes  cuando  perpetraran  cual- 
quier delito  de  los  del  artículo  diez,  ó  do  los  comunes  que  no 
están  previstos  en  ese  Código.  Es  necesario  recordar,   además, 
que  la  pragmática  de  Abril  diez  y  siete  de  mil  setecientos  cua- 
renta y  siete  (ley  octava,  título  quince,  libro  octavo.  Recopila- 
ción), fué  derogada,  en  cuanto  toca  á  la  materia  militar,  por  el 
real   decreto  de  Febrero   nueve  de  mil  setecientos  noventa   y 
tres,  que  está  corroborado,   entre  otras  disposiciones,  por   las 
reales  órdenes  de  Febrero  trece  de  mil  setecientos  ochenta  y 
seis,  Julio  diez  y  seis  de  mil  setecientos  noventa  y  ocho.  No- 
viembre diez  de  mil  ochocientos  y  Abril  veintiocho  y  Noviem- 
bre doce  de  mil   ochocientos  cuatro,  quedando  de  esta  suerte 
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restablecido  en  la  ordenanza,  en  toda  su  plenitad,  el  fuero  per- 
sonal del  militar,  que  se  abolió  entre  nosotros,  por  la  ley  de 
Julio  siete  de  mil  ochocientos  veintitrés,  y  mas  tarde  por  la 
Constitución. 

Octavo:  Que  la  real  orden  de  Marzo  doce  de  mil  setecientos 
ochenta  y  uno,  no  circunscribe  la  competencia  del  Consejo 
de  guerra  de  oficiales  generales  á  los  casos  fijados  en  el  titulo 
siete  del  tratado  octavo  de  la  ordenanza,  como  se  sustenta  en 
un  escrito  presentado  en  causa  idéntica,  y  reproducido  por  el 
defensor  al  informar;  porque  en  el  articulo  primero  del  titulo 
sexto,  que  la  mencionaia  real  orden  también  comprende,  se 
establece  que  el  consejo  de  guerra  examine  los  crímenes  y  fal- 
tas graves  en  que  los  oficiales  incurrieren  contra  el  servicio,  ha- 
ciéndose la  referencia  á  los  titules  seis  y  siete,  en  contraposi- 
ción á  las  facultades  qne  se  recuerda  á  los  jefes  en  virtud  de 
las  cuales  deberán  conocer  de  faltas  leves  y  en  los  arrestos  que 
se  imponen  para  corrección;  y  que  la  real  orden  de  diez  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos,  tampoco  favorece  la  doctrina 
sostenida  entonces,  porque  lejos  de  sostener  el  fuero  lo  confir- 
ma, según  puede  verse  en  su  parte  pertinente,  que  cita  incom- 
pleta aquel  escrito:  <on  declaración  del  fuero  militar  no  se 
extiendan  á  los  casos  de  sedición,  bien  sea  popular  contra  los 
magistrados  y  Gobierno  que  pueblo,  ó  bien  contra  la  seguridad 
de  una  plaza,  comandante  militar  de  ella,  oficiales  y  tropa  que 
la  guarnecen,  debiendo  en  el  primero  de  dichos  casos  conocer 
la  justicia  ordinaria,  y  en  el  segundo  la  fnilitar,  contra  cualquier 
delincuente  de  cualquier  fuero  y  clase  que  sea». 

Noveno:  Que  la  ley  de  Julio  siete  de  mil  ochocientos  veintitrés 
ha  sido  aceptada  como  disposición  nacional  por  la  jurispruden- 
cia, según  así  lo  resolvió  esta  Suprema  Corte,  ocupándose  de 
ella  expresamente  en  la  causa  cincuenta  y  nueve,  serie  segun- 
da, tomo  diez  y  ocho,  página  ciento  diez  de  sus  Fallos,  y  en 
Mayo  once  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  en  la  causa  se- 
guida contra  José  Fernandez  Castro,  por  homicidio  y  lesiones 
corporales,  siendo  de  este  modo  explícito  que  fué  admitida  la 
competencia  de  los  tribunales  militares  para  los  casos  que  esa 
ley  explica,  y  no  por  involucración  de  fundamentos,  como  se 
hizo  en  el  caso  que  cita  el  defensor  (serie  segunda,  tomo  quinto, 
página  cuatrocientos  cincuenta  y  tres).  Los  fallos  recordados 
en  nada  contradicen  al  precepto  constirucional,  contenido  en  la 
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misma  ley  interpretada,  qae  se  limita  á  establecer  el  faero  mi- 
litar de  cansa,  por  delitos  puramente  militares,  por  falta  al  ser- 
vicio ó  en  vista  del  lagar  de  ejecnción,  lo  cnal  es  materia  muy 
distinta;  y  aun  cuando  asi  no  fuese,  tales  decisiones  tendrían 
importancia  incontestable,  como  corroborantes  de  la  ordenanza 
en  la  parte  que  aun  está  vigente. 

Décimo:  Que  el  fuero  militar  de  causa,  conforme  á  la  inte- 
ligencia  dada  por  la  ley  de  Julio,  es  necesario  para  la  conser- 
vación del  orden  y  la  disciplina  del  ejército  y  que,  sin  duda 
por  este  motivo,  no  sólo  se  ha  aceptado  en  el  proyecto  de  Có- 
digo penal  militar,  propuesto  por  una  comisión  de  letrados  de 
nuestro  foro  y  de  jefes  de  alta  graduación,  y  sometido  ya  á  la 
aprobación  del  Congreso,  sino  que,  en  rigor,  se  amplia,  exten- 
diéndolo á  transgresiones  comunes  de  particulares,  que  no  es- 
tán ligados  al  soldado  por  las  funciones  accidentales  que  ejercen, 
y  que  por  aquella  ley  no  quedaban  sujetos  á  la  jurisdicción  y 
penas  militares  (artículos  primero  y  quinto  y  su  comentario; 
véase  también  artículo  ochenta  y  ocho  del  proyecto  de  ley  de 
organización  y  competencia  de  los  tribunales  militares). 

Undécimo:  Qué  el  proceso  contra  el  coronel  Mariano  Espina 
se  formó  por  rebelión  ó  sedición  en  servicio  activo,  á  causa  de 
propalar  falsas  especies  en  el  establecimiento  de  la  división  de 
torpedos,  por  haber  invitado  al  alférez  de  navio  don  Carlos  Mon- 
taña á  incorporarse  con  el  personal  y  material  de  la  división  á 
la  pretendida  sublevación  de  la  Escuadra,  y  por  habérsele  cap- 
turado con  las  demás  personas  que  se  mencionan  en  el  parte  de 
foja  primera,  á  bordo  de  la  torpedera  tMuratureí,  al  dirijirse 
en  actitud  de  ataque  contra  la  Escuadra. 

Duodécimo:  Qne  también  comprende  el  proceso  el  hecho  de 
no  haber  dado  cuenta  el  coronel  Espina,  al  superior,  de  la  su- 
blevación de  la  Escuadra,  la  que  le  fué  comunicada  y  de  cuya 
realidad  no  dudaba,  según  lo  expresa  el  señor  Auditor  de  Gue- 
rra en  la  vista  de  foja  diez  y  seis  de  los  autos  principales. 

Décimx)  tercero:  Que  el  procesado  no  niega  su  servicio  acti- 
vo, ni  lo  substancial  de  los  cargos  referidos  en  los  dos  conside- 
randos anteriores,  todo  lo  que  califica  el  hecho  de  delito  militar, 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ordenanza  y  de  la  ley  de 
Julio  de  mil  ochocientos  veintitrés,  tanto  más  cuanto  que  no 
aparece  del  expediente,  que  se  imputa  al  coronel  Espina  la 
comisión  de  actos  que  caracterizan  la  rebelión  en    el  sentido 
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politice,  ni  él  manifíeata  haber  ejecutado  acto  alguno  de  ese 
género,  pretendiendo,  por  el  contrario,  qne  no  le  ha  gniado 
ningnn  propósito  subveraivo.  Sobre  este  particular  debe  obser- 
varse que  en  el  fallo  de  la  Suprema  Corte,  que  recuerda  la 
defensa,  recaido  en  los  autos  seguidos  contra  los  marineros 
del  buque  de  guerra  chileno  «La  Pilcomayoi,  con  fecha  vein- 
titrés de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  se  consideró 
que  el  caso,  del  punto  de  vista  que  revestían  los  hechos  acu- 
sados, era  de  carácter  esencialmente  politico,  y  que  se  le 
resolvió  con  arreglo  á  la  ley  de  extradición  y  á  los  principios 
dbl  derecho  internacional,  haciendo  efectivas  las  garantias  que 
la  Constitución  y  las  leyes  consagran  á  la  seguridad  personal 
dentro  del  territorio  de  la  Nación,  por  todo  lo  cual  e¿e  fallo 
no  puede  servir  de  fundamento  para  sostener  la  competencia 
de  los  Tribunales  Federales  en  la  actual  contienda,  desde 
que  no  son  aplicables  iguales  consideraciones  á  la  causa  que 
le  ha  dado  origen. 

Décimo  cuarto:  Que  si  se  conceptúa,  no  obstante  la  falta  de 
base  en  el  proceso,  que  el  delito  imputado  al  coronel  Espina 
tiene  carácter  politico,  es  de  considerarse  que  el  espiritu  de 
la  doctrina  moderna  propende  ¿  someter  los  delitos  de  esa 
clase  al  fuero  militar,  cuando  el  agente  es  militar,  como  puede 
verse  en  el  comentario  al  articulo  sexto  del  proyecto  de  Código 
penal  militar,  que  dice:  «Pensamos  que  es  necesario  distinguir 
si  el  delito  de  rebelión,  por  ejemplo,  es  cometido  por  simples 
ciudadanos  ó  por  militares.  Los  delitos  políticos  tienen  siempre 
por  fundamento  ó  por  resultado,  el  desconocimiento  de  los  altos 
poderes  de  la  Nación,  y  cuando  esto  se  produce,  el  militar  co- 
mete un  verdadero  delito  militar.  Esto,  que  es  una  verdad  tra- 
tándose de  militares  que  no  tienen  mando  ó  comisión  del  servicio, 
lo  es  doblemente  cuando  se  trata  de  personas  que  ejercen  ese 
mando  ó  que  desempeñan  tales  comisionest. 

Décimo  quinto:  Que  según  lo  dispone  la  ordenanza,  el  juicio 
del  Consejo  de  guerra  empieza  por  la  orden  del  capitán  ge- 
neral, que  sirve  «de  cabeza  de  proceso,  bien  sea  por  oficio 
propio  de  su  autoridad,  sin  proceder  querella  ó  demanda,  ó 
bien  sea  en  consecuencia  de  estos  requisitost  (articulo  cuarto, 
titulo  sexto,  tratado  octavo);  el  Fiscal  nombrado  toma  decla- 
ración á  los  testigos,  haciendo  constar  por  escrito  «lo  que  ca- 
da uno  dijera,  y  finalizando  el  proceso  da  cuenta  al  capitán 
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generali,  quien  cita  á  los  jneces  que  deben  componer  el  con- 
sejo de  gaerra  de  oficiales  generales  (articnlos  quinto,  séptimo, 
octavo  y  décimo);  y  que  reunido  el  consejo,  que  sólo  desde  ese 
momento  funciona,  se  leen  las  diligencias  practicadas  por  el 
Fiscal,  se  interroga  al  reo,  se  oye  la  defensa,  se  vota  y  se  firma 
la  sentencia  (artículos  doce  á  veinte).  El  consejo  mismo  de 
guerra  de  oficiales  generales,  procede,  pues,  en  realidad,  ver- 
balmente,  en  juicio  breve  y  sumarisimo,  substanciando  y  ter- 
minando la  causa  en  un  solo  acto  ó  sesión. 

Décimo  sexto:  Que  si  el  Fiscal  no  hubiese  cumplido  los  requi- 
sitos que  le  están  encomendados,  estos  no  dependen  de  las  fun- 
ciones del  consejo,  y  que  para  la  ordenanza  el  juicio  verbal  es 
más  estricto,  pues  no  queda  de  él  constancia  alguna  y  concluye 
por  una  determinación  verbal  (real  orden  de  Diciembre  ocho  de 
mil  setecientos  noventa  y  seis),  sin  acta,  ni  sentencia  escrita,  el 
juicio  seguido  debiera  denominarse,  propiamente,  lo  que  es  ver- 
bal y  actuado. 

Décimo  séptimo:  Que  esta  Suprema  Corte,  carece  de  faculta- 
des para  pronunciarse  sobre  la  exactitud  de  la  calificación  del 
delito,  hecha  por  el  consejo  de  guerra  de  oficiales  generales,  ó 
sobre  el  mérito  legal  de  la  prueba  producida  y  trámites  del 
juicio,  porque  no  está  llamada  á  rever  el  proceso,  sino  úni- 
camente á  decidir  la  contienda  de  competencia  promovida. 

Décimo  octavo:  Que  si  se  arguye  que  el  coronel  Mariano 
Espina  además  de  los  hechos  que  han  motivado  el  juicio  ante 
el  consejo  de  guerra,  es  reo  de  rebelión  en  connivencia  con 
particulares,  exentos  del  fuero  militar,  y  que  el  conocimiento 
del  delito  correspondería,  por  esta  razón  á  los  jueces  federales, 
siendo  inaplicables  las  disposiciones  de  la  ordenanza,  que  es- 
tablece para  tales  casos  la  jurisdicción  militar  privativa  (artí- 
calos  tercero  y  cuarto,  título  doce,  tratado  sexto;  primero  y 
tercero,  título  tercero;  ciento  trece  y  ciento  diez  y  seis,  titulo 
diez^  tratado  octavo),  es  de  tenerse  presente:  que  con  arreglo 
á  lo  prescrito  por  el  artículo  cuarenta  y  uno  del  Código  de 
Procedimientos  en  lo  Criminal,  cuando  concurren  varios  deli- 
tos,  cada  tribunal  debe  juzgar  los  de  su  competencia,  siguien- 
do el  orden  de  prioridad  de  los  diferentes  juicios,  estableci- 
dos por  leyes  especiales  ó  por  lo  que  la  Suprema  Corte  resuelva. 
La  ley  no  puede  prever  las  múltiples  dificultades  prácticas  que 
surgen  de  la  acumulación  de  causas,  por  la  conexidad  de  diver- 
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808  agentes  ó  hechos  criminales,  sometidos  á  jneces  de  distinto 
fnero,  y  por  ello  faculta  á  alguna  autoridad  que  las  dirima, 
según  lo  que  estime  su  prudente  arbitrio. 

Décimo  noveno:  Que  el  delito  militar  del  caso,  está  castigado 
con  mayor  pena  que  el  de  rebelión  que  la  ley  califica,  y  que, 
por  lo  tanto  por  ser  aquel  de  naturaleza  más  grave,  correspon- 
dería la  preferencia  á  los  tribunales  militares,  para  el  juzga- 
miento conjunto  de  los  dos,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  por  los 
artículos  treinta  y  siete  y  cuarenta  del  Código  de  Procedimien- 
tos, aplicables  á  los  delitos  conexos,  en  virtud  de  lo  estatuido 
por  el  artículo  cuarenta  y  dos. 

Vigésimo:  Que  aún  procedería  dividir  la  continencia  de  la 
causa  y  proseguir  juicios  sucesivos,  en  el  caso  apuntado  de 
estar  sometidos  los  delitos  á  distintos  jueces,  si  se  atiende  á  las 
prescripciones  análogas  de  los  artículos  treinta  y  ocho  y  treinta 
y  nueve  del  Oódigo  de  Procedimientos,  aplicables  en  virtud 
de  lo  dispuesto  por  el  articulo  cuarenta  y  dos,  dándose  la  prio- 
ridad al  Tribunal  Militar,  para  juzgar,  el  primero,  la  causa  de 
su  competencia,  en  razón  de  la  naturaleza  más  grave  del  delito 
(artículos  treinta  y  siete  y  cuarenta),  por  lo  cual  no  se  afectaría 
la  acción  del  Tribunal  propuesto,  desde  que  el  juicio  solo  abar- 
ca lo  que  está  en  las  atribuciones  de  quien  juzga. 

Vigésimo  primero:  (i\xQQxx2J\áo\dí  conexidad  proviene  déla 
vinculación  en  el  agente  siendo  diversos  los  hechos,  con  dife- 
rente pena  y  justiciables  ante  distintos  tribunales,  no  hay 
mayor  dificultad  en  atribuir  á  un  solo  Juez  el  conocimiento 
del  proceso,  en  atención  á  la  magnitud  del  delito,  acumulándose 
las  varías  causas,  como  tampoco  puede  haber  inconveniente  en 
autorizar  el  juicio  sucesivo,  cuando  el  Tribunal  preferido  no 
tuviese  competencia  para  juzgar  alguno  de  los  delitos  perpe- 
trados. Por  otra  parte,  si  se  trata  de  la  conexidad  objetiva, 
producida  por  la  unidad  en  el  delito,  siendo  varios  los  delin- 
cuentes y  estando  sometidos  á  jurisdicción  distinta,  se  puede, 
sin  estorbo,  separar  á  las  personas,  cuando  la  simplificación 
del  juicio  lo  requiera,  pues  aunque  se  averigüe  un  acto  solo, 
ó  actos  coherentes  de  igual  naturaleza,  no  se  perjudica  la 
vindicta  pública,  ni  el  derecho  del  reo  (artículos  ochenta  y 
cinco  y  ochenta  y  siete.  Código  Penal),  enjuiciándolo  por 
separado. 

Las  cuestiones  de  conexidad,  consideradas  en  su  fondo,  son 


APÉNDICE  393 

de  mera  conveniencia  procesal,  y  no  tienen  otra  importancia 
positiva  que  la  de  obtener  más  fácilmente  el  esclarecimiento  y 
castigo  de  las  transgresiones  de  la  ley,  sobre  todo  en  causas  de 
este  género,  que  abarcan  hechos  multiformes,  numerosos  in- 
culpados, apartados  lugares  y  jurisdicciones  opuestas,  como 
lo  comprueba  la  circunstancia  actual,  de  seguirse  ahora  en 
la  República,  ante  distintos  jueces,  diversos  juicios  por  la 
misma  rebelión  que  se  persigue  (véase  reales  órdenes  de 
veinticinco  de  Mayo  de  mil  setecientos  setenta  y  tres,  seis  de 
Marzo  de  mil  setecientos  ochenta  y  cinco,  ocho  de  Mayo  de 
mil  setecientos  noventa  y  siete  y  catorce  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos uno). 

Vigésimo  segundo*.  Que  estas  conclusiones,  relativas  á  la  cone- 
xidad, armonizan  con  lo  que  propone  la  autorizada  doctrina  del 
proyecto  de  Código  penal  militar,  en  su  articulo  sexto,  según  el 
cual:  cCuando  por  el  mismo  crimen  ó  delitos  fuesen  acusados 
individuos  sujetos  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  militares  y 
otros  sujetos  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios,  se- 
rán procesados  y  juzgados  por  ante  los  tribunales  ordinarios,  si 
el  crimen  ó  delito  fuere,  por  su  naturaleza,  común.  En  el  caso 
que  el  crimen  ó  delito  fuere  conexo  ó  mixto  de  militar  y  común, 
las  personas  sujetas  á  la  jurisdicción  militar  serán  juzgadas  por 
los  tribunales  militares,  y  las  sujetas  á  la  común  por  los  tribu- 
nales ordinarios».  (Véase  también  el  comentario  al  artículo 
ciento  treinta  y  ocho,  y  los  artículos  noventa  y  dos  y  ciento 
doce  del  proyecto  de  ley  de  organización  y  competencia  de  los 
tribunales  militares). 

Vigésimo  tercero:  Que  el  Consejo  de  guerra  es  el  Tribunal  fi- 
jado de  antemano  por  la  ley,  para  juzgar  los  delitos  militares  de 
los  oficiales  de  cualquier  graduación,  y  que,  en  consecuencia,  no 
es  de  admitirse  que  revista  el  carácter  de  una  comisión  especial, 
nombrada  después  de  cometido  el  delito,  ex  post  factOy  contvh  lo 
dispuesto  en  el  artículo  diez  y  ocho  de  la  Constitución.  El  Con- 
sejo de  guerra  de  oficiales  generales  no  es  un  Tribunal  de  oficio 
permanente;  pero  su  organización  y  sus  funciones  están  deter- 
minadas por  ley  anterior  al  juicio  y  al  hecho  de  la  causa,  y  está 
también  designada  la  autoridad  competente  para  nombrar  los 
vocales  que  han  de  componerlo. 

Vigésimo  atavio:  Que  el  artículo  noventa  y  cinco  de  la  Consti- 
tución, como  la  ley  federal  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  (ar« 
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ticalo  siete),  en  nada  alteran  la  jurisdicción  militaren  los  casos 
en  que  con  arreglo  á  las  leyes  existentes,  deba  procederse  por 
consejos  de  guerra,  porque  se  limita  á  prohibir  la  ingerencia  del 
Presidente  de  la  Nación  en  los  asuntos  judiciales,  que  correspon- 
den al  poder  judicial,  según  lo  demuestra  la  colocación  de  ese  ar- 
tículo en  el  capítulo  que  trata  del  poder  ejercido  por  la  Suprema 
Corte  y  tribunales  inferiores;  y  que,  en  consecuencia,  está  vigente 
la  ley  de  veintiocho  de  Octubre  de  mil  ochocientos  trece,  con- 
cordante con  los  artículos  sesenta  y  siete,  inciso  veintitrés  y 
ochenta  y  seis,  incisos  quince  y  diez  y  siete  de  la  Constitución, 
por  cuya  virtud  «el  Poder  Ejecutivo  deberá  conocer  absoluta- 
mente en  todos  los  casos  que  ocurren  los  consejos  de  guerra 
de  oficiales  generales». 

Interpretando  en  sentido  contrario,  se  llegaría  á  concluir 
que  la  carta  fundamental,  al  deslindar  las  facultades  de  otro 
poder,  habría  despojado,  por  incidencia,  al  Legislativo  y  al 
Ejecutivo  de  las  que  les  confiere  en  las  secciones  respectivas, 
sobre  materia  militar,  sin  concederlas  tampoco  al  poder  judi- 
cial, y  que,  por  lo  tanto,  la  jurisdicción  militar  no  está  legal- 
mente  establecida  en  la  República  argentina,  quedando  consig- 
nadas esas  facultades  tan  sólo  como  disgresión  extemporánea, 
sin  propósito  efectivo,  con  lo  cual  no  es  posible  convenir,  sin 
violar  toda  regla  de  hermenéutica,  y  sin  oponerse  abiertamente 
al  espíritu  y  letra  de  la  ley. 

Vigésimo  quinto;  Que  la  Constitución  autoriza  la  organización 
del  ejército  y  las  ordenanzas  para  su  Gobierno  (articulo  sesenta 
y  siete,  inciso  veintitrés);  y  que  la  disciplina,  que  es  un  requi- 
sito indispensable  de  su  existencia  y  de  su  fuerza,  exige  para 
conservarse  la  acción  pronta  y  eficaz  de  los  tribunales  militares: 
cEsta  jurisdicción  excepcional  se  funda,  pues,  en  una  alta  con- 
sideración política,  en  una  razón  de  Estado,  la  necesidad  de 
asegurar  la  misión  de  obediencia  y  de  sacrificios  á  que  están 
consagrados  los  ejércitos,  y  en  un  principio  de  distribución  de 
la  justicia,  por  que  sólo  ante  los  tribunales  militares  los  delitos 
disciplinarios  pueden  obtener  buena  y  recta  justicia».  (Obras 
jurídicas  de  José  María  Moreno,  tomo  tercero,  página  trescientos 
diez  y  nueve,  escrito  reproducido  por  el  defensor  Dr.  del  Valle). 

Por  estos  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  expuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  General,  se  declara  que  el  cono- 
cimiento de  la  causa  corresponde  al  consejo  de  guerra  de  oficia- 
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les  generaleSi  y  remitanse  con  lo  actuado  y  nota  de  estilo 
al  Poder  Ejecutivo,  avisándose  por  oficio  al  juez  de  sec- 
ción. 

OCTAVIO  BÜNGB. 


DISIDENCIA   DE   LOS   DOCTORES   PAZ   Y   GUTIÉRREZ 

Y  vistos:  Para  resolverla  segunda  cuestión  planteada  en  la 
sentencia  de  foja....  es  necesario  determinar,  ante  todo,  cuál  es 
el  hecho  legal  que  originariamente  la  motiva. 

De  las  constancias  de  autos  resulta  que  el  dia  veintisiete  de 
Setiembre  último,  la  torpedera  de  guerra  cMuratnre»  avanzó  en 
dirección  al  lugar  en  donde  se  hallaban  fondeados  los  demás 
buques  de  la  armada,  no  obedeciendo  á  la  intimación  de  dete- 
nerse y  cesando  su  marcha  sólo  cuando  recibió  los  disparos  di- 
rigidos contra  ella. 

El  procesado  se  encontraba,  en  esta  ocasión,  á  bordo  de  la 
mencionada  torpedera;  no  constando  que  haya  usado  de  auto- 
ridad militar,  ni  empleado  personas  que  le  estuviesen  subordi- 
nadas ó  elementos  militares  que  le  hubiesen  sido  confiados; 
ni  que  haya  ejercido  f andones  militares,  encontrándose  en  ac- 
tos de  servicio  ó  desempeñando  comisión  militar,  en  relación 
al  delito  de  rebelión  que  se  le  imputa;  si  bien,  según  la  propia 
declaración,  tenia  conocimiento  de  que  la  torpedera  cMurature» 
iba  á  incorporarse  á  la  Escuadra  que  se  hallaba  sublevada.  A 
estos  antecedentes,  á  la  situación  política  en  medio  (^,e  la  cual 
se  producen,  y  á  las  declaraciones  oficiales  que  tiendan  á  ca- 
racterizarlaSy  se  agrega  la  convocatoria  de  un  consejo  de  guerra 
para  conocer  y  juzgar  del  presente  caso  como  de  un  delito  de 
rebelión,  siendo  tal  delito  la  única  materia  de  la  acusación  de- 
ducida ante  el  mencionado  consejo  de  guerra,  del  juicio  y  fallo 
de  este  último,  y  de  la  aprobación  de  ese  fallo  por  el  supe- 
rior: por  todo  lo  cual  queda  incuestionablemente  fijada  la 
materia  de  la  controversia,  diciendo,  por  lo  tanto,  resolverse  á 
cuál  de  las  jurisdicciones  que  reclaman  ó  han  ejercido  compe- 
tencia corresponde  conocer  en  el  delito  de  rebelión  imputado 
al  procesado. 

La  ley  nacional  define  el  delito  de  rebelión  como  el  alza- 
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miento  público  en  abierta  hostilidad  contra  las  antotida- 
des  constituidas,  á  los  efectos  que  esa  misma  ley  deter- 
mina (ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres). 

¿Qaién  debe  juzgar  el  delito  de  rebelión? 

La  jurisdicción  militar  derivaba,  en  las  antiguas  leyes,  del 
fuero  militar,  abrogado  implícitamente  desde  que  la  forma 
republicana  fué  adoptada  por  el  gobierno  de  la  Nación.  En  mil 
ochocientos  veintitrés,  la  abolición  de  los  fueros  personales  y 
por  lo  tanto  del  militar,  quedaba  formulada  en  una  ley  escrita; 
y  por  fin,  la  Constitución  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  tres^ 
proclamaba  en  absoluto  el  principio  y  la  regla  capital  á  que 
están  subordinadas  las  disposiciones  dictadas  después  del  Códi- 
go Constitucional  y  que  se  refieren  ya  directamente  á  las  jurisdic- 
ción común  y  militar. 

La  ley  nacional  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  tres,  dice  en  su  articulo  segando,  inciso  primero:  clos 
jueces  nacionales  de  sección  conocerán  en  las  causas  que  sean  es- 
pecialmente regidas  por  la  Constitución  Nacional,  las  leyes  que 
haya  sancionado  y  sancione  el  Congreso  y  los  tratados  públicos 
con  naciones  extrangeras»;  agregando,  para  materia  que  con- 
cierne especialmente  al  juzgamiento  de  los  delitos  cuyo  conoci- 
miento corresponde  á  los  expresados  jueces:  closcrimenes  que 
ofendan  la  soberanía  y  seguridad  de  la  Nación».  (x\.rticulo  trece, 
inciso  tercero). 

De  los  delitos  federales  debían,  pues,  conocer  los  Jueces  na- 
cionales de  sección;  pero  esta  regla  no  es  absoluta,  y  el  artículo 
séptimo  de  la  ley  citada  que  establece  expresamente  que  la 
jurisdicción  criminal  atribuida  por  ella  ala  Justicia  Nacional, 
en  nada  altera  la  jurisdicción  militar,  en  los  casos  que  con 
arreglo  á  las  leyes  existentes,  debe  procedeise  por  consejos  de 
guerra;  principio  reproducido  por  el  Código  Criminal  en  su 
articulo  veintiséis. 

Es,  pues,  necesario  entrar  al  examen  de  las  disposiciones 
existentes  en  materia  de  jurisdicción  militar,  de  que  se  hizo 
mención  anteriormente,  investigando  asi  mismo  si,  según  ellas, 
el  delito  de  rebelión,  cometido  por  un  militar,  debe  ser  juzgado 
en  consejo  de  guerra. 

La  única  ley  patria  sobre  jurisdicción,  anterior  á  la  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres,  es,  como  se  ha  dicho,  la  de  cinco  de 
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Jalio  de  mil  ochocientos  veintitrés,  annqne  objetada  en  su  ori- 
gen y  con  mayor  fundamente,  en  la  aplicabiiidad  de  algnnas 
de  sus  disposiciones,  según  el  alcance  qoe  hubiera  de  atribuir- 
seles. 

En  la  opinión  del  jurisconsulto  é  historiador  Doctor  Vicente 
Fidel  López  (documento  original  incorporado  á  la  defensa)  nin- 
guna de  las  leyes  sancionadas  por  las  legislaturas  de  Buenos 
Aires  de  mil  ochocientos  veintiuno  i  mil  ochocientos  veinticin- 
co, pneden  invocarse  como  ley,  en  el  orden  nacional,  para  co- 
rregir, invocar  ó  anular  las  que  procedan  de  congresos  anterio- 
res ó  de  otras  autoridades  que  hayan  tenido  facultades  propias 
en  aquel  orden. 

La  jurisprudencia  nos  hace  ver,  sin  embargo,  que  esa  ley  de 
la  provincia  de  Buenos  Aires,  penetró  dentro  de  la  legislación 
nacional  y  se  incorporó  á  ella  en  la  práctica. 

¿Cómo  conciliar  este  hecho  y  este  derecho  ai  parecer  contra- 
dictorios? Penetrándose  de  que  la  ley  de  mil  ochocientos  vein- 
titrés revestía  una  alta  autori  Jad  doctrinaria  y  no  una  fuerza 
derogatoria  contra  disposiciones  expresas  de  la  ley  Nacional. 
¿De  dónde  nacía  esa  autoridad?  Este  es  el  punto  cuyo  examen 
conduce  á  descubrir  la  verdadera  filosofía  de  esa  ley,  deci- 
diendo sobre  el  alcance  actual  y  legal  de  cada  uno  de  sus  pre- 
ceptos. 

La  incuestionable  autoridad  doctrinaria  de  la  ley  de  mil 
ochocientos  veintitrés  está,  evidentemente,  no  en  su  origen, 
sino  en  los  principios  que  por  primera  vez  formula  y  que  no 
constituyen  regla  de  gobierno  local,  sino  bases  fundamentales 
del  gobierno  republicano  adoptado  por  la  Nación;  gobierno  que 
reposa  en  la  igualdad  de  los  derechos,  consagrada  por  la  aboli- 
ción de  los  privilegios  personales. 

Este  fué  el  principio  que,  si  bien  estaba  contenido  dentro  de 
la  forma  republicana  de  gobierno,  no  había  sido  expresamente 
proclamado  ni  llevado  á  la  práctica,  como  lo  hizo  la  ley  de  mil 
ochocientos  veintitrés,  adoptada  así  como  una  fórmula  del  go- 
bierno libre. 

Esa  es,  por  lo  tanto,  la  autoridad  moral  y  nacional  de  la  ley 
citada,  aplicada  en  el  silencio  ú  oscuridad  de  las  leyes  anterio- 
res ó  cuando  esas  leyes  caducaban  ante  los  principios  procla- 
mados esplícita  ó  implícitamente  por  nuestra  Constitución, 
según  la  cual,  las  declaraciones,  derechos    y  garantías  en  ella 
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enamerados,  no  serán  entendidoB  como  negación  de  los  derechos 
y  garantías  no  enumerados,  porque  nacen  del  principio  de  la 
soberanía  del  pueblo  y  de  la  forma  republicana  de  gobierno. 

Sin  esfuerzo  se  deduce  así  de  esta  inteligencia  de  la  ley  de 
mil  ochocientos  veintitrés,  que  toda  la  autoridad  que  se  le 
atribuye  desaparecería  en  cuanto  á  las  excepciones,  si  las  con- 
tuviese, derogatorias  del  principio  que  la  informa  y  que  sólo  se 
explicarían  como  concesiones  de  circunstancia,  insubsistentes 
en  presencia  de  las  disposiciones  constitucionales  le  que  serian 
la  negación. 

Tal  es  el  criterio  con  que  deben  considerarse  las  dispo- 
siciones contenidas  en  la  ley   citada  de  mil  ochocientos  vein- 


cEl  conocimiento  de  las  causas  que  99  lonMUíLpara  la  averi- 
guación  y  castigos  de  los  delitos  que  no  pueden  cometerse  sino 
por  militares,  dice  su  articulo  tercero,  queda  sujeto  á  la  juris- 
dicción militar.»  En  consecuencia,  todo  delito  que  pueda  co- 
meterse por  otra  persona  que  un  militar,  no  es  delito  militar. 
En  el  caso  de  rebelión,  por  ejemplo,  que  consiste  en  alzamiento 
público,  en  abierta  hostilidad  contra  las  autoridades  naciona- 
les,  que  presupone  la  acción  ó  el  concurso  popular,  es  cuestión 
de  un  delito  que  puede  cometerse  puramente  por  particulares  y 
que  por  lo  tanto,  no  constituye  un  delito  militar,  según  el 
artículo  tercero  citado.  Bajo  este  concepto,  un  militar  que  sin 
usar  de  su  autoridad  ni  de  los  medios  militares  de  que  dispone, 
ni  del  mando  ni  comisión  que  se  le  confió,  comete  delito, — el  de 
rebelión,  por  ejemplo, — no  incurre  en  delito  militar,  desde  que 
el  hecho  que  realiza,  lo  pudo  producir  en  completa  igualdad 
de  condiciones — salvo  la  del  carácter  personal  militar — cualquier 
otro  ciudadano. 

Pero  esta  no  es  la  regla  absoluta  de  la  ley  de  cinco  de  Julio 
de  mil  ochocientos  veintitrés,  ni  su  artículo  tercero  resuelve 
toda  la  cuestión,  cuando  el  que  le  signe  inmediatamente  esta- 
blece que  cqueda  sujeto  á  la  misma  jurisdicción  (militar)  todo 
delito  cometido  por  los  militares,  dentro  de  los  cuarteles  etc.» 

Desde  luego  y  aun  para  los  que  consideran  aplicable  en  toda 
su  integridad  el  citado  artículo  cuarto,  no  podría  éste  enten* 
derse  sino  restrictivamente;  porque  si  contuviese  una  excepción 
á  la  regla  establecida  en  el  artículo  tercero,  es  elemental 
que  esa  excepción  no  admite,  como  tal,  interpretación  extensiva. 
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Y  asi  como  los  delitos  cometidos  por  los  militares  en  marcha 
ó  en  actos  de  servicio,  no  son  delitos  militares  para  los  que  se 
encuentran  complicados  en  ellos,  sin  hallarse  personalmente 
en  servicio  ó  por  oncontrarse  accidentalmente  dentro  de  las 
fuerzas  en  marcha  y  pndiendo  separarse  de  ellas  en  cualquier 
momento,  del  mismo  modo  el  delito  cometido  dentro  da  los 
cuarteles  sólo  revestiría,  en  tal  hipótesis,  carácter  militar,  cuan- 
do él  fuese  cometido  por  individuos  de  un  cuerpo  militar  dentro 
de  su  propio  alojamiento;  y  es  así  cómo,  juzgando  hechos  mili- 
tares en  actos  de  servicio,  que  la  jurisprudencia  ha  aplicado  la 
ley  de  mil  ochocientos  veintitrés. 

Pero  es  de  todo  punto  inadmisible  que  el  articulo  cuarto  de 
esa  ley  pueda  extenderse  á  todos  los  c:'sos  que  comprende  su 
letra  y  conservar  el  carácter  de  fuero  de  lugar  que  originaria- 
mente revestía,  á' virtud  de  una  concesión  de  circunstancias,  en 
presencia  de  la  Constitución  que  suprimió  los  fueros  personales 
de  la  manera  más  absoluta. 

El  fuero  de  los  cuarteles,  inexplicable  como  privilegio  acor- 
dado á  los  cuerpos  inanimados  que  no  tienen  facultad  de  ejer- 
citarlos, sólo  puede  concebirse  como  una  extensión  figurada  de 
fuero  personal.  Bajo  su  imperio, el  mismo  hecho,  realizado  por 
el  mismo  agente  y  en  el  mismo  lugar,  seria  juzgado  por  distin- 
tos tribunales^  según  la  persona  que  lo  ejecuta.  Si  el  lugar 
pudiera  ser  realmente  privilegiado,  las  inmunidades  que  de  él 
se  derivasen,  se  extendería  á  todas  aquellas  que  de  él  se  ampa- 
ran, como  en  los  antiguos  asilos.  Pero  aún  en  los  ejemplos  más 
generalmente  aceptados  como  comprobantes  del  fuero  de  lugar, 
el  privilegio  aparece  evidentemente  referido  á  las  personas.  To- 
do el  que  vive  en  el  territorio  de  una  nación  está  sometido  á  la 
jurisdicción  de  ella,  menos  el  ministro  extrangero,  cuya  morada 
cpor  una  ficción  de  derecho»  está  incorporada  al  territorio  de 
la  nación  que  representa.  He  ahí  el  fuero  de  lugar,  presentado 
por  los  mismos  que  lo  invocan,  como  una  ficción;  porque  la  rea- 
lidad es,  en  efecto,  que  los  privilegios  del  ministro  extranjero 
se  han  hecho  convencional  y  figuradamente  extensivas  á  su  do- 
micilio, como  á  su  familia  y  servicio  amparados,  no  por  el 
lugar,  que  no  es  en  sí  mismo  susceptible  de  ejercitar  prerroga- 
tivas, sino  por  la  persona  que  cubre  con  sus  privilegios  al  lugar 
que  habita  y  á  las  demás  personas  que  le  rodean,  dentro  de 
cualquier  lugar  elegido  para  su  morada. 
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T  la  prueba  de  qne  el  priyilegio  del  ártico  lo  cuarto  citado, 
aceptado  ain  limitación,  sólo  podría  entenderse  acordado  al  lo- 
gar en  nombre  de  la  persona,  es  que  sólo  los  militares  qoe  de- 
linquen en  los  cuarteles  podrían  escapar  á  la  acción  de  los 
tribunales  ordinarios,  que  alcanzarían,  dentro  del  mismo  lugar, 
á  cualquier  otra  persona;  y  en  tal  sentido  no  puede  considerar- 
se subsistente  el  mencionado  articulo  cuarto,  como  no  lo  es,  sin 
duda,  el  texto  de  la  misma  ley,  qoe  atriboye  al  ministerío  res- 
pectivo el  conocimiento  de  las  cansas  criminales  de  los  emplea- 
dos de  hacienda  y  correos,  por  delitos  cometidos  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones. 

No  tiene,  seguramente,  el  mismo  carácter  la  jorisdicción  mi- 
litar, que  se  conserva  dentro  de  los  límites  que  le  señala  su 
propia  naturaleza;  porque,  ó  bien  se  relaciona  con  la  disciplina, 
que  no  importa  f  aero,  sino  deber  personal,  ó  bien  ha  llegado  el 
momento  en  que  todo  se  inclina  ante  la  ley  suprema  de  la  nece- 
sidad, que  no  es  la  ley  de  la  Constitución  y  qae  no  puede  invo- 
carse, por  lo  tanto,  en  las  cuestiones  de  competencia  que  se 
resoelven  por  la  ley  positiva;  tanto  más,  cuando  esta  última 
provee  aunen  los  casos  más  extremos,  aotorizando,  por  ejemplo, 
en  ellos  á  castigar  de  muerte  y  sin  forma  de  proceso,  al  militar 
que  se  insubordina  estando  sobre  las  armas  ó  que  vuelve  la  es- 
palda al  enemigo. 

Toca  ahora  examinar  si  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  militar 
para  conocer  del  delito  de  rebelión  de  un  militar,  estaría  ó  no 
dentro  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribona- 
les  nacionales  en  cuanto  esa  ley  exige,  para  el  ejercicio  de  la 
jorisdicción  militar,  que,  según  las  leyes  existentes,  deba  pro- 
cederse  por  consejo  de  goerra. 

Como  se  ha  afirmado  en  la  presente  defensa  y  en  la  que  se 
hizo  á  favor  de  los  militares  acosados  en  mil  ochocientos  seten- 
ta y  coatro,  es  exacto  qoe  en  la  enomeración  qoe  hacen  las 
ordenanzas  (título  séptimo,  tratado  octavo)  de  los  delitos  coyo 
conocimiento  corresponde  á  los  consejos  de  goerra  de  oficial*>s 
generales,  no  se  comprende  el  de  rebelión,  ni  por  el  empleo  de 
tal  palabra,  ni  por  la  enunciación  del  hecho  que  ella  expresa: 
alzamiento  en  armas  contra  las  autoridades  de  la  Nación; — 
siendo  evidente  que  no  pueden  atribuirse  á  esos  consejos  más 
facultades  de  las  que  les  acuerda  la  ley  que  los  creó.  Es  también 
un  hecho  que  la  real   orden  de  Carlos  III   (mil  setecientos  se- 
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tenia  y  cuatro,  Setiembre  catorce)  incorporada  á  la  ordenanza 
militar,  refiriéndose  á  los  tnmnltos  populares,  declara  qne  el 
conocimiento  de  estas  cansas  toca  á  la  Jarisdicción  ordina- 
ria, quedando  inhibidos  de  conocer  en  ellas  otros  cualesquie. 
ra  jueces,  sin  excepción  alguna  por  privilegiado  que  sea  el 
procesado. 

El  delito  de  rebelión  cometido  por  oficiales  ó  jefes  militares  no 
puede,  pues,  ser  juzgado  por  consejos  de  guerra,  con  arreglo  al 
titulo  séptimo,  tratado  octavo  de  las  ordenanzas,  correspondien- 
do su  conocimiento  ala  justicia  ordinaria,  según  la  real  cédula 
de  mil  setecientos  setenta  y  cuatro,  por  razones  que  se  derivan 
de  los  objetos  mismos  de  fuero  personal  de  que  se  despojaba  á 
los  militares  rebeldes. 

Algo  más  puede  agregarse  todavía^  y  es  que  el  delito  de  rebe- 
lión no  sólo  ha  sido  atribuido  i  los  tribunales  ordinarios  para 
su  juzgamiento,  sino  que  en  ninguna  parte  de  las  ordenanzas, 
ni  en  la  que  se  refiere  al  consejo  de  guerra  de  oficiales  genera- 
les, ni  al  ordinario,  se  coloca  el  delito  de  rebelión  de  los  mili- 
tares, en  el  sentido  del  que  motiváoste  proceso,  entre  los  que 
se  define  y  castigan  por  aquellas.  La  rebelión  no  existe,  pues, 
para  las  ordenanzas;  y  este  hecho  reconocido  hoy  por  los  escri- 
tores más  autorizados  de  derecho  militar,  ha  sido  declarado 
por  el  gobierno  de  la  misma  Nación  donde  esas  ordenanzas  se 
dictaron. 

La  Revista  de  legislación^  de  Reus  y  Oarcia,  año  mil  ocho- 
cientos setenta  y  tres,  página  setenta  y  nueve  y  siguientes, 
registra  los  discursos  pronunciados  con  motivo  de  una  interpe- 
lación al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  por  el  senador  Cala, 
en  cuya  ocasión  ambos  convienen  en  que  el  delito  de  rebelión 
militar  no  fué  mencionado  en  España  hasta  que  se  dictó  la  ley 
de  orden  público,  que  era  de  circunstancias  y  que  sólo  puede  ser 
citada  como  doctrina,  y  la  ley  de  unificación  de  fueros,  que 
tampoco  lo  defínia.  La  circular  del  Ministerio  que  motivaba  la 
interpelación  dec(a:  c Hasta  ahora,  la  letra  de  la  ley  no  ha  fija- 
do la  significación  precisa  de  esta  calificación  (rebelión  mili- 
tar) que  introdujo  por  primera  vez  en  el  tecnicismo  de 
nuestro  derecho  la  revolución  de  mil  ochocientos  setenta  y 
ocho.  . 

cY  por  otra  parte,  el  escaso  tiempo  transcurrido  tampoco  ha 
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sido  bastante  para  que  ona  racional  jarispradencia  haya  venido 
i,  saplir  el  silencio  de  la  ley,  etc.» 

.  Estndiando  en  la  ley  de  aniñcación  de  f  aeros  lo  qae  significa 
la  rebelión  de  carácter  militar,  el  senalor  Cala  arriba  á  esta 
conclusión:  cSegón  el  pensamiento  de  la  ley,  se  dejaban  some- 
tidos al  f aero  ordinario  aún  á  los  militares  que  estuviesen  en 
servicio  activo,  á  no  ser  que  cometiesen  el  delito  formando 
cuerpoit. 

Es  decir,  que  el  delito  de  rebelión  militar  ni  siquiera  había 
sido  mencionado  en  la  legislación  de  España  hasta  mil  ochocien- 
tos  sesenta  y  ocho  y  que  las  disposiciones  mismas  que  á  él  se 
refieren  sin  definirlo,  no  lo  consideran  de  fuero  militar,  sino 
cuando  es  cometido  por  militares,  formando  cuerpo;  exacta- 
mente como  la  ley  de  mil  ochocientos  veintitrés,  puesto  que  sólo 
los  militares,  pueden  formar  cuerpo  militar. 

Pero  hay  todavía  algo  más  claro  y  terminante. 

El  Ministro  de  la  Ouerra  de  España,  general  Márquez,  fué 
encargado  en  mil  ociiocientos  ochenta  y  dos,  de  la  redacción 
del  Código  Penal  del  ejército  que  actualmente  rige  en  aquella 
Nación;  y  en  el  informe  con  que  acompaña  su  proyecto  dice, 
refiriéndose  á  las  reformas  fundamentales  hechas  á  la  legisla- 
ción vigente:  cOtra  de  las  variaciones  esenciales  que  el  Código 
registra  es  haber  hecho  del  delito  COMÚN  DB  rebelión  una 
especialidad  puramente  militar,  siempre  que  lo  cometan  indivi- 
duos del  ejército». 

¿Puede  quedar  duda,  después  de  una  declaración  que  reviste 
tal  autoridad,  de  que,  según  la  legiBlación  española  vigente  has- 
ta el  diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro,  fecha  de  la  real  aprobación  del  Código  Penal  Militar 
de  España,  el  delito  de  rebelión,  cometido  por  individuos  del 
ejército  no  era  un  delito  distinto  del  común,  y  que  no  puede 
declararse  que  lo  es,  sin  introducir  en  la  legislación  existente 
un  cambio  esencial,  que  sólo  sería  dado  producir  por  leyes  ex- 
presas? 

Tan  indudable  es  la  índole  del  delito  de  rebelión,  aun  para  el 
nuevo  Código  español,  que,  al  tratarse  de  la  aplicación  de  las 
penas,  el  Ministro  y  codificador  agrega:  «la  conveniencia  de 
no  confundir  los  (delitos)  cometidos  por  militares  como  miem- 
bros de  la  sociedad  con  los  que  cometan  como  individuos  de  Ijt 
estrecha  religión  de  las  armas,  etc.,  ha  obligado  á  dividir   las 
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penas  en  comnnes  y  militares».  La  rebelión  del  militar,  aún 
llevado  ante  la  jurisdicción  militar,  es,  pues,  siempre  el  delito 
del  cindadano,  el  delito  politice,  no  snjeto  á  pena  militar,  aun 
bajo  la  jurisdicción  militar. 

Esta  última  jurisdicción  establecida  para  tales  casos  de  la 
nueva  ley  española,  como  variación  esencial  de  la  antigua,  re- 
conoce, pues,  que  es  delito  común  y  por  lo  tanto  el  político 
es  siempre  delito  común  y  que  debe  ser  penado  por  los  prin« 
cipios  df»l  derecho  común;  principio  reconocido  en  otras  nacio- 
nes donde  se  aplican  á  los  delitos  comunes  juzgados  por  tribu- 
nales militares  en  virtud  de  leyes  expresas,  no  las  penas  estable- 
cidas en  el  Código  Penal  Militar,  sino  las  que  impone  el  Código 
Penal  común. 

Quedan  aún  otros  testimonios  que  acaban  de  disipar  las  du- 
das, si  éstas  pudieran  existir  todavía  en  la  materia. 

El  señor  Estremera  7  Sancho,  auditor  de  guerra  en  España, 
ha  publicado  en  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis  la  tercera  edi- 
ción del  comentario  y  concordancias  del  Código  Penal  antes 
citado;  siendo  su  obra  autoriz'ida  por  real  orden  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cinco;  y  habiendo  merecido  por  ella  especial 
testimonio  de  gratitud  por  parte  del  gobierno,  según  lo  expresa 
otra  real  orden  de  tres  de  Julio  del  mismo  año;  referencias  que 
bastan  para  comprobar  la  autoridad  de  la  obra  citada. 

Ahora  bien,  en  el  comentario  que  el  mencionado  autor  hace 
del  articulo  ciento  seis  del  Código  Penal  español,  dice  de  la 
manera  más  terminante  (página  ciento  noventa  y  seis):  das 
ordenanzas  no  mencionan  el  delito  de  rebelión».  Considera  ese 
hecho  fuera  de  toda  duda,  y  sólo  se  ocupa  de  buscar  los  motivos 
del  silencio  de  las  ordenanzas. 

Según  el  citado  comentador,  algunos  autores  atribuyen  á  qué 
no  era  posible  prever  que  los  militares  cometieran  tal  delito; 
apreciación  más  honoriñca  que  exacta;  pero  que  demuestra  que, 
para  todos  esos  autores,  resulta  fuera  de  cuestión  que  las  orde- 
nanzas no  legislaron  nunca  sobre  el  delito  de  rebelión  cometido 
por  militares. 

El  comentarista  no  admite  la  eficiencia  de  esa  causa;  y  anuen- 
cia, por  su  parte,  y  entre  otras,  la  siguiente:  cLas  leyes  comunes 
castigaban  con  tal  rigor  los  delitos  de  lesa  magostad  (lo  era  el  de 
rebelión)  y  todos  los  dirigidos  contra  el  poder  absoluto  del  rey, 
sistema  de  gobierno  establecido    en   aquella   época,  que  no  era 
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posible  qae  para  loa  militares  se  estableeieseu  leyes  más  atroces» 
(página  ciento  noventa  y  ocho). 

Asi,  no  sólo  se  reconoce,  sin  contradicción,  que  las  ordenan- 
zas no  castigan  el  delito  de  rebelión  cometido  por  militares,  sino 
qne,  ano  antores  por  on  motivo  y  otros  por  otro,  todos 
parten  de  que  el  silencio  de  la  ley  es  no  sólo  nn  hecho  incues- 
tionable, sino  un  hecho  deliberado^  con  el  fin  de  dejar  al  militar 
rebelde  pasible  de  las  penas  establecidas  por  la  legislación 
común. 

El  delito  de  rebelión,  cometido  por  militares,  qne  según 
noestras  leyes,  no  es  delito  militar,  no  lo  era,  pues,  tampoco  para 
las  ordenanzas,  desde  que  ellas  no  lo  califican,  no  le  imponen 
penas,  ni  lo  mencionan  siqaiera;  y  así  se  explica  por  qné,  en  el 
artículo  sexto  del  tratado  octavo,  no  se  incluye  este  delito  entre 
aquellos  para  cuyo  exclusivo  juzgamiento  se  autoriza  la  forma- 
ción de  consejos  de  guerra  de  oficiales  generales. 

La  excepción  del  articulo  séptimo  de  la  ley  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribuna- 
les nacionales  no  es,  por  lo  tanto,  aplicable  al  delito  de  rebelión 
cometido  por  militares,  desde  que,  según  se  ha  demostrado,  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción  común  creada  por  la  mencionada  ley 
cen  nada  alteraría,  en  el  presente  caso,  la  jurisdicción  militar 
que,  según  las  leyes  existentes,  debe  proceder  por  consejos  de 
guerra». 

Se  ha  dicho  que,  en  muchos  casos,  la  salvación  tle  un  ejér- 
cito, el  mantenimiento  de  su  disciplina,  el  desorden  público 
en  país  enemigo  ó  en  el  propio,  declarado  en  estado  de  gue- 
rra, exigen  que  al  delito  siga  inmediatamente  el  escarmiento 
(Bacardi,  Nuevo  üolóriy  página  cuatrocientos  cuarenta  y  nueve); 
pero  fuera  de  que  las  ordenanzas  mismas,  según  se  ha  expues- 
to, proveen  á  los  casos  más  extremos,  estrechando  los  térmi- 
nos del  juicio  en  campaña  al  plazo  de  veinticuatro  horas  y 
autorizando  las  ejecuciones  sin  proceso,  estando  los  militares 
sobre  las  armas  y  al  frente  del  enemigo;  los  procedimientos 
que  se  reclaman  aún  fuera  de  la  ordenanza,  sólo  se  concebi- 
rían cuando  existe  y  ha  sido  declarado  el  estado  de  guerra,  es 
decir,  cuando  impera  la  ley  suprema  de  la  necesidad,  que 
suprime  la  vida  institucional  para  un  territorio,  y  con  ella  la 
justicia  ordinaria,  dentro  de  sus  tribunales  clausurados. 
Por  último,  la  ausencia  del  consejo  de  guerra,  ó  el  consejo 
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de  guerra  qne  no  se  antoriza  por  la  ley,  8in<S  por  la  necesidad 
establecida,  á  juicio  del  que  la  invoca,  jamás  demostraria  que 
se  ha  procedido  por  consejo  de  guerra,  con  sujeción  d  las  leyes 
existentes^  que  es  la  única  causa  determinante  de  la  excepción 
contenida  en  el  artículo  séptimo  de  la  ley  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres. 

Hasta  aqni  la  aplicación  de  las  leyes  no  marcha  entre  ver- 
daderas  oscuridades  ni  los  lincamientos  principales  de  la  cues- 
tión se  confunden;  pero  no  os  dado  á  las  manifestaciones  múl- 
tiples y  complexas  de  la  actividad  humana,  en  el  bien  ó  en  el 
mal,  trazarse  limites  relativamente  claros  y  sencillos. 

El  delito  político  ó  común,  el  delito  que  no  es  militar,  puede 
producirse  en  condiciones  tales  que  determinen  otro  delito  mi- 
litar; y  he  ahí  la  faz  de  que  surge  el  conflicto  de  las  leyes  y  de 
los  jueces  llamados  á  fallar  indirectamente  sobre  los  principios 
de  libertad  y  de  orden  público  vinculados  á  esta  causa. 

Desde  luego,  una  distinción  especial  se  impone  en  esta  mateiia 
como  punto  de  partida. 

O  el  delito  militar,  aunque  relacionado  con  el  delito  político, 
existe  como  hecho  distinto  y  separado,  que  ha  podido  ó  no  pro- 
ducirse y  reviste  carácter  propio,  en  cuyo  caso  sería  nn  delito 
conexo,  regido  perlas  leyes  ó  principios  que  lo  comprenden;  ó 
el  delito  militar  es  una  condición  necesaria  é  inevitable  del 
hecho  que  se  trataba  de  realizar;  de  tal  manera,  que  sin  ella 
no  pudo  realizarse;  y  en  tal  caso  desaparece  como  entidad 
autónoma  y  se  refunde  en  el  hecho  principal,  como  uno  de  sus 
elementos. 

Partiendo  de  esta  base,  el  delito  militar  sólo  se  concibe  como 
conexo  con  el  delito  político,  cuando  el  primero  puede  consti- 
tuir una  entidad  separable  del  segundo,  en  cuanto  no  ha  debido 
forzosamente  acompañarlo. 

Entretanto,  está  fuera  de  lo  posible  que  un  militar  pueda 
revelarse  contra  el  Presidente  de  la  República  sin  faltar  á  la 
obediencia  que  le  debe  como  á  superior  jerárquico.  La  rebe- 
lión del  militar  lleva  en  sí  misma^  en  este  caso,  como  condición 
sine  qua  non^  la  desobediencia  al  capitán  general  de  las  fuer- 
zas de  la  Nación;  y  si  esta  desobediencia  es  condición  y  parte 
integrante  del  hecho  político,  no  puede  asumir  mayor  magnitud 
que  éste  último,  como  una  parte  no  puede  ser  mayor  que  el 
todo. 
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La  distinción  fandamental  entre  el  delito  militar,  como  he- 
cho que  reviste  existencia  propia  y  separable  del  delito  poli- 
tico  y  el  delito  militar,  considerado  como  condición  ineyitable 
del  delito  politico,  no  existe  en  nuestra  jurisprudencia  por  no 
haberse  resuelto  definitivamente  el  único  caso  de  este  género 
llevado  á  los  tribunales  civiles  en  mil  ochocientos  setenta  y 
cuatro.  Pero,  además  de  las  doctrinas  sostenidas  en  la  defensa 
de  los  militares  acusados  en  aquella  época,  se  produjo  el  fallo 
del  Juez  Federal  que  conoció  en  la  causa  que  se  registra  en  los 
Fallos  de  la  Suprema  Oorte  de  Justicia,  tomo  séptimo,  página 
ciento  ochenta,  en  la  que  declara  que  los  coroneles  D.  B.  Cal- 
vete,  don  Emilio  Vidal,  don  Martiniano  Charras  y  don  Jacin- 
to Oonzales,  por  carecer  en  el  momento  de  la  revolución  de 
comisión  del  gobierno,  con  mando  efectivo  de  tropas,  están 
amparados  por  el  fuero  civil,  por  la  naturaleza  del  delito 
objeto  del  juicio  y  sin  consideración  á  su  calidad  de  milita- 
res, etc. 

No  podría  objetarse,  se  agrega  en  el  último  considerando  del 
fallo  citado,  que  la  rebelión  cometida  por  un  militar,  fuera  de 
los  casos  de  actual  servicio,  importa  insubordinación  contra 
el  jefe  superior  (Presidente  de  la  República)  ó  deserción  de  las 
filas  del  ejército,  porque  cía  insubordinación  y  deserción  como 
delitos  de  creación  de  la  ordenanza  y  justiciables  siempre  por 
los  tribunales  militares,  presuponen  necesariamente  el  servicio 
actual  en  el  delicnente;  y  porqae  este  argumento,  es  tendente, 
además,  á  establecer  el  fuero  personal  militar,  en  todos  los  ca- 
sos de  delitos  cometidos  por  individuos  del  ejército,  desde  que 
todos  ellos  importan  una  insubordinación  en  el  sentido  lato  de 
esta  expresión». 

Equiparándose,  hasta  cierto  punto,  el  delito  conexo  con  la 
complicación  que  produce  la  entidad  militar  introducida  en  el 
delito  politico,  se  ha  querido  juzgar  á  ambos  por  las  mismas 
reglas;  pero  ni  aún  aceptando  tales  reglas  como  aplicables  en  sus 
condiciones  genuinas,  podrían  ellas  invocarse  cuando  esas 
condiciones  resultasen  alteradas  ó  desapareciesen  en  su  parte 
esencial. 

Considerando  la  rebelión  de  un  militar,  como  un  delito  co- 
nexo ó  como  un  compuesto  de  dos  delitos  autónomos,  se  ha 
aplicado  la  regla  de  que,  no  pudiendo  en  tal  caso  proponerse 
dos  juicios  ni   acumularse  las   penas,    debía   determinarse  la 
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jnriadicción  por  el  delito  más  grave,  que  es  el  qae  tiene  la 
pena  mayor  y  se  ha  dedncido  de  aqni  qne,  teniendo  el  deli- 
to  militar  mayor  pena  qae  el  delito  politico,  procedía  nece- 
sariamente en  tal  caso  la  competencia  de  la  jurisdicción  mi- 
litar. 

La  regla  de  que  el  delito  más  grave  debe  determinar  la 
competencia,  no  pnede  impugnarse  en  general,  asi  como  la 
consecuencia,  de  que  el  delito  más  grave  es  el  que  tiene  ma- 
yor pena,  no  puede  considerarse  como  nn  axioma  jurídico,  ni 
es  siempre  una  verdad  práctica;  importando  sólo  una  pauta 
dada  prudentemente  al  juez  para  guiarse  en  la  apreciación  de 
los  hechos,  bajo  el  punto  de  vista  de  su  gravedad,  sin  necesidad 
de  pesar  y  comparar  en  cada  caso,  su  valor  iutrinseco.  Pero  es  la 
inteligencia  y  la  aplicación  de  esa  regla  la  que  resultaría  funda- 
damente objetable  al  tratarse  de  los  delitos  políticos  y  militares 
estimados  bajo  la  legislación  de  doble  y  contrario  origen  que  se 
los  disputa. 

Es  cierto,  en  general,  que  el  delito  más  grave  debe  deter- 
minar la  competencia;  pero  ¿es  tan  evidentemente  más  grave 
la  insubordinación  contra  el  superior  militar  que  la  rebelión 
que  tiene  por  objeto  derribar  al  Presidente,  disolver  el  Con- 
greso, y  derrocar  las  autoridades  de  la  Nación? 

Si  todavía  existiese  á  este  respecto  la  duda  ¿cómo  podría 
ella  resolverse?  ¿Por  la  regla  de  que  al  delito  más  grave  es  el 
que  tiene  pena  más  grave,  es  decir,  por  la  presunción  de  que 
el  legislador  ha  proporcionado  la  gravedad  de  las  penas  á  la 
gravedad  de  los  delitos? 

Pero  no  es  posible  olvidar  que  esa  presunción,  bien  fundada 
por  otra  parte,  se  basa  necesariamente  en  la  unidad  ó  siquiera 
en  la  homogeneidad  de  la  obra  legislativa;  y  no  puede  nacer  de 
la  oposición  y  de  la  hostilidad  reinantes  en  el  campo  de  las 
leyes. 

La  Constitución,  decía  el  senador  Araoz,  discutiendo  preci- 
samente una  ley  de  jurisdicción  militar  en  mil  ochocientos  se* 
tenta  y  ocho,  no  ha  venido  á  levantar,  sino  á  echar  abajo  las 
sombrías  leyes  de  Felipe  II  que  no  han  servido  nunca  para  ga- 
rantir la  vida  humana.  ¿Cómo  las  penas  de  Felipe  V  y  Carlos 
III,  abolidas  en  la  práctica  por  los  mismos  consejos  de  guerra> 
podrían  hoy  servir  para  estimar  la  gravedad  de  los  delitos,  co- 
locándolas en  frente  de  las  leyes  constitucionales  y  de  las  ideas 
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modernas?  Someter  unas  y  otras  á  ana  misma  panta  cuantitati- 
ya,  seria  como  verificar  operaciones  aritméticas  sobre  cantidades 
heterogéneas. 

Si  la  legislación  que  traduce  el  espirita  de  ana  época  ha 
impuesto  mayor  pena  al  delito  militar  que  al  delito  político, 
cometidos  por  una  misma  persona,  lo  prudente  es  admitir  que 
el  delito  más  grave  es  el  pasible  de  la  pena  más  grave.  Pero 
cuando  otros  tiempos  y  otras  ideas  han  reformado  radicalmente 
una  rama  de  la  legislación  penal,  dejando  intacta  la  otra,  no 
es  posible  tomar  indistintamente  de  ambas  los  elementos  cons- 
titutivos de  una  escala  de  penalidad.  La  relación  de  las  penas 
entre  sí  supone  un  criterio  individual  ó  colectivo  que  esla- 
bona los  hechos  lógicamente;  y  no  la  colisión  de  épocas  y  cri- 
terios opuestos,  que  proceden  por  móviles  diversos  y  á  veces 
buscan  objetivos  contrarios.  No  es  así  de  aplicación,  dado  el 
carácter  heterogéneo  de  nuestras  leyes  penales  militares  comu- 
nes, la  regla  de  que  el  delito  más  grave  es  el  pasible  de  pena 
más  grave. 

Bajo  esta  base  y  no  existiendo  un  delito  militar  que  sea 
dado  aislar  del  político  no  es  posible  buscar  sino  en  la  in- 
tención, elemento  esencial  del  hecho  delictuoso,  el  rasgo  que 
imprima  carácter  al  delito  complexo  ó  mixto;  y  si  esta  in* 
tención  se  refiere  señaladamente  al  hecho  político,  es  ella  la 
que  determinaría  la  índole  del  delito  y  la  jurisdicción  á  que 
corresponde. 

La  Gort«  Sijprema  de  Justicia  ha  ido  en  materia  de  delitos 
conexos,  aunque  considerándolos  bajo  el  punto  de  vista  inter- 
nacional, hasta  una  línea  mucho  más  avanzada  que  aquella  en 
que  se  detiene  la  sentencia  del  Juzgado  Federal  citada  ante- 
riormente. 

En  el  conocido  caso  de  cLa  Pilcomayo»,  el  fallo  de  treinta  de 
Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  contiene  los  siguientes 
considerandos:  cQue  los  antecedentes  de  esta  causa  conducen 
necesariamente  á  establecer  que  los  hechos  imputados  á  los  recla- 
mantes han  sido  cometidos  con  un  fin  esencialmente  político» 
y  con  el  pensamiento  sólo  de  prestar  ayuda  y  cooperación  al 
partido  político  levantado  en  armas  y  actualmente  en  guerra 
contra  el  gobierno  de  su  país.  Que  como  infracciones  de  orden 
político  y  como  acto  de  insurrección  y  hostilidad  contra  el  or- 
den político  del  estado  á  que  sus  agentes  pertenecen,  y  cuya 
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bandera  lleva  el  baque  á  cuyo  bordo  ha  sido  cometido,  pueden 
y  deben  eer  trátalos  exclusivamente  esos  hechos.  Que  si  ellos 
envuelven  infracciones  de  otro  orden,  ó  comprometen  y  afectan, 
l>or  ejemplo,  la  disciplina  militar,  ello  no  lo  desnaturaliza  sin 
embargo,  ni  los  privado  su  carácter  principal  y  propio,  por  no 
ser  esas  infraciones  sino  elementos  naturales  y  medios  comu- 
nes de  acción,  dentro  de  los  propósitos  y  fines  con  que  han  sido 
cometidos». 

Reclamada  la  entrega  de  los  acusados,  en  su  calidad  de  de- 
sertores, el  señor  Procurador  General  de  la  Nación,  Doctor  Ma- 
laver,  se  opuso  á  esa  entrega,  considerando  que  la  deserción 
debía  reputarse  como  acto  preparatorio  de  la  rebelión  y  como 
delito  conexo  con  ella.  El  Poder  Ejecutivo  procedió  en  el  sentido 
indicado  por  el  señor  Procurador  y  el  asante  quedó  asi  termi- 
nado, consignándose  oficialmente  los  principios  en  que  se  funda 
el  fallo  citado. 

Después  de  examinar  el  hecho  delictuoso  en  presencia  de  la 
ley  escrita,  conviene  investigar  de  qué  lado  se  inclinaría  el 
criterio  y  la  voluntad,  cuando  proceden  sin  la  preocupación 
del  caso  ocurrente  y  tratando  de  fijnr  para  el  futuro  las  reglas 
legales. 

El  proyecto  de  Código  Militar,  preparado  por  distinguidos 
jurisconsultos  del  foro  argentino  y  presentado  por  el  Poder 
Ejecutivo  al  Congreso  Nacional  en  mil  ochocientos  ochenta  y 
uno,  que  urgía  fundadamente  por  su  sanción,  comprende  entre 
los  delitos  militares  la  rebelión  militar.  Pero  esa  sería  la  ley 
nueva,  partiendo,  como  la  nueva  ley  española,  de  que  el  delite 
de  rebelión  militar  era  desconocido  para  nuestras  ordenanzas; 
é  implantada  en  las  condiciones  regulares  del  sistema  republi- 
cano, con  arreglóla  las  cuales  los  tribunales  militares  obran,  como 
dice  Pomeroy,  como  una  rama  de  la  Justicia  común  aplicable  á 
una  parte  de  la  sociedad  y  sin  confundir,  en  ningún  caso,  la 
noción  fundamental  que  separa  irrevocablemente  las  atribucio- 
nes de  los  poderes  públicos. 

Entretanto,  el  carácter  político  del  delito  de  rebelión,  aun 
sometido  á  la  jurisdicción  militar,  resalta  evidentemente  del 
proyecto  del  Código  citado,  cuando  éste  asigna  á  la  rebelión  que 
califica  de  militar,  los  mismos  objetos  que  á  la  rebelión  política* 
y  cuando  reconoce  que  no  puede  castigarse    la  primera   con  la 
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pena  de  muerte,  porque  la  Constitación  ha  prohibido  aplicar 
esa  pena  por  causas  políticas. 

La  última  é  irrefragable  prueba  de  que  el  delito  de  rebe- 
lión de  los  militares  es  un  delito  político,  para  el  Código  Penal 
Militar  que  nos  ocupa,  la  suministra  el  proyecto  que  le  es 
anexo  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  mili- 
tares, cuyo  articulo  ciento  quince,  inciso  tercero,  atribuye  á  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  competencia  para  conocer  en  los 
recursos  interpuestos  de  sentencias  del  Consejo  supremo  de 
guerra  y  marina,  en  los  casos  á  que  se  refiere  el  articulo  ca- 
torce de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres.) 

¿Yá  qué  caso  se  refiere  el  artículo  catorce  de  esa  ley? 

A  los  casos  de  rebelión. 

Qaiere  decir  que  el  delito  mismo  calificado  de  rebelión  mili- 
tar, sacado  un  instante  de  la  jurisdicción  civil,  vuelve  á  la  ju- 
risdicción civil,  como  en  Bélgica  (Haus,  número  ciento  sesenta 
y  nueve,  tomo  primero),  para  que,  aun  cuando  se  trate  de  la 
rebelión  calificada  de  militar,  sólo  el  Tribunal  Supremo  de  la 
Justicia  Civil  puede  pronunciar  su  fallo  definitivo,  produciendo 
la  sentencia  firme. 

Es  el  Código  militar  del  futuro  el  que  asi  habla,  después 
que  han  hablado  las  doctrinas  autorizadas,  la  jurisprudencia 
y  las  leyes  existentes  aplicables  al  caso  en  cuestión;  de  todo 
lo  cual  resulta  que  el  delito  de  rebelión  aun  cometido  por 
militares^  es  un  delito  político  y  no  puede,  como  tal,  ser  sas- 
traido  á  la  jurisdicción  ordinaria,  á  menos  que  una  ley  ex- 
presa, ajustada  al  espíritu  y  á  la  letra  de  la  Constitución  Na- 
cional, no  venga  á  entregar  su  juzgamiento  á  los  tribunales 
militares  constituidos  según  los  principios  de  gobierno  que 
nos  rige. 

Entre  tanto,  la  rebelión,  gravísimo  delito  en  el  orden  civil, 
no  existe  como  delito  militar  para  nuestras  leyes.  En  tales  con- 
diciones, el  juzgamiento  de  la  rebelión  por  los  consejos  de 
guerra,  que  no  pueden  conocer  sino  delitos  militares,  no  ha- 
bría hecho  sino  prescindir  de  la  verdadera  infracción  de  la 
ley,  del  delito  político;  para  castigar  con  la  muerte,  en  nom« 
bre  de  analogías  expresamente  proscriptas  del  derecho  penal, 
un  acto  que  no  pueden  juzgar  ni  castigar,  según  las  leyes 
existentes.  Esto  si  seria  más  grave  que  el  peligro  de  la  dis- 
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oiplina,  cuya  conservación  es  de  interés  capital  para  el  or« 
den  público;  pero  que  no  exige  el  sacrificio  de  las  leyes  y  los 
principios. 

La  disciplina^  la  existencia  del  ejército  nacional  no  peligran 
cuando  el  delito  de  traición,  cometido  por  militares,  es  entre- 
gado á  los  tribanales  ordinarios,  de  qnienes  no  pnede  supo- 
nerse que  dejarán  de  aplicar  la  ley,  por  severos  que  sean  sus 
preceptos.  ¿Por  qné  peligrarian,  entonces,  la  disciplina  y  el 
ejército  entregando  á  los  tribunales  civiles,  los  militares  cal- 
pables  de  delitos  politicoH,  á  fin  de  qae  faesen  castigados  con 
las  penas  qne  la  ley  civil  pnede  llevar  hasta  el  rigor  compati- 
ble con  las  limitaciones  marcadas  á  la  penalidad  de  los  delitos 
políticos? 

La  disciplina  que  reclama  la  pronta  sanción  de  los  códigos 
militares,  no  encontraría,  seguramente,  su  remedio  en  ultra- 
pasar, mientras  tanto,  la  órbita  propia  y  genuina  de  la  juris- 
dicción militar,  con  grave  peligro  de  las  libertades  públicas, 
y  precisamente  cuando  esa  jurisdicción,  por  la  deficiencia  de 
nuestras  leyes,  se  ejercen  en  condiciones  que  mucho  dejan 
que  desear  ante  los  principios  fundamentales  del  gobierno 
republicano. 

De  todas  las  consideraciones  expuestas  se  desprenden  las  con- 
clusiones siguientes: 

1*  No  existe  ley  anterior  que  autorice  á  proceder  por  consejo 
de  guerra,  tratándose  del  delito  de  rebelión,  sea  cuál  fuese  la 
persona  que  lo  cometa; 

2*  El  juzgamiento  del  delito  de  rebelión  corresponde,  por  lo 
tanto,  á'los  Tribunales  Federales,  con  arreglo  á  la  ley  nacional 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  que  lo  comprende. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sentencia  del 
Juzgado  de  sección  de  la  Capital  Federal,  en  cuanto  deben  refe- 
rirse al  delito  de  rebelión;  teniendo  presente  los  hechos  enun- 
ciados al  principio  y  el  derecho  que  resulta  á  ellos  aplicable, 
señaladamente  la  prescripción  de  la  Constitución  Nacional,  se- 
gún la  cual  ningún  habitante  de  la  nación  argentina  puede  ser 
sacado  de  los  jueces  designados  por  la  ley  antes  del  hecho  de  la 
causa. 

Se  declara:  Que  corresponde  á  la  Justicia  Federal  el  conoci- 


412  LAS    GARANTÍAS   CONSTITUCIONALES 

miento  de  la  cansa  promovida  por  el  coronel  Mariano  Espina  por 
delitos  de  rebelión. 

£n  consecaencia,  remítanse  los  antos  al  Jazgado  de  sn  proce- 
dencia y  avísese  por  oficio  al  Pode^  Ejecativo. 

benjamín  PAZ.'-JOSÉ  MARÍA  GUTIÉRREZ. 


in 


HABBA8     CORPUS 


Ley  para  asegurar  mejor  la  libertad  del  subdito  y  para  im- 
pedir prisiones  mas  allá  de  los  mares^  llamada  comunmen- 
te ley  de  thabeas  corptis^. 

(81.  Carlos  II.  Cap.  2,  Mayo  de  1679.) 


Por  cuanto  los  aheriffd,  carceleros  y  otros  empleados,  que 
tienen  á  su  cargo  la  custodia  de  los  subditos  de  Sa  Majestad 
por  asuntos  criminales  ó  que  se  suponen  tales,  han  cometido 
grandes  demoras  en  dar  cuenta  de  los  autos  de  habeas  Corpus 
dirigidos  á  ellos,  apoyándose  sobre  otro  auto  subsiguiente  de 
habeas  corpus,  y  mas  algunas  veces,  y  acogiéndose  i  varios 
otros  arbitrios  contrarios  á  su  deber  y  á  las  leyes  conocidas 
del  pais,  para  no  prestar  obediencia  á  tales  autos,  por  lo  cual 
muchos  de  los  subditos  del  rey  han  sido  y  pueden  en  adelante 
ser  detenidos  largo  tiempo  en  prisión,  en  casos  en  que  se  les 
debía  admitir  fianza,  con  gran  perjuicio  y  vejación  para  ellos. 

II 

Para  prevenir  lo  cual  y  para  el  más  pronto  remedio  de  todos, 
las  personas  presas  por  tales  causas  criminales  ó  que  se  suponen 
taleSy  (2)  se  decreta^  por  la  Excelentísima  Majestad  del  Rey^ 
jfor  y  con  el  dictamen  y  consentimiento  de  los  Lores  espirituales 
y  temporales  de  los  cmnunes  reunidos  en  parlamento^  y  por 
autoridad  de  ellos:  Que  siempre  que  alguna  persona  ó  personas 
llevaran  á  un  sheriff  ó  sheriffs,  carcelero,  ministro,  ú  otra  per- 


414  LAS  GARANTÍAS   CONSTITUCIONALES 

sena  cualquiera,  nna  orden  ó  auto  de  habeos  Corpus^  dirigido 
á  alguno  de  ellos,  concerniente  á  alguna  persona  á  quien  tengan 
en  custodia,  y  que  el  dicho  auto  sea  notificado  al  dicho  emplea- 
do, ó  dejado  en  la  cárcel  ó  prisión,  con  alguno  de  los  emplea- 
dos subalternos  ó  subguardianes  ó  diputado,  dentro  de  tres  dias 
de  hecha  la  notificación  antedicha  (á  menos  que  la  prisión  sea 
por  traición  ó  delito  grave  (felony)  espresado  especialmente  en 
la  orden  de  prisión)  y  previo  pago  ú  oferta  de  pago  de  los  gas- 
tos de  conducción  del  preso,  determinado  por  el  juez  ó  tribu- 
nal que  la  ordenó,  y  anotados  al  dorso  del  auto,  no  escedentes 
de  doce  peniques  por  milln,  y  dando  fianza,  por  obligación  suya 
propia,  de  pagar  los  gastos  del  trasporte  de  regreso  del  preso, 
si  por  el  juez  ó  tribunal  ante  quien  se  le  traiga  fuese  enviado 
de  nuevo  á  la  prisión,  según  la  verdadera  intención  de  esta 
ley,  y  de  que  no  se  escapará  en  el  camino,  devolverá  dicho 
auto;  (3)  y  llenará  ó  hará  que  se  llene  la  parte  que  asi  se  halle 
preso  ó  restringida  ante  el  canciller,  ó  lord  guarda-sellos  de 
Inglaterra,  que  sea  por  aquel  tiempo,  ó  ante  los  jueces  ó  baro- 
nes de  la  corte  ó  tribunal  que  hubiere  espedido  dicho  auto,  ó 
ante  cualquier  otra  persona  ó  personas  á  quienes  deba  devol- 
verse y  dar  cuenta  de  dicho  auto,  según  en  el  esté  ordenado, 
(4)  é  igualmente  certificarán  entonces  las  causas  verdaderas  de 
la  detención  ó  prisión,  á  menos  que  el  auto  de  prisión  se  haya 
espedido  en  lugar  distante  más  de  veinte  millas  de  aquel  en 
dónd^  el  tribunal  ó  la  persona  esté  ó  estuviese  residiendo,  y 
si  estuviese  á  mayor  distancia  de  veinte  millas,  sin  esceder  de 
100,  se  devolverá  el  auto  y  se  presentará  la  persona  detenida 
dentro  de  diez  dias;  y  si  la  distancia  fuese  mayor  de  cien  millas, 
entonces  dentro  de  veinte  dias  de  la  entrega  del  auto,  y  no  de 
más  tiempo. 

III 

T  para  que  ningún  sheriff,  carcelero  ú  otro  empleado  pueda 
pretender  ignorancia  de  lo  que  dicho  auto  importa,  (2)  se  de- 
creta por  la  autoridad  antedicha,  que  tales  autos  sean  notados 
de  esta  manera:  Per  statum,  tricésimo  primo  Caroli  secundi 
Begis^  y  sean  firmados  por  la  persona  que  los  pronuncia;  (3)  y 
si  alguna  ó  algunas  personas  fuesen  ó  estuviesen  reducidas  á 
prisión  ó  detenidas  como  queda  dicho,  por  algún  crimen,  que 
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no  sea  felonia  ó  traición  claramente  espresada  en  la  orden  de 
prisión,  será  legal  para  la  persona  ó  personas  asi  presas  ó  dete- 
nidas (que  no  sean  las  sentenciadas  ó  cnya  pena  se  esté  ejecu- 
tando según  procedimiento  legal),  si  faese  tiempo  de  vacaciones 
ó  fnera  del  término,  ocurrir  por  si,  ó  alguno  en  su  favor,  al  lord 
canciller  ó  lord  guarda-sellos,  óá  alguno  de  los  justicias  de  Su 
Majestad,  ya  sea  de  un  banco  ó  del  otro,  ó  á  los  barones  del 
echiquier  del  grado,   del  gorro  ó  cofia,  apelando  ó  quejándose: 

(4)  y  dichos  lord  canciller  y  lord  guarda-sellos,  justicia  ó  baro- 
nes, ó  cualquiera  de  ellos,  en  vista  de  la  copia  ó  copias  de  la 
orden  ú  órdenes  de  prisión  ó  detención,  ó  de  otra  manera,  en 
virtud  de  juramento  hecho  afirmando  que  la  persona  ó  perso- 
nas, en  cuya  custodia  se  hallan  el  preso  ó  presos  ó  detenidos, 
se  deniega  á  dar  tales  copias,  son  por  las  presentes  autoridades 
y  requeridas  para  conceder  y  decretar,  á  petición  por  escrito 
de  dicha  persona  ó  personas,  ó  de  alguna  persona  en  favor  de 
ella  ó  ellas,  atestada  y  suscrita  por  dos  testigos  que  estuviesen 
presentes  al  entregarlo,  una  providencia  de  habeas  corpas^  bajo 
el  sello  de  la  corte  ó  tribunal  de  que  sean  miembros  ó  jueces; 

(5)  para  ser  dirijida  al  empleado  ó  empleados  en  cuya  custodia 
se  hallase  la  persona  asi  presa  ó  detenida,  con  calidad  de  ser 
devuelta  inmediatamente  al  lord  canciller  ó  lord  guarda-sellos 
ó  tal  justicia,  barón  ó  cualquier  otro  juez  ó  barón  del  grado 
dicho  de  cualquiera  de  las  dichas  cortes;  (6)  y  notificada  dicha 
providencia  ó  auto  como  queda  dicho,  el  empleado  ó  empleados, 
subalterno  ó  subalternos,  guardián  ó  guardianes,  ó  su  diputado 
en  cuya  custodia  se  halle  la  parte  asi  presa  ó  detenida,  traerán 
dentro  del  término  respectivamente  señalado,  al  preso  ó  presos 
ante  dicho  canciller,  ó  lord  guarda-sellos,  ó  ante  los  justicias, 
barones  ó  alguno  de  ellos  ante  quienes  deba  darse  cuenta  de 
dicho  auto,  y  en  caso  de  ausencia,  ante  cualquiera  de  ellos,  con 
la  devolución  de  dicho  auto  é  informe  de  las  verdaderas  causas 
de  la  prisión  ó  detención  (7)  y  hecho  esto,  dentro  de  dos  días 
después  de  que  se  halla  llevado  la  parte  ante  ellos,  dicho  lord 
canciller  ó  lord  guarda-sellos,  ó  el  justicia  ó  barón  ante  quien 
se  haya  llevado  al  preso  como  queda  dicho,  librará  á  dicho  pre* 
80  de  su  prisión,  recibiendo  su  obligación  y  una  ó  más  fianzas 
por  una  suma  que  determinarán  según  su  discreción,  teniendo 
en  cuenta  la  calidad  del  preso  y  la  naturaleza  del  delito^  com- 
prometiéndose á  comparecer  ante  la  corte  del  banco  del  Rey, 
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en  el  término  eigaiente,  ó  en  los  eigaientes  aeisae,  sesiones  ó 
libramiento  general  de  cárcel  de  ó  para  el  condado,  ciadad 
ó  lagar  en  donde  se  decretó  la  prisión,  ó  se  cometió  el 
delito,  ó  en  todo  otro  tribunal  en  donde  pneda  conocerse 
propiamente  del  delito,  según  lo  requiere  el  caso,  y  en  segai- 
da  certificará  el  dicho  auto  con  la  devolución  de  él,  y  la  dicha 
obligación  ú  obligaciones  para  con  la  corte  ó  tribunal  ante  el 
cual  deba  hacerse  la  comparecencia;  (8)  i  menos  que  aparezca 
á  dichos  lord  canciller,  lord  guarda-sellos,  ó  justicia  ó  jus- 
ticias, ó  barón  ó  barones,  que  la  parte  asi  presa  está  detenida 
por  procedimiento  legal,  orden  ó  auto  de  algún  tribunal  que 
tiene  jurisdicción  en  asuntos  criminales,  ó  por  alguna  orden 
firmada  y  sellada  con  la  firma  y  sello  de  alguno  de  los  dichos 
jueces  ó  barones,  ó  alguno  ó  algunos  jueces  de  paz  por  mate- 
rias  ó  delitos  por  los  cuales  no  puede  admitirse  fianza  al  preso. 

IV 

Con  tal,  y  asi  se  decreta:  Que,  si  alguna  persona  hubiese  des- 
cuidado, por  el  espacio  total  de  dos  términos  después  de  su 
prisión,  pedir  un  auto  de  babeas  corpus  para  su  soltura,  esa 
persona,  que  tan  voluntariamente  descuida  lo  que  le  concierne, 
no  obtendrá  que  se  le  conceda  ningún  babeas  corpus  según  esta 
ley,  en  tiempo  de  vacaciones. 


Y  decrétase  además,  por  la  autoridad  antedicha,  que  si  algún 
empleado  ó  empleados,  su  subalterno  ó  subalternos,  sub-guar- 
dian  ó  sub-guardianes  ó  diputado,  descuidare  ó  rehusare  hacer 
las  devoluciones  ante  dichas,  ó  llevar  el  cuerpo  ó  cuerpos  del 
preso  ó  presos  según  ordena  en  dicho  auto,  dentro  de  los  res- 
pectivos términos  dichos,  ó  habiéndosele  pedido  por  el  preso  ú 
otra  persona  en  su  favor,  rehusare  entregar,  ó  dentro  dn  seis  ho- 
ras después  de  la  demanda  no  entregare,  á  la  persona  que  asi 
lo  pide  una  copia  verdadera  de  la  orden  ú  órdenes  de  prisión 
y  detención  de  dicho  preso  que  él  ó  ellos  son  por  las  presentes 
requeridas  para  que  entreguen  de  conformidad  con  lo  dicho, 
todos  y  cada  uno  de  los  jefes  de  la  cárcel  y  guardias  de  tal  per- 
sona, y  cualquier  otro  individuo  en  cuya  custodia  se  halla  el 
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preso,  incarrirán  por  la  primera  vez  qae  faltan  en  la  multa  de 
£  100,  á  favor  del  preso,  (2)  y  por  la  seganda  vez  qae  faltase 
en  la  malta  de  £  200,  y  serán  por  esta  razón  incapaces  de  tener 
ó  ejercer  dicho  empleo;  (3)  teniendo  el  preso  ó  la  parte  agravia- 
da, sus  albaceas  ó  fideicomisarios  i¿  tn/e^^ato,  derecho  para  co- 
brar del  calpable  ó  de  sus  albaceas  ó  fideicomisarios  ah  inteata- 
tOf  el  valor  de  tales  maltas,  por  cualquiera  acción  de  deuda,  de- 
manda, billete,  queja  ó  acusación,  ante  cualquiera  de  los  tribuna- 
les del  Rey  en  Westminster,  en  donde  no  se  admitirá  ni  acojerá 
ninguna  exención,  protección,  privilejio,  nombramiento,  oferta 
de  probar  el  hecho,  ó  suspensión  del  |}rocedi miento  por  non 
rmlt  ulten'us proseguí  6  de  otra  manera,  ni  cosa  otra  alguna  que 
una  sola  sentencia  interlocutoria;  (4)  y  cualquiera  cobro  ó  sen- 
tencia á  petición  de  la  parte  agraviada,  será  prueba  suficiente 
de  la  primera  falta,  y  cualquier  cobro  o  sentencia  posterior  á  la 
primera  sentencia  será  prueba  suficiente  para  someter  á  los  em- 
pleados ó  personas  á  la  dicha  pena  por  la  segunda  falta. 


VI 


Y  para  impedir  Injustas  aspiraciones  por  reiteradas  (prisiones 
por  el  mismo  delito;  (2)  se  decreta,  por  la  autoridad  antedicha, 
quH  ninguna  persona  ó  personas,  que  sean  saeltas  ó  puestas  en 
libertad  por  algán  auto  de  habeas  corpus,  serán  reducidas  de 
nuevo  á  prisión  de  aquí  adelante  por  el  mismo  delito,  por  ningu- 
na persona  ó  personas  cualesquiera,  que  no  sea  por  orden  ó  pro- 
cedimiento legal  del  tribunal  ante  quien,  según  la  obligación 
que  hayan  suscrito,  deben  comparecer,  ó  de  otro  tribunal  que 
tenga  jurisdicción  en  la  causa;  (3^  y  si  cualquier  otra  persona 
ó  personas  á  sabiendas,  y  en  contravención  á  esta  ley,  arrestase 
ó  aprisionare,  ó  á  sabiendas  procurase  ó  hiciese  que  se  volviese 
á  arrestar  ó  aprisionar,  por  el  mismo  delito  ó  pretendido  delito 
alguna  persona  ó  perdonas  á  quienes  se  haya  soltado  ó  puesto  en 
libertad  como  se  ha  dicho,  ó  á  sabiendas  ayuden  ó  auxilien  para 
ello,  en  ese  caso  el  ó  los  qae  se  hagan  culpables  de  esa  falta,  per- 
derán á  favor  de  la  parte  agraviada  la  suma  de  £  500,  sin  que  pa- 
ra el  cobro  de  ella  obste  ninguna  protesta,  colorido  ó  variación 
en  la  orden  ú  órdenes  de  prisión. 
27 
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VII 

Con  tal,  y  así  se  decreta  además,  que  si  (algana  persona  ó  per- 
sonas fueren  presas  por  otra  traición  ó  felonía,  espresándose 
asi  esplicitamenté  en  la  orden  de  prisión,  y  suplicaren  ó  pidieren 
en  tribunal  abierto,  en  la  primera  semana  del  término,  ó  el 
primer  día  de  las  sesiones  de  oir  y  terminar  ó  libramiento  ge- 
neral de  cárcel  ser  traidas  á  juicio,  y  no  fueren  acusados  en 
algún  tiempo  en  el  término  siga iente,  sesiones  de  oir  y  termi- 
nar ó  libramiento  general  de  cárcel,  después  de  dicha  orden  de 
prisión;  será  y  puede  ser  legal,  á  y  para  los  jaeces  de  la  corte 
del  banco  del  rey,  y  para  los  justicias  de  oir  y  terniinar  ó  libra- 
miento general  de  cárcel,  y  ellos  son  por  las  presentes  requeri- 
dos para  poner  en  libertad  al  preso  sobre  fianza,  siempre  que 
él  ó  alguno  en  su  favor  lo  pidan  asi  en  tribunal  abierto,  ei  día 
último  del  término,  sesiones  de  oir  y  terminar  ó  libramiento 
general  de  cárcel,  á  menos  que  aparezcan  á  los  jaeces  y  justicias, 
según  juramento  hi'cho,  que  no  pudieron  producirse  ios  testigos 
de  la  parte  del  rey  en  el  mismo  término,  sesiones  de  oir  y  ter- 
minar ó  libramiento  general  de  cárcel;  (2)  y  si  algana  persona 
ó  personas  cuya  prisión  se  haya  ordenado  como  se  ha  dicho, 
solicitare  ó  pidiere  en  tribunal  abierto,  en  la  primera  semana 
del  término  ó  primer  dia  de  las  sesiones  de  oir  y  terminar  y 
libramiento  general  de  cárcel,  ser  traido  ajuicio,  y  no  fuere 
juzgado  en  el  segundo  término,  sesiones  de  oir  y  terminar  ó 
libramiento  general  de  cárcel,  después  de  haber  sido  preso,  ó 
si  juzgado  fuere  absuelto,  será  puesto  en  perfecta  libertad. 

VIII 

Pero  es  siempre  entendido,  que  nada  de  lo  dispuesto  en  esta 
ley  se  estenderá  á  librar  de  prisión  á  ninguna  persona  presa 
por  deuda  ú  otra  acción,  ó  por  procedimiento  en  alguna  causa 
civil,  einó  que,  una  vez  que  sea  librado  de  la  prisión  por  la 
causa  criminal,  debe  ser  mantenido  en  custodia  según  la  ley 
por  otro  pleito. 

IX 

Con  tal,  y  se  decreta  además  por  la  autoridad  antedicha: 
Que  si  alguna  persona  ó  personas,  subditos  de  este  reino,  fuese 
reducido  á  prisión,  ó  puesto  bajo  la  custodia  de  algún  eítapleado 
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Ó  empleados  cualesquiera  que  sean,  por  causa  criminal  .ó  su- 
puesta tal,  esa  persona  no  sea  removido  de  dicha  prisión  ó  cus- 
todia, para  ser  puesta  bajo  la  custodia  de  otro  empleado  ó  em- 
pleados; (2)  á  menos  qne  sea  por  auto  de  habeos  corptis  ú  otro 
legal;  ó  cuando  se  entregue  el  preso  á  un  comisario  de  policía 
ú  otro  empleado  inferior,  para  conducirlo  á  una  prisión  común; 
(3)  ó  cuando  alguna  persona  es  enviada  por  algún  juez  de  asi- 
das ó  juez  de  p^z  á  alguna  casa  común  de  trabajo  ó  de  correc- 
ción; (4)  ó  cuando  el  preso  es  removido  de  un  lugar  ó  prisión 
á  otra  dentro  del  mismo  condado,  para  ser  juzgado  ó  puesto  en 
libertad  según  el  debido  curso  legal,  (5)  ó  en  caso  de  incendio 
repentino  ó  de  infección,  ó  de  otra  necesidad;  (6)  y  si  alguna 
persona  ó  personas,  de8paé3  de  tal  confinamiento  á  prisión  an- 
tedicha, espidiese  y  firmase,  ó  refrendase  algnna  orden  ú  órde- 
nes para  dicha  remoción,  en  contravención  á  esta  ley;  tanto  el 
que  expide  y  firma  ó  refrenda  tal  orden  ú  órdenes,  como  el 
empleado  ó  empleados  qne  las  obedecen  ó  ejecutan,  incurrirán 
en  las  penas  y  multas  mencionadas  en  esta  ley,  qne  la  parte 
agraviada  podrá  cobrar  de  la  manera  que  queda  dicho,  por  la 
primera  y  segunda  falta  respectivamente. 


Con  tal  también,  y  asi  se  decreta  por  la  autoridad  antedicha: 
Que  será  y  puede  ser  legal  á  y  para  cualquiera  preso  ó  presos 
como  los  antedichos,  promover  y  obtener  su  habeos  Corpus  asi, 
de  la  alta  corte  de  la  chancilleria  ó  de  la  corte  del  echiquier, 
como  de  las  cortes  del  banco  del  rey  y  de  los  pleitos  comunes,  ó 
de  alguna  de  ellas  cualquiera;  (2)  y  si  dicho  lord  canciller  ó 
lord  guarda-sellos,  ó  algún  juez  ó  jueces,  barón  ó  barones 
del  grado  de  gorro  ó  cofia,  que  lo  sean  por  entonces  de  algu- 
na de  las  cortes  dichas,  en  tiempo  de  variaciones,  en  vista 
de  la  copia  ó  copias  de  la  orden  ú  órdenes  de  prisión  ó  de- 
tención, y  hecho  juramento  de  que  dicha  copia  ó  copias  fue- 
ron negadas  como  se  ha  dicho,  negaren  el  auto  de  babeas 
Corpus  que  esta  ley  ordena  sea  concedido  cuando  se  promue- 
ve del  modo  dicho,  perderán  separadamente  la  suma  de 
£  500  á  favor  del  preso,  quien  puede  cobrarla  de  la  manera 
que  se  ha  dicho. 

XI 

Y  se  declara  y  decreta  por  la  autoridad  antedicha:  Que,  según 
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la  verdadera  intención  y  significación  de  esta  ley,  puede  orde- 
narse y  correr  nn  habeos  corpus  en  caalqnier  condado  palatino, 
en  los  Cinco  Puertos,  ó  demás  lagares  privilegiados  dentro  del 
reino  de  Inglaterra,  dominio  de  Gales,  ó  ciudad  de  Berwick  so- 
bre el  Tweed,  y  las  islas  de  Jersey  y  Oaernsey;  no  obstante  ley 
ó  costumbre  alguna  en  contrario. 

XII 

Y  para  impedir  aprisionamientos  ilegales  en  prisiones  de  ul- 
tramar; (2)  Decrétase  además  por  la  autoridad  antedicha:  Qne 
ningún  subdito  de  este  reino,  que  es  ahora  ó  sea  de  aquí  ade- 
lante habitante  ó  residente  de  este  reino  de  Inglaterra,  del  do- 
minio de  Gales,  ó  ciudad  de  Berwick  sobre  el  Tweed,  será  ó 
podrá  ser  enviado  preso  á  Escocia,  Irlanda,  Jersey,  Guernsey, 
Tánger,  ó  á  partes,  guarniciones,  islas  ó  lugares  mas  allá  de  los 
mares,  que  estén  ó  de  aquí  adelante  estuviesen  dentro  ó  f aera 
de  los  dominios  de  Sa  Majestad,  sus  herederos  ó  sacesores;  (3) 
y  que  toda  prisión  de  esa  clase  es  por  las  presentes  declarada 
y  juzgada  ilegal;  (4)  y  que  si  alguno  de  dichos  subditos  es 
ahora  ó  f  aere  en  adelante  aprisionado  de  esa  manera,  toda  per- 
sona ó  personas  asi  aprisionadas,  deben  y  paeden,  en  virtud  de 
esta  ley,  conservar,  por  cada  prisión  de  esta  clase,  acción  ó  ac- 
ciones por  falsa  detención  en  cualquiera  de  las  cartas.de  rejistro 
de  Su  Majestad,  contra  la  persona  ó  personas  que  asi  los  hayan 
reducido  á  prisión,  detenido  ó  arrestado,  enviado  preso  ó  tras- 
portado en  contravención  á  esta  ley,  y  contra  todas  y  cualquiera 
persona  que  formen,  combinen,  escriban,  sellen  ó  refrenden 
cualquier  orden  ó  escrito  para  tal  arresto,  detención,  prisión  ó 
trasportación,  ó  que  aconsejen,  ayuden  ó  auxilien  para  las  mis- 
mas á  cualquiera  de  ellos;  (5)  y  al  demandante  en  virtud  de  tal 
acción  obtendrá  sentencia  para  cobrar  triples  las  costas,  además 
de  perjuicios  los  cuales  no  serán  nunca  apreciados  en  menos  de 
£  500;  (6)  en  la  cual  acción  no  se  permitirá  ninguna  demora, 
suspensión  ó  detención  del  procedimiento  regular;  ni  orden  ó 
mandato,  ni  precepto,  protección  ó  privilegio  cualquiera,  ni  otra 
cosa  que  una  sola  sentencia  interlocutoria,  escepto  aquella  regla 
de  la  corte  en  que  penda  la  acción,  que  se  haya  hecho  en  tribu- 
nal abierto,  y  que  se  creyere  necesaria  en  justicia  por  causa  es- 
pecial que  deberá  espresarse  en  dicha  regla;  (7)  y  la  persona  ó 
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personas  que  á  sabiendas  formen,  combinen,  escriban,  sellen  y 
refrenden  cualquier  orden  para  tal  arresto,  detención  ó  tras- 
portación, ó  que  arrestaren,  detuvieren  ó  aprisionaren  de  ese 
modo,  ó  trasportaren  alguna  persona  ó  personas  en  contraven- 
ción á  esta  ley,  ó  por  alguna  vía  aconsejaren,  ayudaren  ó  auxilia- 
ren para  ello,  siendo  convencidos  legalmente  de  ello,  serán  in- 
habilitados de  allí  adelante  de  ocupar  ningún  empleo  de  con- 
fianza ó  lucrativo  dentro  de  dicho  reino  de  Inglaterra,  dominio 
de  Gales,  ó  ciudad  de  Berwick  sobre  elTweed,  ó  cualquiera  de 
las  islas,  territorios  ó  dominios  á  él  pertenecientes;  (8)  é  incurri- 
rán y  sufrirán  las  penas  y  multas  determinadas,  ordenadas  y 
provistas  en  y  por  el  estatuto  de  provisión  y  delitos  contra  el 
rey  y  su  gobierno  (proemunire),  hecho  en  el  año  diez  y  seis 
del  reinado  del  rey  Richard  II;  (9)  y  serán  incapaces  de  nin- 
gún perdón  del  rey,  sus  herederos  y  sucesores,  que  los  exime 
de  las  dichas  multas,  pérdidas  ó  inhabilitaciones,  ó  de  alguna 
de  ellas. 

XIII 

Con  tal  que,  siempre,  nada  en  esta  ley  se  estenderá  á  benefi- 
ciar alguna  persona  que  por  contrato  escrito  con  algún  comer- 
ciante, dueño  de  alguna  colonia,  ú  otra  persona  cualquiera,  con- 
venga en  ser  trasportado  á  algunas  partes  de  ultramar,  y  reciba 
arras  sobre  tal  contrato,  aunque  después  dicha  persona  renun- 
cie á  él. 

XIV 

Con  tal  que,  siempre,  y  asi  se  decreta,  si  alguna  persona  ó 
personas,  legalmente  condenadas  por  algún  grave  delito  (felony) 
pidieren  en  tribunal  abierto  ser  trasportados  más  allá  de  los 
mares,  y  la  corte  hallare  conveniente  dejarla  ó  dejarlas  en  pri- 
sión para  ese  efecto,  dicha  persona  ó  personas,  pueden  ser  tras- 
portadas á  cualquiera  parte  de  ultramar,  no  obstante  disposi- 
ción alguna  aquí  contenida  en  contrario. 

XV 

Con  tal  también,  y  se  decreta,  que  nada  de  lo  contenido  en 
esta  ley  se  juzgará,  construirá  ó  tomará  como  que  se  estiende 
á  prisión  de  persona  alguna  anterior  al  V  de  Junio  de  1679, 
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Ó  eosa  algnna  aconsejada,  procnrada  ó  de  otro  modo  hecha  re- 
lativamente á  dicha  prisión;  no  obstante  cosa  alguna  en  con- 
trario contenida  en  esta  ley. 

XVI 

Con  condición  también,  qoe  si  alguna  persona  ó  personas 
residentes  en  este  reino  en  caalqaier  tiempo,  hubiesen  come- 
tido algún  delito  capital  en  Escocia  ó  Irlanda,  ó  en  alguna  de 
las  islas  ó  colonias  estranjeras  del  rey,  sus  herederos  ó  suceso- 
res, en  donde  ella  ó  ellas  deben  ser  juzgadas  por  tal  delito,  esa 
persona  ó  personas  pueden  ser  enviadas  á  dicho  lugar,  para 
sufrir  allí  un  juicio  de  la  manera  que  se  hubiese  acostumbrado 
antes  de  que  se  hiciera  esta  ley,  no  obstante  cosa  alguna  conte- 
nida en  ella  en'  contrario. 

XVII 

Con  condición  también,  y  asi  se  decreta,  que  ninguna  per- 
sona ó  personas  serán  demandadas,  procesadas,  molestadas  ó 
turbadas  por  ningún  delito  contra  esta  ley,  á  menos  que  la 
parte  ofensora  st^a  demandada  por  el  mismo  dentro  de  dos 
años  á  lo  más  después  del  tiempo  que  la  falta  se  haya  come- 
tido, en  caso  que  la  parte  agraviada  no  se  hallase  entonces 
dentro  de  dos  años  después  de  la  muerte  de  la  persona  apri- 
sionada, ó  de  que  sea  puesta  en  libertad  (io  que  primero  suce- 
diera). 

XVIII 

Y  á  fin  de  que  nada  pueda  evitar  su  juicio  en  las  asisas  ó 
libramiento  general  de  cárcel,  procurando  que  se  le  remueva 
antes  de  las  asisas,  en  tiempo  en  que  no  pueda  ser  traido  otra 
vez  para  que  sufra  allí  su  juicio;  (2)  se  decreta,  que  después 
que  se  hayan  proclamado  las  asisas  para  el  condado  en  donde 
esté  detenido  el  preso,  ninguna  persona  será  removida  de  la 
cárcel  común  en  virtud  de  ningún  huleas  corpus  concedido  en 
cumplimiento  de  esta  ley,  sino  que  dicho  habeas  corpiis  será 
traido  ante  el  juez  de  asisas  en  tribunal  abierto,  quien  hará 
respecto  de  él  la  justicia  que  corresponda. 
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XIX 


Con  tal,  sin  embargo,  qne  deapnés  qne  hayan  terminado  las 
asisas,  cualquiera  persona  ó  personas  detenidas  pneden  obte- 
ner sn  habeos  corpxis  según  la  disposición  é  intención  de  esta 
ley. 

XX 

Y  se  decreta  también  por  la  autoridad  antedicha,  que  si  se 
establece  alguna  acusación,  demanda  ó  acción  contra  alguna 
persona  ó  personas  por  algún  delito  cometido  ó  que  esté 
para  cometerse  contra  la  forma  de  esta  ley,  será  legal  para  los 
demandados  alegar  la  cscepción  general  de  que  no  son  culpa- 
bles ó  no  deben  nada,  y  de  presentar  tal  materia  especial  en 
prueba  de  ello  al  jurado  que  este  jnzsrne  lo  mismo,  y  si  alega- 
da esta  materia  especial,  se  ha  hallado  qne  es  bueno  y  suti- 
cíente  fundamento  en  derecho  para  haber  absuelto  á  dichos 
demandado  ó  demandados  en  dicha  acusación,  demanda  ó 
acción,  entonces  esa  misma  materia  aprovechará  al  demandado 
ó  demandados,  para  todos  intentos  ó  fines,  como  si  hubiese 
suficientemente  alegado,  espuesto  ó  pleiteado  la  misma  ma- 
teria en  oposición  ó  para  descargo  de  tal  acusación,  demanda 
ó  acción. 

XXI 

Y  por  cuanto  muchas  personas  sindicadas  de  pequeña  traición 
ó  felonía,  ó  cómplices  de  esos  delitos,  son  reducidos  á  prisión 
sobre  sospechas  solamente,  respecto  délos  cuales  puede  admi- 
tírsele ó  no  fianza,  según  que  las  circunstancias  que  dan  lugar 
á  las  sospechas  son  de  más  ó  menos  gravedad,  lo  cual  saben 
mejor  los  jueces  de  paz  que  arrestaron  las  personas  y  tienen 
el  examen  ante  ellos,  a  los  demás  jueces  de  paz  del  condado; 
(2)  se  decreta,  por  lo  mismo,  que  cuando  apareciere  que  una 
persona  ha  sido  arrestada  por  un  juez  cualquiera  ó  por  un  juez 
de  paz,  y  se  le  haga  cargo  de  ser  cómplice  antes  del  hecho,  de 
alguna  pequeña  traición  ó  felonía,  ó  sobre  sospecha  de  ^llo,  ó 
con  sospecha  de  pequeña  traición  ó  felonía,  la  cual  pequeña 
traición  ó  felonía  debe  estar  clara  y  especialmente  espresada 
en  la  orden  de  prisión,  tal  persona  no  será  removida  de  prisión, 
ni  se  le  recibirá  fianza  por  virtud  de  esta  ley,  ni  en  ninguna 
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otra  manera  qne  aquella  en  que  podria  haberse  hecho  antes 
de  darse  esta  ley. 


Disposiciones  del  Código  de  Procedimientos  Criminales  de  ln 
República  Argentina  sobre  recurso  de  ^^habeas  corpus'' 

TÍTULO  rv^ 

Del  modo  de  proceder  en  los  caaos  de  detención,  arresto 
ó  2J^isión  ilegal  de  personas 

617.  Contra  toda  orden  ó  procedimiento  de  nn  fancionario 
público  tendente  á  restringir  sin  derecho  la  libertad  de  una  per- 
sona, procede  un  recurso  de  amparo  de  la  libertad  para  ante  el 
Juez  competente. 

Procede  también  el  recurso  de  habeas  corpuSy  cuando  una 
autoridad  provincial  haya  puesto  preso  á  un  miembro  del  Con- 
greso ó  cualquier  otro  individuo  que  obre  en  comisión  ó  como 
empleado  del  Gobierno  Nacional. 

618.  A  los  efectos  del  articulo  precedente,  los  Jueces  Federa- 
les, del  Crimen  de  la  Capital  y  los  de  los  territorios  naciona- 
les, conocerán  del  mecionado  recurso  en  todos  casos,  con  excep- 
ción de  los  siguientes: 

1.°  Cuando  la  orden  de  detención,  arresto  ó  prisión  emanase 
de  un  superior  en  el  orden  judicial. 

2.**  Cuando  fuese  espedida  por  alguno  de  los  Jueces  Correccio- 
nales ó  del  Crimen  de  la  Capital  en  ejercicio  de  sas  funcio- 
nes. 

3.**  Cuando  emane  de  alguna  de  las  Cámaras  del  Congreso. 

619.  En  todo  caso,  el  Juez  competente  para  conocer  del  re- 
curso, solicitará  inmediatamente  del  funcionario,  autor  de  la 
orden  de  detención,  el  informe  sobre  los  motivos  de  que  ésta 
procede,  para  resolver  en  su  vista. 

620.  El  autor  de  habeas  corptis,  debe  ser  obedecido  inmedia- 
mente  siempre  que  de  sus  términos  conste  claramente  cuál  es 
el  funcionario  autor  de  la  orden  de  detención  y  la  persona  ob- 
jeto de  dicha  orden. 
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La  desobediencia  del  autor  de  la  orden  de  detención  al  auto 
de  habeas  corpus,  podrá  ser  castigada,  según  los  casos,  con 
arresto  que  no  pasará  de  un  mes  ó  multa  que  no  excederá  <le 
doscientos  pesos  nacionales  aplicables  al  tesoro  de  las  Escuelas 
del  distrito  en  que  resida  el  multado. 

621.  No  hay  derecho  para  pedir  el  auto  de  habeos  corpus  cuan- 
do la  privación  de  la  libertad  fuese  impuesta  como  pena  por 
autoridad  competente. 

622.  La  petición  de  habeas  carptis  puede  ser  deducida  por  la 
misma  persona  detenida  ó  por  otra  á  su  nombre  y  expresará 
snstancialmente: 

1.°  Que  la  persona  que  hace  la  petición  ó  en  favor  de  quien 
se  hace,  se  halla  bajo  orden  de  detención  ó  detenida,  preso  ó 
restringida  en  su  libertad;  el  funcionario,  empleado  ú  oficial 
público,  si  dichos  nombres  fuesen  conocidos. 

2.^  Que  la  persona  detenida  no  lo  esté  en  virtud  de  pena 
impuesta  por  autoridad  competente. 

3.^  La  causa  ó  protesto  de  la  detención  ú  prisión,  según  el 
mejor  conocimiento  ó  creencia  de  ella,  que  tenga  parte  deman- 
dante. 

í,^  Si  la  detención  ó  prisión  se  hubiere  ejecutado  en  virtud 
de  algún  mandamiento  ó  providencia,  deberá  agregarse  una 
copiu,  ó  manifestarse  por  lo  menos  que  la  copia  de  la  orden, 
mandamiento  ó  providencia  no  se  agrega  á  causa  de  haber  sido 
removida  ú  ocultada  la  persona  detenida  ó  presa,  ó  porque  se 
ha  rehusado  á  dar  la  copia,  aun  cuando  se  ha  hecho  la  demanda 
de  ella  y  se  han  ofrecido  al  empleado  que  debiera  darla  los 
derechos  ú  honorarios  que  le  correspondían  por  espedirla. 

5.**  La  petición  debe  expresar  en  qué   consiste  la  ilegalidad. 

6.**  El  que  haga  la  demanda  del  auto  de  habeas  corpus  debe 
afirmar  bajo  juramento  lo  que  expresa  en  ella. 

623.  Cuando  un  Tribunal  ó  Juez  de  jurisdicción  competente 
tenga  conocimiento  por  prueba  satisfactoria,  de  que  alguna 
persona  es  mantenida  en  custodia,  detención  ó  confinamiento 
por  funcionario  de  su  dependencia,  ó  inferior  administrativo, 
político  ó  militar,  y  que  es  de  temerse  sea  trasportada  fuera 
del  territorio  de  su  jurisdicción  ó  que  se  le  hará  sufrir  un  per- 
juicio irreparable  antes  de  que  pueda  ser  socorrida  por  un  auto 
de  habeas  corpas^  pueden  espedirlo  de  oficio,  ordenando  á 
quien  la  detiene  ó  á  cualquier   comisario,   agente  de   policía  ú 
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otro  empleado,  que  tome  la  persona  detenida  ó  amenazada  y 
la  traiga  á  bq  presencia  para  resolver  lo  qne  corresponda  según 
derecho. 

624.  Cnando  la  praeba  mencionada  en  el  articulo  precedente 
sea  también  suficiente  para  justificar  el  arresto  del  f ancionario 
mencionado,  qne  ha  privado  ilegalmente  de  sa  libertad  á  otro, 
el  anto  qne  se  espida  deberá  también  contener  orden  para  el 
arresto  de  la  persona  qne  haya  cometido  tal  delito. 

625.  El  empleado  ó  la  persona  encargada  de  la  orden  men- 
cionada en  los  tres  artículos  precedentes,  la  ejecutará  trayendo 
ante  el  Tribunal  y  Juez,  la  persona  detenida  y  también  la  del 
que  la  detiene,  si  asi  se  le  ordena  en  el  auto,  devolviéndolo  en 
seguida  con  informe. 

626.  Si  el  funcionario  que  detuviere  á  una  persona  es  traido 
ante  el  Tribunal  ó  Juez  como  sindicato  de  un  delito,  será  exa- 
minado, constituido  en  prisión  si  procede,  ó  admitido  á  dar 
fianza  en  los  casos  que  la  ley  permita. 

627.  La  orden  de  habeas  corpua  se  notificará  por  copia  lega- 
lizada del  original  del  funcionario  á  quien  se  dirije,  ó  á  aquel 
bajo  la  guarda  ó  autoridad  de  quien  se  encuentre  el  individuo 
en  cuyo  favor  ha  sido  espedida. 

628.  Si  el  detentador  rehusa  recibirla,  se  le  informará  ver- 
balmente  de  su  contenido;  si  se  oculta  ó  impide  la  entrada  á 
la  persona  encargada  de  la  ejecución,  la  orden  será  fijada  exte- 
nórmente  en  un  lugar  aparente  de  su  morada  ó  de  aquella  en 
que  la  persona  detenida  se  encuentre,  por  ante  los  testigos. 

629.  Si  el  funcionario  ó  corporación  autor  de  la  orden  de  de- 
tención fuesen  de  aquellos  que  tienen  por  razón  de  su  cargo 
facultad  para  expedir  tales  órdenes,  el  Juez  competente  para 
conocer  del  recurso  se  limitará  á  pedir  inmediatamente  el  in- 
forme del  caso  y  en  su  vista  procederá  á  resolver  el  recurso. 

630.  En  los  demás  casos  el  funcionario  autor  de  la  detención 
reclamada  devolverá  la  orden  de  habeos  corpas  presentando  la 
persona  en  ella  designada,  si  se  encuentra  bajo  su  guarda  y 
autoridad,  y  escribiendo  al  dorso  ó  agregando  por  separado  un 
informe  en  que  clara  é  inequívocamente  se  exprese: 

1.^  Si  se  tiene  ó  no  en  custodia,  detenido  ó  restringido  bajo 
su  poder,  el  individuo  que  se  le  ordena  presentar. 

2.^  Si  tiene  á  dicho  individuo  en  su  poder  ó  restringido  bajo 
su  custodia,  cuál  es  la  autoridad  con  que  le  impone  tal  detención, 
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prisión  ó  restrinción  y  la  verdadera  cansa  de  ella,  esplioándola 
claramente. 

3.°  Si  la  parte  está  detenida  en  virtud  de  anto,  orden  ó  man- 
damiento escrito,  debe  agregarse  original  ó  en  copia  al  informe. 

4.°  Si  el  fancionario  á  quien  se  ha  dirigido  y  notificado  el 
auto,  ha  tenido  en  su  poder  ó  custodia  al  individuo  requerido 
en  cualquier  tiempo  y  si  ha  transferido  dicha  custodia  á  otro, 
el  informe  debe  expresar  con  particularidad  á  quién,  por  qué 
causa,  en  qué  tiempo  y  por  qué  autoridad  tuvo  lugar  dicha 
transferencia. 

631.  Si  el  funcionario  á  quien  ha  sido  dirigido  y  notificado 
debidamente  un  acto  de  habeos  corpuSy  rehusare  ó  descuidare 
cumplirlo  presentando  la  persona  nombrada  en  él,  é  informando 
plena  y  esplicitamentQ  al  devolverlo,  sobre  todos  los  puntos  á 
que  tal  informe  debe  contraerse,  según  lo  dispuesto  en  este  titulo, 
dentro  del  tiempo  requerido  y  no  aleg.-'se  escusa  suficiente  para 
dicha  desobediencia  y  descuido,  el  Tribunal  ó  Juez  á  quien  debie- 
re devolverse,  desde  que  se  notifique  que  el  auto  fué  dirigido  y 
notificado  debidamente,  tiene  el  deber  de  dar  t)rden  dirigida  á 
cualquier  comisario  ó  agente  de  policía  ú  oficial  de  justicia,  para 
que  aprehenda  inmediatamente  al  funcionario  culpable  de  la  de- 
sobediencia ó  descuido  y  sea  detenido  hasta  que  devuelva  el  auto 
con  el  informe  debido  y  obedezca  las  órdenes  que  se  le  ha- 
yan dado  con  respecto  á  la  persona  para  cuyo  socorro  se  espidió 
el  auto. 

£n  caso  de  depender  el  funcionario  desobediente  de  una  au- 
toridad superior,  de  las  que  no  son  directamente  responsables 
de  su  mala  conducta  ante  los  Jueces,  se  solicitará  de  ésta  el 
concurso  necesario  para  que  la  orden  mencionada  se  cumpla 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  en  que  el  funcionario  hu- 
biese incurrido  por  su  desobediencia. 

En  caso  de  ineficacia  de  tal  requisición,  el  Juez  procederá  co- 
mo lo  prescribe  el  articulo  634. 

632.  Siempre  que  por  enfermedad  ó  impedimento  de  la  per- 
sona que  se  ordene  presentar  no  pueda  ser  traida  sin  peligro 
ante  la  autoridad  competente  á  quien  ha  de  volverse  el  auto, 
el  funcionario  que  la  tiene  en  custodia  debe  expresarlo  asi  en 
el  informe  con  que  lo  devuelva  acompañando  certificado  mé- 
dico donde  fuera  posible;  y  si  se  quedare  satisfecha  de  la  verdad 
de  tal  afirmación  y  por  otra    parte  el  informe   es  suficiente, 
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procederá  á  resolver  el  caso  sin  necesidad  de  que  se  halle  pre- 
sente el  interesado. 

£1  Tribunal  ó  Juez  podrá  además  en  este  caso,  si  lo  creen 
necesario,  transportarse  al  lagar  en  qne  se  encuentra  el  déte- 
nido,  para  adoptar  la  resolnción  qne  corresponda. 

633.  Para  la  ejecución  de  la  orden  de  arresto,  y  para  traer  á 
custodiar  la  persona  para  cuyo  alivio  se  espidió  el  auto  de  ha- 
heos  corpas^  el  empleado  ó  persona  que  haya  sido  encargado  de 
tal  ejecución,  puede  llamar  en  su  auxilio  la  fuerza  pública  del 
lugar,  como  en  los  demás^ casos  semejantes. 

634.  Traida  á  presencia  del  Juez  la  persona  detenida  y  pro- 
ducido el  informe  del  detentor,  ó  solamente  esto,  según  el  caso, 
el  Juez  procederá  á  examinar  los  hechos  contenidos  en  él  y  la 
causa  de  la  detención,  prisión  ó  restricción  de  la  libertad. 

Si  no  se  manifestase  la  causa  legal  para  la  detención  ó  res- 
tricción de  la  libertad,  ó  para  la  continuación  de  ella,  se  de- 
cretará la  libertad   inmediata   de  la  persona  presa  ó  detenida. 

En  los  casos  del  artículo  629,  el  Juez  requerirá  en  términos 
respetuosos  al  funcionario  respectivo  para  que  ponga  en  liber- 
tad en  el  acto  al  detenido,  y  si  fuere  desobedecido  dará  cuenta 
inmediatamente  al  Poder  Público  ante  el  cual  por  la  Constitu- 
ción ó  por  la  Ley,  dicho  funcionario  sea  justiciable  por  actos 
de  inconducta  ó  faltas  en  el  cumplimiento  de  los  deberes,  para 
que  proceda  según  corresponda. 

€35.  £1  preso  ó  detenido  será  devuelto  á  su  estado  de  deten- 
ción si  del  examen  del  caso  resultare  alguna  de  las  circunstan- 
cias siguientes: 

!.■  Que  se  hallaba  detenido  en  virtud  de  orden,  auto  ó  de- 
creto de  autoridad  competente. 

2.*  Que  la  detención  ó  prisión  sea  el  resultado  de  una  senten-  • 
cia  definitiva. 

3.'  Que  se  halle  preso  ó  detenido  por  desacato  contra  Tri- 
bunal, Juez,  autoridad  ó  corporación  con  derecho  para  casti- 
garlo, siempre  que  dicha  facultad  resulte  de  la  orden  ó  manda- 
miento. 

636.  Mientras  se  dicte  la  resolución,  se  encomendará  el  preso 
á  la  custodia  del  empleado  del  lugar  que  pueda  tener  este 
encargo  y  con  los  cuidados  que  su  edad  ú  otras  circunstancias 
aconsejen. 
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637.  No  se  podrá  dictar  resolnción  alguna,  tratándose  de  nna 
acción  criminal,  sin  intervención  del  Ministerio  Fiscal. 

038.  La  persona  presentada  en  virtud  de  un  auto  de  habeas 
Corpus  puede  negar  los  hechos  afirmados  en  el  informe  ó  alegar 
otros  para  probar  que  su  prisión  ó  detención  es  ilegal,  6  que 
es  acreedora  á  que  se  le  pongaen  libertad. 

En  este  caso,  el  Juez  acordará  un  término  breve  para  la 
prueba. 

639.  La  sentencia  pronunciada  en  el  recurso  de  habeas  cor- 
pus  será  apelable,  y  solo  se  concederá  en  el  efecto  devolutivo 
cuando  es  absolutoria,  debiendo  interponerse  el  recurso  dentro 
del  perentorio  término  de  veinte  y  cuatro  horas. 

640.  El  procedimiento  á  que  dé  lugar  el  recurso  de  amparo 
de  la  libertad  será  verbal  y  sumario,  y  tramitado  separadamente 
de  la  cuestión  de  fondo  con  que  pudiere  tener  relación. 

641.  Cualquier  empleado  de  los  que  habla  el  articulo  623  que 
tenga  detenida  una  persona  y  rehuse  dar  copia  á  todo  el  que 
la  pida  de  la  orden,  auto,  providencia  ó  disposición  origen  de 
la  detención  referida,  aun  cuando  se  la  ofrezcan  los  derechos 
ú  honorarios  que  por  ello  le  corresponda,  incurrirá  en  uua 
multa  de  doscientos  pesos  nacionales  á  favor  de  la  persona  de- 
tenida. 

642.  Es  pasible  de  una  multa,  de  quinientos  á  mil  posos  ó 
de  arresto  por  cuatro  á  ocho  meses,  ó  de  una  y  otra,  todo  el 
que  teniendo  en  custodia  algún  individuo  que  con  arreglo  á  las 
disposiciones  de  este  Código  sea  acreedor  á  un  acto  de  habeas 
Corpus  para  averiguar  la  causa  de  su  detención,  transfiera  el 
preso  á  la  castodia  de  otra  persona  ó  lo  ponga  bajo  el  poder 
ó  autoridad  de  otro,  ó  lo  oculte,  ó  cambie  el  lugar  de  su  de- 
tención, con  el  designio  ó  propósito  de  eludir  la  espedición,  no- 
tificación ó  efectos  de  auto. 

643.  El  .cumplimiento  de  todo  auto  de  habeas  corpus  debe 
siempre  tener  lugar  en  un  término  que  no  pase  de  veinte  y 
cuatro  horas,  si  el  preso  ó  detenido  no  se  encuentra  á  mayor 
distancia  que  siete  leguas  del  punto  en  que  se  encuentra  el 
Juez  ó  Tribunal  que  lo  ha  espedido. 

Si  estuviese  á  mayor  distancia  se  acordará  un  dia  más  por 
cada  siete  leguas  que  se  tuviera  que  recorrer^ 

644.  Las   costas  del  recurso,  en   caso  de  ser  negado,  serán  á 
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cargo  del  peticionante,  y  siendo  otorgado,  á  cargo  del  fnncio- 
nario  antor  de  la  detención  ilegal. 

645.  La  falta  de  sellos  ó  reposiciones  necesarias,  no  obstará 
en  caso  algano  á  la  tramitación  y  resolución  del  recnrso  de  am- 
paro de  la  libertad. 


IV 


PRIVILBGIOS   PARLAMENTAMOS 


(O  Causa  Leandro  N.  Alem  y  Mariano  N.  Candioti,  por  rebelión 
CONTRA  EL  Gobierno  Nacional;    sobre   excarcelación    bajo 

FIANZA,  É  inmunidad   DE    LOS  MIEMBROS   DEL  CONGRESO. 

Sumario, — 1**  Procede  la  excarcelación  bajo  fianza  en  toda 
cansa  en  que  la  pena  impuesta  al  delito  es  de  destierro  y 
multa. 

2^  Acatado  y  cumplido  el  auto  de  excarcelación,  el  Juez 
de  Sección  no  es  competente  para  conocer  en  la  nueva  de- 
tención del  procesado  ordenada  por  el  Poder  Ejecutivo  en 
virtud  de  sus  facultades  constitucionales  durante  el  estado  de 
sitio. 

3^  Entre  estas  facultades  no  entra  la  de  arrestar  los  miembros 
del  Congreso. 

(7a«o.— Lo  indica  la  siguiente 


PETICIÓN 

Rosario  de  Santa  Fé,  Noviembre  17  de  1898. 

Señor  Juez  Federal: 

El  Senador  Nacional  doctor  Leandro  N.  Alem  y  el  doctor  Ma- 
riano N.  Candioti  en  la  forma  conveniente  exponemos: 

Nuestras  declaraciones  han  demostrado  á  Y.    S.  y  á  todo  el 

(1)    Fallos  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  4.»  serle,  tomo 
V,  pág.  432  y  siguientes . 
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mundo,  qne  nunca  hemos  pensado  en  rehair  la  responsabilidad 
de  nuestros  actos  y  hemos  esperado  serenos  y  dispuestos  á  to- 
do, como  nos  mantendremos,  la  solución  definitiva  del  proce- 
so sin  promover  espontáneamente  gestión  de  ninguna  especie. 
Pero  he  ahi  que  la  Suprema  Corte  de  Justicia  acaba  de  decla- 
rar, con  motivo  de  los  encausados  en  Tncumán,  que  nuestra  li- 
bertad procede,  es  decir,  la  de  todos  los  que  en  nuestro  caso  se 
encuentran  aún  durante  la  tramitación  del  proceso  siempre  que 
se  comprometan  por  medio  de  una  fianza,  á  estar  á  las  resultas 
del  juicio.  En  este  caso  y  asi  colocadas  las  cosas,  hemos  pensa- 
do que  no  seria  bien  visto,  y  aún  podría  ser  con  razón  cri- 
ticado nuestro  proceder,  si  nos  mantuviéramos  prisioneros  por 
un  capricho,  sin  prestar  el  concurso  activo  á  que  nuestro 
Partido  tiene  derecho  en  estos  momentos.  Y  en  consecuencia 
venimos  á  manifestarle  á  Y.  S.  que  haciendo  uso  de  ese  recurso 
legal  que  la  Suprema  Corte  acaba  de  establecer  de  una  manera 
clara,  terminante  y  precisa,  solicitamos  nuestra  libertad  inme- 
diata en  aquellas  condiciones  y  en  aquella  forma. 

El  extenso  y  bien  meditado  fallo  del  Tribunal  Superior  ha 
sido  publicado  en  todos  los  diarios  de  la  capital  federal,  de  nno 
de  los  cuales  adjuntamos  un  ejemplar  á  V.  S.  Y  creyendo  que 
sería  completamente  inútil  entrar  en  consideraciones  legales, 
en  vista  de  aquel  documento  y  de  aquella  resolución,  que  no 
puede  ser  desacatada,  esperamos  que  V.  S.,  previos  los  trámites 
de  estilo,  se  sirva  decretar  la  libertad  solicitada. 

Será  justicia. 

L.  N.  Alem,-M.  N,  Oandioti. 

Otrosí:  Fácilmente  se  comprende  que  para  nosotros  la  fian- 
za viene  á  ser  una  simple  fórmula,  que  nunca  rehuiremos  como 
hemos  dicho,  la  responsabilidad  de  nuestros  actos;  pero  como  la 
ley  lo  exige,  ofrecemos  respetuosamente  por  fiadores,  el  doc- 
tor Alem  al  señor  Zenón  Pereira,  y  el  doctor  Candioti  al  se- 
ñor A.  Alberti,  quienes  en  prueba  de  su  conformidad  firman 
este  escrito. 
Será  justicia. 

Lmndro  N,  A  lem, — Mariano  N, 
Candioti,— Zenón  Pereyra,^ 
A,  Alberti. 
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VISTA  FISCAL 

Señor  Juez   Federal: 

Mi  opinión  en  el  presente  caso  tiene  que  estar  de  acuerdo  con 
el  dictamen  expedido  en  el  incitlente  de  excarcelación  del  señor 
Si'vori. 

En  aqael  incidente  manifesté  á  Y.  S.  qne  no  encontraba  pro- 
cedente la  soltura  solicitada,  por  cnanto  al  delito  de  sedición  de 
qaeeraacasado,  se  agregaban  otros  hechos  de  grave  carácter  y 
penalidad  cuya  solidaridad  habría  aceptado  aquel  señor  al 
confesarse  miembro  conspicuo  y  dirigente  del  Partido  Radical, 
autor  del  movimiento  insurreccional  contra  la  Nación. 

Tratándose  hoy  del  incidente  de  excarcelación  promovido  por 
los  doctores  Alem  y  Candioti,  mi  actitud  no  cabe  modificarse, 
porque  subsisten  los  mismos  hechos  y  principios  qne  aconseja- 
ron mi  oposición  á  la  excarcelación  del  señor  Sivori. 

Opino,  pues,  que  V.  S.  debe  denegarla  también  en  el  presente 
caso,  tanto  más  cuanto  que  ahora  se  trata  de  los  autores  y 
cabecillas  principales  de  la  rebelión  en  esta  Provincia. 
Mi  oposición  no  es  arbitraria  ni  antojadiza. 
Cónstale  á  V.  S.  por  las  resultancias  del  proceso  como  por  la 
autoridad  de  los  hechos  que  tuvieron  lugar  en  Setiembre  pasa- 
do, que  el  objeto  primordial  de  aquel  movimiento  insurreccional 
no  fué  otro  que  el  del  derrocamiento  del  Gobierno  Federal; 
qne  para  la  ejecución  de  estos  propósitos  se  sobornaron  solda- 
dos del  Ejército,  asociados  á  los  cuales  se  hizo  fuego  sobre  la 
bandera  nacional;  que  se  sedujo  é  hiz3  venir  á  este  puerto  al 
acorazado  cLos  Andes»,  donde  para  ser  sometido  tuvo  qne  li- 
brarse un  combate  naval,  que  puso  en  inminente  peligro  la  vida 
y  ios  intereses  de  los  habitantes  de  esta  ciudad;  que  de  cLos 
Andes»  se  extrajeron,  para  ser  distribuidos  sin  regla  ni  criterio, 
muchos  miles  de  carabinas  y  iusi les  remington,  sables  y  caño- 
nes cuya  mayor  parte  no  ha  podido  aún  volver  al  Parque  Nacio- 
nal, por  la  ocultación  que  de  ellas  se  ha  hecho  y  sigue  hacién- 
dose á  pesar  de  las  medidas  conminatorias  de  la  Policía;  que 
se  han  destruido  vías  férreas  y  volado  puentes,  y  apropiado 
el  servicio  le  los  Ferrocarriles;  las  oficinas  de  Correo  y  Telé- 
grafo han  sido  asaltadas  á  mano  armada,  persiguiendo  á  sus 
empleados  y  apoderándose  de  toda  la  correspondencia  y  ser- 
vicio telegráfico. 
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Todos  estos  hechos,  señor  Juez,  constitayen  delitos  muy  gra- 
ves, cuya  penal  ida  i  no  es  solamente  la  atribuida  á  los  autores 
principales  del  delito  de  sedición. 

Aquí  hay  hechos,  como  el  del  asalto  al  Correo  y  despojo  de  la 
correspondencia,  cuyos  sumarios  V.  S.  conoce  que  merecen  pena 
corporal  aflictiva. 

No  hay,  pues,  verdadera  similitud  entre  ellos  y  los  de  los 
procesados  en  Tucumán. 

¿Necesitaré  demostrar  que  los  doctores  Alem  y  Candioti  son 
responsables  solidariamente  de  todos  aquellos  delitos  y  que  asi 
lo  tienen  confesado  y  reconocen  en  el  curso  de  esta  causa? 

Bastaria  para  esto  el  solo  escrito  que  motiva  este  dictamen 
fiscal. 

Con  arreglo  á  las  precedentes  consideraciones  y  á  lo  dispues- 
to en  la  parte  ñnal  del  inciso  2^  del  articulo  377  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Criminal,  solicito  de  V.  S.  deniegue  la  excarce- 
ación  pedida. 

Desiderio  Rosas, 


FALLO  DEL  JUEZ  FEDERAL 

Rosario,  Noviembre  18  de  1893. 

Autos  y  vistos:  El  incidente  sobre  excarcelación  deducido 
por  los  doctores  Leandro  N.  Alem  y  Mariano  N.  Candioti  en 
la  causa  que  por  rebeldía  sigue  en  su  contra  el  Ministerio  Fis- 
Cíil,  á  consecuencia  de  los  sucesos  producidos  en  esta  Provincia 
en  el  mes  de  Setiembre  próximo  pasado;  y 

Considerando:  1°  Que  la  Suprema  Corte  en  su  reciente  fallo 
de  fecha  14  del  actual,  pronunciado  en  la  causa  análoga  segui 
da  á  los  procesados  por  igual  delito  de  rebelión  en  la  Provincia 
de  Tucuman,  ha  declarado  no  ser  corporal  la  pena  de  destierro 
que  á  los  delitos  de  rebelión  y  sedición  infligen  los  artículos 
15  y  25  de  la  ley  nacional  de  14  de  Setiembre  de  1863,  desig- 
nando los  crímenes  cuyo  juzgamiento  compete  á  los  Tribunales 
Nacionales. 

2^  Que  asi  mismo  se  ha  establecido  en  dicho  fallo  que  aun 
cuando  en  la  imputación  criminal  se  atribuya  á  los  procesados 
participación  en  otro  crimen  que  tenga  impuesta  pena  corporal, 
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como  la  sedición  de  tropas  de  lineas  á  que  se  refiere  el  articulo 
27  de  la  ley  recordada,  esa  circunstancia  no  pnede  tomarse  en 
consideración,  por  cuanto  el  articulo  28  de  la  misma  establece 
que  8i  llegan  á  tener  efecto  la  rebelión  ó  la  sedición,  los  seduc- 
tores (de  tropas)  se  reputarán  promovedores  (de  la  rebelión 
ó  sedición)  y  respectivamente  comprendidos  en  los  artículos  que 
les  conciernen,  que  son  aquellos  que  designan  el  extrañamiento 
y  la  multa  como  únicas  penas  procedentes,  no  habiendo  dispo- 
sición alguna  en  esa  ley  que  autorice  la  acumulación  arbitraria 
de  la  pena  del  artículo  27,  con  sólo  la  muHa  que  como  agrava- 
ción al  destierro  establecen  los  artículos  15  y  25  citados  (Con- 
siderando  6*^). 

3^  Que  ante  esas  premisas  y  demás  que  contiene  el  predicho 
fallo  de  la  Suprema  Corte,  ese  alto  Tribunal  concluye  esta- 
bleciendo ser  procedente  la  excarcelación  bajo  fianza  de  los 
promovedores  de  la  rebelión  ó  sedición,  concediéndola  á  las  per- 
sonas  encausadas  en  la  Sección  de  Tucuman,  que  interpusieron 
el  recurso  que  ha  dado  origen  á  ese  fallo. 

4^  Que  el  Ministerio  Fiscal  aduce  en  el  actual  caso  no  ser  esa 
jurisprudencia  aplicable  al  presente,  por  cuanto  no  existe  simi- 
litud entre  los  hechos  llevados  á  cabo  en  la  insurrección  suce- 
dida en  Tucumán  y  la  producida  en  esa  Provincia,  en  la  cual 
se  han  perpetrado,  dice,  otros  delitos  que  llevan  consigo  para 
sus  ejecutores  la  infiicción  de  otras  penas  corporales,  obstaculi- 
zando asi  la  excarcelación  solicitada  por  los  doctores  Alem  y 
Candioti. 

5^  Que  en  presencia  de  lo  anterior  es  entonces  del  caso  y 
necesario  entrar  á  examinar  el  valor  legal  de  la  objeción  for- 
mulada. 

6°  Que  el  señor  Fiscal  aduce  en  apoyo  de  su  aserto  el  hecho 
de  encontrarse  los  peticionantes,  doctores  Alem  y  Candioti, 
además  de  acusados  del  crimen  de  rebelión  ó  sedición,  de  los 
siguientes  otros:  1°  Soborno  de  tropas  del  ejército,  habiéndose 
hecho  fuego  sobre  la  bandera  nacional;  2^  Seducción  de  fuerzas 
de  la  Escuadra  haciendo  arribar  á  este  puerto  el  acorazado 
«Los  Andes»,  donde  para  ser  sometido  tuvo  que  librarse  un 
combate  naval;  3^  Extracción  de  armas  de  dicho  buque,  y 
las  que  no  han  podido  volver  aún  al  Parque  Nacional  por  la 
ocultación  que  de  ellas  se  ha  hecho;  4^  Destrucción  de  vías 
érreaa  y  apropiación  del  servicio  le   lo3  ferrocarriles;  y  5®  A  sal- 
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to  á  las  oficinas  de  Correos  y  Telégrafos,  y  despojo  de  la  corres- 
pondencia pública. 

7°  Qae  el  delito  de  seducción  de  fuerzas  á  qae  el  Ministerio 
Fiscal  se  refiere  en  los  dos  primeros  números,  como  que  ha  te- 
nido lugar  también  en  la  insurrección  de  Tucnmán  y  ha  sido  to- 
mado en  consideración  por  la  Suprema  Corte  en  el  fallo  del  14 
del  actual  (Considerando  6^),  queda  despojado  de  la  calidad  de 
argumento  nuevo  con  que  lo  reviste  el  señor  Fiscal  cayendo  él 
por  el  contrario  b»jo  la  éjida  de  la  jurisprudencia  establecida 
en  el  fallo  mencionado,  quedando  asi,  por  consiguiente,  dicha 
observación  destruida  y  primando  la  procedencia  de  la  soltura. 

Pero  el  Fiscal  aduce  como  causa  agravante  el  hecho  de  los 
combates  que  han  tenido  lugar.  A  este  respecto  hay  que  adver- 
tir que  en  los  delitos  politicos  de  rebelión  ó  sedición  no  pueden 
considerarse  aisladamente  los  resultados  luctosos  de  los  com- 
bates, considerando  como  asesino  ú  homicida  al  que  mata  en 
ellos  (Pacheco,  Código  Penal  concordado  y  ctmientado^  tomo 
2^  página  205,  párrafo  !»•;  Aguirre,  (/¿áí^o  Pejial  argentino  y 
concordado,  página  317),  careciendo  asi  entonces  de  importan- 
cia legal  esta  otra  circunstancia. 

8^  Que  respecto  al  tercer  delito  aducido  por  el  señor  Fiscal 
sobre  sustracción  de  armas,  la  Suprema  Corte  en  casos  anterio- 
res en  que  se  ha  aducido  como  obstáculo  á  la  excarcelación  otras 
exacciones  y  robos  llevados  á  cabo  por  los  rebeldes  y  sediciosos, 
ha  establecido  la  jurisprudencia  de  que  la  excarcelación  es  pro- 
cedente no  obstante  la  existencia  de  esos  delitos  conexos  (serie 
1*,  tomos  5^  6*»  y  8%  páginas  3S6,  24  y  142),  debiéndose  por 
tanto  desechar  también  la  objeción  Fiscal  formulada  sobre  este 
punto. 

9®  Que  el  cuarto  delito  enunciado  respecto  á  destrucción  de 
vías  férreas  y  voladuras  de  puentes  por  medio  de  la  dinamita, 
si  es  que  no  estuviera  tal  delito  comprendido  en  las  exacciones 
á  que  se  refiere  el  juzgamiento  de  la  Suprema  Corte  en  los  fa- 
llos indicados  en  el  considerando  anterior,  y  sin  que  lo  siguien- 
te que  se  dirá  ó  ya  se  ha  dicho  importe  un  juzgamiento  de  parte 
de  este  Tribunal,  imposible,  por  otra  parte,  en  el  estado  actual 
del  proceso,  no  elevado  á  plenario  ni  abierto  á  prueba,  tendrían 
esos  delitos  que  ser  regidos  por  la  prescripción  del  articulo  215 
del  Código  Penal,  que  inflige  para  ellos  la  pena  de  prisión  de 
uno  á  tres  años,  pues  no  se  ha  aducido  en  la  acusación  Fiscal 
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haberse  ocaaionario  descarrilamiento  ni  destrncoión  d,e  vehícu- 
los para  qae  su  penalidad  pneda  ser  mayor,  impidiendo  asi  la 
procedencia  de  la  soltura. 

10°  Qae  el  quinto  y  último  delito  invocado  por  el  Ministerio 
Fiscal  y  referente  á  asalto  de  las  oñcinas  de  Correos  y  Telé- 
grafos, con  despojo  de  la  correspondencia  pública,  si  bien  es 
verdad  qne  por  el  articnlo  49  de  la  ley  nacional  antes  recordada 
de  fecha  14  de  Setiembre  de  1863,  tiene  nna  pena  de  dos  á 
cuatro  años  de  trabajos  forzados,  la  que  es  evidentemente  corpo- 
ral, también  lo  es  que  ^sta  no  se  impone  en  dicho  artículo  de 
manera  irremisible,  pudiendo  ser  sustituida  por  el  Juez  por 
multa  de  1000  á  2000  pesos  fuertes,  la  que  también  es  evidente 
no  constituye  pena  corporal  y  por  ende  en  su  calidad  de  alter- 
nativa, hace  procedente  la  excarcelación,  pues  que  es  un  princi- 
pio inconcuso  de  derecho  criminal  el  de  que  lo  odioso  se  i-es- 
tringe  y  lo  favorable  se  amplía  (Favorahilia  sunt  amplianda  H 
odia  restringenda^  título  34.  parte  7",  Recopilación  2*). 

11°  Que  á  lo  anterior  se  agrega  el  hecho  comprobado  en 
autos  (incidente  de  excarcelación  del  doctor  Julián  Paz),  de 
que  los  tres  sacos  de  correspondencia  tomados  por  los  revu- 
lucionarios  y  á  que  se  refiere  el  señor  Fiscal,  han  sido  en- 
contrados intactos  por  los  empleados  nacionales  del  correo  al 
terminar  la  revolución  y  al  hacorse  estos  nuevamente  cargos 
de  las  oficinas  nacionales,  según  así  lo  expresa  el  Jefe  de  este 
distrito  en  el  informe  que  oportunamente  se  le  solicitó  por  este 
Tribunal. 

12°  Que  destruidos  asilos  argumentos  del  Ministerio  Fiscal, 
y  quedando  por  tanto  equiparados  los  solicitantes  doctores 
Alem  y  Candioti  á  los  encausados  de  igual  clase  que  han  moti- 
vado el  fallo  déla  Suprema  Corte  de  13  del  actual,  la  jurispru- 
dencia en  dicho  fallo  establecida  es  de  ajustada  aplicación  á 
los  recurrentes. 

13°  Que  los  fiadores  propuestos,  don  Zenón  Pereiro  y  don  An- 
drés Alberti,  por  su  radicación  en  el  país,  su  posición  social  y 
pecuniaria,  nada  dejan  que  observar  á  su  respeto,  siendo  por 
tanto  aceptables  en  todo  concepto. 

14°  Que  no  es  posible  en  el  estado  actual  del  juicio  apre- 
ciar debidamente  el  valor  exacto  de  las  responsabilidades 
que  pudiera  pesar  sobre  los  solicitantes  para  designar  una 
suma  determinada  de    dinero    como    fianza    suficiente   á  esas 
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responBabilidades  debiendo  en  tal  caso  el  Juzgado  exigir  de 
ellos  nn  afianzamiento  general,  ó  sea  la  fianza  de  judication 
solví. 

Por  estos  fundamentos:  hácese  lagar  á  la  excarcelación  de  los 
doctores  Leandro  N.  Alem  y  Mariano  N.  Candioti  bajo  las  fian- 
zas ofrecidas  respectivamente  de  los  señores  Zenón  Pereira  y 
Andrés  Alberti,  quienes  deberán  extenderla  en  legal  forma,  de- 
biendo además  los  solicitantes  prestar  la  de  judicatum  solví  en 
personas  safícientemente  abonadas  y  una  vez  todo  ello  fecho, 
librese  la  orden  correspondiente  á  la  Jefatura  Política  para  la 
libertad  de  los  recurrentes.  Notifíquese  con  el  original  y  repón- 
ganse los  sellos. 

G.  Escalera  y  Zuviña. 

RECURSO 

Hosario.  Noviembre  18 de  1893 
Señor  Juez  Federal: 

El  Senador  Nacional  doctor  Don  Leandro  N.  Alem,  á  Y.  S. 
en  la  forma  conveniente,  expongo:  Acabo  de  ser  notificado  por  el 
Jefe  Político  que  no  le  es  posible  cumplir  la  orden  dictada  por 
y.  S.  acordando  mi  libertad,  y  entiendo  que  procede  por  orden 
superior.  La  trascendencia  de  este  acto  para  nuestras  institu- 
ciones y  el  sistema  de  Gobierno  que  el  Pueblo  Argentino  se 
ha  dado  por  medio  de  sus  legítimos  representantes,  los  cons- 
tituyentes que  formularon  y  sancionaron  el  Estatuto  Político 
que  nos  rige,  no  puede  escapar  á  la  más  débil  penetración, 
y  V.  S.  la  habrá  comprendido  sin  duda  alguna  desde  el  primer 
momento. 

Todo  queda  completamente  subvertido,  desapareciendo  hasta 
la  última  garantía,  no  digo  para  el  ciudadano,  sino  para  todos 
los  habitantes  del  país,  una  vez  que  el  Poder  Ejecutivo  se  hace 
arbitro  supremo  atribuyéndose  hasta  la  facultad  de  revisar  y 
anular  las  decisiones  del  Poder  Judicial.  Aquí  no  se  trata  ya, 
señor  Juez,  de  la  libertad  de  un  ciudadano^  tomado  aisladamen- 
te el  caso;  la  cuestión  es  gravísima  y  fundamental,  porque  el 
derecho  herido  de  esta  manera  y  con  las  consecuencias  que  flu- 
yen, en  uno  délos  miembros  de  la  sociedad  política  y  civil,  afec- 
ta y  conmueve  vitalmente  á  la  sociedad  entera,  y  porque,  final* 
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mente  y  en  una  palabra,  nneetro  Bistema  de  Gobierno  desaparece 
completamente  con  este  desgarramiento,  sin  precedentes,  de 
nnestra  Constitnción. 

Pero  V.  8.,  representante  del  Poder  Jndicial  en  este  caso,  tie- 
ne no  solamente  el  derecho,  sino  el  deber  de  defender  y  mante- 
ner incólumes  las  facultades  propias,  exclnsivas  y  soberanas 
que  la  Constitnción  le  acuerda.  Yo  no  dependo  ahora  en  nada  y 
para  nada  del  Poder  Ejecutivo,  y  él  mismo  lo  reconoce  desde  el 
momento  en  que  fui  colocado  bajo  la  jurisdicción  y  el  juicio  de 
V.  S.  que  es  el  representante,  como  he  dicho,  del  Poder  Judi- 
cial en  este  caso.  No  es  posible,  pues,  que  Y.  S.  tolere  tan  aten- 
tatorio y  vejatorio  procedimiento;  y  yo,  cuya  actitud  ha  demos- 
trado al  pais  entero  que  afronto  decididamente  la  responsabili- 
dad de  mis  actos,  promuevo  este  incidente,  no  por  el  deseo  de 
librarme  de  la  molestia  de  esta  prisión,  honrosa  para  todo  ciu- 
dadano honesto  y  amante  de  su  patria,  sino  conducido  por  aque- 
llos móviles  y  en  vista  de  las  funestas  consecuencias  que  entra- 
ñan estos  procederes  sin  caliñcación.  Ruego,  pues,  y  así  vengo 
Á  pedir  á  y.  S.  que,  invocando  sus  facultades  exclusivas  y 
las  leyes  fundamentales  del  país,  se  dirija  inmediatamente  al 
Ministro  del  Interior  á  fin  de  que  deje  sin  efecto  sus  órdenes 
coercitivas  é  invasoras  de  las  atribuciones  del  Poder  Judicial;  ó 
si  V.  S.  lo  prefiere,  y  tal  vez  sería  más  eficaz,  se  dirija  á  la 
Suprema  Corte  de  Justicia,  el  más  alto  Tribunal  de  nuestra 
Constitnción,  y  cuyos  fallos,  en  definitiva,  son  ahora  los  des- 
acatados, para  que  promueva  las  gestiones  procedentes  en  guar- 
da de  su  propia  existencia  seriamente  amenazada  en  estos  mo- 
mentos. 

Tampoco  es  posible,  señor  Juez,  detenerse,  admitiendo  la  su- 
perchería y  la  burla  sangrienta  que  el  Ministro  del  Interior  quie- 
re hacer  al  Poder  Judicial  llevando  al  prisionero  hasta  la  puerta 
del  calabozo,  con  la  sonrisa  irónica  en  los  labios,  para  decirle  en 
seguida  que  hasta  ahí  no  más  llegan  las  órdenes  de  aquel  poder 
independiente  y  soberano  en  sus  decisiones. 

Y  todavía,  señor  Juez,  en  mi  caso  hay  que  tener  presente  otra 
consideración  fundamental,  yo  soy  un  Senador  de  la  Nación,  cu- 
yo diploma  está  puro  y  limpio  como  ninguno,  y  una  vez  que  el 
Tribunal  de  Justicia  ordena  libertad  por  el  único  hecho  en  que 
ha  podido  intervenir  él  únicamente^  no  hay  poder  en  la  tierra 
argentina  que  pueda  coartar  mi  libertad  en  estos  momentos,  y 
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por  esas  consideraciones,  sin  violar  de  la  manera  más  irritante 
nuestro  estatuto  político;  y  es  precisamente  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  que  debe  declararlo  enérgica  y  terminantemente  para 
conservar  la  alta  autoridad  de  que  está  investida. 

Es  tan  clara  y  tan  sencilla  esta  cuestión,  que  hasta  impertinen- 
te seria  abundar  en  consideraciones  legales,  por  lo  que  reitero, 
sin  más  á  V.  S.  mi  pedido,  á  fin  de  que  resuelva  las  medidas  con- 
ducentes indicadas  para  que  sea  acatada  la  autoridad  judicial  y 
sus  órdenes  cumplidas. 

Será  justicia. 

L.N.Alem. 


AUTO  DEL  JUEZ    FEDERAL 

Rosario,  Noviembre  18  de  1893. 

Vistos:  Al  Fiscal  é  informe  el  señor  Jefe  Político  sobre  la 
exactitud  de  las  aseveraciones  que  se  consignan  en  el  precedente 
escrito  de  haber  manifestado  al  recurrente  cque  no  es  posible 
cumplir  la  orden  dictada  por  este  Tribunal»  y  referente  á  la 
excarcelación  decretada.  Repóngase. 

Escalera, 

VISTA  FISCAL 

Señor  Juez  Federal: 

Los  informes  que  preceden,  de  los  señores  Jefe  Político  y  de 
Policía,  atestiguan  que  se  ha  dado  cumplimiento  al  decreto 
4el  Juzgado,  notificando  al  señor  doctor  Alem  la  orden  de 
soltura  provisional  expedida  por  V.  S.  con  fecha  18  del  co- 
rriente. 

De  los  mismos  informes  resulta,  empero,  que  al  hacérsele 
conocer  aquella  resolución,  se  le  hizo  saber  á  la  vez,  que 
obedeciendo  á  órdenes  superiores  quedaba  detenido  por  la 
Policía. 

Según  lo  que  queda  expuesto  no  ha  habido,  pues,d  erecho, 
aunque  por  la  forma  que  se  practicó  la  notificación  de  soltura  y 
la  intimación  de  un  nuevo  arresto,  con  arreglo  á  las  órdenes 
ya  enunciadas  puede  aparecer  aquello  como  un  acto  de  re- 
sistencia. 
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No  cabe  por  lo  tanto  conflicto  ni  diBcnsión  alguna  sobre 
esto. 

El  acto  practicado  por  la  Policía  ha  sido  correcto,  puesto  que 
ha  dado  cumplimiento  á  la  orden  del  Juzgado  reservándose, 
empero,  sin  perjuicio  de  ésto,  de  cumplir  otras  disposiciones, 
resultantes  del  estado  de  sitio,  provenientes  del  Gobierno 
Qeneral. 

Con  arreglo  á  este  juicio,  que  no  medinndo  defecto  en  el  pro- 
ceder de  la  Policía,  la  cual,  como  consta  de  sus  notas,  acepta  con 
el  mayor  respeto  las  decisiones  del  Juzgado,  Y.  S.  no  debe  ha- 
cer lugar  á  lo  solicitado  por  el  doctor  Alem,  dejando  á  este  señor 
en  libertad  de  ocurrir  donde  y  en  la  forma  que  corresponda, 
contraía  medida  administrativa  que  le  impone  un  nuevo  arres- 
to, salvo  el  mejor  juicio  de  Y.  S. 

Desiderio  Rosas, 

AUTO    DEL  JUEZ  FEDERAL 

Rosario,  Noviembre  22  de  1893. 

Autos  y  vistos:  El  incidente  formulado  por  el  doctor  Leandro 
N.  Alem  sobre  obstrucción  á  su  libertad  bajo  fianza,  del  que 
resulta: 

V  Que  habiendo  el  recurrente,  encausado  por  rebelión,  soli- 
citado excarcelación  bajo  fianza,  ésta  le  ha  sido  acordada  por  el 
Juzgado  con  fecha  18  del  actual . 

2^  Que  á  mérito  de  ella  el  Tribunal  libró  la  orden  corres- 
pondiente á  la  Jefatura  Política,  para  que  pusiera  en  libertad 
al  solicitante. 

3^  Que  pocos  momentos  después  de  entregar  la  dicha  orden  al 
funcionario  á  quien  iba  dirijida,  el  recurrente  se  presentó  al 
Juzgado  con  el  escrito  de  foja  20,  manifestando  que  el  señor 
Jefe  Político  Ib  impedia  su  libertad,  desacatando  la  orden  im- 
partida y  haciéndolo  continuar  en  prisión. 

4**  Que  pedido  el  informe  de  regla  á  aquel  funcionario  y  á 
objeto  de  que  éste  se  manifestara  sobre  la  exactitud  de  la 
denuncia  hecha,  el  Jefe  Político  la  evacúa  rectificando  la 
aseveración  formulada,  y  expresando  que  al  hacerse  al  doctor 
Alem  la  notificación  correspondiente  se  le  había  hecho  pre- 
sente cque  por  orden  del  señor  Juez  Federal  quedaba  en  li- 
bertad». 
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Y  considerando:  V  Qne  como  se  manifiesta  en  el  informe 
de  la  referencia  y  nota  de  foja  25  hay  error  de  información  en 
el  escrito  de  foja  20,  no  existiendo  desobediencia  á  las  órdenes 
impartidas  sobre  la  libertad  del  solicitante,  á  quien  por  el  con- 
trario se  le  ha  manifestado  de  manera  clara  y  esplicita  ese  en- 
contraba en  libertad  por  orden  del  infranscripto»,  quedando  así 
incólume  y  sin  obstrucción  la  orden  judicial  de  libertad  librada 
por  el  Tribunal  en  su   favor. 

2^  Que  aunque  es  verdad  que  á  lo  anterior  se  ha  agregado 
de  parte  de  la  Jefatura  que  debia  el  recurrente  continuar  pre- 
so por  orden  del  Poder  Ejecutivo  y  en  uso  de  las  facultades 
que  á  éste  acuerda  el  estado  de  sitiOi  esto  no  importa  una 
desobediencia  á  la  libertad  decretada,  puesto  que  de  manera 
esplicita,  como  se  ha  dicho,  se  notificó  al  recurrente  ya  no 
era  retenido  por  parte  del  Juzgado  Federal,  viniendo  así  la 
continuación  de  su  arresto  á  constituir  una  nueva  y  distinta 
prisión^  ajena  ya  á  la  acción  del  Tribunal,  desde  el  momento 
en  que  la  sentencia  de  éste,  como  toda  otra  judicial,  no  tiene 
más  radio  de  acción  que  el  circunscrito  al  caso  que  la  motiva, 
sin  trascendencia  á  otro  distinto,  pero  ni  siquiera  análogo,  y 
menos  podría  entonces  invadir,  con  una  extensión  ilegal  otras 
facultades  constitucionales  del  resorte  de  los  otros  poderes  del 
Estado. 

3**  Que  una  de  las  facultades  peculiares  del  Poder  Ejecutivo 
en  el  estado  de  sitio  y  que  no  se  discute  por  su  evidencia,  es 
la  de  poder  carrestar  á  las  personas  ó  trasladarlas  de  un  punto 
á  otro  de  la  Nación,  si  ellas  no  prefiriesen  salir  fuera  del  terri- 
torio argentino»  (articulo  23  de  la  Constitución  Nacional;  pá- 
gina 327  y  siguientes,  Tiffany,  Qohierno  y  Derecho  Constitu- 
cional, pig'msL  306,  párrafo  457). 

4**  Que  en  la  remarcable  similitud  que  existe  entre  nuestro 
sistema  constitucional  y  el  de  los  Estados  Unidos,  la  jurispru- 
dencia de  éste  es  de  perfecta  aplicabilidad  al  caso. 

5^  Que  aquella  tiene  sentado  qne  «la  suspensión  del  auto 
de  habeos  corpus,  es  un  permiso  expreso  y  un  mandato  del 
Congreso  al  Ejecutivo,  jjura  arrestar  y  encarcelar  todas  las 
personas  de  cuya  intención  ó  conducta  tonga  razones  para  creer 
ó  sospechar  á  la  sazón,  con  relación  á  la  rebelión  ó  la  invasión, 
que  sea  ó  pueda  ser  peligrosa  para  el  bien  común»  (M.  C.  Coll 
V,  M.  C.  Dowell  Dedy,  238;  S,  C,  1,  Abb,  C.  212);  como  también 
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qne  da  snepensión  del  privilegio  del  auto  de  habeas  corpua 
siendo  la  aniorizaoión  virtual  de  arrestar  sin  causa  legal  ú 
orden  de  Juez  competente^  oe  dednce  que  tales  arrestos  durante 
la  suspensión  y  cuando  está  hecha  en  obediencia  i  la  orden  ó 
autoridad  del  empleado  á  quien  se  ha  investido  con  ese  poder, 
son  ¡prácticamente  legales^  y  las  personas  que  las  hacen  no  son 
responsables  á  la  acción  de  daños  y  perjuicios  por  el  hecho, 
(ídem,  Ídem;  Calvo,  Decisiones  Constitticionales^  tomo  P,  pági- 
na 215,  párrafos  728  y  729). 

6°  Qne  no  es  una  rnzón  que  destruya  la  doctrina  que  se  sostiene, 
el  hecho  de  estar  encausado  y  sometido  á  este  Tribunal  el  so- 
licitante: 1^  porque  tal  excepción  no  la  formula  la  ley  ni  la  ju- 
risprudencia que  se  dejan  invocadas,  y,  por  el  contrario,  esta 
ultima  hace  extensivo  el  poder  del  Ejecutivo  c para  arrestar  y 
encarcelar  á  todas  las  personas  sobre  cuya  intención  ó  conduc- 
ta, dude  ó  sospeche»,  y  es  una  regla  de  jurisprudencia  de  que 
donde  la  ley  no  distingue  no  debe  distinguirse;  y  2°  porque  si 
se  estableciera  en  favor  de  los  encausados  una  limitación  á  la 
facultad  constitucional  indicada,  que  se  fundase  en  el  solo  he- 
cho de  la  existencia  de  una  causa  criminal  abierta  contra  el  ex- 
copcionado,  seria  dar  á  los  encausados  un  privilegio  sobre  los 
demás  ciudadanos  y  habitantes  del  estado,  quienes  podrían 
ser  encarcelados  por  meras  sospechas  ó  simples  presunciones; 
procedimiento  éste  que  á  más  de  ser  injusto  y  odioso,  seria 
á  todas  luces  ilógico  é  inaceptable,  llevándonos  al  extremo 
de  que  se  encontraban  más  favorecidos  los  reos  convictos  y 
confesos  que  las  personas  inculpables,  meramente  sospe- 
chosas. 

7^  Que  en  nuestro  sistema  constitucional  existe  como  base 
fundamental  la  independencia  y  la  autonomía  de  los  tres  po- 
deres que  constituyen  el  Gobierno  Representativo  Federal,  pro- 
cediendo cada  uno  de  ellos  en  la  esfera  que  le  corresponde  con 
libertad  amplia  y  completa,  no  siendo  por  tanto,  permitido  á 
ninguno  de  aquellos,  coartar  la  acción  que  es  propia  y  privativa 
del  otro,  y  una  coacción  al  ejercicio  de  las  facultades  del  Po- 
der Ejecutivo  en  el  estado  de  sitio  en  que  se  encaentra  esta 
sección,  seria,  sin  duda,  la  oposición  que  se  formulase  por  el 
Poder  Judicial  á  la  detención  del  recurrente,  ordenada  por  el 
Poder  Ejecutivo,  autorizado  para  ello  por  el  artículo  33  de  la 
Constitución  Nacional. 
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8®  Que  esta  independencia  de  la  acción  de  los  poderes  públi- 
cos en  el  sistema  federal  qne  nos  rige,  es  tan  amplia  como  lo 
es,  á  sn  vez  y  en  su  caso,  la  qne  existe  entre  el  Gobierno  Gene- 
ral y  los  de  los  Estados  particulares,  siendo  por  lo  tanto  apli- 
cable, por  su  analogía  al  caso,  la  jurisprudencia  norteamerica- 
na establecida  con  relación  al  auto  de  habeos  corptis  dictado  por 
el  Estado  General  en  contraposición  á  un  Estado  confede- 
rado. 

En  el  caso  que  se  registra  bajo  el  número  2522  de  la  obra 
del  señor  Calvo,  antes  indicada,  los  Tribunales  Norte-america- 
nos  tienen  resuelto  que  cningún  Juez  de  Estado,  después  de 
estar  Judicialmente  informado  que  el  preso  está  bajo  la  auto- 
ridad de  los  Estados  unidos,  tiene  derecho  alguno  para  inter- 
venir con  él  ni  para  mandar  que  sea  traído  á  sus  estrados;  qne 
ningún  procedimiento  judicial,  cualquiera  que  sea  la  forma 
qne  asuma,  puede  tener  autoridad  legal  alguna,  fuera  de  los 
limites  de  la  jurisdicción  del  Tribunal  ó  del  Juez  que  lo 
adopta». 

De  igual  manera  en  el  caso  que  se  registra  bajo  el  numero 
2521,  se  estableció  que:  tdespués  que  se  ha  informado  sobre  el 
auto  de  Iiabeas  corpus,  y  el  Juez  Federal  ó  Tribunal  de  Estado 
saben  judicialmente  que  la  parte  está  en  custodia  bajo  la  au- 
toridad de  los  Estados  Unidos,  ya  no  puede  seguir  adelante. 
Ellos,  entonces,  dice,  saben  que  el  preso  está  bajo  el  dominio 
y  jurisdicción  de  otro  Gobierno,  y  que  ni  el  auto  de  haf^eas  Corpus 
ni  ningún  otro  procedimiento  tomado  bajo  autoridad  del  Estado, 
puede  pesar  sobre  la  linea  de  división  que  separa  las  dos  sobera- 
nías» (Ableman  v.  Booth,  21,  How.,  506,  S.  C.  3;  Bis  1,  obra 
citada,  tomo  2.°  párrafos  268  y  269). 

9**  Que  no  obstante  la  nueva  prisión  decretada  por  el  Poder 
Ejecutivo  en  contra  del  encausado,  la  causa  se  prosigue  por  el 
representante  legal  de  la  acción  pública,  el  Ministro  Fiscal,  lo 
que  demuestra  no  haber  sido  la  m^nte  ni  la  intención  del  Po- 
der Ejecutivo  al  ordenar  aquella,  paralizar  la  secuela  del  pro- 
ceso. 

10^  Que  siendo  esto  así,  la  nueva  prisión  que  se  estudia,  no 
pone  al  encausado  fuera  de  la  acción  inmediata  y  jurisdiccional 
asumida  legalmente  por  el  Juez  que  lo  juzga,  única  circunstan- 
cia que  podría  oponerse  al  acto  del  Poder  Ejecutivo  en  razón  de 
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venir  á  obstacularizar  el  ejercicio  de  esa  jurisdicción  excluyen- 
te  y  privativa  del  Poder  Judicial. 

11.  Que  no  existiendo  entonces  ante  la  ley  ni  la  jurispruden- 
cia razón  legal  alguna  que  haga  inadmisible  ó  contrario  á  de- 
recho el  procedimiento  empleado  en  el  caso  por  .el  Poder  Eje- 
cutivo, teniendo  en  prisión  al  doctor  Leandro  N.  Alem,  y  ese 
acto  como  privativo  de  las  facultades  de  aquel,  emanadas  del 
estado  de  sitio  en  vigencia,  escapa  á  la  acción  judicial  del  pro- 
veyente,  no  teniendo,  por  tanto,  qué  oponer  á  ello  legalmente 
el  Tribunal. 

12.  Que  la  calidad  de  Senador  Nacional  que  acompaña  á  la 
persona  del  doctor  Leandro  N.  Alem  y  que  éste  invoca  en  so 
escrito  de  foja  20,  no  modifica  la  doctrina  que  en  el  presente 
fallo  se  sustenta,  pues  si  bien  es  cierto  que  el  desempeño  de 
aquel  alto  puesto  público,  rodea  á  quien  lo  ejerce  de  ciertas 
garantías  excepcionales,  entre  las  cuales  se  cuenta  la  de  no 
poder  ser  preso  sino  tomado  infraganti  delito  (articulo  61  de 
la  Constitución  Nacional),  también  lo  es  que  el  honorable 
Congreso  de  la  Nación  en  nota  fecha  26  de  Setiembre  próximo 
pasado,  tiene  concedido  al  Poder  Ejecutivo,  autorización  especial 
para  retener  al  recurrente,  desapareciendo  de  este  modo  todo  y 
cualquier  obstáculo,  que  pudiera  oponerse  á  la  prisión  rea- 
lizada. 

Por  estos  fundamentos  y  oído  el  Ministro  Fiscal,  no  se  hace 
lugar  á  lo  solicitado  en  el  escrito  de  foja  20,  y  se  declara  in- 
competente este  Tribunal  para  reveer  la  nuava  orden  de  prisión 
dictada  por  el  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  en  contra  del  Doctor 
don  Leandro  N.  Alem,  y  en  uso  de  las  facultades  que  á  aquel 
confiere  el  actual  estado  de  sitio,  dejando  á  salvo  los  derechos 
del  solicitante  para  ocurrir  á  quien  corresponda,  como  se  pide 
por  el  señor  Procurador  Fiscal.  Notifiquese  con  el  original  y  re- 
pónganse los  sellos. 

O,  Escalera  y  Zuviría. 


VISTA    DEL    SEflOR     PROCURADOR   GENERAL 

Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  1893. 
Suprema  Corte: 
Los  doctores  Alem  y  Candioti  expresan  á  foja  1  que  nunca 
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pensaron  rehuir  responsabilidades  de  sna  actos  confesados  y 
habían  esperado  serenos  y  dispuestos  á  todo,  la  solución  defí- 
nitira  del  proceso,  sin  promover  expontáneamente  gestión  de 
ninguna  especie. 

Pero,  he  ahí,  agregan,  que  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
acaba  de  declarar,  con  motivo  de  los  encausados  de  Tucnman, 
que  la  libertad  bajo  fianza  procede  aun  durante  la  tramitación 
del  proceso,  y  en  tal  situación  pensando  que  su  proceder  no 
sería  bien  visto  y  aun  podría  ser  criticado,  si  manteniéndose 
prisioneros,  dejaran  de  prestar  á  su  partido  el  concurso  á  que 
tiene  derecho  en  estos  momentos,  solicitan  su  libertad  inme- 
diata en  aquellas  condiciones  y  en  aquella  forma. 

Cuando  sólo  resultaron  hechos  de  rebelión  y  seducción  de  tro- 
pas con  el  propósito  de  realizarla,  la  analogía  de  causas  obliga- 
ría á  soluciones  análogas. 

Pero  las  sentencias  invocadas,  que  interpretando  los  artícalos 
15  y  27  de  la  ley  sobre  crímenes  contra  la  Nación,  declararon 
en  las  causas  contra  los  revolucionarios  en  Tucuman  y  á  bordo 
de  la  torpedera  cMuratnre»,  aplicable  pena  de  extrañamiento, 
y  ésta  no  comprendida  entre  las  corporales;  no  podrían  ex- 
tenderse al  caso  subjudice,  en  el  que  otros  hechos  delictuosos 
previstos  y  pasible  de  pena  corporal,  han  sido  incluidos  es- 
pecialmente como  otros  tantos  capítnlos  de  la  acusación  fiscal. 

Esa  acusación  sustentada  por  el  Procurador  Fiscal  de  la  Sección 
Federal  en  Santa  Fé,  responsabiliza  á  los  procesados  no  sólo  por 
la  seducción  de  tropas,  batallas  cruentas  libradas  contra  las 
fuerzas  nacionales  y  sublevación  y  combate  naval  del  acorazado 
los  c Andes»,  sino  también: 

1°  De  la  sustracción  y  ocultación  de  las  armas  de  ese  buque, 
que  no  han  podido  ser  aún  habidas  ó  restitaidas  al  Parque 
Nacional; 

2°  De  las  explosiones  de  puente  por  medio  de  la  dinamita;  de 
la  destrucción  de  vías  férreas  y  del  apoderamiento  de  ferrocarri- 
les nacionales; 

3°  Del  asalto  y  apoderamiento  violento  de  las  oficinas  na- 
cionales de  correos  y  telégrafos,  y  sustracción  de  correspon- 
dencia. 

Puedo  prescindir  de  la  rebelión  y  seducción  de  tropas;  de  las 
batallas  libradas  contra  la  autoridad  constitucional  de  la  nación. 
Esos   hechos  y  sus  consecuencias   luctuosas    aun  pueden  com* 


APÉNDICE  447 

prenderse  en  el  delito  principal  y,  como  lo  espresa  el  Jaez  Fede- 
ral en  el  7^  considerando  de  an  sentencia,  ampararse  bajo  la 
éjida  de  la  jurisdicción  invocada. 

Pero  aún  qneda  examinar,  todavía  la  penalidad  aplicable  á 
los  hechos  fundamentales  de  la  acusación  y  si  resulta  que  algu- 
nos de  ellos,  uno  -solo,  tuviese  atribnida  pena  mayor  de  dos  años 
de  prisión,  la  escarcelación  no  procedería  según  el  texto  mismo 
del  articulo  376  del  Código  de  Procedimientos. 

Ese  articulo  prescribe  que  la  escarcelación  procede,  cuando 
el  hecho  que  motiva  la  prisión  tenga  sólo  pena  pecuniaria  ó  cor- 
poral, cuyo  máximun  no  exceda  á  dos  años  de  prisión.  Si  el 
máximun  de  pena  aplicable  excede  de  dos  años,  la  escarcelación 
no  procede  entonces. 

Este  artículo  establece  claramente,  como  base  de  aplicación, 
el  máximun,  no  el  mínimun  de  la  pena  imponible. 

Resulta,  pues,  qae  aun  cuando  la  penalidad  recorra  una  vasta 
escala,  cuyo  mínimun  puede  ser  uno  y  cuyo  máximun  tres  ó 
más  años,  es  este  máximun  que  ha  de  tomarse  en  cuenta,  para 
la  declaración  de  procedencia  de  la  excarcelación.  Y  esto  es 
lógico  y  legal.  Porque  no  pudiendo  en  ol  estado  de  sumario, 
apreciarse  ni  declararse  motivos  ó  circunstancias  atenuantes, 
debe  estarse  á  lo  que  establezca  el  Código  en  toda  su  amplitud. 

Ahora  bien,  el  artículo  214  del  Código  Penal  impone  pena 
de  Penitenciaría  al  que  cause  estragos  por  medio  de  explosión 
de  minas,  bombas,  etc.,  ú  otro  medio  de  destrucción  análogo  ó 
tan  poderoso  como  los  expresados. 

El  articulo  215  pena  de  uno  á  tres  de  prisión,  al  que  rompa 
caminos  de  fierro,  impida  el  tránsito  de  vagones  y  locomotoras, 
los  haga  salir  de  los  rieles  ó  emplee  otro  medio  con  este  fin,  y 
el  artículo  40  de  la  ley  sobre  crímenes  contra  la  Nación,  de  14 
de  Setiembre  de  1803|  aplica  á  los  que  con  violencia  despojen  á 
un  conductor  de  corre8i)ondencia,  pena  pecuniaria  ó  de  traba- 
jos forzados  por  dos  ó  cuatro  años,  ó  una  y  otra  conjunta- 
mente. 

La  designación  y  aplicación  de  estas  penas,  no  es  arbitraria, 
depende  de  los  grados  de  culpabilidad  que  caracterizan  el  he- 
cho constatado;  antes  que  el  Juez  pueda  apreciar  los  grados  de 
culpabilidad  resultantes  del  proceso  no  puede  suponer  aplicable 
ni  el  máximun  ni  el  mínimun  déla  pena. 
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Basta  qne  esta  pueda  ser  de  más  de  dos  años  de  prisión  en  el 
caso,  para  qne  la  escarcelación  no  sea  procedente. 

Aplicando  las  prescripciones  penales  citadas,  á  los  hechos  re- 
feridos y  fnndamentales  de  la  acción  Fiscal,  y  aún  prescindien- 
do de  la  grav<^dad  emergente  de  la  magnitud  de  los  daños  can- 
sados al  Gobierno  Nacional,  de  su  producción  repetida  en 
puentes,  caminos,  naves  y  armamentos  nacionales  y  de  su  cone- 
xión con  los  hechos  de  rebelión  y  soborno,  siempre  resultada 
tque  el  hecho  que  motiva  la  prisión»  puede  ser  pasible  de  una 
pena  superior  á  dos  años  de  prisión,  y  por  ello  excluido  del  be- 
neficio del  articulo  366  del  Código  de  Procedimientos  en  lo  cri- 
minal. 

Adhiriendo  por  ello  á  la  apelación  instaurada  por  el  Procura- 
dor Fiscal  de  Santa  Fé,  pido  á  V.  E.  la  revocación  del  anto 
apelado  corriente  á  foja  11. 

En  cuanto  al  recurso  instaurado  por  el  doctor  Alem  contra  el 
auto  del  Juez  Federal,  que  á  foja  34  vuelta,  declara  su  incompe- 
tencia para  reveer  la  nueva  orden  de  prisión  dictada  por  el  P.  E. 
de  la  Nación  en  uso  de  las  facultades  del  estado  de  sitio,  nada 
debo  agregar  á  los  sólidos  fundamentos  en  que  la  resolución 
judicial  se  apoya.  Invocándolos  sólo  para  evitar  repeticiones 
estériles,  pido  á  Y.  E.  la  confirmación  por  sus  fundamentos  del 
auto  apelado  corriente  de  foja  29  á  34. 

*  Sahiniano  Kier. 


F/LLO    DE   LA    SUPREMA  CORTE     • 

Buenos  Aires,  Diciembre  15  de  1893. 

Vistos:  En  el  recurso  interpuesto  por  el  senador  al  Congreso 
Nacional  doctor  Leandro  N.  Alem,  del  auto  de  foja  veinte  y 
nueve  en  que  el  Juez  de  Sección  de  Santa  Fó  se  declara  incom- 
petente para  decretar  su  libertad,  con  motivo  de  la  detención 
que  sufre,  después  del  auto  de  escarcelación  de  foja  once;  de- 
tención que,  según  se  establece,  ha  sido  ordenada  por  el  Poder 
Ejecutivo  Nacional  en  virtud  de  las  facultades  del  estado  de  si- 
tio, es  menester  tomar  en  cuenta  las  dos  distintas  causales  en 
que  el  recurrente  funda  sus  agravios. 

La  primera  de  ellas  consiste  en  la  afirmación  de  que  el  auto 
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del  Jnez  a  quo  que  ordenó  su  excarcelación  bajo  fianza,  no  ha 
sido  cumplido  por  el  f  ancionario  ejecativo  encargado  de  Ba  cus- 
todia; y  la  segunda,  en  que  ha  sido  nuevamente  detenido  en 
arresto,  por  orden  del  poder  administrativo,  violándose  en  su 
persona  las  inmunidades  constitucionales  que  le  amparan  como 
miembro  del  senado  nacional. 

En  cuanto  á  la  primera  de  dichas  causales,  de  autos  resulta 
que  el  mandato  de  Juez  de  Sección  fué  acatado  y  cumplido  por 
los  fancionaríos  á  quienes  les  fué  notificado,  sin  que  en  mo- 
mento alguno  se  haya  puesto  en  cuestión  su  eficacia. 

Las  excarcelaciones  bajo  de  fianza  decretada  por  los  jueces 
en  un  proceso  dado,  refiriéndose  sólo  á  la  materia  judicial,  no 
pueden  afectar  las  facultades  políticas  que  durante  el  estado 
de  sitio  corresponden  ai  Poder  Ejecativo. 

Asi  lo  ha  entendido  y  resuelto  con  oportunidad  y  justicia  el 
Juez  de  Sección,  y  esta  Corte  entiende  que  está  suficientemente 
fundado  el  fallo  apelado,  en  lo  qne  se  refiere  á  la  primera  de 
las  causales  que  motivan  el  recurso. 

En  cuanto  á  la  segunda  causal,  para  poder  resolver  con  acier- 
to el  punto  en  debate,  es  necesario  estudiar  otras  cuestiones  que 
le  son  anexas,  y  de  cuya  solución  depende  el  fallo  que  corres- 
ponde dictarse  en  la  presente. 

Desde  luego  es  indispensable  precisar  los  objetos  del  estado 
de  sitio  y  el  alcance  de  las  facultades  qne  durante  él  puede  ejer- 
cer el  Presidente  de  la  República,  para  detenerse  después  á  es- 
tudiar el  carácter  de  las  inmunidades  de  los  Senadores  y  Dipu- 
tados, y  los  abjetos  que  la  Constitución  ha  tenido  en  vista  al 
acordarlas. 

El  artículo  veinte  y  tres  de  nuestra  ley  fundamental  es  el 
único  que  puede  servir  para  determinar  sus  propósitos  al  esta- 
blecer el  estado  de  sitio. 

El  astado  de  sitio  que  ese  artículo  autoriza  es  un  arma  de 
defensa  extraordinaria  que  la  Constitución  ha  puesto  en  míanos 
de  los  poderes  políticos  de  la  nación,  para  que,  en  épocas  tam- 
bién extraordinarias,  puedan  defenderse  de  los  peligros  que 
amenazan,  tanto  á  la  Constitución  como  á  las  autoridades  que 
ella  crea. 

Cuando  la  Constitución  argentina  ha  considerado  necesario 
suspender  las  garantías  constitucionales  que  acuerdan  algunas 
de  sus  cláusulas,  por  tiempo  y  en   parajes   determinados,  lo  ha 
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hecho  en  términos  tan  expresos,  que  difícilmente  podría  recu- 
rrirscí  por  necesidad,  á  la  interpretación  para  tener  pleno  cono* 
cimiento  de  sus  propósitos,  perfectanente  definidos  y  limi- 
tados . 

Sólo  ten  caso  de  conmoción  interior  ó  de  ataque  exterior,  que 
ponga  en  peligro  el  ejercicio  de  la  Constitución  y  de  las  auto- 
ridades creadas  por  ella,  se  declarará  en  estado  de  sitio  la  pro  - 
vincia  ó  territorio  donde  exista  la  perturbación  del  orden». 
(Constitución  Nacional,  artículo  veinte  y  tres). 

Sin  esfuerzo  se  deduce  lógicamente  de  este  texto  constitu- 
cional que  el  objeto  primordial  del  estado  de  sitio,  es  la  defen- 
sa de  la  Constitución  y  de  las  autoridades  federales  que  ella 
crea.  Con  estos  propósitos,  y  como  medio  eficaz  de  alcanzarlos, 
el  artículo  veinte  y  tres  agrega  que,  callí»,  donde  el  estado 
de  sitio  sea  declarado,  cquedarán  suspendidas  las  garantías 
constitucionales». 

Si  de  un  lado  los  objetos  del  estado  de  sitio  son  la  defensa  de 
la  Constitución  y  de  las  autoridades,  y  del  otro,  durante  ese 
tiempo,  quedan  suspendidas  las  garantías  constitucionales,  co- 
rresponde averiguar  qué  carácter  tienen  dentro  de  nuestra  ley 
orgánica  las  inmunidades  de  los  miembros  del  Congreso,  y  si 
aquellas  pueden  quedar  comprendidas  entre  las  garantías  cons- 
titucionales que  el  estado  de  sitio  suspende. 

En  nuestro  mecanismo  institucional,  todos  los  funcionarios 
públicos  son  meros  mandatarios  que  ejercen  poderes  delegados 
por  el  pueblo,  en  quien  reside  la  soberanía  originaria.  Al  cons- 
tituir el  gobierno  de  la  nación,  ese  pueblo  dividió  los  poderes 
de  esa  soberanía  en  los  tres  grandes  departamentos  en  los  cua- 
les depositó  el  ejercicio  de  todas  sus  facultades  soberanas,  en 
cuanto  se  refiriesen  á  dictar,  ejecutar  y  aplicar  leyes  en  el  orden 
nacional. 

Y  con  el  objeto  de  asegurar  la  estabilidad  de  ese  mismo  go- 
bierno que  el  pueblo  creaba,  éste  estableció,  en  la  misma  cons- 
titución, ciertos  artículos  que  limitaron  sus  propias  atribucio- 
nes soberanas,  negándose  á  sí  mismo  el  derecho  de  deliberar  ó  de 
gobernar  por  otros  medios  que  los  de  sus  legítimos  represen- 
tantes y  declarando  suspensas  sus  propias  garantías  constitu- 
cionales allí  donde  una  conmoción  interior  ó  un  ataque  exte- 
rior, que  pusiese  en  peligro  el  ejercicio  de  la  Constitución  ó  de 
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las  autoridades  que  ella  crea,  haga  necesario  declarar  el  estado 
de  sitio. 

De  esta  serie  de  prescripciones  constitucionales  resulta  que 
las  facultades  del  estado  de  sitio,  en  cuanto  se  refiere  á  las  au- 
toridades creadas  por  la  Constitución,  deben  ejercitarse  dentro 
de  ella  misma.  El  estado  de  sitio,  lejos  de  suspender  el  impe- 
rio de  la  Constitución,  se  declara  para  defenderla,  y  lejos  de  su- 
primir las  funciones  de  los  poderes  públicos  por  ella  instituidos, 
les  sirve  de  escudo  contra  los  peligros  de  las  conmociones  inte- 
riores ó  de  los  ataques  exteriores. 

Toda  medida  que,  directa  ó  indirectamente,  afecta  la  exis* 
tencia  de  esos  poderes  públicos,  adoptada  en  virtud  de  las 
facultades  que  el  estado  de  sitio  confiere,  sería  contraria  á  la 
esencia  misma  de  aquella  institución,  y  violaría  los  propó- 
sitos con  que  U  ha  creado  el  artículo  veinte  y  ocho  de  la 
Constitución. 

Ahora  bien:  la  supresión  de  las  garantías  constitucionales, 
que  trae  como  consecuencia  inmediata  la  declaración  del  estado 
de  sitio,  en  cuanto  se  refiere  á  las  personas,  autoriza  al  Presi- 
dente de  la  República  cá  arrestarlos  ó  trasladarlos  de  un  pun- 
to á  otro  de  la  nación,  si  ellas  no  prefirieran  salir  del  territorio 
argentino.» 

¿Puede  adoptarse  cualquiera  de  estas  medidas,  tratándose  de 
un  miembro  del  Congreso  nacional? 

El  articulo  sesenta  y  uno  de  la  Constitución  establece  que 
«ningún  Senador  ó  Diputado,  desde  el  día  de  su  elección  hasta 
el  de  su  ceso,  pueda  ser  arrestado^  excepto  en  el  caso  de  ser  sor- 
prendido infraganti  en  la  ejecución  de  algún  crimen  que  merez- 
ca pena  de  muerte,  infamante  ó  aflictiva». 

Esta  prescripción  determina  la  regla  ineludible:  los  miem- 
bros del  Congreso  no  pueden  ser  arrestados;  y,  al  lado  de  la  re- 
gla, coloca  la  única  excepción:  el  caso  de  ser  sorprendido  infra- 
ganti en  la  comisión  de  algún  delito. 

Sean  cuales  fueren  los  actos  que  se  atribuyan  al  Senador 
Alem  para  motivar  su  arresto,  en  virtud  de  las  facultades  que 
el  estado  de  sitio  confiere,  ellos  no  podrían  incluirse  en  la  ex- 
cepción que  este  artículo  consigna. 

Para  que  un  miembro  del  Congreso  pueda  ser  arrestado,  es 
menester  que  se  le  sorprenda  infraganti  en  la  comisión  de  un 
delito;  y  actos  como  éste  no  caen,  en  caso  alguno,  bajo  la  ac- 
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ción  politiea  del  Presidente  de  la  República  qne,  dnrante  el 
estado  de  sitio  <no  puede  condenar  por  si  ni  aplicar  penas», 
sino  bajo  la  acción  de  los  tribunales,  que  son  los  depositarios 
del  poder  judicial  de  la  nación,  y,  por  tanto,  los  únicos  com- 
petentes para  entender  en  caso  de  delito. 

Y  es  tal  el  celo  que  la  Constitución  ha  tenido  por  guardar  es- 
ta inmunidad  dada  á  los  miembros  del  Poder  Legislativo  contra 
los  arrestos  posibles  de  sus  personas,  que,  aún  en  estos  casos 
de  excepción,  cuando  el  poder  judicial  interviene,  éste  está 
obligado  á  dar  cuenta  á  la  Cámara  respectiva,  con  la  informa- 
ción sumaria  del  hecho,  la  que,  en  los  casos  de  querella  por  es- 
crito, necesita  el  concurso  de  dos  terceras  partes  de  los  votos 
desús  miembros  para  ponerlo  á  disposición  del  Juez  competen- 
te para  su  juzgamiento  (Constitución  Nacional,  articulo  sesenta  y 
uno  y  sesenta  y  dos). 

Se  ve,  pues,  que  aun  tratándose  de  los  actos  de  indiscutible 
jurisdicción  de  los  tribunales  ordinarios,  cuando  ellos  ordenan 
el  enjuiciamiento  de  un  Senador  ó  Diputado,  la  Cámara  res- 
pectiva tiene  acción  decisiva  sobre  la  persona  de  sus  miembros, 
con  prescindencia  completa  de  las  resoluciones  de  los  demás 
poderes  de  la  nación. 

Siendo  esto  así,  ¿cómo  puede  concebirse  que  la  misma  Consti- 
tución haya  autorizado  el  arresto  de  los  senadores  ó  diputados, 
sin  la  base  de  la  comisión  de  un  delito,  sólo  como  consecuencia 
emergente  del  estado  de  sitio,  y  sin  que  pueda  tomar  interven- 
ción alguna  la  Cámara  á  que  pertenezcan  esos  miembros  del 
Congreso  ó  el  Poder  Judicial,  encargado  de  amparar  todos  los 
derechos? 

Para  que  las  facultades  políticas  discrecionales  puedan  ser 
ejercidas  con  amplia  libertad  por  el  Presidente  de  la  República, 
sobre  las  personas  y  las  cosas,  es  que  la  Constitución  ha  decla- 
rado suspensas  las  garantías  constitucionales  durante  el  estado 
de  sitio;  pero  esta  suspensión  de  garantías  es  sólo  en  cnanto 
afecta  á  las  personas  y  á  las  cosas,  y  no  á  las  autoridades  creadas 
por  la  Constitución. 

Si  esta  amplitud  se  diese  á  las  facultades  que  el  estado  de 
sitio  confiere,  resultaría  saltante  la  incongruencia  en  que  habría 
incurrido  nuestra  Constitución  autorizando  por  el  artículo 
veinte  y  tres  el  estado  de  sitio  para  garantir  la  existencia  de  las 
autoridades  creadaR  por  ella,  y  autorizando  por  el  mismo  artículo 
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al  Presidente  para  destruir  los  poderes  legislativo  y  judicial,  por 
medio  del  arresto  ó  la  traslación  de  sus  miembros,  durante  el 
estado  de  sitio. 

Reconocida  en  el  Poder  Ejecutivo  la  facultad  de  arrestar  á  un 
Senador  ó  Diputado,  queda  sentado  el  principio,  y  reconocido, 
en  consecuenqia,  el  derecho  del  Presidente  para  arrestará  todos 
los  miembros  del  Congreso,  en  los  casos  de  conmoción  interior  ó 
de  atnque  extranjero. 

Ejercida  discrecionalmente  y  sin  control  esa  facultad  que  el 
articulo  veinte  y  tres  de  la  Constitución  confiere  al  Presidente, 
ella  puede  venir  á  modificar  substancialmente  las  condiciones 
de  las  cámaras  del  Congreso:  ejerciéndose  esa  facultad  sobre  sus 
miembros  y  alterándose  el  resultado  de  las  decisiones  parlamen- 
tarias, por  la  calculada  modificación  de  las  mayorías,  ó  impi- 
diendo  en  absoluto  el  funcionamiento  del  Poder  Legislativo, 
arrestándose  ó  trasladándose  por  la  sola  voluntad  del  Presidente, 
los  senadores  ó  diputados  en  el  número  necesario  para  producir 
esos  resultados. 

En  un  fallo  de  esta  Suprema  Corte  se  ha  establecido  preci- 
samente, tratándose  de  los  privilegios  parlamentarios,  que  cel 
sistema  de  gobierno  que  nos  rige,  no  es  una  creación  nuestra. 
Lo  hemos  encontrado  en  acción,  probado  por  largos  años  de 
experiencia,  y  nos  lo  hemos  apropiado.  Y  se  ha  dicho  con  ra- 
zón, que  una  de  las  grandes  ventajas  de  esa  adopción,  ha  sido 
encontrar  formado  un  vasto  cuerpo  de  doctrina,  una  práctica  y 
una  jurisprudencia  que  ilustran  y  completan  las  reglas  funda- 
mentales, y  que  podemos  y  debemos  utilizar  en  todo  aquello 
que  no  hayamos  podido  alterar  por  disposiciones  peculiares». 
(Serie  segunda,  tomo  diez,  página  doscientos  treinta  y  seis). 

En  el  caso  subjudice,  si  bien  las  disposiciones  de  la  consti- 
tución argentina  alteran  las  disposiciones  análogas  de  la  consti- 
ción  norte-americana,  lo  hacen  por  una  peculiaridad  que  tiene 
aquella,  y  que  sirve  para  ensanchar  el  alcance  de  la  inmunidad 
contra  el  arresto  de  que  gozan  los  miembros  de  nuestro  congreso 
nacional. 

El  articulo  primero,  sección  primera,  párrafo  primero  de  la 
constitución  de  los  Estados  unidos,  consagra  este  privilegio  en 
los  términos  siguientes:  cOozarán  (los  Diputados  y  Senadores) 
en  todos  los  casos,  excepto  en  los  de  traición,  felonia  y  pertur- 
bación de  la  paz  (breachoj  thepeace)  del  privilegio  de  no  ser 
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arrestados,  mientras  asistan  á  sns  reepectiyas  cámaras  y  al  ir  y  al 
volver  á  las  mismas». 

Las  diferencias  que  entre  este  articulo  y  el  de  la  constitución 
argentina  existen,  son  dos:  la  primera,  que  mientras  que  en  los 
Estados  Unidos  puede  ser  arrestado,  por  orden  judicial,  en  cual- 
quier momento  un  miembro  del  Congreso  que  haya  cometido  de- 
lito, por  la  constitución  argentina  el  arresto  sólo  puede  tener  lu- 
gar cuando  el  senador  ó  diputado  es  sorprendido  infraganti^  es  de- 
cir, en  el  acto  mismo  de  la  comisión  del  delito.  La  segunda  dif e  - 
rencia,  es  que  en  los  Estados  Unidos  la  inmunidad  dura  sólo 
el  tiempo  de  las  sesiones  de  las  cámaras  y  el  necesario  para  ir  y 
volver  al  Congreso,  mientras  que  en  la  República  Argentina  esa 
inmunidad  dura  para  los  diputados  y  senadores  desde  el  día  de 
BU  elección  hasta  el  de  su  cese. 

Fueron  indudablemente  razones  peculiares  á  nuestra  propia 
sociabilidad  y  motivos  de  alta  política  los  que  aconsejaron  estas 
enmiendas  hechas  al  modelo  que  se  tenia  presente  por  los  cons- 
tituyentes argentinos.  Se  buscaba,  sin  duda  alguna,  dar  á  los 
miembros  del  congreso  nacional  aún  mayores  garantías  para  el 
desempeño  de  sus  funciones  que  aquellas  de  que  gozaban  los 
legisladores  de  la  nación  americana,  asegurando  su  indepen-. 
dencia  individual  y  la  integridad  de  los  poderes. 

Esto  no  obstante,  la  jurisprudencia  de  aquella  nación  sirve 
sólo  para  justificar  la  inteligencia  que  en  este  fallo  se  da  á  las 
cláusulas  recordadas  de  la  constitución  nacional. 

En  la  doctrina  norte-americana  cpara  que  sea  legal  y  cons- 
titucional el  arresto  de  un  miembro  del  Congreso,  es  indispen- 
sable que  exista  un  delito  por  él  cometido»;  y,  en  estos  casos, 
el  arresto  no  es  un  acto  político,  emergente  del  estado  de 
sitio,  sino  un  acto  ordinario  y  de  jurisdicción  del  Poder  Ju- 
dicial. 

Del  hecho  de  que  las  inmunidades  acordadas  á  los  senadores 
y  diputados  les  amparen  contra  el  arresto  político  que  autoriza 
el  estado  de  sitio,  no  puede  desprenderse  su  impunidad  para 
conspirar  contra  la  paz  de  la  República. 

Los  miembros  del  Congreso,  como  todos  los  habitantes  de  la 
nación,  están  sujetos  á  las  leyes  penales;  y  si  conspirasen,  ó 
produjesen  actos  de  sedición  ó  rebelión,  su  arresto  procedería, 
no  en  virtud  de  las  facultades  iel  estado  de  sitio,  sino  en  virtud 
de  las  facultades  que  tiene  el  poder  judicial  para  aprehender  á 
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los  presuntos  delincuentes  sometidos  á  su  jurisdicción,  ó  para 
reclamarlos  á  sus  cámaras  respectivas. 

Por  otra  parte,  aun  en  los  casos  en  que  no  exista  propiamente 
delito,  cada  Cámara  es  el  juez  de  sus  miembros,  y  este  es  él 
creado  contra  la  participación  posible  de  los  senadores  ó  dipu- 
tados, en  asuntos  que  pueden  afectar  al  orden  público.  El  es- 
tado de  sitio  no  puede  llegar  hasta  el  seno  del  parlamento,  para 
levantar  de  su  asiento  á  uno  de  sus  miembros,  porque  la  exis- 
tencia del  cuerpo  y  su  funcionamiento  regular  depende  precisa- 
mente de  esa  existencia;  pero  cada  Cámara  tiene  acción  sobre 
todos  y  cada  uno  de  sus  miembros. 

La  razón  substancial  de  estas  prerogativas  de  las  cámaras  so- 
bre sus  miembros,  es  porque  son  sus  privilegios  los  que  se  con- 
sideran violados;  porque  aunque  la  inmunidad  de  arresto  de  los 
miembros  del  Congreso  es  personal,  ella  tiene  por  objeto  chabi- 
litarles  para  desempeñar  sus  deberes  como  tales,  y  son  esencia- 
les á  este  fin*,  y  es  por  esta  razón  que,  cenando  un  miembro 
del  Congreso  está  ilegalmente  arrestado  ó  detenido,  es  deber  de 
la  asamblea  adoptar  medidas  inmediatas  y  efectivas  para  obte- 
ner su  libertadi,  €  porque  los  privilegios  de  sus  miembros  son 
parte  de  la  ley  de  la  tierra»,  puesto  «que  el  gran  objeto  do  la 
institución  de  esos  privilegios  es  asegurarles  su  asistencia  á  las 
asambleas  legislativas»  (Cushing,  Ley  parlamentaria  america- 
na, páginas  doscientos  veinte  y  cuatro  á  doscientos  treinta  y 
ocho). 

La  Constitución  no  ha  buscado  garantir  á  los  miembros  del 
Congreso  con  una  inmunidad  que  tenga  objetos  personales, 
ni  por  razones  del  individuo  mismo  á  quien  hace  inmune.  Son 
altos  fines  políticos  los  que  se  ha  propuesto,  y  si  ha  conside- 
rado esencial  esa  inmunidad,  es  precisamente  para  asegurar 
no  sólo  la  independencia  de  los  poderes  públicos  entre  si,  sino 
la  existencia  misma  de  las  autoridades  creadas  por  la  Cons- 
titución. 

De  todo  lo  expuesto  resulta  que,  en  tanto  que  no  se  trata  del 
arresto  autorizado,  por  excepción,  por  el  articulo  sesenta  y  uno 
de  la  Constitución,  los  miembros  del  Congreso  nacional  no  pne- 
df n  ser  arrestados.  Las  facultades  del  estado  de  sitio  no  alean  • 
zan  hasta  ellos,  sobre  quienes  sólo  tiene  jurisdicción  en  esos 
casos  la  propia  Cámara  á  que  pertenecen. 

En  cuanto  á  la  nota  de  veinte  y  seis  de  Setiembre  de  mil 
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ochocientos  noventa  y  tres,  qae  el  Jaez  a  quo  invoca  en  el  dao- 
décimo  considerando  del  fallo  apelado,  qae  se  dice  dirigida  por 
el  honorable  Senado  al  Poder  Ejecativo,  confiriéndole  aatori- 
zacióii  para  arrestar  al  Senador  Alem,  desde  laego  se  extraña 
que  no  fignre  en  autos  el  docamento  en  qae  se  apoya  aqael  fun- 
cionario, si  es  que  alguna  vez  ha  sido  producido  en  ellos,  y 
que  resulta  se  hallaba  en  poder  del  Procurador  Fiscal,  según  la 
conferencia  telegráfica  celebrada  con  la  Secretaria  de  esta 
Corte. 

Pero  aún  admitiendo  en  los  autos  el  documento  que  se  ha  reci- 
bido en  esta  Corte  por  la  vía  telegráfica,  y  que  aparece  ser  el 
que  tuvo  presente  el  Juez  a  quo  al  negar  su  competencia  para 
decretar  la  libertad  del  Senador  Alem,  fundándose  en  que  el 
Senado  Nacional  había  autorizado  su  arresto,  ese  documento  no 
expresa  semejante  autorización. 

En  su  texto  sólo  dice  que:  <E1  Senado  de  la  nación,  en  presen- 
cia del  mensaje  de  V.  E.,  fecha  de  hoy,  ha  resuelto  manifestarle 
que,  en  el  caso  ocurrente,  puede  hacer  uso  de  sus  facultades 
constitucionales  con  relación  al  senador  electo  doctor  Leandro 
N.  Alemí,  cuyos  términos  no  implican  una  autorización  especial 
para  arrestar  al  Senador  Alem,  durante  y  por  las  faculta'Jes  del 
estado  de  sitio,  máxime  cuando  el  Senado  sólo  se  pronunciaba  á 
propósito  del  caso  ocurrente  en  la  fecha  del  mensaje,  y  se  pro- 
nunciaba dejando  al  Poder  Ejecutivo  que  usara  de  sus  facultades 
constitucionales. 

Es  ese  precisamente  el  punto  estudiado  en  este  fallo,  y  resul- 
tando de  él  que,  entre  las  facultades  constitucionales  del  Pre- 
sidente de  la  República  durante  el  estado  de  sitio,  no  entra  la 
de  arrestar  á  los  miembros  del  Congreso,  basta  esta  sola  consi- 
deración para  negar  á  la  nota  de  la  referencia  la  importancia 
decisiva  que  le  atribuye  el  Juez  a  quo  en  su  fallo. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  cor- 
riente á  foja  veinte  y  nueve,  y  se  declara  que  las  inmunidades 
constitucionales  del  senador  electo  doctor  Leandro  N.  Alem,  no 
están  limitadas  por  el  estado  de  sitio,  y  que  debe  ser  puesto  en 
libertad;  á  cuyo  efecto,  devuélvanse  los  autos  del  Juzgado  de  su 
procedencia. 

benjamín  paz.— luis  v.  várela.— 
abel  bazan.— octavio  bünob.— 
juan  b.  torrbnt. 
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FALLO   DE    LA    SUPREMA    CORTE 

Buenos  Aires,  Diciembre  15  de  1893 

Vistos  :  En  cnanto  á  la  apelación  dedncida  por  el  Procarador 
Fiscal,  del  anto  de  foja  once,  qae  concede  excarcelación  bajo 
de  fianza  i  los  procesados  por  rebelión  doctores  Leandro  N. 
Alem  y  Mariano  N.  Gandioti. 

Y  considerando :  Primero :  Que  en  los  fallos  de  esta  Supre- 
ma Corte  que  se  invocan  por  los  procesados,  y  en  los  que  con 
ellos  forman  la  jurisprudencia  sobre  esta  materia,  se  ha  decía- 
rado,  con  reiteración,  que  todos  aquellos  actos  delictuosos  que 
aisladamente  podrían  dar  lugar  á  una  acción  penal,  cuando  se 
cometen  durante  la  rebelión  y  tienen  por  objeto  producirla  ó 
continuarla,  deben  tomarse  como  elementos  de  ella,  y  que  la  ley 
castiga  con  la  pena  máxima  de  diez  años  de  extrañamiento  y 
seis  mil  pesos  fuertes  de  multa. 

Segundo :  Que  los  delitos  de  sustracción  y  ocultación  de  ar- 
mas, voladura  de  puentes,  destrucción  de  vías  férreas,  apode- 
ramiento  de  ferro-carriles  y  oficinas  nacionales,  que  el  Ministe- 
rio Fiscal  atribuye  en  estos  autos  á  los  procesados,  también  les 
fueron  atribuidos,  en  conjunto  y  en  detalle,  á  los  procesados 
por  idéntico  delito  en  la  provincia  de  Tucumán  ;  desestimando 
esta  Corte  la  pertinencia  de  las  conclusiones  fiscales  al  respec- 
to, al  decretar  en  ese  caso  la  excarcelación  bajo  de  fianza  y  re- 
conocimiento que  esos  delitos  no  formaban  sino  elementos  del 
delito  mismo  de  rebelión,  el  que,  produciendo  un  estado  de 
guerra,  forman  los  elementos  lícitos  del  ataque  y  la  defensa  se- 
gún el  derecho  de  las  naciones. 

Tercero :  Que  ninguno  de  los  actos  á  que  la  acusación  fiscal 
se  refiere,  son  ajenos  al  delito  político  de  rebelión,  y,  por  tanto, 
no  pueden  tomarse  aisladamente  para  producir  acciones  diver- 
sas que  pudieran  tener  otras  penas  que  las  establecidas  para 
dicho  delito;  lo  que  no  sucedía  en  el  caso  que  se  registra  en  la 
serie  segunda,  tomo  doce,  página  ciento  veinte  y  ,uno,  en  que  la 
Suprema  Corte  negó  al  procesado  la  excarcelación  bajo  de  fian- 
za, por  tratarse  entonces  de  delitos  comunes,  que  consistían  en 
chaber  cometido  ó  autorizado  dicha  rebelión  y  las  precedentes 
de  mil  ochocientos   setenta  y   mil   ochocientos  setenta  y  tres, 
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gran  número  de  homicidios,  siendo  las  victimas  nnas  veces  fu- 
siladas, otras  ejecutadas  á  cnchillo;  por  haber  hecho  azotar  nn 
considerable  número  de  individuos,  muriendo  uno  de  ellos  in- 
mediatamente después;  y  por  dos  saqueos  generales  en  los  pue- 
blos de  Qualeguay  y  La  Paz,  y  muchos  otros  de  particulares, 
casas  de  negocios  y  establecimientos  ruralesi. 

Cuarto :  Que  tratándose  de  un  delito  como  el  de  rebelión,  no 
es  permitido  á  los  tribunales  prescindir  de  él,  al  ocuparse  de 
la  excarcelación  bajo  de  fianza,  para  averiguar  la  pena  que  po- 
drian  tener  separadamente  los  actos  que  concurren  á  constituir- 
la, porque,  como  se  tiene  reiteradamente  declarado,  para 
resolver  si  la  excarcelación  bajo  de  fianza  procede,  debe  ave- 
riguarse cuál  es  la  pena  mayor  de  que  son  pasibles  los  deteni- 
dos, y  no  cuáles  son  las  penas  que  separadamente,  correspon- 
dería á  cada  uno  de  los  actos  que  se  les  imputa  como  delito. 

Quinto  :>  Que  el  delito  de  rebelión  no  es  un  acto  único,  ó 
singular,  que  pueda  compararse  con  ninguno  de  loa  delitos 
simples  que  la  ley  precisa  y  castiga;  sino  un  acto  complejo,  que 
lo  producen  «los  que  se  alzan  públicamente  y  en  abierta  hosti- 
lidad contra  el  gobierno  nacional»,  teniendo  por  objeto  des- 
truir la  Constitución  ó  deponer  las  aatoridades  creadas  por  ella, 
á  cuyo  efecto  el  empleo  de  medios  violentos  y  de  procederes 
como  los  que  enumera  el  Ministerio  fiscal  como  practicados  por 
los  procesados,  no  son  sino  formas  ó  como  esta  Corte  lo  ha  dicho, 
celementos  ó  circunstancias  agravantes  del  delito»  (serie  segun- 
da, tomo  ocho,  página  treinta  y  ocho) . 

Sexto :  Que,  por  otra  parte,  aún  cuando  algunos  de  los  delitos 
conexos  de  la  rebelión  tuviese  la  pena  de  prisión  por  más  de 
dos  años,  siendo  de  extrañamientos  la  del  delito  principal,  la 
acumulación  de  penas  no  es  posible,  según  el  articulo  ochenta  y 
cinco  del  Código  Penal,  por  cuanto  sólo  pueden  acumularse  las 
penas  homogéneas  y  de  la  misma  naturaleza,  y  no  las  hetero- 
géneas y  esencialmente  contradictorias,  como  lo  son  las  de  pri- 
sión y  de  destierro,  puesto  que  la  una  reclama  la  permanencia 
del  condenado  en  las  cárceles  del  pais,  mientras  que  la  otra 
exige  su  extrañamiento  de  la  República,  lo  que  importa  estable- 
cer que  los  delitos  conexos  en  estos  casos  son  meras  circunstan- 
cias agravantes  del  delito  principal. 

Por  estos  fundamentos  y  los  de  la  sentencia  apelada  de  foja 
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once,  oído  el  señor  Procurador  General,  se  confirma  ella  y  de- 

vaélvanse. 

benjamín  PAZ.--LUIS  V.  VARBLa.— 

ABBL  BAZAN.— OCTAVIO  BUNGB  (en 

disidencia).— JUAN  B.  TORRBNT. 

En  disidencia  :  Por  los  fandamentos  aducidos  en  la  cansa  se- 
guida sobre  rebelión,  contra  los  miembros  de  la  jnnta  revolucio- 
naria de  Tucumán. 

OCTAVIO  BÜNGB. 


Recurso  de  Babeas  Corpas 

EL   DOCTOR    DON    LEANDRO    N.  ALEM,  POR    RECURSO   DE    «HABEAS 
CORPUSl    SOBRE   CUMPLIMIENTO  DE    SENTENCIA 

Sumario. — En  los  recursos  de  habeas  corptM  resueltos  por  la 
Suprema  Corte  como  Tribunal  de  apelación,  corresponde  al 
Juez  de  sección  ordenar  el  cumplimiento  de  la  sentencia  y 
dictar  las  medidas  necesarias  para  que  ésta  se  lleve  á  efecto  y 
no  sea  desacatada. 

Caso, — Lo  indica  el  siguiente 

TELEGRAMA 

Rosario,  Diciembre  18  de  1893. 

Cumplo  con  el  deber  de  poner  en  conocimiento  de  esa  Supre- 
ma Corte  que  habiendo  decretado  en  el  día  de  hoy  se  dé  cum- 
plimiento á  la  sentencia  pronunciada  por  esa  Suprema  Corte, 
mandando  poner  en  libertad  al  señor  Senador  electo  doctor 
Leandro  N.  Alem,  como  lo  dispone  la  referida  sentencia  de  fe- 
cha 16,  el  señor  Jefe  Político,  bajo  cuya  custodia  se  encuentra 
el  doctor  Alem,  se  niega  á  acatar  la  orden  comunicada,  expre- 
sando en  nota  fecha  de  hoy  que  el  predicho  doctor  Alem  perma- 
nece detenido  por  orden  directa  del  señor  Presidente  de  la  Re- 
pública y  que  sólo  en  virtud  de  una  nueva  orden  del  mismo 
señor  Presidente,  será  puesto  en  libertad.  Pido  á  V.  E.  en  con- 
secuencia quiera  dignarse  proceder  como  lo  estime  conveniente, 
afín  de  que  las  órdenes  de  V,  £].  mandadas  cumplir  por  este 
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Tribunal  consigan  el  acatamiento  qae  le  corresponde.  Salado  á 
V.  E.  con  mi  consideración  distinguida. 

O,  Esaclera  y  Zuviria^ 
Juez  Federal. 


FALLO  DE   LA    SUPREMA  CORTE 

Buenos  Aires,  Diciembre  19  de  189S. 

Visto  el  precedente  oficio  telegráfico  del  Jnez  Federal  de 
la  provincia  de  Santa  Fé,  en  que  comunica  que  el  Jefe  de  Poli- 
cía de  la  ciudad  del  Rosario,  bajo  cuya  custodia  se  encuentra 
el  doctor  Alem,  se  niega  á  acatar  la  orden  de  libertad  que  le 
ha  sido  comunicada,  pidiendo  en  consecuencia  el  mencionado 
Juez  tque  esta  Suprema  Corte  adopte  el  proceder  que  estime 
conveniente,  á  fin  de  que  sus  órdenes  consigan  el  acatamiento 
que  les  correspondei,  se  resuelve:  Que  se  conteste  por  la  misma 
via  telegráfica  que  no  ^ntra  en  las  facultades  de  esta  Suprema 
Corte  hacer  cumplir  directamente  sus  sentencias  cuando  ella 
procede  como  Tribunal  de  apelación,  siendo  esto  del  resorte  ex- 
clusivo de  los  Jueces  inferiores  (Código  de  procedimientos  en 
lo  criminal,  articulo  quinientos  cincuenta  y  cuatro)  á  quienes 
las  leyes  han  dado  el  imperio  necesario  al  afecto  y  los  medios 
para  procurar  hacerlas  efectivas. 

Que  tratándose  de  un  recurso  de  habeos  Corpus^  como  el  que 
fué  resuelto  en  los  autos  á  que  se  refiere  el  oficio  precedente, 
la  ejecución  de  la  sentencia  corresponde  al  Juez  de  primera 
Instancia  ante  quien  se  instauró  el  recurso,  y  que,  cuando  en  los 
casos  de  ese  recurso  las  órdenes  del  Juez  fueren  desacatadas, 
]a  Ley  de  Procedimientos  en  materia  criminal,  ha  consignado 
disposiciones  expresas  que  según  el  oficio  precedente  no  han 
sido  cumplidas  por  el  Juez  Federal  de  Santa  Fé,  y  á  las  cuales 
ha  debido  ajustarse  en  vez  de  dirigirse  á  este  Tribunal,  el  cual 
habiendo  obrado  como  Tribunal  de  apelación,  no  tiene  dentro 
de  la  ley  ni  jurisdicción  ni  medios  para  hacer  cumplir  direc- 
tamente sus  fallos.  Hágase  saber  al  señor  Procurador  General 
y  fecho  archívese. 

benjamín  paz.— luis  V.  VÁRELA.— 
ABEL  BAZAN.— OCTAVIO  BÜNGB. — 
JUAN  B.  TORRKNT. 


otras  disposiciones  del  Código  de  Procedimientos  GriminAles 
de  1a  República  Argentina 

TÍTULO    XVI 

De  la  iniercepídción  de  la  correspondencia  escrita  y 
telegráfica 

Art.  359.  Siempre  que  elJaez  de  Instracción  estimare  que  la 
interpretación  de  la  correspondencia  postal  ó  telegráfica  que  el 
procesado  remitiere  ó  que  le  fuese  dirigida,  pueda  suministrar 
medios  para  comprobar  los  hechos,  acordará  su  detención, 
apertura  y  examen. 

360.  La  detención  y  remisión  de  la  correspondencia  se  orde- 
nará á  la  oficina  de  Correos  y  Telégrafos  respectiva. 

361.  Recibida  la  correspondencia  postal  ó  telegráfica,  el  Juez 
procederá  á  su  apertura  en  presencia  del  Secretario,  dejando 
constancia  de  esta  diligencia. 

El  Juez  leerá  para  sí  su  contenido,  y  si  no  tuviera  relación 
con  el  proceso,  la  devolverá  al  interesado,  sus  representantes 
ó  miembros  inmediatos  de  su  familia,  bajo  la  debida  cons- 
tancia. 

362.  Si  por  el  contrario  existiere  esa  relación,  tomará  las 
notas  que  considere  necesarias,  y  rubricadas  las  cartas  y  tele- 
gramas  por  el  Juez,  se  conservarán  de  este  modo  y  bajo  su 
responsabilidad  durante  el  sumario. 
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TÍTULO    XVII 

De  la  detención  y  de  ¡a  prisión  preventiva 

363.  Fuera  del  caso  de  pena  impuesta  por  sentencia,  la  liber- 
tad de  las  personas  sólo  puede  restringirse  con  el  carácter  de 
detención  ó  con  el  de  prisión  preventiva. 

364.  Además  de  los  casos  anteriormente  determinados  en  este 
Código,  la  detención  podrá  decretarse: 

1^  Cuando  ocurrido  un  hecho  que  presente  los  caracteres  de 
delito,  ó  que  lo  haga  presumir,  no  fuera  posible  en  el  primer 
momento  individualizar  cuando  menos  por  sospechas  ó  indi- 
cios directos,  la  persona  de  su  autor  y  hubieren  dos  ó  más 
sobre  quienes  pueda  recaer  la  responsabilidad    penal. 

2^  Cuando  en  el  lugar  de  la  ejecución  de  un  delito  se  encon* 
trasen  reunidas  varias  personas,  y  la  autoridad  encargada  de 
la  instrucción  ó  de  la  prevención  del  sumario  juzgue  necesa- 
rio ó  conveniente  que  ninguna  de  ellas  se  separe  del  lugar  es- 
presado hasta  practicar  las  diligencias  indagatorias  que  corres- 
pondan. 

3^  Cuando  la  averiguación  del  delito  exija  la  concurrencia 
de  alguna  persona  para  prestar  informes  ó  declaraciones  y  se 
negara  para  hacerlo. 

4^  Cuando  hubiere  temor  fundado  de  que  el  testigo  se  ocul- 
te, fugue  ó  ausente,  y  su  deposición  se  considere  necesaria  á 
los  objetos  del  esclarecimiento  del  delito  y  averiguación  de 
los  culpables. 

365.  En  los  casos  del  inciso  1^  del  articulo  precedente,  la 
restricción  á  la  libertad  de  una  persona,  solo  podrá  durar  mien- 
tras se  practiquen  las  primeras  investigaciones  del  sumario  ó 
de  las  diligencias  de  prevención. 

En  ningún  caso  la  simple  detención  por  la  causa  expresada, 
podrá  prolongarse  por  más  de  cuarenta  y  ocho  horas,  bajo  la 
re8pons.abilidad  del  funcionario  que  la  autorice. 

Cuando  ocurra  el  caso  previsto  en  el  inciso  2^,  la  detención 
terminará  en  el  acto  de  recibirse  las  declaraciones  ó  informes  de 
las  personas  expresadas,  siempre  que  no  resulten  complicadas 
en  el  hecho  que  las  ha  motivado. 

En  los  casos  de  los  incisos  3°  y  4^  la  detención  se  limitará 
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al  tiempo  necesario  para  tomar  declaración  al  testigo  ó  para 
que  se  preste  el  informe. 

El  Jaez  deberá  recibir  esa  declaración  ó  informe  inmedia- 
mente  después  de  encontrarse  el  testigo  ó  perito  á  su  disposi- 
ción. 

366.  La  detención  se  conyertírá  en  prisión  preyentiva,  cuan- 
do  medien  conjuntamente  estos  requisitos: 

P  Que  esté  justificada,  cuando  menos  por  una  prueba  semi- 
plena, la  existencia  de  un  delito. 

2^  Que  al  detenido  se  le  haya  tomado  declaración  indaga- 
toria ó  se  haya  negado  á  presentarla,  habiéndosele  además  im- 
puesto de  la  causa  de  su  prisión. 

3**  Que  haya  indicios  suficientes  á  juicio  del  Juez  para  creer- 
lo responsable  del  hecho. 

367.  La  prisión  preventiva  se  hará  constar  en  los  autos  por 
resolución  especial  del  Juez  de  instrucción,  estableciendo  las 
causas  que  la  motivan. 

368.  Ninguno  podrá  ser  aprehendido,  sino  por  los  agentes  á 
quienes  la  ley  dá  la  facultad  de  hacerlo,  y  en  conformidad  á 
las  disposiciones  de  este  Código.  Sin  embargo,  cualquiera  per- 
sona puede  aprehender: 

1°  Al  que  intentare  cometer  un  delito  en  el  momento  de  em- 
pezar á  cometerlo. 

2**  Al  delincuente  infraganti. 

3^  Al  que  se  fugare  del  establecimiento  penal  en  que  se  ha- 
llare extinguiendo  su  condena. 

4®  Al  que  se  fugare  del  lugar  en  que  estuviese  esperando 
su  traslación  al  establecimiento  penal  ó  lugar  en  que  debiere 
cumplir  la  condena  que  se  le  hubiere  impuesto  por  sentencia 
irrevocable. 

5°  Al  que  se  fugare  al  ser  conducido  al  establecimiento  ó 
lugar  mencionado  en  el  número  anterior. 

6®  Al  que  se  fngare  estando  preso  por  causa  pendiente. 

7^  Al  procesado  y  condenado  que  estuviese  en  rebeldía. 

369.  La  autoridad  ó  sus  agentes,  tendrán  obligación  de  dete- 
ner á  cualquiera  que  se  hallare  en  alguno  de  los  casos  del  arti- 
culo anterior. 

370.  La  autoridad  ó  agente  de  policía  que  detuviere  á  una 
persona  deberá  entregarla,    bajo    su    responsabilidad,  al  Juez 
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más  próximo  al  lagar  en  qne  se  habiere  hecho  la  detención, 
en  las  primeras  horas  hábiles  de  su  despacho. 

Cuando  un  particular  detiene  á  otro,  está  obligado  á  condu- 
cirlo inmediatamente  al  Juez  ó  agente  más  próximo  de  la  au- 
toridad. 

371.  Si  el  Juez  á  quien  se  hiciere  la  entrega,  fuere  el  propio 
de  la  causa,  procederá  según  corresponda  ásu  situación  ó  estado. 

372.  Si  no  fuere  el  competente,  estenderá  una  diligencia  ex- 
presiva de  la  persona  que  hubiere  hecho  la  detención,  de  su 
domicilio  y  demás  circunstancias  bastantes  para  buscarla  é  iden- 
tificarla, de  los  motivos  que  ésta  manifestare  haber  tenido  para 
la  detención,  y  del  nombre,  apellido  y  circunstancias  del  de- 
tenido. 

Esta  diligencia  será  firmada  por  el  Juez,  el  Secretario  y  la 
persona  que  hubiere  ejecutado  la  detención  y  si  ésta  no  supiere 
ó  no  quisiese  firmar,  se  .hará  constar  en  el  acta. 

Inmediatamente  después,  serán  remitidas  estas  diligencias  y 
la  persona  detenida  á  disposición  del  Juez  que  conociere  de  la 
causa,  ó  á  quien  correspondiera  conocer  en  ella,  ó  á  quien  hubie- 
ra condenado  al  detenido.,  según  los  casos. 

373.  La  orden  de  prisión  contendrá: 

1^  El  nombre  del  Juez  que  la  ordena. 

2^  La  persona  ó  autoridad  á  quien  se  comete  la  prisión. 

3®  El  delito  por  que  se  procede. 

4®  El  nombre,  apellido,  ó  sobrenombre  del  presunto  reo,  su 
empleo,  profesión  ó  clase,  nacionalidad,  domicilio  y  demás 
señas  generales  y  particulares  que  consten  ó  se  hubieren  adqui- 
rido para  designarlo  clara  y  distintamente. 

5*^  El  lugar  á  que  se  ha  de  conducir  el  reo. 

6°  Si  ha  de  estar  ó  nó  incomunicado. 

374.  Cuando  la  aprehensióa  de  una  persona  deba  practicarse 
en  distinta  jurisdicción,  se  llevará  á  efecto  librando  oficio  ó  ex- 
horto á  la  autoridad  judiciul  del  lugar  donde  aquella  resida, 
con  transcripción  del  auto  en  que  se  ordena  la  detención  ó 
prisión. 

En  los  casos  de  suma  urgencia,  podrá  usarse  de  la  via  tele- 
gráfica. 

375.  Si  el  procesado  se  encontrase  en  pais  extranjero,  deberá 
precederse  á  su  extradición  con  arreglo  á  los  tratados,  ó  en  su 
defecto  á  los  usos  internacionales. 
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TÍTULO  XVIII 
De  la  libertad  bajo  fiama    (1) 

376.  Cnando  el  hecho  qne  motive  la  prisión  del  procesado  ten- 
^  sólo  pena  pecnnaria  ó  corporal,  cayo  máximnn  no  exceda  de 
(los  años  de  prisión,  ó  nna  y  otra  conjuntamente,  podrá  decre- 
tarse su  libertad  provisoria,  siempre  qne  preste  algunas  de  las 
cauciones  determinadas  en  el  presente  titulo. 

377.  No  podrá,  sin  embargo,  decretarse  la  libertad  bajo  caución: 
I**  Cuando  el  procesado  fuere  reincidente. 

2^  Cuando  mediase  reiteración  ó  concurrencia  de  varios  de- 
litos. 

378.  Para  determinar  la  calidad  y  cantidad  de  la  caución,  se 
tomarán  en  cuenta  la  naturaleza  del  delito,  estado  social  y  ante- 
cedentes del  procesado,  v  todas  las  demás  circunstancias  que 
pudieran  influir  en  el  mayor  ó  menor  interés  de  éste  para 
ponerse  fuera  del  alcance  de  la  autoridad,  como  asi  mismo  la 
importancia  aproximativa  de  su  responsabilidad  civil. 

379.  La  canción  tendrá  por  objeto  garantir  la  comparecencia 
del  procesado,  cuando  fuere  llamado  ó  citado  por  el  Juez  que 
conociere  de  la  causa:  garante  además  el  cumplimiento  de  la 
pena  pecuniaria,  las  costas  del  juicio  y  las  responsabilidades 
civiles  que  nacen  del  delito,  en  caso  de  que  el  procesado  no 
compareciere. 

380.  La  caución  puede  ser  personal,  real  ó  juratoria. 

381.  Puede  ser  fiador  toda  persona  que  teniendo  capacidad 
legal  para  contratar  sea  de  responsabilidad  y  arraigo . 

Una  misma  persona  no  podrá  otorgar  más  de  dos  fianzas  en 
cada  distrito  ó  sección  judicial  mientras  no  sean  canceladas. 


(1)  Las  disposiciones  de  estos  artículos  han  sido  modificados  por  ley 
del  Congreso  del  16  de  Octubre  de  1890  en  la  forma  siguiente: 

Art.  1^  Las  condenas  corporales  en  causas  de  excarcelación  bajo 
flanza,  pueden  sustituirse  por  penas  pecuniarias  en  razón  de  una  suma 
prudencial  por  cada  día  de  prisión  que  fijará  el  Juez,  tomando  en  con- 
sideración la  renta,  profesión  ü  oficio  del  encausado,  uo  pudicndo  ser 
menor  de  dos  pesos  m|n.  por  día  ni  mayor  de  ocho  pesos. 

Art.  2^  Adeniés  de  las  responsabilidades  á  que  el  articulo  379  del 
Código  de  Procedimientos  en  lo  Oriminal  afecta  la  fianza,  ésta  respon- 
derá del  equivalente  en  dinero  de  la  pena  corporal. 

Art.  3»  Comuniqúese  al  P.  E. 
30 
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382.  A  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  el  segando  párrafo  del 
articalo  anterior,  las  fianzas  deberán  anotarse: 

En  el  distrito  de  la  Capital,  en  an  registro  especial  llevado  por 
los  funcionarios  y  en  la  forma  que  determine  la  Cámara  de 
Apelaciones  en  lo  Criminal. 

En  ios  Juzgados  Seccionales  y  de  los  territorios  nacionales, 
por  los  Secretarios  de  los  Jaeces  y  en  la  forma  que  lo  determine 
la  Suprema  Corte. 

38H.  La  caución  real  podrá  constitairse: 

1°  Gravando  con  hipotecas  bienes  inmuebles. 

2°  Depositando  la  suma  de  dinero  que  el  Juez  determine. 

3°  Depositando  efectos  públicos  ú  otros  papeles  de  crédito 
cotizables  al  precio  de  su  cotización. 

En  este  último  caso,  la  cantidad  señalada  para  la  garantía 
deberá  ser  aumentada  en  unu  cuartu  parte  más  de  la  deter- 
minada. 

384.  Los  dineros,  los  efectos  públicos  ú  otros  papeles  de  cré- 
dito, depositados  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  quedan  sometidos  á  un  privilegio  especial  para  el  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  procedentes  de  la  caución. 

385.  La  caución  real  puede  ser  prestada  por  el  procesado  ó  por 
un  tercero. 

386.  La  caución  juratoria  se  admitirá  cuando  concurran  con- 
juntamente las  circunstancias  siguientes: 

1^  Que  el  procesado  sea  notoriamente  pobre  ó  desvalido. 

2^  Que  la  pena  del  delito  no  exceda  de  cuatro  meses  de  arresto 
ó  quinientos  pesos  de  multa. 

3®  Que  los  antecedentes  del  procesado  no  den  lugar  á  pre- 
sumir que  burlará  la  acción  de  la  justicia. 

387.  Para  ser  puesto  en  libertad  bajo  caución  juratoria  el  pro- 
cesado prometerá  lo  siguiente: 

P  Presentarse  siempre  que  sea  llamado  por  el  Juez  de  la  causa. 

2^  Fijar  domicilio,  del  que  no  podrá  ausentarse  sin  conoci- 
miento y  autorización  del  Juez  que  de  la  causa  conozca,  bastando 
su  contravención  para  ordenar  nuevamente  su  prisión. 

388.  La  caución  aceptada  se  extenderá  por  diligencia  en  el 
proceso,  previniéndose  en  ese  acto  al  encausado,  la  pena  en  que 
incurrirá  por  su  trasgresión. 

389.  El  Ministerio  Fiscal,  el  acusador  particular  y  el  Juez, 
deberán  expedirse  sucesivamente  cada  uno  de  ellos  en  los  peti- 
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ciones  de  libertad  provisoria  bajo  canción,  dentro  de  cnarenta  y 
ocho  horas. 

390.  Las  canciones  para  decretarse  la  libertad  provisoria  po- 
drán otorgarse  apud  acta.  En  el  caso  de  gravamen  hipotecario, 
se  ordenará  también  la  inscripción  en  el  registro  correspon- 
diente. 

391.  El  incnlpado  y  el  fiador,  deberán  en  el  mismo  acto  de 
prestar  la  canción,  elegir  domicilio  en  el  lugar  donde  tenga  su 
asiento  el  Juzgado,  para  las  citaciones  y  notificaciones  que  ocur- 
rieren en  adelante. 

Las  citaciones  y  notificaciones  que  se  hagan  al  inculpado  ó  sn 
defensor,  deben  ser  hechas  también  al  fiador,  cuando  aquellas 
se  relacionen  con  la  obligación  de  éste. 

392.  Si  el  procesado  no  compareciese  al  llamado  del  Juez  du- 
rante el  proceso,  el  Juez  decretará  inmediatamente  orden  de 
prisión  contra  él,  y  fijará  un  término  al  fiador  para  que  lo  presen- 
te bajo  apercibimiento  de  hacerse  efectiva  la  garantía. 

Si  el  fiador  ó  dueño  de  los  bienes  dados  en  la  garantía,  no  pre- 
sentare el  procesado  en  el  término  que  fija  el  Juez,  se  procederá 
á  hacerse  efectiva  la  garantía.  El  fiador  podrá  ofrecer  á  embargo 
bienes  del  procesado. 

393.  Si  el  procesado  compareciese  ó  fuese  presentado  por  el 
fiador  antes  de  hacerse  efectiva  la  garantía,  quedará  revocado  el 
auto  que  ordenó  su  efectividad,  siendo  los  costos  y  costas  á 
cargo  del  fiador. 

394.  Para  hacer  efectiva  la  obligación  personal  del  fiador,  se 
procederá  ejecutivamente.  Guando  la  caución  consista  en  in- 
muebles hipotecados,  éstos  se  venderán  en  público  remate  con 
los  requisitos  establecidos  en  el  Código  de  Procedimientos 
Civiles. 

Los  efectos  públicos  se  enagenarán  por  corredores  de  bolsa  ó 
en  su  defecto  por  agentes  comerciales. 

395.  El  auto  que  decrete  ó  deniegue  la  libertad  bajo  caución, 
será  reformable  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  durante  todo  el 
curso  de  la  causa. 

El  término  para  apelar  de  resoluciones  sobre  excarcelación, 
es  de  tres  dias,  y  el  recurso  sólo  se  otorgará  en  relación. 

396.  Se  cancelará  la  fianza: 

1^  Cuando  el  fiador  lo  pidiera  presentando  á  la  vez  al  pro- 
cesado. 
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2^  Cuando  f  aere  constituido  en  prisión,  revocándose  el  auto 
de  libertad  provisoria. 

3^  Cnando  se  dictare  anto  irrevocable  de  sobreseimiento  ó 
sentencia  irrevocable  absolutoria,  ó  cnando  siendo  condenatoria, 
se  presentase  el  reo  llamado  para  camplir  la  condena. 

4°  Por  mnerte  del  procesado,  estando  pendiente  la  cansa. 

397.  Una  vez  hecha  efectiva  la  fíanza  sólo  quedan  al  fiador 
contra  el  procesado  las  acciones  que  acuerda  el  derecho  común 
para  su  indemnización. 

398.  Todas  las  diligencias  de  libertad  provisional  bajo  caución 
se  suscitarán  por  cuerda  separada. 

TÍTULO  XIX 

De  las  visitas  domiciliarias  6  pesquisas  en  lugares  cerrados 

399.  Los  Jueces  encargados  de  la  instrucción,  á  instancia  del 
Ministerio  Fiscal  ó  de  oficio,  pueden  practicar  pesquisas  ó  in- 
vestigaciones, sea  en  la  habitación  ó  domicilio  del  procesado,  ¿ 
en  cualquier  otro  lugar  cuando  existan  indicios  saficientes  para 
presumir  que  alli  se  encuentra  el  presunto  delincuente  ó  que 
puedan  hallarse  objetos  útiles  para  el  descubrimiento  y  com- 
probación de  la  verdad. 

400.  No  podrán  hacer  pesquisas  domiciliarias  sino  desde  que 
sale  hasta  que  se  pone  el  sol. 

Se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior; 

1^  Las  pesquisas  que  deban  practicarse  en  edificios  ó  lagares 
públicos. 

2^  Las  que  no  admitan  demora  en  su  ejecución  sin  gran 
peligro. 

3^  En  los  casos  determinados  en  el  articulo  189  y  otros  de 
análoga  naturaleza. 

4°  En  los  casos  en  que  el  interesado  ó  representante  preste  su 
consentimiento  espresa  ó  tácitamente. 

401.  Serepntan  edificios  ó  lagares  públicos,  para  la  observancia 
de  lo  dispuesto  en  este  título: 

P  LoH  que  estuvieren  destinados  á  caalquier  servicio  oficial, 
militar  ó  civil,  de  la  Nación,  de  la  Provincia  ó  del  Municipio. 

2°  Los  que  estuvieren  destinados  á  caalquier  establecimiento 
de  reunión  ó  recreo,  fueren  ó  no  lícitos. 
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ii^  Cualquier  otro  edificio  ó  lugar  cerrado  que  no  esté  desti- 
nado á  la  habitación  ó  renidencia  particular. 

402.  Para  practicar  pesquisas  en  los  templos  ó  lugares  religio- 
sos, y  en  los  edificios  públicos  de  la  Nación,  de  las  Provincias  ó 
de  los  Municipios,  deberá  darse  aviso  de  atención  á  las  personas 
á  cuyo  cargo  estuvieren 

403.  La  resolución  en  que  el  Juez  ordene  la  entrega  y  registro 
en  el  domicilio  de  un   particular,  será  siempre  fundada. 

404.  Kl  Juez  espresará  determinadamente  en  todo  auto  de 
entrada  ó  registro,  el  edificio  ó  lugar  cerrado  que  ha  de  ser 
su  objeto,  si  ha  de  tener  lugar  solamente  de  día  y  la  autoridad 
ó  funcionario  que  los  hubiera  de  practicar. 

405.  Si  la  pesquisa  hubiera  de  hacerse  en  el  domicilo  de  un 
particular,  se  notificará  á  éste  la  orden  de  allanamiento,  ó  á  su 
encargado,  si  aquel  no  fuere  habido  á  la  primera  diligencia  de 
su  busca. 

Si  no  fuere  tampoco  habido  el  encargado,  se  hará  la  notifica- 
ción á  cualquiera  otra  persona,  mayor  de  edad,  que  se  hallare  en 
el  domicilio,  prefiriendo  para  esto  á  los  individuos  de  la  familia 
del  interesado. 

Si  no  se  hallare  á  nadie,  se  hará  esto  constar  por  diligencia, 
que  se  estenderá  con  asistencia  de  dos  vecinos. 

406.  Desde  el  momento  en  que  el  Juez  acordare  la  pesquisa 
en  cualquier  lugar,  adoptará  las  medidas  de  vigilancia  convenien- 
tes para  evitar  la  fuga  del  procesado  ó  la  sustracción  de  los  ins- 
trumentos, efectos  del  delito,  libros,  papeles  ó  cualquier  otra 
cosa  que  hubiera  de  ser  objeto  del  registro. 

407.  El  registro  se  hará  á  presencia  del  interesado  ó  de  la 
persona  á  quien  encomendare  sus  veces. 

Si  aquel  no  fuese  habido  ó  no  quisiere  concurrir  ni  nombrar 
representante,  se  practicará  á  presencia  de  un  individuo  de  su 
familia,  mayor  de  edad. 

Si  no  lo  hubiere,  se  hará  á  presencia  de  dos  testigos  vecinos. 

408.  Practicada  la  visita  ó  pesquisa,  el  Juez  hará  estender  acta 
en  la  cual  se  consignará  el  resultado  de  la  diligencia,  haciendo 
constar  todas  las  circunstancias  que  puedan  tener  alguna  impor- 
tancia  en  la  causa. 

La  diligencia  será  firmada  por  los  concurrentes,  y  si  alguien  no 
lo  hiciere  se  espondrá  la  razón. 

409.  El  Juez  ó  funcionario  que  practique  el  registro,  recogerá 
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los  instrumentos,  efecto  del  delito,  libros,  papeles  y  cualquier 
otra  cd6a  que  hubiere  encontrado,  si  esto  fuere  necesario  para 
el  resultado  del  sumario. 

Los  libros  y  papeles  que  se  recogiesen,  serán  foliados,  sellados 
y  rubricados  en  todas  sus  hojas  útiles,  por  el  Juez,  Secretario 
y  el  interesado  ó  sus]representantes. 

Los  objetos  mencionados  serán  inventariados  y  colocados  en 
lugar  seguro  á  disposición  del  Juzgado. 

410.  8i  para  apreciar  la  necesidad  de  recoger  las  cosas  que  se 
hubiesen  encontrado  en  la  peaquisa^  fuere  necesario  algún  re- 
conocimiento pericial,  se  acordará  en  el  acto  por  el  Juez  en  la 
forma  establecida  en  el  titulo  cDel  examen  periciali. 

TÍTULO  XX 

De  los  embargos 

411.  Junto  con  la  orden  de  prisión  preventiva,  el  Juez  decre- 
tará el  embargo  de  bienes  suficientes  del  procesado  para  garantir 
la  pena  pecuniaria  y  la  efectividad  de  sus  responsabilidades 
civiles. 

Bl  procesado  podrá  sustituir  este  embargo  por  una  caución 
personal  ó  real. 

412.  La  fijación  de  la  cantidad  por  la  cual  deberá  trabarse  el 
embargo,  será  hecha  por  el  Juez  en  el  mismo  auto  en  que  lo 
decrete. 

413.  El  embargo  deberá  hacerse  sobre  bienes  señalados  por 
el  procesado,  ó  en  su  defecto  por  su  mn jer,  'hijos  ú  otras  personas 
que  se  encuentren  en  su  domicilio  en  el  acto  de  practicarse  la 
diligencia. 

No  señalando  bienes  el  procesado  ó  las  personas  indicadas  por 
no  encontrarse  ó  negarse  á  hacerlo,  se  procederá  á  trabar  em- 
bargo sobre  bienes  que  se  reputen  de  propiedad  del  primero 
y  cuyo  valor  alcance  á  cubrir  la  cantidad  determinada  por 
el  Juez. 

El  embargo  se  hará  en  el  orden  y  forma  establecida  en  el 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  respecto  de  las  ejecuciones. 

414.  Cuando  el  Alguacil  ó  funcionario  encargado  de  trabar 
el  embargo,  creyere  que  los  bienes  señalados  no  son  suficientes, 
embargará  además  los  que  considere  necesarios,  sujetándose 
á  lo  proscripto  en  el  artículo  anterior. 
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415.  Si  los  bienes  embargados  f  aeren  muebles,  se  entregarán 
en  depósito,  bajo  inventario,  por  el  encargado  de  hacer  el 
embargo,  al  vecino  que  designara  al  efecto. 

El  depositario  firmará  la  deligencia  de  recibo,  obligándose  á 
conservar  los  bienes  á  disposición  del  Jaez  que  conozca  de  la 
causa,  y  en  caso  contrario  á  pagar  la  cantidad  que  corresponda 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal  en  que  pudiere 
incurrir. 

El  depositario  podrá  regir  y  conservar  en  su  poder  los  bienes 
embargados,  ó  dejarlos,  bajo  su  responsabilidad,  en  el  domicilio 
del  procesado. 

416.  Verificado  el  embargo,  se  requerirá  al  procesado  para  que 
manifieste  si  opta  porque  se  enagenen  los  bienes  embargados  ó 
porque  se  conserven  en  depósito  ó  administración. 

Si  optare  por  la  enageDación,  procederá  á  la  venta  en  remate, 
hasta  cubrir  la  cantidad  sefialada,  que  se  depositará  en  el  Banco 
Nacional. 

Si  optare  por  el  depósito  y  administración,  cuando  se  trate  de 
bienes  muebles,  se  nombrará  por  el  Juez  un  depositario  admi- 
nistrador de  responsabilidad,  que  recibirá  los  bienes  bajo  inven- 
tario y  se  obligará  á  rendir  al  Juzgado  cuenta  justificada  de  sus 
gastos  y  productos  cuando  se  le  mande. 

417.  Los  bienes  embargados  se  enagenarán  aún  contra  la  vo- 
luntad del  procesado  y  la  opinión  del  depositario  administrador, 
siempre  que  los  gastos  de  administración  y  conservación,  exce- 
dan de  los  productos  que  dieren,  á  menos  que  el  pago  de  dichos 
gastos  se  asegure  por  el  procesado  ú  otra  persona  á  su  nombre. 

418.  El  embargo  de  bienes  inmuebles,  no  comprende  el  de  sus 
frutos  ó  rentas,  salvo  el  caso  en  que  el  Juez  lo  determine  expre- 
samente. 

Este  embargo  deberá  anotarse  en  los  registros  respectivos. 

419.  Guando  se  trabe  embargo  sobre  sementeras  ó  plantacio- 
nes, el  Juez  designará  la  forma  de  su  administración. 

En  todos  los  casos,  el  procesado  tiene  derecho  á  designar  una 
persona  de  su  confianza,  como  interventor. 

420.  El  Juez  ordenará  que  el  administrador  dé  fianza  del  buen 
cumplimiento  del  cargo,  cuando  no  fuera  de  notoria  responsabi- 
lidad. 

421.  £1  administrador  tendrá  derecho  á  una  retribución. 
Para  determinar  esta  retribución,  se  atenderá  á  la  importan- 
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cía  de  los  bienes,  á  los  caidados  y  responsabilidades  que  la  admi- 
nistración imponga  y  á  la  manera  cómo  haya  sido  desempeñado 
el  encargo  por  el  administrador. 

Nanea  podrá  exceder,  sin  embargo,  de  nn  diez  por  ciento 
sobre  el  prodncto  liquido  de  los  bienes  administrados. 

422.  Si  el  embargo  consistiera  en  pensiones  ó  sueldos,  se 
librará  oficio  á  quien  hubiere  de  satisfacerlas,  para  que  retenga 
á  disposición  del  Juzgado  la  cuarta  parte  de  lo  que  corresponda 
percibir. 

423.  Todas  las  diligencias  sobre  fianzas  y  embargos  se  instrui- 
rán en  pieza  separada  no  admitiéndose  las  apelaciones  que  se 
interpongan  sino  en  el  efecto  devolutivo. 

424.  Las  tercerías  que  se  deduzcan,  serán  sustanciadas  en  la 
forma  que  establece  el  Código  de  Procedimientos  Civiles. 

TÍTULO  XXI 

De  la  responsabilidad  de  terceras  personas 

425.  Los  Jueces  decretarán  el  embargo  de  bienes  pertenecien- 
tes á  personas  extrañas  á  la  ejecución  del  delito,  siempre  que 
concurran  las  circunstancias  siguientes: 

1^  Que  esas  personas  se  encuentren  sometidas  á  la  responsabi- 
lidad civil  del  delito,  con  arreglo  á  disposiciones  legales. 
2®  Que  la  parte  damnificada  lo  haya  solicitado. 

426.  Regirán,  respecto  de  esta  clase  de  embargos,  las  disposi- 
ciones del  titulo  anterior. 

427.  Las  personas  á  quienes  pertenecieron  los  bienes  embar- 
gados ó  que  para  libertarse  del  embargo  hubieren  prestado  ciiu- 
ción,  serán  oídas,  aún  durante  el  sumario,  sobre  las  excepciones 
ó  defensas  que  alegaren  para  demostrar  su  responsabilidad. 

428.  £ste  incidente,  como  todos  los  que  se  refieren  á  bienes 
afectados  ó  comprometidos  por  el  embargo,  correrá  por  cuerda 
separada  y  los  autos  que  en  él  se  dictasen  serán  sólo  apelables 
en   el  efecto  devolutivo. 
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prende.-VI.  Continuación  de  la  materia  anterior.  Francia.  Ge- 
neralidades. La  revolución  de  17^v».— Discusiones  en  la  Asamblea 
sobre  declaración  de  ilere«íUos;  proyc-itos  diversos.— Oec¿araci()/i 
cte  los  derechos  del  hombre  y  del  ciudadano,  principios  que  com- 
prende; su  importancia  —Vil.  Continuación  de  la  materia  ante- 
rior. E.i(ados  Unidos.  Generalidades.  — Proclamación  de  la  inde- 
pendencia.—La  confederación  de  1781,  sus  consecuencias.— La 
constitución  de  1787;  sus  enmiendas  sucp-^ivas  y  la  declara ?ión  de 
derecbos;  materias  que  esta  abarca.— VIIL  Continuación  de  la 
materia  anterior.  República  Argentina.  Generalidades— Regla- 
mento de  la  Junta  Conservadora;  estatuto  provisional  de  22  de  No- 
viembre de  1811;  Estatuto  del  fñol5;  Reglamento  provisorio  del 
año  17:  garantías  diversas  acordadas  en  estos  estatutos.  Constitu- 
ciones posteriores:  de  1819,  de  1826,  de  1853;  reforma  de  1800, 
declaraciones  respectivas,  su  importancia— Oami  no  seguido  por 
las  demás  Repúblicas  americanas.  IX.  Declaración  de  derechos.  |Es 
conveniente  ó  nó?  Argumentos  encontré,  argumentos  enpró.— Be- 
neñcios  que  reporta.— Su  utilidad  y  conveniencia  entre  nosotros..     1 


CAPÍTULO  II 


LIMITACIONES 

1.  El  hombre  en  sus  relaciones  con  loft  demás  hombres  y  con  la  socie- 
dad. Consideraciones  generales.-  Naturaleza  de  lo&>  derechos  indi- 
viduales; cuestión  graveé  su  respecto:  opiniones  di  versas,  su  exá - 
men— Solución  del  problema,  distinciones  necesarias  para  pro- 
ceder can  acierto.— Las  limitaciones  á  los  derechos  individuales 
son  necesarias;  explicaciones  sobre  este  punto.  —Reglamentación 
de  derechos,  su  necesidad.— II.  Continuación  de  la  materia  ante- 
rior. ^Opinión  de  Lastarria  sobre  la  prescripción  del  artículo  14 
de  nuestra  constitución,  que  admite  la  reglamentación.— Crítica 
de  esta  opinión*  razones  que  la  fundan.— Opinión  de  Alberdi  s  «bre 
la  reglamentación  de  derechos.— 1 11  Continuación  de  la  materia 
anterior.  Distintas  clases  de  limitaciones:  generales  ó  públicas  y 
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especiales  ó  particulares;  dcflni'^iones  respectivas.  -Enumeración 
de  unas  y  otras  —Limitaciones  á  que  det>e  sujetarse  el  poder  que 
las  impone.— Manera  de  hacer  eflcaces  las  garantías  de  los  dere- 
chos individuales:  papel  del  poder  judicifil.— Opinión  de  Martínez 
sohre  la  teoría  de  los  derechos  absoluto.^;  <»rítica  de  esta  opinión.— 
Resumen 23 


CAPÍTULO  III 


EL    HABEAS  CORPUS 

I.  Restricciones  á  la  libertad. individual,  observaciones  genen'ales;  la 
prisión  preventiva  y  su  importancia  actual,  ¿por  qué  no  la  tenía  en 
los  tiempos  antiguos!— Influencia  que  sobre  ella  ejerce  la  aplica- 
ción de  las  leyes  extrangeras  y  los  tratados  internacionales.— El 
respeto  4  la  libertad  individual  y  las  exigencias  de  la  justicia  social: 
diñcultad  de  f conciliar  esos  dos  principios.— Temperamento*  pro- 
puesto por  Rossi,  su  bondad,  su  explicación— Mé'dios  deque  dispone 
el  particular  para  evitar  las  malas  consecuencias  de  la  detención: 
el  hnbecLs  corpus,  la  flanea  —II.  Deflnición  del  auto  de  haherta 
corpus,^l\l.  Histórica  de  la  materia  j  legislación  comparada.— 
Inglaterra —Origen  del  habeiis  corpas, -La  Magna  Carta  lo  con 
signa.— Medios  puestos  en  pr/ictica  por  los  reyes  para  impedir  su 
ejercicio.— La  ley  de  habeos  corpas^  su  importancia;  reglas  que 
comprende— Superchería  para  obtenerla.— Enumeración  que  hace 
Blaokstone  de  los  medios  de  hacer  oesar  In  detención  ilegal;  su  im- 
portancia respectiva.— IV.  Continuación  de  la  materia  anterior  — 
Estados  Unidos.— La  legislación  federal  y  las  legislaciones  de  los 
Estados  la  consignan.— V.  Co/*íi/iMac/ó/i  de  la  materia  anterior. — 
Estados  sudamericanos.— Brasil,  Chile,  República  Oriental,  Para- 
guay, Bolivia,  Perú,  Ecuador,  Venezuela,  Honduras;  disposiciones 
respectivas  que  consagran  el  habeas  corpas  —VI.  Continuación  dr 
la  materia  anímor.— República  Argentina.— Retrospecto. — 
Constitución  nacional,  ley  nacional  de  1863,  Constituciones  provín> 
cíales:  disposiciones  que  consignan,  ¿importan  estas  la  consagra- 
ción de  los  principios  del  habeos  cor/oM,^?— Discusión  sobre  el  ar- 
ticulo 17  de  la  Constitución  de  Buenos  Aires.— Opiniones  de  Mitre 
y  de  López.— Juicio  sobrj  su  mérito.- Razones  que  fundan  este 
juicio.— Las  formalidades  del  habeas  corptts  en  la  República  Ar- 
gentina no  son  iguales  ó  las  usadas  en  Inglaterra;  causas  de  esa 
diferencia.— Lastarria  sobre  el  articulo  143  de  la  Constitución  chi- 
lena.—Remedios  contra  los  males  que  señala.— Otra  vez  el  artí- 
culo 17  de  la  Constitución  de  Buenos  Aires  y  el  articulo  20  de  la  ley 
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nacional  de  U  de  Setiembre  de  1863.— Vil.  Los  poderes  públicos 
de  la  Nación  y  los  poderes  públicos  de  las  provincias,  su  coexisten- 
cia armónica,  su  órbita  respectiva:  son  necesariamente  limitados 
Excepción  al  principio  del  equilibrio;  concurrencia  del  imperium 
nacional  con  el  imperium  provincial,  ¿cuál  debe  prevalecer?— 
Autoridades  que  sostienen  la  doctrina  expuesta —Palabras  de!  Field, 
palabras  del  Dr.  Gorostiaga  —El  ejercido  del  habeos  corpas  con- 
firma la  doctrina— A  su  respe  itocada  poder  obra  dentro  de  su  pro- 
pia esfera— Decisión  de  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos, 
sus  fundamentos;  papel  que  esa  dicisión  asigna  á  la  Corte  Supre- 
ma.—El  hateas  corpas  según  la  misma.— VIII.  Autoridad  compe- 
tente para  dictar  el  auto:  en  el  orden  nacional  ¿puede  dietario 
cualquiera  de  los  miennbros  de  la  Corte?  Dificultades  que  presen- 
ta esta  cuestión:  Solución;  ¿La  jurisdicción  de  la  Corte  es  origina- 
ria? Jurisprudencia  norte -americana  .—Legislación  Argentina,  so- 
lución con  arreglo  á  esta.— Doctrina  de  la  Constitución  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  sus  artículos  156  y  17.— Casos  en  que 
nuede  dictarse  el  auto;  excepciones.— Discusión  en  los  Estados 
Unidos  sobre  si  el  Presidente  debe  c  bedecer  un  auto  de  habeas 
corpa»  en  caso  de  guerra 37 


CAPÍTULO   IV 

LA   LEY  MARCIAL  Y   LA  LBY  MILITAR 
SECCIÓN    1* 

La  Ley  Militar 

.  Consideraciones  generales.— Conflictos  entre  las  naciones;  me- 
dios de  resolverlos:  medios  conciliatorios,  medios  coercitivos 
4por  qué  no  siempre  evitan  la  guerra?— Los  conflictos  entre  par- 
ticulares difieren  de  los  conflictos  entre  naciones.— Estas  no  re- 
conocen superior  común.— La  guerra  como  medio  de  resolver 
los  conflictos.  Juicio  de  Prévost-Paradol  sobre  la  guerra.— Es 
una  necesidad  en  ciertos  casos. -U.  Continuación  de  lo  anterior, 
—La  guerra  no  es  el  estado  normal  délos  pueblos.— Su  carácter 
en  la  época  actual.— Principios  fundamentales  á  que  está  someti- 
da: necesidad,  humanidad,— Criíica  del  adagio  inter  arma  silent 
leges.— Leyes  cuyo  ejercicio  suspende  el  estado  de  guerra.— Le- 
yes de  la  guerra,  ¿cuáles  son?— Sanción  de  las  mismas.— III  La 
fuerza  pública,  su  necesidad  para  conservar  el  orden  interior  y 
la  seguridad  exterior.— Debe  ser  proporcionada  á  cada  uno  de  sus 
fines.- Dificultades  que  ofrece  su  organización.— Males  que  trae 
consigo  su  exceso  y  su  mala  organización  —VI.  Histórica  de  la 
waíena— Inglaterra:— Primitivamente,  icómo   se   componía    la 
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fuerza  militarf— Beclutaroentos  bajo  Eduardo  I  y  II;  Estatuto  de 
Eduardo  III,  su  violación  -Disposición  dictada  por  el  Parla- 
mento.—Desconocimiento  de  estos  dos  estatutos  por  Enri 
que  VIII  é  Isabel — La  guardia  permanente  de  Enrique  VIL— 
Carlos  II  orea  ol  primer  ejército  permanente.— Controversia  sobre 
los  peligros  ó  conveniencias  de  los  ejércitos  permanentes.— Dis- 
cusión en  el  Parlamento. -Solución  aceptada;  garantías  contra 
los  peligros  del  ejército  permanente;  composición  del  mismo.— 
Eftados  Unidos. --Heredan  de  la  Inglaterra  sus  prevenciones 
contra  los  ejércitos  permanentes.— I^  guerra  de  la  independen- 
cia les  muestra  su  necesidad.— Prescripciones  constitucionales  á 
su  respecto  —Antecedentes  que  se  tuvieron  en  vista  al  estable- 
cerlo.—Número  de  que  consta;  manera  de  formarlo.— 6'ai>a.— 
Precedentes.— Disposiciones  de  la  Constitución  de  \d7A,— Repúbli- 
ca A  r ge ntina,— Época  en  que  inició  su  ejercito  regular.— Pres- 
cripciones déla  Constitución  de  1853.— Ley  de  Setiembre  de  1872, 
manera  de  formar  el  ejército  de  línea,  según  la  misma.— V.  Mili- 
cias.—La  milicia  en  Inglaterra,  su  destino  primitivo,  sus  cambios 
diversos.— Reorganización  de  1852,  su  importancia.  — La  Milicia 
en  Estados- Unidos.— Ha  sido  la  base  de  la  fuerza  pública —Discu- 
siones acerca  de  su  naturaleza,— flnes  á  que  debía  responder.- 
Papel  del  gobierno  general,  papel  de  los  Estados  á  su  respecto. 
Organizaci<')n,  disciplina.— Controversias  sobre  estos  puntos  — 
Conclusiones:  !•  La  Milicia  corresponde  originariamente  á  los  Es 
tados;  2»  Su  uso  entre  los  poderes  de  los  Estados  y  Jos  de  la  Na- 
ción es  exclusivo  ó  concurrente;  3»  El  gobierno  general  es  juez 
exclusivo  de  los  llamamientos  que  hace;  4*  ¿Pueden  los  Estados 
dictar  leyes  de  organización  militar?  5* ¿Corresponde  ó  los  ciuda- 
danos el  derecho  de. llevar  armas?- La  Milicia  en  la  República 
Argentina.— Su  aparición,  sus  primeros  combates,  su  papel  du- 
rante los  primeros  años  de  la  revolución.— ¿Cuándo  fué  organi- 
zada?—¿Son  aplicables  entre  nosotros  la  doctrino  y  la  jurispru- 
dencia norte-americanas?— VI.  Medios  de  evitar  los  peligros  del 
ejército  permanente.— ¿Cuáles  son  esos  peligros?— Distintas  opi- 
niones sobre  los  modos  de  evitarlos:  opinión  de  Agüero,  opinión 
de  Lieber^  opinión  de  Russell,  su  bondad  respectiva  —Opinión 
del  autor,  sus  fundamentos;  aplicación  de  estas  ideas  alas  repú- 
blicas sud-americanas  y  especialmente  (\  la  Argentina.- Vlí.  Or- 
ganización del  ejército,  su  necesidad.  — Sarmiento  sobre  ese  pun- 
to.—Pradier-Foderé  y  Faure  sobre  lo  mismo —Deflnición  de  la 
ley  Militar.— Importancia  de  las  leyes.— La  Inglaterra  las  tuvo 
cuando  recién  creó  el  ejército.  — Medidas  tomadas  bajo  Jacobo 
IL— El  ejército  á  la  caída  de  Jacobo  11  —Origen  del  muiiny  late. 
—Considerandos  de  esta  ley,  disposiciones  de  la  misma,  atribucio- 
nes que  confiere  el  soberano,  duración  de  la  ley,  práctica  actual, 
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resistencin  que  encontró. ~ Diversas  fuentes  de  la  legislación  mi- 
litar en  Estados- Unidos, —ley  dictada  por  el  primer  Congresos- 
disposiciones  de  la  Constitución  de  1877,— leyes  posteriores,— re- 
glamento general  de  1816,— ley  de  1878. -Organización  existente 
en  el  Rio  de  la  Plata  al  tiempo  de  la  revolución,  regla  general 
seguida,— disposiciones  de  la  Constitución  de  1853,— falta  de  le- 
yes orgánicas,  ^qué  leyes  rigen  nuestros  ejércitos  actualmente! 
—¿Las  provincias  pueden  reglamentar  la  jurisdicción  militar  y 
la  penalidad!— Articulo  198  de  la  Constitución  de  la  Provincia  de 
Buenos   Aires.  —Conclusión 75 


SECCIÓN  2» 


La  Ley  Marcial 

I.  Observaciones  generales.— Difleultades de  la  materia  —Confusio- 
nes á  que  dá  lugar,  razón  de  esas  confusiones,  origen  de  las  li- 
mitaciones producidas  por  la  Ley  Marcial.- Diversas  defínicio- 
nes  de  la  ley  marcial.- Definición  de  Pomeroy,  ídem  de  Lieber, 
Ídem  de  Field,  idem  de  Tiffany,  idem  de  Whitting,  idem  de  Dos- 
son,  Campbell  y  Wolfe,  idem  de  Filanson,  idem  de  Stepben,  idem 
('e  Morin,  idem  de  Mitre,  idem  de  Moreno;  opiniones  que  se 
desprenden  de  ellas;  su  examen.-  Distintas  clases  de  guerra: 
guerra  internacional^  guerra  civil,  guerra  cicil  internacional  las 
leyes  respectivamente  aplicables,  son  diferentes  y  no  tienen  el 
mismo  alcance;  ¿cuando  hay  guerra  civil  simplemente  y  cuando 
guerra  civil  internacionalT- Método  que  debe  seguirse  al  estudiar 
la  materia  á  fin  de  evitar  confusiones  —II.  La  guerra  altera  las 
relaciones  de  los  beligerantes  entre  si  y  respecto  de  los  neutra- 
les. Ocupación  militar ,  sus  efectos:  diversas  teorías  al  respecto. 
—Los  Códigos  de  justicia  militar  sobre  este  punto;  el  derecho 
penal  de  la  guerra,  su  diferencia  del  derecho  penal  militar.— La 
ley  marcial  del  derecho  internacional.— Extensión  irregular  que 
puede  adquirir;  la  ley  marcial  es  necesaria  en  la  guerra  interna- 
cional. |á  qué  hechos  se  aplica?— 111.  Dos  situaciones  diferentes: 
guerra  civil,  guerra  civil  internacional,  en  el  caso  de  la  ultima 
la  aplicación  de  la  ley  marcial  se  ligitima  sin  dificultad,  razón, 
ejemplo;  dificultad  en  el  caso  de  la  1",  necesidad  de  estudiar  el 
punto  con  detención:  antecedentes,  discusiones  en  Inglaterra  so- 
bre la  ley  marcial,  opinión  preveíante,  aplicaciones;  prevencio- 
nes y  resistencias  de  los  Estados  Unidos  contra  la  ley  marcial, 
su  razén,  distintas  aplicaciones  de  la  ley  marcial  en  este   país, 
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icómo  se  la  consideraf— En  la  República  Argentina  no  tiene  an- 
tecedentes; |se  ha  aplicado  durante  nuestras  conmocionesf^El 
Congreso  se  ocupa  de  la  materia  recien  en  1869;— Ejecución  de 
Zacarías  Segura,  discusión  á  que  dio  origen;  opiniones  diversas. 
Discusión  con  motivo  de  la  intervención  en  la  provincia  de  San 
Juan;  consecuencias  de  esas  discusiones.— Juicios  á  que  dio  lugar 
la  insurrección  de  1874.— IV.  La  ley  marcial  y  la  ley  militar,  sus 
diferencias.— Cooley  sobre  este  punto:  Pomeroy  sobre  lo  mis- 
mo; Halleck  idem.— ¿Es  aplicable  la  ley  marcial  ¿  las  conmocio- 
nes internasT— Errores  provenientes  de  confundir  esas  dos  leyes 
diversas.— Casos  en  que  procede  la  ley  marcial;  conclusiones  de 
la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos;  Pomeroy  acerca  de 
esto. -Del  punto  de  vista  del  derecho  publico  interno,  ¿la  apli- 
cación de  la  ley  marcial  suspende  los  efectos  de  la  Constitución? 
-Examen  de  la  cuestión.— Opinión  de  Tiffany  sobre  la  materia; 
solución.— Principios  que  se  debe  tener  presente  al  aplicar  la  ley 
marcial.— Palabras  de  Bluntschli  al  respecto.— V.  ¿La  ley  marcial 
para  ser  ejercida,  necesita  ser  proclamada^— Opinióri  de  Field; 
solución.— VI.  Aplicación  déla  ley  marcial  á  los  cónsules 144 


CAPÍTULO  V 

EL    ESTADO     DE    SITIO 

SECaON  1' 

Nociones  generales  é  historia  del  Estado  de  sitio 

I.  Observaciones  generales;  definición  del  estado  de  sitio. ^11,  Su  di- 
ferencia del  habeos  corpas ^  id.  del  estado  de  asamblea^  idem  de  la 
ley  marciul,  idem  de  las  facultades  extraordinarias:  peligros  que  re 
sultarian  de  confundir  esos  distintos  oslados  anormales.— III. 
Fundamento  (/&¿  es^ot/o  de  si^io,  opiniones  diversas — PalabrdS  de 
Montesquieu  y  su  crítica  por  Desttut  de  Tracy  y  Laboulaye;  exa- 
men de  las  mismas.— Palabras  de  Pinheiro  Ferreira.— Debates 
en  las  cortes  españolas  (1869).— Opinión  de  Lastarria.— Causa  de  la 
diversidad  de  opiniones  en  la  Hepüblica  Argentina;  discusión  en  el 
Congreso  (1862),  opinión  del  Dr.  Elizalde  (R.),  idem  del  Dr.  Alsina 
(V.),  idem  del  Dr.  Rawson;  idem  del  Dr.  Irigoyén,  crítica  de 
estas  opiniones;  opinión  de  Quintana,  juicio  sobre  la  misma; opi- 
nión  del  autor,  razones  que   la  determinan,  autoridades  en  que 
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se  apoya.— Sarmiento  sobre  la  necesidad  del  estado  de  sitio.— 
IV.  Historia  de  la  materia, —Francia:  Origen  de  las  palabras  esta- 
do de  sitio,  leyes  de  10  de  Julio  de  179!,  y  de  10  fruct.  año  V; 
disposiciones  que  consagran;  decretos  de  Napoleón  de  1807  y  de 
1811;  decisión  déla  Corte  de  Casación  (1832).— Ley  de  9  de  Agos- 
to de  1849;  disposiciones  que  consagra.— Constitución  de  185 i; 
modiflcaciones  subsiguientes.— Ley  de  1878,  sus  disposiciones.- 
Alemania,  El  art.  68 de  la  Constitución  de  16  de  Abril  de  1871.— 
Austria:  El  art.  20  de  la  ley  fundamental  del  Estado  de  21  de 
Diciembre  de  i^l .—Portugal:  §34  del  art.  145  de  la  Constitución. 
—España:  Art.  31  de  su  Constitución.-  Bélgica:  Art.  130  de  su 
Constitución.— jtExiste  e)  estado  de  sitio  en  Inglaterra?— A mérroa: 
Estados  Unidos;  legislación  de  este  pais;  disposición  constitucional, 
sus  aplicaciones.  -  Honduras:  disposición  constitucional .  —Brasil : 
Inciso  35  del  art.  179  de  la  Constitución;  leyes  de  1824  y  iSM.— Chile: 
Disposiciones  constitucionales,  sus  aplicaciones.— /?e/)á6/íca  Orien- 
tal del  Uruguay:  Arts.  81,  83  y  U3  de  la  (Constitución  de  1829.— 
Perú:  Inciso  20,  art.  59  de  la  Constitución  de  1860.— Ecaarfor;  In- 
ciso 12,  arts.  60  y  61  de  la  Constitución  de  iS6Q, —Veneáruela:  Inciso 
15,  art.  72  de  la  Constitución  de  Wi,— Paraguay:  CJonstitución  de 
1870,  disposiciones  que  consagra;  art.  9«,  inc.  22,  arL  72,  inc.  17, 
art.  102,  análisis  de  estas  disposiciones.^ Bo¿f>¿a.' Constitución  de 
1878,  sus  prescripciones  sobre  el  estado  de  sitio.— República  Ar- 
gentina: art.  9^  del  Estatuto  de  1811;  Estatuto  de  1813;  Reglamen- 
to Provisorio  de  1817  y  Constitución  de  1819  y  1826.— La  tiranía 
interrumpe  el  desarrollo  déla  legislación  sobre  esta  materia.— 
Caseros,  Antecedentes  del  Acuerdo  de  San  Nicolás  d^  los  Arro- 
yos, sus  consecuencias;  Congreso  Constituyente  de  Santa  Fé;  Cons- 
titución de  1853,  sus  prescripciones  respecto  del  estado  de  sitio. 
—V.  Aplicaciones  diversas  del  estado  de  sitio  durante  el  periodo 
de  La  Confederación:  Caso  de  Corrientes  en  1854;  Caso  déla  mis- 
ma provincia  en  1855;  Caso  del  Rosario  y  su  departamento  en 
1859;  Ley  de  Setiembre  de  1861,  autorizando  al  P.  E.  para  hacer 
la  declaración;  decreto  consiguiente;  causas  que  produjeron  estos 
casos.— Pavón:  sus  consecuencias;  reforma  que  la  Constitución 
de  1860  introdujo  á  la  Constitución  de  1853;  su  bondad.- Dec/ara- 
cfones  del  estado  de  sitio  desde  18i>2  hasta  la  fecha:  En  Agosto  de 
1862  la  provincia  de  Corrientes;  toda  la  República  en  Abril  de 
1865;  Entre- Ríos  en  Mayo  de  1870;  Corrientes  y  Santa-Fé,  en  Se- 
tiembre del  mismo  año;  Corrientes  y  Santa  Fé,  en  Mayo  de  1873; 
Buenos  Aires,  Corrientes,  Santa -Fé  y  Entre- Ríos,  en  Setiembre 
de  1874;  toda  la  República  en  el  mismo  mes  y  año;  la  provincia 
de  Buenos  Aires  en  Marzo  de  1875;  Buenos  Aires,  5anta-Fó, 
Entre-Rios  y  Corrientes,  en  Noviembre  de  1876;  causas  que  moti- 
varon estas  declaraciones;  corolarios  que  de  ellas  se  desprenden.  155 
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.  División  de  I»  materia.— II.  Causas  del  estado  de  si tio. ^^Deben 
determinarse  en  la  constitución  ó  del)e  dejarse  su  determinación 
á  la  voluntad  de  las  autoridades!  -Examen  de  la  cuestión.— So- 
lución.—Razones  que  la  fundan— Causas  según  nuestra  constitu- 
ción: ataque  exterior,  conmoción  interior.— Razones  que  hacen 
necesarias  la  medida  en  ambos  casos. -«Exám en  del  articulo  23. 
—Juez  del  peligro.— ¿Es  necesario  que  el  ataque  exterior  ó  la 
conmoción  interior  sean  un  hecho  real  ó  basta  el  peligro  inmi- 
nente de  que  se  produzcan?— Nuestr^i  opinión.— Fundamentos  en 
que  se  apoya.— Discusión  en  el  Congreso  con  motivo  de  la  rebe- 
lión de  López  Jordán.— Opiniones  varias:  opinión  de  Mármol;  opi- 
nión de  Avellaneda;  opinión  de  Rawson;  opinión  de  Gorostiaga; 
opinión  de  Quintana;  opinión  de  Sarmiento;  opinión  de  Velez- 
Sarsfleld.— Doctrina  aceptada  por  el  Congreso— Cuestión  promo- 
vida con  motivo  del  decreto  de  I*'  de  Marzo  de  1873,  declarando 
en  estado  de  sitio  la  provincia  de  Buenos  Aires,  á  cau^  del  in- 
cendio del  «Salvador»  —Actitud  del  Senado,  pide  Informes  al  P. 
E.— Respuesta  de  éste.— Proyecto  del  Senador  Rawson  tendente 
á  obligar  al  P.  E.  á  dar  cuenta  al  Congreso  toda  vez  que  hiciera 
uso  de  atribución  conferida  por  el  indso  19.  articulo  86  de  la 
Constitufíión.— Discusión  del  mismo:  palabras  de  Sarmiento.— 
Apreciaciones  sobre  el  decreto  de  1*  de  Marzo  de  1875  —Caso  de 
la  colonia  francesa  de  Guadalupe  en  1S50  —El  estado  de  sitio  es 
un  recurso  de  carácter  político;  los  delitos  comunes  no  pueden 
dar  lugar  á  él;— 1 11.  Autoridades  competentes  para  declarar  el 
estado  de  «¿Yio.— Gravedad  de  la  materia.— ¿Porqué  es  mas  sen- 
cilla en  las  naciones  de  organización  unitariaf— Dificultades  que 
presenta  en  los  países  constituidos  bajo  el  régimen  federal.— 
Puntos  que  es  necesario  estudiar  en  este  caso.— Exposición  del 
régimen  federal,  notables  palabras  de  Pomeroy.-Las  facultades 
de  conservación  son  inherentes  al  gobierno  central  y  á  los  go- 
biernos locales  —El  estado  de  sitio  es  una  facultad  de  conserva- 
ción.—¿CJorresponde  é  los  Estados  ó  Provincias?— Examen  de  la 
cuestión  bajo  el  punto  de  vista  de  las  legislaciones  positivas.— 
Estudio  de  las  clausulas  de  nuestra  constitución.— Antecedentes 
de  la  cuestión.— Casos  en  que  algunas  provincias  han  declarado 
el  estado  de  sitio.— Opiniones  diversas:  opinión  de  Sarmiento; 
Ídem  de  Alberdi;  idem  de  ligarte;  idem  de  Irigoyen;  idera  de 
Elizalde  (R);  idem  de  Rawson;  idem  de  M;^rmol.  -Debates  en  la 
conoención  rtformadora  de  la  constitución  de  la  Provincia  de 
Buenos   Aires  (IS70)    Disposiciones  proyectadas  por  la  comisióo 
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encargada  de  la  parte  referente  al  Poder  Legislativo;  concordan- 
cias y  diferencian  entre  ellas:  opiniones  diversas:  opinión  de  Saenz 
Peña:  idem  do  Estrada;  ídem  de  Alvear  (C);  idem  de  Elizalde 
.'  (R.);  idem  de  Quesada:  idem  de  Navarro  Viola.— Discusión  entre 
Sarmiento  (gobernador  de  la  Provincia  do  San  Juan)  y  Rawson 
(Ministro  del  Interior).— Resumen  de  los  argumentos  en  pro  y 
en  contra:  consideraciones  en  que  se  apoyan  los  que  sostienen 
que  la  facultad  corresponde  también  á  las  provincias;  razones  en 
que  se  apoyan  los  que  la  combaten:  nuestra  opinión;  manera  de 
encarar  la  cuestión:  teorías  diversas  sobre  el  carácter  esencial 
de  los  Estados  Unidos:  1»  teoría  imperialista,  2»  teoría  de  la  nu- 
liñcación  ó  de  los  derechos  de  Estados,  3*  teoría  intermedia:  ex- 
posición y  examen  de  las  mismas,  sus  peligros  y  sus  ventajas, 
sus  sostenedores  respectivos,  la  teoría  nacionalista  en  la  Repú- 
blica Argentina.  ¿Existen  en  la  República  defensores  de  la  2« 
teoría?— Importancia  de  la  3*  teoría  entre  nosotros,  sus  defen^o- 
resj  su  explicación  con  arreglo  á  los  antecedentes  históricos,  dis- 
tinciones necesarias:  después  de  la  independencia  la  nación  con  • 
tinuó  en  el  orden  externo,  no  en  el  interno;  los  municipios  y 
las  provincias  han  preexistido  ú  la  Nación  —Órganos  de  la  sobe- 
ranía según  el  sistema  federal;  examen  de  este  punto.— El  estado 
de  sitio  es  una  facultad  exclusiva  y  concurrente  entre  el  poder 
general  y  los  gobiernos  seccionales.— Inteligencia  del  inciso  19, 
articulo  86  de  la  Constitución.— Remedio  contra  los  abusos  posi- 
bles del  estado  de  sitio.— Conclusión.— IV.  Poder  competente  pava 
declarar  el  estado  de  siíio.— Base  para  buscar  la  solución.— De 
recho  comparado;  ley  francesa  de  1878;  Constituciones  de  Portu- 
gal, Brasil,  Ecuador,  Bolivia,  Chile,  Estados  Unidos  y  Paraguay; 
elemento  común  á  todas  estas  legislaciones.— Estudio  de  la  ma- 
teri8  ante  nuestra  legislación.— Antecedentes:  Estatutos  do  1811 
y  de  1815.  Reglamento  de  1817.  Constituciones  de  'l819  y  de  1826. 
(Constitución  de  1853  y  reforma  de  1860,  sus  disposiciones,  dife- 
rencias de  éstas  respecto  al  poder  á  que  atribuyen  la  facultad  de 
declarar  al  estado  de  sitio  según  se  trate  de  ataque  exterior  ó 
(le  conmoción  interior ^  razón  de  esas  diferencias.—Co/i/íícíos po- 
séeles entre  los  poderes, —Cuanáo  el  P.  E.  durante  el  receso  del 
Congreso  y  en  caso  de  conmoción  interior  declara  el  estado  de 
sitio  4I0  hace  en  virtud  de  facultades  propias  ó  debe  dar  cuenta? 
—Otra  veze!  caso  del  incendio  del  «Salvador».— El  proyecto  del 
Dr.  Rawson,  discusiones  que  produjo,  argumentos  en  que  se  apo- 
yaban los  que  sostenían  que  el  P .  E.  á^bia  someter  sus  actos  á 
la  aprobación  del  Congreso;  argumentos  de  los  que  sostenían  la 
opinión  contraria.— Nuestra  opinión;  razones  que  la  tundan:  los 
poderes  aunque  armónicos  y  coordinados,  son  independientes  é 
Iguales;  la  censura  entre  ellos  no  puede,  ni  debe  existir;  fuente 
'•>  de*  nuestra  disposición  constitucional:  incido  20,  artículo  82  de  la 
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Constitución  Chilena,  génesis  de  la  cláusula  «aprobar  ó  suspen- 
der».. ,  refutación  del  argumento  sacado  del  abuao  posible,  pala- 
bras del  Senador  Sarmiento;  medios  que  el  Congi'eso  tiene  para 
conocer  lo  ocurrido  en  virtud  de  un  estado  de  sitio  decretado  du- 
rante su  receso  —Conclusión— V.  Lugares  que  puede  comprender  el 
estado  de  Sííio— Manera  de  encarar  la  materia;  ¿puede  decla- 
rarse el  estado  de  sitio  en  toda  la  Repüblicaf— Inteligencia  de  las 
cláusulas  constitucionales  pertinentes  á  la  cuestión*  opinión  del  Se 
nador  Navarro;  legislación  y  práctica  ex trangera.— Práctica  argen- 
tina; casos  en  que  se  ha  declarado  el  estado  de  sitio  en  toda  la  Re- 
pública. -VI.  Extensión  del  estado  de  sitio  en  cuanto  á  «as  qfectos. 
Cuestiones  al  respecto.— Estudio  del  artículo  23  de  la  Constitución: 
alcance  de  la  cláusula,  quedando  suspensas  allí  las  garantios  cons- 
titucionales. |Los  efectos  del  estado  de  sitio  se  extienden  á  las  co- 
«as?  Opinión  de  Rawson,  Velez-Sarsflel,  Gorostiaga,  Avellaneda, 
etc.— 4Se  extienden  á  la  manifestación  del  pensamiento  por  la 
prensa  yá  la  clausura  de  las  imprentast—Solución— ¿Puede  el 
estado  de  sitio  impedir  el  funcionamiento  de  los  poderes  ó  alterar 
la  forma  de  gobierno?— Teoría  de  Bluntschli;  crítica  de  la  misma; 
interpretación  dada  al  artículo  161  de  la  Constitución  de  Chile, 
segün  Lastarria;  solución  con  arreglo  á  nuestra  constitución.— 
¿El  estado  de  sitio  suspende  el  ejercicio  del  derecho  de  sufragio! 
—Opinión  del  Dr.  Cortes,  juicio  sobre  ella;  práctica  nuestra;  pe- 
ligros que  ofrece  el  ejercicio  del  sufragio  durante  el  estado  de 
sitio;  nuestra  opfnión   al  respecto •:  187 
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Cesación  del  estado  de  sitio  //  responsabilidades  que  nacen  de  él 

.  Cesación,  condiciones  de  que  depende;  cesación  de  hecho  y  ce- 
sación de  derecho;  causas  diversas:  1'  Expiración  del  plazo,  na- 
turaleza de  esta  causa,  neces>idad  de  la  ñjación  del  término  en 
la  declaración  de  estado  de  sitio,  razón  de  esta  necesidad;  2*  vo- 
luntad del  poder  que  lo  declaró  ó  del  que  debe  hacerlo  efectivo, 
distinciones  según  los  casos,  razones  que  las  fundan;  3»  Estado 
completo  de  guerra  y  vigencia  de  la  ley  marcial,  naturaleza  de 
esia  causa,  su  razón  de  ser.— U.  Responsabilidades  que  na- 
con  del  estado  de  síííO.— Opinión  de  Sarmiento  y  de  Quintana 
sobre  este  punto.— Nuestra  opinión  su  fundamento,  medio  de 
hacer  efectiva  la  responsabilidad,  diflcultades  que  ofrece  la 
realb.ación  de  ésta:  caso  del  general  Jackson.— Acción  de  los  par- 
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ticu-lares    para  exigir  la  indenmizacií^n  del  daño  causado  por  el 
abuso 260 

CAPÍTULO  VI 


LOS  PARTIDOS  Y  LAS  GARANTÍAS  CONSTITUCIONALES 

t.  Observaciones  jfenerales— Las  limitaciones  á  las  garantías  consti 
tucionales  y  los  movimientos  políticos.— Causa  de  la  existencia  de 
lo^  partidos.^ll.  Definición  de  losparíídos;  definición  de  Lieber,  su 
examen;  los  partidos  permanentes,  ¿cuándo  son  necesarios!  46  qué 
organizaciones  políticas  convienen?— Los  partidos  en  Inglaterra;  su 
im|>ortancia,  razón  de  su  permanencia.— Los  partidos  en  Francia, 
rozón  de  su  permanencia.— Los  partidos  en  Estados  Unidos,  razones 
que  determinan  su  permanencia.— III.  La  existencia  de  los  par- 
tidos, en  los  países  libres,  es  inevitable;  fundamento  de  esta  má- 
xima.—¿Cuándo  y  por  qué  los  partidos  no  deben  ser  permanentes? 
carácter  que  del>en  tener  los  partidos  bajo  la  forma  presidencial 
pura.— IV.  Necesidad  de  los  partidos,  razones  que  la  fundan,  pa- 

*  labras  de  Moya.— Otras  consideraciones  sobre  el  carácter  de  los 
partidos.— V.  Los  partidos  y  las  facciones:  palabras  de  Madisón.— 
Vi.  En  los  países  de  sistema  parlamentario  los  partidos  con  organi- 
zación y  principios  directores  permanentes  son  necesarios;  ejem- 
plos que  corroboran  este  aserto:  instabilidad  de  los  ministerios  italia 
nos,  causas  que  la  producen,  palabras  de  Minghetti,  los  ministerios 
ingleses,  razón  de  su  estabilidad.— VIL  Peligros  que  dimanan  de  la 
existencia  de  partidos  sin  principios  que  formen  su  credo;  carácter 
y  propósito  que  los  distinguen.— Seaman  sobre  los  partidos  norte- 
americanos.—VIII.  Divisiones  de  los  partidos  según  los  escritores 
que  sostienen  la  necesidad  de  su  permanencia:  división  de  Stahl, 
división  de  Rohmer,  idem  de  Bluntschli,  idem  de  Moya,  idem  de 
Lieber,  idem  de  Guizot.  -Causa  de  la  formación  de  los  partidos  se- 
Kün  Dubs— Crítica  de  la  división  en  liberales  y  conservadores;  ejem- 
plos que  comprueban  nuestra  manera  de  ver.— IX.  Elemento  común 
h  todos  los  partidos  existentes  en  una  nación:  el  patriotismo,  dife- 
rencia entre  el  patriotismo  antiguo  y  el  moderno.— X.  Pena  aplica- 
da por  Solón  al  que  se  mantenía  neutral  en  épocas  de  sedición— 
¿Bs aplicable  tratándose  délos  partidos?— El  individuo  y  la  vida 
política;  opinión  de  Beus  y  Bahamonde,  juicio  sobre  ella,  regla  es- 
tablecida por  Lieber.— XI.  El  fanatismo  de  los  partidos,  peligros 
que  entraña.— Los  funcionarios  públicos  y  los  partidos.— Aquellos 
no  deben  lomar  parte  en  los  movimientos  de  estos:  razón  de  la 
^parcialidad  exigida  á  los   funcionarios.— Notables  palabras  dé 
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Bluntschli.— XII.  Causas  que  obstan  á  la  aplicación  de  aquellas  ver 
dades  por  parte  de  los  partidos.— XI 11.  El  hombre  de  partido  en  el 
gobierno  ó  fuera  de  él.— XIV.  Medios  ilícitos  de  que  se  valen  los 
larUdos  para  triunfar,  razonamientos  con  que  justifican  su  uso, 
consecuencias  funestas  del  empleo  de  tales  medios.— XV.  Condicio- 
nes que  los  partidos  asi  degenerados  exijen  en  aquellos  que  han 
de  elevar  ¿los  puestos  públicos; males  resultantes  de  esa  práctica  — 
XV i.  Manera  como  interpretan  la  Constitución-- ^Lo  hacen  con  arre- 
glo á  los  principios  ó  según  sus  intereses  y  conveniencias?— Tem- 
peramento que  adoptan  cuando  la  interpelación  torcida  no  basta 
al  logro  de  sus  pretensiones;  Sea  man  sobre  estos  R>**fífe;  conse- 
cuencia.—XVII.  Continuación  de  la  maíerta.— Mane'r&í¿>mo  inter- 
pretan la  Constitución  en  lo  relativo  á  la  ley  marcial,  el  estado  de 
sitio  y  otras  limitaciones;  efectos  que  de  esto  dimanan--Males  pro- 
venientes de  la  explotación  de  In  libertad.— XVIII.  Los  partidos  en 
la  República  Argentina. ^Pariiáos  históricos,  sus  movimientos, 
consecuencias  de  sus  antagonisnios.^Lps  partidos  permanentes  no 
convienen  ó  la  Hepública  Argentina;  fundamentos  de  esta  doctri- 
na; resultados  funestos  de  la  permanencia  de  los  partidos.— Ven- 
tajas que  la  República  obtendría  de  que  los  partidos  no  se  forma- 
ran sino  cuai^do  se  presente  la  cuestión  que  han  de  resolver.— 
Carácter,  propósito  y  bandera  de  los  partidos  argentinos  después 
de  la  reconstritcción  de  la  nacionalidad;  medios  de  que  se  han 
valido  para  la  consecución  dé  sus  ñnes.— Actualidad  de  la  Repú- 
blica del  punto  de  vista  que  nos  ocupa,  peligros  que  nos  amena- 
zan.—Enseñanzas  que  dimanan  de  la  historia  de  nuestros  parti- 
dos.—El  ciudadano  honrado  y  los, partidos  organizados  miiitar- 
raente.— XIX.  Re8\^a)eo.^  conclusiones 269 
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EL    DKntCHO   DE    RE'ilSTFNCI  A 


I.  Obserracioncs  f/eneralea, -^l  combate  por  el  derecho,  la  lucha 
como  medio  de  adquisición  ó  sostenimiento  del  derecho.— Exce- 
lencia del  derecho;  necesidad  de  la  defensa  del  derecho^  impor- 
tancia de  la  misma;  la  defensa  del  derecho  propio  importa  tam- 
bién la  del  ageno,  demostración  de  esta  doctrina,  ejemplos  que 
le  corroboran:  razón  del  respecto  tributado  á  la  autoridad,  el 
pDSae:  C4fníitatu4^  y  la  defensa  del  derecho;  donde  el  posse  comi- 
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tatas  no  se  ejerce,  la  conciencia  del  derecho  no  existe  ó  está, 
desvirtuada;  diferencias  á  este  respetólo  entre  la  Inglaterra  'y  los 
Estados  Unidos  por  una  parte,  y  algunos  estados  de  la  Eui*opa 
y  las  repúblicas  americanas  por  la  otra — Efectos  de  la  falta  de 
conciencia  del  derecho  en  el  orden  publico  y  privado.  Observa- 
ciones de  Yhering  sobre  te  influencia  del  sentimiento  del  dere- 
cho en  las  manifestaciones  de  la  actividad  individual  y  social;  la 
libertad  de  acción  es  necesaria  al  derecho  —Resumen  y  corola- 
rios délos  principios  expuestos  en  este  parágrafo.— I!.  Continua- 
ción de  1(1  materia  anterior.  La  lucha  por  el  derecho  debe  obe 
decer  á  ríjgjas  y  encerrarse  dentro  de  ciertos  limites.  -  Cuestio- 
nes diversa  ^  ue  es  menester  dilucidar. -Agentes  que  pueden 
usurpar  ó  desconocer  el  derecho:  oí  individuo  y  los  poderes  pú- 
blicos.—Distintas  manifestaciones  de  la  resistencia  según  sea  el 
agente  que  hiciera  el  derecho  y  según  sea  el  derecho  herido. 
—Medio  de  defender  el  derecho  individual  cuando  es  atacado 
por  o»ros  individuos.— Desconocimiento  del  derecho  por  los  pode- 
res públicos.— Medios  de  defensa  en  este  caso.— Difícultades  que 
se  presentan  cuando  el  mecanisYno  gubernamental  no  proporcio- 
na el  remedio.- III.  Resistencia -^Hesisieni^ia  activa,  resistencia 
pasiva.— Objetivos  de  la  resistencia,  como  son.  Resistencia  indi- 
vidual.—¿Puede  un  Individuo  resistir  un  mandato  de  la  autoridad? 
— Diverjencias  al  respecto  entre  los  publicistas,  sistemas  diver- 
sos; sistema  según  el  cual  la  resistencia  li  toda  orden  de  la  auto 
ridad  constituye  un  alentado  ó  un  acto  de  rebelión,  sus  funda- 
mentos; sistema  en  cuya  virtud  la  resistencia,  á  las  órdenes  ilega- 
les ó  arbitrarias  de  la  autoridad,  es  un  acto  de  legítima  defensa 
de  que  solo  es  juez  el  particular,  sus  fundamentos;  sistema  según 
el  cual  el  derecho  de  resistencia  nó  existe  sino  contra  las  injusti- 
cias manifiestas  ó  insoportables;  casos  en  que  este  sistema  pres- 
cribe la  obediencia,  fundamentos  del  mismo.— Examen  de  estos 
distintos  sistemas.— ¿Entre  las  teorías  extremas,  cuál  debe  prefe* 
rirse?— ¿Cuándo  y  por  qué  es  procedente  la  resistencia?— Deber 
que  incumbe  á  aquel  cuyo  derecho  es  violentado  acerca  de  la 
eficacia  déla  resistencia.- Necesidad  de  encarar  la  cuestión  bajo 
sus  diferentes  faces;  orden  ilegal  y  cuyo  cumplimiento  causa  ó 
no  gravamen  irreparable,  solución  según  el  caso,  fundamento  de 
esa  solución.— Pinheiro  Ferreira  y  Sellyer  sobre  esta  doctrina.— 
El  derecho  de  resistencia  no  debe  consagrarse  en  la  ley,  razones 
en  que  se  funda  esta  opinión.— ¿Es  legitima  la  resistencia  contra 
una  ley?— IV.  Resistencia  colcctira.^Su  apreciación  exije  un  cri- 
terio distinto  al  que  requiere  la  resistencia  individual;  razón  de 
esa  diferencia;  peligros  que  ofrece  la  resistencia  colectiva  cuyo 
objeto  es  cambiar  los  poderes  ó  alterar  la  organización  del  go- 
bierno.—Ventajas  en  buscar  la  consecución  de  esos  objetivos  por 
otros  medios  antes,  que  por  la  resistencia,  diferentes  nombres  de 
esta  según  el  punto  de  vista  deque  se  la  mire,  nombres  í|ueiedii 
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la  flutoridnd  que  la  combate,  nombres  que  le  dá  la  agrupación  re- 
sistente, causa  de  que  procede  esta  diversidad  de  denominaciones. 
— Cue<»tiones  á  que  dú  lugar  esta  clase  áe  resistencia,  antigüedad 
de  la  controversia  y  causa  que  la  produce.^Sistemas  diversos 
de  ios  publicistas:  primer  sistema  que  niega  el  derecho  de  resis- 
tencia en  la  forma  revolucionaria  contra  las  autoridades  consti- 
tuidas, sus  fundamentos,  enumcrnci<'»n  de  estos;  segundo  sistema 
según  éf  cual  la  resistencia  es  un  derecho  legitimo  del  pueblo..., 
exposición  de  sus  fundamentos;  tercer  sistema  en  cu^^tirtud  la 
resistencia  es  legitima  cuando  se  trata  de  un  aclo  ^xtr<»  '^^o  Y  ne- 
cesario de  defensa,  fundamentos  en  que  se  apoya;  cuw^  o  sistema 
según  el  cual  los  puebloo  regidos  i>or  instituciones  Wbres  no  con- 
servan el  derecho  de  resistencia... — Caso  en  que  según  esta  tec- 
ria  podría  proceder  la  resistencia,  consideraciones  que  fundan  estí» 
teoría.— 4QUÓ  es  la  resistencia  del  punto  de  vista  en  que  ahora 
se  la  considera?  ¿La  resistencia  debe  consagrarse  como  un  dere- 
cho? Solución  que  le  dieron  la  Magna  Carta,  la  declaración  de 
derechos  de  1789  y  la  proclamación  de  independencia  de  1776;  so- 
lución según  otras  constituciones;  doctrina  aceptada  por  los  cons- 
tituyentes belgas;  nuestra  opinión;  consideraciones  en  que  se  basa. 
—Manifestaciones  históricas  del  derecho  de  resistencia:  el  Tribunal 
romano;  el  Eíorado  en  Esparta;  la  lucha  entre  los  barones  y  los 
reyes;  proclamaciones  de  principios  hechas  por  Inglaterra,  Fran- 
cia y  Estados  Unidos,  sus  consecuencias.— ^xdm^/i  y  critica  de 
tos  Sistemas:  defectos  de  la  doctrina  de  la  no  resistencia  absoluta, 
razones  en  que  -se  apoya  su  inadmisibidad,  opinión  de  Hallam; 
crítica  del  sistema  de  la  resistencia  sin  límites;  efectos  que  produ- 
ciría 8i  se  le  admitiera;  razones  para  rechazarlo;  examen  del  sis- 
tema de  la  defensa  legitima,  su  ínadmisibiüdad;  examen  del  cuarto 
sistema,  nuestra  opinión  sobre  él,  medios  de  subsanar  las  enfer- 
medades políticas  y  de  corregir  los  errores;  resortes  constitucio- 
nales, reforma  de  la  constitución.— Las  revoluciones,  males  que 
producen,  sus  defectos  entre  nosotros,  opiniones  manifestadas  en 
los  parlamentos.— Laurent  sobre  lo  mismo,  ejemplos  que  corro- 
boran su  teoría.— ¿Cuándo  seria  procedente  la  revolución?— Expo- 
sición de  la  cuestión;  nuestra  doctrina,  sus  fundamentos:  autores 
que  la  sostienen,  ejemplos.— Aplicación  de  las  ideas  anteriores  á 
la  Hopública  Argentina.— Epilogo  y  conclusiones 297 
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